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DIGESTO NACIONAL. 


No pretendemos merecer el honor ni la gloria que conquistaron los sabios jurisconsultos, 
que formaron el gran Código de Derecho Romano, que lleva á su frente el titulo que 
hemos adoptado. 

Al dar á nuestro libro el titulo de Digesto, no nos hemos propuesto otro objeto, que el 
de espresar con esa sola voz todo su contenido; significar con ella el programa de nuestro 
trabajo en toda su estensio'n, sin que abriguemos la presunción de suponer la mas ligera 
analogía entre el mérito científico del Digesto Romano, y el de la compilación reasumida 
de disposiciones Patrias y prácticas del foro y del comercio, en forma de diccionario. 

La metodizacion y sistema de nuestra legislación, es una de nuestras mas importantes 
exigencias sociales; y ningún sistema mas adaptable para adquirir un conocimiento breve 
sobre cualquier punto de ella, y resolver las dudas que puedan ocurrir en la aplicación 
práctica de la ley, que el del órden alfabético, que está al alcance de todos, y que abraza 
bajo una sola palabra, el compendio de las disposiciones, cuyo conocimiento se necesite 
sobre una materia dada. 

Es este el medio mas eficaz de generalizar el conocimiento del derecho, cuya igno- 
rancia no escusa á nadie, asi como también es el mas espeditivo de dirigir al juez y al 
abogado, para encontrar con facibdad y economía de tiempo, el texto de las leyes que 
hayan de consultarse, por medio de las citas de su referencia. 
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Es asi que para examinar alguna ley de las comprendidas en los voluminosos cuerpos del 
derecho español, el Diccionario de legislación de D. Joaquin de Escriche, es comunmente 
la guia que dirije al juez y al abogado, para descubrir con brevedad y ahorro de trabajo, 
el código y el parage donde debe hallar el texto. Si pues, el Diccionario de Escriche, es 
de reconocida utilidad para el jurista, y aun para todos aquellos que quieren conocer una 
disposición legal, sobre cualquiera materia de la lejislacion Española, el que comprende, 
bajo el mismo método, un estrado de todo lo que hace relación al derecho Nacional, y á 
las resoluciones gubernativas y prácticas cuyo cumplimiento incumbe á todos, debe servir 
necesariamente á vulgarizar esos conocimientos, y á facilitar la observancia de las leyes, 
reglamentos, decretos y demas disposiciones que la República se ha dado. 

Nadie ignora que nuestra legislatura Nacional, carece absolutamente de método y de 
sistema, y que no lo hay tampoco, en cuanto á la forma de promulgación establecida 
para las sanciones legislativas y demas resoluciones dictadas por los Poderes Consti- 
tutivos del Estado. 

Existen muchas leyes que contienen disposiciones sobre distintos puntos que no se rela- 
cionan entre si; á la vez que hay otros que se hallan tratados aisladamente en distintas 
leyes y resoluciones, sin relación alguna entre ellas, que abrevie su conocimiento, no 
siendo en consecuencia, fácil adquirirlo en el texto, sin improbo trabajo y contracción. Tal 
sucede, por ejemplo, en las numerosas disposiciones dictadas sobre funciones y deberes de 
los escribanos públicos, sobre atribuciones de los alcaldes ordinarios, y otras semejantes. 

Difícilmente podrá saber un alcalde ó un escribano, cuales son todas las funciones y 
deberes que la lejislacion Patria les atribuye, ocurriendo á registrarlos en capítulos ó 
artículos aislados de numerosas leyes sin correlación ni referencia alguna entre si. Pero 
por medio del sistema adoptado en este libro, se hallan aquellas, como otras muchas de 
igual naturaleza, compiladas y reunidas bajo un solo nombre, con las citas correspondien- 
tes de las leyes ó decretos relativos, que por el órdcn de sus fechas, se encontrarán sin 
dificultad en la Colección que principiamos á publicar en 1856, en cuanto á aquellos 
que se hallen en vigencia. 

Creemos escusado observar que el Dijesto Nacional, se refiere sola y esclusivamente 
á la enunciación de las resoluciones de la legislación Patria : asi cuando hablamos , 
por ejemplo, de juicio ejecutivo, de términos, de posesión, ó de cualquier punto 
de derecho estatuido por la lejislacion española , nos limitamos á emitir las correcciones 
ó reformas introducidas en ella, por la nuestra, sin perjuicio de los de aquella que rigen 
en la República, en todo cuanto no han sido derogadas por resolución espresa. Estos se 
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encuentrarán siguiendo el mismo órden , en el Diccionario de legisfacion de Don Joaquín 
de Escriche, del que el Digesto puede considerarse un apéndice, en lo que hace relación 
al derecho Nacional. 

Tal ha sido en resúmen nuestro pensamiento. 

La brevedad de este libro, no permite abrazar, en las disposiciones contenidas en él 
todos sus pormenores y detalles, sino solamente un estrado de su parte dispositiva. Las 
citas de las leyes y resoluciones respectivas, sirven para ampliar los conocimientos que se 
requieran, ocurriendo á ellas cuando sea necesario. 
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abasto de carnes. — Los anima- 
les, asi vacunos como lanares, que se des- 
tinan para el consiímo de la población, en la 
Capital y demas pueblos de la República, 
están sugetosal pago de un impuesto muni- 
cipal . 

Este impuesto es — en la Capital — por 
cada animal vacuno , doce reales corrientes : 
— porcada animal lanar, dos reales. — En 
los puebles de campaña, por cada animal 
vacuno, ocbo reales (1). 

Los animales destinados -para el consumo 
deben ser encerrados en los corrales esta- 
blecidos al efecto, bajo las reglas y formali- 
dades proscriptas (2). 

La administración de los corrales de abas- 
to, y la recaudación del impuesto en la Ca- 
pital, deben estar á cargo de un Adminis- 
trador general, un inspector, un llavero, un 


(1) Ley de 14 de Mayo de 1856. 

(2) Reglamentos del l.° de Enero de 1811 y de 26 
de Octubre de 1854. 


revisador, dos empleados encargados de los 
libros y papeletas, y uno ó dos peones . El 
Administrador es responsable del ganado 
que recibe en los corrales, cesando esta res- 
ponsabilidad durante las horas en que aque- 
llos se abren para la matanza ó para sacar 
el ganado á pastoreo. 

Todo individuo que mate ganado para 
consumo, sin pasarlo por los corrales de 
abasto público, queda sugeto al pago de una 
multa de veinticinco pesos por la primera 
vez, del duplo la segunda, y del triple, con 
prohibición de matar en lo sucesivo, la ter- 
cera. . 

Es prohibido á los saladeristas entregar 
carne beneficiada ni ganado en pié sin cono- 
cimiento del administrador general de cor- 
rales. Este debe pasar al ministerio de Ha- 
cienda cuenta mensual de los fondos que 
recaude. 

Las cuestiones sobre pago de derechos 
adeudados, deben ser resueltas sumariamente 
por* la autoridad de policía. 
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Es prohibida la introducción en los cor- 
rales de abasto, de terneros sin marca bajo 
|a pena de caer en comiso (1). 

abastecedores. — Los que tienen 
la facultad de recibir y vender animales para 
el consumo público (2). 

Para sor abastecedor se necesita tener 
uno ó mas cuartos para la venta de carne, y 
estar anotado y patentado por la Policía. 
Los abastecedores deben conservar en los 
corrales del Estado los animales que tengan 
para el consumo (3), con la obligación de 
concurrir á ellos á la hora que se abren para 
la matanza, á fin de reclamar en aquel acto 
del administrador general, cualquiera falta 
que notasen. Dorante las horas de la ma- 
tanza, cesa á este respecto, la responsabilidad 
del administrador (4). Ningún abastecedor 
puedo recibir ganado para consumo, sin la 
correspondiente tornaguía de la tablada (5) . 

abigeato. — Hurto de ganados. Se 
comete abigeato : I o Hurtando de cual- 
quiera manera ganado, sea vacuno, caballar, 
lanar ó de cerda : 2 o desfigurando ó bor- 
rando las marcas; 3 o destruyendo, ó cam- 
biando por otros objetos, cueros que tuvie- 
sen borrada la marca ; 4. ° encubriendo los 
animales hurtados, sus cueros ó pieles 5. ° 
marcando en campo ageno, sin conocimiento 
del dueño; 6. ° marcando animales orejanos 
á sabiendas de ser agenos, aunque sea en 
campo propio; 7. ° comprando á sabiendas, 
cueros ó animales ágenos. 

"“El individuo que cometiere abigeato, in- 
curre en la pena de prisión y trabajos públi- 
cos cuya duración debe graduarse según la 
reincidencia. Los abigeos incurren también 


(1) Decreto de 8 de Noviembre de 1841. 

(2) Decreto de 4 de Mayo de 1854. 

(3) Decreto de 26 de Octubre de 1854. 

(4) El mismo decreto. 

(5) Decreto de 4 de Mayo de 1854. 


AS 

en la obligación de indemnizar al dueño con 
el duplo del valor de los animales hurtados 
y en la del pago de fas costas del juicio. La 
falla de pago de la indemnización, se re- 
suelve con el aumento de la cuarta parte del 
tiempo de la condena á prisión y trabajos 
públicos. 

El dueño, ó el ocupante del terreno, según 
los casos, sqn responsables del vajor de las 
cosas hurtadas que se encuentren en dicho 
terreno. La responsabilidad por acusaciones 
calumniosas debe someterse al juicio de árbi- 
tros. Las penas impuestas al delito de abi- 
geato no pueden conmutarse (1). 

abogado. — El profesor de Dere- 
cho facultado con título del Superior Tri- 
bunal de Justicia, para ejercer la profesión. 
Para obtener el título de abogado, es necesa- 
rio, después de haber terminado los estudios 
universitarios; de haber cursado tres años en 
la Academia de Jurisprudencia teórico prác- 
tica, y de haber rendido satisfactoriamente 
las correspondientes pruebas de ingreso y 
egreso, sufrir un nuevo* exámen teórico y 
práctico ante el Tribunal Superior. 

Para este objeto, el pretendiente, munido 
de un certificado del Secretario de la Aca- 
demia en que conste haber sido aprobado 
en todos sus exámenes ante aquel cuerpo, 
recibirá del Escribano de Cámara, unos autos 
de los archivados sin sentencia definitiva, de 
los cuales, en término de tres dias. Hará 
relación ante el Tribupal: — fundará in voce 
en favor de una, y después de otra de las 
partes, y formulará sentencia sufriendo en 
seguida el exámen indicado. Obtenida su 
aprobación, recibirá, el titulo de abogado (2). 

Los abogados de las Repúblicas America- 
nas, que lo acrediten con título en forma, 


(1) Ley de 13 de Junio de 1853. 

(2) Constitución de la Academia' de Jurisprudencia 
de 2 de Abril de 1839. 
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justificando la identidad de la persona, deben 
ser sin mas Irámile inscriptos en la matri- 
cula del Estado, y facultados para ejercer la 
piofesion. En identidad de circunstancias, los 
abogados de Ultramar, deben sufrir previa- 
mente un examen general ante el Tribunal de 
Justicia. Los abogados Extrangcros pueden 
suplir en el desempeño de sus funciones á 
los jueces permanentes, en casos necesarios, 
previo el juramento de derecho (1). 

Está mandado que los abogados concierten 


las relaciones en las causas civiles que de- 
fiendan, bajo las penas de la ley 1 1 til. 22 
lib. 2.° de la R. C. (i). 

En el cobro de honorarios los abogados 
deben ceñirse al arancel vigente. — Véase 
Arancel de Jueces, Abogados, &a. 

En los recursos de nulidad é injusticia 
notoria, y en todos aquellos en que es nece- 
sario integrar el Tribunal Superior de Jus- 
ticia se hace con abogados nacionales saca- 
dos á la suerte. — Véase Conjuez. 


JkC. 


XC1BEHII DB Jinisni BEXtU 
teórico frActica. — Institución des- 
tinada al estudio teórico y práctico de la ju- 
risprudencia, para los alumnos que han con- 
cluido sus estudios universitarios. 

Para ingresar á la Academia y entrar á 
formar parte de los socios académicos , es 
necesario hacer una petición ante el Director 
vestida con el titulo de doctor, con la fé de 
bautismo del pretendiente y con certificados 
satisfactorios de vita el moribus. Substan- 
ciada esta petición con audiencia del celador 
fiscal, debe tomar puntos en las instituciones 
de Alvarez, y sobre el que resulte, escribir 
en el término de veinticuatro horas una di- 
sertación cuya lectura dure cuando menos 
media hora; después de la cual, debe sufrir 
dos réplicas y responder á las preguntas 
que se le hagan por dos académicos, que el 
Director ó el Presidente desiparán antici- 
padamente. Acto continuo, sufrirá un exá- 
men del derecho por todos los académicos, 
que deberán ser citados para este acto, y 
en sepida por los empleados del Cuerpo 
que formen la mesa; y resultando aprobado 
por votos secretos , se declarará- su incorpo- 
ración. Si fuese reprobado, se presentará 


(i) Decreto de 14 de Enero de 1839. 


á nuevo exámen, dentro del término que 
se le señale por la mesa de empleados (2). 

Concluidos los tres años de duración de 
la práctica , y satisfechas en -Tesorería las 
faltas que hubiese hecho el académico, y los 
derechos de salida , con arreglo á la Consti- 
tución del Cuerpo, pedirá designación de dias 
para sus exámenes de epeso, que se le se- 
ñalarán con audiencia del celador fiscal. Para 
este objeto, tomará puntos en las leyes de 
Toro , y sobre el que resulte , producirá den- 
tro de tres dias, una disertación adecuada á 
la mayor estension de los conocimientos que 
debe haber adquirido en la práctica: sufrirá 
en sepida dos réplicas , como en el exámen 
de inpeso , y un exámen teórico de dere- 
cho. Resultando aprobado se le señalará un 
nuevo dia para el sepndo exámen de egreso 
sobre la práctica del procedimiento. Aproba- 
do en ambos actos queda terminada su prác- 
tica. 

El Cuerpo de empleados de la Academia, 
se compone de un Director, cuyo cargo es 
desempeñado , por uno de los miembros del 
Tribunal Superior de Justicia, elegido por 


(1) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 22 de Agosto 
de 1858 

(2) Acuerdo del Tribunal de Justicia de l i de Oc- 
tubre de 1842. 
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este: un Presidente, un Vice-Prcsidente, dos 
Censores, un Celador fiscal, un secretario, 
un pro-secretario, un tesorero, y un portero. 

Éstos empleados son nombrados anual- 
mente por los Académicos practicantes , so- 
cios natos de la institución. Los empleos de 
Presidente, y Vice, Censores y Celador fis- 
cal, deben ser desempeñados por abogados 
recibidos: los de secretario, pro-secretario y 
Tesorero , por académicos. Los empleados de 
la Academia no tienen opcion á sueldo ni 
remuneración alguna, con la sola escepcion 
del portero, que recibe un sueldo pagado de 
los fondos de la institución. 

Las funciones del Director, son: dirigir 
en general los trabajos del cuerpo; presidir 
sus sesiones ; conocer de los espedientes de 
ingreso y egreso de los practicantes ; admi- 
tir renuncias y cscusaciones; señalar los tra- 
bajos y ejercicios literarios, y ordenar los 
pagos que deben hacerse en tesorería. 

El Presidente suple en sus funciones al 
Director, y el Vice-presidente á aquel. 

Compete á los Censores: revisar, y apro- 
bar ú observar las disertaciones académicas, 
y asistir á lodos los actos estraordinarios y 
exámenes. 

El Celador fiscal es encargado de la ob- 
servancia de la Constitución académica; de 
intervenir en los espedientes de ingreso y 
egreso de los académicos, y de promover to- 
do aquello que conduzca al adelanto y me- 
jora del cuerpo. 

El Secretario debe autorizar todos los ac- 
tos del jDirector , Presidente y Vice ; llevar 
un libro de actas de las sesiones y exámenes 
otro de matrícula y de faltas ; recibir los de- 
rechos de entrada y salida, y las multas de 
faltas, que pasará al Tesorero , ly cuidar del 
archivo; el Prosecretario le suple en su au- 
sencia. 

El tesorero debe llevar un libro de entra- 
das y salidas de los fondos de la Academia, 
y no puede hacer pago alguno sino por ór- 


AC 

den del Director, Presidente ó Vice, con 
espresion del objeto, y autorización del Se- 
cretario. 

Los ejercicios ordinarios de la Academia, 
tienen lugar en los dias martes y viérnes de 
cada semana: deben ser sobre materias teó- 
ricas y prácticas alternativamente, y presi- 
didos por uno de los empleados abogados 
que turnarán por meses. Debe haber ade- 
mas una sesión estraordinaria cada mes, 
en cada una de las cuales, un acadé- 
mico, designado con anticipación por el or- 
den de antigüedad , disertará sobre un punto 
dado. 

Son fondos de la Academia : doce pesos 
que debe pagar cada académico á su ingreso 
é igual suma á su salida, y un peso por ca- 
da falta, asi como cualesquiera donaciones 
ó auxilios del Gobierno, ó de los profesores 
de ella (1). 

Todos los que acrediten con títulos sufi- 
cientes, ó justificación bastante que los su- 
pla, haber obtenido el grado de bachiller en 
leyes, á lo menos, en cualquiera de las Re- 
públicas Americanas, justificada la identidad 
de la persona , pueden ser admitidos sin mas 
trámite. Los graduados en Universidades de 
Ultramar, deberán ademas de los requisitos 
indicados, acreditar la posesión del idioma 
Nacional (2). 

ACARREADORES- DE CAÑADO. — VéaSC 

Troperos. 

acciones privadas. — El sagrado 
de la vida privada se halla garantido por 
el art. 134 de la Constitución, con estas 
palabras: < Las acciones privadas de los 

* hombres que de ningún modo atacan el 
■ orden público , ni perjudican á un tercero 

• están solo reservadas á Dios, y exentas de 


[f] Constitución de la Academia de Jurisprudencia 
ele 2 de Abril de 1839. 

[2] Decreto de H de Enero de 1839. 
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* la autoridad de los Magistrados. Ningún 

> habitante del Estado sera obligado á hacer 

> lo que no manda la ley , ni privado de lo 

• que ella no prohíbe. > 

Es delito de abuso contra la libertad de 
imprenta la difamación publicando los vicios 
ó defectos privados del hombre, que no son 
del resorte de la autoridad pública (1). 


,\cro«Ks dramáticas. — Les es pro- 
hibido emplear en la escena frases ó pala- 
bras que hubiesen sido suprimidas por el 
Censor, asi como faltar al decoro , con ac- 
ciones ó movimientos indebidos. El Censor, 
debe en tal caso reconvenirles ó corregirles, 
según la gravedad de la falta (l).Véasc Tea- 
tro. 


A». 


ADMINISTRACION DE ADUANA. Es- 

tuvo á cargo de un directorio representante 
de la Sociedad compradora de sus ren- 
tas: pero por convenio celebrado con di- 
cha- sociedad, con la intervención del en- 
cargado de S. M. Británica, el Gobierno 
reasumió la administración de dichas ren- 
tas, á cuyo cargo se hallan hoy (2) Véase 
Aduana. Contratos de Aduana. 

ADMINISTRACION DE CORREOS. — 

El servicio de la correspondencia pública y 
privada. Véase Correo. 

ADMINISTRACION DE JUSTICIA. — 

La Administración de Justicia es uniforme 
en lodo el Estado y se ejerce por Te- 
nientes Alcaldes, Jueces de Paz, Alcal- 
des Ordinarios, Jueces letrados y un Tribu- 
nal Superior de apelaciones (3). 

El Poder Judicial puede ejercerse tam- 
bién por una alta Córte de Justicia, si asi lo 
determinase la ley (-i). Véase Alta Córte 
de Justicia. 

La Administración de Justicia en lo Ci- 
vil y Criminal, es desempeñada por Tenien- 
tes Alcaldes, y demas jueces, en la forma 
que queda dicha. 


(1) Artículo 4o de la ley de 3 de Junio de 1829. 

(2) Convenio de 7 de Setiembre de 1868. 

(3) Artículo lodcl Reglamento de Administración de 
Justicia de 10 de Agosto de 1829. 

(O Articulo 91 de la Constitución. 


Los asuntos, actos y personas declaradas 
mercantiles por las leyes del Pais, están bajo 
la jurisdicción del Juzgado letrado de Co- 
mercio, en la Capital. En la campaña cono- 
cían de ellos los Diputados de Comercio, y 
hoy conocen los Alcaldes ordinarios. — 
Véase Diputados de Comercio. 

Los juicios sobre abusos de la libertad de 
imprenta, están bajo la jurisdicción de un 
Tribunal especial de Jurados, compuesto de 
ciudadanos sacados á la suerte, en cada 
caso, de una lista de sesenta, formada al 
efecto. — Véase Juicio de Imprenta. 

Los asuntos y causas pertenecientes á la 
jurisdicción Eclesiástica, corresponden : en 
I a instancia al Provisor general del Estado; 
en 2 a al Cura Rector de la Iglesia Matriz, 
y en 3 a al Vicario Apostólico. Para re- 
solver en 2 a y 3 a instancia, deben aso- 
ciarse al Cura Rector, y al Vicario, dos 
eclesiásticos, sacados á la suerte de una 
lista de seis que debe nombrarse anualmente 
por el Gobierno, de acuerdo con el Sr. Vi- 
cario (2). Véase Juez Eclesiástico. 

Los juicios correspondientes á la juris- 
dicción militar, están cometidos al Consejo 
de guerra de que hablan las Ordenanzas mi- 


(I) Reglamentodc censura del Teatro de 17 de Oc- 
tubre de 1869. 

f2) Decreto del Gobierno de 12 de Agosto de 1835* 
autorizado por la ley de 4 do Julio anterior. Esta dispo- 
sición no es observada en la práctica. 
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litaros, del cual son miembros necesarios : el 
Ministro Secretario de Estado en el Depar- 
tamento de la Guerra, como Presidente, 
seis Gefcs de los mas condecorados y anti- 
guos, como vocales, y un asesor con el ca- 
rácter y grado de Auditor general de 
Guerra (1). En la práctica, el Consejo de 
guerra ó Tribunal militar, es presidido por 
un Oficial general, nombrado por el Go- 
bierno. — El Auditor se nombra especial. — 
Véase Auditor General de guerra. 

El conocimiento de las causas sobre in- 
jurias, compete á los Alcaldes ordinarios (2). 
Les compete también el de las de vagos, 
juegos prohibidos, embriaguez, abigeato, y 
uso de arma en pelea, de la cual haya resul- 
tado herida leve (3). En estos juicios se 
nota la ausencia de acusación del Ministerio 
público, cuando no la hay de parte. La ley 
no lio ha previsto, y el Fiscal del Crimen no 
se ha juzgado en el caso de ejercer las fun- 
ciones de su Ministerio, en causas sugetas á 
la jurisdicción del Juzgado ordinario. 

El conocimiento de las causas sobre con- 
tratos con inmigrantes ó colonos, sus pasa- 
ges y demas incidentes que puedan ocurrir 
sobre la materia, corresponde á los Jueces 
de Paz del domicilio (4). Véase Inmigrantes. 

Las causas de contrabando son juzgadas 
y sentenciadas, cuando el valor del comiso 
no cscedc de trescientos pesos, por un Tri- 
bunal compuesto del Colector general de 
Aduana, y dos comerciantes sacados á la 
suerte de la lista de despachantes, actuando 
con el Escribano de Registros, en juicio 
breve y sumario. Cuando el comiso cscede 
de trescientos pesos, el Tribunal es inte- 
grado con el Fiscal y el Juez de Hacienda 


( ) ) Decreto de 29 de Setiembre de 1851 . 

(2) Ley de l»de Diciembre de 1829. 

(3) La misma ley y la de 23 de Abril de 1858. 

(i) Ley de 3 de Mayo de 1853. 


AD 

de la I a Sección. La sentencia de estos Tri- 
bunales es inapelable (1). 

Las causas de presas marítimas deben 
ser juzgadas breve y sumariamente, en 1* 
instancia, por el Capitán del Puerto, con un 
Auditor especial, abogado, graduado ó inte- 
ligente, supliendo los últimos la falta de los 
primeros, actuando con un Escribano nom- 
brado para el caso : en 2 a instancia, por un 
Consejo de guerra de marina, compuesto del 
Gcfe de mayor graduación, y cuatro oficiales 
de los mas antiguos, un Auditor especial y 
un secretario : — y en 3 a instancia, por una 
Junta de seis Gefes de marina, presidida 
por el Ministro del ramo, supliéndose la 
falta de aquellos, por -Gefes de Ejército de 
tierra (2). — Véase Presas marítimas. 

No puede entablarse ningún juicio en ma- 
teria civil ó de injurias, sin constancia de 
haberse llenado el requisito de la concilia- 
ción ante un Juez de Paz. Los Escribanos 
respectivos deben anotar en la caratula de 
los espedientes, el cumplimiento ó la ausen- 
cia de este requisito (3). 

Ninguna causa puede juzgarse fuera del 
territorio de la República. Son prohibidos 
los juicios por comisión, así como el jura- 
mento de los acusados en sus declaraciones 
y confesiones, y también que sean tratados 
como reos (4). 

La administración de justicia en los de- 
partamentos de campaña, esta cometida á 
los Tenientes Alcaldes, Jueces de Paz y Al- 
caldes ordinarios. Las sentencias de estos 
son apelables, en los casos determinados 


(1) Ley de 14 de ¡ulio de 1855. y art. 27 de la de 
13 de Julio de 1856. 

(2) Ley de 23 de Noviembre de 1844. 

(3) Artículo 107 de la Constitución y acuerdo del 
Superior Tribunal de Justicia de 4 de noviembre de 
1837. 

(4) Art. 109, 110 y 111, de la Constitución y 81 de la 
ley de 9 de Mayo de 1856. 
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por la ley, para ante los jueces letrados. — 
Véase Recurso de apelación. 

La jurisdicción de los jueces de lo Civil 
y del Crimen, comprende: la 1* sección, los 
departamentos de Montevideo y Canelones: 
lá 2 a los demas del territorio déla República. 
Véase Secciones Judiciales. El conocimiento 
de las causas de Hacienda y de intestados, 
está cometido a los Jueces de lo Civil en 
sus respectivas secciones (1). 

El conocimiento de las causas en que se 
litigue un valor de menos de veinte pesos, 
compete á los Tenientes Alcaldes, en mé- 
todo verbal: de esta suma hasta doscientos, 
á los Jueces de Paz , también en método 
verbal , formando actas de lo espuesto por 
las parles: hasta tres mil pesos, á los alcal- 
des Ordinarios, observando las formas del 
procedimiento ; y de esta suma para arriba , 
á los jueces letrados de lo Civil (2). 

El fuero personal está abolido. Véase 
Fuero personal. 

Todo pedimento ante cualquier Tribunal 
ó Juzgado letrado, debe llevar la firma de 
un abogado de la matrícula, con escepcion 
de las rebeldías, peticiones de términos y 


Al» 

demas actos llamados procura torios, y los 
escritos en que se presenten las parles por 
sí (i). 

«DHiNismciow de postas. — Véa- 
se Postas. 

administración de VAt iiNA. — Véa- 
se Vacuna. 

aduana. — La reunión de oficinas públi- 
cas encargadas de vigilar y examinar la im- 
portación y exportácion de los efectos, mer- 
caderías y frutos del comercio, y de cobrar 
los derechos establecidos por la ley. Véase 
Derechos de Aduana. Resguardo. 

La administración de Aduana está enco- 
mendada á un Colector General un Gefe Su- 
perior del Resguardo (2) , y demas emplea- 
dos de Contaduría, Visturía, Alcaidía, Teso- 
rería, Resguardo, Receptorías y Sub-receq- 
torías, establecidas en la ley del presupuesto 
general de gastos. 

Son puertos habilitados, con sugecion á 
las leyes aduaneras de la República , los de 
Montevideo, Colonia, Nueva Palmira, Pay- 
sandú, Salto y Maldonado. Véase Puertos 

habilitados. 


' AF. 


afobo. — La avaluación que se hace de 
las mercaderías,' frutos y artículos de comer- 
cio que pasan por la Aduana, para la com- 
putación de los derechos á que están sugé- 
tos. — Esta avaluación está abolida en la 
forma que antes se practicaba por los Vistas 
de Aduana. Los derechos establecidos por 
la ley de Aduana, se regulan por los valores 
de Jos' artículos ó mercader ias de importa- 
ción fijados en una tarifa de avalúos, for- 


(1) Ley de I o da abril de 1859. 

( ’) Reglamento de Administración de Justicia de 
lo de Agosto de 1829. Art. 10 y 69. 


mada cada cuatro meses, por una comisión 
de comerciantes presidida por el Colector 
general (3). Los artículos de exportación 
tienen asignados derechos permanentes. — 
Véase Derechos de exportación. 

En el caso de reclamo del introductor 
por causa de averia, la Aduana solo debe 
permitir que los artículos 6 efectos averia- 


[ 1 ] Artícelo 50 de la ley de 9 de Mayo de 1856, y 
ley de 36 de Junio del mismo año. 

(9) Plaza creada por Decreto de 22 de Setiembre de 
1858. Este empleo no está autorizado por la ley, y el 
decreto de su creación se halla de hecho sin efecto. 

(3) Articulo 2 de la ley de 14 de Julio de 1858. 
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dos, so vendan en remate público, desi- 
gnando local para el efecto; y en tal caso, 
se cobrarán los derechos sobre el valor de 
venta (!). — Véase Tarifa de Avalúos. 

africanos. — Los negros nacidos en 
las costas de Africa, cuya introducción era 
permitida en el territorio de la República. 

Con arreglo á la legislación de la mate- 
ria, los Africanos eran libres de hecho y de 
derecho, desde que pisaban el territorio del 
Estado, y puestos en tutela hasta llegar á la 
mayor edad, afianzando el tutor la cantidad 
correspondiente á veinte pesos por cada año, 
que debia entregar al pupilo al término de 
la tutela. Los que hubiesen cumplido vein- 
ticinco años al llegar al País, debían que- 
dar sujetos á esa tutela ó patronato por tres 
años, bajo las mismas condiciones. Era 
obligación de los tutores ó patronos , darles 
sustento, asistirles é instruirles en princi- 
pios de religión y buena moral. 

Este contrato, que mas bien podría lla- 
marse de locación de obras ó conchavo, da- 
ba en remuneración al patrono, el derecho de 
utilizar los servicios del pupilo, durante el 
tiempo de la tutela ó patronato. Los intro- 
ductores de negros de cualquiera nacionali- 
dad y condición, que hicieran de ellos el 
tráfico de esclavos, y los que los comprasen 
y tratasen como tales, incurrirán en la pena 
de infamia, y una multa de cien á doscien- 
tos pesos por cada uno, aplicable por mita- 
des, al Fisco y al aprchcnsor, quedando el 
esclavo libre por el hecho (2). 

Estas disposiciones cuya fiel observancia 
era una nóce'sidad de civilización y humani- 
dad, fueron sin embargo, eludidas siempre 
en la práctica, en cuanto á los derechos que 
ellas acordaban á los africanos, á la vez que 


(t) Art. 0 de la misma ley. 

(2) Ley de U de Junio de 1837. 


AF 

se abusaba y se daba mayor latitud á los de 
los patronos. 

El introductor vendía el derecho de pa- 
tronato por una cantidad convencional, que 
equivalía al precio de un esclavo y que ab- 
sorvia de hecho el de los servicios del colono: 
la remuneración pecuniaria acordada á este , 
nunca se hizo efectiva, y bajo la falsa deno- 
minación de pupilos ó colonos, venían á que- 
dar reducidos á una verdadera esclavitud.. 
Semejante situación formaba un repugnante 
contraste con el estado de cultura del Pue- 
blo, con los principios de la legislación y 
con los sentimientos que constituyen la fiso- 
nomía prominente del carácter Nacional. 

Pero la ley de 12 de Diciembre de 1842, 
declaró completamente libresá los pupilos ó 
colonos aptos para el servicio militar, con- 
servándose en aquella clase solamente las 
mugeres y los inútiles para aquel objeto. 

Las expediciones sobre colonos africanos 
fueron por último definitivamente prohibidas 
en el territorio del Estado, quedando asi 
abolido para siempre el tráfico inmoral é in- 
humano que se habia introducido á la som- 
bra de la incuria ó de la intolerancia, y de 
la viciosa terpretacion de las disposiciones 
legislativas preexistentes (1) Véase Trapeo 
ile Esclavos. 

AGENTES DIPLOMATICOS. — VéaSC 

Cuerpo Diplomático, 

agente fiscal. — El funcionario en- 
cargado de desempeñar el Ministerio públi- 
co en las causas criminales. 

El cargo de Agente Fiscal, al cual esta- 
ba cometida también la Defensoriá general 
de menores, ha dejado de existir. Las fun- 
ciones que aquel desempeñaba, comprenden 


(1) Tratado celebrado éntrela República y el Go- 
bierno da S. M. Británica el 13 de Julio de I83U, v ley 
de 7 de Julio de 1853. 


Digitized by ^.ooQle 



— 9 — 


AG 

hoy al fiscal del Estado en lo Criminal (1). 
Véase Fiscales del Estado. 

agrimensor. — El que tiene por ofi- 
cio medir las tierras. 

Todo el que solicite ejercer la profesión 
de Agrimensor, debe sufrir ante la Comisión 
Topográfica, un exámen en los elementos de 
topografía jeodesia y dibujo descriptivo, y 
ser patentado por dicha Corporación, siem- 
pre que acredite la suficiencia necesaria. 

Los agrimensores están bajo la inmediata 
dependencia de la Comisión Topográfica, k 
la cual deben presentar un duplicado de 
todas las operaciones que practiquen. Están 
autorizados, ademas de la parle facultativa, 
para ejercer las funciones accesorias de ci- 
tación de linderos, y demas que anterior- 


AG 

mente desempeñaban los Jueces de mensura: 
sin embargo, es de práctica que en las men- 
suras concurra como Juez de ellas, el Juez 
del distrito (1). Véase Mensura. 

AGUAS INSALUBRES. — Es prohibido 

derramar en las calles aguas sucias ó insalu- 
bres, bajo pena de una multa de cuatro pe- 
sos. Deben estas como cualesquiera otras ma- 
terias nocivas ser arrojadas en los lugares 
bañados por el mar, en el espacio compren- 
dido entre el muelle de Gounouilhou y la ca- 
naleta; y entre la peña llamada del Bagre y la 
playa de Ramirez. El derrame de aguas que 
provenga de baños ó lavado de pisos, es 
permitido en la calle pública, desde las seis 
de la mañana hasta la una del dia (2). 


AEu 


alcabala. — El impuesto establecido 
sobre el precio de la cosa vendida ó permu- 
tada, que paga el comprador al Fisco. Este 
impuesto por el cual se pagaba un cuatro 
por ciento sobre el precio de la venta, se- 
gún manifestación del comprador y vende- 
dor, estaba adherido á la Administración de 
sellos y patentes, hasta que fué suprimido 
y hoy se halla definitivamente abolido (2). 

alcaide. — El empleado público en- 
cargado de la-custidia de los presos en las 
cárceles. 

Incumbe al Alcaide: I o Cuidar de la se- 
guridad de los presos, y adoptar todas las 
precauciones y medidas necesarias para pre- 
venir su evasión ; en ningún caso, podrá sin 


(1) Ley de 1°de Abril de 1859. 

(2) Ley de 25 de Julio de 1852. — Por el contrato 
do la deuda pública fundada celebrado en Rio de Ja- 
neiro el 28 de Diciembre de 1858, se restablecía para 
el servicio de ésta, el impuesto de alcabala, pero la ley 
que aprobó dicho contrato, eliminó el referido impues- 
to, del cálculo de recursos destinado* á aquel objeto. 


embargo, agravar la prisión de ningún in- 
dividuo, sin causa justificada, y órden del 
Juez competente : 2 o Cuidar de la policía y 
órden económico de la cárcel, sin que pueda 
intervenir en el ejercicio de estas atribucio- 
nes, el oficial, sargento, ó cabo de la guar- 
dia que se destine á ella: 3 o Atender á la 
conveniente distribución de la guardia y al 
aseo, limpieza y ventilación de los calabozos, 
que deberán barrerse diariamente, y en cuyo 
servicio turnarán los presos: 4 o Vigilar que 
estos guarden el órden debido, y qus no se 
empleen en ningún juego de azar, ni en 
otras ocupaciones ó actos contrarios á la 
moral, prohibiéndoles el uso de armas, y de 
bebidas espirituosas: 5 o Cuidar de que los 
alimentos que se den á los presos, no sean 
escasos ni nocivos á la salud, dando en el 


(1) Decreto de 19 de Diciembre de 1831. 

(2) Edicto de Policía de 24 de Octubre de 1859. 

2 


Digitized by ^.ooQie 



— 10 - 


AL 

caso, aviso al Juez respectivo (1). 6° Colo- 
car á las mugeres en cuartos independientes 
celando su absoluta incomunicación con los 
hombres: 7 o Recaudar el derecho de caree» 
lage conforme á arancel, del cual llevará la 
debida cuenta, y cuyo importe verterá men- 
sualmente en la Tesorería general (2) 8 o 
Llevar dos libros cuyas fojas serán numera- 
das y rubricadas por el Escribano del Juz- 
gado, quien, en la primera certificará las fo- 
jas que contengan; los cuales serán desti- 
nados, el mayor para sentar la entrada de 
los presos, y el menor la de los arrestados. 
En el mayor espresará por partidas separa- 
das una de otra, el dia de la entrada del 
preso, el nombre', apellido, edad, estado, 
profesión, ejercicio y domicilio, haciendo 
mención de la orden en cuya virtud lo hu- 
biese recibido. En el menor sentará el nom- 
bre del detenido, la data y órden con que fué 
remitido. En el márgen de cada partida ano- 
tará la salida, ó destino que se de al preso 
ó detenido, con espresion de la fecha; 9° 
Evitar que los presos sean maltratados, ni 
insultados de ninguna manera, procurando 
que exista entre ellos la mayor armonía: 10 
Abrir en todo tiempo; las puertas de las 
habitaciones de los presos, media hora des- 
pués de la salida del Sol, cerrándolas media 
hora antes de ponerse. 

El Alcaide no dehe privar la libre comu- 
nicación de los presos, á menos que les esté 
prohibida por órden escrita del Juez. — No 
exigirá ni tomará cosa alguna, por permitir 
la comunicación ó la entrada do alimento, 
siéndole severamente prohibido aceptar dá- 
divas. 


(1) El alimento de los presos incumbe al Gefe Polí- 
tico y es pagado por la caja de Policía. 

(2) Decreto de 5 de Febrero de 1827. — Esta dispo- 
sición se refiere al Alcaide del Juzgado del Crimen. 
El carcelage de los arrestados por vía de pena correc- 
cional, es uno de los ramos adscriptos & la Policía, y 
se vierte en la caja de esta. 


AL 

No permitirá que se pongan prisiones á 
los presos, sinó precediendo orden escrita 
del Juez : en caso que circunstancias espe- 
ciales lo reclamasen, para la seguridad del 
preso, dará inmediatamente cuenta al Juez, 
esperando su resolución (1) — Véase Taller 
de Arles y Oficios. 

alcalde ordinario. — Juez nom- 
brado anualmente por elección popular. — 
Los Alcaldes Ordinarios fueron creados, 
para suplir á los Jueces de 1 * instancia, en 
el carácter que antiguamente investían, y á 
los Comisarios de Policía, que fueron supri- 
midos, atribuyéndoles las funciones que es- 
tos desempeñaban (2) : pero ulterioremente 
se redujeron estas funciones, á las concer- 
nientes á la administración de justicia, que 
son las que hoy desempeñan, restablecién- 
dose al Departamento de Policia las que le 
son anexas. 

Los Alcaldes Ordinarios, son elegidos con 
dos suplentes, por voto popular, el dia 1° 
de Enero de cada año. — Para ser electo 
Alcalde ordinario ó suplente, se necesita ser 
vecino, y haber residido en el Estado, un 
año al menos, sin interrupción, antes del 
nombramiento (3). — Tienen voto activo en 
esta elección todos los vecinos del Departa- 
mento ó jurisdicción del Alcalde electo. — 
Véase Elecciones de Alcaldes ordina- 
rios. 

En cada Pueblo cabeza de Departamento, 
y en aquellos cuya población esccda de mii 
almas, debe haber un Alcalde Ordinario (4). 
Si actuaren con Escribano público, disfrutará 
este la dotación señalada por la ley : — en 
defecto de Escribano, tendrán un escribiente 


(1) Acuerdo del Superior Tribunal de Justicia de 28 
de Noviembre de 1854. 

(2) Decreto de 6 de Diciembre de 1827. 

(3) Ley de 22 de Setiembre de 1829. 

(4) Ley de 13 de Marzo de 1880. 
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con el sueldo de la ley. El ejercicio de esta 
judicatura, es una carga consejil. 

Incumbe á los Alcaldes Ordinarios, el 
conocimiento en 1 ^ instancia.de las causas 
del fuero común, que pasando de doscientos 
pesos, no cscedan de tres mil : — el de las 
que suban en apelación de los Juzgados de 
Paz : — el de las de inventario y partición 
de bienes de difuntos, en las cuales deben 
permitir se proceda por los testamentarios 
y herederos extrajudicialmente, con obliga- 
ción de presentar los inventarios y particio- 
nes á la aprobación judicial (1) : última- 
mente, en las de vagos, de embriaguez, de 
uso de arma prohibida en pelea cuando re- 
sulte de ella herida leve, en las de abigeato 
y en las de injurias (2). 

Los Alcaldes pueden proceder en juicio 
verbal; pero en la práctica observan las for- 
mas del procedimiento, en virtud de facul- 
tad conferida por la ley de 22 de Mayo de 
1837. 

En las causas civiles, ya fuesen en las 
iniciadas ante ellos, ó en las que conociesen 
por via de apelación , sentenciaban con dos 
colegas sacados á la suerte, de una lista de 
treinta, nombrados por los Cabildos, de en- 
tre los vecinos propietarios de luces y hon- 
radez, residentes en el Pueblo cabeza del 
Departamento. — La concurrencia de colegas 
filé abolida ulteriormente, quedando faculta- 
dos los Alcaldes Ordinarios para asesorarse, 
cuando lo consideren conveniente, con noti- 
cia de las partes, de letrados conocidos ó de 
personas inteligentes en la materia contro- 
vertida (3). Esto es lo que se practica ordi- 
nariamente. 

Los Alcaldes Ordinarios pueden aprehen- 


(1) Art. 10 del Reglamento de Administración de 
Justicia de 10 de Agosto de 1829. 

(2) Leyes de 1° de Diciembre de 1829 y de 23 de 
Abril de 1858. 

(3) Ley de G de Julio de 1839. 
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der á los delincuentes formalizando los su- 
marios y pasándolos en su caso al Juzgado 
del Crimen (i). 

De las sentencias pronunciadas por los 
Alcaldes, puede apelarse para ante el Juez 
letrado de la sección respectiva, con cscep- 
cion de los casos en que la sentencia del 
Alcalde, sea confirmatoria de la del Juez de 
Paz, en autos en que aquel haya conocido 
en grado de apelación; pues la segunda sen- 
tencia, confirmatoria de la primera, trae 
aparejada ejecución inmediatamente, y de 
ella no hay otro recurso que el estraordina- 
rio de nulidad é injusticia notoria (2). 

En los juicios ante los Alcaldes ordina- 
rios, la causa queda conclusa para prueba, 
siendo necesaria, con un solo escrito de 
cada parte, y con otro para sentencia. La 
apelación, en su caso, puede; hacerse in 
voce ó por escrito : — en uno y otro caso, 
se concederá ó denegará sin mas trámite (3). 
Véase Recurso de apelación. 

En las causas que suban en apelación de 
los Juzgados de paz, los Alcaldes deben re- 
solver en una sola audiencia, ó en dos, 
cuando las partes ofrezcan probanzas que 
deban recibirse, en cuyo caso se producirán 
las pruebas simultáneamente en la segunda 
audiencia, mencionándose dichas pruebas, en 
el acta, que contendrá también el fallo pro- 
nunciado por su mérito; — Sin embargo, el 
procedimiento observado comunmente en la 
práctica, es el ordinario, oyendo á las parles 
)or escrito, y señalando, según los casos, 
os términos legales, el cual se halla lam- 
)ien autorizado por la ley de 22 de Mayo 
de 1837. 

En los juicios ejecutivos observan la for- 


(1) Art. 17 del Reglamento de Administración de 
Justicia de 10 de Agosto de 1829. — Eata atribución 
no está en uso. 

(2) Art. 16 de la ley de 9 de Mayo de 1856. 

(8) Ley de 22 de Mayo de 1837. 
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ma prevenida por la ley de procedimientos 
de 0 de Mayo de 1856. — Véase Juicio 
ejecutivo. 

En las causas de abigeato y heridas le- 
ves, deben conocer y decidir sumariamente, 
aplicando las penas correccionales que las 
leyes determinan, y concediendo la apela- 
ción de sus sentencias, en la forma estable- 
cida, para ante el Juez letrado de la sección 
respectiva. Cuando los individuos á quienes 
deba juzgarse por alguno de los delitos men- 
cionados, sean aprehendidos en segunda 
reincidencia, los Alcaldes Ordinarios los re- 
mitirán al Juez del Crimen competente, con 
los antecedentes y sumarios del caso. 

Los abigeos incurren en las penas desig- 
nadas en la ley de 13 de Junio de 1853, 
y los encausados por heridas leves, en las 
prevenidas en el artículo 80 de la ley de 9 
de Mayo de 1856, duplicándose estas pe- 
nas en caso de reincidencia (1). 

En los casos de recusación, ó impedi- 
mento legal de los Alcaldes Ordinarios, co- 
nocerán los suplentes por el orden de sus 
nombramientos, y á falta de estos los titula- 
res anteriores mas inmediatos, por el orden 
de antigüedad. Véase Recusación. 

Cuando ocurran á los Alcaldes, dudas cu- 
ya resolución no esté prevista por la legisla- 
ción vigente, pueden consultar al Tribunal 
Superior de Justicia, y no pudiendo éste re- 
solverlas, las elevará á la Asamblea Gene- 
ral por conducto del Gobierno, proponiendo 
lo que crea mas conforme á la mejor admi- 
nistración de justicia en el caso (2). 

Los Alcaldes Ordinarios percibirán por 
sus actuaciones, los derechos que les corres- 
ponden por el Arancel General (3). Estos 


(r Ley de 23 de Abril de 1858. 

(2) Articulo 65 del Reglamento de Administración 
de Justicia de 10 de Agosto de 1829. 

(3) Articulo 77 dtl mismo Reglamento. 
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derechos son en la práctica cuatro reales 
por cada firma. 

Los Alcaldes que actúen sin Escribano 
pueden llevar protocolo con sugecion á las 
prescripciones establecidas para estos. Véase 
Protocolo. 

alegato. — Escrito que hacen las par- 
tes en juicio fundando su derecho. 

Después de la publicación de probanzas, 
no se hace mas que un alegato por cada una 
de las parles, sea en primera, segunda ó ter- 
cera instancia (1). 

Es asi que en grado de apelación, la cau- 
sa queda substanciada y conclusa para defi- 
nitiva, con un escrito de cada parte. 

alguacil. — Empleado de justicia en- 
cargado de la ejecución de actos judiciales. 

Los Alguaciles tienen el deber de ejecu- 
tar fielmente los mandatos del Juez que les 
sean cometidos, requiriendo en caso necesa- 
rio el auxilio de la fuerza pública que les 
debe ser prestado. 

En la intimación de los apremios, les está 
prohibido recibir de las partes, contestacio- 
nes tendentes á demorar ó eludir la entrega 
de los autos bajo prelcslo de llevarlos en 
persona á la oficina, debiendo en cualquier 
caso hacer efectivo el mandato de que se sa- 
quen de poder del moroso, y no pudiendo 
verificarlo, conducir á éste entre rejas. El 
Alguacil que falte al cumplimimiento de es- 
tas disposiciones, incurre en la pena de ar- 
. resto por dos dias, en el pago de las costas 
que se originen por el mal cumplimiento de 
la diligencia, y en lo demas á que hubiese 
lugar, según la malicia ó la trascendencia 
de los daños ocasionados (2). 

Tienen también el deber los Alguaciles, 
de dar recibo de los autos, al sacarlos, por 


(1) Artículo 64 de la ley de 9 de Mayo de 1856. 

(2) Acuerdo del Tribunal Superior de Justicia de 2 
de Marzo de 1838. 
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apremio, si se les pidiese por los apremia- 
dos, espresando el número de fojas que con- 
tengan, y la fecha en que los recibiesen (1). 

Los derechos correspondientes á los Al- 
guaciles en los apremios, deben ser pagados 
por los morosos, al tiempo de hacérseles la 
intimación respectiva (2). Sin embargo, los 
derechos del Alguacil no se cobran hasta la 
conclusión del juicio, con arreglo al acuerdo 
del Tribunal Superior de I o de Febrero de 
1822, y al articulo 36 de la ley de 9 de 
Mayo de 1856. 

almacenase. — El derecho que se paga 
por conservar las mercaderías y efectos de 
importación en los almacenes de Aduana. El 
almacenage se paga por mes, reputándose 
concluido el que hubiese principiado al 
tiempo de sacar los efectos de los almacenes 
de Aduana. El importe del almacenage se 
liquida en ese acto, cop sugecion á las dis- 
posiciones de la ley de Aduana. — Véase 
Derecho de Almacenage. 

alta cobte de jcsucia. — La au- 
toridad suprema en el Poder Judicial, está 
encomendada por la Constitución del Estado 
á un Tribunal bajo la denominación indi- 
cada. 

La organización de la Alta Corte de Jus- 
ticia puede suspenderse, hasta tanto que 
baya suficiente número de abogados, y de- 
mas medios de realizarse (3). Asi se ha ve- 
rificado, en uso de esta autorización consti- 
tucional, desempeñando el Tribunal de ape- 
laciones las funciones anexas á aquel Cuerpo 
en su mayor parte. 

Las de la Alta Corte de Justicia, son : 1° 
Juzgar los delitos de infracción de la Cons- 
titución, sin escepcion alguna; los delitos 


(1) Art. 48 de la ley de 9 de Mayo de 1856. 

(2) Acuerdo del Superior Tribunal de Justicia de 18 
de Diciembre de 1818. 

(3) Art. 1 1? de la Constitución. 
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contra el derecho de gentes, y las causas de 
Almirantazgo (1); 2 o Conocer en las cues- 
tiones sobre tratados ó negociaciones con 
Potencias Extranjeras, y en las causas de 
Embajadores, Ministros Plenipotenciarios, y 
demas Agentes Diplomáticos de los Gobier- 
nos Extrangeros; 3 o Decidir los recursos de 
fuerza (2), y conocer en último grado, de 
los que, en los casos y forma que designe 
la ley, se eleven á los Tribunales de apela- 
ciones; 4 o Abrir dictámen al Poder Ejecu- 
tivo sobre la retención ó admisión de Bulas 
y Breves Pontificios (3); 5° Ejercer la su- 
perintendencia directiva, correccional, con- 
sultiva y económica sobre todos los Tribu- 
nales y Juzgados de la Nación (4); 6 o Nom- 
brar, con aprobación del Senado y en su re- 
ceso, de la Comisión Permanente, ios indi- 
viduos que hayan de componer el Tribunal 
ó Tribunales de Apelaciones (5). 

El número de miembros de la Alta Corte 
de Justicia, debe ser designado por la ley. 

Para ser Juez en este Tribunal, se nece- 
sita haber ejercido por seis años la profe- 
sión de Abogado; por cuatro la de Magis- 
trado; tener cuarenta años cumplidos de 
edad, y un capital de diez mil pesos, ó una 
renta, equivalente, ó profesión científica que 
la produzca (6). 

El nombramiento de la Alta Corte de 
Justicia, corresponde á la Asamblea General. 
Sus miembros deben durar en el cargo, el 


(1) Estas están comeUdas provisoriamente i un Tri- 
bunal especial, creado por la ley de 23 de Noviembre 
de 1844. 

(2) De estos, conoce el Tribunal de Apelaciones, con 
arreglo á la ley de 17 de Agosto de 1829. 

(3) Estas funciones son desempeñadas por el Tribu- 
nal Superior de Justicia. 

(4) Desempeña también estas funciones, el Superior 
Tribunal de Justicia. 

(5) Artículo 96 á 100 inclusive de la Constitución. 
Los miembros del Tribunal de Apelaciones, son nom- 
brados por la Asamblea General. 

(6) Artículo 93 de la Constitución. 
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tiempo de su buena comportacion. La acu- 
sación de estos, puede ser hecha por la Cá- 
mara de Representantes, ante el Senado, 
por delitos de traición, concusión, malversa- 
ción de fondos públicos, violación de la 
Constitución, ú otros que merezcan pena 
.infamante ó de muerte, después que dicha 
Cámara haya conocido sobre ellos, sea á pe- 
tición de parte, ó de alguno de sus miem- 
bros, y declarado haber lugar á la forma- 
ción de causa (1). 

Los juicios de la Alta Corte de Justicia 
deben ser públicos, y sus sentencias defini- 
tivas motivadas por la enunciación espresa de 
la ley aplicada. Las instancias que baya de 
haber, en su caso, ante la Alta Corte de Justi- 
cia, deben ser determinadas por la ley (2). 

ALUMBRADO PÚBLICO. Todos IOS 

vecinos están sugetos al pago de un im- 
puesto destinado á costear el alumbrado de 
las calles. Este impuesto es de dos reales 
mensuales, por cada puerta de calle, cual- 
quiera que sea su uso, y la calidad del edi- 
ficio. Solo pueden esceptuarse de él, los 
pobres de solemnidad, que acrediten bas- 
tantemente esta circunstancia (3). 


AI 

El alumbrado de gas ‘filé mandado sus- 
pender en 1857 como medida reclamada por 
la salubridad pública; pero por contrato ce- 
lebrado con la empresa del ramo el 11 de 
Noviembre de 1859 ha sido restablecido 
concediéndose á aquella un privilegio esclu- 
sivo durante veinte años, á contar desde 
25 de Julio del mismo año, debiendo esta- 
blecerse la usina al Oeste 6 Sur de la Ciu- 
dad, y hacerse la elaboración del gas de 
carbón fósil, bajo la pena de 200 patacones 
de multa á favor del Hospital si se elabora- 
se con cualquier materia animal. 

Es de obligación de la empresa reponer 
el empedrado público en el estado en que se 
encuentra, cuando le sea necesario removerlo 
lo que practicará con intervención de la Po- 
licía y bajo la dirección de la inspección de 
obras públicas. Los materiales y útiles que 
se importen del exterior para el servicio del 
gas son libres de derechos. Vencido el tér- 
mino del privilegio el Gobierno puede com- 
prar por precio covencional todos los útiles 
del establecimiento, para lo que la empresa 
le dará aviso con seis meses de anticipa- 
ción. 


AII. 


allanamiento. — Autorización dada 
á los Ministros de Justicia ú otros funciona- 
rios, para penetrar en el domicilio particular 
á fin de practicar algún reconocimiento ó 
prisión. 

Nadie puede penetrar en la casa particu- 
lar de noche sin consentimiento de su due- 
ño, y de dia, solo de órden espresa de Juez 
competente, por escrito, y en los casos de- 
terminados por la ley (4). 


(I) Articulo 26 de la Constitución. 

(?) Artículo 101 de la Constitución. 

(3) Edicto de Policia de 10 de Julio de 1848. 

(4) Artículo 135 déla Constitución. 


Para allanar la casa del Ciudadano en los 
casos en que este acto se halle autorizado, debe 
existir pues, mandato de autoridad judicial 
competente, en declaración escrita, que se 
remitirá al Departamento de Policia para su 
ejecución (1). Asi está dispuesto por el Su- 
perior Tribunal ¡de Justicia t interpretando el 
precepto Constitucional en virtud de consul- 
ta dirigida al Poder Ejecutivo, sobre la for- 
ma que debería observarse) para la captura 
de individuos mandados aprehender por las 


(1) Acuerdo del Gobierno de 18 de Mayo de 1831. 
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justicias en los casos en que se guareciesen 
de la casa del ciudadano. 

Los papeles particulares délos Ciudadanos 
asi como sus correspondencias epistolares, 
son inviolables, y en ningún caso podrá ha- 
cerse su registro, examen ó interceptación 
fuera de aquellos en que la ley espresamente 
lo prescriba (i). 

La latitud á que se presta la disposición 


ALL 

del final del art. 81 de la Constitución, ha 
dado mérito en distintas ocasiones á quo la 
casa del Ciudadano haya sido allanada, pres- 
cindiendo de las formas prevenidas, y hacien- 
do asi ilusorias las garantías constitucionales 
en este punto. La falta de precisión del pre- 
cepto Constitucional, demanda una interpre- 
tación auténtica, que defina las atribuciones 
del Gcfe del Estado en el caso. 
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Al¥. 

anfibios. — Los que cubren las costas hibida, en consecuencia, á cualquiera otra 
de Maldonado son propiedad del Estado. Su persona, la pezca y beneficio de anfibios en 
esplotacion se halla enagenada á partícula- las costas de Maldonado. 
res por un largo período de tiempo: es pro- 

A$. 


«io ECONomico, — El tiempo deter- 
minado por la ley para fijar anualmente los 
ingresos y egresos calculados de la adminis- 
tración pública. 

El año económico se contaba desde 1 0 de 
Enero hasta fin de Diciembre (2). Actual- 


mente principia el dia I o de Marzo, y ter- 
mina el último de Febrero. El 15 del mis- 
mo mes , debe ser presentado por el Poder 
Ejecutivo al Cuerpo Lejislativo, el presupues- 
to general de gastos de la Administración (1) 
Véase Presupuesto general de gastos. 


apelación. — Véase Recurso de ape - 

lacion. 

apelación denegaba. — Vease Re- 
curso de queja. 

apbemio. — Mandamiento de Juez , en 
fuerza del cual se compele á alguno el cum- 
plimiento de alguna cosa. 

La ejecución de los apremios compete al 
Alguacil del Juzgado respectivo. Para man- 
dar sacar los autos por apremio en los jui- 


(f) Articulo 140 de la Constitución. 

(2) Ley de 7 de Mano de 1 837 . 


cios entre partes, es suficiente una rebel- 
día (2). 

Los apremiados pueden, si quieren, to- 
mar recibo de los autos al hacer la entrega 
de ellos al ejecutor: (3) pero resistiendo su 
entrega, ó evadiéndola bajo cualquier pre- 
testo, incurren en la pena de prisión hasta 
tanto que la verifiquen (4). Véase Alguacil. 


(1) Ley de 12 de Julio de 1858. 

(2) Articulo 47 de la ley de 9 de Mayo de- 1856. 

(3) Articulo 48 déla misma ley. 

(4) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 2 de Mar. 
zóde 1838. 
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ARANCEL DE JUECES, ABOGADOS, 

escribanos, «a. — Reglamento hecho 
por autoridad pública, en que se señalan los 
derechos que deben percibirse. 

Está mandado observar el arancel formado 
en Buenos Aires, el 27 de de Noviembre de 
1 786 , y aprobado por el Virrey Goberna- 
dor y Capitán General de las Provincias 
Unidas del Rio de la Plata, y sus depen- 
dientes con las adiciones siguientes : 

Los Alcaldes Ordinarios y Jueces de Paz 
en donde no haya Escribanos percibirán por 
sus actuaciones, los derechos que á estos 
corresponden por el Arancel General. 

Los Escribanos percibirán por cada com- 
parendo verbal, en los juicios que se man- 
den seguir en esta forma, seis reales de 
cada una de las partes. 

Los ordenanzas de los Jueces letrados, 
Juzgados Ordinarios y Juzgados de Paz, 
percibirán dos reales por cada citación á 
cualquiera de las partes litigantes (1). 

ARANCEL ECLESIASTICO. — Por los 

matrimonios entre personas blancas, se pa- 
gan los derechos siguientes : doce pesos por 
actuaciones de Curia, y trece pesos cuatro 
reales por derecho de la parroquia. — Las 
personas de color pagan la mitad. — Por los 
bautismos doce reales. — Por los entierros: 
Papeletas de sepultura', tres pesos. El ser- 
vicio fúnebre es convencional. 

archivo nacional. — Oficina pú- 
blica encargada de la guarda y custodia, de 
todos los documentos y papeles pertene- 
cientes á las demas Oficinas del Estado. 

El Archivo general está anexo á la Es- 
cribanía de Gobierno, á cuyo gerente fué 
mandado entregar bajo inventario, por De- 
creto de 21 de Noviembre de 1859. 

arda cortante Es prohibido He- 


(i) Acuerdo del Superior Tribunal de Justicia de 8 
de Diciembre de 1855 
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var cuchillo, puñal, daga, y toda clase de 
arma cortante, asi en la Capital, como en 
los demas Pueblos de la República. Los in- 
fractores de estas disposiciones, incurren, 
ademas de la pérdida del arma que lleva- 
sen, en la pena de ser destinados al servicio 
militar, por el término de un año. 

No son comprendidos en ellas, los carni- 
ceros, los carretilleros, y todos aquellos, 
cuyo ejercicio reclame el uso de esta clase 
de armas, teniendo lugar esta esccpcion, 
solo durante sus trabajos. Los carniceros y 
carretilleros, deben traer las armas del oficio 
dentro de sus carretas. 

Por el acto de sacar cualquiera arma en 
pelea, ó con mira ofensiva, incurre el que lo 
verifique, en la pena de dos años de servi- 
cio militar en tropas de linca (1). 

Estas disposiciones pueden considerarse 
abolidas por el uso. — En la campaña es 
admitido llevar cuchillo, y aun en nues- 
tros Tribunales en los juicios sobre heridas, 
es de práctica prescindir de la pena de 
condena al servicio militar por el hecho de 
llevar arma cortante. 

ARRAS DE LA REPÚBLICA. Véase 

Escudo Nacional. 

arqueo. — El derecho establecido á 
los buques mercantes que fondean en el 
Puerto. 

Este impuesto es extensivo, asi á los 
buques de Nacionalidad Estrangera como á 
los Nacionales: su importe se gradúa por el 
tonelage del buque. Son también compren- 
didos en él, los que hacen la navegación 
del cabotage. — Véase Derecho de Arqueo. 

arquitectura. — Véase Plaza de 
la independencia. 

ARRENDAMIENTO DE FINCAS. Con- 


(i) Decreto de 25 de Enero de 1827. Art. 49 i ¿í 
inclusive. 
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trato por el cual una de las partes cede á 
la otra , el uso de alguna propiedad urbana, 
mediante un precio convenido. 

El arrendamiento de fincas, cualquiera 
que sea su destino en queno se haya estipu- 
lado término, no da derecho al inquilino á 
resistir el desalojo , cuando lo pida el pro- 
pietario , cualquiera que sea la razón que lo 
motive. 

El inquilino goza del término de CO dias 
para el desalojo de la finca que ocupe , con- 
tados desde el de la intimación del propie- 
tario , cuando el destino de la casa alquilada 
sea para habitación, y del de 00 dias, 
cuando sea para algún giro comercial ó in- 
dustrial (I). 

Guando el desalojo se pida á consecuen- 
cia de falta de pago del alquiler estipulado 
ya sea en contrato escrito ó verbal, el in- 
uilino solo gozará del término de veinte 
ias para el desalojo, los cuales deberán con- 
tarse desde el dia de la intimación hecha por 
el Juez, si la finca fuese destinada para ha- 
bitación simplemente. Dicho término será 
de treinta dias, si lo fuere para algún giro 
industrial ó comercial. 

En las causas sobre pago de alquileres 
y desalojo de fincas por falta de pago , debe 
observarse el procedimiento de la vía ejecu- 
tiva , y á petición de la parte demandante , 
se hará al inquilino la intimación de desa- 
lojo en el plazo que corresponda según el caso 
— Si el inquilino reclamase de esta provi- 
dencia, oponiendo escepcion de paga, ó 
cualquiera otra, se recibirá á prueba por el 
término de veinte dias, vencidos los cuales, 
el Juez sentenciará, mandando llevar á 
efecto el desalojo, ó alzando la intimación 


(I) No está prevista por la ley la forma en que de- 
be hacerse y justificarse, en su caso, la intimación in- 
dicada. Es de presumirse que ella deba verificarse ante 
testigos, que depongan en caso necesario sobre el 
hecho. 
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según el mérito de la prueba producida (l). 

Los Jueces de Paz ejercen jurisdicción 
para conocer en las causas sobre desalojo 
de fincas cuyo alquiler no esceda de cin- 
cuenta pesos mensuales, y en las que se 
sigan por cobro de alquileres, no escedicndo 
estos de la suma de doscientos pesos. En 
los demas casos deben conocer los Alcaldes 
ordinarios. 

En los contratos de arrendamiento, no 
pueden hacerse valer derechos que emanen 
de estipulaciones verbales, y no se admiti- 
tirán en juicio otras pruebas que las que 
resulten de documento escrito (2). 

arresta. — Véase Presos. — Liber- 
tad individual. 

artícelo. — La escepcion previa ó 
dilatoria que opone en juicio alguna de las 
partes, para suspender ó terminar el curso 
de la causa principal. 

Está mandado que todo articulo quede 
sustanciado con un solo escrito de cada 
parte, evacuado el cual, el Juez debe 
fallar (3). 

Es de práctica en el Tribunal Superior de 
Justicia, fallar sobre artículos con prclacion, 
á los demas asuntos, dejando de observarse 
á este respeto, el orden del despacho esta- 
blecido, con sugccion á la antigüedad res- 
pectiva. — Véase Turno. 


(1) Parece que según el espíritu de estas disposi- 
ciones, el Juez debe librar la orden «le d safojo, á pe- 
tición del propietario, tegunlas circunstancias que 
este manifieste, procediendo sumariam» nte y sin au- 
diencia dei inquilino, pues si hubiera de oirse & esto 
previamente, y recibirse justificado:! sobre los berlina 

3 ue motiven la acción, los plazos señalados para el 
esalojo serian ilusorios. Esto es tanto mas pn sumí - 
ble cuanto <jue el inquilino goza de un término legal 
para deducir las excepciones que tuviere* 

(2) Ley de 12 de Julio de 18S8. 

(3) Art. 55 de la ley di 9 de Ma\o de I85G. 
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ASAMBLEA GENERAL. La TCUnion 

de las dos Cámaras Legislativas, que consti- 
tuyen uno de los Altos Poderes en que la 
Nación ha delegado el ejercicio de su sobe- 
ranía. 

La Asamblea General se compone de dos 
Cámarás : una de Senadores y otra de Re- 
presentantes. 

Compele á la Asamblea General : — 1® 
Formar y mandar publicar los códigos; 2° 
Establecer los Tribunales, y arreglar la ad- 
ministración de justicia; 3° Expedir leyes 
relativas á la independencia, seguridad, 
tranquilidad y decoro de la República, pro- 
tección de todos ios derechos individuales, 
y fomento de la ilustración, de la agricul- 
tura, de la industria y del comercio interior 
y exterior; 4° Aprobar ó reprobar, aumen- 
tar ó disminuir ios presupuestos de pstos 
que presente el Poder Ejecutivo; establecer 
las contribuciones necesarias para cubrirlos; 
su distribución, el orden de su recaudación 
é inversión, y suprimir, modificar ó aumen- 
tar los existentes; 5° Aprobar ó reprobar, 
en lodo ó en parte, las cuentas que pre- 
sente el Poder Ejecutivo; 6 ° Contraer la 
deuda Nacional, consolidarla, designar sus 
garantías, y reglamentar el crédito público; 
7° Decretar la guerra, y aprobar ó reprobar 
los tratados de paz, alianza, comercio, y 
cualesquiera otros que celebre el Poder 
Ejecutivo con Potencias Exlrangeras; 8 ° 
Designar todos los años, la fuerza armada 
marítima y terrestre, necesaria en tiempo de 
paz y de guerra ; 9° Crear nuevos Departa- 
mentos, arreglar sus limites, habilitar Puer- 
tos, establecer Aduanas, y derechos .de ex- 
portación é importación; 10 Justificar el 
peso, ley y valor de las monedas, fijar el 
tipo y denominación de las mismas, y arre- 
glar el sistema de pesas y medidas; 11 Pcr- 
milir ó prohibir que entren tropas extran- 
geras en el territorio de la República, de- 
terminando para el primer caso, el tiempo 
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en que deban salir de él; 12 Negar ó con- 
ceder la salida de fuerzas Nacionales fuera 
de la República , señalando para este ca- 
so , el tiempo de su regreso á ella ; 13 
Crear y suprimir empleos públicos ; deter- 
minar sus atribuciones; designar, aumentar 
ó disminuir sus dotaciones ó retiros ; dar 
pensiones ó recompensas pecuniarias ó de 
otra clase, y decretar honores públicos á los 
grandes servicios; 14 Conceder indultos ó 
acordar amnistías en casos extraordinarios, 
y con el voto, á lo menos, de las dos terce- 
ras partes de una y. otra Cámara; 15 Hacer 
los Reglamentos de milicias, y determinar el 
tiempo y número en que dieben reunirse; 
16 Elegir el lugar en que deban residir las 
primeras autoridades de la Nación; 17 Apro- 
bar ó reprobar la creación y reglamentos de 
cualesquiera Bancos que hubieran de esta- 
blecerse; 18 Nombrar, reunidas ambas Cá- 
maras, la persona que haya de desempeñar 
el Poder Ejecutivo , y los miembros de la 
Alta Corle de Justicia (1). 

Los Miembros de la Asamblea General, 
verificada su incorporación, no pueden re- 
cibir empleos del Poder Ejecutivo, sin per- 
miso de su respectiva Cámara y sin que que- 
de vacante el puesto. 

Las vacantes que deje en la Asamblea Ge- 
neral, la ausencia, muerte ó renuncia de al- 
guno de sus miembros deben ser llenadas 
por sus suplentes (2). Véase Representantes 
Senadores. 

La Asamblea General abre sus sesiones 
ordinanas, el dia 15 de Febrero de cada 
año, y las cierra el 15 de Junio. Si algún 
motivo especial exigiese la proroga de las 
sesiones esta no podrá extenderse á mas de 
un mes, y debe resolverse con anuencia 


(1) Articulo 17 de la Constitución. 

(2) Artículos 34 y 3S de la Constitución. 
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de las dos terceras parles de sus miem- 
bros (1). 

Si la Asamblea fuese convocada extraor- 
dinariamente , fuera de la época designada, 
no podrá ocuparse de otros asuntos que de 
aquellos que hubiesen motivado su convoca- 
ción (2). 

Las sesiones de las Cámaras Legislativas 
son públicas, con cscepcion de los casos en 
que por la naturaleza del asunto que se tra- 
te, deban ser reservadas, en cuyos casos lo 
resuelve así la Cámara respectiva. 

La hora de las sesiones es designada por 
cada Cámara. 

ASAMBLEAS DE LA GUARDIA NACIO- 
NAL. — El periodo de tiempo en que los 
Guardias Nacionales deben ocuparse de ejer- 
cicios militares. 

Las Asambleas para la infantería y arti- 
llería, deben tener lugar en los Domingos y 
días festivos de ambos preceptos, en los me- 
ses de Febrero, Marzo y Abril de cada 
año (3). 

La caballería debe practicar sus ejerci- 
cios, en la primera quincena del mes de 
Abril (4). Véase Guardia Nacional. 

asesob. — El letrado que aconseja al 
Juez lego en el ejerció de sus funciones ju- 
diciales. 

Los Alcaldes Ordinarios están facultados 
para aconsejarse de asesor, en las causas en 
que ventilándose puntos de derecho, lo juz- 
guen conveniente para la administración de 
justicia. 

Es sabido que al Juez lego no incumbe 
responsabilidad, de los autos que dictare en 
causas asesoradas: éste principio está reco- 


(1) Articulo 40 de la Gonotitueion. 

(2) Articulo 42 de la Constitución. 

(3) Artículo 9 de la ley de 7 de Julio de 1858. 

(4) Artículo 1« capítulo ív del Reglamento de Guar- 
an* Nacionales. 


AS 

nocido en nuestro foro por disposición ex- 
presa. A consulta del Tribunal Consular, so- 
bre dudas, en cuanto al procedimionto que 
debería adoptar, cuando las sentencias pro- 
nunciadas por los Asesores, fuesen á su jui- 
cio injustas, el Tribunal Superior declaró, 
que el de Consulado no debia consultar Ase- 
sores, sino en los puntos de derecho que 
mesentasen las causas en que conociese ; 
)cro que , cuando proveyese con el auxi- 
io de letrado, este seria el solo responsa- 
)le de las sentencias que se dictaren con cu- 
o dictámen habría de conformarse el Tri- 
unal (1). Esta disposición por consiguiente 
es aplicable á los demas jueces, que se ha- 
gan asistir por el Consejo de Asesor. 

Todos los autos definitivos ó con íuerz* 
de tales que aconsejen los Asesores, deben 
ser motivados por la aplicación de las leyes 
á los hechos, haciéndose espresa mención de 
unas y de otros (2). 

Los Asesores deben pronunciar las sen- 
tencias interlocutorias dentro de veinte dias 
y de cuarenta las definitivas. La falla de 
cumplimiento á esta disposición, es causa 
suficiente de recusación, cuando resultasen 
aquellos, causantes de la demora (3). l'ueden 
ser ademas, recusados los Asesores, asi co- 
mo los Jueces, por las mismas causas que, 
en su caso bastarían para tacharles como 
testigos (4). 

En los juicios en que se nombren Ase- 
sores, las partes tienen el derecho de re- 
cusar hasta tres, dentro de tercero dia de 
la notificación del nombramiento, sin csprc- 
sar causa, á no ser que por impedimentos 
legales de los demas letrados , no le quede 
al Juez con quien asesorarse, en cuyo caso 


(1) Acuerdo del Tribunal de lusticia de 2G de Febre- 
ro de 1819. 

(2) Articulo 41 de la ley de 9 de Majo de I R5G. 

(3) Articulo 7i de la misma lev. 

(4) Artículo 43 de la roi:*raa ley* 
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debe espresarse la causa de la recusación. 
Consentido ,cl nombramiento , la recusación 
no puede tener lugar en ningún caso, sin 
causa superviniente y probada (1). Véase 
Honorario de Asesores. 

asilo de iuendi<¡:os. — La Junta E. 
Administrativa del Departamento de la Ca- 
pital lia resuelto el establecimiento de una 
casa destinada á recoger los mendigos, y 
sostenida con los fondos que le están ads- 
cnplos. — Para este objeto ha sido puesta á 
disposición de la Junta por el Gobierno, 
una parle adecuada del edificio conocido 


AS 

bajo el nombre de Colegio de la Union. 

asilo de niñas ulérfanas. — Es- 
tablecimiento fundado durante la epidemia 
que diezmó la Capital en 1857. En este 
establecimiento que es una adyacencia del 
Hospital de Caridad, sostenido con los fon- 
dos adscriptos á aquel, se recibieron, y se 
mantienen y educan, muchas niñas pobres, 
que quedaron huérfanas y desvalidas á con- 
secuencia de la epidemia. El cuidado y di- 
rección inmediata de esta institución, está á 
cargo de las Hermanas de Caridad. 


Atl. 


AUDITOR O ENERAL DE GUERRA. — 

Letrado que conoce en las causas del fuero 
militar. Éste empleo está suprimido en la 
administración. En las causas en que es ne- 
cesario proceder, con audiencia de, Auditor, 
se nombra por el Gobierno uno especial, 
cuyo nombramiento recae en un abogado de 
la matricula. El servicio del Auditor en estos 
casos es gratuito. 

auto interlocutorio. — Véase Sen- 
tencia interlocutoria. 

auto de soliendo. — Decreto judi- 
cial por el cual se manda que el deudor pague 
dentro de tercero dia, la deuda reclamada. 


Este auto que era de forma sustancial en 
el juicio ejecutivo , y sin cuyo requisito pre- 
vio no pedia despacharse mandamiento de 
ejecución, con arreglo á lo dispuesto por 
la ley de 13 de Julio de 1839, ha sido ul- 
teriormente abolido, estableciéndose que 
cuando se pida á un Juez ejecución, en vir- 
tud de instrumento que á su juicio la trai- 
ga aparejada, debe librar inmediatamente el 
mandamiento de embargo , que entregará al 
actor (1). Véase Juicio ejecutivo. 

autores dramáticos. — Véase Tea- 
tro. 


BA. 


bachiller. — Grado que se confiere 
al que ha cursado los estudios secundarios 
en alguna Universidad. 

La Universidad mayor y la menor, con- 
fieren el grado de Bachiller en ciencias y le- 
tras: para obtenerlo , es necesario haber si- 


do aprobado en lodos los exámenes anuales 
del curso do estudio^ secundarios, y rendir 
uno general de todas las materias que él 
comprende. La duración de este examen 
debe ser de tres cuartos de hora (2). — 
Véase Grados Universitarios. 


(I) Acuerdo del Tribunal de Justicia de I3dc No- (,) Arl,clll ° 23 de l * ,c y dc9de MayodclSSC. 
vieinbrc do 1827. (2) Capitulo V, Sección 4 del Reglamento Unmrai- 
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BULE» DE MORENO». LoS bailes 

denominados candombes, con el uso de tam- 
bor, son prohibidos en el inteiior de la ciu- 
dad, permitiéndose solamente, frente á la 
costa del mar al Sud. Estos se permiten los 
dias festivos debiendo terminar á las nueve 
de la noche (1). 

Han sido consentidos, sin embargo, des- 
pués de esta resolución, bailes de candombe 
dentro de casas en distintos parages de la 
Ciudad, y ha quedado en consecuencia, 
aquella en desuso en la práctica, puesto que 
nadie ha reclamado del abuso, ni la autoridad 
lo ha reprimido. 

banco. — Establecimiento particular 
donde se hace una concentración de capita- 
les, para operaciones de comercio y de cré- 
dito. 

Existen en la Capital: — el Banco Co- 
mercial, establecido bajo la garantía de una 
Sociedad de Comerciantes y capitalistas, y 
el Banco de emisiones, establecido con la 
firma de Mauá y Ca. — Existe ademas en * 
la Villa del Salto, un Banco denominado de 
emisión, descuentos y depósitos, bajo la ga- 
rantía de varios comerciantes de ella (2) — 
Vease — Banco Comercial — Banco de > 
emisiones — Banco del Salto. 

banco comercial. — El Banco de 
emisión, descuento y depósi o, que fué au- 
torizado por la ley de 43 de Julio de 1857, 
fué convertido en un nuevo Banco , bajo la 
denominación de Banco Comercial. Su du- 
ración legal es de diez años, pudiendo , ven- 
cido este término , obtener nueva autoriza- 
ción. 

El capital del Banco, es de dos millones 
de pesos, divididos en cuatro mil acciones de 


iariodc28de Septiembre de 1819. La Universidad 
menor no está en ejercicio. 

(1) Edicto de Pilicia de 28 de Junio de 1830. 

(2) Leyes de I o de Julio de 1867, y de 12 de Julio 
de 1858. 


valor de quinientos pesos cada una. La So- 
ciedad de Accionistas es anónima : — debe 
tener en caja, cuando menos, una tercera 
parte de su capital, mitad en dinero, y mi- 
tad en acciones subscriptas. 

El Banco emite billetes ó vales pagaderos 
á la vista, siempre que se presenten en nú- 
mero correspondiente á una onza de oro , ú 
once patacones : la falla de puntualidad en 
la realización de este pagamento, en cual- 
uiera ocasión, importará suspensión y liqui- 
acion de las transacciones del Banco, que, 
en tal caso, solo podrá continuar, mediante 
nueva autorización legislativa. 

La emisión de billetes ó vales , no pue- 
de esceder del duplo del fondo efectivo del 
Banco. El mínimum del valor de los bille- 
tes que emita, debe ser de una onza de oro 
sellada; pero durante la escasez de cambio 
menor , puede fraccionar sus emisiones has- 
ta un octavo de patacón , como lo verifica, 
no pudiendo esceder la emisión de estas frac- 
ciones, de un veinte por ciento del duplo 
del fondo efectivo del Banco. 

En caso de quiebra del Banco, los tene- 
dores de billetes en circulación, tienen igual 
grado de prelacion que los acreedores por 
depósito voluntario. 

Debe publicar el Banco mcnsualmente, un 
balance reasumido de su estado, con el Vis- 
to Bueno del Comisario respectivo. — Véase 
Comisario de Banco. 

Las acciones de Banco son transferibles 
mediante acta escrita en su registro, en que 
firmará el transferente. No puede el Banco 
dar dinero sobre la garantía de sus propias 
acciones; pero puede recibirlas para reforzar 
los títulos en garantía de vales ó cuentas 
corrientes. 

El Banco descuenta letras, pagarés, ú 
otros títulos comerciales descontables, de 
casas notoriamente abonadas, siempre que 
esas letras ó pagarés, no tengan mas de no- 
venta dias á vencer. Puede dar fondos en 
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cuenta comente , sobre conformes ú otros 
títulos de comercio exigibles que presenten 
garantía suficiente al Directorio, y recibir en 
cuenta corriente las sumas que le sean en- 
tregadas por particulares 6 establecimientos 
públicos pagando las cantidades de que es- 
tos dispusieren, hasta el importe de su ha- 
ber. 

Debe fijar mensualmente el precio de sus 
descuentos , v el interés del dinero que hu- 
biere de recibir, asi como el de los depó- 
sitos que tome (1). No puede descontar 
letras ó vales , con la firma de cualquiera 
de los Directores, que no venga acompaña- 
da de la de persona que no lo sea. 

La dirección y administración del Banco 
está cometida á un Directorio, nombrado de 
entre los accionistas: estos tienen voto ac- 
tivo y pasivo en las deliberaciones de la so- 
ciedad , en la forma determinada por la ley 
de su creación. Las cuestiones que puedan 
suscitarse en los negocios del Banco, deben 
ser dirimidas, en cuanto sea posible, por ar- 
bitros. Los bienes muebles, inmuebles ó raí- 
ces , que el Banco hubiere de sus deudores, 
serán vendidos en su caso, en pública su- 
basta, en el menor plazo posible (2) 

Las* operaciones del Banco están bajo la 
fiscalización de un Comisario nombrado por 
el Gobierno, cuyas funciones se hallan de- 
terminadas en el lugar competente. 

Los detalles de órden administrativo in- 
terior del Banco, se encontrarán en la ley 
que queda citada. 

banco be emisiones. — Este Bañ- 


il) Por acuerdo del Superior Tribunal de Justicia 
de 12 de Enero de 1859, está mandado que los depó- 
sitos judiciales, se consignen, hasta nueva resolución, 
en el Banco Comercial, no debiendo cobrarse ni abo- 
narse ninguna clase de interés por dichos depósitos, á 
menos quese estipule por consentimiento espreso de 
las partes interesadas, con escepcion de los depósitos 
que pertenezcan I concursos de acreedores, en foscua- 
Ics, se observarán siempre las reglas establecidas. 

(2) Ley de 12 de Julio de 1858. 


co, ademas de la responsabilidad ilimitada 
de la firma Mauá y Compañía, puede admi* 
tir socios y capitalistas con capital propio , 
y responsabilidad limitada solamente á las 
cantidades por que se suscribieren, emitien- 
do títulos que representen estos capitales, 
en esta plaza, ó fuera de ella. 

El Banco de emisiones, es de emisión, do* 
pósitos y descuentos, Su capital es de un 
millón y doscientos mil pesos, el cual puede 
ser aumentado según lo demande el desen* 
volvimiento de sus transacciones, y las ne- 
cesidades del comercio ó industria del Pais, 
hasta la suma de seis millones de pesos. 

El Banco emite billetes á la vista siendo 
el mínimum de su valor, el de una onza do 
oro; pudiendo emitir también , como lo hace, 
durante la escasez del cambio menor, y 
mientras no haya disposición en contrario, 
billetes hasta un octavo de patacón. La emi- 
sión de estos no puede esceder de un diez 
por ciento del capital del Banco. La de los 
de mayor cantidad no debe esceder del tri- 
ple del valor del fondo efectivo del Banco. 

Los billetes deben ser pagados á la \isla 
siempre que se present jn en número corres- 
pondiente á una onza de oro sellada. La falta 
de puntualidad en la realización de este pa- 
gamento, en cualquiera ocasión, importará 
suspensión y liquidación de las transacciones 
del Banco, el cual, llegado esc caso, solo 
podrá continuar mediante nueva autorización 
Legislativa. 

Los billetes emitidos, deben representar 
cantidades que unidas formen una onza do 
oro. Bebe publicar el Banco mcnsualmente 
un balance reasumido de sus operaciones y 
estado: debe 'también fijar mensualmente el 
precio de sus descuentos, y el interés del 
dinero que hubiere de recibir (1) 

Sus operaciones, se hallan bajo la fiscali- 


(I) Lev del t p de Julio de 1857. 
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zacion inmciliata del Comisario respectivo. 
— Vcase Comisario del Banco. 

El Banco de emisiones, ó sea Banco Mauá 
y Ca. goza de los mismos privilegios , con- 
cesiones ó favores, que gozen 6 lleguen á 
gozar cualesquiera otros Bancos estableci- 
dos , ó que llegasen á establecerse en la Re- 
pública (1). 

banco del salto. — Este Banco es 
de cambio, emisión, descuentos y depósitos, 
y se halla establecido bajo la garantía y res- 
ponsabilidad de una Sociedad de Comercian- 
tes de aquella Villa. Su duración legal es de 
diez años contados desde su instalación, pu- 
diendo á su vencimiento, solicitarse nueva 
autorización Lejislaliva. 

El Capital del Banco es de cincuenta mil 
pesos fuertes, divididos en doscientas cin- 
cuenta acciones de doscientos pesos cada 
una, debiendo tener en caja, para que pue- 
da funcionar, cuando menos, una tercera 
parle de su capital, mitad en dinero efectivo 
y mitad en acciones subscriptas. 

La emisión de billetes ó vales, no puede 
csceder del duplo del fondo efectivo del Ban- 
co; y el mínimum de los billetes, será del 
valor de una onza de oro; pudiendo sin em- 
bargo, durante la escasez de cambio menor, 
y mientras no haya disposición alguna en 
contrario, fraccionar sus emisiones hasta un 
octavo de patacón, no escediendo la emisión 
de estas fracciones, de un veinte por ciento 
del valor de la emisión de billetes mayores. 

Los billetes deben ser pagados ál portador 
y á la vista, siempre que se presenten en 
número correspondiente al valor de una onza 
de oro sellada ú once patacones. — La falta 
de puntualidad sobre esto, en cualquiera oca- 
sión, importará suspensión y liquidación de 
sus transacciones, que en tal caso, solo po- 


(I) Contrato sobre conversión de ladeada publica 
ontolidada de 28 de Diciembre de 1858. Art. 21. 
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drán continuar, mediante nueva autorización 
Legislativa. 

En caso de quiebra del Banco, ó en cual- 
quier otro, en que los acreedores hayan de 
hacer valer su preferencia, los tenedores de 
billetes en circulación , estarán en igual 
grado de prelacion que los acreedores por 
depósito voluntario. 

Mensualmente debe publicar el Banco un 
balance en resúmen de su estado. 

Las acciones del Banco pueden ser poseí- 
das por Nacionales y Estrangeros : — son 
transferibles por medio de acta escrita, en 
el registro del Banco, en que firme el due- 
ño, ó su apoderado. 

Las operaciones del Banco son : Emitir 
billetes al portador y á la vista, por las can- 
tidades, y bajo las reglas que quedan desig- 
nadas ; descontar letras, pagarés ú otros tí- 
tulos ; recibir en cuenta corriente las sumas 
que le sean entregadas por particulares ó 
establecimientos públicos, y pagar las can- 
tidades de que estos dispusieren, hasta el 
importe de su haber; dar fondos en cuenta 
corriente, sobre conformes ú otros títulos de 
comercio exigibles, que presenten garantía 
suficiente al Directorio. Debe (¡jar mensual- 
mente el precio de sus descuentos, el intó- 
res del dinero que hubiere de recibir á pre- 
mio, y el de los depósitos que tome. 

El Banco no puede dar dinero sobre la 
garantía de sus propias acciones, pudiendo, 
no obstante, recibir estas, para reforzar los 
títulos en garantía de vales ó cuentas cor- 
rientes ; — tampoco puede descontar letras 
ó vales, con la firma de cualquiera de los 
Directores, que no vaya acompañada de la de 
persona que no lo sea, y que tenga respon- 
sabilidad. 

La dirección del Banco está cometida á 
un Directorio nombrado á elección de la so- 
ciedad de Accionistas. — Todos los demas 
detalles y disposiciones relativas á régimen 
interno del Banco, están determinadas en la 
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ley de su creación (1). — Véase Comisario 
de Banco. 

barcage. — El impuesto que se paga 
por el pasagc de un rio en cualquiera em- 
barcación ó balsa. 

El impuesto de barcage, está declarado 
renta municipal. Las Juntas Económico-Ad- 
ministrativas, tienen á su cargo, el entender 
en lo relativo á esta clase de impuestos, re- 
caudarlos y aplicarlos á los objetos de su 
institución (2). — Véase Juntas E. Admi- 
nistrativas. 

barracas. — Sin perjuicio de los 
muelles de la Aduana, destinados á la carga 
y descarga de todas las mercancías y efec- 
tos de comercio es permitido el desembarco 
de maderas, por los muelles de los estable- 
cimientos ó barracas en que hayan de depo- 
sitarse, ó por los lugares inmediatos de la 
costa, bajo las reglas y condiciones siguien- 
tes: — I o Los barraqueros deben pasar al 
Resguardo una relación firmada, de la can- 
tidad de maderas introducidas en sus esta- 
blecimientos, con especificación de su cali- 
dad, número de piezas, número de varas ó 
pies que midan , su grosor , clase y nombre 
del buque de que procedan, tomado todo de 
los asientos de sus libros. — 2 o Para in- 
troducir maderas en una barraca, el despa- 
chante debe obtener previamente el corres- 
pondiente permiso de la Aduana. — 3 o La 
relación de maderas recibidas, que están 
obligados á presentar los barraqueros, debe 


quedar cumplida dentro del quinto dia desde 
la conclusión de la descarga. — 4 o Los duc- 
- ños de barracas, á quienes se pruebe in- 
exactitud en las manifestaciones, cualquiera 
que sea el motivo que invoquen, incurren 
en la pena de prohibición de hacer uso para 
este objeto, del muelle ó playa por donde 
acostumbrasen hacer los desembarcos, sien- 
do ademas, responsables individualmente, 
del pago de los derechos correspondientes á 
las maderas que hubiesen ocultado, ú omiti- 
do manifestar. — 5 o Para la debida ejecu- 
ción de estas disposiciones, los barraqueros 
deben facilitar al Resguardo, cuando este lo 
requiera , el examen de sus depósitos , y la 
inspección de sus libros. — G® Deben fir- 
mar en la Oficina del Resguardo, la acepta- 
ción de las franquicias que adquieren , y de 
las responsabilidades en que incurren (1). 

Es permitida del mismo modo en las bar- 
racas, la descarga y depósito de lrutos del 
Pais, asi de los conducidos par agua como 
por tierra. 

bastante». — El reconocimiento de 
poder hecho por abogado, y la declaración 
bajo su firma, de ser bastante para que el 
mandatario sea admitido en juicio. 

No pueden admitirse en los Tribunales del 
Estado, poderes que no esten bastanleados 
por abogado de la matricula, y los Jueces 
no deben dar curso á ningún expediente en 
que no se haya llenado este requisito. — 
Véase Poder. 


BI. 


BIBLIOTECA NACIONAL. Todos loS 

dueños de imprenta deben remitir á ella un 
ejemplar de cualquiera impresión que se ha- 


(I) Ley de 12 de Julio de 1858. 
k * 2 ) Ley de 4 de Junio de 1855 


ga en sus establecimientos, para que sirvan 
de datos á la historia del Pais (2). 

BIENES DE EXTRANGEROS MUERTOS 

ab-intestato. — Los bienes de extran- 


(1) Decreto de 7 de Julio de 1848. 

(2) Acuerdo del Gobierno de 29 de Seticmbn de 1312 
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gerüs residentes en el territorio de la Re- 
pública, pertenecientes á Naciones amigas, 
que aun cuando no tengan tratados celebra- 
dos, tengan sin embargo, Agentes Consulares 
acreditados en el Pais , quedan á cargo del 
Juez letrado de intestados, en el acto de fa- 
llecer alguno de aquellos ab-intestato. 

El Juez prévia noticia que debe dar del 
suceso, al Cónsul de la Nación del fallecido, 
mandará proceder con asistencia de dicho 
Cónsul ó del Vicc-Cónsul, ó de la persona 
á quien nombre para representarles, forma- 
lizar un inventario de los bienes fincados: 
— practicado el inventario, debe hacerlos 
depositar en poder de persona de responsa- 
bilidad, que merezca la confianza del Agente 
Consular, bajo prevención espresa de que el 
depositario no podrá disponer de ellos, sin 
conocimiento y resolución del Juzgado (1). 

Practicado esto, ordenará la venta á mar- 
tillo público de los bienes que se hallen en 
el caso de deteriorarse, y de lodos los de- 
mas que convenga vender á solicitud del 
mismo Cónsul, hasta tanto que aparezcan los 
legítimos succesores de dichos bienes. 

Para este efecto , y con audiencia de un 
defensor que se nombrará de oficio, caso que 
los herederos no estuviesen en el Pais, adop- 
tará el procedimiento de derecho (2). Véase 
Juez de intestados. 


En los Departamentos de campana ; de- 
sempeñan estas funciones los Alcaldes Ordi- 
narios, en cuanto á la formación de inven- 
tario y otros trámites. 

Los bienes de Extrangeros muertos en el 
Pais, así como los de los Nacionales, y los 
capitales que se esporten para Países extran- 
geros, están sugelos al pago de un impues- 
to : para este efecto debe darse audien- 
cia en los expedientes respectivos al Fiscal 
de Hacienda. — Véase Impuesto sobre he- 
rencias. 

oimmu. — El estado de 'un hombre 
casado coas dos jnugeres á un mismo tiem- 
po, ó el de la muger casada con dos hom- 
bres. 

Está mandado que en los casos de biga- 
mia, se de noticia al Juzgado del Crimen, 
para que el bigamo sea juzgado en la forma 
que corresponde ; y para precaber males de 
tamaña trascendencia, la jurisdicción ecle- 
siástica debe observar las formalidades ne- 
cesarias, á fin de averiguar la edad, estado y 
capacidad, de los que pretendan contraer ma- 
trimonio en la República, asegurándose, en 
su caso, de la idoneidad de los testigos que 
se presenten, y de la legalidad de los docu- 
mentos que los pretendientes, exihan para 
probar su libertad (11 


no. 


bochas. — Habiéndose generalizado el 
juego de bochas en algunas calles públicas, 
fué declarado prohibido en tales parages, por 


( \ ) Losdepóátos de esta naturaleza, están excluidos 
de las reglas establecida» tara todo» lo» d< mas depó- 
sito» á que se reiteren los acuerdos del Tribunal de 
JiiAticia de 18 de Mnvode 1857, 7 de Ago»to do 1858 y 
12 de Enero de 1859. Véase Depositario general, 
Deposito jcdicial. 

(2) l.ey de 13 de Junio de 1857. 


resolución policial de 24 de Enero de 1860, 
bajo pena á los infractores de la perdida de 
las bochas por la primera vez , y de cuatro 
pesos de multa en los casos de reincidencia. 

bolas de bolear. — Es prohibido á 
los hombres de campo el uso de bolas , con 


fi) Acuerda del Tribnn tl de Justicia de I o de Se- 
li mbre de 184 1. 
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«acepción de los individuos siguientes : — 
I o El transeúnte que marche con tropilla de 
ganados por delante : 2 o El trabajador 
en marcaciones de hacienda en los rodeos. 
Fuera de estos, los que lleven ó hagan uso 
del útil indicado, incurren en la pena á que 
diere mérito esta falta á juicio de la autori- 
dad de Policía (1). Esta disposición está sin 
embargo en desuso. 

bonos. — Véase Deuda pública con- 
solidada. 

boticas. — Las boticas deben ser vi- 
sitadas anualmente en todo el territorio del 
Estado. Para este efecb, la Junta de Higie- 
ne pública de cuya corporación dependen, 
debe nombrar una Comisión compuesta de 
uno de sus miembros, con el carácter de 
Presidente, del médico de Policía, de un 
farmacéutico que elija la misma junta, y del 
Secretario. 

Esta Comisión verificará la visita de los 
establecimientos de Farmacia, en la Capital 
y su departamento. En los demas de la Re- 
pública, se practicará lo mismo por el mé- 
dico de Policía Departamental, acompañado 
de un Escribano público, ó de cualquiera 
otro funcionario á quien la autoridad dé co- 
misión al efecto. 

En el acto de la visita, la Comisión inda- 
gará escrupulosamente, bajo de juramento 
ue ante ella debe hacer prestar al encarga- 
o del establecimiento: 1° Si la botica tiene 
arregladas sus pesas y medidas: 2 ° Si los 
medicamentos y utensilios están conformes 


con ios preceptos de la farmacia : 3 ° Sí la 
botica está surtida de los simples y compues- 
tos mas usados en la medicina: i ° Si tiene 
para su despacho la farmacopea Hispana , y 
alguna otra de las que mas comunmente 
usan los médicos enelpais: 5 o Exigirá todo 
lo que prescriba el petitorio que la Junta de 
Higiene debe formar para tales casos. 

Practicadas religiosamente estas diligen- 
cias, se extenderá por el Secretario, acta 
de todo lo obrado, con constancia del resul- 
tado de la visita, que firmarán los visitado- 
res, dando testimonio íntegro al interesado, 
para los efectos que puedan convenirle. 

Si de las actas que la Comisión inspectora 
de Boticas, y los médicos departamentales 
pasasen á la Junta de Higiene pública, resul- 
tase que alguna botica careciese de los me- 
dicamentos y aparatos indispensables para la 
práctica del arte, dictará las medidas cor- 
reccionales que crea oportunas, dando cuen- 
ta al Gobierno. 

La inspección facultativa de los medica- 
mentos, y drogas farmacéuticas que se in- 
troduzcan al comercio interior, están sugetas 
al mismo exámen y reconocimiento (1). 

Solo pueden vender composiciones far- 
macéuticas, los profesores de farmacia apro- 
bados y habilitados, bajo las penas que 
marcan las leyes á los contraventores. No 
>ueden ejercer el acto de curar, ni vender 
reparaciones medicinales, sin receta de pro- 
fesor habilitado. Véase Farmacéuticos. 


CA. 


caballerizas. — Está mandado que 
el estiércol de las caballerizas, y los caballos 
que mueran dentro de la Ciudad, sean arro- 
jados á la costa del mar, detras del Cemen- 


(1) Edicto do Policía do ?S de Abril de 18X0. 


terio viejo. Los contraventores incurren en 
una multa de cuatro pesos (2). La mis- 
ma regla existe con respecto á ios animales 
de las panaderías. 

(1) Reglamento de Policia sanitaria, tft. ir. 

(2) Edicto de Policía de 3 de Mayo de 1889. 
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cabildo. — La Junta ó Cuerpo que 
tiene á su cargo el gobierno económico-po- 
lítico de cada Pueblo. - 

Los Cabildos que existían desde la domi- 
nación Extrangera, fueron disueltos por re- 
solución de la Honorable Junta de Repre- 
sentantes de la Provincia (1). Su nombra- 
miento era indirecto» y se hacia por medio 
de tres electores por cada Pueblo cabeza 
fe Departamento: la elección de estos, se 
verificaba por votación popular, teniendo 
voto actitf» todos los vecinos mayores de 
veinte años de edad. Los electores debían 
ser Ciudadanos ó vecinos con diez años de 
residencia en el Pais, y poseer una propie- 
dad inmueble ó industrial. 

El nombramiento de Capitulares debía 
recaer en vecinos que tuviesen cuando me- 
nos diez años de domicilio del Pais , cuando 
no fuesen naturales, y que hubieran ademas, 
manifestado su decisión por la causa de la 
independencia (2). 

Disueltos los Cabildos, sus artículos, útiles, 
cuentas y existencias, fueron mandadas en- 
tregar bajo formal inventario á los Jueces 
de 1* instancia (3). 

cabotage. — La navegación ó tráfico 
litoral. 

Los buques del Cabotage deben ser Na- 
cionales, y sus patrones, ciudadanos natura- 
les ó legales del Estado. La simulación de 
la Nacionalidad del buque, es penada con 
la pérdida de él, y con una multa de qui- 
nientos pesos. 

Todo buque de cabotage, debe tener á su 
bordo, por lo menos , un Cuidadano natural , 
sin cuyo requisito no estará habilitado para la 
navegación de tal. Los buques del cabotage 

(1) Ley de 6 de Octubre de 1826. 

(2) Decreto del Gobierno Provisorio de 15 de Diciem- 
bre de 1826. 

(8) Circular dfel Gobierno Provisorio 5 los Cabildos 
de 17 de Enero de <827. 
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deben ser numerados, con cifras visibles so- 
bre una vela y sobre la popa de la embar- 
cación. Gozan del privilegio de guarda-cos- 
tas durante sus viages, siendo las presas que 
hicieren, divisibles por mitad con el Estado ; 
— tienen en consecuencia, el derecho de 
reconocer todo buque que se halle fondeado 
sobre las costas de la República, siendo fue- 
ra de los puntos ó puertos habilitados para el 
comercio, pudiendo examinar y delatar, toda 
embarcación menor que trafique fuera de ho- 
ras, ó de una manera sospechosa. 

Los buques de construcción Nacional que 
se dediquen al cabotage, son relevados de 
pagar la mitad de los derechos de cabotage, 
y una parte del de patentes (1). 

De las disposiciones que quedan citadas, 
y de las cuales, ninguna ha sido derogada 
por resolución espresa, hay muchas que no 
se observan, 

CABOTAGE DE LOS ESTADOS BIVERE- 

Sos. — Los buques del cabotage con ban- 
dera de las Provincias ó Estados rivereños 
del Uruguay, Paraguay y Paraná, gozan de 
las mismas franquicias que los buques del 
cabotage Nacional, en el Puerto de Monte- 
video (2). 

CAJA DE AMORTIZACION. — Fondo 

creado por la ley de 17 de Junio de 1835 
para pagar los intereses de la deuda Nacio- 
nal y amortizar esta. 

La Administración de la caja de amorti- 
zación, y la recaudación é inversión de los 
fondos á ella adscriptos, estaba encomenda- 
da á una comisión nombrada al efecto.’ — 
Incumbía á esta, abrir un gran libro de deu- 
da y rentas públicas, compuesto de trescien- 
tas fojas foliadas, y firmado por el Presidente 
del Senado , y el de la Cámara de Repre- 
sentantes, refrendado por uno de los Secre- 


<l) Decreto de 9 de Enero de l AS i. 
(2) Decreto de 21 de Mayo de 1861. 
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tarios de la Asamblea General, y sellado con 
el sello de armas de la Nación. Este libro 
debía guardarse en el archivo de la Asam- 
blea General, sellado con tres sellos, y en 
una caja con tres llaves, depositadas , una 
en poder del Presidente del Senado , otra 
en el del Presidente de la Cámara de Re- 
presentantes, y otra en el de uno de los 
Secretarios de las Cámaras Legislativas. 

El libro de deuda y rentas públicas 
solo podía ser abierto en la Asamblea Ge- 
neral, y prévio el reconocimiento de sus se- 
llos. Los capitales y deudas sentadas en di, 
quedaban en el hecho garantidas por todas 
las rentas de la Nación, por todos los cré- 
ditos activos, y por todas las propiedades 
muebles é inmuebles del Estado, con hipo- 
teca especial. 

Los fondos adscriptos á la caja de amor- 
tización, eran I o El producto del impuesto 
llamado adicional, el de sellos, patentes y 
alcabalas, el de censos de terrenos urbanos 
y de ejidos: 2 o El producto de la venta de 
propiedades públicas , y cualesquiera otros 
eventuales que se le asignasen. 

Estos fondos debían ser remitidos á la 
caja de amortización por la Tesorería gene- 
ral, dentro de las veinticuatro horas si- 
guientes á su recibo, bajo la mas seria res- 
ponsabilidad. 

La Caja de amortización estaba bajo la 
protección especial de las Cámaras Legisla- 
tivas. Las funciones de la Comisión encar- 
gada de la Administración de los fondos ads- 
criptos aja caja de amortización eran : I o 
Percibir de la Tesorería general las canti- 
dades que le pertenecían. 2 o Reclamar, en 
su caso, la debida versión de dichos fondos. 
3 o Conservarlos con seguridad, hasta hacer 
con ellos el pago de intereses y capital de 
la deuda pública, en la forma prevenida (1). 


(I) Ley de 17 de Junio de 1835. 
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Las funciones de la Caja de amortización 
quedaron terminadas , y esta disuelta , en 
virtud de la conversión y consolidación de la 
deuda pública (1). Sin embargo, antes de 
esta disposición legal , ellas habían ya ter- 
minado de hecho en razón de otras circuns- 
tancias. — Los fondos aplicados por la ley 
á la caja de amortización , lo eran á otros 
gastos de la administración, reclamados por 
la situación política del Pais, — y aquellas 
disposiciones habian quedado de hecho de- 
rogadas. 

calles públicas. — Es prohibida la 
conservación en las calles y veredas, de to- 
do objeto que perjudique al libre tránsito, 
tales como bultos dé comercio, materiales 
para la construcción de edificios, y otros 
semejantes. — Lo es también, galopar por 
las calles, hacer fogatas en ellas, arrojar 
basuras ó aguas sucias, disparar tiros y co- 
hetes y tener sueltos perros bravos. — No 
puede tampoco transitarse por las veredas 
conduciendo objetos de bullo, que obstruyan 
el libre paso de las personas. Los infracto- 
res incurren en multas pecuniarias arregla- 
das al caso (2). Véase Multas policiales — 
Veredas. 

Todos los vecinos tienen el deber de ha- 
cer barrer el frente de sus casas el dia sá- 
bado de cada semana, colocando la tierra en 
el centro de la calle, para ser conducida por 
los carros de Policía (3). 

CÁMARA DE REPRESENTANTES. 

Uno de los dos Cuerpos en que está dividi- 
da la Representación Nacional. 

Los Representantes son elejidos por voto 
directo de los Pueblos, siendo hábiles para 
votar todos los individuos que se hubiesen 


(1) Ley de 3 de Julio de 1854. 

(2) Édlcto de Policía de 28 de Noviembre de 1838, 
y Reglamento de 25 de Enero de 1827. 

(3) Edicto de Policía de 6 de Noviembre de 1843. 


Digitized by ^.ooQle 



— 29 — 


1A 

inscripto previamente en el Registro Cívico. 
Véase Registro Cívico. 

Cada elector debe votar personalmente 
ante la mesa electoral, por el número de 
Representantes que corresponda á su depar- 
tamento, y por igual número de suplentes, 
en el dia designado por la ley. Véase Elec- 
ciones de Representantes. Corresponde un 
Representante y un suplente á cada tres mil 
almas, ó á una fracción que no baje de dos 
mil. Las funciones de los Representantes 
duran por tres años. 

Para ser elegido Representante, se nece- 
sita: I o Ciudadanía en ejercicio. 2 o Tener 
veinticinco años cumplidos de edad. 3 ° 
Poseer un capital de cuatro mil pesos á lo 
menos, ó ejercer una profesión, arte ú ufi- 
cio útil, que produzca una renta equivalente 

No pueden ser Representantes: 1° Los 
empleados civiles ó militares, dependientes 
por servicio á sueldo del Poder Ejecutivo, 
esceptuandose de esta prohibición, los reti- 
rados ó jubilados. 2 ° Los individuos del 
Clero regular. 3* Los del secular, qne go- 
zaren renta con dependencia del Gobierno. 

Compete á la Cámara de Representantes: 
I o . La iniciativa sobre impuestos y contri- 
buciones, tomando en consideración las mo- 
dificaciones con que el Senado en su caso 
las devuelva. 2 o Él derecho esclusivo de 
acusar ante el Senado, al Gefe Superior del 
Estado y sus Ministros, á los miembros de 
ambas Cámaras, y á los de la Alta Corte 
de Justicia, por delitos de traición, concu- 
sión, malversación de fondos públicos, vio- 
lación de la Constitución ú otros que me- 
rezcan pena infamante ó de muerte, des- 
pués de haber conocido sobre ellos, á peti- 
ción de parte, ó de alguno de sus miem- 
bros, y declarado haber lugar á la forma- 
ción de causa (1). 

La Cámara de Reprerentantes es juez 


(I) Cap. H, Sección 4 de la Constitución. 
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privativo para calificar las elecciones de sus 
miembros, y no puede abrir sus sesiones, 
mientras no esté reunida mas de la mitad 
de sus miembros ; — si esto no se hubiese 
verificado el dia designado por la Constitu- 
ción, la minoría puede reunirse para compe- 
ler á los ausentes, bajo la pena que acor- 
dare (1). 

Las sesiones de la Cámara de Represen- 
tantes son públicas, y para que la haya se- 
creta, cuando así lo demande el asunto que 
haya de tratarse, es necesaria una resolu- 
ción especial de ella, sea á petición del Go- 
bierno, del Presidente de la Cámara ó de 
alguno de los Representantes. 

Las sesiones de la Cámara son presididas 
por uno de sus miembros con el carácter 
de Presidente, el cual es suplido en su au- 
sencia, ó cuando quiera tomar parte en la 
c’isfiusion, por el Vice Presidente 1 ° y 2 ® 
por su órden. Sus nombramientos se hacen 
por votación, en la forma determinada por 
el Reglamento respectivo. 

Todo proyecto debe ser puesto dos veces en 
discusión: — la primera se llama discusión 
general, la segunda, discusión particular. La 
discusión en general, [debe versar sóbrelas 
ventajas ó inconvenientes del proyecto en 
general, sin entrar en el examen particular 
de sus artículos, aun cuando tenga uno' solo; 
en ella cada Representante no puede hablar 
mas que una vez para fundar en pró ó en 
oontra del proyecto en general, y otra para 
explicar únicamente, ó rectificar lo que fue- 
ra necesario. La discusión en particular es 
en detalle sobre cada articulo , y el debate 
libre , pudiendo cada Representante hacer 
uso de la palabra las veces que lo crea con- 
veniente. Puede también, á virtud de mo- 
ción suficientemente apoyada , declararse li- 
bre la discusión general. 

Para formar Sala, es necesaria la concur- 


(I) Artículos 43 y 4? de la Constitución. 
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rencia de la mitad de los Representantes, 
mas uno (1). 

La Cámara de Representantes goza del 
tratamiento de Honorable. Tiene la facul- 
tad de llamar ásus sesiones á los Ministros 
del Poder Ejecutivo, para pedirles esplica- 
ciones, y recibir los informes que estime 
convenientes (2). 

Puede también, con las dos terceras par- 
tes de votos, correjir á cualquiera de sus 
miembros, por desorden de conducta en el 
desempeño de sus funciones, ó removerle 
por imposibilidad física ó moral, supervi- 
niente después de su incorporación. Para 
admitir las renuncias que se presenten, bas- 
ta la mayoría de uno sobre la mitad de los 
presentes (3). 

Los proyectos de ley pueden tener ori- 
gen indistintamente en la Cámara de Re- 
presentantes, ó en la de Senadores, á virtud 
de proposición de cualquiera de sus miem- 
bros, 6 del Poder Ejecutivo. 

Si la Cámara en que fué presentado el 
proyecto lo aprueba, lo pasará á la otra, 
para que discutido en ella, lo apruebe 
también, lo repruebe 4 adicione ó deseche. Si 
cualquiera de las dos Cámaras á la cual se 
remitiese un proyecto de ley, lo devolviese 
con adiciones ú observaciones, y la remiten- 
te se conformase con ellas, lo avisará en 
contestación, y quedará sancionado por 
ley: — pero, si no las hallase justas, é insis- 
tiese en sostener su proyecto, solicitará ppr 
medio de oficio la reunión de ambas Cáma- 
ras que se verificará en la del Senado y se- 
gún el resultado de la discusión, quedará 
sancionado lo que se resuelva con dos ter- 
cios de sufragios. — Si la Cámara á la cual 


(!) Reglamento de 14 de Febrero de 1826, y sos 
adiciones. 

(t) Art. 58 de la Constitución. 

(8) Art. 52 de la Constitución. 
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fuese remitido el proyecto no tuviese reparo 
que oponer, lo aprobará, y avisándolo á la Cá- 
mara remitente, lo remitirá al Poder Ejecu- 
tivo, para su promulgación como ley de la 
República. — Véase Promulgación de la» 
leyes. 

La Cámara de Representantes, antes de 
terminar el periodo de sus sesiones, debe 
nombrar una Comisión Permanente, com- 
puesta de cinco de sus miembros, encarga- 
da de representarla durante su receso (1). 
— Véase Representantes — Comisión Per- 
manente. 

cAuíbí de senadores. — Uno de los 
dos Cuerpos de que se compone la Repre- 
sentación Nacional. 

La elección de los Senadores, es indi- 
recta, en la forma determinada por la ley de 
la materia. — Véase Elecciones de Senado- 
res — La Cámara de Senadores se compo- 
ne de tantos miembros, cuantos sean los 
Departamentos de la República, á razón de 
uno por cada Departamento (2). 

Corresponde al Senado, abrir juicio pú- 
blico á los acusados por la Cámara de Re- 
presentantes y pronunciar sentencia, con la 
concurrencia, á lo menos, de las dos terceras 
partes de votos, al solo efecto de separarlos 
de sus destinos. — La parte acusada y juz- 
gada, quedará sugeta, no obstante, á acu- 
sación, juicio y castigo conforme á la ley (3). 

Corresponde también á la Cámara del Se- 
nado, calificar y fallar sobre las elecciones 
de sus miembros: — nombrar su Presidente 
y Vice 1 f y 2 f para suplir á aquel en los 
casos de ausencia, á cuando tome parte en 
la discusión; y fijar sus gastos anuales, dan- 
do aviso al Poder Ejecutivo, para que sean 
incluidos en el presupuesto general. 


(1) Art. 54 de la Constitución. 

(2) Art. 27 de la Constitución. 

(8) Artículo 38 y 89 déla Constitución. 
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Cuando algún Senador sea acusado ante 
la Cámara, por los delitos de traición, con- 
cusión, malversación de fondos públicos, 
violación de la Constitución ú otros que 
merezcan pena infamante ó de muerte re- 
solverá con dos terceras partes de sus vo- 
tos, si hay ó no lugar á la formación de 
causa, declarándolo asi en caso afirmativo, y 
suspenso el Senador en el ejercicio de sus 
funciones, el cual quedará á disposición del 
Tribunal competente. 

La Cámara de Senadores puede, con dos 
terceras partes de sus votos, correjir á cual- 
quiera de sus miembros, por desórden de 
conducta en el desempeño de sus funciones 
6 removerle por imposibilidad física ó mo- 
ral, superviniente después de la incorpora- 
ción. Para admitir las renuncias voluntarias, 
basta la mayoría de uno sobre la mitad de 
los presentes. Tiene también la facultad de 
hacer venir á su sala á los Ministros del Po- 
der Ejecutivo, para pedirles los informes y 
esplicaciones que estime convenientes (1). 

La Cámara del Senado goza del título 
de Honorable. Sus sesiones son públicas, 
y para que la haya secreta, se requiere una 
resolución especial, sea á petición del Go- 
bierno, del Presidente de la Cámara, ó de 
uno de los Senadores. 

Los proyectos de ley pueden tener ori- 
gen indistintamente, en la Cámara de Sena- 
dores, ó en la de Representantes, á virtud 
de proposición de alguno de sus miembros, 
ó del Poder Ejecutivo. 

Incumbe al Senado, conceder ó negar 
su acuerdo al Poder Ejecutivo, sobre el 
nombramiento de -Enviados Diplomáticos, 
Coroneles, y demas oficiales superiores de 
las fuerzas de mar y tierra del Estado: — 
sobre destitución de empleados: — sobre la 
iniciación y conclusión de tratados de paz, 
amistad, alianza y comercio, sin perjuicio 


(I) Cap. 2f y 3? Sección 5 * de !a Constitución. 
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de la autorización de la Asamblea General, 
para que puedan ser ratificados por el Go- 
bierno; y sobre concordatos con la Silla 
Apostólica (1). 

Las sesiones del Senado, durante el pe- 
riodo legal, deben ser diarias, formando nú- 
mero, la mitad de sus miembros mas uno. 
Siempre que tres Senadores, ó el Poder 
Ejecutivo, pidan sesión extraordinaria, él 
Presidente convocará á la Cámara á ese efec- 
to. Puede esta acordar mas de una sesión 
diaria, cuando asi lo demande el cúmulo de 
asuntos de que haya de ocuparse: — puede 
también declararse en sesión permanente, 
según los casos, mediante mocion previa, 
apoyada por tres Senadores. 

Los proyectos de ley que se presenten 
á la Cámara no deben ser motivados en su 
parte dispositiva. Los remitidos 'por el Po- 
der Ejecutivo ó por la Cámara de Represen- 
tantes no pueden retirarse en caso alguno, 
sinó por acuerdo, ó con consentimiento de 
la Cámara. 

Todo proyecto debe ser discutido, pri- 
meramente en general, y después en parti- 
cular; y con el intérvalo de una sesión, á lo 
menos, pasará después por otra discusión, 
en general y en particular, salvo el caso de 
ser desechado en la segunda discusión en 
general (2). 

En casos de urgencia, y por resolución 
especial de la Cámara, pueden tener lugar 
las dos discusiones en un mismo dia, redu- 
ciéndose á una sola de cada clase, es decir, 
una general y una particular. 

En la discusión general los Senadores no 
pueden hacer uso de la palabra sinó una so- 
la vez: en la particular, la discusión es libre 


(1) Art. 81 de la Constitución. 

(2) En este punto, es diferente la forma de dUcubion 
entre ia Cámara de Representantes y la d i Senado; 
pues en aquella, los asuntos á consideración, no pasan 
sino por nno sola discusión en general, y otra en r ar- 
ticular. 
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pero el autor del proyecto y el miembro in- 
formante, pueden hablar cuantas veces lo 
juzgen necesario. Puede también declararse 
libre la discusión general. 

Todas las demas disposiciones relativas al 
régimen interior de la Cámara del Senado, 
están detalladamente establecidas en el Re- 
glamento respectivo, y se omiten aqui por su 
larga estension (1) — Véase Senadores. 

camaristas. — Los miembros que com- 
ponen la Exma Cámara de Justicia. 

El nombramiento de los Camaristas com- 
pete al Cuerpo Lejislativo, en Asamblea 
General. Su duración es indeterminada, su- 
puesta su buena comportado!) en el desem- 
peño de sus funciones (2). 

Para ser Camarista es necesario ser Ciu- 
dadano natural ó legal, y contar cuatro años 
de ejercicio de la profesión de abogado (3). 

Los impedimentos de los Camaristas son 
suplidos por abogados sacados á la suerte, 
de la lista de los matriculados, y á falta de 
estos, por los graduados, en la misma for- 
ma, debiendo unos y otros ser ciudadanos 
para poder entrar en el sorteo (4). En la 
lista de abogados, se incluyen los Fiscales 
V los Jueces letrados. 

Cuando alguno de los Jueces del Tribu- 
nal estuviese disconforme con la sentencia 
pronunciada por el voto de la mayoría, pue- 
de poner al pié de su firma, la palabra dis- 
corde (5). 

Los miembros del Tribunal Superior co- 
mo cualquiera otro Juez, pueden ser recu- 
sados por las mismas causas que en su ca- 


(1) Reglamento interno del Senado, de 18 de Junio 
de 1858 

(2) Ley de II de Febrero de 1831 y articulo 95 de 
la Constitución. 

(3) Art. 102 de la Constitución. 

(4) Art. 15 de la ley de 9 de Mayo de 1858. 

(5) Alt. 42 de la misma ley. 
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so bastarían para tacharles como testigos (1). 

Está abolido el juramento de secreto sobre 
el acuerdo (2). — Véase Tribunal Superior 
de Justicia. 

caminos. — Véase Vías públicas. 

canon. — La pensión que se paga en re- 
conocimiento del dominio de algún predio ó 
campo, por la persona que goza del dominio 
útil de este, ó sea el enfiteuta. 

El canon que están obligados á pagar los 
enfiteutas por campos de propiedad pública, 
es el de dos por ciento anual sobre el valor 
en que los campos sean avaluados. El pago 
del canon debe verificarse anualmente á los 
Receptores departamentales, los cuales de- 
ben pasarlo al Colector general de Aduana, 
bajo pena, por parte de aquellos, de perder 
el derecho y quedar consolidado el dominio 
en el Señor directo, no satisfaciéndose el 
canon durante dos años (3). 

La Contaduría de Censos, que bajo la 
dependencia de la Colecturía general, tenia 
el encargo de llevar la contabilidad respec- 
tiva de los enfileutas, está actualmente bajo 
la de la Contaduría general, formando parte 
de esta Oficina, á la cual está incumbida la 
metodizacion de esta parte de la contabili- 
dad pública (4). Véase En/ileusis. 

ca$os maestros. — Acueductos sub- 
terráneos hechos en las calles de la Ciudad 
para conducir las aguas de las casas. 

Los propietarios de edificios están obli- 
gados á concurrir al costo de los caños 
maestros que pasen por delante de sus pro- 
piedades, con doce pesos por cada vara li- 
neal de caño, en toda la estension de aque- 
llas. 


(I) Art. 43 de la misma ley. 

(V) Art. 42 de la misma ley. 

(3) Decreto de 3 de Agosto de 1833. 

(4) Pee etc de 30 de Octubre de I8.Y7 
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Son esceptuados de esta obligación: I a 
Aquellos que no pudieran hacer uso de los 
caños, por defectos de construcción, ó á 
causa del nivel del terreno : 2° Los propie- 
tarios de una sola finca, sin giro comercial, 
arle ú oficio: 3 C Los propietarios cuyas ca- 
sas tuviesen letrina: 4 e Los propietarios de 
terrenos improductivos (1). 

Entre otras medidas de salubridad pú- 
blica, dispuso el Gobierno , por acuerdo de 
21 de Abril de 1857, que cesase la cons- 
trucción de caños maestros, con calidad de 
llevarse hasta la mar los ya principiados, 
ordenando al mismo tiempo , que el uso de 
estos, fuese solo para las aguas sucias y las 
pluviales, con completa prohibición de ver- 
ter en ellos otras materias. Sinembargo de 
esta disposición ha continuado la construc- 
ción de caños maestros. 

En las transferencias de dominio de edi- 
ficios ó terrenos, cuyos propietarios hubie- 
sen pagado los caños maestros, el compra- 
dor está obligado á abonar, al vendedor su 
importe, cuando no se pactase lo contra- 
rio (2). 

ciPiLi.t de eos reos. — En circuns- 
tancias ordinarias, ningún sentenciado á 
muerte puede ser ejecutado, antes de las 
cuarenta y ocho horas contadas desde el mo- 
mento en que se le ponga en capilla (3). 

La capilla constituye un verdadero mar- 
tirio para el sentenciado, y puede contem- 
plarse una pena moral horriblemente aflicti- 
va. Su larga duración pues, por mucho ma- 
yor tiempo del necesario para que el reo 
reciba los auxilios de la religión y se recon- 
cilie con ella, es, lejos de ser un bien , un 
mal profundo, que se hace sufrir sin objeto 
útil para la vindicta pública, al desgraciado 


(1) Ley de 24 de Junio de I 8 . 16 . 

(2) Articulo? déla misma ley. 

Ley de 2 de Noviembre de 1829. 
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que va ásatisfacerla con la última pena, harto 
cruel y dolorosa para agravarla haciéndola 
preceder del prolongado sufrimiento de es- 
píritu de cuarenta y ocho horas. La dismi- 
nución de este término, que es por. otra 
parte, de una espectativa desagradable y pe- 
nosa, aun para toda la sociedad , cuya sen- 
sibilidad se resiente ante la aplicación de la 
odiosa pena de muerte, seria acaso una me- 
dida conveniente en ambos conceptos. 

capital de Bt'Qi'E. — El que tiene 
á su cargo la dirección y gobierno de un 
buque de comercio. 

Los capitanes de buque, quedan sugclos 
á las reglas y formalidades de la policía del 
Puerto, desdé el acto de fondear en él. Sus 
obligaciones son : I o No desembarcar, ni. 
permitir comunicación alguna con la tierra , 
hasta que se les haya pasado la visita de 
sanidad, con la única escepcion del práctico 
á quien recibirán á su bordo, permitiendo 
que atraque la embarcación que lo conduz- 
ca, para el soloobjeto de dejarle (1) ; — 2 ° 
Exibir al empleado del Resguardo que prac- 
tique la visita, el manifiesto de la carga del 
buque, con espresion del número de bultos, 
marcas y personas á quienes viniese con- 
signada según resulte de los conocimientos, 
bajo el concepto de que las piezas no ma- 
nifestadas, caerán irremisiblemente en la 
pena de comiso. 3 ° Comprender en el ma- 
nifiesto del buque, todo bullo ó pacotilla que 
traiga la marinería, ó venga de regalo, para 
lo cual requerirán á los pasageros y mari- 
neros. i ° Guardar perfecta conformidad en- 
tre el manifiesto, y el libro de sobordo, ba- 
jo pena de una multa de mil pesos que abo- 
nará el consignatario por su cuenta. 5 ° 
Cuidar de que nada se conduzca á tierra ó 
se reciba á su bordo, sin los permisos cor- 


(I) Art. 1 del Reglamento del Tuerto de 22 de Junio 
d> 1829. 
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respondientes de la Colecturía general, bajo 
la pena de una multa de mil pesos, que pa- 
gará del mismo modo, el consignatario del 
buque, y se aplicarán, como comiso, al Esta- 
do y á los denunciantes. 6 ° Presentarse al 
Colector general en el acto de bajar á tier- 
ra, trayendo consigo el libro de sobordo , ó 
los conocimientos , para que con presencia 
de ellos, se hagan las confrontaciones cor- 
respondientes , con el manifiesto general : 
puede este, en caso de equivocación invo- 
luntaria, adicionarse dentro de veinticuatro 
horas útiles después de su entrega. 7 ° Fir- 
mar al pié del manifiesto una nota, en que 
declaren quedar enterados de las penas en 
que incurren, faltando al cumplimiento de 
las disposiciones preinsertas, que se les ha- 
rán saber por el Oficial encargado de prac- 
ticar la visita (1). 

Las obligaciones de los capitanes de bu- 
que, en !a parte que tiene relación con la 
sanidad, son las siguientes: 

1 .» Cuando no trajeran la patente limpia, 
impedir toda comunicación con el buque, antes 
de dársele entrada, bajo la pena de una multa de 
dos mil pesos ó de dos años de prisión, si el 
buque estuviese en el régimen de la patente 
sucia; de mil pesos, ó un año de prisión, si 
se hallase en el de la patente sospechosa-, y 
de quinientos pesos, ó seis meses de prisión, 
si no se hubiese determinado todavía el ré- 
gimen sanitario del buque. — Véase Patente 
de sanidad. 

A esta pena está sujeto también todo ca- 
pitán de buque, que viniendo de territorio 
sospechoso situado dentro de cabos, dejase 
de izar su bandera Nacional á media hasta 
al entrar en el Puerto. 

2 Obedecer las disposiciones precau- 
cionales que les comuniquen las autoridades 


(1) Reglamento del Resguardo da 20 d« Marzo de 
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sanitarias, bajo la multa de quinientos pesos 
en caso de desobediencia. 

3 n Contestar verídicamente al interro- 
gatorio que se les haga sobre todo lo que 
pueda interesar ála salud pública. 

A * Presentar en su caso, la patente de 
sanidad, y muñirse de ella antes de salir 
del Puerto, asi como de los demas papeles 
necesarios (1). 

Los capitanes de buque deben franquearse 
en el Puerto los ausilios necesarios, cuando 
les sea posible y fuese necesario, bajo pena 
de una multa de ocho á veinticuatro pesos, 
según los casos. 

No pueden dar á sus anclas, otra direc- 
ción que la establecida en este Puerto, que 
es N. O. á S. E. ni amarrarse sobre cables 
de otro buque, ó de manera que les emba- 
raze en sus borneos. teniendo en aquellas, 
las boyas correspondientes, bajo de pena de 
una mulla de diez pesos. 

Todo buque, que teniendo su lancha ó 
bote por la popa, y viendo venir otro buque 
á la vela, no lo alare á su costado para de- 
jar libre el tránsito, debe sufrir las averias 
que se le cansen, y abonar las que pueda 
ocasionar. 

Los capitanes al bajar á tierra, deben 
presentarse al Capitán del Puerto, y mani- 
festar las toneladas de lastre á su bordo, y 
la calidad de él. Les es prohibido arrojar al 
agua lastre ú objeto alguno que no flote, 
bajo las penas de las Ordenanzas. Tampoco 
pueden tomar lastre sin permiso de la capi- 
tanía del Puerto, bajo la imposición de una 
pena correccional. 

No pueden admitir á su bordo pasageros 
que no esten munidos del correspondiente 
pasaporte, ni hacer de noche maniobras, ni 
dar quilla sin licencia especial de la Capí- 


(I) Reglamento de policía Sanitaria de 2 de Junta 
de (838 tit. (O sección 2* 
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iania del Puerto. Las embarcaciones me- 
nores deben estar á su bordo, en verano á 
las nueve de la noche, y en invierno á las 
ocho, debiendo ser descomisada la que se 
encuentre navegando en el Puerto después 
de la hora señalada y su tripulación casti- 
gada. 

Ningún buque puede salir de Puerto des- 
pués de puesto el Sol: — los infractores de 
estas disposiciones, incurren en las penas 
de las Ordenanzas (1). 

Sin embargo de que estas prescripciones 
se hallan en muchas de sus partes en desuso, 
se insertan en virtud de no estar dero- 
gadas. 

Está mandado ulteriormente que todo Ca- 
pitán de buque despachado para Puertos de 
la República, de cualesquiera donde ella 
tenga Agente Consular, entregue, á este el 
manifiesto general de su carga, para que lo 
remita sellado al Colector de Aduana del 
Puerto de su destino, trayendo ademas una 
copia exacta del mismo manifiesto, visada 
por el mismo Agente. 

Los infractores de esta disposición, quedan 
sugetos al pago de una multa de mil dos- 
cientos pesos, debiendo someterse á un ri- 
goroso examen para verificar si el carga- 
mento que existe abordo corresponde al que 
se declara en el manifiesto, siendo de cuen- 
ta del buque, los gastos que esa operación 
ocasione, cualquiera que sea el resultado. 
Son esceptuados de la mulla espresada, aun- 
que no del examen y confrontación del ma- 
nifiesto con la carga, los buques despacha- 
dos para otros Puertos, que entrasen en los 
del Estado, por causa de averia ó fuerza 
mayor, probada bastantemente (2). 

carcelaje. — El derecho que pagan 
los presos al salir de la carcél. 


(1) Reglamento del Puerto de 22 de Junio de 1829. 

(2) Decreto de 18 de Diciembre de 1845. 
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El derecho de carcelagc se recauda por 
el Alcaide respectivo con sugecion á las re- 
glas y presunciones establecidas. — Véase 

Alcaide. 

cárceles — Las casas públicas desti- 
nadas para seguridad y custodia de los pre- 
sos. 

Los individuos aprehendidos por causas 
leves, y sugetos á penas correccionales, son 
detenidos en las cárceles de policía: los acu- 
sados de delitos graves cuyo conocimiento 
compele al Juzgado delCrimcn, son remitidos 
a la cárcel dependiente de dicho Juzgado. 

Las cárceles están, en la Capital, bajo la 
inmediata inspección del Departamento de 
Policía, el cual debe prestar el ausilio ne- 
cesario para su custodia y seguridad. 

Deben ser visitadas mensualmcnte por el 
Tribunal Superior de Justicia, para los ob- 
jetos prevenidos en las leyes y reglamentos 
de la materia. — Deben ser del mismo mo- 
do visitadas á principios de Enero de cada 
año, por una Comisión de la Junta de hi- 
giene pública, compuesta de uno de sus 
miembros, el Secretario v el Médico de Po- 
licia, á cuya comisión incumbe examinar 
detenidamente todo cuanto tenga relación 
con el régimen alimenticio , el aseo y la 
ventilación, proponiendo en su caso al Go- 
bierno, las medidas higiénicas que juzgue 
convenientes para la mejora de estos esta- 
blecimientos (1). Véase Visita de cárcel. 

En todo tiempo, las puertas de los cala- 
bozos deben abrirse media hora después de 
la salida del sol, cerrándose media hora an- 
tes de ponerse. Debe haber en las cárceles 
el mayor asco, posible, barriéndose diaria- 
mente, en cuyo trabajo deben turnar los 
presos (2). 


(1) Reglamento de Policía Sanitaria de 2 de Junio 
de 1838. Art. 23, titulo IV. La primera de estas visi- 
tan se practica con regularidad. No asi la segunda. 

(2) Artículos 5 y 0 del Acuerdo del Superior Tribu- 
nal do 23 de Noviembre de 1854. 
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No debe permitirse en ningún caso que 
las cárceles sirvan para mortificar, sino so- 
lamente para asegurar á los acusados (1). 
Véase Presos. 

CARRETAS BE CAMPEA. LaS que 

hacen el tráfico de frutos y artículos de co- 
mercio con los pueblos del interior. 

Las carretas de campaña tienen prohibi- 
ción de entrar á la ciudad , a no ser con 
permiso esprcso de la autoridad de Policía 
en casos especiales. Les era permitido ha- 
cer su carga y descarga en la plaza de Ca- 
gancha demorándose allí solo el tiempo ne- 
cesario para practicar estas operaciones (2). 

Ulteriormente, y con Acuerdo del Minis- 
terio Fiscal y de la Junta Economico-Admi- 
nistrativa del Departamento, dispuso el Go- 
bierno que las carretas de campaña hicie- 
sen sus operaciones de carga y descarga en 
la plaza conocida por de Arlóla , dándole la 
denominación de plaza de los Treinta y 
tres ; y en la Plaza del Sarandl en la Agua- 
da, declarando ambos puntos mercados de 
frutos del Pais (3). 

Compete á la autoiidad policial, vigilar 
que las carretas indicadas no pasen de los 
límites señalados, é imponer en su caso , á 
los contraventores, las penas que corres- 
pondan. 

CA RETI LEAS DE CARCA. Las qUC 

se ocupan de la conducción de articulos de 
comercio ú otros objetos. 

Es prohibido á los carretilleros del trafi- 
co aumentar la carga al doble del peso de 
cincuenta arrobas , que es el designado pa- 
ra cada viage. El que contravenga á esta 
disposición, queda sugeto: — I o A no po- 
der cobrar mas que el valor de un viage 


(I) Artículo 138 déla Constitución. 

(?) Decreto de 19 de Mayo de 186G. 

13 ) Decreto de 8 de Noviembre de 1856. 
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sencillo : 2° A ser destinado por un día, 
con su carretilla, á trabajos de Policía. 

Los Heladores de carretillas, no pueden 
obligar á los carretilleros, á que levanten 
mas carga que la que corresponda al peso 
de cincuenta arrobas; y si el carretillero, 
fuese expontaneamente, ó por requerimiento 
del fletador, tomase mas carga de la que 
corresponde, no puede exigir mas que el 
valor de una carga ó viage sencillo (1). Este 
valor es convencional según las prácticas 
del Comercio. 

En las cargas de particulares indepen- 
dientemente del comercio, rigen las mismas 
reglas. 

Todas las carretillas deben estar empa- 
dronadas en la Policía y numeradas. Deben 
llevar la tablilla que esprese el número del 
empadronamiento en lugar visible sobre las 
estacas. — Todo carretillero que use otra 
tablilla que la que hubiese recibido del De- 
partamento de Policía, incurre en una multa 
de seis pesos; y de doce el que lleve un 
número que no conste en el empadrona- 
miento. Toda transferencia de dominio debe 
hacerse constar al Departamento de Policía 
bajo pena al omiso, de una mulla de tres 
pesos (2). Los propietarios de carros, car- 
retas y carretones, están comprendidos en 
estas disposiciones. 

carros. — Véase Carretillas. 

carros fúnebres. — El servicio y 
administración de los carros fúnebres que 
corría á cargo del Departamento de Policía 
están hoy bajo la de las Juntas E. Adminis- 
trativas, con arreglo al Decreto de 30 de 
Junio de 1858. 

carreares. — Los carruages de al- 
quiler son numerados y registrados en la 
Policía. El número de cada carruage debe 


(l) Edicto de Policía de 28 de Junio de 1839. 
(?) Edicto de Policía de 14 de Junio de 1841. 
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estar en lugar visible. — El cochero debe 
entregar á la persona que alquile el carrua- 
ge, una tarjeta en que conste el número 
que le corresponde, de manera que en caso 
de cualquier reclamo que tuviese que hacer 
sea conocido por los registros de Policía, el 
cochero á quien dicho reclamo deba dirigir- 
se. — Todo carruage que transite por las 
calles en noches, en que no haya luna, de- 
be llevar sus linternas encendidas (1). 

carteros. — -Empleados de la Admi- 
nistración de Correos, encargados de distri- 
buir la correspondencia á los abonados. 

Las personas que quieran recibir su cor- 
respondencia en su domicilio, lo obtienen 
abonándose en la Administración para el 
efecto. 

Los carteros tienen el deber de concur- 
rir á la Administración siempre que llegue 
correspondencia pública del exterior ó del 
interior, para conducir inmediatamente á los 
abonados de su respectiva sección las cartas 
que les sean dirigidas. 

El dia 12 de cada mes, deben haber co- 
brado de los abonados , el importe de sus 
cartas correspondientes al mes anterior y 
entregarlo á la Administración, en descargo 
de las cartas recibidas de esta para el repar- 
to. — Guando algún abonado faltase al 
pago ó lo demorase, sus cartas quedarán 
detenidas en la Administración, y no le se- 
rán entregadas por ningún motivo, hasta 
que haya verificado dicho pago. 

La Ciudad está dividida, para el reparto 
de cartas, en tres secciones que correspon- 
den á tres carteros (2). 

casas re marera. — Está prohibida 
_ la construcción de casas de madera en todo 
el espacio comprendido bqjo el nombre de 


(1) Art. 12 del Edicto de Policía de 24 de Diciem- 
bre de 1859. 

(2) Reglamento de la Administración de Correos de 
1 de Octubre de 1859. 
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Ciudad vieja, y doscientas varas dentro de 
la circunferencia exterior de 1a linea que 
ocupaban las antiguas murallas de dicha 
Ciudad. — Está prohibida del mismo modo 
dicha construcción en la Ciudad nueva, es- 
ceptuandose las que se hagan dentro de 
manzanas, de manera que la casa de made- 
ra quede aislada del contacto de la pobla- 
ción, debiendo obtenerse, en tales casos, 
permiso previo de la autoridad de' Policía. 
Esta medida fué adoptada para prevenir in- 
cendios. 

Los Jueces de Paz , son especialmente 
encargados de la ejecución de estas dispo- 
siciones (1). 

Ulteriormente se mandaron demoler y 
fueron demolidas todas las que existían en 
el barrio denominado de la Danena, y 
en otros parages de la antigua Ciudad , co- 
mo medida de salubridad pública, con mo- 
tivo de la epidemia de 1857. 

casas de negocio. — Está mandado 
que permanezcan cerradas todos los Domin- 
gos y dias festivos, desde las diez de la ma- 
ñana hasta las cuatro de la tarde, bajo pena 
á los infractores , de una multa de cuatro 
pesos (2). También deben estar cerradas en 
el periodo de las Asambleas de la Guardia 
Nacional, durante las horas de los ejercicios 
doctrinales. 

catastro. —.Padrón de estadística pa- 
ra (ijar las contribuciones. 

El catastro Nacional fué mandado formar 
por el Gobierno, encargando su ejecución, á 
cuatro Comisiones nombradas al efecto, en 
la jurisdicción territorial que les fué respec- 
tivamente designada (3). 


(1) Decreto de 4 de Mayo de 1841. 

(2) Edicto de Policía de 11 de Agosto de 1859. 

(3) Decreto de 2 de Diciembre de 1831 .—Registre 
Nacional.— Esta osuna de las resoluciones escluidgs 
de la Colección de Leyes y decretos por haber cesado 
en sna efectos. 
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—Las funciones de las Comisiones del 
catastro eran: 1 ° Tomai’ razón de todas 
las propiedades territoriales: — 2 ° Formar 
los protocolos estadísticos de cada Departa- 
mento, comprendiendo toda clase de capi- 
tales empleados en las faenas rurales: — 
3 ° Llevar registros: — el 1 ° para asen- 
tar en estrado los documentos de propiedad 
ó posesión; — el area y límites del terreno, 
y én ausencia de documentos de propiedad 
la declaración del propietario ó poseedor: — 
el 2 ° para copiar los planos correspon- 
dientes á ellos; y el 3 ° para registrar to- 
dos los bienes industriales, con espresion de 
su calidad, número y propiedad, según la 
declaración del propietario ó administrador. 

Los trabajos de estas Comisiones, fueron 
mandados suspender por decreto de 14 de 
Octubre de 1833, y depositar en el archi- 
vo general los protocolos que se hubiesen 
organizado, de la estadística mandada for- 
mar. 

causas de abigeato. — Véase Abi- 
geato — Alcalde Ordinario. 

CAUSAS DE CONTRABANDO. El COnO- 

cimiento y decisión de las causas de con- 
trabando, siempre que el valor del comiso 
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no esceda de la cantidad de trescientos pe- 
sos, por justa apreciación, compete á un 
Tribunal compuesto del Colector general, y 
de dos comerciantes sacados á la suerte, de 
la lista de los despachantes: — este Tribu- 
nal debe proceder breve y sumariamente 
actuando con el Escribano de registros. 

Cuando el valor del comiso escediese de 
la suma de trescientos pesos, el Tribunal de- 
be ser integrado con el fiscal de Gobierno 
y Hacienda, y con el Juez letrado de Ha- 
cienda de la 4 w Sección, formando juri, 
tres de los cinco miembros designados. 
Este Tribunal procede, del mismo modo, bre- 
ve y sumariamente. — La sentencia de cual- 
quiera de ellos, es inapelable. 

Sentenciado el comiso, el Colector Ge- 
neral manda efectuar la venta en remate 
público de los efectos descomisados, y re- 
partir su producto líquido, en la forma de- 
terminada por el Reglamento del Resguar- 
do (1). . 

CAUSAS SOBRE INMIGRANTES.— Véase 

Juez de Paz. 

CAUSAS DE VAGOS, EMBRIAGUEZ, etc. 

— Véase Alcalde Ordinario. 
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cedulón. El papel de emplazamiento 
con que se cita al reo, ó con que se hace 
saber una providencia, á cualquiera de las 
partes en juicio. 

Cuando el Escribano no hallase en su 
casa á la persona á quien debe hacer al- 
guna notificación, volverá por segunda vez; 
y si en esta tampoco la hallase, dejará un 
cedulón que contenga la providencia, su fe- 
cha y la de la notificación. La diligencia 
de la entrega del cedulón á la esposa, hi- 
jos del notificado, ó vecinos en su defecto 
se hará constar por el Escribano en los au- 


tos: debe poner constancia también, del 
nombre de la persona con quien hubiese 
hablado, y de la fecha y hora en que hu- 
biese practicado la diligencia (2). 

Anteriormente, con arreglo á la ley de 3 
de Abril 1827, cuando el Escribano no ha- 
llase en su casa á la persona á quien debía 
notificar, lo hacia al Teniente Alcalde res- 


(1) Ley de 14 de Julio de 1855 y art. 27 de la de 13 
de Julio de 1856. 

(2) Art. 58 59 y 60 de la ley de 9 de Majo de 1856 
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pectivo, quien, subscribiendo la diligencia, 
recibía del Escribano un boleto donde se 
hallaba inserta la providencia, su fecha y la 
de la notificación. El Teniente Alcalde, ci- 
tando á la parte inmediatamente, debia ha- 
cerle saber dicha providencia, que firmada 
por aquella, ó un testigo á su ruego, devol- 
vía al Escribano. No pudiendo ser habida 
la parte interesada lo espresaba bajo su fir- 
ma, devolviendo del mismo modo el boleto, 
dentro de veinticuatro horas. El Teniente 
Alcalde, en los casos indicados, dejaba ce- 
dulón á las personas de la familia del inte- 
resado, y este era habido por notificado. 

Las disposiciones de la ley de 9 de Mayo 
de 1856, han simplificado el procedimiento 
en el caso, del modo que queda indicado. 

cementerio publico. — Los nichos 
donde se depositan los cadáveres en el Ce- 
menterio público, son de propiedad particu- 
lar. — Esta propiedad se adquiere, mediante 
el pago del precio estipulado, que se hacia 
antes al Departamento de Policía, y actual- 
mente á la Junta E. Administrativa, á cuya 
corporación se ha atribuido la dirección é 
inspección del Cementerio, así en la Capi- 
tal, como en los demas pueblos de la Re- 
pública (1). Los nichos enagenados á per- 
sonas que no tuviesen succesores en el país, 
retrovierten al Fisco, pasados veinte años de 
su enagenacion. 

No puede abrirse ningún nicho ni re- 
moverse los restos depositados, sino con 
conocimiento y autorización de su dueño. 

Puede también comprarse el area de ter- 
reno necesaria, para construir sepulcros en 
distintos lugares del cementerio, bajo la 
forma que cada propietario juzgue conve- 
niente darles, estando derogada en esta 
parte la prohibición que existia sobre el 
particular. 


(1) Decreto de 30 de Junto de 1858. 
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Los derechos de sepultura son dos pesos 
y el costo de remoción, si lo hubiese. 

Son deberes del encargado del Cemente- 
rio: — 1 0 Cuidar de su aseo y conserva- 
ción: — 2 ° Llevar un libro de asientos de 
los cadáveres que entren en el Cementerio, 
con sus nombres y fecha de la entrada: — 
3 ° Cuidar que todos los despojos que sa- 
liesen de alguna sepultura, como ropa y 
otros semejantes, sean quemados. 

Para conducir un cádaver al Cementerio, 
debe obtenerse la correspondiente licencia 
del párroco, y de la Junta E. Administra- 
tiva, la cual se presentará al encargado, pa- 
ra que este pueda darle entrada. Los que 
falleciesen en algún hospital, deben ser ad- 
mitidos con una papeleta del mayordomo 
del establecimiento; y los individuos de tro- 
pa, con otra de sus respectivos gefes (1). 

Está mandado por distintas resoluciones 
del Gobierno, que se destinen en el Cemen- 
terio público, lugares privilegiados, donde 
deben descansar los restos de los ciudada- 
nos, que prestaron eminentes servicios á la 
Patria, cuyos nombres se hallan designados 
en las mismas resoluciones, erigiéndoles 
mausoleos costeados por el tesoro público. 
Estas disposiciones, justo homenage tributa- 
do por la Nación, á la memoria de sus hijos 
mas distinguidos por sus virtudes cívicas ó 
sus talentos, están vigentes, sin embargo de 
que no hayan podido ser llevadas á ejecu- 
ción. 

No puede expedirse licencia ó boleto pa- 
ra dar sepultura á un cadáver sin que el 
que lo solicite, presente un certificado del 
facultativo que haya asistido al fallecido:. 
— á falla de asistencia médica, debe pre- 
sentarse un certificado del Teniente Alcal- 
de de la manzana, en el cual se esprese la 
causa de la muerte. Los certificados de los 


(1) Decreto de 10 de Octubre de 1835. 
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facultativos, deben contener el nombre del 
muerto, su edad, caite ó barrio en que ha- 
bitaba, la enfermedad ó el hecho que hu- 
biese causado el fallecimiento, y demás' ob- 
servaciones que sean del caso. 

Los ecónomos de los hospitales, deben 
remitir al Departamento de Policía igual 
relación de los fallecidos en dichos estable- 
cimientos, visada por el facultativo princi- 
pal. Los que falten al cumplimiento de es- 
tas disposiciones incurren en la pena de 
una multa discrecional (1). 

Se ha mandado ulteriormente que luego 
de llegado un cadáver al cementerio, el 
encargado haga fijar en el féretro una cha- 
pa de zinc numerada, correlativa con el re- 
gistro de mortalidad á su cargo; por lo cual 
se paga un derecho adicional de cuatro rea- 
les: — son esceptuados de la chapa, los ca- 
dáveres sepultados en la tierra, y aquellos 
que colocados fuera de sepulcro ó nicho, 
sus deudos la escusen. 

La exhumación de restos para traslación 
á otros vasos ó lugares, no puede efectuar- 
se sin previa licencia, independiente del de- 
recho de plancha, é intervención presencial 
del Inspector ó encargado, quien hará veri- 
ficar la traslación de la plancha al nuevo va- 
so, para cuyos casos debe llevar un registro 
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por separado, tomando en él razón de la 
traslación (í). 

CENSO GENERAL VE LA REPUBLICA. 

— El censo general para determinar el nú- 
mero de Representantes que deben concur- 
rir al Cuerpo Legislativo, debe formarse 
cada ocho años (2). 

Debe elejirse un Representante por cada 
tres mil almas, ó por una fracción que no 
bajo de dos mil (3). 

censura del teatro. — Véase Tea- 
tro. 

ceremonial — Siempre que el Poder 
Ejecutivo, acompañado de las Corporaciones 
del Estado, haya de asistir al templo en los 
dias clásicos en que se celebren fiestas Na- 
cionales, ocupara aquel el centro de la nave 
principal, en la altura del pulpito, y las cor- 
poraciones y el Cuerpo Diplomático, dos 
lineas laterales, en el orden establecido por 
Decreto de 30 de Setiembre de 1858. 

Terminada la función, el Poder Ejecutivo 
debe ser acompañado hasta el exterior 
del Templo, por todas las corporaciones 
en el orden de su colección: — Una Comi- 
sión nombrada por el Gobieruo, compuesta 
de un individuo de la lista civil y otro de 
la lista militar, debe dirigir el ceremonial. 


CIE. 


changadores. — Peones destinados 
al servicio del comercio. 

Todo changador debe estar inscripto en 
un registro de Policía, en que conste su 
nombre, edad, patria, domicilio, y número 
individual que le corresponda; — pata esta 
inscripción deben presentarse los changado- 
res formando cuadrillas que no bajen de 


(I) Decreto de 12 de Junio de 1850. 


diez, y que sean representadas por uno de 
ellos, en calidad de capataz. 

Cada capataz debe presentar fiador á sa- 
tisfacción, en el acto de ser asentada su cua- 
drilla en el registro, cuyo fiador es respon- 


(1) Acuerdo de la Junta E. Administrativa de i? de 
Octubre de 1858, aprobado por decreto del Gobierno 
de 25 Noviembre del mismo afio. 

(2) Artículo 21 de la Constitución. 

(3) Articulo 19 de la Constitución. 
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sable de las faltas que cometa cualquier aviso á la Policía cuando algún individuo 
changador de la cuadrilla. de su cuadrilla se separe de ella, ó cambie 

Todo changador anotado en el registro, de domicilio, 
debe recibir una chapa de latón con la ins- Los changadores que ejerzan el oficio, 
cripcion del número que le corresponde, sin haber llenado estos requisitos, deben ser 
y una papeleta que le habilite para el ejer- conducidos á la Policía , y penados según 
cicio: — el changador debe llevar la chapa corresponda (i), 
sobre el pecho. — Los capataces deben dar 

Cff. 


cirujano. — E l que profesa el arte de 
la cirujia. 

Para obtener el título de cirujano, es ne- 
cesario presentarse á la Junta de Higiene pú- 
blica, con certificaciones auténticas de es- 
tudio y practica. Llenado este requisito, el 
pretendiente debe presentar por escrito, una 
redacción histórica de casos práticos, y una 
cuestión sobre el punto, que quedará ar- 
chivada en Secretaria: — y sufrir nn examen 
en el cual desempeñarán las funciones de 
examinadores, los tres vocales de la Junta 
de Higiene, con asistencia del Secretario (1). 

La aprobación ó reprobación del exami- 
nando debe hacerse en escrutinio secreto ; 
y del resultado estenderse la correspondiente 
acta; los que resulten reprobados, no pue- 
den ser admitidos á nuevo examen hasta pa- 
sados seis meses : los que resulten aproba- 
dos, deben recibir de la Junta el correspon- 
diente diploma, firmado por todos sus miem- 
bros, refrendado por su Secretario, y sellado 
con el sello de la Corporación (2). 

Los cirujanos que se presenten con tí- 
tulos dados en Payses Extrangeros, deben 
prestar un examen general en dos actos; 
y en el mismo caso se hallan los que pre- 

(1) Habiéndose aumentado á cinco el número de 
miembros de la Junta de Higiene, por decreto de 8 de 
Febrero de 1860, os de presumir aue todos deben con- 
currir á formar la mesa examinadora. 

(2) Reglamento de Policía sanitaria de 2 de Junio de 
1888. 


senten certificados universitarios, de haber 
ganado los años de estudio y haber llegado 
al termino de la enseñanza. Los profesores 
cuyos diplomas indiquen estudios incomple- 
tos de la cirujia, quedan sugetos á un exa- 
men general, en dos ó mas actos, según 
lo juzgue conveniente la Junta (2). 

Los honorarios correspondientes á los 
actos de examen de profesores de Ciru- 
jía, y registro de títulos, están determina- 
dos en el artículo 1 7 del Reglamento de 
Policía Sanitaria. 

citación. — El emplazamiento ó noti- 
ficación que se hace á alguna persona, pa- 
ra que comparezca á responder al juicio. 

Luego que un individuo es demandado 
ante un Juzgado de Paz, ya sea en juicio 
en que deba este conocer, ó para llenar el 
requisito necesario déla conciliación, el Juez 
de paz manda citar inmediatamente al de- 
mandado en su persona, por orden escrita. 
Esta diligencia se comete al Ordenanza del 
Juzgado, quien percibe por ella, dos rea- 
les (3). 

Si el emplazado no concurriese, se hace 
la citación hasta por tercera vez, y en su 
ausencia, se sigue el juicio, ó se levanta el 


(1) Edictos de Policía de 27 de Notí< mUrc d<* 18 )8 
y de 18 de Octubre de 1859. 

(2) Decreto de 3 Enero de 1845. 

(9) Art. 11 de la ley de 21 de Octubre de 1829. 
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acta del de conciliación en rebeldía, dándo- 
se testimonio de ella al demandante, para 
que ocurra á deducir sus derechos ante el 
Juzgado ó Tribunal competente, previo el 
ppgo de los derechos que se hubiesen ori- 
ginado. 

ciudadano. — Todo aquel que siendo 
miembro de la soberanía de la Nación, tiene 
voto activo y pasivo en sus actos y delibe- 
raciones. 

El ejercicio de la ciudadanía se suspen- 
de i°Por ineptitud física ó moral que impida 
obrar libre y reflexivamente: — 2 ° Por 
la condición de sirviente á sueldo, peón 
jornalero, simple soldado de linea, notoria- 
mente vago, ó legalmentc procesado en cau- 
sa criminal, de que pueda resultar pena 
corporal ó infamante: — 3 ° Por el hábito 
de ebriedad: 4 o Por no saber leer ni escri- 
brir: 5 ° Por el estado de deudor falli- 
do, declarado tal por Juez competente: — 
6 ° Por el de deudor al Fisco declarado 
moroso. 

El ejercicio de la ciudadanía se adquiere 
á los veinte años, y siendo casado á los 
diez y ocho. 

La ciudadanía se pierde: 1 ° Por sen- 
tencia que imponga pena infamante: 2 ° 
Por quiebra fraudulenta declarada tal : 3 o 
Por naturalizarse en otro pais: 4 ® Por 
admitir] empleos, distinciones ó títulos de 
otro Gobierno, sin especial permiso de la 
Asamblea, pudiendo, en cualquiera de estos 
casos, solicitarse y obtenerse rehabilita- 
ción (1). 

Los ciudadanos que desempeñen en la 
República el cargo de Agentes de otras 
Naciones, no pueden ejercer empleos pú- 
blicos ó consegiles, ni tienen voto activo ni 
pasivo en los comicios públicos: — están 
también esentos de las cargas peí sonales á 


(1) Art. Hy 12 d« la Constitución. 


que están sugelos los ciudadanos del Esta- 
do. Para los demas goces de la ciudadanía 
y el pago de las contribuciones, son consi- 
derados al nivel de aquellos (1). 

Ningún ciudadano puede ser preso sinó 
infraganti delito, ó habiendo semiplena 
prueba de él, y mediante orden escrita de 
Juez competente (2). 

Todo ciudadano puede ser llamado á los 
empleos públicos (3). 

Los ciudadanos se dividen en naturales y 
legales. — Véase en el lugar correspondiente. 

cicdadako legal. — Todo aquel que 
habiendo nacido en Pais Extrangero, obtiene 
los derechos de la ciudadania del Estado. 
— Tienen derecho á la ciudadania legal: — 
i ° Los extrangeros, padres de ciudadanos 
naturales, avecindados en el pais, antes del 
establecimiento de la Constitución; 2° Los hi- 
jos de padre ó madre natural del Pays, nacidos 
fuera del Estado, desde el acto de avecin- 
darse en él : 3 o los Extrangeros que en ca- 
lidad de oficiales, hubieren combatido ó 
combatieren en los ejércitos de mar y tier- 
ra de la Nación: 4 ° Los extrangeros, 
aunque sin hijos, ó con hijos extrangeros, 
pero casados con hijas del pais, que profe- 
sando alguna ciencia, arte ó industria, ó 
poseyendo algún capital en giro ó propiedad 
raíz, se hubiesen hallado residiendo en el 
Estado, al tiempo de jurarse la Constitu- 
ción: 5 o Los extrangeros casados con extran- 
geras, que tengan alguna de las cualidades 
preindicadas, y tres años de residencia 
en el Estado : 6 ° Los extrangeros no 
casados, que tengan también alguna de di- 
chas cualidades, y cuatro años de residen- 
cia: 7 ° Los que obtengan gracia especial 


(1) Ley de 11 de Julio de 1839. 

(2) Art. 113de¡la Constitución. 

(3) Art. 10 de la Constitución. 
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de la Asamblea, por servicios notables, ó 
méritos relevantes (1). 

El individuo que quiera obtener natura- 
lización, debe ocurrir al Juez Letrado de 
lo Civil de la sección correspondiente, so- 
licitando que con audiencia Fiscal se le 
permita justificar: 1 ° Que se halla com- 
prendido en alguna de las disposiciones del 
articulo 8 o de la Constitución: 2 ° 
Que sabe leer y escribir y que ha cumplido 
veinte años de edad (2) 

Este expediente debe sustanciarse breve 
y sumariamente, declarando si hay ó no 
derecho á obtener la carta de naturalización, 
y otorgando en su caso los recursos legales 
que se interpusieren. Cuando la senten- 
cia del Juez estuviese consentida y ejecuto- 
riada, y prestado por el pretendiente el de- 


bido juramento de observancia de la Consti- 
tución, debe dársele testimonio de la diligen- 
cia, y del auto que la motivó, para ocurrir 
con estos documentos al Poder Ejecutivo en 
solicitud de la carta que le habilite para 
inscribirse en el Registro cívico, y entrar 
al ejercicio délos derechos de la ciudadanía, 
publicándose por el Ejecutivo, el nombre 
del nuevo ciudadano, y mandándose archi- 
var el expediente. 

En los expedientes sobre naturalización, 
no se devengan costas (1). 

ciudadano natural. — Todo hombre 
nacido en cualquier punto del territorio de 
la República, mayor de 20 años de edad 
siendo soltero, y de 18 siendo casado (2). 
— Véase Ciudadano. 


CO. 


colacion.de grados. — Véase Gra- 
dos Universitarios. 

colaterales* — Véase Herencia. 

COLECTOR GENERAL DE ADUANA. 

Gefe Superior de todas la oficinas de Aduana 
y Resguardo de la República. — Todos los 
empleados de la Administración de Aduanas, 
se hallan bajo su inmediata dependencia. 

El Colector general es Presidente nato 
del Tribunal encargado de conocer y fallar 
en las causas de contrabando, y ejerce to- 
das las funciones inherentes á la dirección y 
administración del ramo, con sugecion á 


(1) Artículo 8 de la Constitución. 

(2) Parece que el pretendiente debería justificar tam- 
bién no hallarse en ninguno délos casos que obstan al 
ejercicio de la ciudadanía, con arreglo á lo dispuesto 
por los artículos 1 1 y 12 de la Constitución, sobre lo 
cual, la ley nada ha previsto. — Podría resultar de aquí 
el inconveniente de que obtuviese el goce de los dere- 
chos de ciudadano, un individuo que con sugecion al 
precepto constitucional, se hallase inhabilitado para 
ejercerlos. 


las leyes de la materia. — Véase Aduana. 

colegid nacional. — Bajo esta deno- 
minación fué establecido un Colegio de es- 
tudios Universitarios en la Villa de la Union 
el cual gozaba de los privilegios de Univer- 
sidad menor, con sugecion al Reglamento 
de estudios de la Universidad mayor de la 
República. El Rector del Colegio Nacional, 
podía conferir el grado de Bachiller encien- 
cias y letras, bajo las prescripciones del mis- 
mo Reglamento (3). 

El Colegio Nacional fué creado en su 
origen, para remplazar al Gimnasio Nacional, 
bajo el programa de este, debiendo hacerse 
en él la enseñanza priinariay superior en ma- 
teria de estudios preparatorios, para la ad- 
quisición de profesiones científicas, siendo 


(1) Ley de 4 de Junio de 1853. 

(2) Art. 7 o vil de la Constitución. 

(3) Decreto de 12 de Febrero de 1850. 
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su manutención conservación y fomento, de 
cuenta del Erario público (1). 

Pero careciendo él Erario Nacional de 
fondos para atender al sosten del Colegio 
Nacional, esa enseñanza por cuenta del Es- 
tado fue ulteriormente suprimida. 

COLEGIO DE EOS PAMES DE LA COM- 
PAÑIA de jesús. — Véase Padres de la 
Compañía de Jesús. 

colonos . — Yease Inmigrantes . 

colonos africanos. — Los hombres 
de color que bajo esta denominación eran 
traídos de las costas de Africa, para enage- 
nar sus servicios mediante un precio estipu- 
lado entre los contratantes. — Véase Afri- 
canos. 

COMANDANTES DE MARINA DE C1UKR- 

ra nacional. — Todo Comandante de bu- 
que de guerra Nacional, que llegue á un 
Puerto, donde resida algún Agente Consu- 
lar de la República, debe anunciarle su lle- 
gada por un oficial de abordo, dentro de las 
primeras cuarenta y ocho horas después de 
su arribo. 

Cuando aquellos visitasen algún buque 
de guerra Nacional, deben ser saludados: — 
los Cónsules generales con 7 cañonazos; 
los Cónsules con 5, y los Vice Cónsules 
con 3 (2). 

comercio. — El tráfico que se hace, 
comprando, vendiendo ó permutando, unas 
cosas por otras, sea en el pais, ó en sus 
relaciones con el Extrangero. 

Todo habitante del Estado, puede dedi- 
carse al trabajo, cultivo, industria ó comer- 


(!) Decreto de 28 de Junio de 1849. 

(2) Art. II 12 y 13 Del Reglamento Cónsular de 4 
de Septiembre de 1835.— No existe disposición alguna 
Nacional en cuanto á los deberes de los Comandantes 
de buques de guerra, con respecto é los Ministros y 
Agentes diplomáticos, acreditados en el punto á donde 
llegaren, ni con relación i los honores debidos á 
su rango. 


ÍO 

ció que le acomode, no oponiéndose al bien 
público ó al de los Ciudadanos (1). 

Es enteramente libre la entrada y salida 
en el territorio de la República, de toda 
clase de artículos de comercio, con sugecion 
á las disposiciones de sus leyes aduaneras. 
Existen algunos tratados especiales de co- 
mercio y navegación, celebrados por el Go- 
bierno de la República con Naciones amigas, 
tales como la Bélgica, el Imperio’ del Bra- 
sil, y los Estados del Zollovereim. La breve- 
dad de este libro no permite insertar las esti- 
pulaciones y detalles de dichos tratados. — Las 
principales del ajustado con el Imperio 
del Brasil el 4 de Septiembre de 1857, 
que es, por varias consideraciones, el mas 
aplicable en la práctica del comercio, son 
las siguientes. 

El ganado en pié exportado de la Repú- 
blica, para la Provincia de Rio Grande del 
Imperio del Brasil, es libre de todo derecho 
de exportación por parte de la República. 
Lo es del mismo modo, el ganado que de 
dicha Provincia se importe al Estado Orien- 
tal, para ser criado ó engordado, el cual, 
asi como el que posean Brasileros en el 
territorio del Estado, no puede ser sugeto 
á ningún otro derecho, que á aquellos que 
paguen los ganados de los ciudadanos de la 
República, debiendo haber, en materia de 
impuestos sobre ganado en pié, la mas per- 
fecta igualdad entre los ciudadanos de la 
República y los súbditos de Brasil. 

Es también libre de todo derecho de ex- 
portación para la República, el charque y 
demas productos del ganado de 'origen Orien- 
tal, que se importen en la Provincia del Rio 
Grande del Sud (2). En compensación, el 
charque y los demas productos del ganado 


(1) Art. 146 de la Constitución. 

(2) Se comprende en esta clasificación, toda clasede 
productos de animales vacunos, caballares, cabrios y 
de cerda. 
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de origen Oriental, importados en Rio Gran- 
de por la frontera, ó por mar directamente, 
de los Puertos habilitados de la República, 
para los del Brasil, son libres de derechos 
de consumo por parte de este. 

Los productos naturales y agrícolas que 
se cambien entre los Puertos de la Repú- 
blica y los del Brasil, deben gozar de la 
siguiente reducción de derechos de consumo 
sobre los que pagaban al tiempo de cele- 
brarse el tratado: — En el primer año, una 
reducción de tres por ciento: — en el segun- 
do, de cuatro por ciento: — en el tercero, 
de cinco por ciento: en el cuarto, de seis por 
ciento, y asi en adelante, durante el térmi- 
no del tratado. 

Si los derechos sobre productos similares 
provenientes de otros Países, fuesen dismi- 
nuidos de manera que pagasen menos de lo 
que pagan los de origen Oriental ó Brasi- 
lero, estos deberán ser equiparados á aque- 
llos. 

La duración obligatoria del tratado de 
comercio con el Brasil, es de cuatro años, 
pudiendo prorogarse. 

Las Partes Contratantes han reconocido 
en principio la conveniencia de la igualdad 
de las tarifas y del establecimiento de Adua- 
nas comunes en las fronteras para favorecer 
al comercio legítimo, contra el contrabando. 
Han reconocido del mismo modo, la con- 
veniencia de abrir, por concesión del Bra- 
sil, la navegación de la Laguna Merin y del 
Yaguaron, á la bandera Oriental, cuya con- 
cesión debe ser materia de negociación ul- 
terior, cuando se trate del tratado defini- 
tivo. 

Es permitido pues, que los productos del 
comercio que se hace por la Laguna Me- 
rin y el Yaguaron, puedan ser embarcados 
directamente en los buques que deban con- 
ducirlos por aquellas aguas, sin quedar su- 
getos á medidas fiscales, ó trasbordos for- 
zados. 
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Está reconocida también, la conveniencia, 
de facilitar la comunicación y el trasporte 
de las personas y cosas entre los dos Pay- 
ses. 

Está abolido todo impuesto sobre el pa- 
saporte para el tránsito por las fronteras 
terrestres. 

Sobre las estipulaciones relativas á la 
navegación á vapor contenidas en el mismo 
tratado. Véase Paquetes á vapor. 

Los buques con procedencia directa de 
Puertos del Brasil, y con destino á cual- 
quiera de los de la República, conduciendo 
productos naturales ó agrícolas de aquel 
Imperio, deben traer sus papeles visados 
por el Cónsul 6 Vice Cónsul de la Re- 
pública en el Puerto de su salida, para 
acreditar que dichos productos son efecti- 
vamente del Brasil. 

Del mismo modo debe procederse con res- 
pecto á los buques que sean despachados, con 
productos de la República para Puertos del 
Brasil, cuyos manifiestos deben ser certifi- 
cados por los Agentes Consulares de aquel 
Imperio, á quienes deben facilitarse los co- 
nocimientos que requieran para proceder 
con conocimiento de causa. 

La Colecturía general es especialmente 
encargada de vigilar que no sean despacha- 
dos productos similares á los del Pais , para 
introducirse en Puertos del Brasil, optando 
á la reducción de derechos establecida en 
el tratado, asi como de cuidar con especia- 
lidad la observancia de las reglas estableci- 
das en cuanto al comercio fluvial y terres- 
tre entre la República y el Brasil. 

Si no pudiera realizarse la construcción 
de un canal que destruya el obstáculo del 
arrecife del Salto, está reconocida la conve- 
niencia de sostituir aquel, con un camino ter- 
restre, que ligue las partes navegables del 
Rio cortadas por aquel arrecife. 

En cuanto á lo estatuido en el tratado so- 
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bre confiscación bélica. — Véase Confisca- 
ción (1). 

comicios. — Las reuniones del pueblo 
para hacer uso del derecho electoral. 

El pueblo ejerce este derecho, para nom- 
brar los Alcaldes Ordinarios, las Juntas Eco- 
nomico-Administrativas , los Representan- 
tes, y los electores de Senadores. Es prohibi- 
do á todo individuo, sea de la clase civil ó 
militar, presentarse con armas en los comi- 
cios públicos. 

Para la elección de Alcalde Ordinario, 
que tiene lugar el dia 1 . ° de Enero de 
cada año, se forma una mesa compuesta del 
Alcalde saliente, como Presidente, y de cua- 
tro vecinos, nombrados á pluralidad de vo- 
tos por el mismo vecindario elector: este 
acto tiene lugar en el mismo dia y parage 
de la elección, antes de principiarse esta (2). 

La constitución de la mesa dá lugar á 
frecuentes cuestiones, á que concurre la fal- 
ta de precisión de la ley, en cuanto á la 
forma y método de esta elección. 

Los comicios duran desde las nueve de 
la mañana hasta la hora de ponerse el sol. 
Pueden asistir á ellos, y tienen voto en 
la elección de Alcalde Ordinario, y sus 
suplentes, todos los vecinos de la jurisdicción 
de dicho Alcalde, sean ó no ciudadanos. — 
Véase Elaciones de Alcaldés Ordinarios. 

Los comicios para la elección de Repre- 
sentantes tienen lugar una vez cada tres 
años, en el último Domingo del mes de No- 
viembre. — Para este efecto, en todos los 
lugares donde exista un Juez de Paz, debe 
formarse una mesa electoral, á la cual con- 
curran á prestar sus sufragios, todos los 
ciudadanos que se hubiesen inscripto previa- 
mente en el Registro civico. — Vése Regis- 
tro cívico. — Elecciones de Representantes. 


(1) Decreto de 17 de Diciembre de 1858 

(2) Art. 70 Del Reglamento de ádminibtracion de 
Justicia de 10 de Agosto de 1829. 
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La mesa electoral se compone del Juez 
de Paz de la Sección respectiva, y de cua- 
tro Ciudadanos sacados á la suerte de entre 
los inscriptos en el Registro, en cuyo acto 
deben sortearse también cuatro suplentes, 
para subrogar en su caso á los primeros: 
este sorteo debe tener lugar ocho dias antes 
del designado para la elección, y pueden 
asistir á él los Ciudadanos que quieran pre- 
senciarlo. Los comicios principian^ las nueve 
de la mañana, y concluyen á la hora de po- 
nerse el sol. Los sufragios para la elección 
de Representantes, deben darse en persona, 
y ser anotados en listas dobles por la mesa. 

El Domingo siguiente al de la elección 
de Representantes, tienen lugar los comicios 
para la elección de las Juntas Ecomico Ad- 
ministrativas de los Departamentos, en los 
mismos parages y forma designados para la 
de Representantes. — Véase Elecciones de 
las Juntas E. Administrativas. 

Los comicios para la elección de los Co- 
legios electorales de Senadores, cuando ha- 
yan de llenarse las vacantes que resulten, 
por el vencimiento de los bienios respecti- 
vos, deben tener lugar el Domingo siguien- 
te al de la elección de las Juntas Económi- 
cas, en la forma determinada para la elec- 
ción de Representantes. El Colegio electo- 
ral debe nombrar después su respectivo Se- 
nador y cuatro suplentes (1). — Véase Elec- 
ciones de Senadores. 

Los comicios públicos constituyen una de 
las mas augustas funciones de la Soberanía 
popular. — El ejercicio en ellos de toda in- 
fluencia extraña ú oficial, es contrario á la 
conveniencia pública; crea vínculos para con 
los elegidos, que obstan á la completa y 
absoluta independencia del Poder Legislativo; 
importa, en íin, una violación de los dere- 
chos mas sagrados del Pueblo. La ley ha 


(1) Leyes de 30 de Mario de 1830 y 3 de luuio 
de 1838. 
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querido la libertad plena, y la independen- 
cia perfecta de los ciudadanos en tales actos 
en que la Nación delega su soberanía, y to- 
do lo que tienda á arrastrar ó á coartar su 
libre y espontanea voluntad, es contrario al 
espíritu de la ley y precursor de consecuen- 
cias funestas para el bien público. 

COMISARIA GENERAL DE GUERRA. 

Esta oficina fué suprimida por decreto de 1 7 
de Febrero de 1858. Su archivo fué man- 
dado entregar á la oficina de E. M. Gene- 
ral, y las demas existencias en el Parque. 

comisario de banco. — El funciona- 
rio público nombrado por el Gobierno para 
fiscalizar, la administración y operaciones 
de los Bancos. 

Las atribuciones de los Comisarios, son: 
— 1 . ° Asegurarse de que en las opera- 
ciones de los Bancos, cuya vigilancia les 
incumbe, se observen estrictamente sus 
respectivos estatutos: — 2. ° Establecer, de 
acuerdo con los Directores ó sus gerentes, 
el número y destino de los libros que de- 
ben llevarse, no haciendo fé, ni valiendo en 
juicio ni fuera de él, los que no se hallen 
rubricados por el Comisario en la primera 
y última de sus fojas: — 3. ° Reconocer, 
cuando lo juzguen necesario, dichos libros 
y sus ausiliares: — 4. ° Reconocer del mis- 
mo modo, los registros de emisión, para 
cerciorarse de la legalidad de las operacio- 
nes bancarias, asistiendo, cuando lo crean 
oportuno, á las Juntas de la dirección del 
Banco, en cuyo caro, tendrán siempre la 
Presidencia; — 5. ° Visar los balancetes 
mensuales y los balances generales que de- 
ben hacer los bancos, sin cuyo requisito no 
se considerarán válidos: — estos balances 
deben contener la cifra del fondo de reser- 
va, y la de ganancias y pérdidas: 6. ° 
Poner su visto bueno en los balances y 
balancetes espresados, siempre que los ha- 
llen conformes. 


Las dos últimas disposiciones se refieren 
solamente á los Bancos fundados y dirigi- 
dos por sociedades anónimas. (1) Véase 
Banco. 

COMISARIOS DE LA COMISION MIXTA 

sobre perjuicios. — Véase Perjuicios 
etc. 

COMISION DE AMORTIZACION T RES- 
CATE. — Vease Contratos de Aduana. 

COMISION CENTRAL DE CONTRIBU- 
YENTES. — Vease Contratos de Aduana. 

COMISION CENTRAL DE LA SOCIEDAD 

filantrópica. — La que ejerce la repre- 
sentación de dicha sociedad, y administra 
los fondos destinados á los objetos piadosos 
de su institución. — Vease Sociedad Filan- 
trópica. 

comisión de limites- — Vease Limi- 
tes de la República: 

COMISION INSPECTORA DE ADUANA.— 

Fué creada por Decreto de 1 7 de Abril de 
1856, incumbiendole las funciones del Co- 
lector General, y la fiscalización de la ad- 
ministración de las rentas, entregada á la 
sociedad compradora de ellas. Esta comi- 
sión cesó en virtud de haber reasumido el 
Gobierno la administración. 

COMISION DE CUENTAS DELC. L — Ca- 
da Cámara nombra todos los años al prin- 
cipiar el periodo de sus sesiones, una Co- 
misión de cuentas, encargada de fiscalizar 
las que presente el Poder Ejecutivo. . 

Ambas Comisiones reunidas, y constitui- 
das en una sola, deben desempeñar las 
funciones siguientes: — 1 . ° Nombrar los 
Contadores y auxiliares que consideren ne- 
cesarios para el servicio de sus trabajos:— 
2 ° Recabar de las Oficinas del Estado, los 
documentos, libros y noticias que le sean 
necesarios: — 3 ° Presentar á las Cáma- 


(I) Decreto de 14 de Julio de I8S9. 
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ras el resultado de sus trabajos, antes de 
cerrarse el periodo legislativo. 

Todas las oficinas del Estado, tienen el 
deber de facilitar directamente á la Comi- 
sión de cuentas, el examen, datos y ante- 
cedentes que pidiese, y el Gobierno debe 
proveerla de local propio para el ejercicio 
de las funciones que le están encomenda- 
das. 

Los Ministros de Estado deben del mis- 
mo modo dar á la Comisión, los conocimien- 
tos y explicaciones que pidiese, de palabra 
6 por escrito. 

Munida de todos estos antecedentes, y 
después de haber practicado el correspon- 
diente examen, presenta cada Comisión á su 
respectiva Cámara, un informe sobre el re- 
sultado de sus trabajos; deduciendo las ob- 
servaciones, reparos ú objeciones á que dé 
mérito el examen practicado. Cada Cámara 
tomándolo en consideración, resuelve lo que 
sea del caso (1). 

La Comisión de cuentas se ha compuesto 
ordinariamente de tres miembros (2) La del 
periodo de 1860 se compone de cinco. 

COMISIONES ME LAS CÁMARAS. — A- 

demas de la Comisión de cuentas, cada Cá- 
mara nombra de su seno cuatro Comisiones 
permanentes que se denominan, de Legisla- 
ción , de Hacienda, de Milicia y de Peti- 
ciones, á las cuales incumbe informar á su 
Cámara sobre los asuntos de su competen- 
cia. Todo proyecto de Ley y demas resolu- 
ciones de la Cámara deben pasar previamen- 
te por el examen de la Comisión respectiva, 
la cual debe producir y fundar su dicta- 
men (3). 

comisión mixta. — Véase Tribunal 


(1) Ley de «8 de Abril de 1884. 

(2) Art. I o de la Ley de 18 de Febrero de 1830 

(3) Reglamento de 14 de Febrero de 1828. 
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mixto de Justicia — Perjuicios causados 
por la guerra etc. 

COMISION PERMANENTE MEL C. L. — 

Durante el receso de las Cámaras Legisla- 
tivas, queda en ejercicio una Comisión per- 
manente, compuesta de dos Senadores y 
cinco Representantes , nombrados unos y 
otros, á pluralidad de votos, por sus respec- 
tivas Cámaras. La de Senadores debe de- 
signar cual de los dos nombrados ha de in- 
vestir el carácter de Presidente, y cual el 
de Vice Presidente. Al mismo tiempo de 
hacerse esta elección, debe hacerse también 
la de un suplente para cada Senador y Re- 
presentante, que debe entrar á llenar los 
deberes del titular, en caso de enfermedad, 
muerte ú otros motivos. 

Incumbe á la Comisión Permanente: 1° 
Velar sobre la observancia de la Constitu- 
ción y de las leyes: 2 o Hacer al Poder Eje- 
cutivo, en su caso, las advertencias con- 
venientes, bajo de responsabilidad para ante 
la Asamblea General : 3 o Convocar la Asam- 
blea General, en el caso de que sus adver- 
tencias hechas hasta por segunda vez al Po- 
der Ejecutivo, no surtieren efecto, y según 
la importancia, y gravedad del asunto: 4° 
Prestar ó rehusar su consentimiento, con 
arreglo á la Constitución, en todos ios ac- 
tos en que el Poder Ejecutivo lo necesite (1). 

comisión topográfica. — Institu- 
ción facultativa, encargada de entender en 
todo lo concerniente á la propiedad pública 
territorial. 

La Comisión Topográfica, se compone de 
un vocal Presidente, otro vocal científico, y 
un Inspector ingeniero. 

Sus atribuciones son: — 1 ° Reunir to- 
dos los dalos para la formación de la carta 
topográfica, y formar con ellos el depósito 
gráfico, que debe servir de base á los traba- 


(1) Cap. in. Sección 3 de la Constitución. 
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jos de la gran carta: — 2 ° Determinar las 
posiciones geográficas que permitan las cir- 
cunstancias, y sus cursos, prefiriendo aque- 
llos mas notables, y que no consten en les 
catálogos y observaciones hechas en el Pais 
en diferentes épocas: — 3 ° Trazar proviso- 
riamente en una proyección convencional, y 
acomodada á la formación de esta misma 
carta, el estrado y comparación de los pla- 
nos de mensura que acompañasen los títulos 
de propiedad, y todos los documentos rela- 
tivos á la topografía interior, que merezcan 
una rigorosa confianza: — 4 ° Establecer 
los puntos de que habla el § 2 ° en la 
misma proyección, como bases de toda segu- 
ridad, con el objeto de adquiiir sobre ellos, 
por procederes succesivos, nuevas posiciones 
que dilaten sistemadamente el conocimien- 
to exacto de la topografía de la República: — 
5 ° Establecer lo relativo á límites y de- 
marcación de tierras, tanto públicas como 
particulares: — 6 ° Realizar los trabajos 
profesionales que el Gobierno acuerde en el 
territorio del Estado: — 7 ° Informar á los 
Tribunales de Justicia sobre las mensuras 
que se practiquen, y cuestiones de hecho que 
se susciten ante ellos, sobre cada ciase de 
propiedades territoriales: — 8 ° Examinar, 
patentar y dirigir á los agrimensores facul- 
tados: — 9 ° Reglamentar el servicio de los 
agrimensores, fijar los métodos y establecer 
las responsabilidades de los operarios: — 10 
Trazar una meridiana en la Capital, bajo los 
métodos mas rigorosos, que sirva de norir a 
para la corrección de los rumbos de la aguja 
en todas las operaciones en que haya de 
usarse este instrumento: — 11 Depositar un 
duplicado de las operaciones y plano topo- 
gráfico de toda mensura, que los agrimenso- 
res que las practiquen, deben presentar á la 
Comisión: — 12 Llevar dos registros, uno 
escrito y otro geométrico, de todas las 
mensuras que se practiquen en el territo- 
rio de la República, uniformándolas en una 
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misma proyección, y unidad á medida (1). 

Ninguna mensura tiene valor en juicio, 
sin el informe ó visto bueno de la Comi- 
sión Topográfica (2). 

En todos los expedientes sobre contratos 
de tierras públicas, debe darse audencia al 
Departamento Topográfico, el cual debe 
sentar en sus registros, todas las denuncias 
que se hagan de terrenos de propiedad pú- 
blica, con espresion de los términos de ellas, 
area calculada, día en que se introdujo la 
denuncia, y nombre del denunciante. 

Luego que una denuncia se introduzca al 
Juzgado de Hacienda, debe cs'e pasrrla in- 
mediatamente á la Comisión Topográfica, pa- 
ra el asiento respectivo y [tara que ponga no- 
ta de estar ó no denunciado el mismo ter- 
reno, según loque conste desús registros (3). 

El Gefe Político y de Policía ücl Depar- 
tamento ú otra cualquiera autoridad, que 
hubiese de conceder permiso para la cons- 
trucción de algún edificio particular, debia 
ante todo pedir informe al Ingeniero de la 
Comisión Topográfica. — Esta atribución fue 
conferida ulteriormente á la Inspección de 
obras públicas. — Véase Inspector de obras 
públicas. 

coMisioxiF.sDBHosprr.il,. — Véase 
Hospital de Caridad. 

comisiones fecivilks. — Véase Jun- 
tas Vecinales. 

comiso. — La pena de perdimiento de 
la cosa, en que incurre el que comercia en 
contravención de las leyes. 

Quedan sujetos á caer en comiso: 1 ° 
Todo bulto, efecto ó mercancía, que sea re- 


(!) D rrcto de <9 de Dincmbn* de IR3I. Bolas dis- 
pOficinnrs ace t; nt vi hi nripon tic la < ivacton de la 
institución Toponea lira, no lian sido ciiinp'ida* rn to- 
das sus partes y lian caído en desuso en muchos de los 
puntos contenidos en ellas. 

(2) El mismo decreto. 

(3) Decreto de I c d • l’< b ero de 183? v 14 da 
Entro de 18311. 
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movido de la bahía á tierra, ó viceversa, sin 
el correspondiente permiso de Aduana: 2 ® 
Toda las especies á bultos que se desem- 
barquen ó embarquen, y que no estén con- 
formes con el permiso dado, habiendo una 
diferencia notable (1). 3° Todo bulto ó 
bultos viciados, considerándose tales, los 
que contengan mayor cantidad ú otros obje- 
tos, que los manifestados. (2). 

Los comisos son juzgados y sentencia- 
dos por un Tribunal especial , presidido por 
el Colector general, y cuya composición 
varía, según el valor de los objetos desco- 
misados. Véase Causas de contrabando. 

El producto de los comisos es partible 
entre los denunciantes y aprehensores y los 
empleados que hayan tenido parte en la 
aprehensión, deducido el 211/2 por ciento, 
que corresponde al Fisco (3). 

compañía de comercio. — Contrato 
por el cual dos ó mas personas se asocian 
para proseguir varios negocios, por cuenta 
y riesgo común. 

Está mandado que se cumpla religiosa- 
mente lo que disponen las Ordenanzas de 
Bilbao, en los art. 3 o I o y 5 ° del Ca- 
pitulo 10, con respecto á los comerciantes 
que formen compañías de Co meció. 

Asi pues, las co npañias de comercio, de- 
ben hacerse por escritura pública, en la 
cual consten los nombres de los socios, su 
vecindad, el tiempo de duración de la so- 
ciedad, el capital, efectos ó industria que 
cada uno tra ga; la administración, cuidado 
y trabajo en q..e respectivamente hayan de 
entender; la cantidad de dinero que cada 
socio haya de tomar anualmente, para sus 
gastos personales ó de familia; los gastos 

(1) Reglamento d i Resguardo de 20 de Marzo 
de 4829. 

(2) Art. 20 de la ley de 13 de Julio 18ó6. 

(3) Reclámenlos de 2o de Marzo de tS29, y 13 df 
Sep iemlire do i8.»2. 


comunes pertenecientes al comercio, ínteres' 
rentas de casas y almacenes, y otros que 
sean indispensables; las pérdidas en crédi- 
tos fallidos, naufragios y accidentes seme- 
jantes; como y de que modo se han de en- 
tender las proratas de las pérdidas 6 ganan- 
cias; la estimación que haya de darse á las 
mercaderías y efectos comunes, que existie- 
ren al fin de la compañía; el repartimiento 
que haya de hacerse de los créditos y ha- 
beres que tuviesen los socios al tiempo de 
dividirse; la forma del pagamento de las 
cantidades que adeudaren en común, con 
todas las demas circunstancias, capítulos y 
condiciones lícitas que se quisieren volun- 
tariamente imponer. 

Los socios de compañías de comercio, tie- 
nen también el deber de presentar al Juez 
letrado de Comercio en la Capital, y at Al- 
calde Ordinario respectivo en los departa- 
mentos de campaña, testimonio de los con- 
tratos que celebren, y al pié de él, la firma 
que hayan de usar durante la Sociedad, bajo 
la pena de una multado cincuenta pesos fuer- 
tes, á los omisos. 

Los Escribanos de la Capital que autori- 
zen dichos contratos, deben presentar del 
mismo modo al Juez de Comercio, testimo- 
nio íntegro de ellos en papel común, den- 
tro de los primeros quince dias siguientes 
al de su otorgamiento. Los contratos 
que se celebren en los departamentos de 
campaña donde no hubiese Escribano públi- 
co, se otorgarán por ante los Alcaldes Or- 
dinarios respectivos y dos testigos. 

Si ulteriormente se introdujesen por los 
interesados modificaciones ó alteraciones al 
contrato primitivo, deben hacerse constar por 
los mismos medios, y bajo las mismas for- 
malidades que aquel, so pena de nulidad, en 
cuanto toque á intereses de tercero. 

Las casas de comercio que á virtud de 
contrato de compañía celebrado en País Es- 
trangero, se estableciesen en el territorio 
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dé la República, están en todo sugetas á las 
reglas y prescripciones prevenidas. Los con- 
tratos de sociedad mercantil en que no se 
hubiesen llenado estas prescripciones, no 
pueden ser considerados en juiciocomo con- 
tratos de comercio. 

En las mismas reglas y prescripciones 
son comprendidos los gerentes ó encargados 
de toda casa de comercio del Paisó Exlran- 
gera, aun cuando lo sean accidentalmente: 
los que faltasen al cumplimiento de ellas, 
á mas de incurrir en las penas establecidas, 
no serán considerados ni oidos en juicio co- 
mo tales gerentes ó encargados. 

La Escribanía de Comercio debe llevar 
dos registros particulares, para anotar, en 
uno las compañías mercantiles, y en otro 
los poderes para administrar casas de co- 
mercio: — estos registros deben ser exibidos 
por el actuario á quien lo solicite, sin cobrar 
por ello, derecho alguno. 

Al Juez de comercio y á ios Alcaldes 
Ordinarios, incumbe hacer efectivo el pago 
de la pena pecunaria establecida, á los que 
incurrieren en ella, y publicar por la pren- 
sa, los nombres de las casas infractoras (1). 

competencia. — Véase Jurisdicción al 
final. 

conciliación. — Acto previo á toda de- 
manda civil ó de injurias, que tiene lugar 
ante un Juez de Paz, á petición del deman- 
dante, y cuyo objeto es que se promuevan 
por aquel, los medios de que las partes se 
arreglen amigablemente, ó adopten algún 
proceder que les evite el pleito. Véase 
Juicio de conciUacion. 

confesión ji'diciai.. — La declara- 
ción ó reconocimiento que hace el acusado 
ante el Juez de la causa, contra si mismo, 
sobre la verdad de un hecho. 


íl) Acuerdo del Superior Tribunal de Justicia de 
II de Octubre de I8.S8. 


Está abolido en las causas criminales, el 
juramento de los acusados, asi como la pro- 
mesa de decir verdad, en el acto de la con- 
fesión (1). 

Antes de tomarse la confesión al acusado 
el Juez de la causa, cuando aquel no haya 
nombrado defensor, debe nombrarle alguno 
de los que lo son de oficio, el cual debe 
asistir, al acto de la confesión, instruyéndose 
previamente de la causa en el mismo Juzga- 
do, á fin de poder llenar en el caso, los de- 
beres que le incumben (2). 

confiscación. La adjudicación que se 
hace al Fisco de la propiedad particular, en 
pena de algún delito. 

Esta pena cruel é inhumana, que hace re- 
caer sobre hijos inculpables el castigo de fal- 
tas en las cuales no les cabe responsabili- 
dad alguna, y que tiende á perpetuar los 
odios, es á mas de injusta, inmoral y fecunda 
en males para la sociedad entera. La pre- 
sunción en que ella se funda, de que el 
hombre puede apartarse del crimen por el 
temor de perder sus bienes, y de que las 
personas á quienes le ligan los vínculos mas 
estrechos de la familia y del afecto queden 
en indigencia, no puede cohonestar la in- 
. tensidad del mal de hacer recaer sobre aque- 
llas personas todo el peso de la pena, ho- 
llando asi el derecho sagrado é inviolable 
de la propiedad individual, base del orden 
y del bien estar de las sociedades humanas. 

La justicia y liberalidad de los principios 
que constituyen la legislación Patria, declaró 
desde los primeros dias de nuestra emanci- 
pación política, abolida la confiscación de 
bienes (3) Vino esto mas tarde á ser un prc- 


< i > Arl. III de la Consiilueion, y 81 de la ley de 
9 de Mujo de 1860. 

(?! Acuerdo del Tribunal de Justina de 20 tic*. Julio 
de 1852. 

Art. ‘ I de la ley de lo de Agosto de 1820. 


Digitized by ^.ooQle 



— sa- 


co 

cepto Constitucional, consagrándose la in- 
violabilidad del derecho de propiedad, del 
cual nadie puede ser despojado, sino confor- 
me á la ley, y debiendo, en caso de necesi- 
tar la Nación de la propiedad particular, pa- 
ra destinarla á usos públicos, recibir el due- 
ño, una justa compensación del Tesoro Na- 
cional (1) Véase Expropiación. 

En ejecución, y como acto de reconoci- 
miento de estos principios, en el tratado de 
comercio y navegación que la República ce- 
lebró con el Imperio del Brasil el 12 de 
Octubre de 1851, y que vino después á ser 
una ley de la Nación por virtud de su san- 
ción Legislativa, fué estipulado lo siguiente: 
• Reconociendo que la confiscación bélica 

• de la propiedad particular en la guerra 
» terrestre, ó por motivos políticos, se opone 
» á la organización y á los fines de las so- 
» ciedades civilizadas y cristianas: estando 
» abolida la confiscación por la legislación 

• de ambos Paises; y siendo de derecho 

• perfecto de cada una de las partes con- 
» tratantes, no permitir en su territorio ni 

• ásus Nacionales, que directa ó indi- 
» rectamente contraríen los principios ó 

• disposiciones de sus leyes, obliganse ellas 

• reciprocamente, á no admitir en su terri- 
» torio los bienes confiscados, á devolver- 

• los á su legitimo dueño, y á prohibir á 
» sus respectivos Ciudadanos, que trafiquen 
» ó auxilien el tráfico de tales bienes. 

» Los medios prácticos de llevar á 

• efecto la disposición de este artículo, pa- 

• ra prueba de la propiedad confiscada y 
> entregada á sus legítimos dueños, serán 

• estipulados en ajustes especiales. > 

> Las dos Altas Partes Contratantes, se 

• obligan á invitar á los demas Estados 
» Americanos, á que adopten recíproca- 
' mente la estipulación del articulo ante- 


(I; Arl. 144 de la Constitución. 
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• rior, como principio internacional de d<- 

• recho Americano positivo. • 

Estas estipulaciones fueron después rati- 
ficadas y robustecidas , por declaración es- 
presa del art. 22 del tratado concluido con 
el Imperio del Brasil el 4 de Septiembre de 
1857, y aprobado por el Cuerpo Legisla- 
tivo. 

roMoBUEs de comercio. — Obli- 
gaciones simples de pago, otorgadas en la 
práctica del Comercio, por valores de mer- 
caderías ó de efectos comprados. 

La cuenta pasada por el vendedor al 
comprador, y el conforme y la firma de este 
al pié de dicha cuenta, es lo que constituye 
la obligación conocida bajo el nombre de 
conforme de Comercio. 

Se han suscitado cuestiones sobre el ver- 
dadero valor del Conforme, y sobre la fa- 
cultad de transferirse ó nó á un tercero. — 
En cuanto al primer punto, sobre si debe 
aplicarse al valor de la cuenta, ó solamente 
á la exactitud en la relación de los efectos 
vendidos; — por lo que hace á la calidad 
de transferibles, se ha juzgado del mismo 
modo susceptible el Conforme de diversas 
interpretaciones. — Esto ha dado mérito á 
consulta al Tribunal Superior, por parle del 
Juzgado de Comercio , sin que haya hasta 
ahora resolución alguna de carácter público, 
sobre la materia. 

Es de practica del comercio que les efec- 
tos de Almacén se paguen á cuatro meses 
de la fecha del contrato : — las mercancías 
Francesas y Alemanas á cinco meses, y las 
mercancías Inglesas á seis meses, salvo los 
casos en que haya estipulaciones especiales 
sobre plazos. 

Los conformes de Comercio, reconocidos 
en su contenido y firma, traen aparejada eje- 
cución ante los Tribunales del Estado. 

Por los derechos de Aduana adeudados, 
se estienden del mismo modo conformes, 
para cuyo efecto se requieren firmas, de perso- 
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ñas respetables en el comercio y á satisfac- 
ción de la Aduana. Véase Derechos de 
importación marítima, al final. 

conjuez. — El que resulta, designado 
por la suerte para integrar el Tribunal Supe- 
rior de Justicia en los casos determinados 
por la ley, ó en los de impedimento de los 
Ministros de dicho Tribunal. 

Guando por impedimento de alguno de 
los Jueces titulares del Superior Tribunal, 
es necesario integrar este, se manda pro- 
ceder al sorteo respectivo, entrando en di- 
cho sorteo, los abogados de la matrícula, 
entre los cuales se incluyen los fiscales del 
Estado y los Jueces Letrados. Las partes 
son citadas para asistir al sorteo, y tienen 
el derecho de recusar en el mismo acto, hasta 
el número de tres, sin esprcsion de causa; 
pero si dedujesen la recusación después de 
aquel acto, deben fundarla en causa le- 
gal (1). Las causas legales para recusar aun 
Juez son las mismas que en su caso basta- 
rían para tacharle como testigo (2). 

Cuando se hubiese agotado la lista de 
abogados, deben entrar al sorteo los gra- 
duados enjurisprudencia; y si llegase el caso 
de agotarse también la lista de estos, serán 
sorteados los llamados inteligentes, que son 
los ciudadanos á quienes elTribunal conside- 
ra con la instrucción suficiente para llenar 
las funciones del cargo. 

Para este efecto, débe formar anualmen- 
te y publicar por la prensa, una lista de 
diez ciudadanos inteligentes, que son los 
que deben entrar al sorteo en los casos in- 
dicados. Los Conjueces, prestan juramento 
en forma legal, ante el Presidente del Tri- 
bunal, antes de entrar á conocer de la causa 
de cuyo acto se deja constancia en los autos. 


(1) Acuerdo del Superior Tribunal de Justicia de 
31 de Mayo de 1858. 

(?) Al t. 43 de la ley de O de Mayóle 18*6. 
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Para conocer del recurso de nulidad i 
injusticia notoria, y de la calificación del 
grado, se debe formar un Tribunal extraor- 
dinario de siete ó de once Jueces según los 
casos, compuesto de los miembros titulares 
del Tribunal y de los conjueces que entren 
á integrarlo. 

Cuando el Tribunal de apelaciones que 
hubiese dictado la sentencia recurrida se 
hubiese compuesto de tres Jueces, el ex- 
traordinario se compondrá de siete: — cuan- 
do aquel se hubiese compuesto de cinco, el 
extraordinario se compondrá de once; de 
manera que los miembros del Tribunal 
de injusticia notoria que hubiesen entrado 
á intregarlo, escedan siempre en uno al 
número de los del Tribunal que hubiese 
dictado la sentencia que dió mérito al re- 
curso (1). Cuando esta sentencia ha sido 
dictada por uno de los Jueces inferiores el 
Tribunal extraordinario se forma de siete 
Jueces. 

El sorteo de estos, se hace del mismo 
modo que el de los demas conjueces (2). 

Losconjueces que no concurriesen á la ho- 
ra que se les hubiese señalado, sin manifes- 
tar la causa que lo hubiese impedido, incur- 
ren en una multa de cuatro patacones (3). 

cowatTscioNDEpm. — La remi- 
sión de aquella en que ha sido condenado 
un criminal, sustituyéndole otra menor. 

Esta alta atribución está conferida á la 
Asamblea General, y en ciertos casos al 
Presidente de la República. A la primera, en 
casos estraordinarios, y con el voto, á lo 
menos, de las dos terceras partes de miembros 
de una y otra cámara (4). Al segundo, pre- 


(1; Ley de 8 do Mayo de 1858. 

(?) Ley de 9 de Mayo de 1850. 

(3) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 1 1 de Se- 
tiembre do 1858. 

(k) Art. 17 de la Constitución § 14. 
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vio informe del Tribunal ó Juez ante quien 
penda la causa, en los delitos no esceptua- 
dos por las leyes, y cuando medien graves y 
poderosos motivos para ello (1). 

CONSEJO BE ADMINISTRACION. — Cor- 

poracion municipal creada por decreto de 
6 de Diciembre de 1827. 

Los Consejos de administración se com- 
ponían del Alcalde Ordinario, el Defensor de 
pobres y menores, y el agente Fiscal del 
crimen. 

Sus funciones eran, velar sobre las nece- 
sidades de su Departamento respectivo, y 
proponer al Gobierno las mejoras que cre- 
yesen convenientes: pero, por el artículo 68 
del Reglamento de Administración de Jus- 
ticia de 10 de Agosto de 1829, fueron su- 
primidos los consejos de Administración, 
reemplazándolos, en la parte municipal por 
las Juntas Económico Administrativas. 

CONSEJO DE HIGIENE PÚBLICA. 

Véase Junta de Higiene pública. 

CONSEJO UNIVERSITARIO. Cuerpo 

científico, á cuyo cargo se halla la direc- 
ción de las Universidades del Estado, en to- 
dos sus ramos y detalles. 

El Consejo Universitario se compone del 
Rector y Vice Rector de la Universidad ma- 
yor, de los miembros fundadores del Insti- 
tuto de instrucción pública, de los Catedrá- 
ticos con grado académico en la Universi- 
dad, y mientras no esté completo el núme- 
ro de estos, de los miembros de la sala de 
Doctores, que sean nombrados para suplir- 
les (1). El Consejo es presidido por el Rec- 
tor y en su ausencia por el Vice Rector de 
la Universidad: la falta de ambos, es su- 
plida por el catedrático mas antiguo. 

Las funciones y atribuciones del Consejo, 


(1) Art. 81 de la Constitución. 

(?) Art. 18 del Reglamento Universitario de 28 de 
Septiembre de 1849, v art. adicional de 18 de Octubre 
de 1860; 
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son 1. ° La dirección y administración de 
la Universidad: 2. ° Nombrar, con aproba- 
ción del Gobierno, los Catedráticos de es- 
tudios secundarios y científicos, consultando 
en cuanto sea posible, que sean miembros 
de la Universidad y Ciudadanos de la Repú- 
blica: 3. ° Dictar las disposiciones conve- 
nientes para el mejor órden y régimen de la 
Universidad: 4. ° Tomar en consideración 
el informe que el Rector, debe presentar á 
la Sala de Doctores, el dia 18 de Julio de 
cada año: — 5. ° Proponer al Gobierno 
las medidas que fueren de su resorte, para 
llenar los objetos que le corresponden: 6. ° 
Dictaminar sobre los aruntos que siendo de 
su competencia, quiera el Gobierno some- 
ter á su consideración; 7. ° Examinar los 
títulos de los graduados en otras Universi- 
dades que deseen incorporarse á la de la 
República, y resolver sobre el particular: 
8. ° Designar el dia en que deba tener 
lugar la colación de grados (1). 

Las atribuciones del Consejo en cuanto 
á la Universidad mayor, eran extensivas á 
la Universidad menor. El Consejo no tiene 
dias determinados para sus sesiones. — 
Vease Universidad mayor de la Repúbli- 
ca — Universidad menor. 

constitución académica. — La que 

regla los procedimientos de la Academia de 
Jurisprudencia teórico-practica. — Véase 
Academia de Jurisprudencia. - 

CONSTITUCION POLITICA DEL ESTA- 

do. — Código fundamental del Estado, dic- 
tado por la Asamblea General Constituyente 
y Legislativa de la Nación. 

Estipulada la completa independencia de 
la Provincia de Montevideo, llamada Cispla- 
tina, bajo la denominación Brasilera, por 
virtud de la Convención preliminar de paz , 
celebrada entre el Gobierno de la República 


(I) Reglamento de 28 de Septiembre de 18 í9. 
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de las Provincias Unidas del Rio de la Plata 
y el Emperador del Brasil, el dia 27 de 
Agosto de 1828, y evacuado el territorio 
de la Provincia por las tropas Imperiales, y 
por las de las Provincias Unidas del Rio de 
la Plata, fué aquella erigida en Estado so- 
berano, libre é independiente de todo Poder 
Extrangcro. 

En esta virtud, y en uso de su sobera- 
nía la Asamblea General Constituyente y 
Legislativa dictó el dia 10 de Septiembre 
de 1829, la Constitución política del Esta- 
do , por la cual adoptó para su Gobierno la 
forma Representativa Republicana, delegan- 
do la Nación el ejercicio de su soberanía 
en los tres Altos Poderes, Legislativo, Eje- 
cutivo y Judicial (1). 

Por el articulo 7 ° de la Convención pre- 
liminar de paz de 27 de Agosto de 1828, 
la nueva Constitución política del Estado, 
denominado por su articulo 1 ° — Estado 
Oriental del Uruguay, luego de sanciona- 
da, y antes de jurada, debía ser examinada 
por Comisarios de los Gobiernos Contratan- 
tes, para el solo fin de ver si en ella se 
contenía algún articulo ó artículos que se 
opusieren á la integridad de sus respectivos 
Estados. 

Este acto fué cumplido, enviando el Go- 
bierno de la República, Agentes Diplomáti- 
cos, cerca de los de las Provincias del Rio 
de la Plata y del Brasil, con el objeto de re- 
cabar de estos el examen y aprobación de 
la Constitución; cuyas misiones dieron por 
resultado el auto solemne de aprobación , 
dictado en la Corte de Rio de Janeiro, el 
26 de Mayo de 1830, por los Comisarios 
de los Gobiernos respectivos nombrados y 
autorizados al efecto. 

La Constitución politica del Estado , filé 
en consecuencia solemnemente promulgada, 


(I) Artículo! 13 y 14 déla Constitución. 
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aceptada y jurada por la Nación, el dia 18 
de Julio de 1830, bajo la fórmula siguiente: 

¿Juráis á Dios, y prometéis á la Patria, 
cumplir y hacer cumplir en cuanto de vos 
dependa, la Constitución del Estado Orien- 
tal del Uruguay, sancionada el 10 de Sep- 
tiembre de 1829, por los Representantes 
de la Nación? 

¿Juráis respetar, obedecer y defenderlas 
autoridades que fuesen nombradas á vir- 
tud de lo sancionado en la misma? 

¿Juráis obedecer y cumplir las leyes, de- 
cretos y resoluciones que diere el Cuerpo 
Legislativo de la Nación? 

Este juramento fué prestado: — por el 
Presidente de la Asamblea, ante el Vice 
Presidente de la misma; y por los miembros 
del Gobierno, por los Representantes y Se- 
cretarios, ante aquel. 

Por las Autoridades Eclesiásticas, civiles 
y militares, ante el Gobierno ó su delegado, 
y por los Jueces y empleados, ante los Pre- 
sidentes de los Tribunales y los Gefes de 
oficina. 

En los Departamentos de campaña ante 
la autoridad civil, y ante el párroco después 
de la misa parroquial (1). 

Por el artículo 3 o de la Convención pre- 
liminar de paz de 1828, se constituyeron 
obligadas las Altas Partes Contratantes, á 
defender la independencia é integridad del 
Estado, por el tiempo y en el modo que se 
ajustase 'en el tratado definitivo de paz, que 
últeriormente debia celebrarse: conviniendo 
sin perjuicio de esto, en que, si antes de ju- 
rada la Constitución, y cinco años después, 
la tranquilidad y seguridad fuese perturbada 
dentro de él, prestarían á su Gobierno legal, 
el auxilio necesario para mantenerla y con- 
servarla (2). 


(1) Ley de 20 de Junio de 1830. Registro Oficial. 

(2) Art. 10. de la misma Convención. 
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El tratado definitivo de paz no fué cele- 
brado; y el 7 de Marzo de 1856, en trata- 
do ajustado entre el Imperio del Brasil y la 
Confederación Argentina, fueron estipulados 
por los artículos 3 o y i ° los términos 
en que las Partes Contratantes defenderían 
la integridad é independencia de la Repú- 
blica: — mas, no habiendo sido parte esta en 
ese ajuste, ni invitada para ello, quedó él en 
suspenso par lo que hace á la aceptación 
del Estado Oriental. 

El 12 de Enero de 1859, fué celebra- 
do en la Ciudad de Rio de Janeiro, por los 
Plenipotenciarios de la República, del Brasil 
y de la Confederación Argentina, un nuevo 
tratado complementario de la Convención 
preliminar de paz de 27 de Agosto de 1828, 
el cual no obtuvo la aprobación del Cuerpo 
Legislativo, y se halla aun pendiente de 
aquella. 

Están en su fuerza y vigor todas las leyes 
que han regido antes de la sanción de la 
Constitución, en lo que no se opongan di- 
recta ó indirectamente á ella, ó á los de- 
cretos y leyes del Cuerpo Legislativo (1). 

Nadie puede ejercer empleo alguno civil, 
politico ni militar, sin haber jurado la Cons- 
titución (2). El que atentare contra ella, 
debe ser juzgado y castigado como reo de 
lesa Nación (3). 

Nada ha previsto ella sinembargo, con 
respecto al juramemto, de los que nacieran 
después de su promulgación, ó de los que 
no se hallasen en esa época en estado aun 
de jurarla, de manera que esa prescripción 
ha venido á ser ilusoria en la práctica. 

La interpretación y explicación de la 
Constitución, corresponde esclusivamente al 


(4) Art. 4 48 de la Constitución. 
2) Art. ISO de la Constitución. 
(3) Art. 451 de la Constitución. 
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Poder Legislativo, asi como la facultad de 
reformarla, en todo ó en parte. 

Si alguna Legislatura juzgase necesario 
revisar la Constitución, para reformar algtno 
de sus artículos, hecha la mocion en una de 
las Cámaras, y apoyada por la tercera parte 
de sus miembros, lo comunicará á la otra 
de oficio, solo para saber si en ella es apo- 
yada también por igual número de votos. — 
No siendo así apoyada , quedará desechada 
la mocion , y no podrá ser renovada , hasta 
el siguiente periodo de la misma Legislatu- 
ra, observándose iguales formalidades. Sien- 
do apoyada la mocion en la Cámara á quien 
se comunicó, también por la tercera parte 
de sufragios, se reunirán ambas para tra- 
tar y discutir el asunto. 

Si reunidas asi las Cámaras en Asamblea 
General, no fuese aprobado el proyecto por 
dos terceras partes de sus miembros, no po- 
drá volver á tratarse el punto hasta la si- 
guiente Legislatura: pero, si dichas dos 
terceras partes declarasen que el interés 
Nacional exige que se revise la Constitución 
para entrar en su reforma, debe avisarse al 
Poder Ejecutivo, para que lo circule al tiem- 
po de impartir las órdenes para las nuevas 
elecciones. 

En tal caso, los Senadores y Represen- 
tantes nuevamente electos, deben ser auto- 
rizados con poderes especiales de sus co- 
mitentes, para revisar la Constitución, y pro- 
poner las reformas, variaciones ó adiciones, 
que fueren apoyadas por la tercera parte de 
los miembros de ambas Cámaras. 

Sancionadas asi dichas reformas, varia- 
ciones ó adiciones, después de discutidas, 
se reservarán hasta la siguiente Legislatura, 
cuyos miembros, con poderes también espe- 
ciales, las discutirán y sancionarán, admi- 
tiéndolas ó desechándolas, en todo ó en 
parte, en la forma establecida para las de- 
mas sanciones del Cuerpo Legislativo. 

Para variar la Constitución, debe ade- 
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mas nombrarse una Grande Asamblea Ge- 
neral, compuesta de número doble de Sena- 
dores y Representantes, autorizados espc- 
• cialmente para tratar de esta materia, y es 
necesario para ello, la concurrencia de tres 
cuartas partes de votos del número total ( 1 ). 

CÓNSULES DE LA REPUBLICA. El 

Cuerpo Consular de la República en Países 
extranjeros, se divide en Cónsules Gene- 
rales, Cónsules y Vice Cónsules. — Los Cón- 
sules generales y Cónsules son nombrados 
por el Gobierno: los Vice Cónsules y Secre- 
tarios por los Cónsules, con aprobación del 
Ministerio de Relaciones Exteriores: las pa- 
tentes de unos y otros deben ser registradas 
en el Consulado respectivo. 

Los Cónsules dependen del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, de los Ministros Ple- 
nipotenciarios, y de los Encargados de Ne- 
gocios de la República, en los Estados don- 
de respectivamente residieren : — los Vice 
Cónsules dependen inmediatamente de los 
Cónsules. 

Las funciones de los Agentes Consulares 
son : I o Contribuir por los medios posi- 
bles á la mejora, aumento y seguridad del 
comercio Nacional: 2 ° Procurar que los 
comerciantes establecidos en las plazas de 
su residencia, y los Capitanes de buque y 
pasageros Nacionales reglen sus negocios 
con providad, buena fé y crédito para la Ré- 
pública : 3 ° Pasar al Ministerio de Rela- 
ciones Exteriores, noticia instruida de la im- 
portación de los derechos del Puerto, y de- 
mas qne paguen los buques y mercaderías 
Nacionales 5 4 ° Comunicar las concesiones 
hechas á las Naciones mas favorecidas, y los 
medios que convendría emplear para obte- 
nerlas: 5 o Llevar un registro de los bu- 
ques Nacionales que naveguen para los Puer- 
tos de su residencia, para cuyo efecto,, los 


(I) Cap. 3° Sección 1? de la Constituch n. 
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Capitanes de buque, deberán presentarles á 
su arribo el pasaporte y matricula : G ° Vi- 
gilar que los Ciudadanos de la República 
obedezcan las leyes, y arreglen sus acciones 
á los usos y costumbres del Pays, donde re- 
sidan, sin ejercer sobre ellos otra jurisdic- 
ción, que la necesaria para corregir las fal- 
tas cometidas por individuos de la tripula- 
ción de los buques Nacionales, cuando re- 
quiriesen su intervención: 7 ° Corregir con 
arresto de quince á treinta dias, las faltas 
leves que se cometieren abordo de buques 
Nacionales por individuos de su tripulación, 
formalizando el correspondiente sumario, y 
remitiéndolo al Ministerio de Relaciones Ex- 
teriores, si los delitos cometidos fuesen gra- 
ves: 8 o Conciliar en cuanto puedan, las 
cuestiones civiles que se susciten entre Ciu- 
dadanos de la República, sin perjuicio de 
castigar, en su caso, con pena correccional, 
los delitos de embriaguez, injuria, pelea ú 
otros semejantes, entre individuos de la tri- 
pulación de buques Nacionales (l):9® Ex- 
tender con asistencia de cinco testigos, las 
memorias testamentarias, que ante ellos 
quieran hacer los Ciudadanos del Estado : 
10. En caso de fallecimiento de alguno, in- 
tervenir en los inventarios y diligencias ne- 
cesarias para asegurar los bienes : 1 1 Cuan- 
do un buque Nacional se hallase en peligro 
de naufragio, procurarle los auxilios necesa- 
rios, y proteger en general los intereses Na- 
cionales: 12. Examinar si los buques al sa- 
lir del Puerto de su residencia, llevan la 
tripulación sentada en el rol, dando aviso si 


(t) Es entendido que la facultad que tienen los Cón- 
sules, de decidir sobre controversias y maieiias con- 
tenciosas de poca importancia entre Ciudadanos de la 
República, es solo en el carácter de árbitros ó conci- 
liadores; pues no Ies es permitido asumir en tales 
asuntos, la jurisdicción que incumbe á los Tribunales 
del Pays: — siendo también entendido que el castigo 
de los delitos y faltas leves, se reitere ¿o ! am-nto á 
aquellos que se hubieren com.tklo abordo de aljfim 
buque Nacional. 
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así no fuese: 13. Visar los papeles del bu- 
que, y si este tuviese que variar su destino, 
ó locar en otro Puerto, hacerlo constar en 
la patente: 1-4. Si se vendiese algún buque 
Nacional, recoger la patente, y remitirla 
inutilizada al Gobierno; 15. Cuidar que to- 
do buque Nacional al salir del Puerto de su 
residencia, lleve los papeles siguientes: 1 ° 
La patente del buque : 2 ° El rol de la tri- 
pulación: 3 o La carta de Sanidad: 16. 
Llevar un registro de Nacionalidad para ins- 
cribir á los Ciudadanos del Estado, y co- 
brar los derechos de Consulado, con arre- 
glo á la tarifa establecida en el Reglamento 
respectivo. 

Para dar pasábante á algún buque para 
hacer viaje con bandera Nacional, es preciso 
que el buque- haya sido mandado construir 
ó comprado por un Ciudadano de la Repú- 
blica, ó. que por naufragio ó fuerza mayor, 
hubiese perdido los papeles necesarios para 
navegar, ó cuando el Cónsul considerase 
necesario tomar algún buque, para un ob- 
jeto importante en servicio de la República. 
En dichos pasábanles deben espresarse las 
causas que los motiven. 

Si llegase á un puerto donde exista 
Agente Consular de la República, alguna 
presa hecha por buque de guerra Nacional, 
ó por Corsario suficientemente autorizado, 
debe el Cónsul proceder inmediatamente á 
foi malizar un inventario de todos los efec- 
tos apresados, extendiendo un acta en que 
se esprese lo ocurrido, con la declaración 
del Capitán de la presa y marineros, cuyos 
documentos, firmados por ellos, conservará en 
su archivo, remitiendo copia al Gobierno y 
entregando otra al Capitán de la presa, que- 
dando entretanto depositados los efectos, 
hasta la correspondiente resolución. 

Si de ella resultase ser buena presa el 
buque y sus efectos, se procederá á la ven- 
ta de ellos en pública almoneda, con asis- 
tencia del Cónsul, que tomará una razón del 
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producto, y de las personas que hubiesen 
comprado. 

Si algunos de los efectos estuviesen ex- 
puestos á deterioro, deben venderse inme- 
diatamente, quedando depositado su produc- 
to, bajo las seguridades convenientes. — Con 
el inventario de los efectos apresados, deben 
remitirse también al Gobierno, copias de 
los documentos que se encontrasen abordo 
del buque apresado. 

Los Cónsules y demas agentes Consu- 
lares, deben respetar las leyes del Pais don- 
de residan (1). 

Por lo que hace á los Cónsules de la 
República en el Imperio del Brasil, gozan 
de las mismas esenciones y atribuciones que 
los de dicho Imperio gozan en esta Repú- 
blica, las cuales se hallan determinadas en el 
decreto Imperial de 8 de Noviembre de 1851, 
cuya aceptación tuvo lugar por parte del 
Gobierno de la República, por resolución de 
24 de Diciembre de 1857, competentemente 
autorizada por la ley de 16 de Junio de 
1853. — Véase Uniforme del Cuerpo Con- 
sular. — Derechos de Consulados. 

contados general. — El Gefe de la 
Oficina encargada de llevar la contabilidad 
del Tesoro Nacional. 

A la Contaduría general incumbe la fis- 
calización de todas las oficinas del ramo de 
Hacienda. Debe intervenir todas las órdenes 
de entrada y salida de fondos de la Tesorería 
general, llevando un libro de intervenciones 
en que conste la fecha, la cantidad, la pro- 
cedencia, el destino, el ramo de la renta y 
la partida del presupuesto sobreque se libra, 
y últimamente, el número ordinario de la 
intervención, el cual deberá precisamente 
corresponder al de la Tesorería. 

Debe devolver con observaciones al Go- 
bierno, las órdenes de pago en que no se 


(!) Reglamento Ccnsular de \ de Setiembre de 183& 
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espresen las circunstancias que quedan in- 
dicadas; sobre todo, el objeto y causa del 
pago, y el ramo de gastos á que corresponda 
según lo manda ley de 9 de Febrero de 1830. 

En toda orden de pago debe intervenir 
la firma ó la rúbrica del Presidente de la 
República, con la del Ministro del Departa- 
mento respectivo, no pudiendo el Ministro 
de Hacienda, por si solo ordenar pago al- 
guno, ni la Contaduría intervenirlo. — Esta 
intervención debe tener lugar en el acto de 
recibirse ó pagarse por Tesorería la can- 
tidad intervenida: — las ordenes de pago a 
■ plazos , deben ser intervenidas en registros 
auxiliares de órdenes á oportunidad. 

La Contaduría tiene un tenedor de libros, 
un contador liquidador, un contador revisa- 
dor, y los demas empleados subalternos ne- 
cesarios, para llenar en todos sus ramos 
las funciones de contabilidad y fiscalización 
de las rentas públicas, de los sueldos y ha- 
beres de los empleados de la Nación, y de- 
mas que son anexos á los objetos de su 
institución (1). 

contador de censos. — Funcionario 
público encargado de la contabilidad de este 
ramo. 

La Contaduría de censos era una oficina 
especial é independiente de todas las demas 
de la administración pública, encargada de 
la recaudación del canon ó pensión anual, á 
que están obligados los censatarios ó enfi- 
teutas, con respecto á tierras de propiedad 
pública, y de su contabilidad. 

Pero, por resolución de 30 de Octubre 
de 1857, la Contaduría de Censos,, fué 
anexada á la Contaduría General, quedando 
bajo su inmediata dependencia, y formando 
parte de dicha Oficina, á la cual incumbe 
proponer las medidas convenientes, para me- 


(i) Decreto de <» rie Marzo de 1R5.S. 
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todizar esa parte de la contabilidad pública. 
Véase Enfileusis. 

contaduría «eneral. — Véase Con- 
tador general. 

contr abando. — La introducción clan- 
destina de efectos ó mercaderías, hecha 
contra las leyes de las Aduanas de la Re- 
pública. 

Todos los efectos ó artículos de comer- 
cio, de cualquiera naturaleza que sean, que 
esten sugetosal pago de derechos de Aduana, 
y que se desembarquen sin el correspondiente 
permiso, y previas las formalidades estable- 
cidas, son declarado contrabando^ y caen en 
consecuencia en comiso. Las causas de es- 
ta naturaleza se hallan bajo la jurisdicción de 
un Tribunal especial. — Yease Causas 
de contrabando — Comiso. 

contraste. — Marca pública destinada 
á legalizar las pesas y medidas. 

Todas las pesas y medidas de las casas 
de negocio, deben estar contrastadas por el 
Contrastador público, no pudiendo hacerse 
uso de las no contrastadas, bajo la pena de 
la mulla de la ley, ó de cuatro dias de pri- 
sión á los infractores. 

A los Comisarios de Policía de Sección, y 
á los Tenientes Alcaldes, incumbe velar so- 
bre el cumplimiento de esta disposición, de- 
biendo, en caso de infracción, dar parte del 
hecho al Gcfe Político del Departamento pa- 
ra que haga efectivas las penas establecidas 
— Vcase Medidas. 

contrato . — Convenio hecho entre 
dos ó mas personas, para dar ó hacer al- 
guna cosa. — 

Todo contrato ú obligación escrita, de 
cualquiera naturaleza que sea, debe estar 
estendido en papel sellado, de la clase que 
corresponda, según el valor que represente la 
obligación, bajo las penas establecidas por 
la ley, con las solas escepciones en ella con- 
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tenidas (1) Véase Papel sellado — Impuesto 
de papel sellado. 

COKTBATOS DE ADUANA. LOS de 

compra-venta celebrados sobre las rentas de 
este nombre. 

El 14 de Agosto de i843, el Gobierno 
vendió á una sociedad, los derechos de im- 
portación y exportación marítima de la 
Aduana de Montevideo, durante el año de 

1844, por la suma de quinientos mil pesos 
y mas la mitad de su producto líquido. 

La Sociedad compradora adquirió por 
este contrato el derecho de administrar las 
rentas que compraba, nombrando ella su 
Directorio, y este sus empleados, sin per- 
juicio de que se conservasen los que existían, 
los cuales quedaban encargados de interve- 
nir en todos los actos de la administración. 
La Admistracion de Aduana pasó pues, al 
Directorio de la Sociedad. 

El 11 de Febrero de 1844 vendió el Go- 
bierno á la misma sociedad las rentas de la 
Aduana de Montevideo , durante el año de 

1845, con csclusion, como en el contrato 
anterior, de los ramos de hospital, rol, pa- 
saportes, almacenage, arqueo guarda y ex- 
lingagc; y las de los Pueblos de la Costa 
que pudieran habilitarse, por la suma de 
trescientos mil pesos, y mas la mitad de su 
liquido producto. 

El 13 de Noviembre del mismo año de 
1 844, vendió el Gobierno á la misma So- 
ciedad, las rentas de 1846, bajo iguales 
condiciones, por la suma de doscientos mil 
pesos, reservándose siempre la mitad de su 
producto líquido. 

El 18 de Noviembre de 1845 vendió 
el Gobierno á una nueva Sociedad, una cuar- 
ta parte de las rentas del año de 1848, 
por la suma de trescientos mil pesos, siendo 
entendido, que si el producto total de ellas 

(i) Lry de 15 de Julio de 185$. 
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en ese ano, escediese de dos millones de 
pesos, la sociedad compradora no percibiría 
en ningún caso, mas de quinientos mil pe- 
sos. — Este contrato asi como los anteriores 
fueron autorizados y aprobados por el Cuer- 
po Legislativo. — 

Pero habiendo adquirido los compradores 
el derecho de administrar las rentas durante 
el año de 1848, renunciaron á este derecho 
por contrato posterior hecho en Marzo de 
1846, a cambio de que el Gobierno les re- 
conociese acreedores por la suma de seis- 
cientos mil pesos, cualquiera que fuese el 
monto de dichas rentas, y asi quedó estipu- 
lado. 

El 27 de Febrero de 1846, se cebbró 
el cuarto contrato de Aduana, con la anti- 
gua Sociedad compradora. — El Gobierno 
vendió á esta las rentas de importación y 
exportación de las Aduanas por los años de 
1847 y 1848, por la suma de un millón y 
diez mil pesos, y mas la mitad de su pro- 
ducto líquido. Esta suma, era pagadera, 
como en los contratos anteriores, con una 
cantidad determinada en cada mes. 

El Gobierno hacia giros por anticipacio- 
nes que recibía, sobre las rentas, contra el 
Directorio de Aduana : — este los anotaba 
bajo su firma, para ser cubiertos por su ór- 
den; pero posteriormente, en uso de auto- 
rización que el Gobierno le había conferido , 
expedia títulos firmados por él, archivando 
inutilizados los giros originales del Ministe- * 
rio. — De ahi trajeron su origen los docu- 
mentos llamados amarillos . 

Los tenedores de estos títulos, concur- 
rían con una parte de los fondos con que 
debían ser cubiertos, á nuevos empréstitos 
al Gobierno, y por los descuentos que su- 
frían, el Directorio Ies expedia nuevos títu- 
los que llevaban el nombre de documentos 
C. D. — Unos y otros entraron después á 
formar parte de la deuda llamada hipoteca- 
ria. 
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El 1 ® de Marzo de 1847 se celebró el 
quinto contrato de Aduana. Se vendieron 
las rentas de 1 849 en quinientos mil pesos 
y mas la mitad de su producto liquido, de- 
clarándose en vigencia todas las clausulas y 
condiciones de los contratos anteriores. 

El 19 de Agosto del mismo año, los 
acreedores, convocados por el Gobierno, 
para obtener nuevas anticipaciones, nom- 
braron una Comjsion especial, encargada de 
acordar con este los medios de facilitarle los 
recursos que necesitaba, cuya Comisión que- 
dó establecida después con mayores atribu- 
ciones, bajo la denominación de Comisión 
Central de Contribuyentes. 

Una de estas atribuciones era la de per- 
cibir del Directorio de Aduana , todos los 
fondos pertenecientes á los acreedores cuya 
representación inveslia, y hacer de ellos la 
distribución estipulada entre estos y el Go- 
bierno. 

En uso de esa representación, la Comi- 
sión Central de Contribuyentes , celebró 
el 28 del mismo mes, el sesto contrato de 
Aduana, por la suma de quinientos cincuen- 
ta y cinco mil pesos, obligándose á entre- 
gar al Gobierno mensualmente, ciento cin- 
cuenta mil pesos, hasta el completo pagó del 
precio de la compra. 

Para este objeto contribuían con un cin- 
cuenta por ciento de sus haberes, todos los 
acreedores situados sobre las rentas públicas; 
asi sobre la importación y exportación 
marítima, como sobre los ramos de arqueo , 
guarda, exlingage, pasaportes, rol, hospital 
y almacenage ; y contribuían también los ac- 
cionistas de Aduana, con el cincuenta por 
ciento de sus dividendos respectivos, consti- 
tuyéndose así todos en sociedad para esta 
operación. 

Todos estos fondos, como queda dicho, se 
vertían en la caja de la Gomision Central de 
Contribuyentes, y el Gobierno libraba órde- 
nes contra ella, por la suma de ciento cin- 
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cuenta mil pesos mensuales: — pero habiendo 
sucedido que el producto de todos estos 
descuentos, no llegasé á cubrir la suma in- 
dicada, principió á resultar un déficit en 
cada mes, que en algunos llegó luego á su- 
bir á cerca de cien mil pesos: 

La Comisión Central pagaba los giros he- 
chos en cada mes, integramente, por su ór- 
den de fechas, hasta adonde alcanzaban los 
fondos entrados en su caja, y por el saldo 
que quedaba impago, expedia documentos de 
crédito bajo su firma, dejando archivados é 
inutilizados los giros originales. — Tal es el 
origen délos documentos denominados colas, 
los cuales se distinguían entre si por -el nom- 
bre del mes á que pertenecían . 

El 29 de Marzo de 1848, se celebró el 
séptimo y último contrato de Aduana, con la 
misma Gomision Central, j>or las rentas de 
1851, y por la suma de quinientos mil pesos, 
y mas la mitad de su producto liquido. Este 
contrato fué hecho en los mismos términos 
y bajo las mismas condiciones que el del 
año anterior, en cuya virtud, el Gobierno 
giró contra aquella, los libramientos á que él 
le autorizaba: — pero, disminuido considera- 
blemente el producto de las rentas en gene- 
ral, y no alcanzando las sumas con que con- 
currían los compradores, á cubrir los ciento 
cincuenta mil pesos mensuales, resultó un 
nuevo déficit , que aumentó la cifra de los 
documentos denominados colas. 

Como el Gobierno, sin embargo, no había 
librado mas que el valor del precio de los dos 
contratos, y como ese valor debía entrar mas 
ó menos tarde en la Caja de la Comisión 
Central de Contribuyentes, y á medida que 
los ingresos de las rentas lo permitiesen, es- 
ta debía cubrir las colas por su orden de 
fechas, según se fuesen recolectando aquellos 
fondos; pero, el Gobierno obtnvo de la Co- 
misión Central, que le pasase, primero el 
50, y después hasta el 75 p.§ de los fon- 
dos con que debian ser cubiertas las colas, 
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de donde resultó que esos documentos que- 
dasen casi en su totalidad, sin fondos con 
que ser cubiertos. 

Para subsanar este perjuicio, se estable- 
ció una caja de amortización de colas, á cu- 
ya operación podían concurrir á la par, las 
acciones de Aduana de 1850 y 1851, que 
entraban en consecuencia á ser rescatadas 
por el Gobierno, constituyéndose asi este en 
accionista; y nombró una Comisión al efecto, 
bajo la denominación de Comisión de amor- 
tización y rescate , la cual llamaba men- 
sualmente por los periódicos á los que qui- 
sieran dirijir propuestas. — Los fondos asig- 
nados á esta caja eran un tanto por ciento 
de todos los que por cualquier titulo entra- 
ban en las arcas del Estado. 

Habiéndose rescatado por medio de estas 
operaciones, cincuenta y cinco acciones de 
Aduana de 1850 y 1851, el Gobierno en- 
tró á ser accionista, y aplicó también lodos 
los dividendos que por dichas acciones le 
correspondían, á la caja de amortización. 

Las colas amortizadas pasaban mensual- 
mente á la Contaduría General inutilizadas, 
con el estado demostrativo de la operación, 
el cual servia de descargo á la caja de amor- 
tización, de los fondos que habían sido ver- 
tidos en ella con intervención de ^aquella 
oficina. 

Extinguidos los fondos que entraban en la 
caja de amortización, la Comisión terminó 
sus funciones, y lo declaró asi al Gobierno en 
el mes de Febrero de 1853, dándose por di- 
suelta y presentando un estado demostrati- 
vo de todas sus operaciones. 

Los accionistas de Aduana fueron man- 
dados cubrir de las anticipaciones que ha- 
bían hecho y de que estaban impagos en 
parte, con la renta de papel sellado y pa- 
tentes desde I o de Enero de 1852. — Una 
Comisión liquiladora de la Sociedad quedó 
encargada de representar á esta que quedó 
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disuelta por la terminación de sus contratos 
á fin de 1851. 

Esta Comisión expidió títulos bajo su fir- 
ma, á favor de los miembros de la extingui- 
da Sociedad de accionistas, por las sumas á 
que respectivamente eran acreedores: esos 
documentos recibieron del papel sellado sus 
dividendos correspondientes á Enero y Fe- 
brero, quedando desde entonces impagos y 
son parte de la deuda hipotecaria. 

Existían ademas sobre la Aduana , algu- 
nos otros créditos de diverso origen. — Ta- 
les como los documentos denominados por 
cualquier titulo. — Estos eran libramien- 
tos para pagarse después de cubiertos los 
compromisos anteriores, con los fondos que 
por cualquier título se recaudasen por la 
Aduana. 

El Directorio, considerando que á estos 
documentos no les llegaría su turno, eu to- 
do el tiempo durante el cual debia, según 
sus contratos, administrar las rentas, se abs- 
tuvo de anotarlos, y es por eso que ellos 
fueron anotados por la Comisión Central de 
Contribuyentes, que como contratista de las 
de 1850 y 1851, creía tener derecho á la 
Administración durante dichos años. — Una 
parte de los tenedores de documentos por 
cualquier titulo , arreglaron ulteriormente 
en común, términos de pago, con una por- 
ción mensual del producto de las rentas de 
Aduana. Los demas están impagos. 

Estos, como otros créditos que quedan 
citados, son los conocidos bajo el nombre de 
hipotecarios, por que estaban situados so- 
bre las rentas de Aduana, y obligadas estas 
á su pago. Se hallan pues, pendientes de ul- 
teriores resoluciones. 

Como la Sociedad que adquirió por com- 
pra hecha en contrato de 18 de Noviembre 
de 1845, la cuarta parte de las rentas de 
Aduana de 1848, tenia el derecho de ad- 
ministrarlas, puesto que la renuncia que ha- 
bía hecho mediante el pago de seiscientos 
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mil pesos, quedó sin efecto por no haberse 
cumplido esta estipulación, tomó á su cargo 
dicha Administración, desde el 3 de Abril 
de 1856, hasta que en virtud de convenio 
celebrado el 7 de Septiembre de 1858, el 
Gobierno reasumió la Administración, adju- 
dicando al pago del haber de aquella Socie- 
dad, la renta de papel sellado y patentes, 
hasta la suma de ciento cuarenta y cuatro 
mil pesos fuertes cada año, y entregándole 
la Administración de esa renta. 

contratos de comercio. — Véase 
Compañías de comercio. 

CONTRATOS DE ENF1TEUSIS. VéaSC 

Enfteusis. 

CONTRATOS DE INQUILINATO. Véa- 

se Arrendamiento de fincas. 

CONTRATOS CON EL GOBIERNO. En 

todos los contratos que haya de hacer el Go- 
bierno, sobre enagenacion de rentas, ú otros 
semejantes, debe llamar licitadores para 
practicar la venta ó realizar el contrato á la 
mejor oferta. 

En los remates deben observarse las re- 
glas siguientes: I o Las bases ó condiciones 
del remate, que se publicarán con anticipa- 
ción, deben fijar el minimun de las venta- 
jas que hayan de comprender las propuestas 
para ser admitidas: 2 o Toda propuesta debe 
referirse á dichas condiciones, de manera 
que abraze todos los objetos del remate, y 
que la competencia s> convierta al mas ó al 
menos: 3 o Las mejoras ó proposiciones que 
escediesen de aquellas bases, serán apre- 
ciadas discrecionalmentc por el Gobierno, 
con audiencia del Fiscal del Estado. 

Para qne haya remate es necesario que 
concurran, cuando menos, tres propuestas 
distintas y separadas, las cuales deben ser 
subscriptas por firma autentica, señalando 
al pié de ella, la residencia y domicilio del 
firmante. Las propuestas deben ser abiertas 
y leídas públicamente, en el dia y hora que 
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se haya señalado, ante el Gefe de la oficina 
del ramo á que pertenezca el remate, y el 
Escribano de Gobierno y Hacienda, rubri- 
cándose en el mismo acto por ambos, y de- 
clarándose por dicho Gefe la que se estime 
mas ventajosa al Estado. Quedarán en se- 
guida dos horas en poder del Escribano, pa- 
ra que cualquier interesado pueda á su pre- 
sencia verificarlas libremente. 

Pasada la hora designada, no puede ad- 
mitirse propuesta alguna. Llenadas que sean 
estas formalidades, deben elevarse al Gobier- 
no las propuestas hechas, para la resolución 
competente (1). 

En todo contrato que se haga con el 
Gobierno, es prohibido á este librar órdenes 
de pago por cantidad alguna, por via de . 
anticipación ni otro cualquier motivo, sin 
que previamente se otorgue por el agracia- 
do fianza bastante, á satisfacion del Minis- 
terio de Hacienda. 

Toda anticipación de dinero que se haga 
por el Gobierno á solicitud de algún intere- 
sado, ó en cuentas corrientes reconocerán, 
en el primer caso, el [mismo ínteres que 
el Erario reconoce en sus créditos pasivos; 
y en el segundo el interes reciproco, cuan- 
do no haya pacto contrario (2). 

CONTRIBUCION DIRECTA. Impuesto 

establecido sobre los capitales y propiedades 
raíces y semovientes; — 

El importe de la contribución directa es 
de dos por mil al año. — 

Los capitales se regulan por declaración 
escrita que cada capitalista ó propietario de- 
be hacer del snyo; — en la Capital, ante la 


fl) Decreto de 12 de Noviembre de 1831, 

(8) Decreto de 7 de Mayo de 1835, y acuerdo de 10 
de Marzo de 1857.— Debe observarse que los créditos 
pasivos del Estado no tienen un Interes determinado 
por regla general, y no puede precisarse en consecu- 
encia el interes de que habla el Decreto citado.— En 
easos análogos, la práctica ha sido pactarlo. 
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Colecturía General; (1) y en la campaña, 
ante el recaudador de la contribución. — La 
declaración debe hacerse: en la Capital, en 
los meses de Mayo y Junio ; — en los demas 
Departamentos, en los de Junio y Julio. El 
pago, en la Capital en Julio: en la campaña, 
en Agosto. 

En defecto de declaración del interesado, 
se estará al avaluó que haga el juri de ava- 
luación. Este juri se compone del Juez de 
paz de la sección respectiva, y seis indivi- 
duos, tres nombrados por el Colector Ge- 
neral en la Capital, 6 por el recaudador en 
la campaña, y tres por el interesado, quien 
debe verificar el nombramiento dentro de 
las cuarenta y ocho horas, después de ser 
notificado por el Juez de paz, ó por el Te- 
niente Alcalde respectivo ; no verificándolo 
se procederá al avaluó con los cuatro pri- 
meros. — 

La elección de los individuos que deben 
formar los juris de avaluación debe hacerse 
de entre los residentes de los pueblos don- 
de haya de formarse el jüri. 

Para la avaluación de los capitales, debe 
servir de norma por punto general, que dos 
mil cabezas de ganado vacuno ó caballar, y 
diez mil lanares, componen la dotación de 
una suerte sencilla de estancia, sobre cuya 
proporción debe estimarse la parte de campo 
ue ocupen. Cada suerte sencilla de campos 
e pastoreo, debe estimarse: en los Depar- 
tamentos de Montevideo y Canelones en 
cinco mil pesos. En San José, Colonia, So- 
riano, Paysandú, Cerro-Largo, Salto y Ta- 
cuarembó, en cuatro mil. En la Florida y Du- 
razno en tres mil; y en Maldonado y Minas 
en dos mil. Las quintas y terrenos de labo- 
reo, se avaluarán según corresponda á juicio 
del juri, si pareciese baja la avaluación del 
propietario. 


(1) Decreto de 25 de Septiembre de 1858. 
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El ganado vacuno de cria ó rodeo, debe 
estimarse en seis pesos cada cabeza:— el 
alzado en cuatro pesos cuatro reales: — el 
caballar y mular en dos pesos; — el ca- 
ballar alzado, lo mismo: — las ovejas de cual- 
quier clase, — y los cerdos, en dos pesos. 

Cuando la declaración del interesado pa- 
reciese notablemente diminuta, debe hacerse 
del mismo modo, el avaluó en la forma que 
queda dicha; y si resultase que ha habido 
ocultación equivalente á la cuarta, parte del 
capital, el declarante debe pagar la cuota 
que le corresponda, según el nuevo avaluó, 
y mas el duplo de ella. 

El capitalista que no hiciese declaración, á 
mas de pagar el monto del avaluó que haga 
el juri, pagará el décuplo de dicho importe. 

El pago de la contribución directa se hace 
en una sola cuota correspondiente á todo el 
año, en los meses que la ley designe; y el 
que no lo verifique, queda sugeto á una 
multa del duplo del valor que le corresponda. 

El cobro, asi del impuesto como de las 
multas, es ejecutivo y perentorio dentro de 
tercero dia, con el auxilio, en caso necesa- 
rio, de la Policía, embargándose lo mejor 
parado, sin que haya recurso de apelación. 
Los recaudadores de campaña son los Re- 
ceptores y Sub-Receptores, y sus dependien- 
tes, sin gozar de compensación alguna por 
este servicio. Donde no haya Receptores ó 
Sub-Receptores, se debe- encargar la recau- 
dación á Comisarios de Policía, ó á particula- 
res, los cuales cobrarán una Comisión de 
odio por ciento. 

Son esceptuados del pago de la contri- 
bución directa: 1 ° Las propiedades raíces 
cuyo valor no alcance á mil pesos ; á menos 
que el propietario tenga dos ó mas, cuyo 
valor total iguale á aquella suma: 2 o Las 
propiedades territoriales improductivas, y las 
que pagan canon enfiteutico. — No son com- 
prendidas en esta clasificación 1° las fincas 
que se hallen desalquiladas, ni las ocupadas 
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por los propietarios: 2° los campos en ge- 
neral: 3° los dados en cnfiteusis, cuando los 
cuiitculas no acrediten haber pagado el ca- 
non. 

El producto de la contribución está afecto 
al pago de los presupuestos departamentales. 
Deben pasarse á las Juntas E. Administra- 
tivas, para que cubran las recelas de pago de 
dichos presupuestos. 

Los recaudadores deben recibir de la 
Contaduría general las planillas respectivas 
para el cobro de la contribución, las que se- 
rán numeradas para servir de control, y con- 
frontarlas después con las relaciones nomi- 
nales de contribuyentes que deben remitir 
los recaudadores, con espresion del nombre 
y nacionalidad de cada uno de ellos, sus 
tierras ó fincas, extensión, ubicación y 
linderos, ganados y sus especies, con espe- 
cificación también del número de cada 
uno, su calidad y el capital declarado ó 
avaluado. 

Es deber de los Gcfes Políticos, Alcaldes 
Ordinarios, y demas autoridades civiles, pres- 
tar en la parle que á cada uno corresponda, 
la mas decidida cooperación y apoyo al co- 
bro de la contribución directa y á la debida 
ejecución de las disposiciones legales sobre 
la materia (i). 

La ley que establece la contribución di- 
recta, no es de efecto permanente ; — debe 
ser revisada lodos los años, para dictar la 
que ha de regir en el siguiente, ó introducir 
en la existente, las modificaciones que sean 
del caso, según las circunstancias. Las dis- 
posiciones que quedan detalladas, son las 
comprendidas en la ley dictada para el año 
de 1858, que es la misma que rigió en 
1859, y ítgc en 1800. 

conventillos. — Casas donde se al- 
quilan habitaciones á distintas personas. 


(U l.py de | r » <!«• Julio do 18.S7 y d«*cn*toa r glnnten- 
tano- df 20 di' Mai/.u do IP5R. y 21 »1«» Abril üt* IS1*0. 
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Les capataces ó encargadas de conventi- 
llos, están obligados á dar aviso á la oficina 
de Policía, de las mudanzas de inquilisos, 
que se efectúen. Deben cuidar también, asi 
como los inquilinos, de que se observe el 
debido orden y aseo interior en los Conven- 
tillos, siendo prohibidas las reuniones ó bai- 
les sin previo permiso del Cefc de Policía 
por medio del Comisario respectivo. 

COWEVTO DE RECELARES obser- 

vantes de san i'RAXUMo. — La Co- 
munidad de regulares observantes de San 
Francisco que existia en esta Ciudad, fue 
extinguida por resolución del Gobierno de 
21 de Diciembre de 1838. La comunidad 
no reunia el número de conventuales nece- 
sario para la existencia del Convento, cir- 
cunstancia en que fué fundada la resolución 
indicada. El Convento, sus oficinas, útiles y 
enseres, fueron declarados bienes públicos. 

La Iglesia del Convento fué destinada pa- 
ra ayuda de parroquia, y ulteriormente fué 
declarada parroquia, cuya jurisdicción com- 
prende todo el espacio de la Ciudad, de I.» 
linca de la calle de Misiones al Oeste. El 
edificio que ocupaba el Convento , fué desti- 
nado á Universidad, y mas tarde vendido á 
particulares. 

CORRALES DE ABASTO. Losdl»:- 

tinados para encerrar los animales vacunos 
que se destinan al consumo público. Véase 
Abasto de carnes. 

corredor. — Individuo por cuyo me- 
dio se realizan los contratos mercantiles. 

CORREDOR nARITIRO A DE NAVIO*. -• 

El que interviene en los contratos de flela- 
mento de buques, y otros relativos. 

Los corredores marítimos deben reunir 
las condiciones siguientes: — l.° Ciuda- 
danía en ejercicio: — 2. ° Veinticinco añes 
cumplidos de edad: — 3. ® Ser hombres de 
buena opinión y fama, prudentes, secretos, 
hábiles é inteligentes en todo género de co- 
mercio, mercaderías, cambios, seguros y 
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llelamentos: — i. ° Haber prestado una 
fianza de ocho mil pesos, ante el Tribunal 
Consular (hoy Juzgado letrado de Comercio) 
5. ° Acreditar ante el mismo, la posesión 
cuando menos, de un idioma Extranjero. — 
Entre los que aspiren al titulo de Corredo- 
res marítimos, deben ser preferidos los que 
posean mayor número de idiomas vivos, 
siempre que reúnan las demas circunstan- 
cias prescriptas. 

Las funciones de los corredores maríti- 
mos son las siguientes: — I o Intervenir en 
los contratos de íletamento de buques para 
que fuesen solicitados: — 2“ Servir de intér- 
pretes ante cualquiera Oficina, Tribunales ó 
Autoridades del Estado, á los Extranjeros 
que no poseyendo el idioma Nacional, re- 
clamen su asistencia: — 3“ Traducir los do- 
cumentos que los interesados deban presen- 
tar á cualquiera Oficina ó Tribunal del Es- 
tado, cuando asi se les ordenase: (I) A. ° 
Intervenir en los contratos que espresa el 
art. 0. ° Cap. 16 de las Ordenanzas; es 
decir, en los de venta por mayor csccpto los 
granos y otras vituallas y mantenimientos, 
sirviendo con toda legalidad en los ajustes 
que hicieren espresando los precios corrien- 
tes, y haciendo lo mismo en las compras de 
géneros de retorno. 

Les corresponde por comisión:— medio 
por ciento del comprador, y otro medio del 
vendedor, sobre el valor principal de todo 
contrato que se haga por su intermedio, 
é igual comisión por los de segurosy fletes: 
— por dinero á premio á la gruesa ventu- 
ra, un medio por ciento al que lo loma: — 
por el trabajo, ó por el tiempo empleado 
en algún negocio que se les encomendase 


(1) Lis fundones de los Corredores ninritiinos en 
es'e pinito, no esiiin ni uso. L;ts aiiforolad-** | úl»lí< as 
ó Juncos en su oso, enrnmietuhin la Undudoti do do- 
cumentos escritos on idioma exlran^rro, á los traduc- 
tores | úUlicos, ó á algún traductor especial, RomUra- 
do al efecto. 

4 
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á razón de uno y medio pesos por cada 
hora: — en las traducciones, se considera 
una hora por todo trabajo que tenga menos 
de treinta lineas de pliego común: de treinta 
á sesenta, dos horas; y asi succesivamentc. 
Si la traducción escediese de tres fojas, de- 
he abonárseles por cada hora de trabajo un 
peso, anotando al pié de ella, el importe 
que corresponda al tiempo invertido. 

Toda traducción debe ir firmada por el 
Corredor traductor, quien dehe certificar es- 
tar hecha bien y fielmente; cuya traducción 
no puede ser admitida, si no perteneciese al 
idioma, cuya posesión hubiese probado pre- 
viamente el Corredor en los términos es- 
presados antes. Sin embargo, esta disposi- 
ción está, como se ha dicho, en desuso, 
desde qus hay traducloi es públicos. 

Toda aquel que hiciere una traducción 
que resultase inexacta, queda sugelo al pa- 
go de los daños, gastos y perjuicios que de 
ello puedan ocasionarse á los interesados, y 
á una mulla arbitraria impuesta por el Juz- 
gado do. Comercio. 

Los deberes de los Corredores marítimos 
en el ejercicio de sus funciones son : — I o 
Llevar tres libros cuyo encabezamiento y fi- 
nal, eslen autorizados, y todas sus fojas fo- 
liadas y rubricadas gratis, por dos Jueces 
del Tribunal Consular, cuya atribución debe 
ser hoy del Juzgado de Comercio: 2 ° Ano- 
tar en el primero, los nombres de los Ca- 
pitanes á quienes asistan, con espresion del 
pabellón del buque, su nombre, porte, con- 
signatario, procedencia y destino; asi como 
los fletamentos en que Intervengan, con to- 
das las circunslancias que se hubiesen esti- 
pulado: en el segundo, ios contratos que 
hubiesen autorizado, con especificación de 
las condiciones de cada negocio, del nombre 
y apellido de los contratantes, la clase de 
efectos, marcas y números que tuviesen ; y 
si fueren letras, pagarés ó libranzas, los in- 
dividuos que las giran, plazos que estipulen 
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y demas requisitos que contuvieren dichos 
contratos: en el tercero, los documentos que 
traduzcan, y que copiarán literalmente, si 
alguno de los interesados lo solicitase. Es- 
tos libros deben entregarse en manos del 
Juez de Comercio, si ti Corredor dejase de 
ejercer el cargo, y en caso de fallecimiento, 
lo deben hacer sus albaceas ó succesorcs: 
3 ° Prestar ante el Juzgado letrado de Co- 
mercio, el juramento de Ordenanza, antes de 
entrar al ejercicio de sus funciones : i c 
Guardar circunspección en los negocios que 
se les encarguen, reservando el nombre de 
los contratantes, hasta que la necesidad exija 
que se manifieste. 

Los libros de los Corredores maritimos 
hacen fé en juicio, en todos los actos en que 
sea necesario referirse á sus asientos. 

No están obligados los Corredores á ga- 
rantir el cumplimiento de los contratos, en 
que intermedien, ni son en ninguna manera 
responsables de él. 

No pueden hacer operación alguna de co- 
mercio por su cuenta, ni llevar el mas mí- 
nimo interés directo ni indirecto, en su nom- 
bre ó el de otro, en negocio alguno, no po- 
diendo en consecuencia, tener libros 6 caja 
de Comercio, ni entrar en sociedad mercan- 
til. Tampoco pueden hacer transacción algu- 
na por cuenta de persona fallida y concur- 
sada. Cualquier Corredor que quebrase, de- 
be ser perseguido y penado con arreglo á 
las Ordenanzas. 

Toda contravención á las disposiciones 
preinsertas, debe ser castigada con destitu- 
ción, ó con una multa arbitraria, según la 
naturaleza del hecho. El no pago de la mul- 
la durante dos meses, implica destitución 
del cargo, sin perjuicio de llevarse á efecto 
el cobro de aquella (i). 


(I) H enlamen t<» dietario por el Tribunal de C.oiisiilit- 
rio i-l 8 de Acollo tb* 1835, y aprobado jor riet relo 
dttl Gobierno de I - de Setiembre del n.i¿mo ano. 
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El intérprete del Gobierno eu la Capita- 
nía del Puerto, ó Comandancia de marina, 
goza de algunas de las facultades conferidas 
á los Corredores maritimos. — Véase Intér- 
prete. 

CORREAOS DE PLAZA 6 TERRESTRE. 

— El que interviene en los contratos entre 
comerciantes, sobre negocios mercantiles. 

Los Corredores de plaza deben reunir las 
condiciones siguientes: i ° Ser hombres 
!.onrados, do buena opinión y fama, pruden- 
tes, secretos, hábiles c inteligentes, en todo 
genero de comercio, mercaderías ó cambios: 
2 ° Cumplir bien y fielmente las obligacio- 
nes del cargo. 

Sus funciones son las siguientes: 1 ° 
Proponer con prudencia las negociaciones 
que se les encarguen, sin manifestar <d 
nombre de los interesados, hasta que la ne- 
cesidad io demande : 2 ° Cuando efectúen 
algún negocio de letras, llevarlas del libra- 
dor al tomador, y cuando lo hicieren de 
mercaderías, hallarse presentes (si lo pidie- 
sen los interesados) á la entrega de ellas, 
peso y medida : 3 ° Llevar ademas de los 
libros ó cuadernos de apuntes, un libro cu- 
yo encabezamiento y final , esté autorizado 
por dos miembros del Tribunal Consular, 
(boy Juzgado letrado de Comercio) cuyas fo- 
jas foliadas, deben ser rubricadas gratis por 
el mismo : 4 ° Asentar en dicho libro, dia 
por dia, por orden de data y anterioridad, 
sin interrenglonar ni trasponer, sin notas 
marginales, abreviaciones ni cifras, todas las 
operaciones hechas en virtud de su oficio, 
con especificación de las condiciones de ca- 
da negocio, del nombre y apellido de los 
contratantes, la clase de efectos, encage, 
vareo ó peso, con las marcas y números que 
tuvieren. Si fueren letras, pagarés ó libran- 
zas, los individuos que las giran, plazos es- 
tipulados, y demas requisitos del caso : 5 ° 
Presentar dicho libro á cualquiera autoridad 
que lo ordene. 


Digitized by ^.ooQle 



— 68 — 


* CO 

Los Corredores, antes de entrar á ejercer 
el cargo deben prestar juramento de desem- 
peñarlo debidamente, con arreglo á las Or- 
denanzas. Su nombramiento corresponde al 
Juzgado de Comercio: — sin embargo, estos 
nombramientos se han hecho en la práctica, 
por el Gobierno. 

Los libros de asientos de los Corredo- 
res de plaza, hacen fé en juicio. Cuando 
tuvieren que corregir ó enmendar algún 
asiento-despues de estampado en el libro, por 
alguna ocurrencia supervimientc, lo harán 
en la forma prevenida en el articulo 3. ° 
de los adicionales á la Ordenanza, es decir 
con noticia del que en ello tenga interes, y 
en su ausencia, con la del Consulado, cuyas 
funciones ejerce el Juzgado letrado de Co- 
mercio. 

Todo Corredor que deje de ejercer el 
cargo, debe entregar á dicho Juzgado sus 
libros, y si falleciese, deben hacerlo sus 
herederos, ó albaceas. 

Los Corredoras no tienen responsabilidad 
alguna en cuanto á la ejecución de los con- 
tratos que se hagan por su intermedio. 

No pueden hacer por su cuenta operación 
alguna mercantil, ni llevar interes directo 
ó indirecto, en su nombre, ó de otro alguno 
en ningún negocio. Tampoco pueden inter- 
venir en contrato alguno por cuenta de per- 
sona fallida ó concursada, sin previa habili- 
tación de esta; ni admitir género alguno para 
negociarlo, sin conocimiento exacto de su 
dueño, especialmente siendo alhajas de oro, 
plata, ó piedras preciosas. 

Toda contravención á estas disposiciones, 
debe ser penada, con destitución ó mnlta 
pecuniaria á arbitrio del Juez, según la 
gravedad del hecho, sin perjuicio del derecho 
de los damnificados, para reclamar la cor- 
respondiente indemnización de daños y per- 
juicios. El Corredor que fuese destituido, 
no puede ser rehabilitado nunca. 

Todo Corredor de plaza debe prestar pre- 
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clámente al ejercicio de sus funciones, fian- 
za á satisfacción, por valor de ocho mil pe- 
sos. El fiador, que también debe dar, cu- 
brirá la multa que en su caso se impusiese 
al Corredor, cuando este no la enterase, 
quedando, mientras no se haga efectivo 
el [iago de ella por uno ó por otro, suspen- 
dido el Corredor en el ejercicio del cargo. 
Si pasados dos meses, no se hubiese veri- 
ficado dicho pago, quedará en el hecho 
vacante el empleo, sin perjucio de perseguir- 
se el cobro de la multa. 

Los corredores de plaza deben cobrar por 
comisión, un medio por ciento de parle del 
comprador y otro medio de la del vendedor, 
sobre el valor principal de los contratos que 
se hagan por su intermedio: — por la venta 
de letras ó descuentos, joyas, pedrería, te- 
jos de oro ó de plata, chafalonías ó pinas, 
cobrarán un cuarto por ciento al vendedor y 
otro al comprador (1). 

corredor ixtri'so.' — El que inter- 
viene en contratos de comercio sin estar pa- 
tentado. 

Por resolución del Tribunal de Consulado 
de 23 de Octubre de 1830, fué prohibido 
á los corredores intrusos, contratar, comprar 
ni vender para otros cosa alguna, en clase 
de ó con titulo de Corredores, bajo la pena 
de perdimiento délas mercaderías ó efectos 
que seles encontrasen, y de la mulla que 
arbitrariamente se les impusiese, según la 
gravedad del negocio; disponiendo al mismo 
tiempo, que en las diferencias que se susci- 
tasen, sobre contratos hechos ante Corredo- 
res intrusos, no serian oidos en juicio los 
comerciantes contratantes. 

Sin embargo de esta resolución, los co- 
merciantes, en uso del derecho de encargar 


(I) Reglamento para el regimen de los Corredores 
de piara, expedido por el Tribunal Cousular, el G de 
Febrero de 1830, y aprobado por decreto del Gobierno 
de 19 del m sino mea > año. 
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sus asuntos á quien les convenga, conmisio- 
nan muchas veces á Corredores intrusos, 
ejerciendo estos, en tales casos, las funcio- 
nes de un simple mandalorio. Asi pues, los 
contratos hechos por el intermedio de Cor- 
redores intrusos, no ofrecen para los contra- 
tantes, las garantías que los hechos por el 
intermedio de Corredores de número, en 
razón, de que el Corredor intruso no esta 
obligado á llevar libros y asientos, y aun 
cuando los llevase, no harían fé en juicio 
ni producirían los efectos legales que los li- 
bros y asientos de los Corredores de número. 

codbeo . — La oficina encargada de la 
administración y servicio de la corresponden- 
cia pública y privada. 

Es prohibida la conducción de correspon- 
dencia por particulares, tanto en cuanto á 
la del interior de la República como á la 
del Extrangero. — Losquc condujesen cartas 
particulares sin el sello postal correspon- 
diente, incurren en una multa de diez pesos 
fuertes por cada carta. En la misma pena 
incurren los individuos ó mayorales de dili- 
gencias, que transiten por el interior de la 
República, Tos cuales deben entregar á las 
oficinas del ramo, toca la correspondencia 
que conduzcan. 

Los ayudantes de Puerto, al tiempo de 
practicar la visita de los buques que lleguen 
á él, deben exigir del Capitán, los pasageros 
y demas individuos que se hallen abordo, la 
correspondencia que traigan, bajo apercibi- 
miento de la pena que queda indicada (1). 

Las Administraciones de Correos, no 
pueden dar dirección á ninguna carta, sin 
que haya precedido el franqueo, por medio 
del sello postal que corresponda. 

El valor de los sellos postales, es el si- 
guiente: Para el interior: — carta sencilla, 
60 centesimos; doble, 80 centesimos: — tri- 
ple, 100 centesimos. 


(I) Decreto de Vi de Julio do IS.»8. 
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Para el exterior: carta sencilla ciento vein- 
te centesimos: doble, 180 centesimos: — tri- 
ple, 240 centesimos. 

El franqueo de las cartas se verifica, |K>- 
niendolcs en un ángulo del sobre, el sello 
postal correspondiente, el cual debe ser inu- 
tilizado por la Administración, por medio de 
una marca especial, para que no vuelva á 
servir. 

Es carta sencilla, la de cuatro adarmes , 
ó un pliego de papel fino de cartas: doble 
la de ocho adarmes, ó dos pliegos del mismo 
papel: triple la de doce adarmes, ó tres 
pliegos, ó una onza. Las de una onza deben 
pagar, para el interior, 120 centesimos, y 
para el exterior 3 reales corrientes. 

La venta de los sellos postales, se hace 
en las Administraciones, y en los demas 
puntos que la de la Capital designe. Toda 
carta que se eche al buzón del Correo, sin 
el sello postal que le corresponda, queda de- 
tenida, avisándose por los diarios, para que 
el dueño la haga franquear ó la recoja pre- 
via constancia de ser suya. 

El que hiciese uso de un sello postal de 
franqueo que hubiese ja servido á otra carta, 
incurre, por la primera vez en una multa, y 
lo mismo en caso de reincidencia, con arre- 
glo á la mayor gravedad del hecho. El que 
resistiere pagar la multa, será puesto á dis- 
posición del Juzgado del Crimen. 

Los falsificadores de sellos postales, y sus 
cómplices, quedan sugetos á las penas de la 
ley. 

Los Gefes Políticos y demas Autoridades 
deben prestar á los Administradores de Cor- 
reos, el auxilio que les fuese requerido para 
la ejecución de estas disposiciones (1). 

Los que pidan alguna carta á la Admi- 
nistración de Correos , cuyo rótulo se halle 
inscripto en las listas respectivas; deben jus- 
tificar la identidad de la persona, en la for- 


;t) Deere lo de II de Junio de IS59. 
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ma siguiente: Los Ciudadanos con la pape- 
leta de enrolamiento en los Cuerpos de la 
Guardia Nacional ; y los Extrangeros con la 
papeleta de su respectiva Nacionalidad; ó 
con su pasaporte. 

Estos medios de justificación pueden sin 
embargo, ofrecer dificultades puesto que hay 
ciudadanos esceptuados de la Guardia Na- 
cional que pueden ser desconocidos para la 
Administración, y pueden presentarse también 
Extrangeros no matriculados en el Consu- 
lado respectivo, que sean del mismo modo 
desconocidos para la Administración: — en 
iguales ciscunstancias se hallan las mujeres. 
En tales casos, es de presumir que la Ad- 
ministración adopte medios suplentarios de 
justificación, puesto que no están previstos 
para los que quedan citados. 

Las comunicaciones de. la Magistratura 
judicial son libres de porte, para cuyo efecto 
deben ir selladas con el sello respectivo. Los 
oficios que versen sobre litigios, ó asuntos 
particulares, están sugetos á los derechos 
establecidos, debiendo en consecuencia, lle- 
var los sellos postales correspondientes (4). 

La Administración de Correos, está au- 
torizada para establecer sucursales, en la 
calle del 1 8 de Julio, en la Aguada, el Cordon 
y Villa de la Union. Estas sucursales deben 
tener un buzón para recibir la correspon- 
dencia y entregar las cartas dirigidas á las 
personas domiciliadas en sus respectivas ju- 
risdicciones (2). 

Los abonados reciben la correspondencia 
en su domicilio, bajo las reglas y prescrip- 
ciones establecidas. — Véase Carteros. 

CORRESPONDENCIA EPISTOLAR. 

Los papeles particulares de los Ciudadanos 
lo mismo que sus correspondencias privadas 
son inviolables, y nunca podrá hacerse su 


<l> Dcrelo de II de Ju: lo .le 1859. 
i ; K¡ mismo derri to. 


registro, examen á interceptación, fuera de 
aquellos casos en que la ley espresamente lo 
prescriba (1). — Véase Allanamiento. 

costas. —Los gastos ocasionados en el 
juicio, de cualquiera naturaleza que sea. 

La regulación de las costas que se causaren 
en los juicios, incumbe al tasador general 
de costas. 

Está mandado que los Jueces, Asesores, 
Escribanos y demás oficiales, no lleven, ni 
permitan llevar derechos algunos en los jui- 
cios ejecutivos, hasta que la causa esté sen- 
tenciada, hecha la tasación de costas, y puesta 
la cantidad en el mandamiento de pago, pa- 
ra que se cobre en el principal y décima, 
bajo las penas de derecho (2). 

En los pleitos ordinarios que pasen á 
Asesores con autos firmados, para seguir su 
substanciación, solo optan aquellos al hono- 
rario, cuando los autos estén en estado de 
sentencia definitiva, ó ¡nterloculoria con 
fuerza de tal; en cuyo caso pueden pedir, 
y debe abonárseles, el respectivo al punto 
que se ventila, previa regulación hecha por 
un regulador especial, abogado de la matri- 
cula, á elección del Juez de la causa en ca- 
da caso. Cuando los asesores fueren recusa- 
dos, se les ha de satisfacer el honorario que 
hubieren devengado (3). La misma regla se 
sigue en la práctica cuando ha habido va- 
rios asesores en la causa, y los primeros de- 
jaron de continuar en el cargo por causas 
agenas de su voluntad. 

En los expedientes en que haya habido 
regulación de costas, los Escribanos deben 
agregar las planillas en la foja que corres- 
ponda, sin que puedan por motivo alguno 


(1) Alt. UO de la Constitución. 

(2) Acuerdo drl Superior Tribunal de Justicia do 
I 3 de Febrero de 1822, y art. 30 de b } de 0 de Ma- 
yo de 1856. 

(3) Acuerdo drl Sup«i ior Ti ihunal d.* Ju.'lu ia de I s 
de Febrero de 1822. 
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desglosarse, hayan ó no sido satisfechas por 
las parles, lo que deben anotar el pie de la 
planilla. 

Cuando alguna de las partes evadiese ó 
resistid e el pago de las costas, y fuese ne- 
cesario perseguirla, se sacará copia autoriza- 
da de la planilla, á costa de la parte moro- 
sa, y con ella se hará la ejecución por cuer- 
da separada, agregándose á su tiempo á 
los autos, con Tas anotaciones corres- 
pondientes. Los Escribanos deben anotar al 
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pió de cada planilla de costas, el día y hora 
en que cada una de las partes satisfaciese las 
que le correspondan, cuya distribución deben 
practicar aquellos, dentro de las primeras 
veinticuatro horas (1). 

En las diligencias sobre cobro de dere- 
chos fiscales, por herencias, legados, fidei- 
comisos y donaciones mortis causa, no se 
devengan costas (2). 

Tampoco se devengan en los expedientes 
sobre naturalización (3). 
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CRÉDITOS HIPOTECAMOS. Véase 

Contratos de Aduana. 

CRiRRXfcM. — Está mandado por acuerdo 
del Tribunal Superior de Justicia de 1 3 de 


Noviembre de 1833, que el Juzgado del 
Crimen pase noticia á aquel, de todos los 
delitos graves que se cometan, y de que 
tenga conocimiento. 


CU. 


ciiaorcxA. — El espacio de tiempo 
que están en incomunicación los buques y 
personas procedentes de lugares infectos. 

Cuando el médico de sanidad, en vista 
de la patente del buque, y reconocimiento 
de las personas de su tripulación y pasage- 
ros, tenga motivos para sospechar que la 
embarcación llegada, pueda traer alguna en- 
fermedad ‘ contagiosa, debe prevenirlo al 
Ayudante de la Capitanía del Puerto para 
que ordene la cuarentena, haga entregar y 
purificar los pliegos y cartas que x traiga el 
buque, ponga abordo un Guarda Sanitario 
y mande colocar una bandera amarilla en el 
tope del palo de proa, en señal de prohibi- 
ción de comunicarse con la tierra, y demas 
buques surtos en el Puerto. Esta bandera 
se sostiluirá de noche, con un farol izado en 
el mismo palo. — Véase Visita Sanitaria . 

Las obligaciones del Guarda Sanitario, 
son vigilar sobre la rigorosa observancia de 


la cuarentena, y comunicar ala Junta de Sa- 
nidad las ocurrencias que hubiese abordo, 
con arreglo á las prescripciones sobre la 
materia. — Véase Guarda Sanitario — Jun- 
ta de Sanidad. 

Son considerados Payses insalubres aque- 
llos en que reine habitual ó accidentalmente 
alguna de las enfermedades llamadas pesti- 
lenciales como la peste llamada fiebre ama- 
rilla, el cólera morbo Asiático, ó el tifo, 
ó aquellos en que se sospeche la existencia 
de dichas enfermedades, ó la conservación 
aun de sus gérmenes, en los que las hubie- 
sen tenido. 

Los buques que procedan de tales países, 
ó los que hayan tenido durante la navegación, 
comunicación ó novedades de naturaleza 


(1) Aeuordo d«l Superior Tribunal de Jodida de U 
de Septiembre de 1 861 . 

(2) Ley de 4 de Abril de i 857. 

(íl) Ley de 4 de Junio do 1H5.V 
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rapaces de alterar su estado sanitario, no 
serán admitidos á libre plática. 

Son considerados en dos categorías: — En 
la primera, son comprendidos los que trai- 
gan patente sospechosa-, es decir, la que 
declara la aparición de una enfermedad que 
se sospecha pestilencial en el parage de la 
procedencia del buque; asi como aquellas 
embarcaciones de cuyo buen estado sanita- 
rio, pueda dudarse, por haber comunicado 
con personas ó cosas procedentes de Países 
infestados. — En la segunda son comprendi- 
dos los buques que traen patente sucia y 
los que hubiesen tenido durante la navega- 
ción una enfermedad pestilencial, ó comu- 
nicado con personas, lugares ó cosas, que 
hubieran podido trasmitirles tales enferme- 
dades. 

Los buques comprendidos en la primera 
ciase, quedan sugetos á una cuarentena de 
observación, de tres á doce dias de duración 
según convenga á juicio de la Junta de Sa- 
nidad. Los comprendidos en la segunda, 
deben sufrir una cuarentena de doce á veinte 
dias. — Las cuarentenas á que están sugetas 
las embarcaciones, por haber comunicado 
con otras sospechosas, no tendrán lugar 
cuando se pruebe que esa comunicación fue 
solamente de palabra, sin haber habido con- 
tado de personas ó cosas. 

Si durante la cuarentena de un buque, ó 
durante su viage, hubiese muertoalgunaper- 
sona abordo, la Junta de Sanidad debe pro- 
longar la cuarentena según lo juzgue conve- 
niente, cuya prolongación en ningún caso 
puede b^jar de cinco dias. — Debe adoptar 
medidas semejantes, cuando ocurriesen no- 
vedades que no se hubiesen tenido presen- 
tes al tiempo de establecerla. 

La cuarentena de observación puede te- 
ner lugar en cualquier puerto habilitado del 
Estado: — la cuarentena rigorosa, deberá ha- 
cerse precisamente en el de Montevideo. 

Los buques en cuarentena deben fondear 


fuera del Puerto, v tener una lancha á popa 
para recibir diariamente los víveres y auxi- 
lios que necesiten. El buque que durante 
su cuarentena comunicase con otro que esté 
sugelo á una cuarentena mas rigorosa, que- 
da sugelo á la impuesta á este. 

El médico de Sanidad debe visitar dia- 
riamente las embarcaciones incomunicadas 
pasando al Presidente de la Junta parte 
del resultado de la visita. 

Los buques que arriben á los Puertos del 
Estado con colonos, deben sufrir una cua- 
rentena de observación, siempre que aque- 
llos presenten alguna enfermedad cutánea 
contagiosa, como la sarna, la viruela, la es- 
carlatina, y otras semejantes; ó siempre que 
su número esceda de tres personas por ca- 
da dos toneladas de porte del buque. — Los 
colonos en tales casos, deben ser traslada- 
dos al lazareto. 

Concluido el término de la cuarentena 
de un buque, debe practicarse nueva visita 
por el médico de Sanidad, y no resultando de 
esta inspección ni del informe del Guarda 
Sanitario, justos motivos para continuarla, 
quedará definitivamente alzada (1). Véase 
Lazareto. 

cucarda xacioxai, — La cucarda Na- 
cional es azul celeste (2) y constituye el dis- 
tintivo de los empleados públicos los cuales 
deben llevarla en el. sombrero del lado iz- 
quierdo con sugccion á disposiciones vigen- 
tes. 

CUERPO CONSULAR. El CUeipO Coil- 

sular de la República, se divide en Cónsu- 
les Generales, Cónsules y Vice Cónsules, cu- 
yas atribuciones se hallan designadas en el 
Reglamento respectivo. — Véase Cónsules. 

CUERPO DIPLOMATICO. El Cuerpo 


(I) B(*«lnmento de Tol.cia Sai itarin de ? da Junio 
de 1 838. — lí uiu 8° 

(?) Lev ile 20 ¿t ftii i tubre de IRÍ.L 
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Diplomático de la República se compone de 
las clases siguientes: — I o Ministro acredita- 
do cerca de la persona del Monarca, ó Go- 
bierno Superior de la Nación en donde de- 
ba residir: — 2 o Agente aoaeditado cerca del 
Ministro de Negocios Exlrangeros. 

El Ministro cerca de una Nación que dis- 
frute honores Reales, goza la dotación de 
ocho mil pesos al año: — el Agente la de 
cuatro mil pesos. El Ministro cerca de una 
Nación que no goce honores Reales, tiene 
seis mil pesos al año: — el Agente, tres mil 
pesos. Unos y otros deben recibir de una vez 
para gastos de viático y establecimiento, una 
suma igual á un año de dotación. 

Los Enviados ai hoc tendrán dentro del 
maximun y minimun de las cantidadas 
acordadas para el primer año, aquella que 
el Gobierno crea necesaria al mejor desem- 
peño de la Comisión. 

Los cambios en esta clase de pagos, son 
de cuenta del Tesoro Nacional. Laopcion al 
sueldo, termina á los ocho dias después del 
regreso del Agénte Diplomático, concluida la 
misión . 

Cualquiera Agente Diplomático puede ser 
acreditado cerca de uno ó mas Gobiernos, 
sin que eso altere la dotación establecida, á 
menos que mediasen gastos extraordinarios 
tales como atender á funciones ó negocios 
que no sean de las atribuciones ordinarias 
de la Legación. 

Las Legaciones de la República pueden 
tener para su despacho, Secretarios prime- 
ros, Secretarios segundos y Oficiales de Le- 
gación de 1* y 2* clase, según sus cate- 
gorías respectivas. Los Secretarios primeros 
tienen 2,400 pesos anuales de dotación: — 
los Secretarios segundos 1 ,800: — los Ofi- 
ciales de Legación de 1 a clase i, 200, y 
los de 2* — 600. Guando haya oficiales de 
Legación ó meritorios en quienes proveer la 
plaza de Secretario, no podrá conferirse 
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aquel empleo á quien no haya pasado por 
la escala correspondiente. 

Los Ministros y demas empleados del 
Cuerpo Diplomático, cuando no estuviesen en 
ejercicio de sus funciones, gozan la tercera 
parte del sueldo señalado; y tienen derecho 
á la jubilación, retiro y monlcpio, conforme 
á la ley para los demas empleados civiles do 
la República. 

El uniforme del Cuerpo Diplomático 
de la República, es el siguiente: 

El Ministro Plenipotenciario, bordado de 
oro, con cuatro dedos de ancho al rededor 
de la casaca, en el pecho, cuello, bocaman- 
gas, carteras, espalda y faldones. 

El Ministro Residente, en el pecho, cue- 
llo, bocamangas y espalda. 

El Encargado de Negocios, en el cuello, 
bocamangas y carteras. 

El Secretario I o , bordado de tres dedos, 
en el cuello bocamangas y carteras. 

El segundo, de igual dimensión, en el 
cuello y bocamangas. 

Los oficiales de Legación: — 1* clase, 
bordado de dos dedos, en el cuello y boca- 
mangas: los de 2* clase, de un dedo. 

El centro, y demas del unifirme, debe 
ser conforme al uso del Pais en que resi- 
dan (1). 

Las disposiciones que quedan insertas, 
son en algunas de sus partes, de atribución 
del Cuerpo Legislativo, al cual debió darse 
cuenta de ellas, según el preámbulo del De- 
creto que las contiene. No existe, sin em- 
bargo, una disposición Legislativa que las 
haya sancionado, y pueden considerarse no 
susbsistentcs, en todo lo que es de las atri- 
buciones de la Legislatura. 

CL'EBPO LEGISLATIVO. UnO de los 

tres Altos Poderes de la Nación, que esta- 
tuye la Constitución del Estado. Lo forman 


(i) D.ir lo de 20 de Noviembre de H46. 

10 
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las dos Cámaras do Represen laníos y Se- 
nadores. — Véase Asamblea general. 

cuerpo muxtcipae. — El encargado 
en la Capital del servicio de Policía. El Cuerpo 
municipal se halla regimentado militarmen- 
te: — es mandado por un gefe militar bajo 
la dependencia del Gefe Político y de Poli- 
cía, y se compone de los Comisarios, los 
sub-Comisarios, que dependen inmediata- 
mente de aquellos, y los celadores en el 
número necesario para llenar las exigencias 
del servicio en sus respectivas secciones. 

cuerpo oe iwti.inos. — El conjun- 
to de los oficiales de la República que han 
quedado inválidos en el scrviciode la Nación. 

Pertenecen á este cuerpo lodos los indi- 
viduos de la clase militar, que en servicio de 
guerra hubiesen quedado inútiles para el de 
las armas. 

El cuerpo de inválidos está mandado re- 
gimentar militarmente: — debe tener un ge- 
fe del mismo ramo, bajo cuya autoridad e:- 
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ten todos los individuos pertenecientes á él. 
Incumbe á este gefe, organizar el cuerpo, 
formando una compañía de todas las plazas 
de tropa, ccn la dotación competente de 
oficiales, la cual dj¿m prestar, en su caso, el 
servicio á que sea llamada por la AutoriÁd. 

Los oficiales que no tuviesen destino en 
la compañía, dependen sin embargo, del 
cuerpo, y están sugetos á las órdenes del 
Gefe para prestar los servicios que se les 
señalen. El dia i 5 de cada mes, deben ser 
presentadas al Gefe del detall, las listas de 
revista del cuerpo de inválidos, el cual debe 
darles la dirección conveniente, y recibir y 
transmitir al cuerpo las órdenes del Gobier- 
no (1). 

Sin embargo de estas disposiciones el 
Cuerpo de inválidos no tiene organización al- 
guna militar, y ellas están inobservadas en 
la práctica. 

cueto. — Véase Religión. 

((«rnKHBm:. — Véase Fábricas. 
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itEEEAMOK de mexores. — El funcio- 
nario encargado de defender en juicio los 
derechos é intereses de los menores y de 
vigilar la conducta de sus guardadores. 

Las funciones del Defensor de menores 
duran un año. Son nombra tos con dos su- 
plentes por votación directa del pueblo, al 
mismo tiempo que los Alcaldes Ordinarios 
el dia 4 o de Enero de cada año. — Véase 
Elecciones de Defensores de menores 
En cada Pueblo cabeza de Departamento, 
ó en los demas donde por su población ha- 
ya un Alcalde Ordinario, debe elegirse un 
Defensor de menores, cuyas atribuciones se 
extienden también á la defensa de pobres 
y comprendía del misino modo la de escla 
vos, cuando existían entre nosotros (1). 

(I) Deccvto de 6 de Diciembre de I8C7. 


Los servicios de los Defensores de meno- 
res son gratuitos: — importan una carga 
obligatoria, pero honrosa y humanitaria: — 
es por esto, tanto, mas forzoso el deber de ad- 
mitir el cargo, cuando no medien causas 
justificadas que obsten á ello. 

Para ser electo Defensor de menores, se 
requiere: — 4 o Ser vecino del lugar. — 2* 
Haber residido en el Estado, un año al me- 
nos sin interrupción, antes del nombramien- 
to. (2). 

Los Defensores desempeñan las funcio- 
nes de su cargo en las causas que se si- 
gan ante los Alcaldes Ordinarios, los cuales 
deben darles audiencia en todos los juicios 


(I) Decreto de ih de Abril de 1830. 
(?) Ley de 22 de Setiembre de Í821>. 
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en que se versen intereses de menores ó de 
pobres, huérfanos ó desvalidos. — En los 
asuntos pertenecientes á la jurisdicción de los 
Jueces de Paz, en que medien intereses de 
menores y demas individuos que no tienen 
representación en juicio, deben pasar aque- 
llos testimonio al Alcalde Ordinario respec- 
tivo, para que el Defensor de menores ten- 
ga en ello la competente audiencia (I). 

Coínpete también al Ministerio de me- 
nores deducir las acciones que se dirigen al 
nombramiento de tutores y Curadores, remo- 
ción de los que fuesen sospechosos, y cui- 
dar en cualquiera otro sentido, de que los 
huérfanos desvalidos, gocen de la protección 
que las leyes les confieren. Deben cuidar 
del mismo modo de que, según sus clases 
y condiciones, sean puestos en aprendizage 
de algún oficio, por medio de contratos, ju- 
dicialmente autorizados (2). 

Así pues, los Defensores de menores, 
ejercen en todos sus actos, una verdadera 
autoridad paternal, protectora de aquellos, 
y encargada de hacer ejecutar las disposi- 
ciones que les favorecen y amparan. 

La defensa y p oteccion de los menores 
en los juicios de la jurisdicción del Juzgado 
de lo civil, estaba cometida al Agente Fis- 
cal del Crimen; pero, este empleo fué su- 
primido, por el art. 40 de la ley de 6 de 
1857, y ulteriormente se cometió el desem- 
peño de las funciones de Defensor general 
de menores que aquel investía, al Fiscal del 
Estado en los asuntos civiles y criminales 
del fuero común (3). 

DEFENSOR DE POBRES EN LO CRIMI- 
NAL. — El letrado nombrado por el Supe- 
rior Tribunal de - Justicia, para defender en 
juicio á los acusados que no tengan defensor 
nombrado por ellos. 


(1) Art. i ° de la hy de 21 de Octubre de 1820. 

(2) Art. 45 y 4G de la ley dw O de Mayo de 1850. 
<3) Ai 1. 7 ° de la ley de I ° de Abril de 18 h9. 


Después de formalizado el sumario en las 
causas criminales, se requiere al acusado, 
hasta por tercera vez, para que nombre un 
abogado que le patrocine, poniéndose por el 
actuario, constancia en autos de estas dili- 
gencias: — si el acusado no hiciese uso de 
esta facultad, sea por falla de medios para 
cubrir los honorarios de aquel, ó por cual- 
quiera otra causa, el Juez procede á nom- 
brarle Defensor de oficio (4). Comunmente 
el preso manifiesta su inteneion luego de 
hacérsele la primera nolificacion ó requeri- 
miento, y en ese caso, se provee lo que cor- 
responda omitiéndose la segunda y terrecía 
notificación. 

Para los casos en que sea necesario nom- 
brar Defensor de oficio á los criminales, el 
Tribunal Superior de Justicia designa anual- 
mente cuatro abogados de la matricula, á 
quienes incumbe el desempeño del cargo, 
y de ios cuales debe hacer el Juez los nom- 
bramientos en los casos ocurrentes. Las 
funciones de estos abogados duran un año: 
sus servicios son gratuitos y obligatorios, 
como una carga de la profesión, á menos 
que medien motivos legales de escusacion, 
los cuales deben en tal caso esponerse al 
Tribunal, para la resolución qué correspon- 
do. 

Antes del acto de la confesión, el Defen- 
sor nombrado debe instruirse del sumario, 
lo que tiene lugar en el mismo día y en el 
Juzgado, precediéndose inmediatamente des- 
pués á la confesión. — Véase Juicio crimi- 
nal. 

demanda. — El escrito que se presenta' 
al Juez competente instaurando una acción 
ó pleito. 

Toda demanda debe ser acompañada del 
testimonio de acta del juicio de conciliación, 
no pudiendo darse curso en ningún Tribunal 
á pleito alguno cuando no se haya llenado y 


(I) Art. 31 d« la ley »le 10 de Agosto de 1829. 
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acreditado esa formalidad. — Cuando el plei- 
to sea de aquellos en que debe conocer el 
Juez de Paz, este, debe invitar antes á las 
parles, á una conciliación, proponiéndoles los 
medios de un arreglo amigable, como acto 
previo al establecimiento de la demanda: si 
no lograse avenirlas, entra á desempeñar las 
funciones de Juez. 

En las causas criminales y en los juicios 
extraordinarios no tiene lugar el juicio pre- 
vio de conciliación. — Véase Juicio de con- 
ciliación. 

Debe tenerse presente el Juez ante quien 
ha de ponerse la demanda, según la canti- 
dad quj se litigue. — Véase Jurisdicción. 

Por lo demas, instaurada la demanda, se 
observan las formas del procedimiento esta- 
blecidas para el juicio según su naturaleza. — 
Véase Juicio — Administración de Jus- 
ticia. 

dementes. — S in perjuicio de la Re- 
partición de dementes de ambos sexos que 
existe en el Hospital de Caridad, está man- 
dado el establecimiento de una casa de de- 
mentes que tenga la capacidad suGciente pa- 
ra contenerlos de ambos sexos. 

La Administración de este establecimien- 
to debe estar á cargo de una Comisión es- 
pecial de la Junta E. Administrativa, la cual 
debe ponerse de acuerdo con la Sociedad de 
Beneficencia de Señoras, para reunir en un 
mismo local, y con la conveniente indepen- 
dencia el asilo de huérfanos (1). — Véase 
Huérfanos — Hospital de Caridad. 

dentistas. — Véase Junta de Higiene 

pública. 

denuncia de campos. — La manifes- 
tación que se hace de algún terreno baldío 
de propiedad pública, para obtenerlo en pro- 
piedad ó en enfiteusis. 


(I) Acuerdo de la Junta E. Administrativa d§ 18 de 
Octubre de 1859. 


En las denuncias de campos, el preten- 
diente debe iniciar y seguir el respectivo ex- 
pediente de justificación, ante el Juzgado de 
Hacienda, — instaurada la denuncia, debe 
este pasar inmediatamente el expediente á la 
Comisión Topográfica, para que la asiente 
en sus registros, dejando constancia de los 
términos de ella, area calculada del terreno 
denunciado, dia en que se introdujo la de- 
nuncia, y nombre del denunciante; y para 
que informe sobre si está ó nó denunciado 
el terreno, según los datos de sus regis- 
tros (l).-*Véase Comisión Topográfica. 

Todo denunciante de tierras públicas, está 
obligado á manifestar, al tiempo de hacer 
su petición, si el terreno que pide está va- 
luto, ó poseido por él mismo ó por un ter- 
cero, sin cuyo requisito no será admitida 
la denuncia. Debe justificar también, con 
citación de los colindantes del campo denun- 
ciado, la calidad que queda indicada, de po- 
seedor, 6 de estar voluto el campo que so- 
licita, cuya condición tiene lugar al tiempo 
de practicarse la mensura (2). 

Por resolución posterior del Tribunal 
Superior de Justicia, está mandado que si 
al procederse á la mensura, resultase hallar- 
se el campo denunciado, poseido por un 
tercero, debe suspenderse la mensura, no 
innovando la posesión adquirida, hasta tan- 
to que hayan sido resueltos los derechos 
respectivos, por sentencia que cause ejecu- 
toria (3). 

El denunciante que en término de ocho 
meses, contados desde el dia en que hubie- 
se hecho la denuncia, no presentase conclui- 
das las diligencias necesarias para que se le 
expida el titulo respectivo, pierde el derecho 
que hubiese adquirido, y puede admitirse la 


(I) Decreto de I o de Febrero de 1831. 

(1) Decreto de 27 Junio de 1885. 

(2) Acuerdo de 12 de Octubre de 1859. 
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denuncia del mismo campo á cualquiera 
otro (t). 

Concluida la tramitación de todo expediente 
sobre denuncia de campos, y hecha la men- 
sura sin oposición de tercero, el expediente 
pasa al Gobierno para sus ulterioridades. — 
Véase Mensura. 

No son denunciables por un tercero, las 
sobras de campos dentro de los límites natu- 
rales, ciertos ó conocidos bajo los cuales hu- 
biese sido hecha otra donación, ó admitida 
otra denuncia: — tampoco lo son los terrenos 
comprendidos dentro de las divisas ó marcos 
señalados en la mensura que se hubiese he- 
cho previamente á la donación ó denun- 
cia. Para la ejecución de estas disposiciones 
siempre que al procederse á la mensura de 
un terreno denunciado, resultase ser sobras 
de los comprendidos en la de aquel, se sus- 
penderá la operación, dando cuenta, para 
que en juicio contradictorio, se ventilen los 
derechos respectivos. Lo mismo se practi- 
cará cuando resulte estar poseído el campo 
por un tercero. 

Si la mensura se hubiese decretado en 
virtud de una prueba testifical que resultase 
falsa, los testigos declarantes quedan sujetos 
á la responsabilidad de daños y perjuicios 
y á las penas de la ley, cuya aplicación debe 
pedir en tal caso el Ministerio público. A 
iguales responsabilidades están sugetos, los 
testigos que prestasen falsas declaraciones 
sobre posesión ó prescripción de terrenos 
del Fisco (2). 


(1) Deereto de 27 de Junio de 1835.— Parece que de- 
be entenderse que esta prescripción de derechos, solo 
tendrá lugar cuando la demora no proceda de causas 
agenas de la voluntad del denunciante, como morosi- 
dad en la tramitación, juicio sobre derechos á que 
de lugar la posesión con arreglo al acuerdo citado, 
fuerza mayor, ú otras semejantes, pues en tales casos, 
en los cuales no puede presumirse abandono de dere- 
chos de parte del interesado, no debe responsabilizár- 
sele de las consecuencias legales á que él darla mé- 
rito. 

(2) Dereto de 5 de Septiembre de 1856. 


DE 

Está mandado que los Gefes Políticos 
nombren una Comisión de dos vecinos, que 
asociados á un Comisario de Policía, lleven 
un registro de todos los poseedores, propie- 
tarios y ocupantes de terrenos de propiedad 
particular y de propiedad pública, exigién- 
doles los títulos ó documentos respectivos 
y en su defecto, una declaración del motivo 
ó causa de su ocupación ó posesión, con 
espresion del tiempo de ella: — en el mismp 
registro ha de anotarse el area y límites de 
cada terreno. — Estos registros deben remitir- 
se al Gobierno para ser pasados á la Comi- 
sión Topográfica (1). 

Las disposiciones que quedan citadas, 
aunque en vigencia, no han sido rigorosa- 
mente cumplidas. 

Los denunciantes que acrediten posesión 
del campo denunciado, tienen derechos pri- 
vilegiados sobre cualquiera otro, en los tér- 
minos y condiciones establecidas por las le- 
yes de la materia. — Véase Posesión. 

Toda denuncia, antes de ser presentada al 
Juez que ha de conocer de ella, debe ser re- 
gistrada en un libro foliado, y rubricado en 
todas sus fojas, el cual correrá á cargo de 
un Escribano público; y en el que se espre- 
sará el año, dia y hora del asiento, firmando 
el Escribano y el denunciante, de cuya dili- 
gencia se pondrá constancia en el original. 
Por el asiento percibirá el Escribano un de- 
recho de cuatro reales (2). El libro de 
asientos corre á cargo del Escribano de Ha- 
cienda (3). 

En los expedientes sobre denuncias de 
tierras públicas, debe darse audiencia al Mi- 
nisterio Fiscal. 

El minimun del precio de las tierras pú- 
blicas dadas ó moderada composición, era, 


(1) El mismo Decreto. 

(2) Ley de 27 de Abril de (¿35. 

\8) Art. 6° del Decreto de 27 de Junio de 1835. 
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con arrreglo al decreto de 30 de Octubre 
de \ 833, de quinientos pesos por cada le- 
gua Cuadrada; por decreto de 14 de Marzo 
de 1835, se estableció que no debería bajar 
de mil pesos; y últimamente, por Decreto de 
22 de Setiembre de 1837, se mandó que 
dicho mínimun fuese de mil y quinientos po- 
sos por legua cuadrada de campos de pasto- 
reo, cualquiera que fuese su condición y ca- 
lidad, sin perjuicio de ulteriores resoluciones 
sobre el particular. 

Los expedientes sobre denuncias de tier- 
ras, están suspendidos en su tramitación, 
hasta nueva resolución del Cuerpo Legislati- 
vo, y no puede admitirse en las oficinas del 
Estado, ningún pedimento sobre la mate- 
ria (1). — Véase Enfiteusis — Posesión. 

DEPARTAMENTO TOPOGRAFICO. 

Véase Comisión Topográfica. 

DEPARTAMENTO DE POLICIA. — Véa- 
se Policía — Ge fes Políticos. 

DEPARTAMENTOS DE LA REPUBLICA. 

— La República se compone de los De- 
partamentos de Montevideo, Canelones, San 
José, Florida, Minas, Maldonado, Colonia, 
Soriano, Pdysandú, Salto, Durazno, Cerro 
Largo y Tacuarembó. 

La Administración pública en cada De- 
partamento de campaña, se compone de un 
Gefe Político y de Policía , con los Comisa- 
rios respectivos; un Alcalde Ordinario en 
cada uno de los Pueblos, cuya poblaciones- 
ceda de mil habitantes ; un Juez de Paz, en 
cada Sección, y un Teniente Alcalde en ca- 
da partido ó distrito. En cada Pueblo cabe- 
za de Departamento, hay ademas una Junta 
Económico-Administrativa, cuyas funciones 
están designadas en el lugar respectivo. — 
Véase Juntas E. Administrativas. 

Los Pueblos de la República se hallan 
representados en el Cuerpo Legislativo, por 


(I) !^n€5 dc4de Julio de i8¿»2 y 2? de Abril de 1858. 
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un Senador por cada Departamento, y. por 
el número de Representantes que respec- 
tivamente les correspondan, en la proporción 
de uno por cada tres mil habitantes, y por 
una fracción que no baje de dos mil. La 
elección de los Senadores y Representantes 
es privativa de cada uno de los Departamen- 
tos, y debe hacerse en la época, y bajo la 
forma determinada por las leyes. — Véase 
Elecciones de Senadores — Elecciones de 
Representantes. 

Del mismo modo deben practicarse las 
de las Juntas E. Administrativas, Alcaldes 
Ordinarios, Defensores de menores, Jueces 
de Paz y Tenientes Alealdes — Véanse en 
«a» respectivos Capítulos. 

El nombramiento de los Gefes Políticos, 
incumbe al Gobierno — La autoridad gu- 
bernativa está representada por ellos en los 
Departamentos : — á las Policías está en- 
comendada la conservación del orden públi- 
co, no debiendo residir en los Departamen- 
tos, autoridad alguna militar, ni fuerza ar- 
mada, á menos que asi lo demanden cir- 
cunstancias extraordinarias. 

depositario general. — El funcio- 
nario público bajo cuya responsabilidad se 
constituyen los depósitos judiciales. 

En la Capital, y en cada uno de los Pue- 
blos de la República en que hay Alcalde Or- 
dinario, existe un Depositario general, cuyo 
nombramiento compete al Tribunal Superior 
de Justicia, debiendo recaer el de los Pue- 
blos de campaña, en las personas que pro- 
pongan los Alcaldes Ordinarios, siendo idó- 
neas. 

Los depositarios, antes de entrar al ejer- 
cicio del cargo, deben prestar una fianza de* 
ocho mil pesos, que responda del cumpli- 
miento de las obligaciones que por las leyes 
les son impuestas : estas fianzas deben ser 
reconsideradas cada dos años, á fin de man- 
darse renovar si dejasen de merecer la con- 
fianza necesaria. 
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Cuando los depositarios no pudiesen asis- 
tir personalmente á los embargos, pueden 
nombrar, bajo su responsabilidad y la de la 
fianza ofrecida, persona que les repre- 
sente (1). 

Los depositarios tienen opcion á los de- 
rechos siguientes : — Por los bienes raíces 
de cualquiera clase que sean, percibirán el 
uno por ciento del valor que se les asignase 
en las tasaciones aprobadas en juicio: por 
los bienes muebles, el uno y medio por 
cielito sobre el valor que resulte de tasa- 
ción judicial : por las especies semovientes 
el dos por ciento. Los depositarios que fue- 
sen al mismo tiempo administradores , per- 
cibirán, ademas de lo que les corresponda 
por el depósito, el uno y medio por ciento 
sobre todo lo que recauden por razón de la 
administración. 

Las cantidades á que sean acreedores los 
depositarios judiciales, deben incluirse, ter- 
minado el depósito, en la planilla general de 
costas de la causa, y satisfacerse al mismo 
tiempo que estas. 

No tienen opcion ó compensación alguna, 
los acreedores depositarios de bienes á cuya 
solicitud se hubiese decretado el secuestro, 
escepto en el caso de pleito ó concurso de 
acreedores. Tampoco la tienen los deposi- 
tarios de dinero ó especies metálicas con 
curso en el Pais (2). 

Los depósitos judiciales de dinero, espe- 
cies metálicas y joyas preciosas, deben ve- 
rificarse, en la Capital, en el Banco Comer- 
cial, no debiendo las justicias cobrar ni abo- 
nar á dicho Banco, ninguna dase de interés 
ó comisión por razón del depósito, cuya 
circunstancia debe hacerse constar espresa- 
mente, con la diligencia de su entrega, y 


(I ) A ue:d“ «le! Superior Tribunal de Judict.’i de 30 
de Julio de 

(!) Vuerd t il ITril»! nn! d’ Ju tieia de 18 de Mato 
d.-ÍSoT. 


recibo por el Banco depositario. Esta regla 
solo puede dejar de observarse por consen- 
timiento espreso de las partes interesadas , 
escepto que dichos depósitos ¡pertenezcan á 
concursos de acreedores, en los cuales, di- 
cha regla en ningún caso podrá dejar de te- 
ner exacto cumplimiento (1). 

El depositario general de la capital no 
puede ausentarse de ella por mas de veinti- 
cuatro horas, sin previo aviso á las justicias 
de quienes hubiese recibido depósitos ó pue- 
da recibirlos, y designación de la persona 
que haya de soslituirle en el cargo durante 
su ausencia, bajo la pena de abonar los da- 
ños y perjuicios que se originen á las partes, 
y de quedar sugeto á lo demas que el Tri- 
bunal Superior resolviese, atentas las circuns- 
tancias del caso (2). 

depósito judicial. — El que se cons- 
t uve por orden de Juez competente, para 
asegurar el resultado del juicio. 

Los depósitos judiciales se hacen en la 
Capital y en los Departamentos, en poder de 
los depositarios generales, con escepcion, en 
la Capital, de los depósitos de dinero, es- 
pecies metálicas, y alhajas preciosas, que se 
constituyen en el Banco Comercial. — Véase 
Depositario generai. 

dei ósitos de Aonxi. — Todos los 
efectos de importación que los introductores 
no despachan en el acto de su desembarco, 
quedan en los almacenes de Aduana desti- 
nados para depósito. El plazo del depósito 
es indifinido, á voluntad del dueño ó con- 
signatario de las mercancías depositadas. 

El derecho que se paga por el depósito, 
llamado de almacenagc, debe liquidarse y 
pagarse anualmente, ó al tiempo de sacarse 


(I) Amenlo del Ti ibnnal de Justicia de 12 d^ Enero 
d, 1 8511. 

(2' Art.erd./del Trillan. ti de !u»l¡ria de * do Agobio 
di* IS5S. 
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los efectos depositados. — Véase Derecho 
de almacenage. 

Para el cobro del almacenage, así como 
de los demas derechos de Aduana, si el in- 
troductor ó su fiador, no hubiese satisfecho 
lo que adeude dentro de cinco dias, la Adua- 
na debe proceder á vender en remate públi- 
co, los efectos que dicho introductor tuviese 
en depósito, en la parte que baste á cubrir 
la deuda. — No teniendo efectos en depósito, 
seguirá la via ejecutiva ante los Tribuna- 
les (1). 

El Gobierno puede autorizar el depósito 
en los puntos que juzgue conveniente. 

Está también facultado para determinar 
los canales y vias, por donde deban ser con- 
ducidas las mercancías y artículos que sal- 
gan de los almacenes de la Receptoría del 
Salto por reembarco y transito. 

El Estado es responsable del valor de los 
efectos depositados, salvo en los casos de 
incendio, probada que sea la inculpabilidad 
de los empleados encargados de su custodia: 
para este efecto, corresponde á la autoridad, 
adoptar todas las medidas precaucionaos 
que demanda la importancia de los valores 
que existen siempre en los depósitos de 
Aduana. 

No pueden ser admitidos á depósito, ios 
artículos siguientes: I o La madera Sin la- 
brar :2 o El alquitrán, brea y resinas en 
general: 3 ° El salitre, el agua ras, el áci- 
do sulfúrico, el vitriolo y sus semejantes: 
& ° Las baldozas, pizarras, ladrillos, cohe- 
tes y fósforos. 

Los efectos depositados están siempie á 
disposición de los interesados, en las horas 
en que la Aduana tiene abiertas sus Ofici- 
nas, y el Alcaide está obligado á mandar 
abrir los almacenes, siempre que lo soliciten 
los interesados en horas hábiles. 


(') Art. 42 de la ley de 14 de Julio de 18¿8. 


Los Almacenes de Aduana están situados 
en el edificio principal de este nombre, y 
en otros parages en edificios particulares de 
la Ciudad. 

Lo* introductores pueden vender por 
bultos ó del modo que les conviniese, sin 
necesidad de despachar los efectos deposita- 
dos (1). El depósito es permitido también 
en la Aduana del Salto. Lo es del mismo 
modo en los Pueblos del Cuareim y Santa 
Rosa (2). 

DEPOSITOS DE ADUANA EN PAYSANDÚ , 

— Está autorizado el depósito de efectos 
de Comercio, procedentes de los Puertos de 
la República ó del exterior por agua ó por 
tierra, en la Aduana de Paysandú , con las 
mismas condiciones que en la de Montevi- 
deo, debiendo esto empezar á tener efecto 
cuando esten concluidos el muelle y el edi- 
ficio para Aduana que deben construirse en 
aquel lugar, costeados por el Comercio. El 
Gobierno debe pagar por alquiler de estas 
obras, cuando mas un valor correspondiente 
al doce por ciento de interés anual sobre 
su costo, conservando el derecho de expro- 
piación, mediante el pago de dicho costo y 
el de conservación, debidamente compro- 
bados (3). 

DERECHO DE ALMACENAGE. El 

que pagan los comerciantes por el depósito 
de sus efectos y mercaderías en los alma- 
cenes de Aduana. 

El derecho de almacenage, se regula 
del modo siguiente: Los efectos secos, un 
octavo por ciento al mes sobre su valor: 
cada pipa de caldos de seis barriles tres 
reales: cada barrica de harina común, tres 
cuartos de real : cada seis cajones de una 
docena de botellas, de cualquier liquido, y 


(1) Ley de 43 de Julio de 4856. 

(2) Decreto de 42 de Abril de 48GO. 

(3) Acuerdo del Golierno de 37 de Enero de 1860. 
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cada ocho arrobas de tabaco, yerba, azúcar 
y demas artículos de peso, á cscepoion de 
los minerales, un cuarto de real. 

El derecho de Almacenaje, se paga, pre- 
via liquidación, al tiempo de despachárselos 
efectos por consumo ó reembarco. El valor 
de los efectos para la liquidación, es el de- 
terminado en la tarifa de avalúos (1). Véase 
Tarifa de avalúos. 

El producto total del derecho de alma- 
ccnage, se aplica al pago del costo del edi- 
fioio de Aduana en ejecución del contrato 
celebrado con la empresa respectiva. 

Guando se liquide el derecho de almace- 
nage debe reputarse concluido el mes que 
hubiese principiado. 

derecho de arqceo. — El que pagan 
los buques mercantes que hacen uso del 
Puerto, según su porte. 

Los buques Exlrangcros, y los Nacionales 
de ultramar, deben pagar por derecho de 
arqueo, lo siguiente: Los buques Extrange- 
ros, por cada tonelada, tres reales: — los 
Nacionales, dos reales. Estos derechos deben 
satisfacerse una mitad á la entrada del bu- 
que y otra mitad á su salida. 

Los que no dejen ni reciban carga, y cu- 
ya estación en el Puerto no pase de seis dias 
no pagan derecho alguno de los que que- 
dan designados, pero los que escediesen de 
este término, deben pagar una tercera parte 
de ellos. 

DERECHO DE CARCELAGE. El que 

pagan los presos al tiempo de salir en liber- 
tad. — Véase Alcaide. 

DERECHO DEPARTAMENTAL, Véase 

Impuesto Departamental. 

DERECHO DE ENVAL1ZAMIEXTO. 

Véase Impuesto de envalizamiento. 

DERECHO DE EXLINGAGE. El que 

pagan los comerciantes por el uso de los 


(I ; Cap. VI de la Ley de 13 de Jeito de 1856. 


muelles públicos para la carga y descarga de 
sus mercaderías. 

El derecho de cxlingage se paga al tiem- 
po de despacharse las mercaderías para con- 
sumo, ó al tiempo de sacarse de los depósi- 
tos de Aduana. Su importe es la mitad del 
derecho de almacenaje correspondiente á un 
mes (1). — Véase Derecho de almacenage. 

derecho de firmas. — El que co- 
braban los Jueces por los autos y senten- 
cias que firmaban: 

Este derecho fué creado por decreto de 
25 de Septiembre de 1843, en razón de no 
poder pagarse los sueldos de los Magistra- 
dos de Justicia, por las premiosas circun- 
stancias del Erario público, y solo por el 
tiempo que durase el sitio de la Capital. Su 
valor era, en los Tribunales, cinco reales 
fuertes por cada sentencia, y en los Juzgados 
unipersonales, dos reales. 

Concluida la causa que dió mérito al es- 
tablecimiento del derecho de firmas, fué este 
abolido en todos los Tribunales y Juzgados 
letrados. 

En cuanto á los Alcaldes Ordinarios, es- 
tos perciben cuatro reales por cada firma, 
cuyo importe se incluye en la planilla de 
costas, y es cubierto por las partes, al tiem- 
po de pagarse estas, en la proporción que á 
cada una corresponde. 

DERECHO DE GUARDA. — El de Un pC- 

so por tlia que pagan los buques por el ser- 
vicio del guarda durante su permanencia 
abordo. 

Este derecho en su origen era un emo- 
lumento del guarda, á quien pertenecía; pe- 
ro, ulteriormente se mandó que fuese com- 
prendido entre los ramos de aduana y se 
recaudase por el Fisco, lo cual es conforme 
con el art. 3 o de la ley de 27 de Junio de 
4829, qne prohíbe la acumulación de suel- 


(1) Ley de 13 di> Julio de 1856. Cap. §° 

41 
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dos en una persona, ya sea con el titulo de 
gratificación, emolumento, ó cualquier otro. 

Luego de practicada la visita, cuando lle- 
ga algún buque mercante de ultramar, que- 
da abordo un guarda encargado de su custo- 
dia, el cual se conserva allí, hasta que el 
buque ha concluido sus operaciones de carga 
y descarga: durante este periodo corre para 
el buque la obligación de pagar el derecho 
que le corresponda. Véase Guarda. 

DERECHO SOBRE HERENCIAS. Yéa- 

sc Herencia. 

DERECHO DE M IRTILLO. El qtie 

pagan los martilieros públicos sobre el valor 
de todas las ventas que hacen en remate. 
Véase Impuesto de martillo. 

derecho MCAiciP.il.. — Están de- 
clarados derechos municipales de cada de- 
partamento, destinados á atender con sus 
productos á los objetos á que deben con- 
traerse las Juntas Economico-Administrali- 
vas, los impuestos de pontazgo, peage y bar- 
cage, y el impuesto denominado Departa- 
mental. Es también un derecho munici- 
pal el de abasto de carnes para el consumo. 
Véase Abasto de carnes. 

El primero es el que se cobra por el ser- 
vicio de puentes, balsas ú otras obras de 
esta naturaleza, en los parages donde los hay 
establecidos, lo cual incumbe en todos sus 
ramos, á las Juntas E. Administrativas res- 
pectivamente. El segundo, el que pagan to- 
das las producciones del Eslado al ser ex- 
traídas del departamento en que se hubie- 
sen producido. Véase Impuesto departa- 
mental. El último es el que se paga por los . 
animales destinados á la matanza para el 
consumo público. 

Los impuestos de pontazgo, peage y bar- 
cage pueden establecerse dentro de los li- 
mites siguientes: los rodados, hasta 400 
centesimos; las personas á caballo hasta 120 


centesimos, los animales sueltos, hasta 20 
centesimos (1). 

Los derechos municipales deben ser ad- 
ministrados por las Juntas E. Administrati- 
vas, con independencia de la autoridad ci- 
vil, y aplicados á los objetos prevenidos por 
la ley. Estos objetos son esencialmente, 
atender á los gastos que demande la instruc- 
ción primaria, y al pago del servicio de las 
Policías. 

Los recaudadores de los derechos muni- 
cipales son nombrados por el Gobierno; pe- 
ro deben pasar los fondos que recauden á 
las Juntas E. Administrativas, previo el 
descuento de la comisión que tuviesen asig- 
nada, y la Junta debe rendir mensualmenle 
cuenta al Gobierno de las sumas qne hubiese 
recibido por las recaudaciones respectivas, y 
de su inversión. 

DERECHO DE PAPEL SELLADO. 

Aquel á que están sugelos los que tienen 
que hacer uso de dicho papel en sus contra- 
tos, obligaciones ó escritos, con arreglo á 
las disposiciones de la ley de la materia. — 
— Véase Impuesto de papel sellado. 

DERECHO DE PATENTES. El qU3 

paga lodo habitante del Estado por el ejer- 
cicio de cualquier giro ó industria, con ar- 
reglo á las disposiciones de la ley de la ma- 
teria. — Véase Impuesto de patentes. 

derecho de petición. — Véase Pe- 
tición. 

DERECHO DE PROPIEDAD. Véase 

Propiedad individual. 

DERECHO DE PUERTAS ¥ VENTANAS. 

— Véase Impuesto de luces. 

derecho de sisa. — El derecho á que 
estaban sugetas las carretas del tráfico de 
fi ulos del Pais. 

El cobro de este impuesto se hacia por 


(I) l.ey de 4 d* Junio de 1855. 
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una vez, por cada viaje, en el punto desig- 
nado para las operaciones de carga y descai- 
ga de dichas carretas. — Pero, por decreto 
de 10 de Octubre de 1853, teniendo en 
consideración que este gravamen indirecto á 
la agricultura Nacional, era contrario á su 
desarrollo, se declaró suprimido dicho im- 
puesto. 

DERECHO DE TABEADAS. Impuesto 

á que están sugelos los introductores, de 
animales vacunos en el departamento de 
Montevideo, sea para el consumo público, ó 
para otros objetos. 

El impuesto de tabladas, está declarado 
anexo á la administración de los corrales de 
abasto (1). — Véase Abasto de carnes. 

derecho de transito. — El que pa- 
gaban los fiutos del Pais que pasaban por 
tránsito por las Aduanas de la Capital. Este 
impuesto está abolido. 

DERECHOS DE CONSCEADOS. LOS 

que se pagan á los Agentes Consulares de 
la República en el Extrangero. 

Estos derechos son los siguientes: 

Por conservar alhajas, efectos ó bienes 
en depósito, 2 por ciento, que debe dedu- 
cirse al tiempo de la entrega. 

Por las ventas hechas de buques Nacio- 
nales en Puerto Extrangero, dos por ciento. 

Pft. \u. 

Por renovar la patente, dar al cer- 
tificado correspondiente, y remitirla 

inutilizada 1 * 

Por el pasábante dado en los casos 

en que puede hacerlo 4 • 

Por un rol nuevo 1 * 

Por calcular, arreglar y distribuir 
la parte que corresponda satisfacer á 
buques y carga, en los casos de grue* 

sa avería, 2 por ciento 

Por tasar, y arreglar la parte que 


(I) Decreto de 19 de Mayo de 1855, 
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corresponda satisfacer en los casos de 
avería simple, por cada seis horas in- 
vertidas 4 » 

Por registrar y dar un certificado 

de Ciudadanía 2 • 

Por una fianza otorgada , su escri- 
tura y copia 3 • 

Poruña id. pasando de dos mil 


pesos 4 » 

Por id. hasta diez mil 5 • 

Por chancelarla 14 


Por cotejo de firmas, en cartas, va- 
les ó escrituras 2 • 

Por asistencia á un Inventario, re- 
conocimiento de averias, ú otros seme- 
jantes, por cada seis horas. . . . 4 • 


Por una carta de pago otorgada an- 
te el Cónsul. . .... . . 1 • 

Por otorgar un documento de depó- 
sito de dinero, alhajas, ú otros seme- 
jantes 14 

Por comprobar una firma. . . . • 4 

Por un arbitramiento 4 • 

Por una carta de Sanidad ... 1 4 

Por un certificado de procedencia 

de efectos 12 

Por asistencia para autorizar una 
venta hecha en pública subasta: — por 

cada seis horas 4 » 

Por legalizar la patente de un bu- 
que, carta de Sanidad y manifiesto de 
la carga, haciendo el cotejo de ella. . 4 • 
Por iden siendo buque Extrangero 

ro con igual condición 8 > 

Por visar un pasaporte de pasage- 

ro •....* 4 

Por el sello de un pasaporte ex- 
trangero 4 


Por testamentos que se otorguen. . 4 * 
Por lo escrito, un peso por cada 
foja del registro: — cuatro reales id. 
por las copias. 

Por propagar la patente de un bu- 
que Nacion.il 3 • 
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DERECHOS DE SEA RETARIA. Por 

los documentos que se extiendan ante el 
Cónsul, de compras, ventas, permutas, fle- 
tes, protestas, ú otros de igual naturaleza 
llevarán por cada foja de las que quedaren 


enelregistro ....... 1 • 

Por las copias que sacaren por 

cada foja *4 

Por sellar, firmar y] concertarlas 

con la matriz 1 • 

Por un acta sobre cualquier demanda 1 4 
Por la declaración de un testigo 1 2 
Por lo escrito en tales diligencias 

por foja *3 

Por asentar la declaración de imperito 4 4 
Por un certificado de nacimiento 
muerte, existencia ú otros semejan- 
tes (1) 1 * 


DERECHO» DE IMPORTACION V EX- 
PORTACION marítima. — Los que pagan 
todas las mercaderías y efectos de eomercio, 
á su entrada y salida, en las Aduanas del 
Estado. 

Estos dcreehos son los siguientes. 

Por importación . 

3 por ciento: — Toda madera sin labrar. 

5 por ciento : — El fierro en barras, en 
planchuelas, en alambre y en láminas: — la 
hoja de lata y el zinc en laminas; — las her- 
ramientas, tablillas para techar, el salitre, 
el yeso, la tierra Romana, las galetas para 
sombreros, la jarcia y cabullería de mas 
de media pulgada de diámetro; — las alhajas 
de oro y plata, relojes de bolsillo, hoces, pa- 
las sin mango, hachas de labrar, el estaño 
y las azadas sin mango. 

7 por ciento: — El cambrai de hilo, las 
sedasen rama y torcidas, las telas de pura 
seda, los puntos y encages de hilo, los bor- 
dados de oro y plata, con piedras ó sin ellas, 

(1) R< glamento de 4 de Septiembre de <895. 


los galones finos de oro y plata, las medias 
y guantes de seda. 

10 por ciento. — El alquitrán, brea, resi- 
nas en general, salitre, agua ras, ácido sul- 
fúrico, vitriolo y sus semejantes, baldozas, 
pizarras, ladrillos, cohetes y fósforos. 

15 por ciento : — Todos los artículos y 
efectos, ya naturales ó manufacturados, que 
no esten espresados en la ley de Aduana. 

20por ciento: — El azúcar, yerba mate, 
té, cacao, canela, café, aceite de comer, es- 
pecias, drogas, comestibles en general, ta- 
blazón acepillada, madera labrada en piezas, 
sombreros para armar , tabaco de hoja , ropa 
hecha, y calzado, no siendo de goma. 

25 por ciento: — Los licores, aguardientes, 
vinos, vinagre, cerveza, cidra, y en genera), 
toda bebida espirituosa ó fermentada, y el 
rapé ó polvillo. 

30 por ciento: — Toda clase de mueblds, 
tabaco negro, trigo, maíz, galleta, almidón, 
masas de leche, como quesos y manteca, 
fas carnes de puerco y vaca, secas ó en 
salmuera, los baúles y cajas, aunque vengan 
conteniendo efectos, los espejos, las puer- 
tas y ventanas y sus herrajes, las sillas y 
recados de montar, y sus arreos de cuero, 
las carretillas llamadas de manos, los som- 
breros armados ó en estado usarse, toda 
obra de hoja de lata, aceite de quemar, ar- 
gollas de fierro, de bronce y de composi- 
ción, rejas y balcones, asadores de fierro, 
barretas cabadores con mango, rejas de 
arado de las del modelo del uso del País, 
herraduras de caballo y muía, la joyería fal- 
sa, la perfumería, el javon, las gorras de 
hombre, señora, y niña, sombrerillos, peine- 
tas, plumas, flores artificiales, adornos de ca- 
beza para señora, basos y bajillas de porce- 
lana, cristalería lapidada ó dorada, velas de 
sebo, y toda clase de carruajes y sus tiros. 

35 por ciento: — Los cigarros, los nai- 
pes y la harina de trigo, en proporción al 
valor de este, á saber: Cuando el trigo del 
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Pais, valga de 3 á 4 pesos fanega, 65 por 
por ciento: — cuando valga 4 á 5 pesos, 55 
por ciento: — cuando valga de 5 á 6—45 
por ciento:— cuando de 6 á 7 — 35 por 
ciento: — cuando de 7 á 8 — 30: — cuando 
de 8á 9—25: — cuando de 9á 10 — 20: — 
cuando de 10 para arriba, 15 por ciento. 

Por exportación. 

Los cueros de toro, vaca ó novillo secos 
ó salados, dos reales: los de caballo 6 ye- 
gua, secos ó salados, dos reales: Las demas 
producciones del Estado, no comprendidas 
en las clasificaciones anteriores, pagan cua- 
tro por ciento sobre valores de plaza. 

Son libres de derechos por lodos los puer- 
tos de la República, los efectos Extrange- 
ros que hubiesen pagado derechos de im- 
portación, y los frutos del Pais que se ex- 
porten por el Puerto de Montevideo (1). Lo 
son también los que se exporten por el de 
Maldonado, con escepcion de los cueros y- 
aceites de lobos, (2) y los que se exporten 
por las Aduanas de la frontera (3). 

Son libres de todo derecho de importa- 
ción: 1 ° Las grandes máquinas aplicadas 
á la agricultura, y á la industria, y los ara- 
dos perfeccionados; 2.° Toda especie de 
máquina de vapor , sea cual fuere el uso 
á que se destine; 3.° Las máquinas y 
aparatos que sirvan para construir, mejorar 
ó conservar los caminos, limpiar las bahias 
6 puertos, abrir y conservar canales de na- 
vegación, y mejorar los de los ríos; 4. ° 
Los buques de vapor que vengan en piezas, 
para ser armados en los Puertos ó ríos del 
Estado; 5. ° Los instrumentos de cirujia 
y las máquinas y aparatos destinados para 
el estudio de las ciencias naturales y mate- 
máticas; 6 ° Las imprentas y el papel para 


(1) Ley de 13 Julio de 4850. 

(2) Ley de 14 de Julio de 18.8. 

13) Decreto de 8 Septiembre de 1850. 


su uso; 7 o Los libros impresos; 8 ® La 
sal marina; 9° El carbón fósil; 10 Las 
cáscaras para curtir; 1 1 Las cenizas no be- t 
neficiadas; 12 Las duelas y arcos de ma- 
dera; 13 Los cueros al pelo, secos ó sala- 
dos, de novillo, vaca, caballo, carnero, y de- 
mas pieles no preparadas; 14 El sebo y la 
grasa; 15 La lana; 16 Las cerdas, astas, y 
demas productos animales, llamados produc- 
tos del Pais: 1 7 Los animales vivos para el 
fomento de la industria y mejora de las ra- 
zas: 18 El oro y plata acuñado y en pasta: 
19 Las semillas y plantas destinadas para la 
agricultura y jardinería: 20 Los equipages 
cuyo peso total no escoda de quince arro- 
bas: 21 El hielo: 22 Los efectos que trai- 
gan para su uso los Ministros públicos, y 
Agentes diplomáticos acreditados cerca de 
la República, siempre que la Nación á que 
>erlenezcan, conceda esta misma esencion, á 
os Ministros y Agentes Diplomáticos de la 
República: 23 Los artículos que el Gobier- 
no considere esclusivamente destinados al 
culto divino, y sean pedidos por los Curas, 
encargados de las Iglesias. 

Los utensilios ó instrumentos que puedan 
servir para alguno de los efectos á que puedan 
destinarse las maquinas y aparatos exonera- 
dos del derecho de importación, no deben 
ser asimilados á dichas máquinas y aparatos, 
y quedan sugelos al derecho que les corres- 
ponda pagar (1). Están sin embargo exone- 
rados de todo derecho, los materiales y útiles 
que se importen para el servicio del alumbra- 
do de gas, en virtud de resolución guberna- 
tiva de 11 de Noviembre de 1859. 

Todos los efectos de importación y ex- 
portación pagan un derecho adicional, des- 
tinado á la amortización y pago de intereses 
de la deuda fundada. Los primeros de dos 
por ciento sobre los valores de la importación: 


(I) Ley de 14 de Julio de I85S. 
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los segundos de cuatro por ciento, sobre los 
de la exportación. — Véase Deuda pública 
fundada. — Son esceptuados de esta impo- 
sición, los productos naturales y agrícolas, 
comprendidos en el tratado celebrado con 
el Brasil, el 4 de Septiembre de 1857 y sus 
similares (i) Véase Comercio. 

Es prohibida la importación de monedas 
de oro y plata, que no tengan el peso de la 
ley, asi como la moneda de cobre que no 
sea introducida por órden del Gobierno. 

Los derechos de Aduana deben pagarse, 
previa avaluación al tiempo de despacharse, 
con arreglo á la tarifa, del modo siguiente : 
de contado, si el derecho no escediese de 
quinientos pesos; y si escediese de esta 
suma, una cuarta parte al contado, y las 
otras tres cuartas partes en letras á dos y 
cuatro meses por mitades, cuyos plazos de- 
ben contarse desde el dia en que se haya 
practicado el despacho (2). Las letras deben 
ser firmadas por el importador y por un 
comerciante establecido y arraigado en plaza, 
á satisfacción de la Colecturía, siendo ambos 
responsables de mancomum et insolidum. 

Si á los cinco dias, á lo mas, después de 
despachados los efectos ó mercaderías, ó 
vencidas las letras, el introductor ó su fia- 
dor no hubiese satisfecho los derechos res- 
pectivos, la Aduana debe proceder á vender 
en remate público, efectos de los que dichos 
introductores tuviesen en depósito, en la par- 
te suficiente á cubrir el monto de dichos de- 
rechos. No teniendo efectos en depósito, se- 
rá ejecutado uno ú otro ante los Tribuna- 
les (3) 

La Colecturía debe pasar diariamente avi- 


(1) Art. i ° de la Ley de 27 de Junio de 1859. 

(2) Estos plazos determinados por la ley han sido al- 
terados por disposición de la Colecturía General, con 
aprobación del Gobierno, dictada el 22 de Octubre de 
1858, determinando que por las tres cuartas partes de 
los derechos adeudados, se dé una letra & tres meses. 

(3) Ley de 14 de Julio de 1858. 


so á los comerciantes, de las liquidaciones 
que adeuden por derechos de efectos que 
hubiesen despachado, los cuales tienen el 
deber de ocurrir á satisfacer el importe de 
sus liquidaciones, en la forma que queda 
indicada, bajo las penas establecidas. 

A los que ocurriesen con puntualidad, se 
les abona, un descuento de tres por ciento, 
sobre las sumas que paguen al contado, es- 
cluyendose de este beneficio las fracciones 
de menos de cien pesos. Los deudores mo- 
rosos, incurren en la pena de abonar el dos 
por ciento de interes mensual sobre las can- 
tidades que adeuden, desde el dia en que 
debieran haber sido cubiertas (1). 

El reembarco y trasbordo de toda merca- 
dería para mercados Extrangeros, es per- 
mitido y libre de derechos. — Vé ase Impues- 
to extraordinario de la Aduana delSalto. 

DERECHOS DE REGISTRO DE ESCBITC- 

RAS . — Todas las escrituras de contratos de 
venta, permuta, ó donación, de toda clase 
de propiedades raíces, deben ser presenta- 
das á la correspondiente toma de razón al 
Escribano encargado del ramo. En cada 
Pueblo cabeza de Departamento, existe una 
oficina de registro de las escrituras de su 
respectiva jurisdicción. 

La toma de razón debe contener: I o La 
fecha del instrumento: 2 o Los nombres de 
los otorgantes y su vecindad: 3 o La calidad 
del contrato, con especificación de los bie- 
nes sobre que se versa, sus nombres, ex- 
tensión, situación, y linderos, en la misma 
forma que esprese el instrumento. 

Los derechos de registro, son: treinta 
reales por cada escritura, pagaderos por el 
que la presente, anotándose por el Escriba- 
no en el instrumento ó certificación que 
aquel le entregue. 

El registro es indispensable para que los 


(I) Resolución de la Colecturía General, aprobada 
por Decreto del Gobierno de 25 de Octubre de 1858. 
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instrumentos que deben ser registrados, 
puedan surtir enjuicio los efectos de dere- 
cho, y los Escribanos autorizantes deben 
prevenir en dichos instrumentos, la obliga- 
ción de registrarlos. El término para verifi- 
carlo, es el de diez dias. Las escrituras 
otorgadas antes del 30 de Junio de 1855, 
fecha de la promulgación de la ley, deben 
registrarse cuando hubieren de presentarse 
en juicio, sin cuya formalidad, no deben ser 
admitidas. 

La falta de anotación en el registro, es 
penada con una multa igual al decuplo del 
valor de la anotación. 

Cuando haya de hacerse alguna adjudi- 
cación en división de bienes raíces, sea por 
herencia ó por sociedad, debe practicarse el 
registro en los títulos de los bienes adjudi- 
cados. 

El Escribano autorizante de cualquiera 
escritura, en virtud de títulos que hayan de- 
bido registrarse, y no lo estuviesen, incurre 
en la pena de destitución completa de su 
oficio. El nombramiento de los Escribanos 
encargados del registro de escrituras, in- 
cumbe al Gobierno. 

La ley que establece el registro debe ser 
revisada todos los años (1). 

El registro de escrituras corre en la Ca- 
pital, á cargo del Escribano de Cámara, y en 
los pueblos cabeza de departamento, á cargo 
de ios Escribanos de los Juzgados ordina- 
rios. 

Estos deben pasar mensualmente á los 
Gefes Políticos respectivos, una relación cer- 
tificada de las escrituras de que hubiesen 
tomado razón, con espresion de los nombres 
de los otorgantes, y con remisión del pro- 
ducto que corresponda al Tesoro Nacional, 


(l) Ley de 27 de Junio de 1855. Esta ley en virtud 
de la cual fué creado el impuesto de registro de escri- 
turas, no ha sido sin embargo revisada, y está en 
consecuencia, vigente en todas sus partes. 


que dichos Gefes Políticos deben remitir al 
Gobierno (1) En la Capital los productos del 
registro pasan directamente al Gobierno. 

Los emolumentos de los Escribanos en- 
cargados del registro, son la sesla parte de 
sus productos. 

En los asientos de los registros de escri- 
turas, ha de transcribirse la anotación que 
debe contener todo instrumento público al 
final, de la escritura que le precede (2). 

desalojo. — Véase Arrendamiento de 

fincas. 

DESERTORES, CRIMINALES T ESCLA- 
VOS. — En virtud de tratado celebrado en- 
tre la República y el Imperio del Brasil en 
12 de Octubre de 1851, así el Gobierno 
de la República como el de aquel, están 
obligados á no dar asilo en sus respectivos 
territorios á los grandes criminales, prestán- 
dose á su cxtradiccion reciproca en los casos 
siguientes: 1 ° Cuando los crímenes por 
los cuales se reclame la extradición, hubie- 
sen sido cometidos en el territorio del Go- 
bierno reclamante: 2 ° Cuando por su gra- 
vedad y habitual frecuencia, fuesen capaces 
de poner en riesgo la moral ó la seguridad 
de los pueblos; tales como los de asesinato, 
envenenamiento, incendio, robo, bancarrota 
fraudulenta, fabricación ó introducción de mo- 
neda metálica falsa, ó de papel moneda, es- 
crituras públicas ú otros semejantes: 3 * 
Cuando hubiese sobre tales delitos, prueba 
capaz de justificar la prisión, y acusación del 
individuo reclamado: A ° Cuando el cri- 
minal sea reclamado directamente, ó por 
medio del Representante del Gobierno de la 
Nación en que hubiese tenido lugar el de- 
lito. 

Si un individuo por tales causas recla- 
mado y entregado, hubiese incurrido tam- 


(1) Decreto de 7 de Agosto do 1855. 

(2) Art. 1 1 de la ley de 28 de Junio de IS58. 
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bien en crímenes polílicos, no podrá ser pro- 
cesado ni penado por dichos crímenes, en 
virtud de su entrega. La extradición no tiene 
lugar, con respecto á los ciudadanos de la 
República y súbditos Brasileros incui'30S en 
delitos polílicos, los cuales tienen en ambos 
Países, el derecho de asilo que las leyes les 
conceden. 

Si un criminal en mas de un Estado, 
fuese reclamado á la vez por los respectivos 
Gobiernos, debe ser atendido de preferen- 
cia, aquel en cuyo territorio hubiese cometi- 
do el mayor delito, v siendo de igual gra- 
vedad, el que lo hubiese reclamado pri- 
mero (4). 

Cuando el criminal reclamado hubiese 
cometido algún delito anterior en el teirito- 
rio en donde se acogiese, no podrá ser en- 
tregado, hasta después de haber sido juz- 
gado alli, y sufrir en su caso, la pena en 
que hubiere incurrido. 

La extradición no tiene lugar : I o por 
delitos polílicos, como se ha dicho; 2 o 
cuando el criminal reclamado fuese Ciuda- 
dano del Pays á cuyo Gobierno se hiciese 
la reclamación. 

Los gastos de prisión, detención y trans- 
porte del criminal, son de cuenta del Go- 
bierno reclamante. 

Los esclavos pertenecientes á subditos 
Brasileros que contra la voluntad de sus se- 
ñores, fuguen para el territorio de la Repú- 
blica, deben ser devueltos, observándose las 
reglas siguientes : 

1 ° Los esclavos deben ser reclamados 
directamente por el Gobierno Imperial, ó 
por medio de su Representante en la Re- 
pública. 

2 o La reclamación puede ser hecha 
también por el Presidente de la Provincia 


(t) Con respecto á la República no puede tener lugar 
por ahora esta hi óh ais, porque no ha celébralo cju 
otras Naciones tratados de extradición. 


DE 

de San Pedro del Rio Grande del Sud, en 
el caso en que el esclavo ó esclavos recla- 
mados, pertenezcan á súbditos Brasileros, 
residentes ó establecidos en dicha Provin- 
cia. 

3 ° Puede finalmente, ser hecha la re- 
clamación, ante la autoridad Oriental donde 
estuviese el esclavo ó esclavos, por su se- 
ñor, cuando entrase en el territorio del Es- 
tado en su seguimiento para capturarlos, ó 
por algún agente de este especialmente au- 
torizado, en cuyo caso, la reclamación debe 
ser acompañada del respectivo título de pro- 
piedad, arreglado á las leyes del Brasil. 

Todos los gastos que se hicieren para la 
aprehensión y devolución del esclavo ó es- 
clavos reclamados, son de cuenta del recla- 
mante. 

Ninguna de las parles contratantes puede 
admitir á su servicio de mar ó tierra, indi- 
viduo alguno de la Nacionalidad de la otra, 
aunque no sea ¡desertor del Ejército ó ma- 
rina á que pertenezca, solo por contrato vo- 
luntario que deba ser considerado válido. 
Tampoco pueden sus Agentes respectivos, 
autorizar el embarco en los buques de su 
Nación, de individuo alguno, ni aun á titulo 
de indigente, que no se halle munido del 
correspondiente pasaporte, salvo los casos 
de refugio ó asilo en que deban observarse 
los principios bien entendidos de humanidad 
reconocidos por los Pueblos cultos. 

Los desertores del servicio militar de mar 
y tierra de ambos Payses, deben ser entre- 
gados luego que se reclamen siendo solda- 
dos ó marineros, asi de buques de guerra 
como mercantes, quedando obligada la parte 
ue les reciba, á conmutarles el máximun 
e la pena en que hubiesen incurrido por la 
deserción, si esta fuese la de muerte. 

Los Gefes Políticos, deben proceder en 
los casos de reclamaciones de esclavos 
con sugecion á las reglas siguientes: 1 ° 
Deben admitir la reclamación, sea del Presi- 
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dente de la Provincia del Rio Grande, ó de 
parte del amo del esclavo, ó su representan- 
te, acompañada de los respectivos títulos: 
2 o No deben ser reputados como esclavos 
los que hayan sido introducidos al territorio 
del Estado, voluntariamente por sus señores 
en clase de peones, puesto que por las leyes 
vigentes no hay ya esclavos en la República, 
y dejan estos de serlo, en el hecho de pisar 
el territorio de ella. — Véase Esclavos: 3 ° 
No deben permitir en consecuencia, que 
ningún Brasilero establecido en el Estado, 
tenga esclavos con el titulo de peones en sus 
establecimientos, debiendo exigirseles la res- 
pectiva carta de libertad de aquellos: A ° 
No deben ser reclamados ni devueltos, los 
esclavos Brasileros que hubiesen entrado al 
territorio del Estado, antes del A de • Nóvi- 
embre de 1851, fecha de la ratificación del 
tratado de extradición (1). 

deuda exigidle. — Bajo esta deno- 
minación es conocida la deuda pública, pro- 
cedente de sueldos impagos de la Adminis- 
tración, hasta fin de Junio de 1855, y de 
otros créditos contraídos desde I o de Enero 
de 1853, reconocidos y mandados pagar 
por el Gobierno. 

En cuanto á los sueldos, asi de la lista 
civil, como de la militar, la Contaduría ge- 
neral debía expedir certificados de sus alcan- 
ces á los empleados que los solicitasen, lo 
que se halla en suspenso hasta nueva reso- 
lución; y por lo que hace á los tenedores de 
libramientos de pago, se mandaron refun- 
dir en documentos de dicha deuda exigible, 
con espresion de la fecha y procedencia del 
crédito. 

Estos documentos debían ser clasificados 
y sellados con el sello competente por la 
Junta de crédito público, para ocurrir des- 


(I) Circular del Gobierno á loa Gefe® Políticos de 
H de Junio de 18 &?. 


pues á la amortización en los términos que 
estaban prevenidos (1). 

Esto no tuvo efecto, y la ley de conver- 
sión de la deuda pública consolidada, ha da- 
do nuevo carácter á la exigible, la cual pue- 
de entrar á formar parle de la deuda funda- 
da, bajo las reglas establecidas en la ley de 
1 1 materia. Véase Deuda ptíblica fundada. 

deuda flotante. — Bajo esta deno- 
minación era conocida la deuda que pesaba 
sobre el Erario público, hasta 15 de Fe- 
brero de 1831, y que siendo exigible, no 
habia podido ser cubierta, por la necesidad 
de aplicar á otros objetos una parte de las 
rentas de la Nación. 

Esta se componía: 1 ° De los créditos 
reconocidos para cuando la ley determinase 
su pago : 2 ° De los créditos reconocidos, 
cuyo pago habia sido suspendido por De- 
creto de 9 de Marzo de 1830 : 3 o De los 
créditos intervenidos, y no pagados por falta 
de fondos en Tesorería: De los paga- 

rés del Gobierno. Fué reconocido á los cré- 
ditos de la segunda clasificación , un interés 
de cuarto por ciento mensual : de medio por 
ciento á los de la tercera, y de uno por 
ciento á los de la cuarta (2). 

Para la amortización de esta deuda, fué 
destinado el producto de la venta de tienas 
públicas conocidas con el nombre Aepropios 
del estinguido Cabildo de Montevideo, que 
comprendían el egido de esta Ciudad, cuan- 
do sus límites estaban determinados por las 
antiguas fortificaciones, y también el de la 
venta de los edificios y terrenos que se con- 
siderasen innecesarios dentro de la Ciudad. 
Para estas enagenaciones, debian ser prefe- 
ridos los poseedores, que quisieran adauirir 
las tien as por las dos terceras partes de su 
moderada tasación, cometida á un jurí com- 


(1) Decreto de 10 de Octubre de IS55. 

(2) Decreto de 17 de Marzo de 1831. R. N. 
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puesto ile tres individuos nombrados, uno 
por el Gobierno, otro por el interesado, y 
un tercero por ambos. Los tenedores de tí- 
tulos de deuda flotante, estaban facultados 
para comprar con ellos, los terrenos y edi- 
ficios indicados (1). 

Posteriormente fue creada la caja de 
amortización de toda la deuda Nacional, en 
cuyo número fuó comprendida esta, quedan- 
do por consecuencia sin efecto las disposi- 
ciones anteriores. Véase Caja de amorti- 
zación. 

deuda hipotecaria. — La deuda 
llamada hipotecaria se componía de aquellos 
créditos privilegiados, á cuyo pago se ha- 
llaba espresamente afectado por resolución 
del Gobierna, el producto de alguna de las 
rentas de la Nación. 

Procedía esta deuda, en gran parte, de 
dinero entregado por precio de las rentas 
de Aduana, y de otros suplementos y anti- 
cipaciones hechas por particulares. Para el 
pago de algunos de estos créditos, está asig- 
nada una parte de las rentas del Estado en 
virtud de contratos especiales, hasta que 
quedeu completamente extinguidos. 

Los demas están mandados examinar, cla- 
sificar y liquidar, por una Comisión nom- 
brada por el Gobierno, encargada ademas, 
de oir propuestas de arreglo de los acreedo- 
res, dando cuenta del resultado, para la re- 
solución Legislativa que corresponda (2). — 
Véase Contratos de Aduana . 

DEUDA PÚBLICA CONSOLIDADA. 

Toda la deuda Nacional contraída hasta fin 
de Diciembre de 1851. 

En tratado celebrado entre la República 
y el Imperio del Brasil, el 12 de Octubre 
de 1851, fue convenido: 1 ° Que el Go- 
bierno declararía en liquidación toda la deu- 


(!) Ley de !7 de Marzo de 183!. 

(?) Decreto de 2 de Noviembre de 1859. 


da Nacional el I o de Enero de 1852: 2 * 
Que nombraría para la liquidación y clasi- 
ficación de la deuda, una Junta de crédito 
público, de cuyos miembros, uno seria pre- 
sentado por el Plenipotenciario del Brasil 
en la República: 3° Que convertiría en 
los primeros seis meses del año de 1 852 , 
la deuda Nacional, en títulos de deuda pú- 
blica consolidada , con interés de seis ó de 
tres por ciento al año : 4 ° Que asi reco- 
nocida y clasificada la deuda, é inscripta en 
el gran libro de la deuda pública, quedaría 
definitivamente cerrada la contabilidad den- 
tro del plazo que se designase. 

En ejecución de estas estipulaciones, fué 
creada la Junta de crédito público (1) y ul- 
teriormente declarado deuda Nacional, el 
monto de todos los documentos liquidados 
por aquella Oficina, con sus intereses, y to- 
da la demas deuda que en lo succesivo se li- 
quidase, perteneciente á años anteriores al 
de 1852, procedente de empeños del Es- 
tado á particulares (2). 

Así convertida la deuda pública, y espe- 
didos los títulos respectivos, quedó definiti- 
vamente cerrada la conversión (3). 

Fué mandado comprender en la liquida- 
ción de la deuda pública, el monto de los 
perjuicios causados por la guerra que duró 
desde 1843 hasta 1851, previas las justifi- 
caciones establecidas por la ley de la mate- 
ria. — Véase Perjuicios causados por la 
guerra. 

Se dictaron últeriormentedislintasresolu- 
ciones Legislativas, sobre la forma de amor- 
tización de la deuda pública consolidada. 
Todas las tierras y propiedades públicas, 
fueron declaradas especialmente afectas á 
este objeto, (4) prohibiéndose, en consccuen- 


(1) Decreto de 20 de Diciembre de 1851. 

(2) Ley de 3 de Julio de 1854. 

(3) Ley de 6 de Junio de 1857. 

(4) Ley de G de Julio de 1852. 
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cia, toda enajenación de ellas, ordenando 
la suspensión de todo expediente sobre de- 
nuncia de campos, y mandando también prac- 
ticar la mensura general del territorio de la 
República, con arreglo a los títulos legíti- 
mos que presentasen los particulares. 

Ultimamente, el producto de la contri- 
bución directa, lué adjudicado a la amorti- 
zación de la deuda consolidada (1). Esto se 
ejecutó durante algún tiempo por medio de 
propuestas cerradas, ante la Junta de crédito 
público, hasta que por disposición posterior 
fué suspendida dicha amortización. 

La deuda consolidada en fin, fué conver- 
tida en títulos de la deuda pública fundada 
en virtud de las estipulaciones del contrato 
celebrado en la Corte de Rio de Janeiro el 
28 de Diciembre de 1858, entre el Pleni- 
potenciario de la República, y el Barón de 
Mauá, aprobado por el Gobierno, y sancio- 
nado por el Cuerpo Legislativo, con las mo- 
dificaciones contenidas en la ley de la ma- 
teria (2). 

Las estipulaciones de este contrato no 
son obligatorias para los tenedores de la 
deuda consolidada, pudiendo entrar á la 
conversión aquellos que lo juzguen conve- 
niente, dentro del término de cinco años. — 
Los que conserven sus bonos, ó títulos de 
deuda consolidada, no tienen opcioná entrar 
en arreglos de pago ó amortización, hasta 
tanto que haya sido definitivamente amorti- 
zada la deuda fundada. — Véase Deuda pú- 
blica fundada. 

Los títulos de deuda pública consolidada 
que resultaron falsificados, en virtud del 
examen practicado en 1859, por una comi- 
sión nombrada por el Gobierno, fueron que- 
mados el 25 de Abril de 1860, por una 


(i) Loy de 13 de Julio de 1853 y art. 13 de la de-20 
de Judío de 1856. 

(2, Ley de 27 de Jun o d ; 1859. 


Comisión compuesta del Fiscal de Gobierno 
y Hacienda, el Contador y el Tesorero Ge- 
neral, y el Escribano de Gobierno y Hacien- 
da. 

deuda publica flxbada. — La deu- 
da exigible y la consolidada, convertida en 
títulos de aquel nombre.-— Véase Deuda 
exigible. — Deuda pública consolidada. 

Todos los acreedores del Estado, por tí- 
tulos de deuda consolidada, tienen derecho 
de presentarlos á la conversión en títulos 
de la deuda fundada, dentro del término de 
cinco años contados desde el 12 de Abril 
de 1859: igual derecho tienen los tenedo- 
res de títulos de deuda exigible. 

Los que acepten la conversión, ceden á 
favor del Estado, noventa y cinco por ciento 
del valor nominal de sus títulos, siendo de 
deuda consolidada, y noventa por ciento, 
siendo de deuda exigible; y ambos, todos los 
intereses que hubiesen vencido dichos tí- 
tulos hasta el 1 ° de Julio de 1859, re- 
nunciando ademas, en el hecho, todos los 
derechos que les hubieren sido conferidos por 
leyes anteriores. 

Para subscribir á la conversión, deben 
los interesados depositar sus títulos de deu- 
da exigible ó consolidada', en el Banco Mauá 
y compañía al cual incumbe reducirlos á tí- 
tulos de la deuda fundada en las proporcio- 
nes establecidas. Para la realización de esta 
conversión, el Banco debia acreditar ante 
el Gobierno hallarse autorizado para repre- 
sentar una suma de títulos de la deuda pú- 
blica que no bajase de ochenta millones de 
pesos. 

Verificado esto, la conversión fué opera- 
da. 

Los títulos de deuda pública fundada, 
dados en cambio de los de la exigible y con- 
solidada, gozan del interés de seis por ciento 
al año pagadero scmcslralmente en Enero y 
Julio; y la deuda en general, el beneficio de 
amortización, por medio de propuestas hechas 
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en pliego cerrado, á cuyo efecto lia de desai- 
narse una cantidad anual, igual al uno por 
ciento sobre el valor htal de la deuda. Las 
propuestas deben ser abiertas en presencia 
ael Fiscal de Gobierno y Hacienda, y en 
caso de duda, debe esta referirse á la deci- 
sión del Ministerio de Hacienda. Si los tí- 
tulos de deuda fundada llegasen á la par, la 
amortización se hará á sorteo. 

El pago de los intereses y amortización 
de la deuda fundada, deben hacerse en oro 
6 plata, correspondiente á la ley monetaria 
de la República, sin que pueda ser aplicable 
i él, cualquiera mudanza ulterior en el sis- 
tema monetario, ó la introducion de cual- 
quier medio circulante, bajo cualquiera for- 
ma ó denominación. 

Los acreedores de deuda consolidada ó 
exigible que no entrasen en la conversión, 
no pueden ser atendidos en ningún arreglo, 
hasta después de hallarse integramente 
amortizada la deuda fundada, quedando en 
consecuencia en suspenso las resoluciones 
anteriores sobre la materia. 

Los títulos de la deuda fundada son trans- 
feribles y al portador, y deben llevar la fir- 
ma del Ministro de Hacienda, del Contador 
General y del Banco Mauá. — Las transfe- 
rencias deben hacerse, dejando previamente 
constancia en los respectivos registros del 
Banco Mauá, asi en Montevideo, como en 
Rio Janeiro y Londres. — Las transmisiones 
de títulos sin este requisito son ineficaces, é 
inducen sospechas de falsificación, según lo 
dispuesto por acuerdo del Gobierno de 26 
de Septiembre de 1859 (1). 

El pago de intereses y amortización de la 
deuda, debe hacerse en el Banco Mauá en 
Montevideo, y en Rio de Janeiro y en Lón- 


(I) Esta es una medida preventiva de cualquiera 
f.iUAcaclon, como lo dice el preámbulo de mismo 
actimlo: sin embargo, ella debe ser ineíicáz é ilusoria 
desde que los títulos de deuda fundada son al porta- 
dor. 


dres á voluntad de los acreedores allí , resi- 
dentes. Incumbe también al Banco Mauá 
realizar todas las operaciones relativas á este 
negocio, recoger fondos, sufragar los gastos 
y presentar cuenta semestral de todo al Go- 
bierno, cobrando una comisión de dos y me- 
dio por ciento sobre el monto de los divi- 
dendos. 

Para la amortización y pago de intereses 
de la deuda fundada, están asignados los 
fondos siguientes : I ° Dos por ciento adi- 
cional sobre los valores de la importación, 
esceptuándose los productos naturales y 
agrícolas comprendidos en el tratado cele- 
brado con el Imperio del Brasil el 4 de 
Septiembre de 1857 y sus similares. — 
Véase Derechos de importación y expor- 
tación marítima. 2 ° Cuatro por ciento 
de exportación sobre los productos del Pays, 
con escepcion de aquellos á que se refiere 
el mismo tratado. — Véase Comercio. 

Son esceptuados también del derecho ex- 
traordinario de exportación, los frutos simi- 
lares á los del Pais, procedentes de Puertos 
Extrangeros á su rembarco ó trasbordo. 

Si el producto de las rentas adscriptas 
al servicio de la deuda fundada, esccdiera 
de la cantidad necesaria para el pago de los 
intereses y amortización, el escálente debe 
aplicarse á la compra de títulos por cuenta 
del Gobierno. 

Si sobreviniendo circunstancias extraor- 
dinarias, no podujesen las rentas adscriptas 
al servicio de la deuda, las sumas necesa- 
rias para cubrirlo, el Banco Mauá y com- 
pañía está obligado á adelantar al Gobierno 
la suma que faltase en cuenta corriente, 
mediante el interes establecido para esa 
parte de sus operaciones Bancarias. 

El Gobierno está autorizado para dismi- 
nuir ó suprimir el derecho de exportación 
sobre las carnes y las harinas, si el fondo 
destinado al servicio de la deuda escediese 
la cantidad exigida, debiendo sin embargo, 
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presentar antes al Poder Legislativo, los 
medios de reemplazarla cantidad disminuida 
por otra equivalente, de manera que la deu- 
da conserve siempre todas las garantías es- 
tablecidas á su fundación. 

El funcionario público que de cualquiera 
manera concurriese á la distracción ó reten- 
ción délos fondos adscriplos al servicio de la 
deuda, queda sugeto á la pena impuesta á 
la malversación de los caudales públicos (1). 

El interes de la deuda pública fundada, 
devenga desde que los tenedores de títulos 
de la exigible ó consolidada depositen estos 
en el Banco Mauá. Los bonos asi deposita- 
dos, antes de cambiarse por títulos de la 
deuda fundada, deben ser pasados á la Con- 
taduría general, para su comprobación con 
los libros matrices, la cual debe practicarse 
por una Comisión compuesta del Contador 
de la extinguida oficina general de crédito 
público, y del gerente del Banco Mauá ó su 
representante. Los títulos ó bonos que re- 
sultasen falsificados, quedan separados, po- 
niendo la clasificación de buenos á los que 
lo fuesen, y devolviéndose al Banco. 

Esta operación se practicó anticipada- 
mente con lodos los títulos de la deuda con- 
solidada, sin escepcion, á consecuencia de 


la aparición de bonos falsificados, quedando 
inutilizados estos, y habilitados los buenos con 
un sello con esta inscripción: comprobado , 
y la firma de los funcionarios encargados del 
examen y comprobación. 

A medida que se extiendan títulos de la 
deuda fundada, deben ser completamente 
extinguidos los de la deuda exigible y con- 
solidada, que hubiesen sido convertidos. 

La Contaduría general debe llevar un li- 
bro especial para la deuda fundada, y para 
la cuenta corriente con el Banco Mauá y 
compañía relativa al pasage de fondos, anti- 
cipos y demas operaciones de la misma 
deuda. 

Los productos de las rentas asignadas al 
servicio de la deuda, deben pasarse por la 
Colecturía general al Banco Mauá y com- 
pañía, con intervención de la Contaduría. 

Los Cónsules de la República en Rio de 
Janeiro y Londres, representan al Fiscal del 
Estado, y al Ministerio de Hacienda, en las 
operaciones de amortización de la deuda fun- 
dada. 

Los certificados de Contaduría general 
sobre atrasados de 1852, pueden concurrir, 
á la deuda fundada en igualdad de condi- 
ciones con la deuda exigible (1). 


DI. 


mas clasicos. — Yease Fiestas Nar 

dónales. 

DIETAS DE LOS REPRESENTANTES I 

senadores. — Las sumas con que el Es- 
tado compensa los servicios de estos, du- 
rante el ejercicio de sus funciones. 

El monto de las dietas, es designado por 
cada Legislatura, en la última sesión de su 


(I) Contrato celi lirado en Rio de Janeiro entre el 
Plenipotenciario de la República y el Daron de Mauá 
el 28 de Diciembre de 1858 y lev de 27 de Junio de 
1859. 


periodo, para la siguiente. Los Represen- 
tantes y Senadores residentes en los De- 
partamentos de campaña, tienen opcion á las 
dietas, desde el dia en que salgan de sus 
casas, hasta aquel en que prudentemente se 
juzgue su regreso á ellas : los residentes en 
la Capital, tienen opcion desde el dia de la 
apertura, hasta el de la clausura de las Cá- 
maras. - La Comisión Permanente, goza de 


(I) Decreto de i de Julio de 1809. 
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las dietas sin interrupción. Véase Comisión 
Permanente del Cuerpo Legislativo. 

Las dictas se pagan directamente con 
absoluta independencia del Poder Ejecu- 
tivo (1). 

El Tesorero General debe separar el diez 
por ciento de todas las rentas que entren 
en su caja, hasta completar el monto men- 
sual de las dietas de los Senadores y Re- 
presentantes y sueldos de los empleados de 
las Secretarías de las Cámaras, conservando 
dichas sumas á disposición de los Presiden- 
tes de ellas. Antes de cubrir los libramien- 
tos de estos, debe recabar la intervención 
de la Contaduría General. El mismo proce- 
der debe observar con respecto á la Comi- 
sión Permanente y las Secretarías, durante 
el receso de las Cámaras. Cuando la Asam- 
blea fuese convocada extraordinariamente, 
las dietas deben estenderse al tiempo de la 
duración de las sesiones extraordinarias (2). 

diezmo. — La décima parte aplicable 
al Fisco, sobre el valor de alguna cosa su- 
geta á su pago. El derecho de diezmo que 
se exigía sobre la cuatropea y granos, fue 
declarado suprimido (3). 

diligencias. — Los asientos de estos 
carruages, deben estar numerados, y tener 
un espacio de dos tercias de vara cada uno. 
No pueden contener mas pasageros de los 
que cómodamente puedan conducir. Los in- 
fractores incurren en una pena discrecional 
á juicio de la Policía (4). 

DIPUTADOS DE COMERCIO. Las 

personas nombradas en algunos Departa- 
mentos para administrar justicia en las cau- 
sas mercantiles. 


(1) Art. 37 de la Constitución. 

(2) Leyes de 22 de Diciembre de 1830 y de 9 de Ju- 
lio de 1858. 

(3) Ley de 30 de Diciembre de 1825. 

(h) lUsolucion policial de 25 de Abril de I8G0. 
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Las Diputaciones de Comercio en los 
Pueblos de Maldonado, Mercedes, Colonia y 
Paysandú, fueron creadas por el Reglamen- 
to provisorio de Administración de Justicia 
de 10 de Agosto de 1829, y aunque supri- 
midas por la ley de 13 de Julio de 1839, 
la cual incumbió á los Alcaldes Ordinarios 
y Jueces de Paz el conocimiento de las cau- 
sas de comercio, fueron aquellas restable- 
cidas por Decreto de 4 de Marzo de 1854. 
Pero como esto fuese una consecuencia del 
restablecimiento también, del Tribunal Con- 
sular, que habia tenido lugar por resolución 
de 28 de Enero anterior, no existiendo ya 
este, las diputaciones de Comercio han de- 
jado de existir, aun cuando no haya una re- 
solución especial que lo determine. 

Los Diputados de Comercio conocían en 
las causas de esta naturaleza, asociados á 
dos comerciantes ó mercaderes sacados á la 
suerte, de una lista de todos los individuos 
de aquellas clases, que debían formar antes 
de entrar á ejercer sus funciones; y en los 
Pueblos donde no habia Diputados de Co- 
mercio, los Alcaldes Ordinarios desempeña- 
ban el cargo; sus sentencias eran apelables 
para ante el Juzgado de Alzadas. 

Actualmente conocen en las causas de 
Comercio en los Departamentos de campaña 
los Alcaldes Ordinarios y los Jueces de Paz 
según el monto del valor que se litigue, con 
apelación de las sentencias de los segundos 
para ante los primeros, y de estos para an- 
te el Juez letrado de Comercio. — Véase 
Juez letrado de Comercio. 

discorde. — En los Tribunales cole- 
giados los miembros que no estuviesen con- 
formes con el voto de la • mayoría, y que 
deben sin embargo someterse á la resolu- 
ción de esta, tienen la facultad de agregar 
á su firma la palabra discorde (1). 


(I) Art. 42 de la Ley de 9 de Mayo de I85C. 
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doctor. — El que ha recibido solem- 
nemente en alguna Universidad, el grado 
que le faculta para enseñar y profesar la 
ciencia en que fué graduado. 

La Universidad de. la República confiere 
el grado de Doctor, en las facultades de Me- 
dicina, Cirujia, Derecho y Teología. 

Para obtener el grado de Doctor se re- 
quiere : 1 ° Haber recibido antes el de Ba- 
chiller en ciencias y letras: 2 ° Rendir un 
examen general sobre las materias que 
abraze el estudio, de la facultad en que ha- 
ya de recibirse, cuya duración será de tres 
cuartos de hora : 3 ° Presentar una diser- 
tación escrita sobre una tesis importante, 
cuya lectura durará al menos media hora. 
Esta disertación debe ser presentada al 
Rector, y á los Catedráticos de la facultad, 
y aprobada que sea, el Rector señala dia y 
hora para su lectura en acto público : 4 ° 
Sufrir después de esta lectura, las réplicas 
que deben hacerle dos estudiantes, y las 
preguntas que le hiciere la mesa, lo cual 
no debe durar mas de una hora. En esta 
última función, el examinado puede ser pro- 
tegido, por uno de los profesores de la fa- 
cultad, de su elección. 

Rendidas estas pruebas, y aprobado que 
sea en ellas, el pretendiente queda habili- 
tado para recibir el grado de Doctor en la 
facultad que le corresponda, en la primera 
colación de grados Universitarios. 

Antes de ese acto solemne debe prestar 
ante el Rector de la Universidad, juramento 
de defender la independencia de la Repú- 
blica, y su libertad bajo el régimen R :pre- 
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senlativo Repúblicano, y el imperio de la 
ley. 

Los graduados en otra Universidad, que 
lo acrediten con títulos originales, pueden 
ser incorporados á la de la República, pre- 
sentando sus títulos al Consejo Universita- 
rio (1). Véase Sala de Doctores. 

documentos oficiales. — En eje- 
cucion de lo dispuesto por Acuerdo del Go- 
bierno de 8 de Noviembre de 1859 por el 
cual se mandó llamar á propuestas para la 
inserción de todos los documentos oficiales, 
fué acordado este privilegio al Diario La 
Nación, con obligación de entregar diaria- 
mente á la Oficina competente, ciento cin- 
cuenta ejemplares del Diario. Esto no obsta 
sinembargo, á la publicación de dichos do- 
cumentos por los demas periódicos. 

donación. — El traspaso gracioso del 
dominio de alguna cosa. 

Todas las donaciones que se hiciesen por 
medio de escritura pública, deben ser ano- 
tadas en el registro competente , sin cuyo 
requisito, no surten dichas escrituras, sus 
efectos legales enjuicio. — Véase Derechos 
de registro. 

DONACION MORTIS CAUSA. El tras- 

paso del dominio de alguna cosa, hecho por 
via de manda, en caso de peligro de muerte. 

Las donaciones mortis causa, están su- 
getas al pago de un impuesto de un tanto 
por ciento, según los casos , en favor del 
Fisco, sobre lo cual, incumbe al Fiscal de 
Gobierno y Hacienda, hacer las gestiones 
que fuesen necesarias (2). Véase Herencia. 


El). 


edificios. — No puede construirse nin- 
gún edificio sin permiso competente. Todo 
particular que quiera edificar debe dirigirse 
previamente al Departamento de Policía y 


al Inspector de obras públicas para obtener 


(1 ) Reglamento Universitario de 28 de Septiembre 
de 1849. 

(2) Lr>y de 8 de Abril de 1857. 
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la correspondiente autorización: en cuanto al 
primero, á fin de pagar el impuesto estable- 
cido, y en cuanto al segundo, para que pro- 
ceda á la respectiva delineaciony nivelación. 
La Inspección debe llevar un libro en que 
conste el nombre del propietario y todas las 
particularidades de medidas lineales y de lo- 
calidad (1). Véase Licencia para edificar. 

Llenadas esta§ formalidades, queda el 
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pretendiente habilitado para emprender sus 
trabajos con sugecion á las reglas y prescrip- 
ciones siguientes: 1 ° El edificio no debe 
salir de la linea de la acera, ni subir ni bajar 
esta: 2 ° Las rejas no deben ser convexas 
ni salientes de la linca del edificio (I). — 
Véase Inspección de obras públicas. 

educaciox. — Véase Instrucción pú- 
blica. 


EJ. 


ejido. — El terreno de propiedad públi- 
ca que se reserva á la salida de los pueblos, 
ó en su circunferencia, para desahogo de 
estos. 

El antiguo ejido de esta Ciudad, conoci- 
do con el nombre de propios del Cabildo de 
Montevideo, fué vendido ; á particulares, por 
disposición de la ley, adjudicándose su pro-' 
duelo, al pago de la deuqa denominada flo- 
tante . — Véase Deuda flotante. 

Las condiciones de la venta eran el pago 
de los dos terceras partes de la moderada 
tasación, hecha por un juri compuesto de 
tres individuos, nombrados uno por el Go- 
bierno, otro por el interesado, y el tercero 
por ambos. — Para la venta de estas tierras, 
debian ser preferidos los que se apoyasen en 
derechos de posesión, á los cuales compren- 
día la moderada tasación indicada. Los de- 
mas, debian venderse en remate público, 
quedando esceptuados de dicha venta, los 
terrenos que reconociesen alguna servidum- 
bre pública (2). 

Los terrenos del antiguo ejido, fueron 
pues, vendidos á particulares, en solares, 
bajo la delincación demarcada en el plano 
mandado levantar al efecto; en donde se 
formó después ' la parte Este de la Ciudad, 


(I) Art. 6.® del Decreto de 26 de Julio de 1854. 
(?) Ley de 17 de Marzo de 1831. 


conocida con el nombre de Ciudad nueva , 
y que hoy constituye una parte muy impor- 
tante de la Capital. 

Los ejidos de algunos pueblos, de la cam- 
paña, han sido, del mismo modo, enagena- 
dos á particulares y continúan enagenandose, 
siendo de la competencia de las Juntas Eco- 
nómico Administrativas, la expedición de 
los respectivos titulos de propiedad. 

Las Juntas deben proceder con relación 
á los ejidos, con sugecion á las disposiciones 
de las leyes de Indias sobre la materia, y 
á las demas, de la legislación Española. En 
consecuencia, las tierras designadas para eji- 
dos de los Pueblos, deben considerarse es- 
clusivamentc destinadas para su labranza. 

No puede donarse á cada poblador mas 
que una suerte de chacra, y un solar en el 
pueblo, hasta tanto que haya construido ha- 
bitación, si es solar dentro del Pueblo, ó 
establecido trabajos de labranza, si es cha- 
cra, por cuyos medios se perfecciona el de- 
recho de dominio. El que no lo verificase 
dentro de tres meses, después de hecha la 
donación, pierde en el hecho, los derechos 
adquiridos. 

Es prohibida la aglomeración de adqui- 
siciones en una persona, ó en nombre de 
diversos miembros de una familia, á menos 


(1) Reglamento de *5 de Enero de 1827. 
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que constituyan nuevas familias ó poblacio- 
nes. 

Nadie puede conservar chacras sin culti- 
vo, ni solares sin edificar y cercar, á no ser 
que haya adquirido antes el dominio, por la 
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población y labranza continuada durante 
cuatro años. Las Juntas E. Administrativas 
deben hacer constar estas disposiciones en 
los títulos que expidan (1). 


El,. 


ELECCIONES DE ALCALDES OBDIXA- 

rios. — Los Alcaldes Ordinarios son nom- 
brados por elección directa de los vecinos 
de su respectiva jurisdicción, el dia 1 ° de 
Enero de cada año. 

Con el Alcalde se eligen dos suplentes, 
que desempeñan, por su orden, las funciones 
del titular, en caso de renuncia, ausencia ó 
impedimento. Los Alcaldes pueden ser ree- 
lectos. 

El Alcalde Ordinario saliente, debe pre- 
sidir la mesa encargada de recibir los votos 
para el entrante, cuya mesa se formado di- 
cho Alcalde, y de cuatro vecinos noinbrados 
á pluralidad por los que se hallen presentes, 
momentos antes de proccdcrse á la elección, 
de los cuales, dos desempeñan las funciones 
de escrutadores, y otros dos las de secretario. 
Constituida asi la mesa, procede á recibir 
los votos, hasta la hora de ponerse el Sol. 
Es de práctica que la votación para Alcalde 
y sus suplentes, se presente por escrito. 

Terminada la elección, el Alcalde salien- 
te convoca al que resulte electo del escru- 
tinio que se hubiese practicado , asi como á 
los suplentes, para que concurran á prestar 
ante él, el juramento do desempeñar bien y 
fielmente el cargo, después de cuyo acto, 
queda el nombrado en posesión, y entra al 
ejercicio de sus funciones. El Alcalde sa- 
liente debe, antes de ese acto , pasar oficio 
al Ministerio de Gobierno y al Tribunal Su- 
perior de Justicia, comunicando el resultado 
de la elección. 

Ningún individuo electo Alcalde Ordina- 


rio ó suplente, puede cscusarse de admitir 
el cargo ni renunciarlo, sino ante la mesa 
electoral, la cual resolverá sin recurso algu- 
no. Si las causas fuesen tales, que se re- 
suelva en virtud de ellas exonerar á los 
electos, siendo el Alcalde, se* repetirá la 
elección en la misma forma, sin elegirse 
nueva mesa: siendo algún suplente, se le 
reemplazará por nombramiento que haga la 
misma mesa electoral (2) 

Cuando se dijese de nulidad de la elec- 
ción de Alcalde, por vicios de que adoleciese 
ú otras causas, compete al Tribunal de ape- 
laciones conocer del asunto, y resolver sin 
figura de juicio, con audiencia del Ministe- 
rio Fiscal (3). 

Para ser electo Alcalde Ordinario ó su- 
plente, se necesita ser vecino, y haber resi- 
dido en el Estado, un año al menos, sin in- 
terrupción, antes del nombramiento (4). 

ELECCIONES DE DEFEVSORED DE ME- 
NORES. — Los Defensores de menores, son 
elegidos con dos suplentes, simultáneamente 
con los Alcaldes Ordinarios, y en la misma 
forma que estos. Sus funciones duran el 
mismo tiempo que las de los Alcaldes (5). 
Véase Elecciones de Alcaldes Ordinarios. 
— Defensor de menores. 


( 1 ) Decreto de 55 de Orlubrede 1850 . 

( 2 ) H« fromento provisoiio de Administración do 
Justicia de lO de Ag de 1 8 *. 9 , Cap. 10 . 

( 3 ) Ley de |:< de Julio de < 853 . 

(i) Ley de 52 de Scpiii robre de < 829 . 

( 5 ) Alt. <0 del R* 8 amento de Administración de 
J ti s icia de 10 de Agioto de IS ;9 y 9 de la Ley de 24 
de Octubre drl mí lito aflo. 

13 
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ELECCIONES DE JUECES DE PAZ. 

Los Jueces de Paz son nombrados por elec- 
ción de los Tenientes Alcaldes de su res- 
pectiva jurisdicción, reunidos en junta pre- 
sidida por el Alcalde Ordinario saliente en 
el Pueblo cabeza del departamento, ó donde 
lo haya — Hecha la elección , el Alcalde 
debe comunicarlo al Juez electo, para que 
preste ante su antecesor el debido juramen- 
to de desempeñar con fidelidad el cargo. 

Las funciones de los Jueces de Paz du- 
ran un año pudiendo ser reelectos. 

Verificada la elección de los Jueces de Paz, 
el Alcalde Ordinario debe pasar al Gobierno 
y al Tribunal Superior de Justicia, una no- 
ticia de los electos. 

Ningún individuo nombrado Juez de Paz, 
puede escusarse de admitir el cargo, sino 
ante el Alcalde Ordinario, al cual incumbe 
resolver sin recurso alguno. Si el Alcalde 
resolviese admitir la escusacion, con presen- 
cia de las causas que la motiven, se nombra 
el que haya de subrogarle, por la mesa elec- 
toral de Alcalde Ordinario (1). 

Los Jueces de Paz no tienen suplentes. 
En los casos de impedimento ó recusación, 
deben ser subrogados por sus antecesores, 
por el orden de antigüedad, principiando por 
el mas inmediato; y en defecto de estos, 
por el Juez de Paz en ejercicio que se halle 
á menor distancia y no esté impedido (2). 

Para poder ser Juez de Paz, basta saber 
leer y escribir, á mas de las circunstancias 
que requieren las leyes generales. (3). 

Al Tribunal Superior de Justicia compete 
conocer y resolver, sin figura de juicio y 
con audiencia del Ministerio Fiscal de la 


(1) Reglamento de Administración de Justicia de 10 
de Agosto de 1829. Cap. 10. 

(2) Ley de 20 de Marzo de 1} 38. 

(3) Art. i)0 del Reglamento de AJniinistrneioa de 
Justicia de de Agosto de 1820. 
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validez ó nulidad de las elecciones de los 
Jueces de Paz (1). ' 

ELECCIONES DE LAS JUNTAS E. ADMI- 
NISTRATIVAS. — El nombramiento de los 
individuos que deben componer las Juntas 
Económico Administrativas, se hace, por vo- 
tación popular. La duración de estas es de 
tres años. 

El siguiente Domingo, después de haberse 
hecho la elección de Representanles, se reú- 
nen nuevamente los Ciudadanos para elegir 
directamente los miembros de las Juntas E. 
Administrativas, é igual número de suplen- 
tes. — Véase Elecciones de Representantes. 

Las mesas primarias para esta elección, 
deben componerse del Juez de Paz, ó el que 
desempeñe sus funciones, en clase de Presi- 
dente, y de los cuatro primeros Ciudadanos 
sacados á la suerte ocho dias anles, de una 
lista que los Jueces de Paz deben formar 
anticipadamente, de los inJividuos inscriptos 
en el Registro Cívico, que supieren leer y 
escribir. La ausenria ó enfermedad de al- 
guno de estos, debe suplirse por los suplen- 
tes, sacados del mismo mo4p. Para el acto 
del sorteo deben ser citados todos los ciuda- 
danos de la sección respectiva que se hu- 
biesen inscripto en el Registro Cívico. — Véa- 
se Registro cívico. 

A cada sección corresponde una mesa 
primaria, las cuales deben reunirse en un lu- 
gar público para recibir la votación, admi- 
tiéndola de todos aquellos Ciudadanos que se 
hubiesen inscripto previamente en el Regis- 
tro. La votación dura desde la nueve hasta 
la hora de ponerse el Sol. 

De los cuatro Ciudadanos que integran la 
mesa, dos desempeñan las funciones de es- 
crutadores y dos las de Secretarios, llevando 
listas dobles de la elección. 


(I) Ley de 13 Julio de 1853. 
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El escrutinio de la votación corresponde 
á la mesa central. Esta se forma del Alcalde 
Ordinario, en clase de Presidente, y seis 
Ciudadanos sacados á la suerte, de una lista 
que no pase de cincuenta, ni baje de veinte, 
hecha previamente por el Alcalde, el Defen- 
sor de menores y un Juez de Paz: la falta 
de los primeros, en su caso, debe llenarse 
por sus suplentes; y la del último por el Juez 
de Paz mas inmediato. 

El Alcalde Ordinario debe hacer el sorteo 
en público, con asistencia de los Jueces de 
Paz y Tenientes Alcaldes del Pueblo, anun- 
ciando previamente por edictos, el dia y ho- 
ra en que haya de verificarse. 

El primer dia festivo después de hechas 
las elecciones, se reúne la mesa central, á 
la cual deben haber remitido los Jueces de 
Paz, los pliegos cerrados de la votación ; 
y después de cerciorarse de que no han si- 
do abiertos, se abren en público, procedién- 
dose al escrutinio general, no contando en 
este, los votos que se hubiesen dado, por una 
misma persona en diferentes mesas (1). 

Hecho el escrutinio, y labrada el acta 
respectiva, en que deben constar los electos 
y sus suplentes, se remite una copia al Go- 
bierno, y otra á cada uno de los electos, que 
les sirve de diploma, así como á los suplen- 
tes. Los registros originales y el acta, pa- 
san después al Presidente de la respectiva 
Junta, quedando depositados hasta la pri- 
mera reunión de esta, en poder del Alcalde 
Ordinario. 

La mesa central debe también designar á 
los electos el dia en que hayan de tomar 
posesión, la cual debe darse á estos por la 
Junta saliente, dentro de los primeros veinte 
dias después de su elección (2). 


(1) Para evitar esto abuso la mesa debe asegurarse 
de que el votante so halle inscripto en el Registro Cí- 
vico de la Sección, despechando su voto en caso con- 
trario. 

(2) Ley de 30 de Marzo de 1830 Cap. 3 ° . 
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Para ser miembro de la Junta E. Admi- 
nistrativa, es necesario reunir las condicio- 
nes siguientes: \ ® Ser Ciudadano: 2 o 
Poseer alguna propiedad raiz en el Depar- 
tamento (1). 

Los miembros de las Juntas en los De- 
partamentos de campaña, no deben bajar de 
cinco (2). La dj la Capital se compone de 
nueve (3). 

«LKCCIOV DE PRESIDENTE DE LA BE- 

PL'BLic.t. — El Presidente de la Repú- 
blica es elegido por la Asamblea General, el 
dia I o de Marzo, por votación nominal, á 
pluralidad absoluta de sufragios, espresados 
en balotas firmadas, que lee publicamente el 
Secretario, y que son presentadas en el acto 
de la elección. 

Las funciones del Presidente de la Re- 
pública duran cuatro años, y no puede ser 
reelecto sin que medie igual periodo de 
tiempo, entre su cese y su nueva elección. 

Para ser electo Presidente de la Repú- 
blica, se requieren las condiciones siguien- 
tes: I o Ciudadanía natural : 2 ° Siete 
años de ejercicio de ta Ciudadanía antes de 
su nombramiento : 3 ° Treinta y tres años 
cumplidos de edad: 4 o Poseer un Capital 
de diez mil pesos, ó una renta equivalente ó 
profesión científica que se la produzca (4). 

Hecha la elección, el Presidente electo 
presta juramento ante la Asamblea General, 
y en manos del Presidente del Senado, so- 
bre los Santos Evangelios, de desempeñar 
debidamente el cargo, proteger la Religión 
del Estado, conservar su integridad é inde- 
pendencia y observar y hacer observar fiel- 
mente la Constitución (5). 


(1) Art. 122 déla Constitución. 

(‘2) Art. 27 do la Lev de 30 de Marzo ele 1830. 

(3) Ley de 20 de Abril de 1836. 

(4) Sección 7 a * C.ip. 1 de la Constitución. 

(•*») Art. 76 de la Constitución. 
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Comunicase en seguida al Presidente de 
la República cesante, para que le ponga en 
posesión del cargo, lo que se verifica acto 
continuo. 

ELECCIONES DE REPRESENTANTES. 

— Los Representantes son elegidos por 
voto directo de los Ciudadanos que se hu- 
biesen inscripto previamente en el Registro 
Cívico á cargo de los Jueces de Paz — Véa- 
se Registro Cívico. 

En todos los lugares cu donde exista un 
Juez de Paz, debe formarse una mesa elec- 
toral, donde concurran los votantes á pres- 
tar sus sufragios. De los individuos inscrip- 
tos en el Registro Cívico, deben sacarse á 
la suerte, ocho dias antes del señalado para 
la elección, ocho Ciudadanos, de los cuales , 
los cuatro primeros deben formar la mesa , 
presidida por el Juez de Paz, ó el que de- 
sempeñe sus funciones, supliéndose la au- 
sencia de aquellos, por los otros cuatro, cu 
calidad de suplentes: para el efecto, deben 
ser todos citados con la conveniente antici- 
pación. El sorteo debe hacerse públicamente 
por el Juez de Paz, citando con antelación 
á los Tenientes Alcaldes, y á los Ciudada- 
nos mas inmediatos do su distrito, y anun- 
ciándolo por edictos. Ninguno de los Ciuda- 
danos designados por la suerte , puede cs- 
cusarse de asistir, sin causa justificada (I). 

Las elecciones de Representantes, tienen 
lugar en toda la República, el último Do- 
mingo del mes de Noviembre, cada tres años 
cu que concluye cada Legislatura (2). 

En la mañana del dia de la elección, la 
mesa debe reunirse en un parage público y 
nombrando previamente de su seno, dos es- 
crutadores y dos secretarios, proceder á re- 
cibir la votación, empezando por los de la 


(I) U'ytle 30 de Marzo de 1830. 
:2) Ari. 2? do tu ('.oiislilurioii. 
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mesa, en el orden en que se hallen coloca- 
dos. 

Los votos deben darse personalmente, 
poniendo un número doble de personas del 
que coi responda al de Representantes que 
deba dar el Departamento, dividiendo la mi- 
tad en titulares, y el resto en suplentes, con 
la debida separación. 

La votación debe anotarse en listas do- 
bles, que formarán á un mismo tiempo los 
dos Secretarios, con espresion del nombre 
del sufragante: estas listas deben ser con- 
frontadas y formadas por todos los de la 
mesa, según vayan llevándose los pliegos en 
que se asienten. La votación empieza á las 
nueve de la mañana, y concluye al ponerse 
el sol. 

Acto continuo se procede al escrutinio, 
extendiendo acta en que se espresen todos 
los Ciudadanos que hubiesen obtenido su- 
fragios, y el número de estos. 

Concluido esto, la mesa debe pasar al Al- 
calde Ordinario del Departamento, copia au- 
torizada de dicha acta y de las listas de vo- 
tación, en pliego cerrado y sellado, con nota 
en el sobre de contener la votación para Re- 
presentantes del Juzgado tal. 

El Alcalde Ordinario en el Pueblo cabe- 
za de Departamento, reunirá una mesa cen- 
tral, encargada de hacer el escrutinio gene- 
ral de las votaciones de los Juzgados de 
Paz: esta se compondrá del Alcalde Ordina- 
rio en clase de Presidente, y de seis Ciuda- 
danos sacados á la suerte, de una lista que 
no pase de cincuenta, ni baje de veinte, for- 
mada previamente por el Alcalde, el Defen- 
sor de menores y un Juez de Paz, elegido 
por aquel : la falta de los primeros, se lle- 
nará por sus suplentes, y la del último, por 
el Juez de Paz mas inmediato. 

El sorteo de los Ciudadanos debe ser pú- 
blico, anunciándose previamente por edictos, 
y pasando aviso á los que resulten designa- 
dos por la suel te. 
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El primer día festivo siguiente á aquel 
en que se hubiesen recibido las últimas elec- 
ciones del Departamento, debe reunirse la 
mesa central, y proceder al escrutinio gene- 
ral, abriendo los pliegos que le hubiesen si- 
do remitidos por los Jueces de Paz, después 
de cerciorarse de que no han sido abiertos, 
rectificando los escrutinios de las mesas 
primarias, y separando los votos que apa- 
reciesen dados por una misma persona en 
distintas mesas. 

Concluido el escrutinio general, se esten- 
derá acta en que se esprcsen los Ciudadanos 
que hubiesen obtenido votos, y el número 
de estos. En seguida serán proclamados Re- 
presentantes los que tuviesen mayoría de su- 
fragios, y suplentes de estos, los que les si- 
guieren en el orden de la votación. 

A cada uno de los primeros se pasa en 
seguida copia autorizada del acta, que le sir- 
ve de suficiente diploma para incorporarse 
á la Cámara. Cuando haya de darse copia 
del acta á alguno de los suplentes, se reu- 
nirá la mesa para expedirla (1). 

Para ser elegido Representante, se re- 
quieren las condiciones siguientes: I o Cinco 
años de Ciudadanía en ejercicio: 2 o Veinti- 
cinco años cumplidos de edad: 3 o Un capi- 
tal de cuatro mil pesos, ó el ejercicio de una 
profesión, arle ú oficio útil, que produzca 
una renta equivalente: 4° No ser empleado 
civil ó militar, ni pertenecer al clero regu- 
lar, ni al secular, gozando renta con de- 
pendencia del Gobierno (2). 

ELECCIONES DE SENADOBES. La 

elección de los Senadores es indirecta (3). 
Los Senadores duran seis años en el ejer- 
cicio de sus funciones, debiendo renovarse 


(1) Ley de¡30 de Marzo'.de 1830. Cap. I o y 2 ° . 

(2) Art. 2 i y 25 de la Constitución. 

(3) Art. 28 de la Constitución. 


EL 

por terceras partes en cada bienio de mane- 
ra que cada dos años haya en los Departa- 
mentos respectivos, elección de Senadores 
que deban reemplazar á los salientes. 

Para este caso, debe pasarse aviso por el 
Gobierno á los Alcaldes Ordinarios de los 
Departamentos donde haya de elegirse Se- 
nador, y estos lo transmitirán á los Jueces 
de Paz de su jurisdicción, designándoles el 
Domingo siguiente al señalado para la elec- 
ción de las Juntas E. Administrativas, para 
que convoquen á los Ciudadanos de sus res- 
pectivos distritos, y procedan á recibir la 
votación de electores que deben constituir 
el Colegio electoral de un Senador y cuatro 
suplentes. En cuanto al modo de formarse 
las mesas primarias, recibirse la votación, 
hacerse el escrutinio de ella, y pasar las co- 
pias de actas á la mesa central, debe obser- 
varse lo prevenido para la elección de Re- 
presentantes. — Véase Elecciones de Repre- 
sentantes. 

La votación debe hacerse por nueve elec- 
tores en cada uno de los Departamentos, 
quienes deben reunir las siguientes condi- 
ciones: I o Ciudadanía natural ó legal: 2 o 
Residencia en el Departamento de la elec- 
ción: 3 o Posesión de alguna propiedad raiz, 
ó de un capital de dos mil pesos. 

En el Pueblo cabeza de Departamento se 
formará una mesa central, el Domingo in- 
mediato, siguiente al recibo de las votacio- 
nes de los Juzgados de Paz, en la forma de- 
terminada para la elección de Representan- 
tes, la cual hará el escrutinio general, pro- 
clamará los électos, y pasará á cada uno de 
los que hubiesen obtenido mayoría, copia 
del acta en que asi conste, citándoles para 
el octavo dia siguiente; todo en la forma pre- 
venida con respecto á la elección de Repre- 
sentantes. 

El dia designado para la reunión del Co- 
legio electoral, el Alcalde Ordinario debe con- 
currir al acto, y después de proponerles el 
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nombramiento de Presidente y Secretario, 
verificado esto se retirará, dejando asi cons- 
tituido el Colegio electoral. 

Habiendo al menos siete electores reuni- 
dos, procederán al siguiente dia á la elección 
del Senador: si no hubiese este número, de- 
ben adoptarse las providencias necesarias 
para hacer comparecer á los ausentes, con 
el auxilio, en caso preciso, de la justicia. 
En caso de ausencia, enfermedad, ó causa 
justificada de parte de algunos electores, pa- 
ra su inasistencia, sus vacantes, hasta llenar 
el número de siete, deben ser suplidas por 
los que les siguiesen en el orden de la vo- 
tación. 

La elección del Senador ha de hacerse en 
cédulas firmadas por cada uno de los elec- 
tores presentes, antes de cuyo acto deben 
ser leídos el art. 25 y el Cap. 3 o Sección 
4 a de la Constitución, que establecen las 
condiciones que deben reunirlos Ciudadanos 
para poder ser electos Senadores. La elec- 
ción se hace por un Senador y cuatro su- 
plentes, íesultando electo el que tuviese ma- 
yoría de sufragios, y suplentes los que le 
siguiesen en el orden de la votación. 

Concluido el escrutinio se proclamarán 
los que resulten electos Senador y suplentes, 
avisándose al primero, con copia del acta, 
que le sirva de diploma, para incorporarse á 
su Cámara (1). 


Eli 

Para poder ser nombrado Senador, se re- 
quieren las condiciones siguientes: 1 ° Siete 
años de Ciudadanía en ejercicio antes del 
nombramiento: 2 o Treinta y tres años años 
cumplidos de edad: 3 ° Poseer un capital 
de diez mil pesos, ó una renta equivalente 
ó profesión científica que la produzca: 4 ° 
No ser empleado civil ni militar, ni perte- 
necer al clero regular, ni al secular, gozan- 
do renta con dependencia del Gobierno (1). 

ELECCIONES DE TENIENTES ALCAL- 
DES. — Los Tenientes Alcaldes, son elegi- 
dos directamente por los vecinos de su res- 
pectiva jurisdicion, en Junta presidida por el 
Teniente Alcalde saliente , en el lugar que 
este designe, á mayoría simple de votos. 

Ningún individuo nombrado Teniente Al- 
calde pnede cscusarse de admitir el cargo, 
ni renunciarlo, sinó ante la mesa electoral 
del Alcalde Ordinario, la cual resolverá sin 
recurso alguno. Si las causas fuesen tales 
que se resolviese admitir la renuncia, la mesa 
hará por sí misma el nombramiento del que 
haya de subrogarle. 

Las funciones de los Tenientes Alcaldes 
duran un año, y pueden ser reelectos. Pue- 
de ser electo Teniente Alcalde, cualquiera 
Ciudadano natural, ó legal. 

La elección de los Tenientes Alcaldes tie- 
ne lugar en los mismos dias que la de los 
Alcaldes Ordinarios y Jueces de Paz (2). 


Eli. 


embargo . — El secuestro ó retención 
de bienes, hecho por mandamiento de Juez, 
por razón de alguna deuda. 

Cuando se- pide al Juez ejecución de bie- 
nes, en virtud de instrumento que con ar- 
reglo á la ley la traiga aparejada, debe aquel 
librar sin mas trámite el competente manda- 

(I) Ley de 30 de Marzo de 1830. Cap. 1 ° 


miento de embargo, siempre que haya sido 
llenado el requisito de conciliación, previo 
á toda demanda. — Véase Juicio de conci- 
liación. 

El embargo debe trabarse en los bienes 

(O Art. 80 de la Constitución. 

{%) Reglamento de Administración de Justicia de 10 
de Agosto de 1829. 
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que denuncie el demandante, cuya denuncia 
na de hacerse en bienes muebles, si los hu- 
biese, y alcanzasen á cubrir la deuda recla- 
mada; en caso contrario, en raiccs, y no ha- 
biéndolos, en los créditos, derechos y accio- 
nes del deudor. 

Cuando se embargue una propiedad cual- 
quiera, cuyo dominio conste de títulos, el 
Escribano debe hacer anotación en ellos, 
del embargo trabado, y si el deudor resis- 
tiese, ó no pudiese exibirlos para el efecto, 
se publicará inmediatamente el embargo por 
la prensa ó por edictos. La anotación en los 
títulos, ó la publicación en su caso, debe 
hacerse constar por diligencia en los au- 
tos (1). Véase Juicio Ejecutivo. 

Es de práctica admitida, que cuando se 
teme la ausencia próxima de un individuo 
contra quien va á instaurarse alguna de- 
manda, se pida á un Juez de Paz libre in- 
mediatamente rrde:i á la Capitanía del 
Puerto, para la interdicción del viage, bajo 
la responsabilidad del peticionario, á lo que 
el Juez provee de conformidad, sin mas trá- 
mite. 

En tales casos, la responsabilidad ofreci- 
da puede llegar á ser ilusoria, puesto que 
no se establece en términos hábiles para 
que sea efectiva, ni se averigua si el preten- 
diente ^ ó nó persona responsable , mien- 
tras que los perjuicios que se ocasionen al 
detenido, pueden ser de importancia y gra- 
vedad. Este sistema ’de procedimiento de- 
mandaría la adopción de reglas fijas, que 
sirvieran de guia en los casos muy frecuen- 
tes que ocurren en el foro de la República. 

EMBARGO BE PROPIEDADES FLOTAN- 
TES. — Está mandado que en los casos en 
que haya de embargarse alguna propiedad 
flotante que se halle bajo pabellón Extran- 
gero, se pase aviso por el Juez que ordene 


(I) Lev de 9 de Mayo de <856. Cap. II. 


el embargo, al Ministerio de Gobierno, para 
que por el de Relaciones Exteriores, se ha- 
ga saber al Agente Consular de la respecti- 
va Nacionalidad del buque embargado (1). 

embriaguez. — Las leyes del código 
Español que autorizan la escepcion de ebrie- 
dad en las causas criminales , están deroga- 
das. Ella no salva á ningún acusado de la 
pena en que hubiese incurrido (2). 

La frecuencia con que se obtenia la im- 
punidad del delito, oponiendo aquella escep- 
cion, dió mérito á la resolución citada; sin 
embargo, ella puede ser de funestas conse- 
cuencias para la sociedad. La imposición de 
la pena de muerte á un homicida que hubie- 
se incurrido en el delito sin voluntad deli- 
berada, por su estado de ebriedad, y el cual 
no habría delinquido sin esa causa, produce 
un mal irreparable, é inmensamente mayor 
que el abuso que la ley ha querido cortar. 

La pena de muerte, que la civilización y 
la humanidad rechazan -con profunda indig- 
nación, debería alejarse de la legislación Na- 
cional, en cuanto lo permitiera el interés 
público, y el bien de la sociedad, mientras 
que la ley Patria, tiende por el contrario, á 
remover obstáculos razonables á su ejecu- 
ción. 

El hábito de ebriedad es muy común en 
cierta clase de nuestra sociedad: puede su- 
ceder en muchos casos que sea una verdad 
que esa situación haya sido la causa única 
del delito, que sin ella no habría existido; y 
que sea condenado á la última pena, un 
hombre que no será, en tal caso, un homi- 
cida voluntario. Esto solo, basta á hacer 
comprender todos los inconvenientes que 
envuelve, la latitud de la disposición de la 
ley Patria citada. 


(1) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 14 de Mayo 
de 1831. 

(2) Ley de 1 1 de Abril de 1837. 
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empedrado público. — El empedra- 
do de las calles, se hace á costo de los pro- 
pietarios, con esccpcion del de las boca-ca- 
lles, plazas públicas, y terrenos pertene- 
cientes al Fisco, que debe ser costeado por 
el Tesoro Nacional, en los mismos términos 
y condiciones que los particulares. 

El empedrado de la Ciudad vieja, debe 
seguir el sistema actual, pudiendo elegirse 
para la Ciudad nueva, este, ó el de Mac- 
Adams, ó el mixto de ambos. 

Los propietarios de edificios situados en 
la Ciudad vieja, están obligados á pagar por 
el empedrado, durante dos años á contar 
desde que se concluyese el que se hiciere 
delante de aquellos, un impuesto mensual de 
tres reales fuertes, por cada vara lineal del 
frente de sus casas ó terrenos: en la nueva 
Ciudad, cuatro reales en la misma forma. 
Los que prefieran pagar de contado el valor 
del empedrado, pueden hacerlo en la pro- 
porción de .once reales corrientes por cada 
vara cuadrada del empedrado común , seis 
reales del de Mac-Ada ns, y ocho reales del 
mixto. 

Cuando el empedrado se hiciese en ca- 
lles de las que fueron empedradas después 
de Mayo de 1835, debe llevarse en cuenta 
á los respectivos propietarios, la cuota de 
cuatro reales por vara cuadrada que hubie- 
sen pagado anteriormente: el monto de esa 
cuota, en tal caso, es abonable por el Tesoro 
Nacional. 

El empresario del empedrado público es 


Effl 

responsable de su conservación durante tres 
años, en cuyo periodo, debe reparar, en el 
acto, cualquier deterioro que sufriere. 

Los propietarios de fincas, cuyo frente se 
empedrase con la correspondiente anuen- 
cia y autorización del Departamento de Poli- 
cía, están obligados al pago del impuesto es- 
tablecido, cualquiera que sea su condición ( 1 ). 

EMPLEADOS AMOVIBLES. Son 3010- 

vibles á volontad del Presidente de la Repú- 
blica los Ministros de Estado y los Oficiales 
de las Secretarias. 

Ningún otro empleado de la Nación pue- 
de ser destituido, sino por ineptitud, omi- 
sión ó delito; en los dos primeros casos, 
con acuerdo del Senado, y en su receso, de 
la Comisión Permanente, y en el último, 
pasando el expediente á los Tribunales de 
Justicia, para que el delincuente sea juzga- 
do con arreglo á la ley (2). 

Aunque por el articulo 5 ° del Regla- 
mento del Resguardo de 20 de Marzo de 
1829 se declararon amovibles á voluntad del 
Gefe del Estado, todos los empleados del 
ramo, esta disposición debe entenderse tá- 
citamente revocada por la prescripción Cons- 
titucional. 

Les Gcfes Políticos, cuyo cargo se con- 
sidera una Comisión, son amovibles á vo- 
luntad del Poder Ejecutivo (3). 

empleadas ptBLicos. — Véase Em- 
picados amovibles. 




EXFiTFA sis. — La enagenacion del do- 
minio útil de algún predio ó campo, me- 
diante un canon anual que sc r paga al ena- 
genantc, en reconocimiento del dominio di- 
recto. 

Las tierras de propiedad pública destina- 


das al pastoreo, que no estuviesen poseídas 
por mas de veinte años, se mandaron dar 


(I) Ley de H de Julio de 1855. 

(*2) Arl. 81 de la Gonslilurion. 

(3) Art. 9 de la Ley de i ° de Marzo de 1831. 
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en enfiteusis por el término de cinco años , 
debiendo pagar al Tesoro Nacional, los 
que recibieran estas tierras, un canon cor- 
respondiente al dos por ciento anual , sobre 
el precio en que aquellas fuesen avalua- 
das (1). 

El pago del canon debe hacerse anual- 
mente á los Receptores departamentales, los 
cuales deben pasarlo al Colector general de 
Aduana, bajo pena á los enfiteutas de per- 
der el derecho, y de quedar consolidado el 
dominio en el Señor directo, cuando no sa- 
tisfaciesen el canon durante dos años (2). 

Para obtener un terreno en enfiteusis , 
debe solicitarse del Gobierno, quien, con la 
constancia de no estar denunciado, debe 
mandar que por el Juez territorial se reciba 
información de ser propiedad pública , po- 
seído por el denunciante, ó valdio. No acre- 
ditándose estas circunstancias, el Juez debe 
dar de ello cuenta al Gobierno con las dili- 
gencias practicadas. 

Resultando de la información que el ter- 
reno es de propiedad pública, poseído por el 
denunciante, ó valdio, se procederá á su 
deslinde, mensura y amojonamiento, á soli- 
citud del pretendiente, y no habiendo con- 
tradicción de linderos ó colindantes, y pre- 
vias las demas formalidades de derecho, el 
Gobierno, con informe de la Comisión To- 
pográfica en la parte facultativa, y con au- 
diencia fiscal, aprobará en su caso, las dili- 
gencias de mensura, ordenando la liquida- 
ción por Contaduría General , y mandando 
extender y escriturar el contrato, cuyos cos- 
tos deben ser de cuenta del enfiteuta. En 
el contrato debe espresarse la extensión del 


(I) Ley de 14 de Majo de 1833. 

{ 7 ) Esta disposición no ha sido rigorosamente ob 
serrada en la piáctka. 
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terreno censido, sus lindores, el canon de- 
signado, y el tiempo de la duración de 
aquel (1). 

El que hiciese traspaso de cualquiera 
terreno de propiedad pública concedido en 
enfiteusis, bien sea en el todo ó [en parte, 
debe presentarse á la Comisión Topográfica, 
acompañando sus títulos, y acreditando ha- 
ber satisfecho el canon correspondiente. Las 
Escribanías públicas no pueden extender es- 
crituras de traspaso de terrenos de propie- 
dad pública dados en enfiteusis, sin que an- 
tes acredite el vendedor, estar inscripto en 
los registros. del Departamento Topográfico, 
y haber cumplido con las disposiciones que 
quedan indicadas (2). 

Cuando falleciese algún enfiteuta, y mien- 
tras no se acrediten los derechos á la suc- 
cesion de parte de los deudos ó herederos 
de aquel, y se hallen indivisos sus bienes, 
son responsables los albaceas, ó los encar- 
gados de dichos bienes, del pago del canon 
impuesto á las tierras de propiedad pública 
dadas en enfiteusis. 

Los que succedicscn en el goce de los 
contratos enfiteuticos, deben presentar los 
títulos competentes, para que sean anotadas 
las transferencias á su favor en la Contadu- 
ría general y Comisión Topográfica (3). 

enviados diplomáticos. — El nom- 
bramiento de los Ministros y demas Agen- 
tes del Cuerpo Diplomático del Estado, cor- 
responde al Presidente de la República, de- 
biendo solicitar previamente el acuerdo del 
Senado, y en su receso, el de la Comisión 
Permanente (i ). — Véase Cuerpo Dipló- 
mático. 


(1) Decreto de 3 de Agosto de 1833. 

(2) Decreto de 29 Abril de 1835. 

(3) Decreto de G de Abril de 1835. 

(4) Art. 81 de la Consiihiciin. 


u 
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RQiiPAJfis — Son libres de derechos á 
su entrada en el Pais, aquellos cuyo peso 
no escoda de quince arrobas. En caso de 


«O 

esccso quedan sugetos al pago de los que 
correspondan con arreglo á la ley de 1 4 de 
Julio de 1858. 


■ ES. 


escarcelaciox. — En cualquier estado 
de una causa criminal, en que no haya de 
resultar pena corporal, se pondrá al preso 
en libertad, dando lianza con arreglo á la 
ley (1). Esta disposición es preceptiva, y el 
Juez que conozca de la causa debe llenarla 
de oficio (2). 

Es de practica admitida en nuestros Tri- 
bunales, que cuando el delito procede de 
substracción, el preso dé ademas de la fian- 
za de cárcel segura á que se refiere la ley, 
la de juzgado y sentenciado, constituyéndose 
dicha fianza en persona abonada y respon- 
sable á juicio del Ministerio público, á quien 
se dá audiencia á falta de acusación de parte. 

esclavos. — La odiosa condición del 
esclavo, que hace al hombre inferior á sus 
semejantes, contra las reglas inmutables de 
la naturaleza, fue abolida por resolución de 
la Sala de Representantes de la Provincia, 
de 7 de Septiembre de 4825, la cual de- 
claró libres, sin escepcion de origen, todos 
los que nacieran en el territorio de ella, 
desde aquella lecha en adelante: resolución 
que fué confirmada después, por el artículo 
131 de la Constitución del Estado. 

Esta medida, que estaba en perfecta ar- 
monía con la civilización, y con los princi- 
pios de humanidad que forman la fisonomía 
del carácter Nacional, fué ampliada ulterior- 
mente, declarando libres para siempre, to- 
dos los esclavos que aun existían en el ter- 
ritorio de la República, con calidad de in- 


(1) Arl. 139 de la Cnnatilurion. 

(2) Art. f,C de la ley de 9 de Mayo de 1856. 


demnizar á sus señores, pagándoles por el 
Tesoro Nacional, el precio de sus respecti- 
vos esclavos (4). Los dueños de los esclavos 
manumitidos fueron documentados del pre- 
cio que se estableció por punto general por 
cada uno de ellos. 

Los menores nacidos de madres esclavas 
después de la resolución Legislativa de 7 de 
Septiembre de 4825, quedaban sugetos á 
una especie de tutela bajo la denominación 
de patronato, en poder de los amos de sus 
madres esclavas. 

Este patronato duraba hasta la mayor 
edad, con obligación, de parte de los pa- 
tronos, de alimentar, vestir, é instruir en 
principios de moral y religión á los meno- 
res, haciendo uso de sus servicios en com- 
pensación. 

La ley de 12 de Diciembre de 4842, y 
el curso del tiempo, han venido á hacer de- 
saparecer totalmente estas instituciones. Los 
menores de color hoy, son enteramente li- 
bres, y se hallan bajo el amparo de las dis- 
posiciones generales sobre menores (2). 

escribano. — El funcionario público 
encargado de redactar y autorizar cuanto 
pasa en el juicio, y las escrituras, actos y 
contratos que se celebran ante el. 

El nombramiento de Escribanos compele 
al Tribunal de Justicia, previa la respectiva 
información de costumbres, y pruebas de su- 
ficiencia de derecho. El nombramiento de 
Escribanos de los Juzgados, asi letrados co- 


(!) Ley de i 2 de Diciembre (le 1842. 
(2) Ley de 2 de Mayo de 1863. 
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mo ordinarios, incumbe al mismo Tribunal, 
á propuesta de sus respectivos Jueces (1). 

Las funciones de los Escribanos, son: I o 
Actuar con arreglo á la ley en todos los 
expedientes que giren ante los Juzgadss áque 
pertenecen : 2 ° Notificar á cada una de las 
partes, las providencias que se dictaren, y 
no pudiendo ó no sabiendo firmar, recabar 
la firma di un testigo á su ruego (2) : 3 o 
En caso de resistencia de la parte, á firmar 
una notificación, hacerlo constar así, á pre- 
sencia y bajo la firma de dos testigos: 4 ° 
No hallando el Escribano en su casa, á la 
persona á quien haya de hacer una notifica- 
ción, debe volver por segunda vez, y si en 
esta tampoco la hallase, debe dejar un ce- 
dulón que contenga la providencia, su fecha 
y la de la notificación, haciendo constar en 
autos la diligencia de entrega del cedulón á 
la esposa, hijos ó vecinos del notificado, el 
nombre del individuo con quien hubiese ha- 
blado, y la hora en que hubiese verificado 
la diligencia: el Escribano que omita estas 
formalidades, incurre en la pena tlp suspen- 
sión de su oficio, durante seis á quince 
dias (3). 5 ° Llevar un libro de asientos 
de las providencias que se dictaren, con es- 
presion de las causas en que hayan recaído : 
6 ° Recabar recibo de las partes al hacer- 
les entrega de los autos, en traslado ó con 
cualquiera otro motivo: 7 ° Tener á su 
cargo el protocolo de los contratos , y de- 
más actos que tengan lugar ante ellos. 

Son deberes de los Escribanos : 1 ° 
Prevenir á los interesados al tiempo de 
extender ante ellos cualquier contrato de 
venta, permuta ó donación, que deben pre- 


sentar sus escrituras al registro respectivo. 
Véase Registro de escrituras. 2 ° No au- 
torizar escritura alguna en virtud de títulos 
en que no conste haber sido registrados, 
bajo la pena de destitución completa de su 
oficio (1); 3 o No mantener sin giro en su 
oficina ningún expediente, por mas de cua- 
renta y ocho horas, sin justo motivo: pro- 
bada esta omisión, pueden ser recusados 
por cualquiera de las partes : 4 ° Respon- 
der á las partes de los daños que les resul- 
tasen del mal desempeño de sus funciones, 
sin perjuiciode las penas en que hubieren in- 
currido: 5 ° Cuando extiendan alguna es- 
critura de hipoteca que se refiera á títulos 
de la cosa hipotecada, poner en estos la 
anotación debida, bajo la responsabilidad ci- 
vil y criminal que les incumba: (2) 6 ° Al 
recibir declaraciones, así en las causas civi- 
les, como en las criminales, deben espresar 
por estenso los dichos de los testigos, y 
salvar antes de firmarlas, cualquiera en- 
mienda que se haya hecho en ellas, ó en 
otras diligencias ó actuaciones de los proce- 
sos: 7 o No admitir escritos, en que no se 
hayan salvado las enmendaturas que tuvie- 
ren, ni los que vengan sin los márgenes ne- 
cesarios para que la lectura sea fácil (3); 
El Escribano de Cámara , debe ademas dar 
cuenta al Tribunal de cualquiera escrito en 
que se noten cscesos, ó falta de decoro en 
sus términos (4); 8 ° Certificar en la forma 
fie derecho, todas las providencias de los 
Jueces con quienes actúen (5); 9 ° Anotar 
en la carátula de todo expediente, al tiempo 
de instaurarse la demanda, si se ha llenado 


(II Reglamento de Adrainistiacion de Justicia de 10 
de Agosto de 1829. 

(2) Los Escribanos encargan por lo común el acto 
de la notilicacioil, á uu empleado de la Olieii.a. Esta 
practica aunque ¡uaulorizada por la ley, está cu uso. 

(3) Ley de 9 de Majo de 18.3o, Cap. III. 


(1) Art. 4 y 9 de la ley de 27 de Junio de 1855. 

(2) Ley de 9 de Mayo de 1850, Cap. til. 

(3) Acuerdo del Tribunal Superior de Justicia de'it 
de Marzo de 1828. 

(4) Acuerdo de| mismo, de ?Odo Enero de 1819 

(5) Acuerdo del mismo Tribunal de 8 de Agorio de 
1 SoÜ. 
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ó no el requisito previo de la conciliación, y 
en el primer caso, la foja donde esto 
obre (1) Véase Juicio de conciliación ; 10 
En los escritos firmados á ruego, por perso- 
nas que no sepan escribir, hacer constar 
que ellas lo han declarado así, y solicitado á 
su presencia que el escrito, se firmase por 
la persona que lo haya hecho á su ruego (2); 
1 1 Observar en los protocolos á su cargo, 
las reglas y prescripciones establecidas so- 
bre el particular, bajo las penas prevenidas: 
Véase Protocolo. 12 No protocolizar ni ex- 
pedir copia de ninguna disposición testa- 
mentaria, sobre la cual se hayan seguido 
autos, mientras no conste haber sido oido el 
Ministerio Fiscal, bajo la pena de suspen- 
sión de oficio, desde diez hasta cien dias; ni 
dar copia de ¿estamentos abiertos en que 
tenga derechos el Fisco sobre herencias, sin 
pasar previo aviso al Fiscal de Hacienda, 
bajo la misma pena (3); 13 No autorizar, 
ni dar testimonio de documentos, expedien- 
tes, ú otros papeles, que no esten extendi- 
dos en el sello correspondiente, mientras no 
esté purgada la omisión, salvo los casos for- 
tuitos y urgentes, en que no pueda obte- 
nerse el papel sellado en el acto, pero con 
la condición de reponerlo (4); 14 Poner en 
cada sello la nota Corresponde y la rúbrica, 
y cuando no fuese el determinado por la 
ley — No corresponde — dando cuenta (5); 
15 En las actuaciones y documentos que 
con arreglo á la ley, deban extenderse en 
papel común, deben poner la nota rubricada 
— Corresponde por ser de oficio, ó por 
hallarse habilitada la parte para litigar 
por pobre , según el caso (G); 1G Antes de 


(1) Acuerdo del mismo de 4 de Noviembre de 1837. 

(2) Acuerdo d**l mismo de 20 de Agosto de 1 839. 

(3) Ley de 23 de Abril de 185G. 

(4) Ley de 15 dii Julio de 1859. Arl. i y 5. 

(5) Ln misma ley, art. 7. 

(0) Li misma ley, art. 7. 
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autorizar cualquier contrato, hacer constar 
si los bienes á que él se refiera, reconocen 
cualquiera obligación que produzca hipoteca 
legal ó especial, bajo las penas que se les 
impongan por las justicias competentes (1); 
1 7 No extender escritura alguna de traspaso 
de terrenos de propiedad pública obtenidos 
en enfiteusis, sin que antes acredite el ven- 
dedor estar inscripto en los registros del 
Departamento Topográfico, y haber satisfe- 
cho el canon correspondiente (2). 

El Escribano actuario del Juzgado de Co- 
mercio, debe llevar dos registros particula- 
res, uno de contratos de compañías mercan- 
tiles, y otro de poderes para administrar ca- 
sas de comercio. Debe exibir estos registros, 
á los que los soliciten, sin cobrar por ello 
derecho alguno (3). 

Los Escribanos pueden actuar en papel 
común, -con calidad de reponerse el sellado 
ne corresponda por las partes á la tasación 
e costas (4). 

Probado á un Escribano el crimen de 
falsedad en el ejercicio de sus funciones, 
incurre, ademas de las penas generales, en 
la de su inmediata destitución, é inhabilita- 
ción perpetua para ejercer el oficio. 

En las diligencias practicadas por Escri- 
bano, no vale la atestación de ningún mozo 
de pluma, ó dependiente de cualquiera nota- 
ría pública (5). 

Los Escribanos perciben por cada com- 
parando verbal que tenga lugar ante ellos 
seis reales de cada una de las partes. En el 
cobro de derechos, deben ceñirse al aran- 
cel vigente (6). 


(1) Ley de 12 de Junio de 1850, art. 33. 

(2) Art. 2 del Decreto de 29 de Abril de 1835. 

(3) Art. 9 o del A«u*rdodel Tribunal de Justicia de 
1 1 de Octubre de 1858. 

(1) Art. 5 o dé la ley 15 de Julio de 1859 ai final. 

(5) Art 8 * de b ley de 3 de Abril de 1827, y art. 
Gi de la de 9 de Mayo de 185c. 

(0) Ley de 9 de Abril do 1827. 
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Al pié de cada planilla de costas, deben 
anotar el dia y hora en que cada una de las 
partes haya satisfecho las que le correspon- 
dan, cuya distribución practicarán dentro de 
las veinticuatro horas siguientes. 

Las planillas deben ser agregadas al ex- 
pediente en la foja que corresponda, sin 
que puedan desglosarse por motivo alguno. 
Si fuese necesario ejecutar á la parte re- 
nuente, sacarán copia autorizada de la ori- 
ginal, á su costa, y con ella se hará la eje- 
cución, agregándose á su tiempo á los autos 
con las anotaciones correspondientes (1). 

Los Escribanos pueden ser recusados 
por las misma, causas que en su caso basta- 
rían para tacharles como testigos (2). 

escritos. — Está mandado que en los 
Juzgados de la República no se dé curso, 
ni se admitan escritos, en que se noten es- 
cesos, sea contra las personas de los Jueces, 
ó contra las partes entre sí, y se corrija, se- 
gún corresponda, á sus autores. 

Tienen también la facultad los Jueces, de 
penar con multas pecunarias, aplicables á 
gastos de justicia, cualquiera palabra descom- 
puesta que se produzca en los escritos de 
los litigantes, sin perjuicio de las demas á 
que hubiere lugar, atenta la gravedad del 
caso (3). 

Es prohibida la presentación de escritos , 
\ para que se tengan presentes á la resolu- 
ción del asunto, puesto que establece desi- 
gualdad entre los litigantes , teniendo asi 
uno mas audiencia que otro. En tales casos, 
no deben admitirse los escritos que se pre- 
senten (4). 


(1) Acuerdo del Tribunal de Justiciado 13 de Sep- 
tiembre de 1851. 

(2) Art. 4 i de la ley de 9 de Mayo de I85G. 

(3) Acnerdos del Tribunal Superior de Justicia de 2G 
de Enero de 1819, y 22 de Junio de 1821. 

(4) Acuerdo drl Tribuual de Justicia de 14 de Octu- 
bre de <842. 
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Todo escrito que se presente á cualquiera 
Oficina ó Autoridad del Estado , debe ser 
hecho en papel sellado de la segunda clases 
Son esceptuadas de esta obligación, las per- 
sonas habilitadas para litigar por pobres. 

Está espresamente prohibido , el cobrar 
en las Oficinas, ninguna clase de derechos 
á la presentación de escritos (1). — Véase 
Alegato. — Impuesto de papel sellado. 

escrituras, — Véase Protocolo. — : 
Derechos de registro de escrituras. 

escudo nacional. — El escudo de 
armas de la República, es formado de un 
ovalo, coronado con un sol y cuarteado: con 
una balanza, por símbolo de la igualdad y 
la justicia, colorada sobre esmalte azul, en 
el cuadro superior de la derecha : — en el 
de la izquierda, el Cerro de Montevideo, 
como símbolo de fuerza, en campo de plata: 
— en el cuadro inferior de la derecha, un 
caballo suelto, como símbolo de la libertad, 
en campo de plata: y en el de la izquierda 
sobre esmalte azul, un buey, como símbolo 
de la abundancia. El escudo es, en su cir- 
cunferencia, adornado con trofeos militares, 
de marina, y símbolos de comercio (2). 

Los Agentes diplomáticos y Consulares 
de la República, deben fijar sobre la puerta 
de la casa de su habitación, el escudo de 
armas de la Nación, con la inscripción al 
pié, del carácter de la Legación ó Consula- 
do respectivo. 

escuela ¡hititar. — La escuela teó- 
rico práctica, donde se estudian las cien- 
cias que constituyen el arte militar. 

Pueden concurrir á la escuela militar, los 
Oficiales del Ejército, y los demas Ciuda- 
danos que deseen consagrarse al conocí- 


(1) Acuerdo del Tribunal Superior de Jcsticia de 13 
de Mayo do <860. 

(2) Ley de 14 de Marzo de 1829. 
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miento de los estudios que allí se cur- 
san (1). 

El curso de la escuela es de cinco años, 
durante los cuales deben hacerse los estu- 
dios siguientes: Aritmética, álgebra, geo- 
metría elemental y práctica, ambas trigono- 
metrías, mecánica y estática, fortificación, 
ataque y defensa de las plazas, minas, arti- 
llería, pirotécnica bélica é historia militar 
por Exclus. 

El año escolar se cuenta desde I o de 
Marzo hasta 1 ° de Diciembre. Todos los 
alumnos que hayan de ganar curso, han de 
ser examinados en las ciencias dictadas en 
la escuela. Para ser admitido á examen de- 
be presentar cada alumno, un certificado del 
Secretario, en que acredite haber completado 
el curso de las materias en que ha de ser 
examinado ; — lodo aquel que tuviese cua- 
renta fallas sin motivo, ó sesenta con él, no 
será admitido á examen. 

Los examenes deben principiar el 1 ° 
de Diciembre, siendo presididos por el Di- 
rector, el Catedrático de la facultad, y tres 
profesores nombrados por el Gobierno. De- 
ben ser públicos, y durar veinte minutos los 
de los estudios preparatorios, y media hora 
los dé las ciencias militares: los examinadores 
resolverán á mayoría de votos sobre el mé- 
rito del examen, extendiéndose de todo, acta 
por el Secretario. 

El Cuerpo de empleados de la Escuela 
se compone del Director, los Catedráticos 
que fuesen necesarios, y el Secretario Bedel. 

Puede asistirse á la escuela sin ganar 
curso, previo aviso del Catedrático al Direc- 
tor. 

Los alumnos Ciudadanos de la clase civil 
que fuesen aprobados en los examenes de 
los dos primeros años, deben ser premiados 
con el grado de Sub Teniente; y con la efec. 


(I) Decreto de 17 de Julio de I808. 
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tividad de' este empleo, si mereciesen igual 
aprobación en ios tres años siguientes de- 
biendo abonárseles en su despacho la anti- 
güedad desde el dia en que se hubiesen ins- 
cripto en la escuela militar. Los alumnos 
militares, que del mismo modo fuesen apro- 
bados en sus examenes, recibirán un grado. 

Debe enseñarse también en la escuela 
militar, la Ordenanza general del Ejercito, 
la táctica de las tres armas, y las leyes mi- 
litares aplicables al juicio criminal, la for- 
mación de procesos y sus defensas, y fallos 
de los Consejos de guerra ordinarios y de 
oficiales generales. Estos estudios son inde- 
pendientes del curso establecido, y presidi- 
dos por un Gefe militar, con la denomina- 
ción de Instructor (1). 

Los alumnos que hubiesen sido aproba- 
dos consecutivamente en todos sus exáme- 
nes, según disponen los reglamentos de la 
Escuela militar, deben ser inscriptos en una 
lista, guardando el orden de preferencia en 
que hubiesen sido clasificados en dichos 
examenes: esta lista debe ser certificada por 
el Secretario, visada por el Catedrático res- 
pectivo, y remitida por el Director, al Mi- 
nisterio de Guerra y Marina, con el informe 
competente. 

Las vacantes que hubiese en el Ejercito 
desde el mes de Octubre de 1863, deben ser 
provistas con los alumnos contenidos en dicha 
lista, guardando el orden de ella: del mis- 
mo modo deben serlo, las que resulten en 
la Secretaria del Ministerio de Guerra, y 
en cualesquiera otras Oficinas de su depen- 
dencia. Si no hubiese vacantes, servirán en 
clase de agregados hasta que las haya, dos 
alumnos en cada, uno de los Cuerpos del 
Ejercito, otp» en el Ministerio déla Guerra, 
otro en el Estado Mayor General, y otro en 
la Comisión Topográfica. 


(I) Decreto de 1 7 de Agosto de 1858. 
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Si alguno de estos alumnos, que hubiese 
concluido sus estudios, quisiera dedicarse 
al ejercicio de Agrimensor, se le espedirán 
sus respectivos títulos, previos cuatro meses 
de práctica con algún agrimensor reci- 
bido (1). 

Estas son las principales disposiciones de 
los Reglamentos de la Escuela militar : los 
demas detalles de orden interior, pueden 
verse en los decretos relativos que quedan 
citados. 

escuelas públicas. — Véase Ins- 
trucción pública. 

ESTABLECIMIENTOS DE GIRO. No 

puede abrirse ningún establecimiento de gi- 
ro sin obtener previamente permiso del Ge- 
fe Político del Departamento. Abierto el es- 
tablecimiento, el dueño debe pagar la corres- 
pondiente patente: los que se planteen den- 
tro del segundo semestre del año, no están 
obligados á pagar mas que media patente (2). 
— Véase Impuesto de patentes. 

estadística. — Está mandada, por dis- 
tintas resoluciones, en su mayor parte inob- 
servadas, la formación de datos y cuadros 
estadísticos en casi todos los ramos. Estas 
resoluciones son las siguientes: 

1* Los Curas párrocos deben pasar el 
dia I o de cada mes á la Secretaria de Go- 
bierno un estado de las defunciones, casa- 
mientos y bautizmos, que hubiesen tenido 
lugar en sus parroquias respectivas, con es- 
presion del sexo, edad, color, y estado de los 
fallecidos: edad, profesión y color de los que 
contrajesen matrimonio; y sexo y color de los 
bautizados (3). 

2* Las autoridades departamentales de- 
ben remitir padrones que espresen el número 


(1) Decreto de 20 de Agosto do 1858. 

(2) Art. 1 1 y <2 de la ley de 9 de JjIío de 1859. 

(3) Decretos de 26 de Marzo de 1827 y de 14 de Julio 
de 1837. 
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de familias ó propietarios, que se dediquen 
á la labranza, el terreno que hubiesen sembra- 
do, clase de semillas, y su producto en el 
año anterior (1). 

3 a Los Gefes Politicos deben dirigir á la 
Junta de Higiene pública, una relación no- 
minal de todos los muertos que hubiese ha- 
bido en sus respectivos Departamentos, con 
espresion de los facultativos que los hubie- 
sen asistido. Los médicos deben remitir á 
la misma corporación, una noticia de los 
enfermos á su cargo; — con espresion de 
los que hubiesen fallecido, el dia, su sexo, 
edad, y enfermedad que hubiese causado la 
muerte (2). 

4 a La Junta de Higiene debe formar 
cada cuatrimestre tres tablas : una de naci- 
mientos y matrimonios en todo el territorio 
de la República, con espresion de sexos en 
cuanto á los nacimientos : dos de mortali- 
dad, debiendo espresar uno, la edad y sexo 
de los fallecidos, y otro la enfermedad que 
hubiese ocasionado la muerte ; cuyas tablas, 
ilustradas con las consideraciones que la 
Junta juzgue del caso, deben pasar al Go- 
bierno para su pnblicacion (3). 

5 ™ Una Comisión en cada Departa- 
mento, compuesta del Alcalde Ordinario, el 
Cura párroco, y dos vecinos nombrados por 
el primero, debe remitir al Gobierno todas 
las noticias estadísticas necesarias para for- 
mar el censo de todo el territorio de la Re- 
pública. Para este objeto, las Comisiones 
deben ser auxiliadas por otras subalternas 
de distrito, nombradas per ellas (4). 

6 ” Los Gefes de familia deben dar 
parte al Teniente Alcalde de sus respectivas 


(1) Circular á los Alcaldes Ordinarios de 10 de Fe- 
brero de 1830. 

(2) Decretos de 5 de Enero de (831 y 14 de Julio 
de 1837. 

(3) Decreto de 14 de Julio de 1837. 

(4) Decreto de 26 de Noviembre de 1841. 
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manzanas, de los nacimientos que hubiere en 
sus casas, en el termino de tres dias, esprc- 
sando por escrito el sexo, y el dia del su- 
ceso. Los ecónomos de los Hospitales deben 
remitir al Departamento de Policía, una re- 
lación de los individuos fallecidos en dichos 
Hospitales, visada por el facultativo princi- 
pal. El Administrador de la casa de expósi- 
tos, debe remitir también cada quince dias 
al Departamento de Policía, igual relación 
de los huérfanos que hubiese recibido por 
el torno. Las notas que recibiesen los Te- 
nientes Alcaldes, deben ser del mismo mo- 
do remitidas cada quince dias al Departa- 
mento de Policía, para que por este se pa- 
sen todos los datos reunidos á la Junta de 
Higiene pública (1). 

7*. Habiendo sido establecida por De- 
creto de 25 de Noviembre de 1852 una 
mesa estadística anexa al Ministerio de Ha- 
cienda, fué mandado que los Curas, los en- 
cargados de los hospitales, el Administra- 
dor de la vacuna, los médicos de Policía, 
el Capitán del Puerto, los Jueces de Paz, los 
Tenientes Alcaldes, y otros funcionarios, re- 
mitiesen á la mesa estadística, datos y razo- 
nes de sus ramos respectivos (2) Véase 
Mesa Estadística. 

Las disposiciones que quedan citadas, se 
hallan, si nó todas, la mayor parte en com- 
pleto desuso. 

' estado mayor GENERAL.- : -La Ofi- 
cina de este nombre fué suprimida por De- 
creto de 9 de Abril de 1 860, reusimiendo- 
se sus funciones en el Ministerio de la 
Guerra, á cuyo cargo fueron puestas las 
mesas necesarias para el despacho de los 
asuntos que estaban cometidos al Estado 
mayor. 

estanco. — El embargo ó prohibición 
del curso y venta libre de alguna cosa ó 


(1) Decreto de <2 de Junio de i 850. 

(2) Decreto de 24 de Diciembre 1852, 


articulo de comercio, ó del ejercicio de al- 
guna industria, apropiándose ese derecho el 
Fisco. 

La elavoracion del pan y la galleta estu- 
vo estancada en la Ciudad de Montevideo 
por Decreto de 3 de Mayo de 1844, no 
podiendo hacerse en consecuencia, sinó por 
cuenta del Fisco, cuyo privilegio, durante el 
periodo del estanco, se enagenaba á particu- 
lares, mediante nn contrato de venta. El 
estanco del pan y galleta se hizo cesar de- 
clarando libre su elavoracion, como lo es to- 
do género de industria y comercio. 

Por las leyes de 12 de Julio de 1844, 
fué autorizado el estanco de la sal común, y 
del carbón fósil, pudiendo enagenarse el 
privilegio esclusivo para la importación de 
estos artículos, por el periodo de cinco hasta 
diez años. — Estas leyes no se pusieron en 
ejecución. 

ESTUDIOS UNIVERSITARIOS. LOS 

estudios que abraza la enseñanza pública en 
la Universidad. 

Los estudios universitarios se dividen en 
estudios primarios — estudios secundarios 
— y estudios científicos y profesionales. 

Los estudios primarios comprenden la 
instrucción primaria inferior, y la instruc- 
ción primaria superior. 

Corresponde á la instrucción primaria in- 
ferior: 1 ° La doctrina cristiana y princi- 
pios de moral : 2 ° La lectura y escritura : 
3 ° Las cuatro reglas fundamentales de la 
Aritmética sobre números abstractos y de- 
nominados: 4 ° Nociones sobre la gramá- 
tica del idioma Patrio : 5 ° Idem • general 
de la Geografía de la República. 

Corresponde á la instrucción primaria 
superior : i ° El perfeccionamiento y am- 
pliación del estudio hecho en la instrucción 
inferior : 2 ° El dibujo lineal , y nociones 
de geometría, con sus aplicaciones mas usua- 
les : 3 ° Ideas de cosmografía y geografía 
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general . 4- = Noticias sobre la historia de 
la República, y principios de la Constitución 
del Estado, reducidos á la división ' de sus 
tres Altos Poderes, y sus atribuciones prin- 
cipales. 

La dirección de los estudios primarios, - 
compete al Instituto de instrucción pública. 

Los estudios secundarios abrazan t El 
idioma Latino, el Francés, el Ingles, estudios 
comerciales, físico matemáticas, filosofía, 
retórica, historia Nacional , y principios de 
la Constitución de la República. El estudio 
de cada idioma debe durar al menos dos 
años, siendo permitido hacer simultánea- 
mente el de dos idiomas, ó el de uno de 
ellos, y alguna otra de las materias desig- 
nadas. 

En el curso de estudios comerciales, debe 
perfeccionarse el estudio de los idiomas 
Francés é Ingles, enseñándose al mismo 
tiempo las aplicaciones de la aritmética y de 
la geografía al cojncrcio, la historia comer- 
cial, correspondencia comercial en Español, 
Francés é Ingles, teneduría de libros en 
partida doble y simple, cuentas simuladas 
de todo género, y elementos de derecho co- 
mercial y de economía política. La duración 
de este curso, que se considera una especia- 
lidad, es de dos años. 

Las materias correspondientes al curso de 
físico matemáticas, se dividen en dos años 
del modo siguiente: — En el primer año, 
aríl inetica, algebra, hasta la resolución de 
las ecuaciones de segundo grado, y geome- 
tría elemental. En el segundo, trigonome- 
tría rectilínea y esférica, geometría practica, 
y física general. 

Las materias correspondientes al curso de 
filosofía, son las siguientes: — En el primer 
año, metafísica, lógica, moral y gramática 
general. En el segundo año, retorica, com- 
pendio de la historia de la filosofía, com- 
pendio de la historia Nacional, y principios 
de la Constitución de la República. 


ES 

Los estudios científicos y profesionales 
abrazan: — La facultad de ciencias natura- 
les, la de medicina, la de jurisprudencia y 
la de teología. 

La facultad de ciencias naturales, com- 
prende la enseñanza de las matemáticas 
trascendentales, el dibujo en sus diversas 
aplicaciones, principios de agricultura, de 
botánica, de química, de navegación y de 
arquitectura. 

La facultad de medicina, cirujía y farma- 
cia, comprende el estudio de las materias 
siguientes: — En el primer año, física ex- 
perimental, anatomía general, y generalida- 
des de fisiología. En el segundo año, ana- 
tomía, disecciones cadavéricas, fisiología, pa- 
tología general c higiene. En el tercer año, 
materias médicas, terapéutica, clínica qui- 
rúrgica, y operaciones. En el cuarto año, 
continuación de la clínica y nosografía mé- 
dica. En el quinto año, asistencia á las clí- 
nicas médica y quirúrgica, nosografía médi- 
ea, comprendiendo enfermedades de muge- 
res y niños, medicina legal, y su aplicación 
á la cirujia y tocsilogia. 

La farmacia comprende: la zoología, bo- 
tánica, mineralogía, qnimica, materia médica 
y terapéutica, tarmaeia, farmacología y tocsi- 
logía, distribuidos estos estudios en tres 
años. 

Los estudiantes de medicina tienen el 
deber de asistir diariamente á las curacio- 
nes y visitas en el hospital general. Los de 
farmacia deben practicar en una botica don- 
de haya profesor habilitado, durante sus 
estudios, y dos años mas, después de con- 
cluidos. 

La facultad de teología, comprende: la 
enseñanza de teología dogmática, teología 
moral, derecho canónico é historia eclesiás- 
tica. Debe ser desempeñada por un profesor 
graduado en teología, otro en derecho canó- 
nico é historia. El curso de teología se hace 
en tres años. 

15 
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La facultad de jurisprudencia, compren- 
de: la enseñanza de derecho civil, derecho 
mercantil, derecho público y economía polí- 
tica. Estos ramos deben ser desempeñados 
por un profesor graduado de derecho civil y 
mercantil, otro de derecho de gentes, y otro 
de economía política. La duración del curso 
es de tres años (1). 

Los estudios hechos fuera de la Univer- 
sidad, no valen para la adquisición de grado 


ES 

alguno universitario de carreras profesiona- 
les (1). Eran esceptuados de esta regla, los 
que se hiciesen en el Colegio Nacional, de- 
clarado Universidad menor, por decreto de 12 
de Febrero de 1856, que después fué supri- 
mido, y los que se hicieran en el Colegio.de 
los Padres de la compañía de J ¡sus, suprimi- 
do también ulteriormente. — Véase Colegio 
Nacional — Matricula de la Universidad 
— Padres de la compañía de Jesús. 


EX. 


excepción. — La razón aducida en jui- 
cio por la parte demandada, para enervar 
ó destruir la acción intentada por el actor. 

Las excepciones en juicio ejecutivo, de- 
ben oponerse después de trabado el embar- 
go, á cuyo efecto, el Juez de la causa debe 
citar al demandado, el cual ha de deducirlas 
dentro de seis dias perentorios. 

Si no las opusiese dentro de dicho tér- 
mino, el Juez, á petición de parte, debe 
sentenciar la causa de remate: si las opu- 
siese, cualesquiera que sean, se señalará 
para la prueba, el termino de veinte dias, 
cuyo termino, en ningún caso podrá pro- 
rogarse. 

Transcuridos los veinte dias, el actuario 
debe poner la causa al despacho, agregando 
las pruebas producidas, ó certificado de no 
haberlas. La oTnision del actuario en el 
cumplimiento de este deber, le hace incur- 
rir en la pena correccional, de suspensión 
de oficio durante seis dias, á lo menos, ó 
quince dias á lo mas. 

El Juez, según el mérito de la prueba, y 
dentro de diez dias, debe proveer mandando 


alzar el embargo, ó pronunciando sentencia 
de remate (2). 

EXCEPCION DE EBRIEDAD. Véase 

Embriaguez. 

exlincage. — Un derecho que pagan 
los comerciantes por el uso de los muelles 
públicos en la carga y descarga de sus mer- 
caderías. Véase Derecho de enclingage. 

expósitos. — Véase Huérfanos. 

expropiación. — < * La pérdida del de- 
recho de propiedad y dominio sobre alguna 
cosa. 

La expropiación puede tener efecto legal- 
mente por causa de utilidad pública , me- 
diante sentencia pasada en autoridad de cosa 
juzgada, y justa indemnización del propieta- 
rio. 

En el juicio sobre expropiación, debe ne- 
cesariamente hacerse constar : 1 ° Resolu- 
ción legislativa que dé causa á la expropia- 
ción ordenando ó autorizando obras públicas 
ó edificios destinados á objetos de utilidad 
pública : 2 ° Decreto del Poder Ejecutivo , 
expedido con audiencia de la respectiva 
Junta Económico-Administrativa, designando 


(I) Reglamento Universitario de 28 de Septiembre 
de 1849. Capitulo* i ° 2 o y 3 ® . 


(1) Decreto de 29 de Octubre de 1850. 

(2) Art. 90 á 29 de la ley de 9 de Mayo de I85G. 
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las propiedades á que el derecho de expro- 
piación sea aplicable: 3 o Publicación por 
ios Jueces locales de la sanción y decreto 
citados, con empozamiento de los dueños é 
interesados, para ante el Juez letrado de Ha- 
cienda. 

Los que se opusiesen, deben ser oidos 
en juicio contradictorio con el Fiscal. 

Para el cómputo de la indemnización, asi 
á los que se conformasen, como á los que 
se opusiesen á la expropiación, se tendrán 
en consideración los contratos mas recientes 
de venta de la cosa expropiada, ó siendo 
terrenos, los de estos ó de los inmediatos 
de la misma calidad, y los contratos de ar- 
rendamiento, si los hubiese. Guando se juz- 
gue necesario, se nombrarán peritos que 
hagan la tasación, conforme á los datos in- 
dicados, ú otros especiales que puedan 
ocurrir. 


EX 

La expropiación no se habrá por efectuada 
mientras los dueños no hubiesen recibido el 
importe de la indemnización. (1). 

EXTRADICION DE CRIMINALES X ES- 
CLAVOS. — Véase Desertores. 

extranjeros. — Todo hombre, de- 
cualquiera Nacionalidad que sea, tiene el de- 
recho de entrar en el territorio del Estado, 
permanecer en él, y salir con sus propieda- 
des, siempre que observe sus leyes genera- 
les y de Policía (2). 

Todos los habitantes del Estado, tienen 
derecho á ser protegidos en el goce de su 
vida, honor, libertad, seguridad y propiedad; 
de cuyos beneficios no pueden ser privados, 
sino con sugecion á las leyes, podiendo 
también dedicarse libremente, ¿ cualquiera 
industria, cultivo, trabajo ó comercio (3). 
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fabricas. — Es prohibida la elabora- 
ción de ciertos artículos en lugares centrales 
de la Ciudad, y de otros, aun en cualquiera 
de ellos. Los establecimientos de panadería, 
fábricas de jabón, de velas y curtimbre, no 
pueden establecerse sino fuera de la Ciudad 
vieja, donde solo pueden conservarse los que 
estuviesen dentro de ella con antelación al 3 
de Enero de 1834, en que tuvo lugar esta 
prohibición. 

Las fábricas de almidón, de fuegos arti- 
ficiales, cuerdas de tripa, de pergamino, 
de aceite de quemar, y los depósitos de tra- 
pos, deben estar situados necesariamente al 
Sud de la nueva Ciudad (1). 

Ultimamente, por acuerdo del Gobierno 
de 26 de Abril de 1860, se declaró que 
las fábricas á que se refieren las disposicio- 


(I) Decreto de 2 de Julio de 1858. 


nes citadas, debían situarse en los terrenos 
del ejido, tomando por límite la calle del 
Ejido, y la conveniente distancia de los 
centros de población. 

Los saladeros deben situarse a la margen 
derecha del Miguelete, siguiendo una línea 
al Norte de las faldas del Cerrito, de este 
punto á lo de Maroña, y de aquí al mar. — 
Véase Saladeros. 

Los hornos de ladrillo no pueden situarse 
á menor distancia, que la de media legua 
de los antiguos muros de la ciudad (4). 

fabricantes de pan. — La elabora- 
cion del pan, está sugetaá las reglas y pres- 


(1) Ley de 8 de Julio de 1853. 

(2) Art. 147 de la Constitución. 

(3) Art. 130 y (46 de la Constitución. 

( 4 ) Decreto de 30 de Abril de 1836. 
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cripcioncs determinadas en los decretos res- 
pectivos. — Véase Panaderos. 

faenas. — Véase Saladeros. 

fallido. — El comerciante que sus- 
pende el giro de sus negocios y el pago de 
sus deudas, por carecer de medios para cu- 
brirlas. 

A consulta del Tribunal Consular con 
motivo de casos ocurrentes, la Exma Cáma- 
ra de Justicia, declaró: que el comerciante 
fallido tiene contra si la presunción del 
fraude, y por consiguiente no está com- 
prendido en la Real Pragmática de 27 de 
Mayo de 1786, debiendo, por el contrario, 
observárselo que disponen las leyes vigentes, 
y entre otras, la 7 a tit. 19 lib. 5 o R. C. 
y también la Ordenanza: y que el comer- 
ciante no fallido, contra quien se libren 
ejecuciones, no debe ser preso por no pres- 
tar la fianza de saneamiento, pues que el 
privilegio de la pragmática citada, es ex-' 
tensivo á todos los que ejercen artes ú ofi- 
cios, cualesquiera que sean (1). 

Sin embargo de la presunción de fraude 
que el auto acordado del Tribunal y las le- 
yes, atribuyen al fallido, no es de practica 
en el foro de la República, conducir á los 
fallidos á la cárcel, á no ser que se ba- 
ilen en la condición de los alzados, ó que 
exista prueba del fraude; cuyo procedimien- 
to está de acuerdo con lo proscripto por el 
art. 113 de la Constitución, en virtud del 
cual, nadie puede ser preso, siuó existiendo 
delito probado, ó cuando menos, semiplena 
prueba de él. * 

familias agrícolas. — Con el fin de 

favorecer y fomentar la colonización Extran- 
gera en el país, las familias agrícolas que 
lleguen á él, y los buques que se ocupen de 


(I) Acuerdo del Superior Tribunal de Justicia de 10 
de Octubre de 1820. 
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su transporte, gozan de ciertos privilegios y 
franquicias establecidas por la ley. — Véase 
Inmigrantes. 

farmacéutico. — Elque profésala far- 
macia. 

Los que deseen ejercer la farmacia, de- 
ben hacer su estudio y practica, y rendir las 
pruebas de suficiencia establecidas por el- 
Reglamento Universitario, ó presentarse á la 
Junta de higiene, con certificaciones autén- 
ticas de estudio y practica, caso de haber 
cursado en alguna otra Universidad, para* 
rendir el examen competente. Este examen 
debe verificarse en público y en idioma Na- 
cional, y ser hecho por dos farmacéuticos 
nombrados por la Junta, y un miembro de- 
esta corporación en calidad de Presidente de 
la mesa. 

Cuando el examinando fuese profesor titu- 
lado en Pais Extrangero, el examen se li- 
mitará á un solo acto teórico y practico. La 
aprobación ó reprobación de aquel, se hará 
en escrutinio secreto por balotas, exten- 
diéndose del resultado, la correspondiente 
acta, dé que se pasará copia certificada al 
interesado. El que resultase reprobado, no 
podrá ser admitido á nuevo examen, hasta 
pasados dos años. El que fuese aprobado, 
recibirá el correspondiente diploma de la 
Junta de higiene. 

Los honorarios que está obligado á pa- 
gar por sus exámenes, cualquiera profesor 
que los solicite, son los siguientes ; A cada 
uno de los examinadores, doce pesos: al.Sc- 
erctario, ocho: por el titulo cuatro. 

Los deberes de los farmacéuticos en el 
ejercicio de su profesión, son : I o Tener 
arregladas sus pesas y medidas: 2 ° Con- 
servar sus medicamentos y utensilios con 
arreglo á los preceptos de la farmacia. 3 ° 
Hallarse surtidos de los simples y compues- 
tos mas usados en la medicina. 4 ° Tener 
para su despacho la Farmacopea Hispana, y 
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alguna otra de las que usan comunemenlc 
los médicos en el Pays. 5 ° Abstenerse de 
curar, ni vender preparaciones medicinales, 
sin receta de profesor habilitado, bajo la 
pena de una multa de cincuenta pesos, y 
privación de oficio á la tercera reincidencia. 
6 o No vender, sin facultad por escrito de 
la Junta de Higiene pública, preparación se- 
creta, especifico ó drogas que puedan com- 
prometer la salud. 


FA 

Los farmacéuticos que por fraude, equi- 
vocación ó malicia, ó por ignorancia de los 
preceptos de la profesión, den ocasión á des- 
gracias, exponiendo la vida de los enfermos, 
quedan sugetos á suspensión en el ejercicio 
de sus funciones, sin perjuicio de las penas 
en que hubiesen incurrido , según la natu- 
raleza de los casos (1). 

faros. — Véase Impuesto de navega- 
ción. 


FI. 


fianza carcelera. — La obligación 
que alguno contrae de que el acusado sea 
restituido á la cárcel, si asi lo mandase el 
Juez de la causa, según el mérito del pro- 
ceso. 

Está mandado que en los delitos en que 
por su naturaleza no haya de resultar pena 
corporal ó infamante al preso, sea este puesto 
en libertad, bajo de fianza. — Véase Escar- 

celacion. 

fideicomiso. — Lo que deja el tes- 
tador á alguno, para que lo entregue á otro. 

Los fideicomisos, así como los legados, 
donaciones mortis causa , y las herencias 
extestamento ó ab intestato, entre colatera- 
les y extraños, están sugetos al pago de un 
impuesto en favor del Fisco. 

Los fideicomisos entre colaterales del se- 
gundo grado civil, pagan un cuatro por 
ciento sobre su valor: igual derecho pagan 
tos fideicomisos entre los cónyuges. Entre 
colaterales del tercero al quinto grado civil, 
pagan un cinco por ciento : del sesto al dé- 
cimo, un seis por ciento. 

Si el valor del fideicomiso hubiera de 
extraerse del Pays, pagará ademas un tres 
pof ciento. 

Los fideicomisos entre extraños, ó encar- 
gados á corporaciones ó establecimientos, 
que no sean piadosos ni públicos, dentro 


del Estado, deben pagar un doce por ciento 
y si hubieran de salir del Pays, pagarán ade- 
mas un ocho por ciento. 

Cuando no sean tos bienes, sino sus pro- 
ductos tos que hayan de salir del Pays, el 
derecho se pagará sobre la importancia de 
dichos productos (2). 

fiestas nacionales. — El aniver- 
sario del 25 de Agosto de 1825, dia de la 
declaratoria de la independencia de la Pro- 
vincia Oriental, es la gran fiesta cívica de la 
República. Debe celebrarse en todos tos De- 
partamentos cada cuatro años, que empeza- 
rán á contarse desde el año de 1 862 inclu- 
sive, con demostraciones solemnes en tos 
dias 18, 19 y 20 de Abril, en conmemora- 
ción del hecho glorioso de tos treinta y tres. 

Hay ademas tres fiestas ordinarias en el 
año, en los dias 25 de Agosto, 25 de Ma- 
yo y 18 de Julio. En las fiestas ordinarias 
debe haber Te Deum, con asistencia de las 
autoridades al templo (3). 

fincas. — Véase Arrendamiento de 
Fincas. 


(1) Reglamento de Policía Sanitaria de 2 de Junio 
de 1838 tit. 3. 

(2) Ley de 4 de Abril de 1857. 

(3) Ley de 9 de Mayo de 1860. 


Digitized by ^.ooQle 



FI 


— H8 — 




fiscal del estado. — El funcionario 
público encargado de promover y defender 
los derechos é intereses del Fisco, y de re- 
clamar la observancia de las leyes, <5n la 
aplicación de las penas á los delitos. 

Hay dos Fiscales del Estado — Uno para 
los asuntos gubernativos y de Hacienda , y 
otro para los asuntos civiles y criminales del 
fuero común, que desempeña también las 
funciones de Defensor general de menores , 
en los asuntos y juicios que se siguen an- 
te los Juzgados letrados. 

FISCAL DE LO CIVIL V DEL CRIMEN. 

— A este funcionario incumben las funcio- 
nes anexas, al ejercicio del Ministerio pú- 
blico, en las causas civiles y criminales. De- 
be pues dársele audiencia en aquellas en que 
le compete por su naturaleza, y en las cri- 
minales en que conozca el Juez letrado del 
Crimen (1). 

El nombramiento del Fiscal de lo Civil 
y Criminal, corresponde al Tribunal Supe- 
rior de Justicia. En los casos de impedimen- 
to legal, debe ser subrogado por el Fiscal 
de Gobierno y Hacienda. Por impedimento 
de ambos, debe nombrarse un Fiscal espe- 
cial (2). 

FISCAL DE GOBIERNO Y HACIENDA. 

A este funcionario incumbe gestionar y de- 
fender los derechos é intereses del Fisco y 


FI 

abrir dictamen en todos los puntos y nego- 
cios en que se le pida por el Gobierno. 

Debe pues, dársele audiencia en todas las 
causas en que el Fisco sea parte, ó tenga 
derechos que deducir, tales como en los jui- 
cios de división y partición de bienes testa- 
mantarios sugetos al pago de derechos Fis- 
cales, denuncias de campos de propiedad 
pública etc. 

El Fiscal de Gobierno y Hacienda, es 
ademas Juez en las causas de contrabando, 
cuyo importe esceda de trescientos pesos, 
formando parte del Tribunal encargado de 
conocer de ellas. — Véase Causas de contra- 
bando. 

Es de practica que el Gobierno consulte 
al Fiscal, en los asuntos graves y de impor- 
tancia, antes de resolver sobre ellos, ejer- 
ciendo este en tales casos, las funciones que 
desempeñaba antiguamente el asesor de Go- 
bierno que fué suprimido. 

El nombramiento de Fiscal de Gobierno y 
Hacienda, compete al Poder Ejecutivo: sus 
impedimentos por causas legales, son supli- 
dos por el Fiscal de lo Civil y criminal y cuan- 
do ambos están impedidos, se nombra un 
Fiscal especial (1). 

Los Fiscales titulares gozan de sueldo: 
los especiales, tienen acción á los honora- 
rios que desvenguen con arreglo á arancel. 


FO. 

fondeadero.— El fondeadero de los amenazarles por la falta del órden conve- 
buques surtos en el Puerto, está sugeto á niente en su colocación, 
reglas precisas, calculadas para la seguridad Una línea de boyas desde el estremo del 
de sus operaciones de carga y descarga y rompe olas, en dirección á la Isla de la Li- 

para precaber los peligros que pudieran bertad, marca el límite del fondeadero de 

los buques de guerra, que deben situarse 
entre esa linea y la costa del Cerro, dejando 

(1) Los Alcaldes Ordinarios ejercen jurisdicción crl- libre la entrada del Puerto, 
minal en algunos casos, en cuyos juicios, no tiene 

audiencia el Fiscal.— Véase alcalde ordinario. — 

(2) Ley de I o de Abril de 1850. (I; Ley de I o de Abril de 1850. 
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Oirá linca paralela con aquella, dejando 
un espacio intermedio de ciento cincuenta 
varas, la cual debe terminar frente al anti- 
guo muelle, designada también con boyas, 
señala el fondeadero de los buques de co- 
mercio de ultramar, en el espacio compren- 
dido entre ella y la costa del Cerro. 

El espacio intermedio entre ambas líneas, 
debe servir á la entrada general de todos 
los buques mercantes, del cabotage, y pa- 
quetes de los ríos. 

Desde el estremo de la segunda línea, * 
hasta las piedras denominadas de San Pedro, 
corre otra línea de demarcación para el fon- 
deadero de los buques del cabotage, en el 
espacio comprendido entre ella, y la playa 
de la Aguada. 

Los lanchones y demas embarcaciones 
menores de carga y descarga, deben situarse 
en la ensenada formada entre el muelle an- 
tiguo y las bóvedas. 

Todo buque que tenga a su bordo carga 
de pólvora, debe fondear á tiro de cañón al 
Sud de la Isla de la Libertad. 

Los pontones deben colocarse, en el lu- 
gar que designe la Capitania del Puerto, 
de manera que no embarazen las operacio- 
nes de los buques. 

Los cascos de buques inútiles, no deben 


tampoco permanecer en parage, que perju- 
dique á los demas (1). 

FORTIFICACIONES DE LA COLONIA. 

— Está mandado que las fortificaciones de 
la Ciudad de la Colonia del lado del Este, 
en la dirección Norte á Sur, sean demolidas 
y nivelados sus fosos. 

Los que se consideren con títulos para 
obtener en propiedad terrenos de los que 
ocupaban dichas fortificaciones, deben dedu- 
cir sus derechos ante la Junta Económico 
Administrativa del Departamento, para que 
se adopten en su caso, las resoluciones que 
correspondan, con relación al aumento de 
valor que á dichos terrenos debe dar la de- 
molición de las murallas. Para su avaluación, 
deben nombrarse peritos por el interesado y 
por la autoridad, y un tercero en caso de 
discordia, designado por el Juez de Paz de 
la respectiva sección. 

Los terrenos que resulten disponibles, 
deben ser divididos en solares, y vendidos 
en remate público, vertiéndose su importe 
en la Tesorería general, para sufragar el 
costo de la obra, que es de cuenta del Era- 
rio público. 

La dirección de los trabajos incumbe á 
un ingeniero nombrado por el Gobierno, te- 
niendo en ellos también la debida ingeren- 
cia, el Gefe Político del Departamento (2). 


FU. 


FUENTES DE AGUADA PÚBLICA. — 

Se hallan bajo la inmediata dirección é ins- 
pección de la Junta Económica Administra- 
tiva en la Capital, estando á su cargo el au- 
mentarlas, y ponerlas en estado de pro- 
veer á la población, de agua con comodidad 
y abundancia, percibiendo por ello una re- 
tribución, aplicable á gastos de su instituto 
y de instrucción primaria. 

La Junta E. Administrativa, no puede 


enagenar por motivo alguno, terrenos de los 
que hubiesen sido designados por la Comi- 
sión Topográfica, para aguada pública, ni 
permitir, que sea en virtud de arriendo, ó 
por cualquier otro título, se levante habita- 
ción por ningún particular, aun cuando fue- 
se amovible, en ningún punto de los terre- 


(i) Decreto de 14 de Mayo de 18CO. 
(?) Decreto de 18 de Julio de 1859. 
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nos indicados. Si fuese necesario edificar 
una habitación, para el servicio y adminis- 
tración de las fuentes, puede hacerlo la Jun- 
ta, para este solo objeto. 

Si la Junta diese en arrendamiento las 
fuentes de aguada pública, debe hacerlo por 
remate público, anunciándolo por los periódi- 
cos, con ocho dias de anticipación, no pu- 
diendo esto verificarse, sin previa otorga- 
cion de fianza bastante de parte del empre- 
sario. El mayor tiempo del remate, en su 
caso, es el de dos años. 

La Junta debe pasar al Gobierno cada 
seis meses, noticia del producto de las fuen- 
tes públicas y de su inversión (1). 

FIERO PERSONAL. LOS privilegios y 

esenciones concedidas á alguna persona, se- 
gún su clase. 

El fuero personal en las causas civiles y 
criminales, de que gozaban ciertas clases con 
arreglo á la legislación Española, está de- 
finitivamente abolido en la República. 

0 conocimiento de las causas que se for- 


men para la averiguación y castigo de los 
delitos que solo pueden cometerse por in- 
dividuos del Clero, está sugeto á la jurisdic- 
ción eclesiástica. El de las causas que se 
formen para la averiguación de los delitos 
que solo son tales, cometidos por un militar, 
está sugeto á la jurisdicción militar: á la 
misma corresponde el conocimiento de todo 
delito cometido por los militares, dentro de 
los cuarteles, en marcha, en campañá, ó en 
actos Je servicio. Los individuos de la mari- 
• na, y los matriculados, se hallan, en casos 
análogos, sugetos á la misma jurisdicción. 

Cuando algún Juez deba proceder, segnn 
el mérito de la causas, á la prisión de alguno 
de los individuos desaforados, dará aviso ai 
Gefe respectivo del acusado(-l). 

Así pues, los delitos cometidos por cual- 
quiera individuo, de cualquiera clase que 
sea, y las acciones que hayan de ventilarse 
en juicio, pertenecen á la jurisdicción ordi- 
naria, ante la cual deben deducirse con suge- 
cion á las reglas generales. 


cía. 


cañados. — Véase Impuesto departa- 
mental — Marcación de ganados — Guias. 

«anados alzados. — Todo ganado 
■orejano, se considera de propiedad del due- 
ño del campo en donde se encuentre. 

Es prohibida la faena de ganados á to- 
dos aquellos propietarios de campos que no- 
toriamente conste que no tienen en él gana- 
dos alzados. 

p 

Es del mismo modo prohibida la entrada 
.en campos agenos, sin consentimiento de su 
dueño, reputándose sospechosa, cuando se ha- 
ga de noche. 

Para faenar ganados alzados, debe reca- 


(I) Decreto de 1 ° de Abril de 1 8 í 2 . 


barse permiso de la autoridad mas inmedia- 
ta, la cual intervendrá en el acto, dando 
aviso también á los linderos. Si apareciesen 
ganados de marcas agenas, debe avisarse á 
sus dueños, para que dispongan de ellos; y 
si no fuesen conocidos, se venderán por la 
autoridad, y se fijarán edictos con designa- 
ción de las marcas, por el término al menos 
de treinta dias, para que concurran los due- 
ños á reclamar el producto de la venta, de- 
ducidos los gastos, y conservándose entre- 
tanto, en depósito el dinero. 

No son hábiles para reclamar, aquellos 
propietarios, cuyas marcas no se hallen re- 
gistradas. 

( I ) Ley de 5 de Marzo de 1 838. 
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Si vencido el término no hubiese recla- 
mación legitima, el Gefe Político del Depar- 
tamento, dará aviso al Gobierno (1). 

Estas disposiciones fueron dictadas á con- 
secuencia del abandono forzoso en que estu- 
vieron las haciendas de campo, durante la 
guerra que terminó en Octubre de 1851. 


GA 

Restablecido el estado normal, y vueltos los 
hacendados al ejercicio de susdercchosy álos 
trabajos de sus establecimientos, aquellas 
disposiciones no tienen ya aplicación, supues- 
to que dejaron de existir los ganados alzados. 
gas. — Véase Alumbrado público. 


GE. 


GEFE DE 1,4 GUARDIA N4CIOV4L. - 

Los Gefes de la Guardia Nacional son nom- 
brados por el Gobierno, y pueden pertene- 
cer á la clase civil ó militar. 

Para ser Gefe de la Guardia Nacional, se 
requiere: 1 ° Residencia en el Departamen- 
to: 2 o Un capital que no baje de cuatro 
mil pesos, ó el ejercicio de un arte ó indus- 
tria que produzca una renta equivalente. 

El Gefe de la Guardia Nacional propone 
al Gobierno los oficiales para cada compa- 
ñía, debiendo ser estos Guardias Naciona- 
les (2). 

gefes políticos. — Los Gefes Políti- 
cos son delegados del Gobierno en los De- 
partamentos, y les competen todas las fun- 
ciones anexas á lo gubernativo. El nombra- 
miento de los Gefes Políticos, corresponde 
al Gobierno. 

Para ser Gefe Político es necesario reu- 
nir las condiciones siguientes: 1 ° Ciudada- 
nía en ejercicio: 2 ° Ser vecino del Depar- 
tamento, con propiedades cuyo valor no ba- 
je de cuatro mil pesos: 3 ° Tener treinta 
años cumplidos de edad (3). 

Las principales funciones de los Gefes 
Políticos son las siguientes: 1 ° Velar so- 
bre el cumplimiento de los deberes de los 
empleados dependientes del Poder Ejecu- 


(1) Circular de 27 de Mayo de 1852. 

(2) Ley de 7 de Julio de 1858. 

(3) Art. M81 19 y 121 de la Con.-I Unción. 


tivo en los diferentes ramos de la Adminis- 
tración: 2 ° Promulgar en los Departa- 
mentos de Campaña, las leyes y decretos 
que el Poder Ejecutivo les comunique: (1) 
3 ° Vigilar sobre la conservación del ór- 
den público, y adoptar todas las medidas 
que él demande: 4 ° Aprehender á los cri- 
minales, y á los que incurran en faltas que 
deban penarse: 5 ° Imponer penas correc- 
cionales por delitos leves: 6 ° Entender y 
resolver en todo lo relativo á la Policía del 
Departamento respectivo, á la salubridad y 
á la calidad de los alimentos del consumo 
público: 7 ° Velar sobre la observancia de 
todas las disposiciones gubernativas y de po- 
licía. 8 ° Hacer efectivo el cumplimiento 
de las disposiciones sobre abasto de carnes , 
y resolver cualesquiera cuestiones que se 
susciten, entre el Administrador de corra- 
les y los abastecedores, ú otras sobre la 
materia (2). 

Los Gefes Políticos son amovibles á vo- 
luntad del Gobierno. 

Pueden asistir, cuando lo juzguen conve- 
niente á las sesiones de las Juntas Econó- 
mico Administrativas; conferenciar con ellas 
sobre los objetos de su institución, propo- 
nerles lo que entiendan de utilidad pública 
y encargarse de la ejecución de lo que ellas 


(1) Ley de I ° de Marzo de 1831. 

(2) Art. 22 al R; g'a nrnto de 1 * de Ent ro de 1841. 

16 
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acuerden, pero sin tener voto en sus delibe- 
raciones (1). 

Ademas de la responsabilidad de los Ge- 
fes Políticos durante el desempeño de sus 
funciones, quedan sugetos á residencia por 
tres meses, después de concluidas estas (2). 

No está previsto, sin embargo, por la ley 
del ° Marzo de 1831 que establece esta 
residencia, la forma en que deben ser acusa- 
dos en su caso, ni el Tribunal que debe juz- 
garles y sentenciarles, ni ha ocurrido un 
caso práctico que lo haya establecido. 

La Policía tiene una caja Receptora, don- 
de se vierte el producto de los ramos lla- 
mados de Policía, como son los derechos de 
pasaportes, de constraste, de marcas de ga- 
nados, de carcelage, de licencias para edifi- 
car, para reedificar, para cercar, y para lim- 
pieza, multas y otros, cuyos fondos se ha- 
llan bajo la administración y dirección del 
Gefe Político, debiendo dar cuenta de su 
aplicación. 

Para este efecto, la contabilidad debe ser 
llevada por un oficial interventor, dependi- 
ente del Gefe Político, debiendo pasar aquel 
el correspondiente estado mensual á la Con- 
taduría General, y el Gefe Político los fon- 
dos recaudados, á la Tesorería General. 

El Departamento de Policía debe recibir 
del Ministerio de Gobierno, con ¡nterven- 


GE 

cion de la Contaduría General, boletos im- 
presos de derechos de carcelage, pasaportes, 
marcas y demas ramos policiales, con pro- 
hibición de hacer uso de otros (1). — Véase 
Impuestos policiales. 

Los individuos de la clase militar, pue- 
den ser Gefes Políticos siempre que reúnan 
las condiciones de la ley (2). 

En los Departamentos de Campaña, el 
mando de la Guardia Nacional correspondía 
á los Gefes Políticos (3). Pero por Decreto 
de 24 de Abril de 1860, se declaró sepa- 
rada la Gefatura de Policía de la Coman- 
dancia de la Guardia Nacional, sin peijuicio 
de que puedan los Gefes Políticos, requerir 
el auxilio de toda ó parte de ella, en caso 
necesario, dirigiéndose al Gefe respectivo. 
En tales casos, los Comandantes de Guar- 
dias Nacionales, deben prestarlo del modo 
mas amplio y eficaz , con arreglo al art. 8 
de la Circular de 30 del mismo mes y año. 

GEFE SUPERIOR BEL RESGUARDO. — 

Funcionario á cuyo cargo se halla la direc- 
ción de todas las Aduanas marítimas, fluvia- 
les y terrestres de la República (4). Asi lo 
dispone el decreto de su creación: sinem- 
bargo, el ejercicio de este empleo no tiene 
efecto, ni fueron reglamentadas ni determi- 
nadas sus funciones. 


GR» 


GRADOS UNIVERSITARIOS. LOS que 

se confieren por alguna Universidad, previas 
las pruebas de suficiencia é idoneidad, seña- 
ladas por los estatutos respectivos. 

La Universidad de la República confiere 
grados de Bachiller en ciencias y letras, de 
Licenciado y de Doctor, en las facultades 


(1) Art. 5 o de la Ley de I ° de Marzo de 1831 . 

(2) Art 18 de la misma ley. 


de Medicina, Cirujia, Jurisprudencia y Teo- 
logía. No puede obtenerse el grado de Li- 
cenciado ó Doctor en una facultad, sin ha-- 
ber recibido antes el de Bachiller en cien- 
cias y letras. 


(1) Decreto de 6 de Marzo de 1865 y acuerdo de 22 
de Mayo de 1860. 

(2) Ley de 22 de Junio de 1854. 

(.3) Decreto de 27 de Octubre de 1858. 

( *) Decreto de 22 de Sept iembre de 1858. 
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Para recibir el grado de Bachiller, se re- 
quiere que el pretendiente haya sido apro- 
bado en todos los exámenes anuales del 
curso de estudios secundarios, y que rinda 
ademas, uno general de todas las materias 
que ellos comprenden, cuya duración sea de 
tres cuartos de hora. — Véase Estudios se- 
cundarios. 

Para obtener el grado de Licenciado, ade- 
mas de los examenes anuales, debe darse 
uno general, sobre todas las materias que 
abraze el estudio de la facultad en que ha- 
ya de recibirse el alumno. Su duración será 
de tres cuartos de hora. 

El examen general de la facultad de Me- 
dicina, debe ser teórico-practico, reducién- 
dose el último á un caso especial y presente 
en el Hospital general, cuya historia escrita 
presentará el pretendiente á las cuatro ho- 
ras. — Es también obligatoria para este 
grado, la resolución escrita de una cuestión 
de medicina legal, que dada tres dias antes 
debe ser presentada y leida en este acto. 

El grado de Licenciado está suprimido 
en la practica de nuestra Universidad : ob- 
tenido el de Bachiller, y cursados después 
los estudios, y llenadas las formalidades 
proscriptas por los estatutos universitarios, 
se obtiene en seguida el de Doctor. 

Para recibir el grado de Doctor en cual- 
quiera facultad, se requieren las mismas 
pruebas que para el de Licenciado, y ade- 
mas, la lectura de una disertación, sobre al- 
guna tesis importante, que durará al menos 
media hora. Esta disertación ha de ser pre- 
sentada al Rector, y á los catedráticos de la 
facultad; y aprobada, se señala dia y hora 
para su lectura, que debe hacerse en acto 
público. 

Concluida la lectura de la disertación, dos 
alumnos de la facultad designados de ante- 
mano por el Rector, los Catedráticos de 
la misma, y cualquiera de los concurrentes, 
hacen al examinando, las preguntas, obser- 
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vaciones y réplicas que creyesen convenien- 
te, sobre la materia de la disertación. La- 
duracion de este examen es de una hora. El 
examinando puede ser protegido en este acto 
por uno de los profesores de la facultad, 6 
por un Doctor en ella que elegirá, dando 
aviso al Rector. 

Los abogados recibidos por el Superior 
Tribunal de Justicia, que no tengan, sin 
embargo, grado académico, pueden recibir 
el de Licenciado, con la sola constancia del 
hecho; pero, para obtener el de Doctor, de- 
ben someterse á las pruebas que quedan in- 
dicadas. 

Los graduados en otra Uuiversidad, que 
lo acrediten con títulos originales, pueden 
ser incorporados á la de la República, pre- 
sentando sus títulos ante el Cuerpo Universi- 
tario, para que sean registrados. 

Los derechos que deben pagarse á la 
Universidad, para obtener grados universi- 
tarios, son los siguientes: Por el grado de 
Bachiller cincuenta pesos: por el de Licencia- 
do, cien pesos: por el de Doctor, cuatro 
cientos pesos. Estas sumas están reducidas 
actualmente á la mitad (1). 

Los grados públicos, son conferidos so- 
lemnemente el 4 ° de Marzo, con asisten- 
cia precisa del Rector, del Cuerpo Universi- 
tario, y de la Sala de Doctores, con sus in- 
signias. Solo se conferirán grados privados, 
en casos extraordinarios, y por motivos ur- 
gentes, en cuyos casos, asistirá al acto so- 
lamente el Cuerpo Universitario. 

Los que hayan de recibir el grado de Li- 
cenciado ó de Doctor, prestarán inmediata- 
mente antes, en manos del Rector, jura- 
mento de defender la independencia de la 
República, y su libertad, bajo el régimen 
representativo republicano, y el único impe- 
rio de la ley (2). 


(1) Decreto de 31 de Julio de I85C. 

(2) Reglamento Universitario de 28 de Septiembre 
de 1840. 
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Prestado este juramento, el Rector coloca 
, al graduando las insignias de la facultad. — 
(Véase Insignias de graduados ) y el guante 
y el anillo, en signo de amistad y fraterni- 
dad. El graduando sube, acto continuo, con- 
ducido de la mano por su padrino, que debe 
acompañarle en ese acto, á la Cátedra, don- 
de pronuncia una proposición, sobre el 
punto que elija de la facultad; verificado lo 
cual, desciende de la Cátedra, y vuelto á to- 
mar por su padrino, es conducido á recibir 
el abrazo fraternal de todos los miembros 
presentes de la sala de Doctores, y del 
Cuerpo Universitario, tomando en seguida 
asiento entre ellos. — Esta ceremonia tiene 
lugar para recibir el grado de Doctor. — El 
Bachiller presta juramento, recibe las in- 
signias, y toma posesión sin las formalida- 
des indicadas. 

granja experimental. — Por De- 
creto de 5 de Enero de 1853 se mandó es- 
tablecer juna 'granja experimental en el De- 
partamento de Montevideo, costeada por el 
Tesoro público, y á cargo, y bajo la direc- 
ción de una Comisión de tres Ciudadanos. 
Los objetos de esta institución eran: I o Hacer 
ensayos sobre el cultivo de las variedades de 
trigos desconocidos en el Pais, y demas gra- 
nos, plantas y árboles que se hallan en el 
mismo caso: 2 ° Ensayar también la apli- 


GR 

cacion de los productos de la agricultura á 
las artes que á ella acompañan: 3 ° Averi- 
guar los lucros líquidos de esos productos, 
y artes agrícolas que de ellos pueden deri- 
varse: i ® Experimentar el uso de los ins- 
trumentos, máquinas, é ingenios aplicables 
á la industria agrícola en toda su extensión: 
5 ° Probar con repetidos experimentos, las 
fuerzas productivas de las diversas calidades 
de tierras, y el mejor destino que pueda dár- 
seles en la agricultura: 6 ° Procurar des- 
cubrir los mejores métodos de cultivo par- 
cial y comvinado, sobre los diversos ob- 
jetos á que parezca conveniente contraerlos: 
7 ° Verificar, por medio de la aplicación 
practica, todo lo relativo á la economía de la 
casa de campo. 

De los descubrimientos y resultados que 
pudiesen ser de utilidad á los labradores y 
empresarios de establecimientos agrícolas 
debería dárseles conocimento con las ins- 
trucciones necesarias. 

Para el establecimiento de esta institu- 
ción, y para subvenir á los gastos que él 
demandase, debia solicitarse la competente 
autorización del Cuerpo Legislativo: sin em- 
bargo, no habiendo sido solicitada esta, el 
establecimiento de la granja experimental 
quedó sin efecto, no obstante hallarse sub- 
sistente el decreto de sn creación. 


GV. 


guarda. — Empleado de Aduana, en- 
cargado de vigilar el contrabando. 

Los guardas deben cuidar de que no se 
embarque, desembarque, trasborde ó remue- 
va ningún efecto ni mercadería, sin el per- 
miso del Colector general, ó de quien le 
represente, debiendo detener cualquier arti- 
culo sobre el cual no se baya llenado este 
requisito, y dar cuenta inmediatamente al 
Inspector en ejercicio. 


Deben examinar si fas especies ó bultos, 
que se embarquen ó desembarquen, corres- 
ponden exactamente al permiso dado, y en 
caso de diferencia notable, verificar del mis- 
mo modo la detención. 

No les es permitido separarse voluntaria- 
mente de su destino , bajo la pena de perder 
la plaza: en caso de enfermedad, deben es- 
presarlo, para ser subrogados en el servicio 
respectivo. 
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En el momento de fondear un buque de 
comercio en el Puerto, se le pasa la visita, 
con la cual va un guarda, según el corres- 
pondiente turno, que queda abordo, mientras 
duran las operaciones del buque. Su objeto 
es vigilar el contrabando, impidiendo que se 
abran las escotillas, y cuidando de que no 
se desembarque ni se reciba cosa alguna 
abordo, sin el correspondiente permiso. 

Debe llevar un cuaderno en que siente los 
bultos que se extraigan en los lanchones ó 
botes de descarga, con designación de los 
números y marcas, para hacerse ulterior- 
mente las comprobaciones del caso, y dar al 
lanchonero una papeleta del número y mar- 
cas de los bultos que conduzca, con espre- 
sion del día y hora; cuya papeleta debe pa- 
sar al Alcaide de la Aduana. 

Todo bulto que no esté bien acondiciona- 
do, lo reserverá el guarda para conducirlo 
consigo en la última barcada (1). — Véase 
Derecho de guarda — Resguardo. 

guarda sanitario. — El empleado 
encargado de hacer observar rigorosamente, 
la incomunicación de un buque sugeto á 
cuarentena. 

El guarda sanitario, cuyo servicio debe 
desempeñar uno de los guardas francos, de- 
be permanecer abordo mientras dure la cua- 
rentena del buque. Sus funciones son: I o 
Tener especial cuidado de que no salga del 
buque incomunicado, sin permiso de la au- 
toridad de Sanidad, persona ni cosa alguna: 
2 o No dejar introducir abordo ninguna per- 
sona ni objeto que tenga que volver á salir: 
3 ° Vigilar sobre el cumplimiento de todo 
lo que disponga la Junta de Sanidad: 4 ° 
Transmitir á esta todas sus observaciones so- 
bre el estado sanitario de la tripulación del 


(I) Reglamento del Resguardo 20 de Mario de 1829. 


buque, y sobre las contravenciones que hi- 
ciese (I). — Véase Cuarentena. 

guardia nacionai.. — La Guardia Na- 
cional se divide en activa y pasiva, y en las 
tres armas infanteria, artillería y caballería. 

Suple al ejercito de Knea, en cada De- 
partamento respectivamente, á menos que 
las circunstancias exijan su concurrencia al 
Ejército ¿juicio del Poder Ejecutivo. 

Siempre que la Guardia Nacional forme 
con las tropas de línea, debe ocupar la de- 
recha. 

Cuande se halle en servicio activo, la Gu- 
ardia Nacional, está sugeta á las Ordenanzas 
militares, y goza el sueldo del Ejército. 

Todo ciudadano de la República, es 
Guardia Nacional. Los alistamientos deben 
hacerse con la intervención de las autorida- 
des locales y el auxilio de la Policía. 

Las asambleas de la Guardia Nacional de 
infanteria y artillería, tienen lugar los Do- 
mingos y dias festivos de ambos preceptos, 
en los meses de Febrero, Marzo y Abril. 
La Caballería tiene sus ejercicios doctrina- 
les, durante quince dias consecutivos, en la 
primera quincena de Abril (2). 

Las Guardias Nacionales dependen inme- 
diatamente del Gobierno, debiendo enten- 
derse en lo relativo al servicio, por conducto 
del Estado Mayor (3). 

El nombramiento de Gefes de la Guardia 
Nacional .incumbe al Gobierno, pudiendo 
recaer, como el de los Gefes Políticos, en 
ciudadanos de la clase civil 6 militar. — 
Véase Gefe de la Guardia Nacional. 

En Montevideo y en los demas Pueblos 
del Estado, debe haber los batallones 6 corn- 


11) Reglamento de Policía Sanitaria de 2 de Ionio 
de 1888 tit. 8°. 

12) Ley de 7 do Julio de 1858» 

(3) Decreto de 9 de Febrero de 1836. Habiendo lide 
suprimida la Ofldna de E. M. G. por Decreto de 9 da 
Abril de 1860, ha quedado esta disposición sin efecto. 
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pañias de Guardias Nacionales qae la pobla- 
ción permita, teniendo cada batallón las 
piezas de artillería que sean necesarias. 

El cuadro veterano de cada batallón 
consta de un Sarjento mayor, un Ayudante, 
un Abanderado y un tambor mayor, con los 
sarjentos, tambores, cornetas y música cor- 
respondientes, cuyas plazas gozan del sueldo 
de la ley. Cada batallón debe tener una 
bandera Nacional. 

El cuadro veterano de cada regimiento de 
caballería, consta de un mayor, un ayudante, 
un porta-estandarte, con los sarjentos, cabos 
y cornetas correspondientes. Cada regimiento 
debe tener un estandarte Nacional. 

Por circular del Gobierno á los Coman- 
dantes de Guardias Nacionales de 30 de 
Abril de 1860, se ha mandado que las pla- 
nas mayores queden reducidas á una sola 
por cada Departamento, comprendiéndose 
el de la Capital, solo con relación á los regi- 
mientos de caballería. Cada plana mayor de- 
be constar de un Sargento mayor, un Ayu- 
dante mayor, un Porta Estandarte, un Sar- 
gento brigada, un Sargento de Clarines, 
cinco clarines, dos tambores para la in- 
fantería, y dos Ordenanzas para el Coman- 
dante en Gefe de la Guardia Nacional. Los 
Gefes y Oficiales de linea de la Guardia 
Nacional, deben pasar revista de Comisa- 
rios en las listas de plana mayor, incluyén- 
dose en el presupuesto con sueldo íntegro. 

Los cuerpos de infantería deben pasar 
una revista mensual de vestuario y arma- 
mento. — Deben los Comandantes de Gu- 
ardia Nacional, remitir mensualmente al 
Ministerio de la^Guerra, un estado de ar- 
mamento y equipo. 

La Guardia Nacional es uniformada por 

erEstado. — 

•# 

Son esceptuados de todo servicio en la 
Guardia Nacional los Ciudadanos mayores 
de cincuenta y cinco años, y los demas 
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comprendidos en la ley. — Véase Guardia 
Nacional Pasiva. 

La ley orgánica de la Guardia Nacional 
debía ser revisada ai año de su promulga- 
ción (1). No habiéndolo sido, se halla en vi- 
gencia en todas sus parles. 

GUARDIA NACIONAL ACTIVA. — La 

Guardia Nacional activa, se forma de todos 
los Ciudadanos mayores de 1 7 años, y me- 
nores de 17 ; incluyéndose en estos, los Te- 
nientes Alcaldes, los empleados civiles y del 
ramo de Justicia, los practicantes de leyes y 
medicina, los estudiantes, los abogados con 
estudio abierto, los escríbanos y los procu- 
radores de pobres. Son esceptuados los Jue- 
ces de Paz y los Gefes de Oficina. 

Los individuos citados, tienen la obliga- 
ción de asistir á los ejercicios y revistas, y 
en caso de conmoción interior, ó ataque ex- 
terior, la de hacer servicio á la par de los 
demas Ciudadanos. 

Deben alistarse en la Guardia Nacional 
sin obligación de asistir á los ejercicios y 
revistas, los empleados del ramo de postas, 
y los mayorales de las diligencias en servi- 
cio, debiendo sinembargo, concurrir á él 
siempre que el Gobierno lo juzgue necesa- 
rio (2) 

El enrolamiento de la Guardia Nacional 
en toda la República, debe hacerse en los 
meses de Septiembre y Octubre. La orga- 
nización de las fiierzas respectivas en cada 
Departamento, y su distribución en cuerpos 
de las tres armas, depende del número de 
Guardias Nacionales que puedan dar res- 
pectivamente. 

El armamento y vestuario de cada Cuer- 
po se halla bajo la responsabilidad inme- 
diata del Sarjento mayor. El cuadro vete- 


(1) Ley de 7 de Julio de 1858. 

(2) Ley de 7 de Julio de 1858. 
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rano es considerado en constante servicio 
activo y pagado como tal. 

Cada Departamento debe tener un habili- 
tado, nombrado por los Gcfes y Oficiales de 
los Cuerpos, cuya elección debe hacerse en- 
tre los Ayudantes, Abanderados y Oficiales 
subalternos. La duración de este cargo, es 
de un año. 

El habilitado debe dar fianza por las can- 
tidades que ha de manejar, y goza sobre 
ellas, de una comisión de uno por ciento (2). 

Todas las demas disposiciones reglamen- 
tarias, y de servicio interno y policía de los 
Cuerpos de Guardia Nacional, se hallan de- 
talladamente determinadas en el decreto que 
queda citado. 

GUARDIA NACIONAL PASIVA. La 

Guardia Nacional pasiva, se compone de los 
Jueces de Paz, los Gefes de Oficina y de 
todos los Ciudadanos mayores de 47 años 
que no hayan cumplido 55. Es llamada al 
servicio de las armas, para reemplazar á la 
activa en servicio urbano de los Pueblos, 
cuando esta se movilize, 6 en caso de con- 
moción interior ó ataque exterior. 

Son ademas escepluados del servicio ac- 
tivo y pasivo de la Guardia Nacional : 1 ° 
Los miembros del Cuerpo Legislativo, los 
Ministros de Estado, y los miembros del Su- 
perior Tribunal de Justicia : 2 ° Los Fisca- 
les del Estado, los Jueces letrados de 1 “ 
Instancia y los Alcaldes Ordinarios: 3 ° Los 
miembros del Clero: 4 o Los empleados 
que formen parte de la fuerza pública : 5 ° 
Los encargados del servicio de vigilancia 
del Resguardo : 6 ° Los que física ó mo- 
ralmente sean inhábiles para el servicio, 
previo reconocimiento que ordene el Gefe de 
la Guardia Nacional : 7 ° Los médicos en 
ejercicio, los farmacéuticos, los catedráticos 
de la Universidad, los maestros de Colegios 


(I) Decreto de H de Julio de 1858. 


Gil 

y escuelas públicas de pnmeras letras, y los 
sacristanes, no escediendo de dos por cada 
templo en la Capital, y de uno en los demas 
pueblos del territorio de la República. 

En las Secciones fuera de Ciudades y 
villas del Estado : I ° El principal mayor- 
domo ó capataz de establecimientos indus- 
tríales ó de pastoreo, cuyo capital esceda de 
cuatro mil pesos, sin incluir el valor del 
suelo : 2 ° El hermano á cuyo cargo ésten 
menores de catorce años, huérfanos de pa- 
dre y madre, á quienes mantenga con su 
trabajo personal, previo informe que se pe- 
dirá al Juez competente: 3 ° El único hijo 
de viuda sexagenaria ó impedida, que no 
tenga pensión ni mas recursos, que aquellos 
que le proporcione el hijo con su trabajo 
personal, previo informe que se pedirá al 
Juez de Paz de la Sección á que pertenezca 
y á cuatro vecinos de respetabilidad y 
buen nombre; 4 ° Los padres viudos que 
tengan hijos menores de catorce años, que 
sean sostenidos con su trabajo personal: 
5 ° El hijo único de padre septuagenario 6 
impedido, que mantenga á este con su tra- 
bajo personal, previo informe que se pedirá 
al Juez de Paz de la Sección de su resi- 
dencia, y á cuatro vecinos de respetabili- 
dad y buen nombre. Si el padre que se en- 
contrase en los casos citados tuviese mas de 
un hijo, puede esceptuar á uno de ellos á 
su elección (1). 

guias. — Todos los ganados, frutos, 
efectos y mercaderías de cualquiera especie 
que sean, que transiten por tierra ó por 
agua en el territorio de la República, deben 
ser guiados, sea cual fuese su procedencia ó 
destino. 

Las guias son estendidas por la Colectu- 
ría general, y las Receptorías y Sub-Recep- 
torias, donde las hubiese, y en su defecto, 

(i) Lo y de 7 de Julio de 1858. 
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por los Alcaldes Ordinarios, Jueces de Paz, 
y Tenientes Alcaldes de los puntos respec- 
tibos, en el órden en que quedan nombra- 
dos. El precio de cada guia es el de dos 
reales (1). 

Toda carga conducida por cualquier clase 
de carruage 6 carguero, debe llevar guia: 
en ella se ha de espresar la clase de efectos 
conducidos, el local donde se han cargado 
y el destino á donde se dirigen. 

Para que los efectos guiados, puedan 
• subdividirse en el tránsito, es indispensable 
espresar en la guia los que deben dejarse 
en cada punto, sin cuyo requisito, debe 
ocurrirse á sacar nueva guia en el punto 
mas inmediato. 

Los efectos y artículos que se embarquen 
para transitar por los ríos, deben llevar 
para cada carretilla ó carga conducida por 
cualquier otro agente, una guia que com- 
prenda los efectos que conduce cada car- 
ruage, sin que esto obste á los permisos ó 
guias de que deben proveerse de las Adua- 
nas. Estas guias parciales, deben estar con- 
formes con la guia general otorgada por la 
Aduana, y no estándolo, el patrón del bu- 
que debe dar razón de la diferencia. 

En los ganados vacunos, no pueden com- 
prenderse mas que cien cabezas en cada 
guia, doscientas de yeguarizo, quinientas de 
lanar, y veinte de cerdos. 

Los solicitantes de guias deben presentar 
en la oficina respectiva, una relación de los 
efectos que van á cargar, su procedencia y 
destino, á fin de obtener la guia respectiva 
que presentarán á su llegada, á la Colectu- 
ría general, ó á los encargados que masade- 
lanle se espresarán (2). 

Las guias no deben expedirse sin que el 
solicitante justifique haber pagado el im- 


[\) Decreto de 4 de Octubre de 1841. 
(2) Decreto de 8 de Octubre de 18H. 
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puesto departamental correspondiente á los 
efectos que se proponga extraer (1). Deben 
ser impresas y numeradas : su duración es 
de un año. 

En cada Departamento, el Gefe Político 
debe distribuir á las autoridades encargadas 
de expedir las guias, el número necesario 
de ellas, bajo recibo que le sirva de descar- 
go. Estas deben pasar á aquel cada trimes- 
tre, una relación de las que hubiesen es- 
pedido, con el producto de ellas, de lo cual 
el Gefe Político debe dar aviso y cuenta do- 
cumentada al Gobierno. 

Los fondos procedentes de guias, deben 
aplicarse á gastos de cárceles, y otro locales 
bajo la debida justificación. 

Las Autoridades Judiciales y las de Poli- 
cía, están facultadas para exigir la manifes- 
tación de guias á los que deban llevarlas, y 
en caso de omisión, deben detener los efec- 
tos ó ganados no guiados, hasta que se 
pruebe la legitimidad de la propiedad, y re- 
ciba el conductor la guia correspondiente, 
en cuyo caso, pagará un peso ademas del 
valor de la guia. 

Si no se verificase la legitimación de la 
propiedad, los conductores deben ser presos 
y remitidos con el correspondiente sumario 
al Alcalde Ordinario del Departamento, pa- 
ra que este los pase al Juzgado del Crimen 
para ser juzgados. 

A la llegada al punto de su destino, los 
conductores de ganados ó efectos, presen- 
tarán la guia al Gefe Político, y confrontada, 
estando conforme, se le pondrá el cumpli- 
do, otorgando una tornaguía que les habilite 
para vender los efectos ó ganados. Si resul- 
tase disconformidad en las guias, con las 
marcas ó efectos, se procederá al arresto y 
sumario que quedan indicados (1). 


(1) Art. 6 del Decreto de 28 de lulío de 1856. 

(2) Instrncciones á los Gefe* Pulírteos de 20 de Ma- 
yo de 1 835, y Decreto de I de Diciembre de 185V. 
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En la Capital, la presentación de las guias 
debe hacerse en la tablada respectiva, asi 
como el reconocimiento y revisacion de los 
ganados conducidos. Los demas objetos y 
frutos, deben ser presentados y reconocidos 
en las plazas del Sarandl y de los Treinta 
y tres. 

La Policía debe pasar diariamente al Mi* 
nisteri) de Gobierno, una relación de los 
productos introducidos el día anterior, ex- 
presando los que hayan venido con guia, y 
los que hayan venido sin ella ó fuera de 
ella : como también los que hayan pagado ó 
nó el impuesto municipal, ó hayan sido em- 
bargados ó detenidos, cou el nombre del 
introductor y el lugar de su procedencia, 
todo lo cual debe publicarse por la prensa. 


C¡V 

Los gastos de depósito, custodia y demas 
que se causen por el embargo ó detención 
de los objetos no guiados, á que debe pro- 
cederse inmediatamente, deben pagarse por 
el introductor, ó con el producto de dichos 
objetos, sin perjuicio de las multas en que 
hubiesen incurrido. Estas multas son : por 
la primera vez veinlicinco pesos: por la se- 
gunda el duplo: por la tercera el cuadruplo. 

Si el ganado resultase robado, el intre - 
ductor debe responder de su valor al pro- 
pietario y sufrir ademas las penas de la 
ley (1). Véase Abigeato. 

Ningún abastecedor puede recibir gana- 
dos para consumo, sin la correspondiente 
tornaguía de la tablada. — Véase Abaste- 
cedores. 


HA. 


habilitados. — El Cuerpo de inváli- 
dos, el de los oficiales del Estado mayor pa- 
sivo y las viudas y menores con sueldo de 
la Nación, nombraban á mayoría de votos, 
sus respectivos habilitados, encargados de 
recibir del Tesoro Nacional sus haberes, y 
de hacerles el pago, mediante *el cobro de 


una comisión. Estas habilitaciones fueron su- 
primidas, creándose en su lugar una mesa 
pagadora, á cargo de un Gefe militar, un 
Oficial subalterno, y un cajero tenedor de 
libros, con sugecion á las reglas y prescrip- 
ciones establecidas por el decreto de su crea- 
ción (2). — Vcase i! lesa pagadora. 


HE. 


herencia — El conjunto de los bienes 
y acciones que alguno tenia al tiempo de 
. morir deducidas las deudas. — Véase Succe- 
sion hereditaria entre los cónyuges. 

Las herencias ex testamento y ab infés- 
talo, que no sean entre ascendientes y des- 
cendientes, así como los legados, fideicomi- 
sos, donaciones morlis causa, y los bienes 
hereditarios que salgan d:l pays, están suge- 
tos al pago de un impuesto en favor del 
Fisco. Este impuesto es el siguiente : 

Las herencias ex testamento , legados, 
fideicomisos v donaciones morlis causa, 


entre coletarales del segundo grado civil 
deben pagar un euatro por ciento sobre su 
valor: el mismo impuesto corresponde á las 
herencias entre los cónyuges, y á los lega- 
dos, fideicomisos y donaciones morlis can- 
sa. Entre los colaterales del tercero al 
quinto grado civil, deben pagar un cinco 
por ciento : del sesto al décimo, un seis por 
ciento. Entre personas extrañas, ó entre 
corporaciones ó establecimientos que no 

(1) Dt ereto de 2 de Enero de I8’»7. 

(2) D crelo de 12 de Al.ril de i8o8. 

17 
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sean piadosos ni públicos, dentro del Estado, 
un doce por ciento; y si los bienes hubieran 
de salir del Pays, pagarán ademas un ocho 
por cíenlo. 

Las herencias ab inféstalo entre colate- 
rales del segundo grado civil, deben pagar 
nu seis por ciento sobre su valor; — del ter- 
cero al quinto grado civil, deben pagar 
siete por ciento; del sexto al décimo grado 
diez por ciento; y si hubieran de salir del 
país, pagarán ademas un tres por ciento. 

Las herencias ex testamento y ab intes- 
talo, entre ascendientes y descendientes le- 
gítimos ó naturales, cuando hubieran de sa- 
lir del País, pagarán un once por ciento (1). 

En cada Departamento debe haber un 
procurador Fiscal, nombrado por el Poder 
Ejecutivo, cuyas funciones son : I o De- 
nunciar por escrito ante el Juzgado letrado 
de lo Civil de la sección, y ante el Fiscal 
de Hacienda, cualesquiera herencia ú otros 
bienes que adeuden derechos al Fisco: 2 ° 
Practicar las diligencias extrajudiciales que 
lee encomiende el Fiscal: 3 o Gestionar 
ante el Alcalde Ordinario el pago de los de- 
rechos que con sugécion á petición del Fis- 
cal, ordonc el Juez de la causa. 

El Juzgado de lo Civil é Intestados, debe 
dar vista al Fiscal de Hacienda, de las de- 
nuncias que recibiere de los Procuradores 
Fiscales, y de los expedientes que giren 
ante ellos, sobre bienes de difuntos en que 
deba percibir derechos el Fisco. El abono de 
estos derechos, debe hacerse al Juez, el 
cual los remitirá al Ministerio de Gobierno, 
para que sean vertidos en Tesorería gene- 
ral. 

En las diligencias sobre cobro de dere- 
chos Fiscales, no se devengan costas, sino 
en d caso de mediar fraude, ocultación, ó 


! '•' 1 e> i!c 4 il Abril de 18.-.1 . 
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resistencia que dé mérito á condenación es- 
pecial. 

El Fiscal y los Procuradores, no pueden 
hacer transacciones sobre los derechos que 
se adeuden con sugécion á la ley. 

Los Procuradores Fiscales, perciben el 
tres por ciento en la Capital, y el cuatro 
por ciento en la campaña, sobre el monto 
de los derechos que se recauden en virtud 
de denuncia ó gestión que ellos hicieren. 
La deducción de la comisión, debe hacerse 
antes ¡de la remisión de los fondos por el 
Juez. * 

Los Procuradores Fiscales son amovibles 
ad mutum por el Poder Ejecutivo, como 
simples comisionados (1). 

Por acuerdo del Gobierno de 26 de 
Abril de 1860 filé suprimido el cargo de 
Procurador Fiscal. Este acuerdo parece re- 
ferirse solamente al de la Capital, á quien se 
mandó rendir cuenta de los fondos recau- 
dados, virtiéndolos en Tesorería general. 

Niugun Escribano público puede expedir 
copia de documentos relativos á expedientes 
sobre bienes hereditarios, sugetos al pago 
de derechos fiscales, sin constancia de haber 
sido oido en ellos el Ministerio público, ba- 
jo las penas establecidas (2). Véase Escri- 
banos. 

Cuando la tasación de los bienes sugetos 
al pago del impuesto, aparezca diminuta en 
una sexta parte de su valor, según los pre- 
cios corrientes, se hará otra por un juri 
compuesto del Juez y dos peritos, de los 
cuales, uno será nombrado por el Fiscal ó 
el procurador, y otro por los herederos ó 
interesados. 

Cuando se pruebe ocultación maliciosa, 
el ocultador, ademas de las costas, pagará 
el duplo del derecho que le corresponda. 


(1) Decreto de 14 de Agosto de 185?. 
(?) Deere! o de 23 de Abril de 18', G. 
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Los derechos y acciones, son considera- 
dos bienes hereditarios ; pero el pago del 
impuesto sobre ellos, no debe verificarse 
hasta que tomen posesión los herederos, ó 
se hagan realizables las acciones. 

Los bienes que se hallen en Pays Ex- 
trangero al tiempo del fallecimiento, están 
exentos del pago del derecho fiscal, aunque 
después vengan al Estado (I). 

Los bienes que consistan en títulos de la 
deuda pública consolidada, están también 
exentos del pago de este derecho (2). 

Debe fentenderse £que convertida esta 
deuda, gozan del mismo beneficio los tene- 
dores de títulos de la deuda fundada. 

derujinis de caridad. — La Capi- 
tal cuenta én su seno el establecimiento de 
esta útil institución. Las hermanas de Cari- 
dad prestan sus piadosos servicios en el 


Hospital de este nombre. Los enfermos de 
ambos sexos que allí son asistidos, están bajo 
su inmediata atención y cuidado, y reciben 
de aquellas mugeres, imagen de verdadera 
caridad cristiana, todos los auxilios y con- 
suelos que su celo les prodiga. 

El servicio de las hermanas de Caridad 
es permanente durante todas las horas del 
dia y de la noche, alternándose en este ser- 
vicio para que el no sea en ningún momen- 
to interrumpido. 

Está ademas á cargo de las hermanas de 
Caridad el asilo de niñas huérfanas, que ha- 
biendo perdido á sus padres durante la epi- 
demia de 1857, fueron recojidas y coloca- 
das bajo el amparo de la Caridad, en un es- 
tablecimiento fundado al efecto, y costeado 
con los fondos producidos por distintas sus- 
cripciones voluntarias. 


HI. 


higiene píiblica. — La adopción de 
las medidas que reclame la conservación de 
la salubridad pública, está encomendada á 
la Junta de Higiene pública y al Departa- 
mento de Policía, tomando parte á veces en 
estas atribuciones, las Juntas E. Administra- 
tivas, en virtud de las facultades que les 
están conferidas por el art. 126 de la Cons- 
titución. 

La Junta de Higiene pública ejerce ju- 
risdicción en toda la República, en los ramos 
de su cargo. Véase Junta de higiene pú- 
blica. 

Como medida de. salubridad publica, está 
mandado, que sean terraplenadas y nivela- 
das las calles y los terrenos denominados 
de la Dársena, comprendidos entre las calles 
del Cerrito, Juncal, Florida, y la orilla 


(1) Decreto de 28 de Mayo de 1838. 

(2) Art. 7 de la ley de 3 de Julio de 1851. 


Norte sobre el puerto, bajo las penas preve- 
nidas en cuanto á los propietarios omi- 
sos (1). 

hipoteca. — El derecho real que tie- 
ne el acreedor sobre los bienes del deudor 
obligado al pago de la deuda. 

• La hipoteca es legal, judicial ó conven- 
cional. 

Solo pueden hipotecarse espresamente 
las cosas raíces que están en el comercio 
de los hombres, y sus accesorios reputados 
como raíces según derecho: — los bienes 
muebles, los derechos y acciones, no son 
susceptibles de hipoteca espresa. 

Están en toda su fuerza y rigor las dis- 
posiciones de las leyes mercantiles, relativa- 
mente á los buques y embarcaciones en ge- 
neral (2). 


(1) Ley de 27 de Junto de IH57. 

(2) Ley de 12 de Junio de I86C. Cap. I* 
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Para que las hipotecas gocen del privi- 
legio que les acuerda la ley, deben estar re- 
gistradas. — Véase Registro de hipotecas. 

La hipoteca debidamente registrada, da 
derecho á perseguir la cosa hipotecada en 
cualesquiera manos que se encuentre. El 
tercer poseedor está obligado á pagar las 
deudas hipotecarias, cualquiera que sea su 
importe, bajo pena de ser ejecutada la pro- 
piedad : si á dicha deuda hubiese ademas 
otras propiedades hipotecadas, de que estu- 
viese en posesión el deudor principal, el 
tercer poseedor puede exigir la previa es- 
cusion de ellas. Esta esccpcion no puede 
oponerse cuando la hipoteca es especial. 

El tercer poseedor de buena fé, cuando 
llegase el caso de hacerse efectivo el pago 
de la hipoteca, tiene derecho á que se le 
abonen las expensas que hubiese hecho en 
la propiedad, si esta pasase á dominio del 
acreedor, y adquiere los frutos naturales é 
industriales de ella. El poseedor de mala fé 
no hace suyos ningunos frutos; pero tiene 
derecho á que se le abonen las expensas. 

Las servidumbres que el tercer poseedor 
tuviescen la propiedad, quedan subsistentes. 

El tercer poseedor que hubiese pagado la 
deuda hipotecaria, ó abandonado para ello 
la propiedad, goza de la acción de sanea- 
miento contra el vendedor. 

La hipoteca se extingue : 1 ° Por la ex- 
tinción de la obligación principal : 2 ° Por 
renuncia espresa del acreedor á la hipoteca: 
3 ® Por el cumplimiento de las formalida- 
des prescriptaspara purgar la hipoteca: í ° 
Por la pérdida absoluta de la cosa hipote- 
cada: 5 ° Por la prescripción. — Véase 
Prescripción de hipoteca. 

Los que esten dispuestos á purgar sus 
hipotecas, siendo terceros poseedores, deben 
hacerlo con la debida intervención judicial, 


bajo la forma prevenida por la ley (I) Vease 
Tercer poseedor. 

nipoTEc.1 coxvEM ioxAi.. — La que 

se establece en virtud de contrato espreso 
entre el deudor y acreedor. 

La hipoteca convencional solo puede cons- 
tituirse por los que tienen capacidad legal 
de enagenar los bienes que traten de hipo- 
tecar : los bienes de menores, de ausentes y 
demas individuos privados temporalmente de 
la administración , no pueden ser hipoteca- 
dos mientras dure la posesión provisoria, si- 
no con causa legitima, y autorización judicial. 

La hipoteca convencional no puede otor- 
garse sino por instrumento público, ante 
Escribano y dos testigos (2). 

Si el crédito fuese condicional en su exis- 
tencia, ó indeterminado en cuanto á su va- 
lor, el registro debe hacerse hasta una can- 
tidad estimativa, que se declarará por los 
contratantes. 

Pueden hipotecarse lodos los bienes en 
general, -ó alguno especial: en ambos casos 
debe expresarse la naturaleza y situación de 
la cosa hipotecada, no considerándose tales 
los bienes no especificados en el instrumen- 
to de obligación : en virtud de esta disposi- 
ción, no pueden hipotecarse por convención, 
los bienes futuros. 

Cuando la cosa hipotecada hnbiese pere- 
cido ó experimentado deterioros que la ha- 
gan insuficiente, el acreedor puede exigir el 
abono de su crédito, ó nueva hipoteca su- 
pletoria. 


(i) Cap. 10 y 11 de la Ley de 12 de Junio de 1856. 
(I) Por el art. 14 de la Ley de 2G de Junio de 1858, 
lia sido reformada esta disposición. Por él se dispone 
ue toda escritura pública sea firmada, para su valí- 
ez, por tres testigos idóneos, en vez de dos que an- 
tes se requerían, que no sean dependiente», paniagua- 
dos, ni parientes hasta el 4 o grado del Escribano ó 
Juez autorizante. Es de suponerse también reformado 
el medio supletorio de un Escribano á falta de testi- 
go», puesto que osle no puede suplir con su testimo- 
nio, sino el de dos testigos 
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La hipoteca se extiende á todas las me- 
joras que sobrevengan en el inmueble hipo- 
tecado. 

Los contratos celebrados en Pais Extran- 
gero, según las leyes locales, producen hi- 
poteca en los bienes situados en la Repú- 
blica, toda vez que el registro se practique 
con citación del deudor, ó de la persona á 
quien este hubiese concedido poder especial 
para representarle en aquel acto (1). 

hipoteca Ji niciAi.. — La que resul- 
ta de sentencia dada por Juez competente. 

Esta hipoteca solo tiene lugar en los bie- 
nes del deudor en que se ha trabado eje- 
cución, ó en los que el acreedor ejecutante 
entra á poseer por via de asentamiento. 

Adquieren pues este derecho hipotecario 
los deudores que obtienen judicialmente 
contra sus acreedores, la prohibición de ena- 
genar, ó de gravar determinados bienes raí- 
ces (2). 

hipoteca legal. — La que sin estipu- 
lación entre partes, ni mandato judicial, re- 
sulta de disposición de la ley. 

Los derechos y acciones de que deriva 
la hipoteca legal ó tácita, son los siguien- 
tes. 

1 ° Los de las mujeres en los bienes de 
sus maridos. 

2 ° Los de los menores y demas á quie- 
nes la ley dá guardador, en los bienes de 
este. 

3 ° Los de los hijos en los bienes de su 
padre por razón de adventicios. 

4 ° Los de los hijos de un matrimonio 
anterior, en los bienes de su padre ó madre 
que pasa á segundas nupcias, por razón de 
los que, según derecho, debe reservar para 
dichos hijos. 

5 ° Los de los hijos en los bienes de su 


(1) Cap. 4.° de la ley de 12 de Junio de 1856. 

(2) Cap. 3 ° de la misma ley. 


madre, que siendo tutora 6 curadora, vol- 
viese á casarse, y en los de su padrasto, 
hasta que diese cuenta con pago, de su ad- 
ministración. 

G ° Los del Estado, en los bienes de 
los recaudadores, arrendadores y administra- 
dores de sus rentas, y de los que deban 
contribuciones de cualquiera clase. 

7 ° Los de la Iglesia Nacional y estable- 
cimientos públicos creados por la ley, en los 
bienes de los administradores de sus cosas, 
por lo tocante á la administración. 

8 ° Los del legatorio en los bienes de 
la herencia, por su legado. 

9 ° Los que resultan de los beneficios 
legales, en favor de los arquitectos, empre- 
sarios de edificios, albañiles, carpinteros, 
herreros, y demas obreros y empleados en 
levantarlos, repararlos y construirlos, por 
el importe de sus materiales, valor de su 
industria, ó dinero adelantado para el efecto. 

10 Los que adquieren los propietarios de 
fincas, por sus alquileres; los dependientes 
ó criados por sus salarios; los de las costas 
y costos judiciales, y los de los gastos fune- 
rarios. 

1 1 . Los del vendedor sobre los bienes 
vendidos, por el importe del precio de la 
venta. 

12. Los de los coherederos y cualesquiera 
condominos sobre los bienes comunes. 

13. Los de los permutantes sobre los bie- 
nes permutados, para asegurar el pago de 
las cantidades que cualquiera de ellos se hu- 
biera obligado á entregar por razón de la 
permuta. 

El acreedor con hipoteca legal, puede diri- 
gir su acción contra cualesquiera bienes exis- 
tentes del deudor, y contra los que puedan 
pertenecerle en la succesivo, sin escepcion al- 
guna (1). 


(I) Cap . 2 C de la ley de 12 de Junio de 1856. 
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■ historia nacional. — La redacción documentos, noticias é informes que pidiere, 
de la historia general de la República desde La publicación de la obra, es de cuenta 
su origen, está encomendada al abogado, del Tesoro público, conservando su propie- 
Ciudadano D. Andrés Lamas. — El archivero dad el autor el cual debe reembolsar al Es- 
general, y todos los Gefes de oficinas del tado los desembolsos, que hubiese herbó con 
Estado, deben facilitar al comisionado, los ejemplares de la obra (1). 

xxo. 

hombres buenos. — Los ciudadanos HONORABIO DE ASESORES. — Está 


designados para componer el Tribunal de 
hecho, en las causas criminales. 

Los hombres buenos, son sacados á la 
suerte en los casos ocurrentes, de una lista 
de sesenta que se forma anualmente. El cargo 
de Juez de hecho, es gratuito y obligatorio, 
,y á nadie le es permitido escusarse de de- 
sempeñarlo, sin causa justificada: los que 
resultando designados por la suerte, dejen 
de concurrir á la citación que se les haga, 
sin motivo probado, incurren en una multa 
de veinticinco pesos. — Véase Jurados. 

Los hombres buenos eran llamados á in- 
tegrar el Superior Tribunal de Justicia, en 
las causas civiles en que este hubiese de co- 
nocer en grado de súplica, ó en el recurso 
de nulidad é injusticia notoria (1) Esta prac- 
tica está derrogada (2). 

Guando es necesario integrar el Tribunal, 
sea por impedimento, discordancia de al- 
guno de sus Ministros, ó para conocer del 
recurso de segunda apelación ó del de nuli- 
dad é injusticia notoria, se hace con miem- 
bros sacados á la suerte, de una lista de los 
Jueces de 1*. instancia, los Fiscales del Es- 
tado, los abogados matriculados, y los gra- 
duados en jurisprudencia; — estos á falta de 
aquellos (3). 

(1) Art. 52 y 65 del Reglamento de administración 
de Justicia de 1 0 de Agosto de 1829. 

(2) Ley de 0 de Julio de 1839. 

(3) Art. i 9 de la ley de 9 de Mayo de 18 r >C. y art. 
3 o de la de 8 de Mayo de 1858. 


mandado que en los juicios ejecutivos, los Ase- 
sores, asi como los Jueces, Escribanos, y 
demas oficiales, no cobren sus honorarios 
hasta tanto • que la causa este sentenciada 
de remate, hecha la tasación de costas, y 
puesto su importe en el correspondiente 
mandamiento de pago, para que se cobre en 
el principal y décima, bajo las penas de la 
ley. 

En los juicios ordinarios que pasen á los 
asesores, con autos firmados para seguir su 
sustanciacion, solo optan estos al honorario 
de la vista, hasta que los pongan en estado 
de pronunciar sentencia definitiva, ó inter- 
locutoria con fuerza de definitiva, en cuyo 
caso, pueden pedir, y debe abonárseles, el 
respectivo al punto que se ventile. 

En los que se inicien ante ellos, solo de- 
ben ser cubiertos de sus honorarios, cuando 
los pongan en estado de sentencia definiti- 
va, á no ser que se les recuse con causa le- 
gal, en cuyo caso se les ha de satisfacer el 
que hubiesen devengado (2). Cuando esto 
ocurre, el honorario del asesor recusado, se 
incluye en la planilla de costas que debe 
mandarse formar antes de la sentencia. — 
Véase Costas. 

Los honorarios de los asesores, son re- 
gulados en cada causa, por un abogado de 


(I) Decreto de H de Julio de 1849. 

(?) Acuerdo del Tribunal de Justicia de I = de Fe- 
brero de 1822. 
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la matricula, nombrado por el Juez, lo que 
se practica, como acto previo, al mandarse 
formar la planilla de costas causadas, y se 
paga con estas, por partes iguales entre las 
partes, sin perjuicio de ser condenada alguna 
de ellas especialmente, al dictarse senten- 
cia, según el mérito de la causa. 

HORNOS DE LADRILLO. Es prohibi- 

do que los hornos de ladrillo se establezcan, 
á menor distancia de la capital, que la de 
media legua de la linea de sus antiguos 
muros (1). 

hospitales. — Todos los años á prin- 
cipios de Enero, una Comisión de la Junta 
de Higiene pública, compuesta de uno de 
sus miembros, del Secretario, y del médico 
de Policia, debe practicar una visita á los 
hospitales. 

El objeto de esta visita, es examinar de- 
tenidamente cuanto tenga relación con el ré- 
gimen alimenticio, el aseo y ventilación de 
las salas, y proponer la Junta de Gobierno , 
en caso necesario, todas las medidas higié- 
nicas que demande la mejora de estos esta- 
blecimientos (2). 

hospital de CAR3DAD. — Estableci- 
miento donde se reciben y asisten gratuita- 
mente enfermos pobres de ambos sexos, de- 
mentes y expósitos, cuidando de la lactancia 
y educación de estos. 

La dirección y administración del Hos- 
pital de Caridad, que corría á cargo de una 
Comisión, está encomendada á la Junta Eco- 
nómico Administrativa del Departamento (3). 


UO 

La Junta ha delegado sus funciones en 
la parte administrativa en este ramo, en una 
comisión de ciudadanos, y otra de señoras 
bajo el nombre de Sociedad de Caridad y 
Beneficencia pública. A la primera, está 
encomendado el departamento de hombres, y 
dementes del mismo sexo; á la segunda, el 
de mugeres enfermas y dementes, el de ex- 
pósitos, y la dirección de una escuela de ni- 
ñas pobres, costeada por el establecimiento, 
asi como la vigilancia é inspección de las de- 
mas, en que se educan algunas niñas soste- 
nidas por la caridad. 

La Sociedad de beneficencia, tiene el 
concurso de las hermanas de caridad á cuyo 
cargo se halla el dudado inmediato de to- 
dos los enfermos del hospital, y su prolija 
asistencia. Los servicios de las comisiones 
del Hospital de Caridad, son gratuitos y 
prestados con la mas esmerada caridad cris- 
tiana y humanidad. 

Las Loterías públicas son propiedad del 
Hospital de Caridad, y sus productos des- 
tinados al sosten del establecimiento (1).- — 
Véase Hermanas de Caridad. 

hoteles. — Es deber de los dueños 6 
encargados de hoteles dar aviso á la Policia 
de los huespedes que se alojen en sus esta- 
blecimientos. Sin perjuicio de esto toda per- 
sona qne llegue al Pais debe presentarse á 
la PoHcia, siempre que habitando, en casa 
particular, no pueda hacerlo por él, el due- 
ño del Hotel. 


IEU. 

huérfanos. — La caridad cristiana re- to de expósitos, que forma parte del Hospi- 
cibe á estos degraciados en el establecimien- tal de Caridad. 

El alimento, vestido y educación moral 

(I) Decreto de 3o Abril de me. y religiosa de los huérfanos, es costeado por 

2) Art. 23, tit. 4 del Reglamento de Policia Sanit»: 

lia de 2 de Junio de 1838. 

('t) Dcrrelo de 2& de Mayo 1852. (I) l.cy de 12 de Julio de 18$'». 


Digitized by {jOoq le 



— 136 — 


HU 

los fondos adscriptos al sosten de aquella 
institución Los niños huérfanos, están bajo 
la inmediata dirección y cuidado de la So- 
ciedad de beneficencia de señoras, que son 
verdaderas madres de caridad para aquellos 
seres, que al abrir los ojos al mundo se en- 
contraron desamparados de las que lo eran 
por la naturaleza. 


II U 

Está resuelta la fundación de un nuevo 
establecimiento de expósitos, bajo la deno- 
minación de Asilo de huérfanos, costeado 
del mismo modo con los fondos adscriptos al 
hospital de Caridad, y los procedentes de 
subscripciones particulares, cuyo trabajo ha 
sido cometido á la Sociedad de beneficen- 
cia (\). 


IG. 

igualdad. — Todos los habitantes del ellos otra distinción, que la de los talentos y 
Estado son iguales ante la ley, sea precep- las virtudes (2). 
tiva, penal ó tuitiva. No se reconoce entre 


191 . 


impedimentos de jueces. — Los im- 
pedimentos de los Ministros de la Cámara 
de Justicia, se suplen con abogados sacados 
á la suerte, de una lista de todos los de la 
matricula, previa citación de las partes para 
el acto, las cuales gozan del derecho de recu- 
sación en la forma determinada por la lev. — 
Véase Recusación Agotada la lista de abo- 
gados, entran al sorteo los graduados (1). 

En los impedimentos de los Jueces le- 
trados de lo Civil y del Crimen, se subro- 
gan reciprocamente, el de lo Civil de la 1 ” 
Sección, por el de la 2 ” y viceversa; y del 
mismo modo los del Crimen. 

Estando ambos Jueces de lo Civil impe- 
didos entra á subrogarles el del Crimen de 
la 1 Sección, y en su defecto el de la 2 03 : 
del mismo modo se -procede en los casos de 
impedimento de ambos Jueces del Crimen. 

Cuando los cuatro Jueces de I a instan- 
cia en lo Civil y criminal se hallan impedi- 
dos, el Tribunal Superior nombra un Juez 
especial para la causa. 


(i) Ley de 9 de Mayo de 1860. 


Los impedimentos del Juez letrado de 
Comercio, son suplidos por el de lo Civil 
déla I a . Sección, y en defecto de este por 
el de la 2 a . aun cuando esto no se halla de- 
terminado por disposición espresa. 

Los Fiscales del Estado se subrogan re- 
ciprocamente en los casos de impedimento : 
y hallándose impedidos ambos, se nombra un 
Fiscal especial. El nombramiento en tal 
caso, del Fiscal de Gobierno y Hacienda, in- 
cumbe al Gobierno, y el del Fiscal de lo Ci- 
vil y del Crimen al Tribunal Superior de 
Justicia (3). 

En los impedimentos de los Alcaldes Or- 
dinarios, entran á suborgarles sus respec- 
tivos suplentes. (4). Cuando estos estuvie- 
sen también impedidos, les subrogan los Al- 
caldes antecesores, principiando por los mas 
inmediatos en el orden de antigüedad (5). 


(I) Acuerdo de la Junta Económi o Administrativa 
de i 7 de Octubre de 1869. 

(?) Art. 132 de la Constitución. 

(3; Ley de 1 ° de Abril de 1859. 

(í) Art. 19 del Reglamento de Administración de 
Justicia de 10 de Agosto de 1829. 

(5) Art. 7 de la ley de 29 de Marzo de 1838. 
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Los impedimentos de los Jueces de Paz , 
son suplidos por sus antecesores, en e| ór- 
den de inmediación establecido para los Al- 
caldes, y en defecto de aquellos por e| mas 
cercano de los que se hallen en ejercicio (1). 

No está determinada por la ley, la. forma 
cu que deben ser subrogados los Tenientes 
Alcaldes. ■ 

imprenta. — Es enteramente libre la 
comunicación del pensamiento por la -prensa 
en toda materia, quedando responsable el 
autor, y en- su caso el impresor, por los 
abusos que cometieren (2). 

Los delitos sobre abusos de la libertad 
de imprenta, son juzgados y penados, con 
arreglo á la legislación de la materia, por 
un Tribunal especial de jurados, compuesto 
de Ciudadanos. El juicio es verbal y público 
y su procedimiento, breve y sumario. Véase 
Juicio de imprenta. 

Todos los dueños de imprentas deben re- 
mitir á la Biblioteca Nacional un ejemplar 
de cualquiera impresión que se haga en 
ellas, á fin de que sirvan de datos a la his- 
toria del Pays (3). 

Las imprentas están exoneradas del im- 
puesto de patentes (4). 

impuesto de alumbrado. — Véase 
Alumbrado público. 

impuesto de barrera. — Bajo esta 
denominación, fué creado un impuesto mu- 
nicipal, sobre el ganado vacuno, caballar, 
cabrio, -lanar y cerdo, que se introdujese en 
el Departamento de Álontevideo, siendo di- 
cho impuesto, de veinte centesimos por ca- 
da animal, y su producto aplicable esclusi- 
vamenle, á la formación y composición de 


(I) Art. 4 y 5 de la ley de 29 de Mano de 1838. 

(i) Art. 141 de la Constitución. 

(3) Acnerdo del Gobierno de 20 de Septiembre de 
1842. 

(4) L-‘y de # de Junio de 1859. Art. 10. 


III 

calzadas, puentes, acueductos, y demas ne- 
cesario para la facilidad del tránsito en todo 
el territorio de (a República. La Admipis- 
tracion de estos fondos fué cómétida por la 
ípy á la Junta Económico-Administrativa de 
la Capital, para darle la aplicación indi- 
cada (1). 

Esta ley no fué reglamentada , ni puesta 
en ejecución, lo cual lia venido á declararla 
tácitamente derogada. 

(IMPUESTO DE CONTRIBUCION DIREC- 
TA. — Véase Contribución directa. 

IMPUESTO DE CORRALES. VéaSfi 

Abasto de carnes. 

IMPUESTO DEPARTAMENTAL. El 

derecho á que están sugetos los frutos y 
efectos,' al extraerse del Departamento en 
donde se producen. Este derecho es el si- 
guiente: 

Por cada animal vacuno. . 

Por cada animal mular . . 

Por cada fanega de cal (2) . 

Por cada quintal de crin . 

Por idem de lana merina y 
mestiza . . . . 

Por cada cerdo . . . . 

Por idem cuero vacuno . . 

Por cada quintal de lana co- 
mún 

Por ídem de grasa de potro. 

Por cada tonelada de piedra, 
arena, conchilla, siempre 
que se extraiga para fuera 

del Pays 

Por cada fanega de trigo (3). 


(I) Ley de í de Julio de I8¿1. 

(?) Ley de 1 4 de Julio de \ 85fi. 

(3) Eae impuesto se mandó que se pagase á la ex- 
portación d il trigo en el Vtiertb de- su embarco, ton 
arreglo al Decreto de 3 Noviembre de i8%»9, pero ulte- 
riormente, por Decreto d« i5dé Mario de <860, sede- 
cláro en suspenso aquel, liadla la resolución del Cuer- 
po Legislativo. 

18 


200 centés. 
200 . 

40 > 

200 . 

200 . 
100 • 
100 * 

100 . 
100 . 


50 . 

80 ’ 
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Por cada (§) de harina (1). 

25 • 

Por cada carrada de leña, de 


lo que se conduce en bu- 


(JU6S. ^ .... . 

50 . 

Por cada fanega de maíz. . 

40 . 

Por id. id. de carbón. 

40 > 

Por id. id. de cal, á 


su extracción del Pais. . 

20 . 

Por cada cuero caballar. . . 

25 . 


Eli procreo del ganado vacuno, caballar y 
mular, está sugetoal impuesto de ochenta 
centésimos por cada cabeza que se marque, 
pagaderos inmediatamente después de la mar- 
cación. 

El pago del impuesto de extracción, debe 
hacerlo el vendedor, y en su defecto el con- 
ductor. 

Los recaudadores tienen un ocho por 
ciento de comisión (2). 

Los productos del impuesto departamen- 
tal son esclusivamente destinados á los gas- 
tos de la educación primaria, á los del ser- 
vicio de policía, y á la agricultura , prospe- 
ridad y ventajas del Departamento en todos 
sus ramos. 

De estos fondos deben aplicarse seiscien- 
tos pesos anuales al pago de empleados de 
contabilidad. 

Guando se traslade ganado vacuno de un 
Departamento para repoblar en otro, no se 
pagará el impuesto establecido, haciéndose 
la traslación con permiso escrito del Gefe 
Político, y visto bueno de la Junta E. Ad- 
ministrativa 

Todo fraude debe ser penado con una 
multa del décuplo del valor del impuesto, 


(1) El Impuesto d« las harinas fué suprimido por 
Decreto de 3 de Noviembre de 1 869. Ente decreto fué 
ulteriormente declarado en suspenso, por el de 5 de 
Mano de 1860, hasta la resolución del Cuerpo Legis- 
lativo. 

(?) Ley de 17 de Junio de 1857. 
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pagándose, mitad- por el vendedor, y mitad 
por el comprador ó conductor (1). 

El Presidente de la Junta Económico Ad- 
ministrativa de cada Departamento, debe en- 
tregar al recaudador un libro en blanco, fo- 
liado y rubricado por él y su secretario, ano- 
tándose en la carátula el número da fojas 
que contenga. 

En este libro asentará el recaudador las 
cantidades que recaudase, con espresion del 
nombre de la persona, fecha, y clase de la 
producción exportada: llenado que sea el li- 
bro, el recaudador lo devolverá á la Junta, 
y recibirá otro igual. La Junta remitirá en- 
tonces, el libro concluido al Ministerio de 
Gobierno, para su examen por la Contaduría 
general. 

En los puntos donde no haya recaudado- 
res, la recaudación del impuesto debe ha- 
cerse por los Jueces de paz ó Tenientes Al- 
caldes, ios cuales pasaran al recaudador res- 
pectivo los productos de la recaudación, con 
los demas detalles prevenidos, para el cor- 
respondiente asiento en el libro. 

El impuesto de aquellos objetos que no 
puedan extraerse sin guias, debe cobrarse al 
expedirse estas. — Véase Guías. 

Llegados los productos al Departamento 
de su destino, el conductor debe presentar 
el boleto de extracción al recaudador, ó á 
quien le represente, ó en su defecto, al en- 
cargado de la recepción y examen de las 
guias, quien espresaráen la tornaguía ó cer- 
tificado de estar expéditos los frutos para 
venderse, que el impuesto ha sido satisfe- 
cho. No verificándolo asi, no se expedirá la 
tornaguía, ó certificado indicado, mientras 
no pape el conductor la multa del décuplo 
antedicha. 

El boleto de extracción de los productos 
que se exporten por agua para Montevideo, 


(i) l.#jde li de Julio Ce I8M. 
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debe presentarse á la Colecturía general, la 
cual no permitirá la descarga, sino acredi- 
tado que sea el pago del impuesto, ó con- 
signado en caso contrario, el importe de la 
multa. El monto de las multas que se hicie- 
ren efectivas, se pasará al respectivo recau- 
dador del punto de procedencia de los efec- 
tos. 

. Cuando sea necesario para hacer efectivo 
el cobro del impuesto, el embargo de algunos 
productos, se verificará por la Autoridad ju- 
dicial á petición del recaudador (1). 

Para el cobro del impuesto departamen- 
tal correspondiente al procreo deben obser- 
varse las reglas siguientes: — El hacendado 
que 3e proponga marcar ganado, debe pre- 
venirlo con tres dias de anticipación al re- 
caudador del impuesto departamental, ó al 
que haga sus veces, y entregarle, después 
de la marcación, una relación firmada del 
número de cabezas que. haya marcado. El 
ocultador incurre en la pena del décuplo del 
impuesto, como queda indicado para la ex- 
tracción de frutos (2). 

La recaudación y administración del im- 
puesto Departamental, estaba cometida á las 
Juntas E. Administrativas de los Departa- 
mentos, pero por Decreto de 25 de Abril 
de 1860, fué encomendada á los Gefes Po- 
líticos, por medio de los Comisarios de ca- 
da Sección, asociados á uno ó dos vecinos 
designados por aquellos. 

Los Comisarios deben elevar á aquellos un 
estado de lo recaudado en sus Secciones, ad- 
juntando las sumas percibidas. En la recau- 
dación debe observarse la forma que queda 
prevenida. 

Los Gefes Políticos deben pasar las su- 
mas recaudadas, con los estados de su refe- 
rencia, al Tesorero de la Junta Económico- 

<1 ) Decreto de ID de Julio de f 850. 

<2) Decreto de de Junio de 1857. 


Administrativa del Departamento , dando 
cuenta al Ministerio de Gobierno, con es- 
presion individual de las sumas percibidas y 
de su monto total ; y los Presidentes de las 
Juntas Económicas, deben dar igual cuenta 
á la Colecturía General. 

No puede verificarse pago alguno, sin 
que medie orden escrita del Gcfc Político 
respectivo, intervenida por el Presidente de 
la Junta E. Administrativa, de cuyos pagos 
dará cuenta, el Gcfe Político al Ministerio 
de Gobierno, y el Presidente de la Junta, á 
la Colectaría General. 

IMPUESTO DE EWUIZtniEVTO. — 

Todo buque que navegue en el Rio Uruguay, 
está sugeto al pago de un derecho de en- 
valizamiento, por el servicio que prestan á 
esta navegación las valizas establecidas. 

Los buques de ultramar, pagan ciento 
veinte centesimos, por tonelada, por cada 
viage de ida y vuelta. Los de cabotage, des- 
de diez toneladas inclusive para arriba, cin- 
cuenta centesimos por tonelada (i). 

La percepción del impuesto de envaliza- 
mientó, se hace por la oficina de la Capita- 
nía del Puerto. — Véase Valiza — Impuesto 
de navegación. 

IMPUESTO EXTRAORDINARIO EN LA 

aduana del salto. — Los artículos y 
mercaderías que se importen ó se exporten 
por la Aduana del Salto, están sugetos al 
pago del derecho extraordinario siguiente: 


POR EXPORTACION ceM. 

Una pipa de cualquier liquido. ... 100 

Una barrica de cualquier contenido. . 25 
Una caja de azúcar de la Habana. . . 60 

Un tercio de yerba 30 

Un saco de cualquier contenido. . . 20 

Un rollo de tabaco negro 20 

Una petaca de tabaco colorado. ... 30 

Un fardo id. de Bahia 40 


(I) Ley de 6 dfc 1 857 ^ 
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Un fardo dediacienda 

100 

Un cajón de id 

80 

Un bocoi de ferretería ....... 

40 

lln canasto de loza 

40 

Un cajón de fideos 

5 

Uno id. de javon 

10 

Una botija de aceite 

5 

Una damajuana de cualquier liquido. 

10 

Un cuñete de clavos. ...... 

15 

Cada mil pies de madera ...... 

non expoíitaciox. 

50 

Un cuero vacuno 

10 

Uno id. caballar 

5 

Una docena cueros de oveja 

Cada arroba de lana ó crin 

5 

5 

Cada cuatro arrobas de gordura. . . 

10 

Cada pipa de id 

100 

Un s$co de trigo de maiz 

20 

Una tonelada de piedra ágata. . . . 

200 

Los •artículos ó mercaderías no designa 


dos, á esccpcion de la carne tasajo, deben 
pagar en proporción al volumen de los que 
presenten mas analogía con los designados. 

El impuesto debe pagarse al tiempo de 
despachar la Aduana los artículos y merca- 
derías, para el consumo ó para tránsito, y el 
exportador, al despachar el buque. 

Su duración es de dos años, y su pro- 
ducto, destinado csclusivamcnle á la cons- 
trucción de un muelle de carga y descarga 
en el Puerto del Salto. La Junta E. Admi- 
nistrativa tiene á su cargo la construcción de 
la obra por medio de remate público, debien- 
do emplear el sobrante, si lo hubiese, en 
mejoras locales, y con calidad de dar cuenta 
cada trimestre al Gobierno, de la recauda- 
ción é inversión de los fondos producidos (1) 

IMPUESTO SOBRE HERENCIAS. — 

Véase Herencia. 

impuesto de luces. — El que paga- 


(i) Ley do 23 de Mayo de <863. 
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ban los edificios situados dentro de la capital 
con arreglo á la ley de 2 de Agosto de 1844. 

Las casas de habitación pagaban: por 
cada puerta á la calle 2 pesos al mc*s: por 
cada ventana baja 4 reales: por cada puerta 
de balcón 6 reales. Las casas de giro por 
menor, por cada puerta 4 pesos: por cada 
ventana 1 peso. Las casas de giro por ma- 
yor, y las de consignación y agencias de ne- 
gocios por cada puerta 8 pesos: por cada 
ventana, 2 pesos. Los cuartos destinados á 
habitación solamente, por cada puerta G 
reales: por cada ventana 4 reales. Las puer- 
tas de calle que diesen entrada á mas de una 
casa 4 pesos. Las casas de giro que tuvie- 
sen mas de una puerta pagaban el im- 
puesto de una puerta y por las demas, 
como ventanas. 

El impuesto lo pagaba el propietario, 
siendo abonado directamente por el inquili- 
no y llevándosele en cuenta del alquiler. Eran 
esceptuados de él, los individuos de la clase 
militar y los empleados públicos. El cobro 
era ejecutivo. 

El impuesto de luces, que según la ley 
debía ser extensivo á toda la República, 
cuando ella se pacificase, fué ulteriormente 
declarado abolido. 

impuesto de marcas. — Véase Regis- 
tro de marcas. 

IMPUESTO DE MARTILLO. El de me- 

dio por ciento, que pagan al Fiico los mar- 
tilieros públicos, sobre el valor de las ventas 
que hicieren en remate. 

El recaudadador del derecho de martillo 
tiene la facultad de tomar nota de las ventas 
hechas en remate, y la de confrontarla con 
los asientos de los rematadores: estos deben 
presentar á aquel, una cuenta mensual de los 
remates efectuados, con espresion del valor 
de las ventas hechas y de los nombres de 
los compradores y vendedores, sin peijuicio 
de cxibirle, en su caso, los libros de rema- 
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te. Sobre estos datos regulará el recaudador 
el importe de los derechos adeudados. 

Guando resultase anularse alguna venta 
hecha, el rematador debe hacerlo constar al 
recaudador, para la debida deducion del de- 
recho correspondiente. 

Cualquiera infracción de parte de un 
rematador, debe comunicarse por el recau- 
dador al Ministerio de Hacienda para la 
adopción por parle del Gobierno, de las me- 
didas que correspondan (1). 

El examen de los libros de los rematadores, 
ofrecería justificadas dificultades por parte de 
estos, si él hubiera de praticarse para com- 
probación, en uso de la facultad conferida 
al recaudador, por las disposiciones que 
quedan citadas: pero la resistencia que á 
ello opondrian los rematadores no ha tenido 
higar, porque el examen de los libros no se 
ha adoptado. 

El Gobierno enagena en remate el dere- 
cho de martillo, y el empresario tiene la fis- 
calización conveniente por medio de sus 
empleados ó dependientes: esta fiscalización 
consiste en la asistencia personal de estos á 
los remates, los cuales toman nota de las 
ventas que se realizan y sus valores, cuya 
nota, confrontada después con la del re- 
matador, sirve de regla para liquidar el dere- 
cho adeudado. — Véase Rematador. 

IMPUESTO DE MERCADOS. VeaSC 

Mercado público. 

IMPUESTO DE NAYEGACIOX. — Los 

buques que hagan la navegación interior de 
los ríos, así como los de ultramar que en- 
tren al Rio de la Plata, están sugetos al 
pago de un impuesto por el servicio de los 
faros establecidos en la Colonia, y en el 
Banco Ingles é Isla de Lobos. 

Los buques que salgan de Montevideo ó 
de la Colonia, para el interior del Rio de la 


(I) Decreto de 20 d«*Diciciiibre de 1866. 
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Plata ó sus afluentes ; los que á su entrada 
en los referidos ríos hayan tocado en Mon- 
tevideo ó la Colonia, y los procedentes de 
dichos rios que toquen en alguno de los 
mismos Puertos, deben pagar un impuesto 
de cuarenta centesimos por tonelada. El 
buque qué hubiese pagado el impuesto á la 
entrada, está exonerado de pagarlo á la sa- 
lida, y lo mismo vice versa. 

Los Paquetes entre Montevideo, y los 
Puertos de los rios citados, pagan la mitad 
del impuesto. 

El producto de este impuesto, es desti- 
nado á la conclusión de la. farola de la Colo- 
nia, y á los gastos de su conservación é ilu- 
minación. 

A los cinco años de la promulgación de 
la ley que lo lia creado, debe quedar redu- 
cido á la mitad (1). 

Ademas, los buques procedentes de ca- 
bos afuera, y los que naveguen para fuera 
de cabos, están sugetos al pago de un im- 
puesto de tres cuartos de real por tonelada. 

El producto de este impuesto es aplica- 
ble esclusivamente, á la conservación é ilu- 
minación de una farola |en la parte Norte 
del Banco Ingles, otra al Sud de la Isla de 
Lobos, y una balsa de refugio, al ‘Sud del 
mismo Banco. 

Los buques que hubiesen pagado el im- 
puesto á la entrada, quedan exonerados de 
pagarlo á la salida (2). 

Ambos impuestos se hallan enagenados 
á empresas particulares. 

A los veinte años las farolas y la balsa 
de refugio del Banco Ingles é Isla de Lobos 
que han sido construidas por empresa par- 
ticular, deben quedar de propiedad del Es- 
tado, y ser entregadas por los empresarios, 
en perfecto estado de servicio. 


(1) Uj de *8 de AbiilUc <853. 

(2) Ley de 14 de Junio de 1966. 
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INPIESTO BB PAPKL IBLUBO. — El 

que se paga por el valor del papel en que 
deben ser extendidos los contratos, escritu- 
ras, testamentos, testimonios, escritos y to- 
da clase de obligaciones que adelante se ex- 
presarán. 

• El papel sellado se designa para cada ano 
por la ley de la materia. En el de 1860 
hay nueve clases de sellos, cuyos valores 
son los siguientes: 

1* Clase 1 real fuerte. 


2 a 

. 2 

3 a 

• 5 

4 a 

• 8 

5 a 

. 10 

0 a 

• S pesos fuertes. 

7 a 

. 5 

8* 

• 9 

9» 

. 20 

La aplicación del papel sellado para las 

obligaciones de toda especie, se regula por 

la graduación siguiente: 

I a Clase desde 20 á 100 pesos. 

2 a . 

101 á 500 . 

3 a . 

501 á 1000 . 

4 a . . 

1,001 á 2000 . 

5 a . 

2,001 á 5000 . 

6 a . 

5,001 á 10000 . 

7 a . 

10,001 á 20000 . 

8 a . 

20,001 á 50000 . 

9 a . . 

50,001 para arriba. 

Corresponden ademas: á la primera cía- 


se : — los contratos de aprendizage , y las 
copias que de ellos expidieren los Escri- 
banos. 

A la 2 w Clase : — Las fojas siguien- 
tes al primer pliego de todo testimonio au- 
torizado por Escribano, con escepcion de 
los comprendidos en la clase 1 " : toda de- 
manda ó escrito hecho ante cualquiera auto- 
ridad ú Oficina del Estado : las actuaciones 
que ante ellas se pratiquen (1); las traduc- 

(I) Citas pueden extenderse ea papel común, con 


ciones de poderes y demas documentos; las 
transacciones judiciales; diligencias de men- 
sura ; las cuentas originales en los juicios de 
división y partición de bienes; los laudos 
arbitrales; las guias de mercaderías que sal- 
gan de la Capital ó de Puertos habilitados, 
para el interior de la República: las copias 
que expidan los Curas, de partidas, de bau- 
tizmo, casamiento, y defunciones: todas las 
hojas siguientes al primer pliego de los per- 
misos para descarga de buques de ultramar; 
las diligencias de rectificación de manifiesto; 
las copias de factura y demas diligencias de 
los registros de entrada ; el alije para la 
descarga de buques Nacionales, cuya proce- 
dencia sea de cabos adentro; los registros y 
contra registros de mercaderías en los 
Puertos del Estado; los permisos particula- 
res para embarcar cualquier fruto para den- 
tro ó fuera del territorio; los pliegos que se 
agreguen al primero de la guia de salida de 
les buques para Puertos Extranjeros, y to- 
das las fojas de los registros originales para 
la toma de razón de los contratos y poderes 
de comercio, escrituras de hipotecas conven- 
cionales, legales y de ventas, y comproba- 
ciones de documentos hechas por Escribano. 

Ala 3 “ Clase : — Los protocolos de 
escrituras públicas que deben extenderse en 
pliegos enteros; los testamentos y codicdos 
cerrados, en todas sus fojas; las memorias 
llamadas de testamento, cuando estos actos 
se reconozcan ante la justicia, ó se manden 
protocolizar, en cuyo caso debe reponerse 
el papel común con sellado; los contratos 
sobre arriendo é inquilinato, y los de cons- 
trucción de obras. 

A la i™ Clase : ■ — Las copias de los 
testamentos y codicilos en que hubiese ins- 
titución de herederos forzosos no mejorados; 

calidad de reponerse el sellado que corresponda, á la 
tasación de costas. ArU k de la Ley de I & de Julio de 
• 850 . 
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el primer pliego de las copias de escrituras 
públicas, expedientes, documentos, actua- 
ciones y papeles de cualesquiera clase que 
sean, que no contengan cantidad determina- 
da; las sostituciones de poderes, y el pri- 
mer pliego de las copias de las actas de 
conciliación de los Jueces de paz. 

A la 5 48 clase : — Las copias de los tes- 
tamentos y codicilos en que haya mejoras, 
cuando se pidan por los albaceas, ó por los 
herederos no mejorados. 

A la 6 * clase : — Las copias de los po- 
deres especiales que no determinen cantidad. 

Ala 7 * clase : — Las copias de los po- 
deres generales. 

A la 8* clase : — Los títulos, despachos 
ó provisiones, relativas á honores grados y 
privilegios en que intervenga la firma del 
Poder Ejecutivo, 6 del Superior Tribunal 
de Justicia; el primer pliego para abrir 
registro de carga y descarga de buques 
procedentes de Puertos Extrangeros y el 
de la guia de salida de dichos buques, 
para los referidos Puertos; las copias de los 
testamentos y codicilos que contengan ins- 
titución de herederos extraños, siendo pedi- 
das por estos, ó por los albaceas; las délos 
que contengan mejoras de tercio ó quin- 
to, ó de ambos, que se expidiesen á los me- 
jorados; y las de ios que contengan esas me- 
joras en parte del tercio ó del quinto, sin 
determinar la cantidad, y que fuesen solici- 
tadas por dichos mejorados; pues expidién- 
dose á otros interesados ó legatarios, se ex- 
tenderán en papel de la 5 w clase. 

Los permisos para despachos de Aduana, 
se extienden en un papel especial de la 2 w 
clase, con un recargo de sesenta centési- 
mos. 

Ninguna oficina pública debe admitir, ni 
los Jueces preveer, ni permitir entrar en juicio, 
petición, documento, vale, pagaré ú otra 
obligación cualquiera entre particulares, que 
se haya extendido en papel común, debien- 


m 

do serlo en sellado, ni los Escribanos pue- 
den autorizar, ni dar testimonio de docu- 
mentos, expedientes, actuaciones, ú otros 
papeles de los especificados en la ley, que 
no esten extendidos en el sello correspon- 
diente, sin dejar purgada la omisión. 

Le esceptuan de estas disposiciones, los 
casos fortuitos y urgentes, en que no pue- 
da obtenerse el sello en el momento en que 
sea necesario, pero con la indispensable 
condición de reponerlo, en la capital, dentro 
de los tres primeros dias útiles de la fecha 
del documento; y en la campaña dentro de 
diez. Al efecto, la administración donde se 
pida el sello para reponer, debe anotar en 
este la fecha y el objeto para que se pide. 

Pueden estenderse en papel común. 

1 ° Los protocolos de escrituras del ra- 
mo de Hacienda. 

2 ° Las copias y testimonios de todas 
las actuaciones, documentos y papeles que 
se extendiesen de oficio. 

3 ° Los conformes de plaza; los recibos 
que por chancelación de cuentas y actos 
consumados, se pasen entre particulares, los 
recibos de alquileres y arrendamientos, y 
demas actos de esta naturaleza. 

4 ® Las peticiones del Ministerio fiscal 
Agentes, Defensores de menores, y demas 
funcionarios públicos, en actos de oficina, y 
las de las personas mandadas auxiliar por 
pobres ante los Tribunales, asi como sus 
actuaciones. 

5 ° Los libros parroquiales, los de ac- 
tuaciones de los Juzgados de paz; los del 
órden interior de tas Oficinas públicas; las 
actas de elecciones y los demas actos con- 
cegiles. 

Sobre las reglas que deben observar los 
Escribanos en cuanto al papel sellado de 
los asuntos que giren ante ellos. — Véase 
Escribanos 13 9 14° y Í5° de sus 

deberes. 

La omisión del papel sellado es penada 
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con )a agregación de un papel de multas, 
importante el décuplo del valor de que de 
biera haberse usado, para cuyo efecto la ad- 
ministración tiene los correspondientes se- 
llos de multas. 

El actor ó principe 1 2 interesado en habi- 
litar el papel para que surta sus efectos le- 
gales, debe presentar el sello de reposición, 
quedando su derecho á salvo para repetir el 
importe de la mitad de su valor de la 
otra parte (1). 

La administración de papel sellado y pa- 
tentes, debe publicar mensualmente un es- 
tado demostrativo de sus ingresos, con es- 
presion de las sumas que haya pagado por 
afectaciones y otros gastos (2). 

IMPUESTO DE PASAPOHTES. VéaSC 

Pasaporte. 

IMPUESTO DE PATENTES. — - El que 

pagan todos los establecimientos de giro y 
los de artes y oficios, en todo el territorio 
de la República. 

La escala de las patentes, y de los esta- 
blecimientos sugetos á su pago, es la siguien- 
te. 

1 13 Clase 5 pesos fuertes. 

Toda embarcion del tráfico del Puerto, 
que no pase de cuatro toneladas. 

2 a Clase 10 pesos fuertes. 

Todo rodado que transite en la capital, á 
cscepcion de las diligencias: todo tachero ó 
afilador ambulante; los vendedores de car- 
bón, velas, javon, frutas etc. y los tocadores 
de órganos ú otros instrumentos por las ca- 
lles; cada ‘asiento de atahona, y cada pren- 
sa de cueros, lana, crin etc. las barberías, 
las alfarerías, los encuadernadores, y las em- 
barcaciones del tráfico del Puerto ó salade- 
ros, de mas de cuatro hasta ocho toneladas 
inclusive. 


(1) Ley de 15 de Julio de 1859. 

(2) Acuerdo del Ministerio de H.uicnda de 4 de Ju- 
nio de i8üO. 
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3 Clase 15 pesos fuertes. 

Las mismas embarcaciones del tráfico del 
Puerto, siendo mayores de ocho toneladas; 
los prácticos lemanes; los contadores entre 
partes; los balanceadores públicos; las fábri- 
cas de fideos, masas, almidón, aceite de 
alumbrar, los puestos fijos en los mercados 
ó fuera de ellos, en que se venda pan, ma- 
sas, cerdo ó sus preparaciones, aves, huevos, 
maiz, frutas, verduras, leña, carbón etc. ya 
sea que reúnan estos artículos, ó cualquiera 
de ellos, y las carpinterías que solo trabajen 
carretas de campo, y que no tengan fragua. 

4 ° Clase 20 pesos fuertes. 

Las boticas y botiquines fuera del Depar- 
tamento de la Capital; todo taller de arte 
ú oficio que no esté particularizado en la 
ley; los retratistas á pincel ó daguerreotipo, 
los molinos de viento ó de agua, y las máqui- 
nas de moler, movidas por tresó mas animales; 
las lomillerías y pellonerias que vendan su 
propia manufactura; las cigarrerías ó tiendas 
en que se venda tabaco natural ó manufactu- 
rado, y las localidades donde se vendan ar- 
tículos de construcción de obras, como cal, 
tierra Romana, baldosas etc. 

5 53 Clase 25 pesos fuertes. 

Las tiendas al menudeo de géneros, ú 
otros efectos manufacturados, las de cajones 
fúnebres, las de afiladores; las bastonerías, 
guitarrerías, tapicerías, empapeladores, col- 
chonerías, broncerías, tintorerías, tonelerías, 
marmolerías, perfumerías, peluquerías, quin- 
callerías, paragüerías, curtidurías, pintores 
y doradores; los almacenes de ferretería al 
menudeo, los de comestibles, loza, yerba, 
azúcar, y demas artículos del ramo, con es- 
cepcion de bebidas espirituosas; las panade- 
rías, con separación de atahonas ó máquinas, 
los simples talleres de herrería, las caleras 
y los hornos de ladrillo, fijos ó volantes; los 
depósitos de huesos, los pontones de depó- 
sitos particulares, las caballereas, -cocherías 
y mercachifles, los cuales, solo pueden ven- 


Digitized by ^.ooQle 



145 — 


iw 

der en los departamentos de Montevideo y 
Canelones. — Véase Mercachifles. 

6 9 Clase 30 pesos fuertes. 

Los establecimientos donde se construyan 
instrumentos de música ó carruajes de cual- 
quiera especie; las casas de baños públicos; 
los dentistas; las carpinterías de ribera y las 
tiendas de artes ú oficios que ademas del 
taller, tengan efectos ó artefactos á venta. 

7 9 Clase 35 pesos fuertes. 

Las tiendas de modistas; los simples cs- 
taqueaderos de cueros, las pulperías, los 
bodegones, y todo almacén al menudeo, en 
que se venda cualquiera especie de bebi- 
das. 

8 9 Clase 45 pesos fuertes. 

Los cafes y las confiterías con separación 
de mesas de billar; las casas de ilusiones 
ópticas, ó de diversiones públicas, como 
teatros, bailes, canchas de pelota bochas ó 
bolos, plazas de toros, ó reñideros de gallos, 
los hornos de ladrillo que beneficien tam- 
bién cal, y los billares que tengan una so- 
la mesa. 

9 9 Clase 60 pesos fuertes. 

Los bancos en los Departamentos de 
campaña; las boticas y droguerías en el de la 
Capital; los escritorios de corretaje, cambis- 
tas ó agentes de negocio; los registros ó al- 
macenes por mayor; las casas de martillo; 
las barracas donde se vendan ó depositen 
frutos del pais, maderas, fierro, carbón de 
piedra, anclas, cadenas etc; los almacenes 
navales, las mueblerías y tiendas de artesa- 
nos en que se vendan muebles de lujo, las 
joyerías y platerías en que se vendan alha- 
jas importadas del exterior; los molinos de 
vapor; las fondas y posadas; las fabricas de 
cerveza ó de licores de cualquiera especie; 
las de chocolate, javon, velas ó marquetas 
de sebo ó de cera; las graserias, y las sim- 
ples salazones de carnes ó cueros, y todo 
establecimiento que tenga dos mesas de bi- 
llar. 


I9K 

10 Clase 80 pesos fuertes. 

Las casas introductoras ó de consignación 
y los establecimientos que tengan mas de dos 
mesas de billar. 

11 Clase 100 pesos fuertes. 

Los saladeros forróles, que reúnan el be- 
neficio de sus carnes, cueros, grasa etc. por 
el vapor ó cualquier otro medio, y las ca- 
sas ó compañías de seguros. 

12. Clase 120 pesos fuertes. 

Los establecimientos de esclusiva perte- 
nencia extrangera, comprendidos en la pre- 
cedente clase. 

13. Clase 300 pesos fuertes. 

Los bancos de la Capital, sea cual fuere 
la Nacionalidad de los accionistas. 

Son prohibidas las tiendas y pulperías 
volantes; permitiéndose no obstante, la ven- 
ta libre de harinas del Pais. 

Las casas de comercio que en un mismo 
local reúnan artículos de distinto giro, de- 
ben pagar la patente que corresponda al mas 
recargado. 

Pagan la patente superior inmediata á la 
designada: 1 ° Todo establecimiento de 
esclusiva pertenencia Extrangera: 2 ° Las 
jabonerías que reúnan velería: 3 ° Los ar- 
tesanos que en un mismo local tengan mas 
de una industria, ó talleres de distintos ofi- 
cios. 

Están exentas de este recargo, las casas 
consignatarias, y demas establecimientos por 
mayor, que tengan dos dependientes Nació- 
les. 

Estas escepciones se acreditan con un 
certificado que debe expedir gratis el Juez 
de Paz de la Sección. Los que cometan 
fraude á este respecto, incurren en la pena 
de pagar una patente doble. 

Los establecimientos situados en los De- 
partamentos de campaña, gozan del bene- 
ficio de pagar la patente de la clase anterior 
inmediata á la de su giro. 

49 
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Son exonoradas de patente, las impren- 
tas y litografías. 

Para abrir cualquiera establecimiento de 
giro, debe obtenerse permiso del Gefe Po- 
lítico del Departamento, y en seguida pagar 
la patente respectiva. Los que se planteen 
dentro del segundo semestre del año, no están 
obligados á pagar mas que media patente. 

Los establecimientos pertenecientes á Guar- 
dias Nacionales, ó en que estos tengan par- 
te como socios, pagan la patente anterior in- 
mediata (1). Esta calidad debe acreditarse 
con un certificado del Gcfe del Cuerpo á 
que pertenezcan (2). 

La ley de patentes produce sus efectos 
durante un año. Las disposiciones que que- 
dan detalladas, deben regir en el de 1860. 

La administración de sellos y patentes, 
es inmediatamente encargada del cobro de 
estas, dentro del primer trimestre del año, 
vencido el cual, losrevisadorcs deben exami- 
nar, si todos los individuos comprendidos en 
la ley, han tomado la que les corresponde. 
Los omisos incurren en la multa del duplo 
de la patente respectiva: la administración 
tiene acción ejecutiva contra estos. — Véase 
Revisador de patentes. — Patentes de giro. 

IMPUESTO DE RODADOS. El pl'oduC- 

to de este impuesto está destinado esclusi- 
vamente, para atender á los gastos que de- 
mande la reparación y conservación de los 
caminos y vias públicas. Para este objeto, 
está mandado que dichos fondos sean recau- 
dados por la Junta E. Administrativa, á fin 
de que esta les dé la aplicación indicada. 

impuesto de serenos. — Véase Sere- 
nos. 

IMPUESTO SOBRE EL CORTE DE MON- 
TES. — Las personas que hagan cortes de 
montes en las Islas del Rio Nogro y Uru- 


(1) Ley de 9 de Juuto de 1859. 

(2) Decreto de 23 de Noviembre de 1859. 
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guay, están sugetas al pago de un impues- 
to, con arreglo á la siguiente tarifa. 

Pesos, cents. 


Por cada carrada de carbón. . . 1 160 

Por cada carrada de leña. ... • 240 

Por cada cien postes de cuenta. 1 160 

Por cada cien medios postes y es- » 

tacones » 480 

Por cada cien palos para paredes » 

de rancho » 480 

Por cada cien horcones para ran- 
cho, cíen cumbreras ó sole- 
ras 1 G40 

Por cada cien ligeras para la cons- 
trucción de ranchos • 720 

Por cada cien latas. ...... • 120 

Por cada cien piezas de madera 
para la construcción de embar- 
caciones 3 

Por cada quintal de cáscaras pa- 
ra curtir •• 120 


Este impuesto se limita á las Islas que 
sean accesibles al cabotage. 

Su producto es destinado á las Juntas E. 
Administrativas de los Departamentos á que 
pertenezcan las Islas respectivamente, apli- 
cable á mejoras locales, debiendo dar al Go- 
bierno, al fin de cada año, cuenta instruida 
de sus productos é inversión. 

Las Islas del Rio Negro, están declaradas 
pertenecientes al Departamento de Soriano 
en lo concerniente á este impuesto 

El Poder Ejecutivo debe reglamentar la 
ejecución de estas disposiciones (1). 

impuestos municipales. — Véase 
Derecho municipal. 

IMPUESTOS POLICIALES. LOS ¡m- 

pueslos policiales eh la Capital son los si- 
guientes: 

Pesos cents. 

Por un pasaporte 2 » 


(1) Ley de A de Junio de 18CG. 
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Idem para niños 1 • 

Derecho de marcas de ganado; su 

registro 1 400 

Licencia para edificar 8 » 

Idem para reedificar 4 • 

Idem para cercar ó abrir ci- 
mientos i . 


Idem para cazar 

Idem para limpieza de letri- 
nas 

> 

• 

480 

480 

Derecho sobre introducción de 



cerdos, por cada uno. . . 

4 

a 

Idem por cada carnero. . . . 

> 

200 

Derecho de contraste: una balan- 



za de mostrador 

• 

480 

Una romana ¿e pilón 

4 

a 

Una id. de gonce 

a 

480 

Cada pesa 

a 

240 

Cada vara de medir . 

> 

480 

Cada medida de líquidos. . . . 

a 

240 

Idem para granos ó carbón. . 

4 

460 


191 

Cada balanza mayor, por caja 

mil libras de peso .... 2 320 

Derecho de medidas para carbón 

por dia (4) 4 . 

Carcelaje: doce, reales de entrada, y dos 
reales diarios por el alimento durante la pri- 
sión. Los notoriamente pobres son escluidos 
de su pago. 

La contabilidad de estos ramos, está á 
cargo de un oficial interventor dependiente 
del Gefe Político, debiendo aquel rendir cu- 
enta mensual y anual á la Contaduría Ge- 
neral, y este remitir ks fondos recaudados 
á la Tesorería General. 

Por el Ministerio de Gobierno deben re- 
mitirse al Departamento de Policía, los cor- 
respondientes pasaportes impresos y boletos 
de carcelaje, licencia, marcas y demas re- 
lativos á los derechos policiales, no pudiendo 
hacerse uso de otros que de estos (2). 


19 . 


INDEPENDENCIA NACIONAL. La 

Sala de Representantes, por resolución so- 
lemne, expedida en el Pueblo de la Florida 
el dia 25 de Agosto de 4825, declaró irri- 
tos, nulos, disucltos, y de ningún valor para 
siempre, todos los actos de incorporación, 
reconocimiento, aclamaciones, y juramentos 
arrancados á los Pueblos de la Provincia 
Oriental, por la violencia de la fuerza de 
los Poderes de Portugal y el Brasil, que ha- 
bían tenido lugar desde el año de 4817, 
mandando testar y borrar todos los docu- 
mentos, que existiesen en los archivos per- 
tenecientes á la dominación de aquellos Po- 
deres. — . 

En consecuencia, la Provincia Oriental 
por medio de este acto, se declaró libre é 
independiente, de hecho y de derecho, del 
Rey de Portugal, del Emperador del Bra- 


sil, y de toda otra Nación, con amplio poder 
para darse las formas y organización que 
estimase conveniente; — 

Succedió á esta declaratoria la guerra 
entre la República de las 'Provincias Uni- 
das del Rio de la Plata y el Imperio del 
Brasil, sobre derechos á la Provincia Ori- 
ental, la cual concluyó por la Convención 
preliminar de paz, celebrada en Rio de Ja- 
neiro el 20 de Agosto de 4828, de la que 
resultó la erección del Estado Oriental del 
Uruguay, y su completa y absoluta sobera- 
nía é independencia de todo Poder Extran- 


(1) Este ílcrrchn es el que pngan los buques que 
conducen carbón de leü», cuando lo vendan medido 
en el Puerto.— Cnrmdo ?e vende sin medir como se 
hace en muchos casos, no se papa el derecho de me* 
didas. 

(2) Decrelo de (¡ de Marzo de 1835,. Acuerdo de 22 
de Mavo de 180. 
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gero. — Véase Constitución política del Es- 
tado. 

indulto. — Gracia concedida á algún 
criminal, mediante la cual, queda exonerado 
de la pena. 

La facultad de indultar de la pena de 
muerte, está conferida á la Asamblea Gene- 
ral con dos terceras partes de votos á lo 
menos, y en casos extraordinarios (1). 

El Presidente de la República, tiene tam- 
bién la prerogativa de indultar de la pena 
capital, previo informe dsl Tribunal ó Juez 
ante quien penda la causa, cuando medien 
graves y poderosos motivos para ello , y el 
delito no tenga la calidad de aleve (2). 

industria. — Es enteramente libre el 
ejercicio de cualquiera clase de industria, 
en el territorio de la República, siempre 
que no se oponga al bien público ó al de 
los ciudadanos (3). 

INFORMACION DE POBREZA. Esta 

justificación debe hacerse ante el Juez de 
la causa, al cual compete declararla, con au- 
diencia de las partes, y del Ministerio pú- 
blico (4). 

Está pues abolida la práctica de producir 
las informaciones de pobreza, ante el Tri- 
bunal Superior de Justicia, como se hacia 
antes. 

injuria. — El ultraje ó afrenta que se 
hace á otro, sin razón ni justicia, sea con 
palabras, con escritos ó con hechos. 

El conocimiento de las causas sobre inju- 
rias, de cualquiera naturaleza que sean, cor- 
responde á los Alcaldes Ordinarios (5). Se 
esceptuan las injurias dirigidas por la pren- 


(1) Art. U § 14 de la Constitución. 

(2) Art. 84 de la Constitución. 

(8) Art. 146 de la Constitución. 

(4) Art. 73 de la ley de O de Mayo de I8Ó6. 
(*>) Lev de 1 ° de Diciembre de 182!). 


lar 

sa, que constituyendo delitos de abuso de la 
libertad de imprenta, pertenecen á la juris- 
dicción del Tribunal de Jurados, encargado 
de conocer en las causas de esta especie. 
— Véase Juicio de imprenta. 

En las causas sobre injurias está abolida 
toda pena pecunaria en favor del querellante 
sin perjuicio de otras acciones que puedan 
competirle (1). 

inmigrantes. — La inmigración de fa- 
milias agrícolas, goza de ciertos privilegios 
que les están acordados, con el objeto de fo- 
mentar la afluencia de brazos al Pais, asi 
como los buques que se ocupen esclusiva- 
mente de la conducción de ellas. Estos es- 
tan esentos de toda clase de derechos de 
puerto y lonelage, hasta el año de 1870. 
Son libres durante el mismo periodo, de de- 
rechos de importación, las semillas, los ins- 
trumentos de labranza, los edificios de 
madera, ó de fierro, y los materiales para su 
construcción, que se introduzcan para el es- 
tablecimiento de colonias agrícolas. 

Se entiende por colonia agrícola, todo es- 
tablecimiento rural, que no baje de seis fa- 
milias reunidas. 

Todas las costas de la República están 
habilitadas para el libre desembarco de las 
familias agrícolas y sus útiles, debiendo pre- 
ceder permiso del Poder Ejecutivo, cuando 
ese desembarco haya de hacerse en puntos 
no habilitados como Puertos generales. 

Las exenciones acordadas á los buques 
de ultramar, son extensivas á los del cabo- 
lage Nacional, cuando se ocupasen del trans- 
porte de familias agrícolas, y demas relativo 
al establecimiento de alguna colonia, de un 
punto á otro de la República. 

Las familias agrícolas quedan exentas del 
pago de cualquiera contribución personal 


(!) Art. 1 8 dr la ley de 9 de Majo de I8¿6. 
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que pudiera establecerse en la República 
hasta el año de 1870: esta exención tiene 
efecto únicamente en favor de los inmigran- 
tes, que se conserven dentro de las colonias 
primitivas. 

Durante los primeros cuatro años de es- 
tablecida una colonia, los productos de ella 
están del mismo modo exentos de toda con- 
tribución general, y sugetos únicamente á 
impuestos departamentales (1). 

El conocimiento de toda cuestión que 
pueda suscitarse, sobre el cumplimiento é 
inteligencia de los contratos celebrados en- 
tre inmigrantes, y las personas que hubie- 
sen pagado sus pasages, ó adquirido dere- 
chos^ sus servicios, compete, en 1* instan- 
cia, a los Jueces de Paz de la Sección res- 
pectiva. De las sentencias de estos, habrá un 
solo recurso para ante el Superior inmediato 
•quien conocerá en método verbal, y cuyo 
auto causará ejecutoria. 

Los colonos que no cumpliesen sus con- 
tratos, deben ser compelidos con una multa 
de diez hasta cien pesos, ó en su defecto, 
con prisión desde diez dias hasta tres meses, 
en proporción al tiempo que falte para el 
vencimiento de aquellos. 

Siempre que los colonos lo soliciten, pue- 
den dejar el servicio de sus patronos, con 
calidad de pagarles previamente la suma 
que les adeuden, y mas otro tanto de ella 
por indemnización de perjuicios. 

Los que justificasen mal tratamiento de 
parte délos patronos, pueden ser autoriza- 
dos por los Jueces para pasar al servicio de 
otros que respondan á los primeros de lo que 
falte para llenar solamente sus anticipacio- 
nes, sin perjuicio de la pena que correspon- 
da por la ley, á los actos ejecutados por 
ellos. (2). 


(■} Cejes de 3 de Junio de 1853 y de IC de Junio 
de 1858. 

(2) Ley de 3 de Mayo do 1863. 
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inmunidad. — El privilegio concedido 
á alguna persona, por medio del cual está 
esccptuada de las obligaciones impuestas á 
los acmas. 

Los Senadores y Representantes de la 
Nación, gozan de ciertas inmunidades; tales 
como la de no ser responsables por las opi- 
niones que emitan, durante el desempeño de 
sus funciones; la de no poder ser arrestados 
sino en caso de delito infraganti, y otras. 
— Véase Senadores— Representantes. 

inquilino. — Véase Arrendamiento de 
fincas. 

insignias del ejército. — Las insig- 
nias y distintivos de los Gefes y Oficiales 
del Ejército son los siguientes: 

Los Brigadieres Generales banda de seda 
azul y blanca con borlas de oro; charreteras 
con palas negras, bordadas estas con tres 
estrellas de oro en la parte mas ancha, y dos 
palmas de realce: sombrero galoneado, y 
guarnecido, de plumas blancas; bordado de 
oro en el cuello, zolapa y vueltas de la ca- 
saca. 

Los Coroneles mayores, banda encarnada 
con borlas de oro; sombrero y charreteras, 
como las de los Brigadieres, bordado de 
oro en el cuello y vueltas (1). 

Los Coroneles, charreteras doradas con 
palas de paño de grana, bordadas de hilo de 
plata, con dos palmas de realce y tres es- 
trellas, en la parte mas ancha: sombrero ar- 
mado, con guarnición dorada, plumas ne- 
gras, y faja de seda punzó con borlas de 
oro (2). 

Los Tenientes Coroneles, charreteras do- 
radas de un mismo color, con dos estrellas 
blancas bordadas en cada pala; sombrero ar- 
mado, con plumas negras y guarnición do- 
rada. 


(Ij Decreto de 9 de Octubre de 1832. 

(2) Decretos de 26 de|Febrero de 1829 20 de Mario 
del mismo año y 28 de ¿Agosto de 184 1. 
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Los Sargentos mayores, las mismas char- 
reteras, con una estrella en cada pala; som- 
brero armado con guarnición dorada, y plu- 
mas negras (1). 

Los Capitanes, charreteras de gusanillo 
de oro, y sombrero armado, con guarnición 
dorada. 

Los Tenientes, una charretera á la de- 
recha y una espoleta á la izquierda; som- 
brero con guarnición dorada. 

Los Sub-Tenientes, una charralera á la 
izquierda, y una espoleta á la derecha; som- 
brero con guarnición dorada (2). 

Las insignias de los Gefes y Oficiales de 
Ingenieros, son las mismas que las de los 
demas del Ejército (3). 

El uso de la faja, borlas en la espada, 
franja de oro en los pantalones, y toda clase 
de cordon de oro y plata en los morreones, es 
prohibido á los Gefes, de Teniente Coronel 
inclusive para abajo, y á los oficiales (4). 

INSIGNIAS DE «RABEADOS EN CIEN- 
CIAS Y LETBAS. — La Universidad de la 
República confiere los grados de Bachiller 
en ciencias y letras, y de Licenciado y de 
Doctor, en las facultades de Medicina, Ci- 
rujia, Teología y Jurisprudencia. 

Las insignias de Bachiller, son: bonete 
sin picos, con borlas de seda verde, pendien- 
tes del árbol de la ciencia, del mismo co- 
lor. Las borlas deben descender hasta el 
borde inferior del bonete. 

Las de Licenciado, son: bonete con bor- 
las y el árbol de la ciencia, del color que 
corresponda á la facultad, y una faja de se- 
da del mismo color, que pendiendo de los 
hombros, y ligándose ante el pecho, des- 


(1) Decreto de 26 de Febrero de 1829. 

(2) Decretos de 26 dejebrero de 1829 y 29 de No- 
viembre de 1 832. 

(3) Decreto de M de Febrero de 1835. 

(1) Decreto de 28 de Agosto de 1 Sil. 
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cienda hasta la cintura. Los cstremos de 
la faja, guarnecidos de hilo de plata. 

Las insignias del grado de Doctor, son: 
bonete con borlas, y el árbol de la ciencia, 
del color que corresponda á la facultad, y 
una banda de terciopelo del mismo color, 
que pendiendo de los hombros, y ligándose 
á la altura del pecho, descienda hasta la 
cintura. Esta banda debe tener cabos y bor- 
las de oro. 

Los colores de cada facultad, son los si- 
guientes: De Jurisprudencia, rojo: de Teo- 
logía, blanco; de Medicina, amarillo; de C¡- 
rujía, morado. 

Las insignias del grado universitario, de- 
ben llevarse, sobre traje negro de rigorosa 
etiqueta (1), 

INSPECCION DE OBRAS PÚBLICAS. — 

La Oficina á cuyo cargo está el examen é 
inspección de las construcciones y obras, así 
públicas como particulares para usos públicos. 

El Inspector de obras públicas, es Gefe 
nato de todo lo concerniente á la arquitec- 
tura. 

Sus atribuciones son las siguientes: 1 ° 
Abrir dictamen sobre la parte arquitectónica 
de todo edificio ú obra pública: 2 ° Anali- 
zar los proyectos relativos, y demostrar cien- 
tíficamente sus ventajas ó inconvenientes, 
no pudiendo emprenderse ninguna obra, por 
el Estado ó por particulares, para aplicación 
pública, sin su previo informe facultativo: 
3 ° Velar sobre la conservación y decen- 
cia de los edificios públicos, dando cuenta 
al Gobierno de lo que observase: 4 ° Pro- 
poner toda mejora que crea oportuna en 
punto á construcción : 5° Indicar los locales 
adecuados para obras de conveniencia públi- 
ca é inspeccionar sus construcciones. 

El Inspector, debe llevar un registro de 
todos los edificios públicos, ó particulares 


(I) Art. 58 y Sí) del Reglamento Universitario de 28 
de Septiembre de 1849. 
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con destino público, que se construyan en 
la República, demostrados en planta, con 
una ó mas secciones otográficas, escalas, y 
sistemas de construcción correspondientes, 
que deben presentarle los arquitectos respec- 
tivos. 

Todo particular que quiera construir al- 
gún edificio, debe solicitar el correspondien- 
te permiso del Inspector de obras públicas 
para que este proceda á su delincación y 
nivelación, llevando un libro en que conste 
el nombre del propietario, con todas las par- 
ticularidades de medidas lineales y de loca- 
lidad. 

La dirección, vigilancia y conservación de 
las calles y caminos, está á cargo de la Ins- 
pección de obras públicas, para cuyo efecto 
debe tener á sus inmediatas órdenes, los 
operarios necesarios. 

El Departamento Topográfico debe darle 
las noticias que necesite para el desempeño 
de sus funciones (I). 

INSPECCION DEL RESGUARDO. La 

inspección del Resguardo está encomendada 
á dos Inspectores, como Gefes Superiores 
inmediatos de esta repartición, con todos los 
demas empleados de su dependencia. 

Los Inspectores turnan en el servicio ca- 
da mes, quedando uno libre, que es desti- 
nado á cualesquiera otros trabajos del ramo 
que le encomiende el Colector general. Las 
funciones del Inspector en ejercicio, son to- 
das las de vigilancia y dirección de las ofi- 
cinas del Resguardo, que le incumben como 
Gefe inmediato de ellas. 

INSPECTOR DE ALIMENTOS ¥ DROGAS 

medicinales. — A consecuencia de indi- 
cación hecha al Gobierno por la Junta Con- 
sultiva de Comercio, sobre la conveniencia 
del nombramiento de un perito verificador 
encargado de examinar en la Aduana, los 


(i) Decreto de 2G de julio de 1851. 
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líquidos, comestibles y drogas que se impor- 
ten al consumo, y reconocida la utilidad de 
este empleo, se acordó por el Gobierno que 
fuese incluido en el presupuesto general de 
gastos que debería presentarse al Cuerpo 
Legislativo, de donde debe deducirse la pró- 
xima creación de dicho empleo. 

Las funciones del encargado de desem- 
peñarlo, deben contraerse el reconocimiento 
de los alimentos y drogas medicinales que 
se importen, para precaber su introducción 
cuando fuesen de calidad nociba. 

instancia. — Véase Recurso de apela- 
ción. 

INSTITUTO DE INSTRUCCION PÚBLICA. 

— Establecimiento á cuyo cargo se haila la 
dirección é inspección de la educación pú- 
blica. 

Las atribuciones del Instituto, son: 1 ° 
Promover, difundir, uniformar, y metodizar la 
educación pública, y con especialidad la en- 
señanza primaria: 2 ° Autorizar ó negar la 
apertura ó continuación de todo estableci- 
miento de educación: 3 ° Reglamentar las 
condiciones de su existencia: i ° Examinar 
el orden económico de dichos establecimien- 
tos, y corregir sus abusos: 5 ° Vigilar cui- 
dadosamente la observancia del mes perfec- 
to acuerdo entre la enseñanza y las creen- 
cias políticas y religiosas que sirven de 
base á la organización social de la Re- 
pública: 6 ° Determinar las materias que 
debe comprender la enseñanza primaria 
en las escuelas públicas; prescribir los 
métodos y testos que hayan de seguirse en 
ellas, y dictar los reglamentos que estime 
convenientes para su gobierno y disciplina: 

7 ° Determinar las condicionos á que 
deben sugetarse los establecimientos pri- 
vados, pará que valga como de escuela 
mblica, la instrucción recibida en ellos: 8 ° 
)esignar las cualidades que deben reunir, 
os que aspiren al título de Preceptores pú- 
dicos, y las pruebas con que hayan de 
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acreeditarlas; (1). 9 ° Proteger y fomentar 
los establecimientos de enseñanza, solicitan- 
do, en su caso, de las autoridades compe- 
tentes, los auxilios que fueren necesarios. 

El Instituto dede instruir á las Juntas 
Económico Administrativas, como cuerpos 
encargados por el arl. 126 de la Constitu- 
ción, de velar sobre la educación pública, de 
las disposiciones que adopte, sin que esto 
obste al desempeño de las atribuciones y 
facultades que el Gobierno ha delegado en 
él. 

El Instituto conoce de las renuncias de 
sus miembros, y nombra á votación los que 
hayan de subrogarles. 

Dividense estos, en miembros fundado- 
res , honorarios supernumerarios y cor- 
responsales. 

Son miembros fundadores los que nom- 
bró el Gobierno al tiempo de crear el Ins- 
tituto. Son miembros honorarios, los Ins- 
)ectores de aulas mayores, establecidas por 
a ley de la materia, y los Catedráticos de 
as mismas. Son miembros supernumera- 
rios y corresponsales, los nombrados por 
el Instituto, dentro y fuera del Pais. 

La (acuitad de elegir nuevos miembros 
reside privativamente en el Instituto. 

Ejerce esta corporación ademas, las atri- 
buciones de cuerpo consultivo, en todos los 
casos que tengan relación con las funciones 
que desempeña. 

Los gastos que demande su servicio y 
conservación, son de cuenta del Tesoro pú- 
blico (2). 

Corresponde finalmente al Instituto de 


(1) Estas pruebas consisten en un examen prestado 
por el pretendiente ante una comisU n del instituto 
sobre las materias que debe ensebar. Con el informe 
de esta Comisión, el Instituto confiere ó deniega el ti- 
tulo respectivo, sin el cual no e&permítido dirigir nin- 
gún establecimiento de enseñanza pública primaría. 

(2) Decreto de 13 de Septiembre de 1847 y Consti- 
tución del Instituto de instrucción pública dj 13 de 
Marzo de 1848. 


instrucion pública, conocer de las faltas de 
los Preceptores y maestros, en el desem- 
peño de sus funciones, castigándoles con 
multas, suspensión ó destitución del cargo, 
según la naturaleza de la falta. Puede tam- 
bién hacer cerrar las escuelas meramente 
privadas, siempre que sus prácticas y doc- 
irinas, ofendan á- la moral ó al órden legal 
de la República, dando aviso al Gobier- 
no (I) — Véase Preceptores. 

Las sesiones del Instituto, son presidi- 
das por su Presidente, nombrado á mayoría 
de sufragios, y autorizadas por el Secretario 
nombrado del mismo modo, las cuales que- 
dan consignadas en el respectivo libro de 
actas. Ambos cargos son gratuitos. En los 
documentos de oficio, el Presidente y el 
Secretario, ejercen la representación de la 
corporación. 

Las atribuciones del Instituto se extien- 
den á las escuelas de ambos sexos. — Véase 
Instrucción pública. 

INSTRUCCION PÚBLICA. En lodos IOS 

Pueblos cabeza de Departamento, debe ha- 
ber escuelas públicas de varones y de mu- 
geres, costeadas y sostenidas por el Tesoro 
Nacional, donde se reciba gratis la instruc- 
ción primaria. 

Los establecimientos de instrucción pri- 
maría se hallan en los Departamentos de 
campaña, bajo la inmediata inspección de las 
Juntas Económico Administrativas, sin per- 
juicio de la dirección Superior que incumbe 
al Instituto de instrucción pública en virtud 
de las facultades conferidas por el Gobier- 
no. 

La designación de los testos que deben 
seguirse en los establecimientos de instruc- 
ción pública primaría, incumbe al Instituto, 
así como el examen y nombramiento de Pre- 
ceptores y Preceptoras. 


(I) Reglamento de 13 de Marzo de 1848. 
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Ningún maestro puede recibir en su es- 
cuela niño alguno, sin que los padres bagan 
constar previamente, haber sido vacunado (1). 
Véase Vacuna. 

ivsTRi aiov primaria . — Es ins- 
truccion primaria, la que debe darse al hom- 
bre desde la infancia, como principio, base 
y medio indispensable de toda educación. 

La instrucción primaria se divide en pú- 
blica y privada. Es instrucción primaria 
pública , la sostenida en todo ó en parte por 
fondos públicos: es instrucción primaria 
privada, la costeada por los particulares. 

La instrucción primaria pública, se divi- 
de en dos grados: inferior y superior: la 
que abrazo ambos grados se denomina com- 
pleta. 

La instrucción primaria inferior com- 
prende: la doctrina cristiana, principios de 
moral, lectura, escritura, las cuatro reglas 
fundamentales de la arimélica, nociones de 
gramática, y de geografía de la República. 

La instrucción primaria superior, com- 
prende la ampliación de las materias de la in- 
ferior, y ademas, dibujo lineal, historia de 
la República, y principios de la Constitución 
del Estado. 

Ec instrucción primaria privada: l ° 

La que se da por los padres ó tutores, ó 
por maestros especiales, bajo la inmediata 
dirección de estos: 2® La que se dá por 
maesti os autorizados por el Instituto de ins- 
trucción pública, para establecer escuelas 
de instrucción privada. 

Las escuelas privadas, no pueden recibir 
mas que ocho alumnos, ni anunciarse públi- 
camente. 

Los establecimientos de instrucción pri- 
maria privada y pública, están sugetos á la 
inspección del Instituto, para vigilar que no 


Decreto* tle ?2 «1 O c!it! iv ti-' 1829 y de 12 di* Ju- 
dio de I85 , L 
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se enseñe en ellos nada contrario á la moral 
y á los principios Constitucionales de la Re- 
pública, no pudiendo abrirse ninguno sin 
su autorización. 

Los establecimientos privados pueden ser 
incorporados á los públicos, sugetandos> al 
orden y dependencia establecidos para estos, 
y llenando las asignaturas de estudios de- 
signados para la enseñanza pública. 

Estas disposiciones comprenden á las 
escuelas de niñas, sin mas diferencia que la 
de ser modificada en ellas la enseñanza, subs- 
tituyendo con labores de costura, tegidos y 
otras análogas, algunas de las materias 
designadas para las del sexo masculino (1). 

IVSTRKdOV SECUNDARIA. Es ¡nS- 

trucción secundaria, la que comprende los 
estudios preparatorios que se hacen en la 
Universidad. 

Para hacer los estudios secundarios, es 
indispesable haber recibido la correspon- 
diente instrucción primaria. 

La enseñanza secundaria abraza los idio- 
mas latino, francés, ingles, estudios comer- 
ciales, físico matemáticas, retórica, historia 
natural, y principios de la Constitución 
de la República. — Véase Estudios Univer- 
sitarios. 

IXTERFA I.ECJAI. DEL DI AERO. 

Cuando haya pacto, el ínteres legal del di- 
nero, es el que hubiesen pactado los intere- 
sados. — Cuando no hubiese ínteres pactado, 
y la ley obligue al pago del ínteres, los deu- 
dores deben sufrir el doce por ciento anual 
en toda clase de contratos. 

El minimun del interés del dinero de los 
menores, es también el de doce por ciento 
al año (2). 

interpretación. — La conveniente 


(1) Rrglnnv'Tdo de inslnioeion primilla de 13 de 
Mtrzo de 1848. 

(2) 1, y de 2deAI.nl de 183°. 

20 
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aclaración del texto y espíritu de la ley, he- 
cha por el legislador, el Juez ó el abogado 
para -conocer su verdadero sentido. 

Está dispuesto por jel art. 152 de la 
Constitución, que la interpretación ó expli- 
cación de ella corresponde solo al Cuerpo 
Legislativo. Parece que debe entenderse que 
esta reserva se refiere solamente á la inter- 
pretación auténtica en los casos en que ocur- 
riesen dudas de difícil solución sobre su es- 
píritu, puesto que la interpretación practica 
asi como la doctrinal, es inherente á los 
Jueces y abogados, é inseparable del desem- 
peño de sus funciones respectivas. Debe 
creerse pues, que lo que el precepto Cons- 
titucional ha querido reservarse, es el dere- 
cho de esplicar la mente de la Constitución 
en tales casos. 

IXTCRTKXTOR VRXRRM. DE REVISTAS 

— La revista mensual de Comisario, estaba 
encomendada á los Gcfes de los Cuerpos en 
sus cuarteles respectivos, como consecuencia 


II 

de la supresión de la Comisaria general de 
Guerra : pero por decreto de 28 de Abril 
de 1860, fué creado el cargo de Interventor 
General de revistas, al cual incumben aquellas 
atribuciones. 

intestados.— Véase Juez letrado de 

intestados. 

inválidos. — Los que han resultado 
tales por consecuencia de heridas en el ser- 
vicio de las armas. 

Los inválidos declarados tales, tienen opcion 
al goce de su sueldo integro, sin estar obli- 
gados á prestar sus servicios en el Ejército, 
como una justa recompensa que la Nación 
les acuerda por sus servicios anteriores (1). 
— Véase Cuerpo de inválidos. 

Las viudas é hijos, y á falta de ambos 
las madres viudas de los inválidos, tienen 
opcion á una pensión después de la muerte 
de estos. — Véase Pensionistas. 

invención.— Véase Privilegio. 
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„ ' blccimiento en ciertos parajes de la Ciu- 

J tBONEiti.1*. — Es prohibido su esta- dad. — Véase Fabricas. 


«V(J. 


Jiiiuuox. — Relevación de algún em- 
pleo publico, conservando el que lo ejercía, 
los honores y el sueldo, en todo ó en parle. 

Todos los empleados civiles pueden optar 
á la jubilación, siempre que justifiquen ha- 
berse inutilizado en servicio público, por 
achaques, enfermedad avanzada, edad ú otros 
motivos. 

Los que cuenten treinta años de servi- 
cios, tienen opcion á ser jubilados con el 
sueldo íntegro de sus empleos : — los que ve- 
inte anos, con las dos terceras parles; los 
que quince, con la mitad, los que diez, con 


la tercera parle, y los que siete, con la cu- 
arta parle. 

Los empleados amovibles, ademas del 
goce que corrcs|>oiide á todos los demas, 
tienen opcion á un aumento sobre el, de un 
quince por ciento . — \ fase Empleados amo- 
vibles. 

No se consideran servicios computables 
para la jubilación las comisiones , ni los 
prestados durante el tiempo que hayan es- 
tado á mérito los empleados. 


(I) Lrv d* 12 de Marzo de I&29. 
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Guando un empicado jubilado vuelva al 
servicio, cesa en el goce que tuviera como 
tal, siempre que el sueldo del nuevo destino 
sea mayor que el de su jubilación. Luego 
que cese en él, vuelve al goce de la jubila- 
ción sin que esta pueda aumentarse por los 
nuevos servicios que el jubilado hubiese pres- 
tado (-1). 

Todo empleado civil que solicite su ju- 
bilación, debe promover un expediente ante 
el Gobierno, el cual dará audiencia al Fis- 
cal. — En el debe acreditar el pretendiente: 
i ° Los empleos que ha ejercido: 2 ° Ha- 
ber sufrido los descuentos de la ley: (Véase 
Montepío). 3 ° Haberse inutilizado física- 
mente para el servicio del empleo :4 o El 
tiempo que hubiese servido (2). 

Esta mandado que la inutilización física 
se justifique, por medio de reconocimiento de 
dos facultativos, nombrados, uno por el Fis- 
cal del Estado, y otro por el interesado; pe- 
ro, comunmente este reconocimiento se ha- 
ce en la practica por la Junta de Higiene 
Publica, corporación competente para el 
efecto. 

Vestido debidamente el expediente, y jus- 
tificados los hechos, el Gobierno acuerda la 
jubilación al empleado, con la asignación que 
le corresponda, y expide á su favor, la cor- 
respondiente cédula, comunicándolo á la 
Contaduría General para sus efectos. 

Las viudas é hijos menores de los jubila- 
dos, tienen opcion á una pensión. — Véase 
Viudas-Pensión Utas . 

«veces de paz. — Los Jueces de Paz 
funcionan siempre enjuicio verbal, labrando 
actas en un libro al efecto, de todo lo que 
se actúa ante ellos: — Ejercen las funciones 
de conciliadores ó de Jueces. 

Desempeñan las de conciliadores, en las 


( I ) Ley de a Uc Muyo de 1 838 Cap. 2 - y 4 * . 
(í) Decreto de 2 de Enero de *83:». 


Jir 

demandas cuyo importe pase de doscientos 
pesos, y en todas aquellas, cuyo conocimien- 
to competa en primera instancia, al Alcalde 
Ordinario ó á los Jueces letrados.— Véase 
Jurisdicción. 

Todos los juicios de esta naturaleza de- 
ben principiar necesariamente por el de con- 
ciliación, ante un Juez de Paz, en cuyo acto 
el demandante debe manifestar ci objeto de 
su demanda, y oidas ambas partes, el Juez 
debe proponerles los medios conciliatorios á 
su alcance, para transar la cuestión ( I). 

. Si las partes se aviniesen queda conclui- 
do d [juicio, labrándose acta de ello, para la 
debida constancia y resguardo. — si no se 
avienen, se expide testimonio del acta de 
inútil tentativa de conciliación, á petición del 
demandante, para ocurrir con él á instaurar 
su demanda ante el Juez competente. — 
Véase Juicio de conciliación. 

Los Jueces de Paz conocen y deciden co- 
mo Jueces: 1 ° • En las demandas que pa- 
sando de veinte pesos, no escodan de dos- 
cientos: 2° En las de ¡migrantes ó colonos 
sobre sus pasages y demas incidentes rela- 
tivos: (2) 3 o En las de desalojo de fincas, 
cuyo alquiler no cscedadc la cantidad de cin- 
cuenta pesos, y en las que se sigan por co- 
bro de alquileres, no escedicndo en la suma 
demandada, de la de su competencia (3). 

El nombramiento de los Jueces de Paz 
se hace por elección de los Tenientes Alcal- 
des: el tiempo de sus funciones, es el de un 
año, pudiendo ser reléelos. — Véase Elec- 
ciones de Jueces de Paz. 

Los Jueces de Paz no son recusables 
cuando proceden como conciliadores (4). 


(1) Reglamento de 2 fi de Enero de 1827, y acuerdo 
del Tribunal de Justicia de 42 de Abril de I8i2. 

(2) Ley de 3 de Mayo de 1853. 

(3) L-v de ü de Julio de 1858. Art. 7 s • 

’(«) Ley de *9 de Mürzo de 1838. Art. 2® 
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Cuando proceden como Jueces, pueden ser 
recusados por las mismas causas, que en su 
caso bastarían para tacharles como testi- 
gos (1). 

En las recusaciones de los Jueces de Paz, 
les suplen sus antecesores por el orden de 
antigüedad, principiando por el mas inme- 
diato, y á falta de estos, el mas cercano de 
los que se hallen en ejercicio. En los casos 
de impedimento son subrogados del mismo 
modo (2). 

En los juicios que hayan de seguirse an- 
te los Jueces de Paz por ser de su juris- 
dicción, debe haber también acto previo de 
conciliación, ante los mismos, en el cual de- 
ben invitar á las partes á un arreglo amiga- 
ble por los medios que les sugiera su razón. 

Los Jueces de Paz, en ausencia de Es- 
cribano, actúan con dos testigos, y observan 
las formas del procedimiento, aunque en mé- 
todo verbal; pero poniéndose constancia en 
autos, por medio de actas, de todos los 
alegatos y actuaciones del juicio. 

De sus sentencias hay apelación para ante 
el Alcalde Ordinario respectivo. 

Los Jueces de Paz están facultados para 
aprehender á los individuos que cometan 
cualquiera clase de delito, en el distrito de 
su jurisdicción, y remitirlos á los Alcaldes 
Ordinarios (3). 

La jurisdicción de los Jueces de Paz, no 
pasa de los límites de sus respectivas seccio- 
nes. — Véase Secciones judiciales. — No 
pueden pasar de cinco, ni bajar de tres en 
c„da Departamento (4). 

(1) Art. 43 de tí» ley de O Muyo de 

(2) L'íy de 20 de Marzo de 1838. Art. 4 ° . 

(3) Reglamento de Administración de Justicia de 10 
de Ago&to de 1829. Ai t. I o . 

(4) A t. (¡9 del mismo. E¿ta disposición está abolida 
en la practici en alguno» Depai lame- tos, par deman- 
darlo asi el mejor sen kij de Id Admiuicti ación de 
Justicia. 


Incumbe á los Jueces de Paz, la forma- 
ción del Registro Cívico que debe abrir- 
se en los primeros meses del año en que 
baya de haber elecciones de Senadores ó 
Representantes. Deben ser inscriptos en es- 
te Registro lodos los que lo soliciten, y se 
bailen en el egercicio de la ciudadanía (1) 
Véase Registro Cívico 

En las elecciones de Senadores , Repre- 
sentantes, y Juntas Económico Administra- 
tivas, los Jueces de Paz ejercen funciones 
especiales, que les están atribuidas por las 
leyes de la materia — Véase Elecciones. 

JUECES DE IMPEDIDOS. — Los JlICCCS 
de primera instancia, asi como los Fiscales 
del Estado, se subrogan reciprocamente en 
los casos de impedimento ó recusación, en 
la forma determinada por la ley. — Véase 
Impedimentos de Jueces. 

jueces legos. — Los que no habiendo 
estudiado el derecho, no tienen titulo uni- 
versitario. 

Los cargos de Alcaldes Ordinarios y 
Jueces de Paz son desempeñados por Jueces 
legos. — Aquellos son asistidos en los ca- 
sos en que se ventilan puntos de derecho, 
por asesores letrados de su elección — Los 
Jueces de paz aunque no nombren asesores 
en la práctica, consultan privadamente á abo- 
gados, en casos semejantes. Los Tenientes 
Alcaldes, son del mismo modo Jueces le- 
gos. 

jueces letrados. — Los que tie- 
nen título de abogado. Sin perjuicio de 
los miembros de la Exma. Cámara de Jus- 
ticia, hay dos Jueces letrados de lo Civil, 
dos del Crimen, y uno de Comercio — A los 
Jueces Letrados de lo Civil está cometido 
ademas el conocimiento de las causas de 
hacienda é intestados. 

Los Jueces letrados tienen tratamiento 

(I) Lcj de 13 de Junio de 4853. 
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de V. S. en los aclos de su Ministerio (1) 
Lo tienen también los Fiscales del Estado, 
y en la práctica comunmente los Alcaldes 
Ordinarios, aunque no está mandado por ley 
espresa. 

La jurisdicción de los Jueces de lo Ci- 
vil y de Comercio, está dividida en dos 
secciones? la primera comprende los De- 
partamentos de Montevideo y Canelones; la 
segunda todos los demas de la República. 
Los Jueces de lo Civil y del Crimen de la 
i. “ Sección, conocen en todas las causas 
pertenecientes á esta, y del mismo modo 
ios de la segunda. — Igual procedimiento se 
observa en cuanto á los juicios de intestados 
y de hacienda. 

El Juez letrado de Comercio, es uno en 
todo el Estado. Conoce en primera instan- 
cia en todas las causas mercantiles corres- 
pondientes al Departamento de Montevideo; 
y en grado de apelación en las de los Depar- 
tamentos de campaña en que conocen los 
Alcaldes Ordinarios. 

El nombramiento de los Jueces letra- 
dos compete al Tribunal de Justicia, asi co- 
mo el de los Escribanos con quienes ac- 
túan (2). 

Para ser Juez letrado es necesario reu- 
nir las condiciones siguientes 1 . ° Ciu- 
dadanía natural ó legal: 2. ° Haber egerci- 
do la abogacía durante dos años (3). 

Algunos de los Juzgados letrados, se 
hallan á cargo de personas que no reúnen 
las condiciones prescriptas, por la imposi- 
bilidad de encontrar abogados que se ha- 
llen dentro de ellas, que adhieran á admi- 
tir estos cargos, asi por lo diminuto del 
sueldo que les está asignado, como por la 
frecuente irregularidad de su pago. Por es- 


(1) Art. 99 del Reglamento de Administración de 
Justicia de 10 de Agudo de 1829. 

(2) Ley de 4.° de Abril de I8.1O. 

(3) Art. ItiGde la Constitución. 
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tas razones se halla también en suspenso lo 
preceptuado por el art. 105 de la Constitu- 
ción, el cual dispone que haya Jueces le- 
trados de primera instancia en los Departa- 
mentos. 

El nombramiento de graduados ó inteli- 
gentes á falta de abogados, está autorizado 
en cuanto á los Jueces de lo Civil, por la 
ley de 14 de Junio de 1837. 

Todo Juez letrado puede ser recusado 
por las mismas causas que en su caso bas- 
taiian para tacharle como testigo (1) De las 
recusaciones de los Jueces debe conocer un 
miembro del Tribunal Superior. Véase Juez 
de recusaciones. 

jueces sorteados. — Son Jueces sor 
teados, los llamados al desempeño de este 
cargo por designación de la suerte. 

Este acto tiene lugar en los casos si- 
guientes: — 1. ° Cuando hay que integar el 
Tribunal Superior de Justicia, sea por im- 
pedimento de alguno de sus miembros, ó 
sea para conocer de los recursos autoriza- 
dos por la ley: 2. ° Cuando hay que for- 
mar el Tribunal de Jurados en las causas 
criminales, en cualquiera ds sus instancias: 
3. ° Cuando debe constituirse el Tribunal 
que conoce en los juicios sobre abusos de 
la libertad de la prensa; — Véase Juicio de 
imprenta. 

El sorteo debe hacerse públicamente y 
en los juicios entre partes, con citación de 
estas. Los Jueces sorteados pueden ser 
recusados por cualquiera de las partes en el 
acto del sorteo, sin expresión de causa, has- 
ta el número de tres — Fuera de ese acto, 
deben esprasar causa legal justificada para 
la recusación (2) 

En los juicios de imprenta, cada una de 
las partes puede recusar libremente hasta 


(1) Art. 43 de la Iry de 9 de Mujo de 485G. 

(2) Acuerdo del Tribunal de Ju&tida de 31 de Ma- 
ja de 1MÓ8. 
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cuatro Jueces, á mas de los que resulten 
con impedimento legal, de cuyas recusacio- 
nes conoce el Juez del Crimen que preside 
el acto. (1) 

Son también designados por sorteo, los 
ciudadanos que deben componer las mesas 
primarias de elecciones de Representante», 
de colegios electorales y de Senadores, y de 
las Juntas Económico Administrativas, cuyo 
sorteo es público en los 'Juzgados de Paz 
respectivos — Véase Elecciones. 

juego be bochas. — Véase Bochas . — 

juegos prohibidos. — Es prohibido 
todo juego de azar ó de invite. 

Los dueños de establecimientos donde se 
permitan dichos juegos, quedan sugetos al 
pago de una multa, desde cincuenta, hasta 
quinientos pesos, según su clase. 

El producto de estas multas, es destina- 
do á la conservación y reparación de lasvias 
públicas. 

El Gefe Político del Departamento, es- 
tá facultado para penetrar en todas aquellas 
casas que juzgue sospechosas, previo el alla- 
namiento, en la forma requerida por la Cons- 
titución. — Véase Allanamiento. 

Esta disposición es extensiva á lodos los 
Departamentos de la República (2). 

juez. — La persona puesta por autori- 
dad pública para administrarjuslicia. 

El nombramiento de los Jueces letrados 
compete al Tribunal Superior de Justi- 
cia. El ejercicio de sus funciones es perma-' 
nente, mientras observen buena comporta- 
cion. Su destitución, asi como la de los 
miembros y empleados del Poder Judicial, 
solo puede tener lugar con causa probada 
por los trámites, y con los recursos estable- 
cidos por las leyes. 


(1) Ley de 17 de Junio de 1830. 

(2) Decreto da 28 de Agosto de 185 i, y edicto de 
Politia de 22 de Noviembre de 1838 Art. 3 * . 
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El conocimiento de las causas que se in- 
tenten con este objeto, corresponde al Juez 
del Crimen. 

En las causas de la misma naturaleza, 
seguidas contra algún miembro del Superior 
Tribunal de Justicia debe conocer el mismo 
Tribunal, integrado en la forma prcveuida 
para los recursos de segunda apelación, con 
recursos para ante el mismo, integrado en 
la forma determinada para los recursos de 
nulidad é injusticia notoria. — Véase Tribu- 
nal extraordinario de nulidad é injusticia 
notoria. 

Al Ministerio Fiscal incumbe promover 
las acciones sobre destitución de Jueces (1). 

En los Tribunales colegiados, está abo- 
lido el juramento de secreto sobre el acuer- 
do (2). > 

Los Jueces de&en pronunciar las senten- 
cias inteWocutoriaS dentro de veinte dias, y 
de cuarenta las definitivas. La falta de cum- 
plimiento de esta disposición, es suficiente 
causa para recusarles, cuando resultasen 
causantes de la demora. (3) En el mismo 
deber están los Asesores. 

Todo Juez es responsable ante la ley, de 
la mas pequeña agresión contra los derechos 
de los ciudadanos, asi como por separarse 
del orden de proceder que ella]cslablece (4). 

juez de disenso. — Véase Juicio de 
disenso. 

juez discdrde. — El que se halla en 
los Tribunales colegiados, en desacuerdo 
con los demas, en cuanto á la sentencia. 


(1) Ley de 15 de Julio de 1839. 

(2) Art. 42 de la ley de 9 de Mayo de 1856. 

(3) Art. 71 de la ley de 9 de Mayo de 1856 No ca- 
tan determinados los raso* en que deba reputarle al 
Juez, causante de la demora, para que exista la cau- 
sa legal de recusación, ni los medios de prueba que 
hayan de adoptarse, para acreditar la demora volun- 
taria de i>artc del Juez. 

;4) Art. 116 de la Constitución. 
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Los que estuvieren disconformes con el 
voto de la mayoría, pueden agregar á su 
firma la palabra discortle. (!) 

juez de alzadas. — El que conocia 
en grado de apelación, de los juicios segui- 
dos en el inferior. 

El Juzgado de alzadas existia únicamen- 
te, para conocer en segunda instancia, en 
las causas que se seguían ante el extingui- 
do Tribunal de Consulado. Desempeñaba es- 
te cargo, uno de los miembros del Tribunal 
Superior de Justicia, elegido por el mismo 
Tribunal cada dos años. El Juez de alzadas, 
formaba Tribunal con dos colegas sacados 
á la suerte, de la lista de comerciantes que 
el Tribunal de Consulado formaba cada tres 
años. (2) 

Pero, el Tribunal Consular, y con él, el 
Juzgado de Alzadas, fueron suprimidos, y 
creado de nuevo el Juzgado Letrado de co- 
mercio, de cuyos juicios conoce en grado 
de apelación, el Tribunal Superior de jus- 
ticia, en la forma determinada para los de- 
mas (3) — Véase Juez Letrado de Comer- 
cio. 

juez de recusaciones. — El Ministro 
del Tribunal Superior, que conoce ' de las 
recusaciones de los Jueces inferiores. 

El Tribunal nombra mensualmente uno 
de sus miembros, á qnien incumbe el co- 
nocimiento y resolución de los artículos de 
esta naturaleza, con sugecion al espíritu del 
art. 27 del Reglamento de Administración 
de Justicia de lOde Agosto de 1829. — 
Véase Recusación. 

juez eclesiástico. — El que ejerce 
la jurisdicción eclesiástica. 

En la Capital, los Jueces Eclesiásticos, 


(I) Arl. 42 de le ley de 9 de Mayo de I85C. 

(?) Ileglamcnlo provisorio do Administración de 
Justicia de 10 de Agosto de 1829 Cap. 8.° 

(») Decr-to de 22 de Mayo de (848. 


son: en primera instancia, el Provisor ge" 
neral: en segunda instancia, el Cura Rector 
de la Iglesia Matriz asociado á dos Eclesiás- 
ticos sacados á la suerte, de una lista de 
seis, que debe nombrarse anualmente por el 
Gobierno, de acuerdo con el Vicario Apos- 
tólico : y en tercera instancia, el Vicario 
Apostólico, asociado también á dos ecle- 
siásticos, sorteados de la misma lista. 

Los Jueces Eclesiásticos no son recusa- 
bles sinó con causa legitima y probada, de 
que conocerán método verbal, breve y 
sumariamente, el Tribunal de tercera ins- 
tancia; y cuando el recusado ó recusados 
fuesen miembros de él, conocerán de la re- 
cusación los que quedasen expeditos. 

Los Eclesiásticos de la lista de Conjue- 
ces, deben suplir á los miembros del Tri- 
bunal de 2 " y de 3 <a instancia, en los ca- 
sos de impedimento legal ó de recusación 
justificada. Cuando el recusado ó impedido 
fuese el Juez de primera instancia, debe 
nombrársele un acompañado’, conforme á 
derecho. 

En los juicios de primera instancia actúa 
el Notario Eclesiástico: — en los demas, los 
Escribanos que elijan los Tribunales respec- 
tivos. (1) 

JUEZ LETRADO DE LO CIVIL. ElqUC 

conoce en primer grado, ó en grado de 
apelación de las causas civiles de su juris- 
dicción. 

El Juez letrado de lo Civil, conoce en 
primera instancia, en las causas en que se 
gestione algo, cuyo valor esceda de tres mil 
pesos, y ademas en las que suban en apela- 
ción, de los Alcaldes Ordinarios. 

Conoce ademas en las de intestados y de 
hacienda. 

La jurisdicción territorial de cada Juez 


(I) Decreto de 12 de Agosto de 1835, autorizado por 
la ley de 4 de lulio del nisino año. 
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de lo Civil, no se extiende mas allá de su 
sección respectiva. — Véase Jueces letrados. 
Juez. 

El procedimiento en los juicios ordina- 
rios ante el Juzgado de lo Civil, es el esta- 
blecido por la legislación Española. En el 
juicio ejecutivo se han introducido modifica- 
ciones tendentes á abreviar las formas. — 
Véase Juicio ejecutivo. 

JUEZ LETRADO DE CO .HERCIO. El 

que conoce de los juicios entre personas del 
gremio del comercio, y sobre asuntos mer- 
cantiles. 

Disuelto el Tribunal de Consulado, por 
Decreto de 22 de Mayo de 1858, el cono- 
cimiento de las causas de comercio quedó 
sometido al Juez letrado de este nombre, y 
la administración de justicia en las causas 
mercantiles, uniformada á la administración 
común. — Asi pues, pertenecen á la jurisdic- 
ción del Juzgado de comercio, todos los 
asuntos, actos y personas, declaradas mer- 
cantiles por las leyes del Pais. 

El Juez de comercio tiene la facultad de 
asociarse, cuando lo juzgue conveniente, y 
con conocimiento de las parles, á dos co- 
merciantes, para el solo objeto de oir su dic- 
tamen consultivo, en aquellas causas cuya 
resolución requiera conocimientos prácticos 
del comercio. 

Las Ordenanzas de Bilbao y las leyes re- 
lativas á las causas mercantiles, están en 
vigencia en los juicios de esta naturaleza (1). 

Suscitándose sin embargo, dudas so- 
bre el procedimiento que debiera observar- 
se en las causas de comercio, desde que su 
conocimiento quedaba cometido á un Juez 
de derecho, el Tribunal de Justicia some- 
tió el punto á la consideración del Cuerpo 
Legislativo, para que se sirviese dictar una 


(I) Decreto de 7 de Diciembre de 1838. 
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resolución que lo determinase: pero habien- 
do quedado esto en suspenso, el Juzgado 
letrado de Comercio, se rige por las dispo- 
siciones de las Ordenanzas, lo cual está en 
armonía con lo mandado por el art. 5 ° 
del Decreto de 7 de Diciembre de 1838, 
que declara vigentes dichas Ordenanzas. 

Restablecido el Juzgado de Comercio, que- 
dó disucllo también, con el Tribunal Con- 
sular el Juzgado de alzadas; y los recursos 
ordinarios de las sentencias de aquel, son 
para ante el Tribunal Superior de Justicia. 
— Véase Jueces letrados. 

JUEZ LETRADO DEL CRLHKN. El 

que conoce de la prosecución de las cau- 
sas criminales y castigo de los delitos. 

Los Jueces letrados del Crimen, cada 
uno en su sección respectiva, egerccn ju- 
risdicción privativa en todo el territorio de 
la República, con escepcion de las causas 
sobre injurias y heridas declaradas leves, 
cuyo conocimiento compele á los Alcaldes 
Ordinarios. 

Sus sentencias son públicas, formando 
Tribunal con cuatro Jurados, que deben 
sacarse á la suerte, de una lista de sesen- 
ta ciudadanos y vecinos, formada por el 
Gobierno anualmente. Constituido el Jura- 
do, y oida la lectura del proceso, este de- 
clara con presencia de los hechos que de él 
resulten, si oslan ó no probados según su 
conciencia — Después de esta declaratoria 
que firma el Juez y los Jurados, dicta aquel 
su sentencia. 

Luego de concluido el sumario, se re- 
quiere hasta por tercera vez al acusado, pa- 
ra que nombre su defensor, y no verificán- 
dolo, el Juez lo nombra de oficio — Véase 
Juicio Criminal. 

En ningún caso podrá el Juez del Cri- 
men cometer el examen de los testigos, ni 
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Je los reos, al Escribano, debiendo practi- 
car estas diligencias, por si mismo (1) 

Las sentencias definitivas del Juzgado del 
Crimen, deben elevarse en consulta al Tri- 
bunal Superior de Justicia, no pudiendo 
egecularse, mientras no se haya llenado 
aquel requisito'prévio. 

El Tribunal, después de examinar si se 
lian llenado debidamente las formas subs- 
tanciales del juicio, devuelve los autos al 
inferior, con la resolución que corresponda. 

Cuando la sentencia es de muerte, pre- 
sidio, trabajos públicos, ó destierro por 
mas de un año, el defensor del encausado, 
siéndolo de oficio, debe forzosamente ape- 
lar de ella, dentro de los primeros cinco 
dias siguientes al de la última notificación 
de la devolución de los autos. (2) 

En cualquier estado de una causa crimi- 
nal de que no haya de resultar pena cor- 
ioral ó infamante, se pondrá al acusado en 
iberlad dando fianza con arreglo á la ley. 
isla disposición es preceptiva, y el Juez 
debe llenarla de oficio (3) — Véase Jueces 
Letrados — Jueces. 

En las causas sobre abusos de la liber- 
tad de imprenta, la acusación debe hacerse 
ante el Juez del Crimen, para que proceda 
á constituir el Tribunal de Jurados que de- 
be conocer del delito denunciado, verifica- 
do lo cual terminan sus funciones — Véase 
Juicio de Imprenta. 

JUEZ LETRADO DE HACIENDA. El 

que ejerce jurisdicción en los asuntos en que 
median intereses del Fisco. 

El Juzgado de Hacienda establecido por 
decreto de 6 de Diciembre de 1838, fue su- 


(1) Reglamento dn Admit Utnacieo de Justicia de 10 
de Agüelo de 4 859. Cap. 0. ° 

(2) Acuerdo dtl Tribunal de JusÜcia de 2C d<; Junio 
de 4854. 

(3) Al t. 130 di* la Conélituciun, y 56 d • la iey de 9 
de iluyo de 1K56. 


JU 

primido por el art. C * de la ley de 6 de 
Julio de 1857, atribuyendo por el art. 5 ° 
de la misma, al Juzgado de lo Civil, el co- 
nocimiento de las causas de Hacienda perte- 
necientes á cada sección respectivamente. 

Al Juzgado de Hacienda compete el co- 
nocimiento de todos los juicios sobre denun- 
cias de campos, contratos de enfiteusis, y 
demas que tengan relación con la hacienda 
pública. 

En todos los expedientes seguidos ante 
el Juzgado de Hacienda, debe procederse 
con audiencia del Fiscal de Gobierno y Ha- 
cienda, como defensor y representante de los 
intereses del Fisco. 

Los recursos ordinarios de las sentencias 
del Juzgado de Hacienda, son para ante el 
Tribunal Superior de Justicia. 

Los impedimentos del Juez de Hacienda 
son suplidos por los demas Jueces de prime- 
ra instancia en la forma determinada por la 
ley. — Véase Jueces letrados — Juez — Im- 
pedimentos de Jueces. 

JUEZ LETRADO DE INTESTADOS. 

El que ejerce jurisdicción para conocer en los 
juicios sobre bienes de difuntos, muertos' 
ab intestato. 

El Juzgado de intestados es desempeña- 
do por el Juez de lo Civil, de la sección 
respectiva. 

En los casos de muerte intestada de cual- 
quier Extrangero, residente en el Pais, que 
corresponda á Naciones amigas, que no te- 
niendo tratados celebrados con la Repúbli- 
ca, tengan sin embargo, Agentes Consulares 
acreditados en ella, el Juez de Intestados, 
luego que reciba noticia del suceso, debe 
hacerlo saber al Cónsul de la Nación á que 
perteneciese el individuo que hubiese falle- 
cido, y proceder con su asistencia, ó la de 
quien le represente, á formalizar el inventa- 
rio de los bienes fincados, su depósito* y 
venta de aquellos que fuesen susceptibles 
de deterioro. 

21 
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Llamará por edictos á los herederos, fi- 
jando los términos necesarios para su com- 
parecencia, previo nombramiento de Defen- 
sor de oficio de dichos bienes, al cual dará 
audiencia en el juicio asi como al Fiscal de 
Gobierno y Hacienda, por lo relativo al cobro 
de los derechos fiscales. 

El Juez de Intestados debe conocer tam- 
bién y resolver en las demandas ó inciden- 
tes que se promuevan sobre bienes de in- 
testados, con audiencia del Defensor, li- 
brando en su caso, las órdenes que corres- 
pondan, contra el depositario de ellos. 

Los herederos de dichos bienes dentro 
del décimo grado, ó sus apoderados legíti- 
mamente constituidos, deben acreditar su 
calidad de tales con arreglo á derecho, paia 
obtener la posesión hereditaria. Cuando pa- 
sados dos años, no se hubiese acreditado la 
existencia de herederos, el Juez debe dar 
cuenta al Gobierno, para los efectos que 
correspondan, en vista de la ausencia com- 
pleta de aquellos. 

En los casos en que el fallecido se ha- 
llase en parage donde no pueda el Juez de 
Intestados practicar personalmente las dili- 
gencias de inventario y demas, expedirá sus 
órdenes al Jaez del distrito, avisándolo 
igualmente al Cónsul respectivo, para que 
por su parte nombre la persona que haya de 
intervenir en aquellas diligencias, ordenan- 
do el depósito tan luego como lo permitan 
las circunstancias del caso. 

Los gastos y costos de los juicios de in- 
testados, deben cubrirse con el producto de 
los mismos bienes. 

Las disposiciones de la ley 12. lit. 8. ° 
fib. 5. ° de la R. C. están espresamente 
declaradas en vigencia. (1) 

En consecuencia, pertenecen al Fisco los 
bienes de los intestados que fallecieren sin 


(I) Loy de 13 deju .io de 1837. 
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dejar parientes que deban heredarlos Icgal- 
menle. 

Los depósitos de bienes de intestados, no 
están comprendidos en las disposiciones ge- 
nerales sobre depósitos, y deben hacerse en 
persona respetable, con intervención del 
Cónsul ó Agente Consular de la Nación del 
intestado. — Véase Depósito Judicial. 

juez OBDiNABio. — Véase Alcalde Or- 
dinario. 

juez semanero. — Uno de los Minis- 
tros del Tribunal Superior de Justicia nom- 
brado cada semana, al cual incumbe el cargo 
de presidir los sorteos de Conjueces, regular 
los honorarios de estos, firmar autos de 
trámite, y otras funciones semejantes. 

juicio. — La controversia y decisión le- 
gitima de una causa ante Juez competente. 

No puede entablarse ningún juicio civil 
ni de injurias sin haber llenado previamente 
el requisito de la conciliación. — Véase De- 
manda — Juicio de conciliación. 

juicio civil. — Véase Juez letrado de 
lo civil. 

juicio criminal. — El que tiene por 
objeto la averiguación y castigo de los de- 
litos. 

La autoridad de Policía, luego de apre- 
hendido un delincuente, debe remitirlo con 
la correspondiente información sumaria del 
hecho, al Juez del Crimen de la respectiva 
sección, acompañando á dicho sumario, el 
cuerpo del delito, si lo hubiese, el informe 
sobre el reconocimiento facultativo, que de- 
be mandarse practicar inmediatamente por 
el médico de Policía, y todos aquellos datos 
y antecedentes que puedan concurrir á la 
averiguación de los hechos. 

El Juez, despuo6 de formalizado el su- 
mario con arreglo á derecho, tomada la 
confesión al acusado, y nombrádole defen- 
sor de oficio, caso que aquel no lo nombra 
se; y después de requerido hasta por ter- 
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cera vez para que lo haga, procede al plc- 
nario, observando las formas ordinarias del 
juicio, con audiencia del Fiscal del Crimen 
ó de parte, en su caso. — 

Conclusa la causa, y llenadas todas las for- 
mas del plenario, el Juez debe reunir antes 
de definitiva, el Jurado encargado de clasi- 
ficar los hechos, y expedir su declaratoria 
sobre ellos. — Yease Jurados. 

La declaración indagatoria del preso debe 
tomársele necesariamente, dentro de las 
veinticuatro horas siguientes á su pri- 
sión; procediendo en seguida al sumario, 
concluido el cual ningún preso debe perma- 
necer incomunicado. (1) 

El sumario debe quedar concluido den- 
tro de ocho dias, á fin de que la incomuni- 
cación del preso, nunca pase de este ter- 
mino. (2) 

Concluido el sumario, y entablada la 
acusación, si en esta se pidiese la imposi- 
ción de una pena correccional, el Juez fa- 
llará en juicio vejbal con audiencia del acu- 
sador, y del acusado y su defensor. (3). 

Cuando hubiesen de imponerse penas cor- 
reccionales, estas deben reducirse á la de 
multa, desde cuatro hasta cincuenta pesos, 
prisión ó trabajos públicos, desde cuatro 
dias hasta tres meses. (4) 

Están abolidas en las causas criminales, 
asi el juramento de los acusados, como la 
promesa de decir verdad. (5) 

Sentenciada la causa en definitiva, debe 
subirse en consulta á la Exma Cámara de 
Justicia, para que resuelva con su aproba- 
ción ó desaprobación en Cuanto á las for- 
mas del procedimiento, no corriendo térmi- 


(1) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 12 de Abril 
de 18’2. 

(2) Acuerdo del mismo, de 13 de Mayo de 1823. 

(3) Art. 19 de la ley de 9 de Majo de I8.,G. 

(1) Art. 80 de la misma ley. 

(¿) Art. 81 de la misma ley. 
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no para apelar, hasta que vuelvan los au~ 
tos, y se haga saber á las parles. 

Todo juicio criminal debe empezar por 
acusación de parte, ó del Ministerio públi- 
co. Están abolidas las pesquizas secre- 
tas (1). 

Ninguna causa criminal puede seguirse 
en rebeldía. (2) 

Tampoco puede ninguna causa, de cual- 
niera naturaleza que fuere, juzgarse fuera 
el territorio de la República. Son prohi- 
bidos los juicios por comisión. (3) 

juicio de conciliación. — Acto pre- 
vio á todo juicio civil ó de injurias, que de- 
be tener lugar ante un Juez de Paz. 

No puede entablarse ningún juicio civil ó 
de injurias, sin que el demandante acom- 
pañe el testimonio de acta del juicio de con- 
ciliación. (4) 

Como sucede muy frecuentemente que 
la parte demandada no concurre á la conci- 
liación, y noespertnilido compelerla á ello, 
basta acreditar con el respectivo testimonio 
de acta, la citación hecha hasta por tercera 
vez, y su desobediencia, para que se haya 
por llenado el requisito del juicio previo de 
conciliación, y se admita la demanda por el 
Juez de la causa. 

Cuando el demandado concurre á la con- 
ciliación, el Juez de Paz, después de oidas 
ambas partes, les propone los medios que le 
dicte su prudencia para conciliarios y evi- 
tar el pleito, que es el objeto de este acto. 

Si llegan á avenirse, se labra acta, en 
que consten las condiciones de lá concilia- 
ción, la cual se asienta en el libro compe- 


(1) Art. 1 1 *> de la Constitución. 

(2) Art. 112 de la Constitución. 

(3 Arts. 109 y 1 JO de la Constitución. 

(i) Art 16 de la ley de 26 de Enero de 1827 — art* 
lol de la Constitución, y acuerdos del Superior Tribu- 
nal de Justicia de 4 de Soueiivbre do 1837 y 12 do 
Abril de 181?. 
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tente, firmándola el Juez, con los interesa- 
dos, y dos testigos con quienes actúa á fal- 
ta de Escribano. 

No lográndose el avenimiento, se extiende 
del mismo modo acta, firmada por los mis- 
mos, de la cual toma testimonio el actor, 
para acreditar ante el Juzgado que haya do 
conocer de la causa, haber llenado el requi- 
sito de la conciliación, cuyo testimonio debe 
acompañarse con la demanda. 

No puede darse curso por los Jueces ó 
Tribunales á ninguna demanda, sin cons- 
tancia del juicio previo de conciliación. — El 
Escribano actuario debe anotar en la cará- 
tula de los autos, haberse llenado aquella 
formalidad, y la foja donde esto obre, ó bien 
espresar no haberse cumplido, para que 
provea mandándola llenar, y apercibiendo 
á los que resulten culpables de su inobser- 
vancia (I). 

En los juicios que por* la suma que se 
litigue 6 por otras causas, competan á la 
jurisdicción de los Jueces de Paz, la conci- 
liación debe tener lugar ante ellos mismos, 
y no lográndose, debe principiar acto conti- 
nuo la causa. En los que hayan de seguirse 
ante Jueces superiores, puede tener lugar 
aquel acto ante cualquiera Juez de Paz. — 
Véase Jurisdicción. 

Es deber de los Jueces de paz hacer uso 
de todos los medios de equidad y de conven- 
cimiento que puedan concurrir á conciliar á 
las partes, con el fin de evitar los pleitos, 
que es como se ha dicho, el objeto es- 
ctusivo del Juicio de conciliación. En conso- 
nancia con esto, está mandado que observen 
rigorosamente aquel deber, para que este 
acto utilisimo, no se convierta en una mera 
formalidad onerosa á las partes; todo lo cual, 


(O Acuerdo del Tribunal Superior de Ju&ticia de ¿ 
de N'otieinb.e de 1 837. 
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debe hacerse constar en el acta respec- 
tiva (1). 

Guando alguna de las partes concurra al 
juicio de conciliación por medio de apode- 
rada, con poder bastante, no es necesario 
que tenga cláusula especial para asistir á éi 
quedando los mandatarios responsables á las 
obligaciones que contraigan (2). 

En los interdictos y juicios sumarios de 
posesión, no se requiere el juicio de conci- 
liación (3). 

juicio eclesiástico. — Véase Jnez.- 

Eclesiástico. 

juicio de disenso. — El que tiene por 
objeto obtener autorización judicial para con- 
traer matrimonio, cuando es negado el con- 
sentimiento de los padres. 

El conocimiento de los juicios de disenso 
compete al Presidente del Superior Tri- 
bunal de Justicia, procediendo en método 
verbal, y con la reserva y prudencia que 
ellos demandan por su naturaleza. 

juicio de imprenta. — El que tiene 
por objeto la clasificación y castigo, de los 
delitos sobre abusos de la libertad de la 
prensa. 

Es enteramente libre la comunicación de 
los pensamientos por la prensa en toda ma- 
teria, sin necesidad de previa censura, que- 
dando responsable el autor, ó en su caso , el 
impresor por los abusos que se cometie- 
ren (4). 

Los abusos de la libertad de imprenta 
pueden ser contra la Sociedad, ó contra los 
particulares. En el primer caso, la acusación 
corresponde al Fiscal del Crimen: en el se- 
gundo, á la parle ofendida. 


(1) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 12 de Abril 
de 184*2. 

(2) Alt. 3. ° do la ley de 13 de Julio de I8;>9. 

O) Art. 18 del Reulamrnto de lo» Juece¿ de Pa^d* 
2(í de Enero de 1827. 

(i) Arl. Itl d* la Con** i lúe ion. 
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Se abusa contra la sociedad: 1 ° Ata- 
cando los dogmas de la Santa Religión: 2 ° 
Atacando la moral pública y las buenas cos- 
tumbres: 3 ° Incitando á la rebelión, ó pro- 
vocando la anarquía. 

Se abusa contra los particulares: 1 ® Di- 
famándolos; publicando sus vicios ó defectos 
privados que no son del resorte de la auto- 
ridad pública: 2 ° Injuriándoles con notas 
ó alusiones ofensivas al honor ó á la reputa- 
ción: 3 ° Calumniándoles, ó imputándoles 
crímenes falsos (1). 

Se abusa también de la libertad de im- 
prenta, atacando, injuriando ¿denigrando con 
palabras ó conceptos ofensivos, á los Gobier- 
nos con quienes la República conserva re- 
laciones de buena amistad, ó tomando parte 
en sus cuestiones de política interna, cuando 
se halle perturbada la paz entre sus habi- 
tantes (2). 

Toda publicación por la prensa debe lle- 
var al pié el nombre de su autor (3); y ea 
caso de no ser conocido, ó no encontrándo- 
sele, debe responder el editor ó impresor. 

El conocimiento y castigo de la causas de 
imprenta, corresponde esclusiva y privativa- 
mente, á un Juri 6 Tribunal popular com- 
puesto de Ciudadanos, sacados á la suerte 
de una lista de sesenta, que cada dos años 
deben formar las Juntas Económico Admi- 
nistrativas en las Ciudades ó pueblos donde 
se haga uso de la prensa. 

Para ser jurado se requiere: 1 ° Ciuda- 
danía en ejercicio: 2 ° Veinticinco años 
cumplidos de edad. 

El cargo de jurado es gratuito y obliga- 
torio, á no ser que exista causa legal de es- 
cusacion, tal como la de haber desempeñado 
el cargo durante los dos años anteriores, ú 


(1) Ley (le 3 de Julio de «829. 

(2) Ley de I4;de Julio de 1854. 

(3) Art. 1 1 2 3 de la miéma ley.— Esta disposición no 
et obst-rT.td'i en la practica» 
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otra que sea bastante. — La escusacion debe 
presentarse ante la Junta Económica. 

La acusación de todo delito de imprenta 
debe hacerse, por escrito ó de palabra, ante 
el Juez Letrado del Crimen de la 1, “ sec- 
ción en la capital, y fuera de ella ante el 
Alcalde Ordinario. 

Hecha la acusación, el Juez debe hacer 
comparecer inmediatamente al impresor á 
un lugar público — presentes el acusador y 
el impresor, si este se negase á declarar el 
autor del escrito acusado, caso de no estar 
firmado; y si lo declarase, ó el escrito es- 
tuviese firmado, el autor mismo, se sortea- 
rán siete jurados de la lista que se ha indi- 
cado, lo cual se verificará a presencia de 
ambos — Las partes tienen el derecho de 
recusar libremente hasta cuatro, sin perjuicio 
de los que resulten con impedimento legal; 
de cuyo incidente conocerá y resolverá el 
Juez del Crimen, ó el Alcalde en su caso, 
procediéndose en ambos casos á nuevo sor- 
teo de los que falten basta integrar el nú- 
mero. (1) 

Integrado el juri; citados los jurados in- 
mediatamente, y prestado el juramento de 
derecho ante el Juez del Crimen ó Alcalde, 
se retira este, quedando el Escribano del 
Juzgado para sentar constancia de todo lo 
que se actuase. 

Constituido el juri, y nombrado Presi- 
dente de él, á votación del mismo, procede 
á oir en juicio verbal y público, la acusación 
y la contestación del acusado, declarando ac- 
to continuo, á pluralidad absoluta, previa 
conferencia privada, si ha ó nó lugar á la 
formación de causa. 

De esta sentencia no hay recurso alguno, 

dictada queda disuelto el juri, sea que se 
aga ó nó lugar á la formación de causa. 

En el primer caso, el Juez del Crimen 


(I) L^y de 17 deJt.lio de 1830. 
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debe mandar secuestrar todos los ejempla- 
res de la obra ó papel acusado, inmediata- 
mente después de la sentencia, exigiendo al 
impresor el nombre del autor, si aun no se 
hubiese presentado, á quien hará citar con 
el acusador para dentro de cuarenta y ocho 
horas á mas tardar, convocando al público 
por edictos. 

No pueden las partes escusarse de com- 
parecer el dia y hora señalados, bajo pena 
de que, si faltase el acusador, se le habrá 
por separado de la acción intentada, y si el 
acusado, responderá el impresor. 

Verificado esto, se procede al sorteo de 
otros siete jurados, en la misma forma, y 
con los mismos derechosde parte del acusa- 
dor y el acusado, prevenidos para el primer 
juri ó sea el de calificación. 

Constituido el nuevo juri, y presentes 
las partes, * se lée por el Escribano, en 
acto público el proceso, y en seguida se 
procede al juicio verbal, oyéndose por su ór- 
den al acusador y al acusado. En este jui- 
cio pueden ambos producir las pruebas que 
les convengan, haciendo leer por el Escriba- 
no las que consistan en documentos, y exa- 
minándose los testigos que presentaren. Es 
permitido á las partes redargüidos; pero 
sin interrumpirles la absolución de las pre- 
guntas. 

Concluidas las pruebas, tienen derecho á 
hablar una vez cada una de las partes, para 
alegar sobre el mérito de las que hubiese 
producido; y sin mas dilación, á pluralidad 
absoluta de votos, después de conferencia 
privada, pronuncia el Juri su sentencia, la 
cual después de firmada debe ser leída pú- 
blicamente. 

Si la sentencia fuese absolutoria, no ha- 
brá recurso alguno, y queda el juicio fene- 
cido. Si fuese condenatoria, el acusado pue- 
de pedir al Juez del Crimen dentro de 
veinticuatro horas, cite y emplace á for- 
mar un nuevo juri para ante el cual apela. 


El Juez sin otra formalidad que la de ins- 
peccionar si el recurso está dentro del tér- 
mino, debe' citar á las partes para nuevo 
sorteo de nueve jurados, observando en to- 
do, las mismas formas que en los anterio- 
res. (1) 

En este juicio de segunda instancia, de- 
be observarse el mismo procedimiento que 
en el anterior: su fallo es inapelable, pa- 
sándose en consecuencia el expediente al 
Juez del Crimen, ¿Alcalde Ordinario, en su 
caso, para la egccucion de la sentencia. 

Las pruebas en los juicios de imprenta, 
deben ser perentorias. 

Las querellas por difamación, injuria ó 
calumnia, y las acusaciones de crímenes que 
no puedan probarse con pruebas perentorias 
deben seguir la via ordinaria de los proce- 
sos criminales, ante lasjusticiascompctenlcs. 

Cuando el autor de un impreso acusado 
no compareciese, el impresor debe sufrir la 
pena en que aquel hubiese incurrido. 

Cuando se denunciasen crimencs en cuyo 
castigo se interese la sociedad, el denuncia- 
dor queda obligado á probar el hecho, y no 
verificándolo incurre en las penas de la ley. 

Las partes pueden asistir á los juicios de 
imprenta, acompañadas de defensores. 

Las penas de los delitos de imprenta, son 
las siguientes: 

El que abuse contra la sociedad, á mas 
de pagar las costas del juicio, puede ser 
privado de escribir durante un espacio de 
seis meses hasta dos años, ó condenado á 
prisión 6 destierro, desde dos meses hasta 
un año, según la gravedad del delito á jui- 
cio del juri. 


(l)Sin embargo de que esteTribunal de apelación es- 
tá suprimido por el art 12 de la ley de 17 do Julio de 
1830» no lo está la facultad de apelar acordada al acu- 
sado por el art. 23 de lado 3 do Junio de 1829; y en 
algunos casos ocurrentes, se ha otorgado el recurso en 
las sentencias condenatorias, y constituido ei Tribunal 
de apelación, teniendo lugar el juicio de segunda Ins- 
tancia. 
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El que abuse contra los particulares, pa- 
gará también las costas, y puede ser con- 
denado á sufrir una mulla, desde veinticin- 
co basta trescientos pesos, aplicable á ob- 
jetos de enseñanza pública; ó á prisión ó 
destierro, desde quince dias hasta seis me- 
ses; con privación de escribir ó sin ella, sin 
perjuicio de la reparación de daños á que 
haya lugar (1). 

La pena pecuniaria con que se castigue al 
que abuse de la libertad de imprenta ata- 
cando á Gobiernos amigos, no puede bajar 
de mil pesos, ni pasar de cuatro mil. Las 
de prisión ó destierro en su caso, tendrán 
un mínimun de seis meses, y un máximun 
de doce (2). 

Para remover las dudas que pudieran 
suscitarse, en cuanto al proceder que debe 
adoptarse para hacer efectivas las disposi- 
ciones que quedan citadas, está mandado 
que la designación de la parte que debe res- 
ponder en los juicios sobre abusos de la li- 
bertad de imprenta, corresponde al Juez del 
Crimen y no al juri encargado de juzgar el 
delito; y que para hacer la designación re- 
ferida, tratándose de la persona del autor del 
escrito acusado, no debe admitir otra prue- - 
ba que la de la confesión ó reconocimiento 
judicial de este, cuya prueba incumbe al 
impresor — últimamente, que en caso de no 
encontrarse al autor dentro de cuarenta y 
ocho horas, el inmediatamente responsable 
es el impresor, no debiendo en ningún caso 
nombrarse defensor al ausente, por oponer- 
se á ello el art. 412 de la Constitución, que 
prohibe el juicio criminal en rebeldía (3). 

juicio be intestados. — Véase Juez 
de intestados. 


(t) Ley de 3 de Junio de 1829. 

(2) Ley de 14 de Julio de 1854. 

(3) Acuerdo del Tribunal Superior de Justic ia de 3 
de Septiembre de 1857. 


ju 

JUICIO DE INVENTABIO T PARTI. 

cion. — El que tiene por objeto la división 
y adjudicación de bienes testamentarios en- 
tre los herederos. 

Los juicios de inventario y partición, se 
siguen ante el Juez letrado de lo civil, ó 
ante el Alcalde Ordinario, el cual está 
facultado para conocer de ellos según el art. 
10 del Reglamento de Administración de 
Justicia de 10 de Agosto de 1829. 

Es permitido á los herederos proceder 
extrajudicialmente, si lo solicitan, pero con 
calidad de presentar ios inventarios y parti- 
ciones en su caso, á la aprobación judicial. 

El inventario de los bienes presentes de- 
be principiarse dentro de un mes del falleci- 
miento, y concluirse dentro de tres; — este 
plazo solo podrá extenderse cuando los bie- 
nes se hallen divididos en distintos luga- 
res (1). 

Debe darse audiencia en estos juicios al 
Fiscal de Hacienda, como representante de 
los intereses del Fisco en el cobro del im- 
puesto sobre herencias y. demas bienes tes- 
tamentarios (2) 

Cuando las tasaciones de los bienes sobre 
cuyo valor ha de regularse el impuesto, 
apareciesen diminutas, el Fiscal hará las 
gestiones que sean del caso. Cuando se jus- 
tifique ocultación maliciosa de bienes que 
esten sugetos al pago del impuesto, los 
ocultadores quedan sujetos á pagar el du- 
plo. (3) 

juicio ejecutivo. — Aquel en que un 
acreedor persigue á su deudor en virtud de 
instrumento que trae aparejada ejecución. . 

Llenado el requisito de la conciliación, 
(Véase Juicio de conciliación ) y puesta la 

(1) Esta disposición de la Ley, no e» cumplida Co- 
munmente, porque no basta el tiempo determinado, 
para concluir los juicios de división y partición. 

(2) Ley de 23 de Abril de 1856 y Art. 2. ® del De- 
creto de U de Agosto de 1857. 

(3) Decreto de 28 de Mayo de 18-18. 
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demanda, el Juez debe librar inmediatamente 
mandamiento de embargo contra los bienes del 
deudor, cuyo mandamiento entregará al actor. 
El embargo se traba en bienes muebles; á falta 
de estos en raices; y no habiéndolos, en los 
créditos derechos y acciones del deudor, cu- 
yo órden dejará de observarse solamente en 
caso de especial hipoteca, ó mediando con- 
formidad entre el ejecutante y el ejecutado. 

Guando se embargue una propiedad de 
aquellas cuyo dominio conste de titulos, el 
Escribano debe anotar el embargo en ellos; 
y no exibiendose estos, lo publicará por la 
prensa; lo que se hará constar en autos. 

Trabado el embargo, se cita al demandado 
para que oponga dentro de seis dias las es- 
cepciones que tuviere: si no las opusiese 
dentro de dicho termino, el Juez, á petición 
de parte sentenciará la causa de remate. 

Si las opusiese, se abrirá un término de 
prueba de veinte dias improrogables. Ven- 
cido este término el Escribano de la causa 
debe dar cuenta, agregando antes las pruebas 
que se hubiesen producido, ó poniendo cons- 
tancia de no haberlas; y el Juez debe sen- 
tenciar dentro de diez dias, con arreglo á lo 
que resulte de autos, mandando alzar el em- 
bargo, 6 pronunciando sentencia de remate. 

Solo son apelables en el juicio ejecutivo, 
el auto que no hace lugar al embargo, el que 
lo alza, y la sentencia de remate. 

Sentenciada la causa de remate, deben 
nombrar las partes tasadores, dentro de 
tercero dia, y el Juez otro para el caso de 
discordia. Si alguna de las partes omite el 
nombramiento, el Juez debe hacerlo de 
oficio. 

La tasación no puede ser tachada sino 
por omisiones, y el auto que la aprobase ó 
corrigisese por tal motivo, es inapelable. 

Los tasadores deben expedirse dentro de 
veinte dias después de su aceptación, estan- 
do los bienes en el Departamento donde se 
siga el juicio; y en caso contrario, dentro 
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de un termino prudencial que señalará el 
Juez. No expidiéndose en el término indi- 
cado, incurren en una multa de cincuenta 
pesos. 

Hecha y aprobada la tasación, tratándo- 
se de bienes raices debe señalarse dia hora 
y lugar para lo venta en almoneda, con tér- 
mino de diez dias, hallándose los bienes en el 
lugar del juicio, y con término prudencial en 
caso contrario, lo que se anunciará por los 
periódicos. 

Siendo bienes muebles, se venderán á 
martillo público, anunciándose también por 
la prensa, por el término de seis dias. 

La venta, en cualquiera de ambos casos 
no puede hacerse, sino por mas de las dos 
terceras partes de su tasación. 

Verificado el remate, el actuario debe li- 
quidar el haber del egecutante, y tasadas 
fas coscas, honorarios, gastos de escritura y 
demas, el Juez libra por el importe contra 
el comprador. El saldo si lo hubiese, se 
entrega al egecutado, ó en caso de ausencia 
se deposita — Véase Depósito judicial. 

Cumplidos los libramentos, se otorgan 
de oficio la correspondiente escritura de 
venta, siendo propiedad raíz, y siendo cosa 
mueble, se le dará, si lo pidiese, testimo- 
nio de la sentencia y cuenta del remata- 
dor (1). — Véase Tercería. 

En todo lo demas, se obrara el procedi- 
miento establecido por la legislación Espa- 
ñola. 

JUICIO SOBRE PRESAS MARÍTIMAS — 

Véase Presas marítimas. 

JUNTA BE AGRICULTURA É IWBUS- 

tria. — Para promover los medios posibles 
de fomento, del comercio, de la agricul- 
tura, del pastoreo y de la industria Nacional, 
fué creada una Junta de agricultura é in- 
dustria, bajo la dependencia del Ministerio 
de Gobierno. 

(I) Ley de 9 de Mayo do I85G Cap. 2° . 
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Sus atribuciones eran, iniciar y poner en 
ejecución, con conocimiento y acuerdo del 
Gobierno, todo cuanto juzgase conducente 
á los objetos indicados. El personal de la 
Junta debía componerse de seis hacendados 
y seis comerciantes (l). 

Los trabajos y objetos de esta institución 
quedaron sin efecto, sin embargo de no ha- 
ber sido derogado el decreto de su crea- 
ción. 

JUNTA CONSULTIVA DE COTI LUCIO Y 

hacienda. — Institución creada para au- 
xiliar con sus luces y cooperación, las me- 
didas de gravedad é importancia que adop- 
te el Gobierno, pertenecientes al Departa- 
mento de Hacienda. 

Sus alribuciones son: 1 ° Abrir opi- 
nión sobre todos los asuntos que el Mi- 
nisterio de Hacienda someta á su dictamen 
2. ° Proponer al mismo, las medidas que 
juzgue convenientes para el fomento del 
comercio y de la industria, para el mejora- 
miento del sistema rentístico y aduanero del 
Pays, y para el del régimen y expediente de 
las Oficinas de Hacienda: 3 o Aconsejar igua- 
les medidas con respecto á la organización 
y regimen del Cuerpo de Corredores, y de 
todos los demas agentes de comercio: 4. ° 
Mantener la dirección oficial y consultiva 
de las Juntas de comercio, que se establez- 
can en los Departamentos del Estado en que 
sean necesarias, transmitiendo al Gobierno 
sus informes y peticiones, acompañadas de 
su dictamen. 

La Junta Consultiva de Comercio es nom- 
brada por el Gobierno, debiendo renovarse 
sus miembros por mitad cada año. — Sus 
servicios son gratuitos siendo de cuenta del 
Estado los gastos de secretaria y demas que 
sean necesarios (2). 


(1) Deeretode 20 de Febrero de !8W R. N. 

(2) DpcivIo de 3 de Abril de f 8G0. 


La Junta tiene reuniones periódicas, sin 
perjuicio de las extraordinarias que deman- 
den las exigencias del servicio. Es deber de 
todos sus miembros concurrir á unas y otras 
v guardar sigilo sóbrelas opiniones que se 
viertan en ellas.— Cuando un miembro fal- 
tase tres veces, sin manifestar el motivo 
por escrito, el Presidente de la Junta debe 
participarlo al Min istorio de Hacienda, pa- 
ra la resolución que corresponda. 

La Junta tiene un Presidente y unVice 
Presidente que suple á aquel. 

Sus funciones son presidir las sesiones, 
fijarla votación, nombrar comisiones y de- 
mas inherentes al cargo. 

El Secretario es encargado del libro de 
actas, de la correspondencia, y de refrendar 
la firma del Presidente. Es nombrado por 
la Junta á mayoría de votos y puede elegir- 
se de su seno ó fuera de él. 

La Junta resuelve los asuntos á su cargo 
en una sola discusión, que es libre, á ma- 
yoría de votos. 

Las comisiones que se nombren para 
abrir dictamen, no pueden pasar de un miem- 
bro. 

Las demas disposiciones de órden inte- 
rior de la Junta, se hallan determinadas en 
el Reglamento respectivo aprobado por de- 
creto del Gobierno de 12 de Mayo de 1860, 
al cual se refieren las que quedan citadas. 

En el Salto existe también una Junta 
Consultiva de Comercio y Hacienda, cuyo 
nombramiento fué aprobado por Decreto de 
9 de Mayo de 1860, la cual debe estar 
en relación con 1) de la Capital. 

JUNTA DE CRÉDITO PÍ BLICO. Por 

el art. 14 del tratado sobre préstamo de sub- 
sidios, celebrado con el Imperio del Brasil 
el 12 de Octubre de 1851, fué estipulado 
que desde 1 . ® de Enero siguiente, se de- 
clararía en liquidación toda la deuda de la 
República, que se nombraría para el efecto 

22 
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una Junta de Crédito Público, compuesta 
de cinco miembros, de los cuales, uno se- 
ria presentado por el Ministro Plenipoten- 
ciario del Brasil en la República, y que en 
los primeros seis meses del año, seria con- 
vertida la deuda, en títulos de Deuda Pú- 
nica consolidada. 

En cgecucion de estas estipulaciones, 
•fue creada la Junta de crédito público, con 
las atribuciones en ellas contenidas. (1) 

El monto de los documentos reconocidos 
por la Junta de Crédito Público, fué decla- 
rado deuda Nacional, mandando espedirse 
en su lugar títulos de deuda consolidada, 
con el interés de uno por ciento al año, des- 
de i. ° de Enero de 1855; dos por ciento 
desde igual fecha de 1858 y tres por cien- 
to desde la misma fecha de 1861 (2). 

Liquidada la deuda general, y otorgados 
los títulos respectivos, llenados que fueron 
los medios de justificación establecidos por 
la ley, la Junta de crédito público terminó 
sus funciones, inutilizándose las planchas 
de emisión, y entregando sus libros, archi- 
vos y demas documentos á la Conladuria 
General, bajo de formal inventario (3)-Véa- 
sc Deuda jníblica consolidada. 

JUNTAS ECONÓMICO-ADMINISTRATI- 
VAS. — En cada uno de los Departamentos 
de la República, hay una Junta Económico 
Administrativa, compuesta de siete miem- 
bros, y en el de la Capital de nueve. 

El nombramiento de las Juntas Econó- 
micas, se hace por votación directa del 
qiueblo cada tres años, ocho dias después de 
la elección de Representantes. 

Para ser nombrado miembro de la Jun- 
ta E. Administrativa, se necesita ser ciuda- 
dano, y poseer una propiedad raiz en el De- 


(I ) Decreto de 20 de Diciembre de 1 851 . 

{'i) Coy de 3 de Julio de 1854. 

(3) Decreto de 25 de Septiembre de 1858. 


partamcnlo de la elección. — Véase Eleccio- 
nes de las Juntas Económico-Administra- 
tivas. 

No se hallan determinadas con bastante 
precisión las atribuciones de las Juntas Eco- 
nómicas, loque ha dado mérito alguna vez 
á dudas sobre competencia ó jurisdicción. 
Fueron creadas en su origen para reempla- 
zar en la parte municipal, á los antigños 
Cabildos, y Consejos de Administración (1). 
Véase Cabildos, — Consejos de Adminis- 
tración. 

Las principales atribuciones de las Jun- 
ta Económico Administrativas, son: 1 ° 
Promover la agricultura, la prosperidad y las 
ventajas del- Departamento respectivo en to- 
dos sus ramos: 2 ° Velar, asi sobre la 
educación primaria como sobre la conser- 
vación de los derechos individuales : 3 ° 
Proponer al Cuerpo Legislativo ó al Go- 
bierno todas las mejoras que juzguen nece- 
sarias ó útiles: (2) 4 ° Entender en las 
construcciones de puentes, valsas, canales, 
acueductos, y calzadas públicas, y en la re- 
caudación é inversión de sus productos: (3) 
5 ° Entender del mismo modo, en la re- 
caudación de los productos del impuesto de- 
partamental: (4) 6 ° Dirigir y administrar 
los Cementerios públicos y sus accesorios, 
como carros fúnebres y todo lo concernien- 
te á su servicio (5). 

Son fondos adscriptos á las Juntas Eco- 
nómicas, los productos del impuesto depar- 
mental, los de los ramos de peage, pontazgo 
y barcage y en los Departamentos de cam- 
paña, los del impuesto de alumbrado. La de 


(1) Arf. (>8 del Reglamento de Administración de 
Justicia de 10 de Agosto de 1829. 

(2) Art. 126 déla Constitución. 

(H) Ley de 4 de Junio de 1855. 

(4j Ley de 14 de Julio de 1856. 

(5) Decreto de 30 de Junio de 1858. 
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la Capital tiene adscribías rentas especiales. 
— 'Véase Junta E. Administrativa de la 
Capital. 

Las de los Departamentos situados so- 
bre el Rio Negro y Uruguay, tienen el pro- 
ducto del corte de maderas que se haga 
en las Islas respectivas. — Véase Impuesto 
sobre corte de montes. 

El cargo de miembro de las Juntas E. 
Administrativas, es puramente concejil y 
gratuito. 

Las Juntas deben formar en sus 'respec- 
tivos departamentos, cuando el uso de la 
imprenta lo exija, una lista de sesenta Ciu- 
dadanos residentes en su jurisdicción, de la 
cual deben sortearse los Jurados que han 
de juzgar en los casos ocurrentes, los delitos 
sobre abusos de la libertad de imprenta (1). 
— Véase Juicio de imprenta. — Jurados. 

JUNTA ECONÓMICO ADMINISTRATIVA 

de i.a capital. — E sta corporación, tiene 
ademas de las atribuciones conferidas á las 
de los Departamentos de campaña, otras que 
le están designadas por disposiciones espe- 
ciales. 

Le incumbe: 1 ° . La Administración do 
las fuentes de aguada pública, y la recauda- 
ción de sus productos: (2) 2 o La Admi- 
nistración y dirección del Hospital de Cari- 
dad, en todos sus ramos: (3) 3 ° . La ad- 
ministración de las loterías públicas, y la in- 
versión de sus productos, como propiedad 
del Hospital de Caridad (4) 4 ° . La direc- 
ción de la Biblioteca pública, y del Musco 
-Nacional y todas sus dependencias: (5) 5 ° 
El ejercicio de las facultades que asumía la 
Comisión de salubridad pública (G). 


(1) Art. 2° de la ley de 17 de Julio de 1830. 

(2) Diento de I ° de Abril de 1842 

(3) Decreto de 28 de Mayo de 1832. 

(4) Ley de 12 de Julio de 18. r »C. 

(ó) D. enlode 21 de Junio de 1858. 

(6) Decreto de i* de Septiembre de 1858. 


La Junta no puede en ningún caso, cna- 
genar porción alguna del terreno marcado en 
el plano respectivo para aguada pública, ni 
permitir que por arrendamiento ú otra cau- 
sa, se levante habitación, aunque sea movi- 
ble, dentro del arca demarcada, á menos que 
sea para el mejor servicio y administración 
del ramo. 

Si creyese conveniente arrendar las 
fuentes de aguada pública, lo hará en rema- 
te á la mejor postura, anunciándolo por los 
periódicos coa ocho dias de anticipación, y 
previa fianza suficiente otorgada por el re- 
matador. El arrendamiento no puede pasar 
del termino de dos años! 

La Junta tiene Comisiones auxiliares 
nombradas por ella en el Cordon, la Union, 
la Aguada, el Miguelcte, el Pantanoso y el 
Cerro. 

Existen ademas Comisiones vecinales, 
presididas por miembros de la Junta. — 
Véase Juntas vecinales. 

Las principales rentas adscriptasá la Jun- 
ta Económico Administrativa de la Capital, 
son tas siguientes: 1 ° . El producto de las 
loterías públicas: 2 o El de las fuentes de 
aguada pública: 3 o El del impuesto de 
rodados: 4 ° . El de los de peage, y pontaz- 
go: 5 o . El de los del cementerio público: 
6 o El de tornaguías etc. 

Algunas de estas rentas están enagenadas 
en remate público: Sus productos se apli- 
can á mejoras locales, á la conservación del 
Hospital de Caridad y sus accesorios, ins- 
trucción pública, caminos cementerios y otros. 
— Véase Hospital de Caridad. — Cemente- 
rio público. 

La Junta está ademas facultada — 1. ° 
Para tomar bdas tas medidas hijiénicas que 
juzgue convenientes; — 2. ° Para mandar 
cegar todos los pantanos, depósitos de aguas 
permanentes ó estancadas en terrenos pú- 
blicos y particulares que puedan ser noei- 
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vas á la salud pública — 3. ® Para mandar 
construir bálbulas en las bocas de los canos 
maestros, determinando en las costas del 
mar, los parages que hayan de servir para 
el derrame de aguas ó materias insalubres: 
4. ° Para reglamentar el servicio de las 
Juntas vecinales, relativamente al aseo y lim- 
pieza interior de las casas — 5. ° Para de- 
signar el lugar en que hayan de arrojar su 
lastre los buques, y hacer efectiva la cge- 
cucion de las medidas de Policía del Puer- 
to — 6. ° Para designar los buques destina- 
dos á la carena de toda clase de embarca- 
ción — 7. ° Para hacer efectiva la construc- 
ción de las veredas de la ciudad y la repa- 
ración de las salidas de la misma. — Ulti- 
mamente, para adoptar todas aquellas me- 
didas en la Ciudad y en el Puerto, que ten- 
gan relación con la salubridad pública en 
general. (I) 

DE HIGIENE PÍ BLIf l. Coi- 

poracion científica que cgcrce jurisdicción 
en lodo lo relativo á la higiene pública y á 
la medicina legal. 

Su personal se compoma de cuatro miem- 
bros y hoy se compone de cinco profesores 
en medicina y en cirujia nombrados por el 
Gobierno, de cuyo seno se elige un Presiden- 
te y un Secretario. (2) 

Las atribuciones de la Junta de Higiene 
son: — 1. ° Discutir y proponer al Gobier- 
no las medidas que considere necesarias pa- 
ra atender á la salud pública, conservar la 
pureza del aire, y prevenir la propagación 
de cualquiera enfermedad epidémica: — 2. ° 
Formar la estadística médica del Estado, 
con los materiales que el Gobierno le faci- 
lite — (Véase Estadística) — 3. ° Vigilar el 
aseo de los hospitales, cuarteles y cárceles : 
A. ° Velar sobre la conservación de la va- 


(I) Decirlo de 17 de S«p.ie:iil,iv do I8u8. 
« \ 2 ) Decreto de S de Fctnrudc I8f¡0. 
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cuna en toda la República, adoptando en su 
caso, las medidas necesarias — 5. ° Visitar 
las boticas anualmente: — (Véase Boticas ) 
6- ° Velar que no seegerzaramo alguno de 
la medicina ni de la farmacia, por individuos 
que no hayan presentado sus títulos, y ren- 
dido las pruebas que acrediten su sutícien- 
c ' a — 7. ° Proponer al Gobierno los faculta- 
tivos que hayan de desempeñar el cargo de 
médicos de Policía departamentales; — 8. ° 
Adoptar las medidas necesarias para asegu- 
rarse de 1 j bondad de los alimentos y dro- 
gas medicinales que se importen del Exte- 
rior- — 9. ® Evacuar las consultas que el 
Gobierno ó los Tribunales le hagan sobre 
medicina legal, ó cualquiera otro punto de 
su instituto — 10. Admitirá examen á los 
que pretendan ejercer la medicina, cirujia 
y farmacia, con certificaciones auténticas de 
estudio y práctica, aprobándolos ó reprobán- 
dolos, según corresponda: 11. Extender en 
caso de aprobación, el correspondiente 
diploma, firmado por todos los miembros de 
la Junta, «refrendado por el Secretario, y se- 
llado con el sello de la corporación: 1 2. 
Ejercer jurisdicción sobre todo profesor en 
los ramos de medicina, cirujia y farmacia, 
sin que pueda venderse sin su permiso por 
escrito, preparación secreta, específico 6 
drogas, capaces de comprometer ia salud 
pública: 43. Suspender en el ejercicio de 
su profesión, á los médicos, cirujanos ó far- 
macéuticos, que dieren á ello mérito: 44. 
Suspender también en su caso, y autorizar, 
previas las competentes pruebas de idonei- 
dad, el ejercicio de parteras, sangradores y 
dentistas. 

' Los deberes de la Junta de higiene pú- 
blica, son: — 4.® Instruir al Gobierno de 
las medidas que tome para corregir los abu- 
sos. - — 2. ® Publicar auualmentc por la 
prensa la lista de los profesores habilitados 
en todos los ramos de la medicina y far- 
macia — 3. ® Proveer á lodo aquello que 
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sea conducente al logro de los objetos que 
le conciernen por la naturaleza de su insti- 
tución. 

Los servicios de los miembros de la Jun- 
ta de higiene pública, son gratuitos, y do 
carácter permanente. (1) 

junta de sanidad. — Corporación á 
cuyo cargo se halla la vigilancia del Puerto 
para prevenir la introducción de cualquiera 
enfermedad contajiosa. 

La Junta de sanidad se compone del Ca- 
pitán del Puerto como Presidente, del mé- 
dico de Sanidad, el Gefe de Policía, y el 
oficial I . ° de la Capitanía del Puerto con 
el carácter de Secretario. 

Al Capitán del Puerto como Presidente 
de la Junta de Sanidad, compele: \ . ° 
Mandar pasar las visitas sanitarias de las 
embarcaciones procedentes de ultramar, ó 
de algún puerto eslrangcro de cabos aden 
tro, en cuyo territorio existiese alguna en- 
fermedad contagiosa: 2 ® Alzar en oportu- 
nidad la cuarentena de los buques en virtud 
de resolución de la Junta; 3. ° Proveer en 
los casos urgentes, á las disposiciones pro- 
visorias que sean necesarias, dando cuenta 
inmediatamente á la Junta. 

El intérprete, los guardas sanitarios, y 
demas empleados del Resguardo, están á 
las órdenes de la Junta de sanidad en el 
servicio del ramo: la fuerza pública debe 
ponerse á su disposición, cuando la requie- 
ra páralos mismos objetos. 

Ningún buque de ultramar puede ser 
admitido á libre plática mientras las auto- 
ridades sanitarias no lo autorizen. La visi- 
ta sanitaria incumbe al médico de Sanidad, 
acompañado de un ayudante de la Capita- 
nía del Puerto, y del intérprete, si fuese ne- 
cesario. — Véase Visita Sanitaria. 


(l) DmeJo detCde Septiembre de |K30y Regla- 
mento de l’.ílk ia Sauiluria de 2 de Jui.to de 1838. 
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La Junta de Sanidad debe ordenar cuan- 
do sea necesario, según el estado de la tri- 
pulación, la procedencia del buque y su pa- 
tente, la cuarentena, en el modo y forma 
que lo demanden aquellas circunstancias. — 
Véase Cuarentena — Patentes de Sanidad. 

En Montevideo y Maldonado existen Jun- 
tas de Sanidad. En el primero de estos Puer- 
tos, compuesta de los funcionarios, que que- 
dan designados: en el de Maldonado, del 
Capitán del Puerto, ó la persona que de- 
sempeñe sus funciones, del medico de Poli- 
cía y del Gcfe Político. 

La Junta de Sanidad de Montevideo, de- 
be tener cuando menos, una reunión men- 
sual en la Capitanía del Puerto, sin perjui- 
cio de las extraordinarias que demanden las 
circunstancias. 

En los casos arduos debe consultar á la 
Junta de Higiene pública (1). 

Debe pasar á la misma un estado men- 
sual de los buques incomunicado::, y de las. 
providencias que tomasen con ellos (2). 

juntas vecinales. — Comisiones de 
vecinos encargadas de vigilar el aseo y es- 
tado de salubridad de las casas comprendi- 
das en el distrito de su respectiva jurisdic- 
ción. 

Las Juntas vecinales están autorizadas 
para visitar las casas particulares de su dis- 
trito, con el fin de examinar si se observan 
en ellas las reglas higiénicas necesarias pa- 
ra la conservación de la salubridad pública, 
y si la aglomeración de habitantes no es la), 
que pueda comprometer la salud. 

Cuando observen desaseo, aglomeración 
de materias susceptibles de corrupción, ú 
oíros defectos, deben hacerlo notar para quo 
sean corregidos, y en caso necesario, deben 


{I) Reglamento de Policía Sanitaria do 2 de Jur.l> de 
1838— til. G*. 

(2) Art *2 del cni¿mo. 
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pasar avtso á la Junta Económico Adminis- 
trativa, de la cual dependen, para que esta 
adopte las medidas que sean necesarias. 

Los servicios que están llamadas á pres- 
tar las comisiones vecinales, son de la ma- 
yor utilidad é importancia. Estas comisiones 
son cinco, teniendo cada una, un inspector 
principal, miembro de la Junta E. Adminis- 
trativa, y por jurisdicción, una sección de la 
Ciudad. 

Jurado. — E l que sin tener carácter de 
Magistrado, es llamado á formar parte de 
un Tribunal. 

La institución de Jurados tiene, lugar en- 
tre nosotros, en las causas criminales y en 
los juicios de imprenta. En las causas cri- 
minales, en primera instancia, el Juez del 
Crimén, antes de dictar sentencia definitiva, 
debe rennir un Tribunal de cuatro Jurados, 
los cuales, después de oida la lectura del 
proceso declaran si, á su juicio, se halla ó 
nó probado el delito, y demas incidentes 
que sean del caso, relativos á los hechos. 
Con presencia de esa declaratoria, el Juez 
del Crimen dicta su sentencia. 

Los jurados son pues, los que fallan, 
puede decirse, sobre la vida ó la muerte de 
un acusado, puesto que la declaratoria so- 
bre el hecho, envuelve necesariamente la 
resolución del punto de derecho, y la apli- 
cación de la pena: siendo esta, una tarca 
difícil que requiere profunda' meditación y 
estudio, viene á quedar confiada á personas 
que no ccnocen el derecho, que no tienen 
la práctica del juicio, y que han de fallar en 
el acto mismo, sin estudio ni meditación, y 
sin mas conocimiento que el que puede dar 
la simple lectura del proceso. 

Todas estas circunstancias alejan la pre- 
sunción del acierto en la declaratoria del 
Jurado, y envuelven consecuencias de in- 
mensa gravedad; asi pues, la supresión del 
Jurado en las causas criminales, seria acaso- 
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una garantía de mejor administración de 
justicia. 

Los Jurados deben prestar juramento 
ante el Juez de la causa, antes de entrar 
al desempeño de sus funciones, y hecha su 
declaratoria, quedan estas terminadas. Son 
designados por la suerte, sacándose de una 
lista de sesenta ciudadanos que debe formar 
anualmente el Tribunal Superior. 

El cargo de Jurado es gratuito, y su de- 
sempeño obligatorio, no habiendo causa le- 
gal que lo impida. 

En las causas criminales ante el Tribu- 
bunal Superior de Justicia, asi en vista, 
como en revista, el Tribunal de Jurados de- 
be componerse de nueve individuos, cons- 
tituyéndose en la misma forma que en pri- 
mera instancia, y desempeñando las mismas 
funciones que en aquella. Los que han sido 
jurados en primera instancia, están impe- 
didos de serlo en las demas. 

Las partes tienen el derecho de recusar 
sin expresión de causa ocho jurados antes 
del sorteo (1). 

En los juicios sobre abusos de la libertad 
de imprenta, conoce un Tribunal especial 
de jurados, sacados á la suerte de una lista 
que debe formar cada dos años, la Junta 
Económico Administrativa del Departamento. 
— Véase Juicio de imprenta. 

Los jurados que no concurriesen siendo 
designados por la suerte, asi en las causas 
criminales como en las de imprenta, incur- 
ren en una multa de veinticinco pesos, apli- 
cable á gastos de justicia. 

juramento. — La afirmación ó nega- 
ción de alguna cosa, poniendo por testigo á 
Dios, en si mismo, ó en sus esciiluras. 

Nadie puede ejercer en la República em- 
pleo alguno, polilico, civil ni militar, sin 


(I) Art. .V» tlcl ll' glam nlo de Administración de 
Jutti'iade 10 de Aaosto de 1 829. 
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prestar previamente juramento de observar 
y sostener la Constitución política del Es- 
tado (1). 

Están prohibidos hs juramentos de los 
acusados en sus declaraciones ó confesio- 
nes (2). En estas, está abolida también la 
promesa de decir verdad (3). 

En los Tribunales colegiados, está aboli- 
do del mismo modo, el juramento de secre- 
to sobre el acuerdo (i). 

El Presidente de la República antes de 
entrar á desempeñar el cargo, debe prestar 
juramento ante el Presidente del Senado, 
de proteger la religión del Estado, conser- 
var la integridad é independencia de la Re- 
pública, y hacer observar fielmente la Cons- 
titución (5). 

Los Senadores y Representantes, en el 
acto de su incorporación á su respectiva Cá- 
mara, deben prestar juramento ante el Pre- 
sidente de ella, de desempeñar debidamente 
el cargo y obrar en todo conforme á la 
Constitución (6). 

Los Ministros de Estado deben prestar 
juramento de desempeñar fielmente el cargo 
ante el Presidente de la República — No es 
de práctica que lo presenten los demas em- 
pleados dependientes del Poder Ejecutivo. 

Los miembros del Superior de Justicia 
deben prestar juramento ante el Presidente 
del mismo Tribunal. 

Los Jueces de primera instancia deben 
prestarlo ante el mismo. 

Los Alcaldes Ordinarios y sus suplentes 
y los Jueces de Paz, y Tenientes Alcaldes 


(1) Art. 150 de la Constitución. 

(2) Art. 111 de la Constitución. 

(3) Art. 81 de la ley de 9 de Mayo de 1850, 

(4) Art. 42 de la ley de 9 de Mayo de 1856. 

(5) Art. 76 de la Constitución. 

(fi) Art. 33 de la Constitución. 
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luego de electos, deben prestar juramento 
ante sus antecesores respectivos (1). 

Los abogados prestan juramento de su- 
misión y obediencia en el ejercicio de su 
profesión, á las leyes de la República, ante 
el Presidente del Superior Tribunal de Jus- 
ticia. 

Los que reciban algún grado universita- 
rio, lo prestan ante el Rector de la Univer- 
sidad, prometiendo defender la independen- 
cia de la República, y su libertad bajo el 
réjimen representativo republicano y el úni- 
co imperio de la ley (2). 

Los miembros de las Juntas E. Adminis- 
trativas, ante su Presidente, prometiendo 
cumplir fielmente el cargo consultando ante 
todo el honor y prosperidad de la Patria (3). 

Ji m »e niPBm*. — Véase Tribu- 
nal de imprenta. — Juicio de imprenta. 

jurisdicción. — El distrito, parte de 
territorio, ó facultades á que se extiende 
el poder de juzgar, de un Juez ó Tribunal. 

Los Tenientes Alcaldes ejercen jurisdic- 
ción en sus respectivos distritos ó partidos, 
que se loman de dos manzanas de la Ciu- 
dad. Ronde resulte una fracción que no lle- 
gue á componer una manzana, debe agregar- 
se al distrito del Teniente Alcalde mas in- 
mediato, pero si fuese una manzana comple- 
ta, debe tener su Teniente Alcalde. 

A los Jueces de Paz, de acuerdo con el 
Alcalde Ordinario, corresponde hacer la de- 
signación en sus respectivos distritos, de 
los partidos de los Tenientes Alcaldes. Fue- 
ra de las Ciudades, dichos Jueces practican 
la designación indicada bajo los limites que 
juzguen mas conveniente. 


(1) Reglamento de Administración de Justicia de 10 
de Agosto de 1829. Art. 85 

(2) Art. G3 del Reglamento de 28 de Septiembre 
de 1849. 

(3) Reglamento de 7 de Octubre de 1830. Art. I ° . 
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Los Jaeces de Paz tienen jurisdicción en 
sus respectivas secciones (1). — Véase Sec- 
ciones judiciales. 

Los Comisarios de Policía ejercen juris- 
dicción inmediata, y tienen á su cargo el 
cuidado y vigilancia que les incumbe, en las 
secciones designadas para los Juzgados de 
Paz, sin pcijuicio del ejercicio de su auto- 
ridad en cualquiera otra, cuando fuese ne- 
cesario. 

Los Alcaldes Ordinarios ejercen jurisdic- 
ción en sus Departamentos, ó en el territo- 
rio que les esté designado en aquellos don- 
de haya mas de un Alcalde, debiendo nom- 
brarse este en todos los Pueblos ó Villas 
que reúnan una población de mas de mil 
habitantes (2). 

Los Jueces letrados de lo Civil y del Cri- 
men, ejercen jurisdicción respectivamente, 
en cada una de las dos grandes secciones en 
que está dividida de la República. Los de- 
mas Jueces la ejercen en todo el Estado. — 
Véase Secciones judiciales. 

A los Tenientes Alcaldes compete el co- 
nocimiento en método verbal, de las causas 
en que se litigue un valor que no pase de 
veinte pesos. 

Los Jueces de Paz ejercen jurisdicción 
para conocer del mismo modo, en las causas 
en que se litigue un valor, desde veinte has- 
' la doscientos pesos: los Alcaldes Ordinarios, 
desde esta suma hasta tres mil pesos; y de 
aquí para arriba la ejercen los Jueces letra- 
dos de lo Civil, observando en todas sus 
partes las formas del procedimiento (3). Los 


(1) Decreto de 13 de Agosto de 1856.— Esta dispo- 
sición es dictada por el Poder Ejecutivo, eo uso de la 
facultad de determinar el número y jurisdicción terri- 
torial de los Jueces de Pax y Tenientes Alcaldes, que 
le atribuye la ley de 0 de Mayo de 1856, en su art. 7G. 

(2) Art. I o de la ley de 13 de Mano de 1830. 

(3) Reglamento de Adui i n iteración de Ju&ticia de 
19 de Agosto de 1829. 
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Alcaldes Ordinarios ejercen ademas alguna 
jurisdicción criminal, en las causas sobre de- 
litos leves, y en algunas otras cuyo conoci- 
miento les está especialmente cometido. — 
Véase Tenientes Alcaldes. — Jueces de 
Paz. Alcalde Ordinario. Jueces letrados. 

El Juez letrado de comercio cgerce juris- 
dicion privativa en todas las causas mercan- 
tiles en la Capital, y los Alcaldes Ordinarios 
en los Departamentos de Campaña — Véase 
Juez Letrado del Comercio. 

Los Jueces del Crimen ejercen jurisdic- 
ción privativa en toda la República, en sus 
respectivas secciones. — Véase Juez letrado 
del Crimen. 

El Tribunal Superior lo es de apelaciones 
en todas las causas civiles y criminales 
ejerciendo ademas otras atribuciones. — 
Véase Tribunal Superior de Justicia. 

La Jurisdicción eclesiástica, está come- 
tida á los Tribunales de 1 . *" , 2. ” y 3. " 
instancia, establecidos por la ley — Véase 
Juez Eclesiástico. 

La jurisdicción militar está cometida, á 
los Tribunales respectivos, en los grados é 
instancias estatuidas por la ley.— Véase 
Tribunal militar. 

Los Tribunales de imprenta egercen ju- 
risdicción privativa en todas las causas sobre 
abusos de la libertad déla prensa — Véase 
Juicio de imprenta. 

La jurisdicion para conocer en causas de 
contrabando y de presas marítimas, está 
atribuda á Tribunales especiales, con los 
recursos legales autorizados por las leyes de 
la materia. — Véase Causas de contrabando. 
Presas marítimas. 

La Honorable Cámara del Senado eger- 
ce jurisdicción para abrir juicio público, y 
pronunciar sentencia, con la concurrencia, 
á lo menos, de dos terceras partes de votos, 
á los acusados por la Cámara de Represen- 
tantes — Estos pueden ser el Presidente de 
la República y sus Ministros, los miembros 
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de ambas Cámaras, y los de la alta Corte 
de Justicia, cuyas funciones desempeña en 
su mayor parte el Superior Tribunal de ape- 
laciones, por delitos de traición, concusión, 
malversación de fondos públicos, violación 
de la Constitución, ú otros que merezcan 
pena infamante ó de muerte. La sentencia 
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debe referirse solamente, á separar de sus 
destinos á los acusados (1). 

El fuero personal está abolido. — Los de* 
titos cometidos por cualquiera individuo, 
pertenecen á la jurisdicción ordinaria cual- 
quiera que sea la clase á que aquel perte- 
nezca (2) — Véase Fuero personal. 


LA. 


lazareto. — Lugar designado para ha- 
cer la cuarentena, los individuos que ven- 
gan de puertos sospechosos de peste, ó in- 
festados. 

Está mandado que el Gobierno tenga un 
local destinado para lazareto, donde sean 
trasladados los pasageros, y las mercancías 
susceptibles, de los buques sometidos al ré- 
gimen de la patente sucia, para que pasen 
en él su cuarentena, y se purifiquen con 
arreglo á las medidas sanitarias (1) — Véase 
Cuarentena. 

Los efectos que pasen al lazareto, deben 
permanecer en él, cinco dias mas de los 


que se hayan designado de cuarentena á la 
embarcación que los hubiese conducido. En 
cuanto á los pasageros que se hallen en el 
lazareto, deben quedar libres el mismo dia 
que se admita el buque á libre plática (3) 
Véase Junta de Sanidad — Visito Sanita- 
ria. 

El lazareto se halla establecido provi- 
soriamente en la Fortaleza del Cerro, bajo 
las reglas y prohibiciones prescriptas para 
las establecimientos de esta naturaleza. 

El producto del impuesto de timbre, está 
destinado, en la parte que bash, á la cons- 
trucción y conservación de un lazareto (4). 


IíE. 


legado. — Donación hecha en tes- 
tamento ó en cualquiera otra disposición 
testamentaria. 

Los legados entre los cónyuges, entre 
colaterales, hasta el décimo grado civil, 
y entre extraños, están sugetos al pago de 
un impuesto al Fisco, cuyo monto varia se- 
gún la proximidad del parentezco y otras 
circunstancias entre el testador y el le- 
gatario. Los bienes legados son responsa- 
bles al pago del impuesto indicado — Yéasc 
Herencia. 


[\) Art. 73 dH Reglamento de Policía Sanitaria de 2 
de Junio de. 1838. 


LEGIONARIOS EXTRA ACEROS LOS 

que pertenecieron á las Legiones Francesa é 
Italiana durante los años de 1843 á 1851. 

El Gobierno está autorizado para adjudi- 
cará los individuos que formaron las extin- 
guidas Legiones Francesa é Italiana, veinte 
leguas cuadradas de tierra de pan-llevar, 
destinadas á fundar poblaciones en tres ó 
mas puntos del litoral del Estado, á elección 
de aquellos. 


(1) Art. 26 y 83 de Id Constitución. 

(2) Ley de 5 de Marxo de 1838. 

(3) Art. 76 del mismo reglamento. 

\k) Art. 8 9 de la lev de i4 de Junio de 1860. 

23 
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Está autorizado igualmente para la ad- 
quisición de cincuenta mil animales vacunos 
los cuales, y las tierras indicadas, deben 
ser distribuidos por via de premio, entre 
todos los extrangeros que hubiesen pertene- 
cido á aquellas Legiones (1). 

Las viudas, hnérfanos, é inválidos, resul- 
tantes de las Legiones Extrangeras, tienen 
opcion, losprimeros á la pensión que les 
corresponde con arreglo á la legislación vi- 
gente sobre la materia; (Véase Pensionis- 
tas) y los segundos, á ser incorporados al 
Cuerpo de inválidos, con los goces y re- 
compensas acordadas á estos (2). — Véase 
Inválidos. 

legislación española. — Están de- 
claradas en su fuerza y vigor todas las le- 
yes del Código Español, que han regido en 
ía República, y que no se opongan directa 
ó indirectamente á la legislación Patria (3). 

Asi pues, las disposiciones de la legisla- 
ción Española, tanto en el procedimiento como 
en los juicios civiles, criminales y en las 
causas mercantiles, rigen en los Tribunales 
del Estado, con escepcion de los puntos en 
que hayan sido derogadas ó modificadas por 
leyes Nacionales. 

leva. — Reclutamiento de gente para el 
servicio militar. 

El sistema de levas está expresamente 
prohibido como inmoral, y contradictorio á 
la ley fundamental del Estado. 

Las altas en el ejercito permanente, solo 
ueden tener lugar, con aquellos que ha- 
iendo sido declarados vagos por Juez com- 
petente, sean destinados al servicio de las 
armas por pena correccional (4). 

leves nacionales. — Todas las reso- 


(1) Ley de 19de Mayo de 1843 y 29 de Miyo de 1858 

(2) Decreto de 10 de Enero de 1852. 

(9) Art. 148 de la Constitución. 

(4) Ley de 28 de Marzo de 1853. 


LE 

luciones emanadas del Cuerpo Legislativo 
de la República con el carácter de tales. 

Todo proyecto de ley puede tener su ori- 
gen en cualquiera de las dos Cámaras Le- 
gislativas, ó ser remitido á alguna de ellas 
por el Poder Ejecutivo. — Si la Cámara en 
que tuvo principio el proyecto, lo aprueba, 
pasa á la otra, para que discutido en ella, 
lo apruebe también, lo reforme, lo adicione 
ó lo desheche. 

Cuando la Cámara á la cual hubiese sido 
remitido un proyecto de ley, I) devolviese á 
la remitente con adiciones ú observaciones, 
y esta se conformase con ellas, lo debe avi- 
sar en contestación á aquella, y el proyecto 
tendrá en consecuencia el carácter de 
ley, que será comunicada al Poder Eje- 
cutivo para su promulgación. Pero si no se 
conformase con las modificaciones introduci- 
das, solicitará por medio de oficio dirigido 
á la Cámara que las hubiese hecho, la reu- 
nión de ambas en Asamblea general, cuya 
reunión tendrá lugar en la Sala del Senado, 
y quedará sancionado lo que se resolviese 
por dos tercios de sufragios. 

Si la Cámara á que hubiese sido remiti- 
do el proyecto, no tuviese reparo que opo- 
nerle, lo aprueba quedando en consecuencia 
con fuerza de ley; y avisándolo en contesta- 
ción á la remitente, lo pasa al Poder Ejecu- 
tivo para su promulgación. 

El Ejecutivo puede oponer objeciones á la 
ley remitida, dentro del preciso y perentorio 
término de diez dias desde aquel en que la 
hubiese recibido, devolviéndola con ellas á 
la Cámara que se la hubiese remitido, ó en 
receso del Cuerpo Legislativo, á la Comi- 
sión Permanente. 

En tal caso, la Cámara á la cual haya sido 
devuelta, convocará á la otra para reunirse 
á reconsiderarla, y se estará por lo que re- 
suelva la Asamblea General con dos terce- 
ras partes de votos. Si la Asamblea adhi- 
riese á las observaciones del Poder Ejecuti- 
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vo, y estas arguyesen la desaprobación ó 
supresión de la ley, quedará sin efecto, y 
no podrá volverse sobre ella hasta la si- 
guiente Legislatura. 

En los casos de reconsideración de una ley 
devuelta por el Poder Ejecutivo, las votacio- 
nes son nominales por si ó no y tanto los 
nombres y fundamentos de los sufragantes, 
como las objeciones y observaciones del 
Ejecutivo, se publican inmediatamente por 
la prensa. 

Guando un proyecto hubiese sido dese- 
chado al principio por la Cámara á quien la 
otra lo hubiese remitido, queda suprimido 
por entonces, y no puede ser presentado 
hasta el siguiente periodo de la Legislatura 

Guando el Poder Ejecutivo no tuviese re- 
paro alguno que oponer á la sanción remi- 
tida, lo avisará inmediatamente á la Cáma- 


K.B 

ra remitente, quedando en el hecho, en el 
caso de publicarla como ley (1). 

Si pasados diez diasno la hubiese devuelto 
con observaciones, tendrá fuerza de ley; y 
no publicándose, se reclamará su publica- 
ción por la Cámara remitente. 

Reconsideradas por las Cámaras las ob- 
servaciones con que el Poder Ejecutivo hubie- 
se devuelto una sanción legislativa, si aque- 
llas la aprobasen nuevamente, se tendrá por 
última sanción; y remitida al Ejecutivo, 
debe hacerla promulgar sin mas reparos (2) 
Los medios de promulgación de las leyes 
Nacionales, son la publicación por los periódi- 
cos, con el Decreto del Gobierno, que or- 
dena su ejecución. — 

Las leyes obligan desde la fecha d ; este 
decreto. 


QLI.I 


libertad de cvlto. — Véase Reli- 
gión. 

.LIBERTAD DE IMPRENTA. Véase 

Jmcio de imprenta. 

LIBERTAD INDIVIDUAL. Ningún 

Ciudadano puede ser privado de ella, sino en 
los casos de infraganti delito, ó habiendo 
semiplena prueba de él, y por órden escrita 
de Juez competente (1). 

Los Ciudadanos como todo habitante del 
Estado, tienen derecho á ser protegidos en 
el goce de su libertad, como también en el 
de su vida, honor, seguridad y propiedad (2). 

Asi pues, tes derechos individuales, se 
hallan bajo ta protección y amparo de los 
preceptos Constitucionales, y todo acto del 
poder público ejercido sobre esos derechos 
sin causa que lo motive ó sin sugecion á las 


(1) Art. 113 de la Conatitudon. 

(2) Art. 130 de la Constitución. 


formas legales, es una transgresión de la ley 
que debe ser juzgada y penada con arreglo 
á ella, según los casos, y la autoridad pú- 
blica de que proceda la falta. — Véase Resi- 
dencia — Cámara de Representantes — Ca- 
ra de Senadores. 

LIBERTAD DE VIENTRES. La Sala 

de Representantes de la Provincia de- 
claró libres sin escepcion de origen, todos 
los que nacieran en el territorio de ella, 
desde el dia 7 de Septiembre de 1825, en 
que fué dictada esta ley. 

Ulteriormente, la Asamblea General 
Constituyente y Legislativa, en uso de la 
soberanía Nacional que investía, hizo exten- 
siva aquella resolución á todo el territorio 
del Estado, ya entonces independiente (3). 


(1) Este aviso se reduce en la práctica al simple 
acuse de recibo. 

(2) Cap. 1 ° ; • y 5 o Sección Gdc la Censtftuc 1 2 ®*. 

(3) Ley da 21 de Enero de f 830. 
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Por último, el arl. 131 de la Constitu- 
ción, interpretando fielmente los sentimien- 
tos humanos que espresan las dos resolu- 
ciones citadas, declaró que en el territorio 
de la República, nadie nacería ya esclavo. 
Es asi como se hizo desaparecer de entre 
nosotros esa desgraciada condiccion huma- 
na que pugnaba con la altura y civilización 
del Pueblo y con los principios del carácter 
Nacional. 

Los menores nacidos de madres esclavas 
fueron desde entonces declarados en pupi- 
laje, en poder de los señores de sus madres, 
durante su minoridad, bajo las reglas preve- 
nidas por las leyes de la materia. — Véase 
Libertos. 

libertos. — Bajo esta denominación 
eran conocidos los menores de color, hijos 
de madres esclavas. Estos fueron declarados 
bajo la tutela ó patronato de los dueños de 
sus madres, los cuales tenían la obligación 
de vestirles, alimentarles é instruirles 'en 
principios de moral y religión, haciendo uso 
de sus servicios, en remuneración, hasta su 
mayor edad, en que quedaban completamen- 
te libres y emancipados. 

Abolida definitivamente la esclavitud por 
la ley de 12 de Diciembre de 1842, ha de- 
saparecido ya hoy el pupilage ó patronato 
á que estaban sugetos los menores, hijos de 
las esclavas que aun existían. 

Los menores de color que ya son todos 
hijos de mujeres libres, gozan de los dere- 
chos de todos los demas menores, y están 
enteramente bajoel amparo de la legislación 
vigente sobre la materia. ( I ) 

licencia para cazar. — Véase Im~ 
puestos Policiales . . _ 

LICENCIA PARA FMF1CAR. Nadie 

puede hacer obra nueva ni levantar edificio, 

(I) lcv de 2 de Mjiyo de 1853 


sin la correspondiente autorización del Geí» 
Político respectivo, y del Maestro mayor do 
obras públicas en la Capital. 

Está declarada abolida la práctica de pa- 
gar honorarios al Maestro mayor de obras 
públicas, por la delincación que debe prac- 
ticar en el caso, y por cualesquiera otros ac- 
tos de su incumbencia (I). 

Por la licencia para edificar, se paga al 
Departamento de Policía un derecho de ocho 
pesos: para reedificar, cuatro pesos: para 
cercar, un peso. 

LICENCIA PARA LIMPIEZA. VéaSO 

Impuestos Policiales. 

licenciado. — El que ha recibido so- 
lemnemente en alguna Universidad el gra- 
do de tal, previas las pruebas de derecho. — 

No puede obtenerse el grado de Licen- 
ciado en ninguna facultad, sin haber obte- 
nido antes el de Bachiller en ciencias y 
letras. 

Para recibir el grado de Licenciado, es 
necesario, ademas de los exámenes anuales 
prevenidos por los Reglamentos Universita- 
rios, rendir uno general de todas las mate- 
rias que abraze el estudio de la facultad en 
que haya de recibirse el pretendiente, cuyo 
examen durará tres cuartos de hora. 

El examen general de la facultad de me- 
dicina debe ser téorico y práctico, reducien- 
do el último á un caso especial y presente 
en el hospital, cuya historia escrita presen- 
tará el pretendiente dentro de las cuatro ho- 
ras siguientes. Es también obligatoria en es- 
te acto, la resolución escrita de una cuestión 
de medicina legal, que dada tres dias antes, 
será presentada y leída en el acto del exá- 
men. 

Los graduados de Licenciado en otras 
Universidades, que lo acredicten con títulos 
originales, pueden ser incorporados á la de 

(I) Decreto de 18 de Mayo da 18«0. 
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la República, presentando sos títulos ante el 
Consejo Universitario, y satisfaciendo la cuo- 
ta de cien pesos, designada para los que as- 
piren á recibir el grado. (1). 

Los que hayan de recibir el grado de Li- 
cenciado, deben prestar previamente ante el 
Rector de la Univesidad, juramento de de- 
fender la independencia de la República y 
su libertad, bajo el régimen representativo 
republicano, y el único imperio de la ley (2). 

ucobes espirituosos. — Véase Pul- 
peros. 

limites del puerto. — Son límites 
del Puerto, los siguientes: Desde el arroyo 
Seco hasta la manzana número 55 bis, por 
las barrancas naturales, basta donde llegan 
las aguas en su mayor creciente: desde la 
manzana número 55 bis, hasta la número 
136 bis, donde se encuentra la calle de los 
Andes, por una recta tirada entre los dos 
puntos predichos: desde la manzana núme- 
ro 136 bis, hasta encontrar la calle del Cer- 
ro en las bóvedas por la recta tirada entre 
ambos puntos; y desde la calle del Cerro, 
hasta el edificio de D. Estevan Antouini, 
por una recta continuada desde este punto 
nasla la Aduana (3) 

Los propietarios de los terrenos bañados 
por el mar en las lineas que quedan deter- 
minadas, habían obtenido del Fisco la pro- 
piedad de dichos terrenos, con la facultad 
de adquirir para si todos los que consoli- 
dasen internándose en la bahía. 

Por la ley citada, han quedado sin efec- 
to aquellos derechos, atenta la convenien- 
cia y necesidad de dejar al Puerto el espa- 
cio necesario para las operaciones del co- 
mercio, siendo espresamente prohibido, in- 


(1) Reglamento Universitario de 28 de Septiembre 
de 1848. f,np. 5 o Sección 4* y arl. I o del Decreto 
de 81 de Julio de I85G. 

(2) Art. 13 del mismo Reglamento. 

(3) Ley de 15 Mayo de 1836. 
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temarse con terraplenes, muros ó edificios, 
sobre los limites marcados, y debiendo ser 
indemnizados los particulares que hubiesen 
adquirido derechos á ello, con arreglo á lo 
dispuesto por la ley para los casos de ex- 
propiación — Véase Expropiación. 

LIMITES DE LA REPUBLICA. Son lí- 

mites de la República: por el Este el Océa- 
no; por el Sur el Rio de la Plata: por el 
Oeste, el Uruguay. 

En cuanto á la linea divisoria con el Im- 
perio del Brasil está estipulada por el trata- 
do celebrado el 12 de Octubre de 1851, y 
por el de modificaciones del mismo, ajusta- 
do en Montevideo el 15 de Mayo de 1852, 
en los términos sigientes: — Por el Norte, 
el Rio Guareim, hasta la cuchilla de Santa 
Ana, que divide el rio de Santa María; y 
por esta parte, el arroyo Tacuarembó gran- 
de, siguiendo á las puntas del Yaguaron, 
que entra en la laguna Merin, y pasa por 
el puntal de San Miguel, á tomar el Chui, 
que entra en et Océano. 

No comprendiendo los términos genera- 
les de esta designación, los especiales, ne- 
cesarios en algunos lugares, para establecer 
con exactitud el curso de la linea divisoria, 
las Partes Contratantes, declararon lo sigui- 
ente: — 

I o . De la embocadura del arroyo Chuí, 
en el Océano, sube la línea divisoria por 
dicho arroyo, y de allí pasa por el puntal 
de San Miguel, hasta encontrar la Laguna 
Merin, ’y seguir costeando su margen occi- 
dental, hasta la boca del Yaguaron. 

2 ° De la boca del Yaguaron, sigue la 
línea por la margen derecha de dicho río, 
acompañando el gajo mas al Sur, que tiene 
su origen en el val le de Aceguá, y sierras 
del mismo nombre: del punto de ese origen, 
corre una recta que atraviesa el Rio Negro, 
enfrente de la embocadura del arroyo de 
San Luis, y continua la línea divisoria por 


Digitized by ^.ooQle 



— 182 — 


LI 

el dicho arroyo San Luis arriba, hasta ga- 
nar la cuchilla de Santa Ana: sigue por esa 
cuchilla, y gana la de Haedo, hasta el pun- 
to en que comienza el gajo del Cuareim, de- 
nominado arroyo de la Invernada , por la 
carta del Vizconde de San Leopoldo, y sin 
nombre por la carta del General Reyes, y 
desciende por el dicho gajo, hasta entrar en 
el Uruguay, perteneciendo al Brasil la Isla 
ó Islas que se hallan en la embocadura del 
dicho rio Cuareim en el Uruguay. 

Habiéndose suscitado dudas entre los 
Comisarios nombrados por la República y 
el Imperio del Brasil, para la demarcación 
de la linea divisoria, sobre si el gajo ó aflu- 
ente mas meridional del Rio Yaguaron, que 
tiene su origen en el Valle y cerros de Ace- 
gua, debía ser la cañada llamada de los 
Burros , desde cuyas vertientes debia ser 
dirijida una linea recta acia el desagüe del 
San Luis en el Rio Negro, 6 el arroyo co- 
nocido por la Mina , que nace de los cer- 
ros de Aceguá, y es verdaderamente el aflu- 
ente mas meridional del Rio Yaguaron, se- 
gún la opinión del Comisario Oriental, el 
Comisario del Brasil declinó de sus preten- 
siones adhiriendo á las vistas de aquel. 

En consecuencia quedó acordado, que la 
linea divisoria, continuando según el tratado 
por la margen derecha del Rio Yaguaron, 
siguiera las aguas del arroyo últimamente 
conocido por Yaguaron chico , que entra en 
Yaguaron grande por la espresada margen 
derecha, acompañando estas aguas hasta en- 
contrar la confluencia del arroyo de la Mina 
por el ramal preferido como el mas fuerte, 
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que pasa por los fondos de la casa habita- 
ción, ó chacra de D. Leonardo José de Silva, 
y vá mas arriba, » pasar entre las casas de 
D. Bernabé Bueno, y D. Juan Barboza, en- 
contrándose antes las vertientes de este ra- 
mal, divididas en dos: — la una al Sur, que 
se aproxima al camino carril de la cuchilla, 
frente á la casa de D. Garlos Silveira, y la 
otra que va á terminar en las extremidades 
de la sierra de Acegua , en contacto inme- 
diato á las casas de D. Juan Campon y D. 
Mariano de Freitas; debiendo continuar la 
linea por esta última, tirándose por este es- 
tremo la linea recta determinada por el tra- 
tado, hasta la desembocadura del arroyo 
San Luis en el Rio Negro. 

Rectificada la exactitud de este trabajo por 
ingenieros comisionados al efecto por am- 
bos Comisarios, el Gobierno de la Repúbli- 
ca, por acuerdo de 30 Julio de 1858, de- 
claró perfectamente garantido el acierto y 
exactitud de la operación, en virtud de los 
conocimientos científicos de los respectivos 
auxiliares de ambas Comisiones. 

Para la demarcion de la linea divisoria 
en todos sus detalles con arreglo á las esti- 
pulaciones del tratado, fueron nombrados en 
oportunidad los respectivos Comisarios, de 
parte de los Gobiernos contratantes, quienes 
llenaron su misión. La Comisión Oriental fuó 
disucltapor decreto de 24 de Abril de 1860. 
— Véase Tratado de permuta. 

litografías. — Los establecimientos 
de esta clase, asi como las imprentas, están 
exonorados del impuesto de patentes de 
giro (1). 


IiO. 


lobos marinos. — Véase Anfibios. 
LOTERIA DE CARTONES. — Este juego 

que era uno de los ramos anéxos á la lote- 
ría pública, y permitido en parages públicos 


está abolido y prohibido definitivamente. Los 
contraventores á esta disposición, quedan 


(I) Ley de 9 de Jubío de 1859. Art. 10. 
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sugetos á tas penas establecidas para los que 
se ejercitan en los demás juegos prohibi- 
dos (1). Véase Juegos prohibidas. 

loterías públicas. — Las loterías pú- 
y sus productos, son propiedad esclusiva 
del Hospital de Caridad: su administración 
incumbe, á la Junta Económico Administra- 
tiva, á cuyo cargo está tambion la de dicho 
hospital (2) Véase Hospital de Caridad. 

La empresa del Teatro de Solis, goza 
del beneficio de dos loterías mensuales. (3) 

El juego de la lotería, asi como el dere- 
cho acordado á la empresa de Solis, están 
enagenados en virtud de contratos celebra- 
dos con la Junta E. Administrativa, á la cual, 
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por decreto de 29 de Enero de 1859, fué 
atribuida la facultad esclusiva de entender 
en estos contratos, como única administra- 
dora del ramo de loterías públicas. 

Es prohibida la venta de billetes de lote- 
rías exirangeras en e) territorio del Estado. 

Los Gefes Políticos de los Departamentos, 
están autorizados para mandar inutilizar, to- 
dos los que se expendan en sus respectivos 
departamentos, imponiendo á los contraven- 
tores una multa de veinte pesos fuertes, 
aplicables al hospital de Caridad, que deben 
ser para este efecto, remitidos á la Junta 
Económico Administrativa de la Capital. (1) 


HA. 


maestranzas. — Están prohibidos los 
establecimientos de maestranza para obras 
costeadas por el Tesoro público. 

Todos los trabajos que se construían por 
aquellos, deben hacerse por remate público, 
debiendo recibirse las propuestas en día se- 
ñalado, y aprobarse por el Gobierno, la que 
ofrezca mas ventajas á los intereses del 
Erario Nacional. (4) Véase Contratos con 
el Gobierno. 

MAESTROS DE INSTRUCCION PRIMA- 

ría. — Véase Preceptores. 

MANDAMIENTO DE EMBARCO.— El dcS- 

pacho judicial por el cual se manda trabar 
embargo sobre alguna propiedad. 

Cuando se presente á algún Juez, docu- 
mento que á su juicio traiga aparejada eje- 
cución, y á petición de parte, debe librar 
inmediatamente mandamiento de embargo 


(1) Decreto de 3 de Enero de 1859. 

(2) Ley de 12 de Julio de 1856. 

(3) Ley de 11 de Julio de 1856. 

(4) Ley de 3 de Novembre de 1829. 


sobre los bienes del deudor, que entregará 
al actor. 

Está pues suprimido en el juicio ejecu- 
tivo la fórmula innecesaria del auto de sol- 
vendo: — pero para que el Juez á quien se 
pida el mandamiento de embargo, se halle en 
el caso de librarlo es necesario: — 1 . ° que 
le competa el conocimiento de la causa, se- 
gún el importe de la deuda reclamada: 2 ° 
que se haya llenado el requisito previo de 
la conciliación, y se manifieste con el res- 
pectivo testimonio deacta. — Véase Embargo. 

marca del estado. — Todos los ca- 
ballos de propiedad del Estado, deben te- 
ner la marca siguiente. — H. 0. 

Los Comandantes de Guardias Naciona- 
les, deben poner en invernada los que no 
necesiten para su servicio, incluyéndolos en 
el estado mensual de armamentoy vestuario (2) 

marcación de oanado. — Ningún ha- 
cendado puede marcar ó señalar sus gana- 


(1) Decreto de 10 de Septiembre de 1858. 

(2) Circular del Gobierno á los Comandantes de 
Guardias Nacionales de 28 de Abril de 1860. 
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dos, sin hacerlo saber al Teniente Alcalde, 
tres dias antes de los designados para el 
aparte y marcación, y sin dar previamente 
apartes á sus circunvecinos. . 

El que no llenase estas formalidades previas 
queda obligado á dar rodeo para los apartes 
después de las marcaciones, ysi resultase mar- 
cado algún animal ageno, el hacendado que- 
dará sugeto á las penas del abigeo. Se con- 
sidera animal ageno la cria que siga á la 
madre de marca agena. 

Cuando el rodeo de ganado vacuno no es- 
ceda de cuatro mil cabezas, los concurren- 
tes á los apartes, los efectuaran en un solo 
dia: en dos, si el rodeo, tuviese mas de 
aquel número: en tres siendo del doble; y 
asi en proporción, salvo convenio entre los 
interesados. — La misma proporción debe ob- 
servarse, siendo dos ó mas los rodeos. 

Se consideran equivalentes á un rodeo, 
las yeguadas, majadas y semejantes que en 
tren en un corral. Si resultase haberse mez- 
clado animales de diferentes dueños, hay 
obligación de dar aparte. Existe la misma 
obligación, cuando se extraigan ganados de 
un campo á otro. 

En ningún caso puede un hacendado re- 
tardar la entrega de animales agenos cono- 
cidos que existan en su campo. 

Practicadas las marcaciones, el hacenda- 
do debe entregar inmediatamente al Tenien- 
te Alcalde, una relación firmada del núme- 
ro de animales que haya marcado, y otra 
igual al recaudador del impuesto departa- 
mental (1). — Véase Registro de marcas. 

Por decreto del Gobierno de 31 de Di- 
ciembre de 1859, se declaró aceptado el 
nuevo sistema de marcación de ganados, 
inventado por D. Juan Y. Blanco. 

Este sistema es representado por signos 
equivalentes á números formando cantida- 

(1) Decreto de 25 de Junio de 185Y. 
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des. Nadie puede con arreglo á el usar otra 
marca que la que le corresponda pertene- 
ciente al sistema indicado, no haciendo fé 
enjuicio las marcas anteriores, siempre que 
la marcación sea posterior al establecimien- 
to del nuevo sistema. El privilegio acordado 
es por diez años. 

El autor está obligado á poner en cada 
Pueblo cabeza de Departamento un plano 
general de veinte mil signos, que correspon- 
dan esclusivamente al Departamento, y con 
ellos, la cantidad necesaria de marcas de fier- 
ro, para ser distribuidas entre los propietarios 
que están en el deber de tomarlas, con la 
obligación de no hacer uso de otra marca 
que la que tomasen. Todas las marcas ante- 
riores deben quedar inutilizadas dentro de 
un año de la aceptación del nuevo sistema 
apercibiéndose álos infractores con las cor- 
recciones que sean del caso. 

En todos los pueblos cabeza de Departa- 
mento, en la Oficina de Policía, deben colo- 
carse estados que contengan el cuadro ge- 
neral del sistema, y planos parciales de las 
Secciones para la inspección de todo el que 
quiera verlos. Este registro de marcas debe 
correr á cargo del oficial I o de Policía: 
debe contener siete columnas: la 1 "* re- 
presentando la fecha: la 2 “ los números 
de orden: la 3 00 los nombres de los propie- 
tarios: la 4 w el distrito ó sección á que 
pertenezcan: la 5 ” la cantidad de números 
que represente la marca: la 6 * el número 
de vacuno y caballar que tuviese el propie- 
tario: la 7 ®* las observaciones que fuesen 
del caso. 

El oficial 1 ° del Departamento de Po- 
licía de la Capital debe llevar un registro 
general de las marcas distribuidas en toda 
la República. 

Las marcas deben tener dos dimen- 
siones distintas, que no pueden alterarse: 
las del vacuno, ocho pulgadas de altura: las 
del caballar, seis pulgadas. 
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El empresario debe tener en cada pueblo 
cabeza de Departamento una Agencia, para 
la distribución y compostura de las marcas: 
los interesados deben recibir la marca, pa- 
gando, cuatro peso3, y previa presentación 
de un simple boleto que pruebe haberse 
inscripto, en el registro, cuyo boleto expedirá 
gratis el encargado de él. 

Luego que el interesado haya llenado es- 
tas formalidades y obtenido la marca, debe 
ocurrir nuevamente á la oficina de Policía, 
á tomar otro boleto que compruebe la iden- 
tidad de la marca registrada, y acredite la 
propiedad. 

Ninguna autoridad civil ni policial, puede, 
á contar desde el 30 de Junio de 1860 — 
fecha fijada al establecimiento del nuevo 
sistema de marcación, expedir guias de cue- 
ros ó animales en pie, al estanciero que no 
presente al mismo tiempo el boleto policial, 
que compruebe haber cumplido las disposi- 
ciones que quedan citadas. 

Esta abolida la señal llamada reyuno. 

Cuando una marca represente la propie- 
dad de una sociedad ó testamentaria, disuel- 
ta aquella ó hecha la división de esta, los 
interesados deben tomar marca nueva, bajo 
las formalidades prevenidas. 

Las marcas pueden transferirse, siempre 
que los ganados no salgan del Departamento 
en que se hallen registradas dichas marcas. 

Los animales deben ser marcados en el 
lado izquierdo, salvo los casos en que la 
acumulación de marcas no deje espacio su- 
ficiente. 

Cualquiera invasión contra los derechos 
del privilegiado, declarada por los Tribuna- 
les, trae consigo la responsabilidad de da- 
ños y perjuicios, y una multa de quinientos 
pesos ó tres meses de prisión. 

El empresario debe hacer al fin' de cada 
año una impresión litografiada, de las mar- 
cas distribuidas, y las oficinas encargadas 
de los registros departamentales, deben remi- 
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lir en e! mismo periodo al archivo general 
de marcas, una relación detallada de las 
distribuidas. 

Ningún herrero puede hacer ni componer 
marca alguna, sin estar competentemente 
autorizado por el empresario (1). 

Ulteriormente por decreto de 10 de Abril 
de 1860, se declararon suspendidos los 
efectos del que autorizó, el nuevo sistema 
de marcación, nombrándose una comisión 
que informase al Gobierno sobre sus venta- 
jas ó inconvenientes, para adoptar la resolu- 
ción del caso, con presencia de dicho infor- 
me, y sobre diversas reclamaciones dirigi- 
das de distintos puntos de la campaña. 

«artillo publico . — Véase Rema- 
tador. 

martillo. — El producto de los efec- 
tos, artículos, y toda clase de propiedades 
vendidas por medio de martiliero público, 
están sugetos al pago de un impuesto en fa- 
vor del Tesoro Nacional. — Véase Impuesto 
de martillo. 

matrícula del estado. — Los Ciu- 
dadanos que en calidad de patrones ó mari- 
neros de buques de cabotage, se hallen ins- 
criptos en la matrícula, están exonerados 
del impuesto sobre el rol (2). 

A la Capitanía del Puerto incumbe la 
formación de la matricula, de la cual debe 
pasar copia á la Colecturía General (3). 

matrícula de la universidad — 
Nadie puede ganar curso en la Universidad 
mayor de la República, sin estar matricula- 
do. Los estudiantes que quisieran hacer sus 
estudios en ella, debían pagar, al matricu- 
larse en el curso escolar de cada año, la su- 
ma de veinte pesos, é igual cantidad al con- 
cluir el año, para los examenes. La Univer- 


(!) Decreto de 31 de Diciembre de 1850. 

(2) Ley de 19 de Junio de I8U0. art. 8*. 

(3) Decreto de ?0 de Junio de 18 0. erl. 4 ° . 

' ' t 
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sidad no podía expedir el boleto de matrí- 
cula, ni el de prueba de curso, mientras el 
estudiante no hubiese enterado en Secretaría 
las respectivas cuotas. Pero por decreto de 
16 Febrero de 1860, fué suprimido el de- 
recho de matricula. 

Los que hubiesen terminado sus estudios, 
y quieran optar á grados universitarios, no 
habiendo hecho dichos estudios en la Uni- 
versidad mayor de la República, deben sa- 
tisfacer la cuota integra designada para el 
efecto por el Reglamento Universitario: 

Esta cuota es la siguiente: Por el grado de 
Bachiller, cincuenta pesos: por el de Licen- 
ciado cien pesos: por el de Doctor cuatro 
cientos pesos. Estas cuotas están reducidas 
actualmente á la mitad, para aquellos que 
hubiesen cursado en la Universidad de la 
República. 

El producto de la matrícula y de los gra- 
dos, esta destinado á pagar los sueldos de los 
Catedráticos de la Universidad en las pro- 
porciones correspondientes, llevándoseles en 
cuenta de sus haberes respectivos, y pa- 
sándose aviso al Ministerio de Gobierno, pa- 
ra la competente anotación en la Contadu- 
ría general (4). 

matrimonios. — E n los casos ordina- 
rios los Curas y sus Tenientes, no pueden 
casar á ningún viudo ó viuda que tengan 


hijos menores, sin que se haga constar pre~ 
viamente con certificación judicial, haber 
formalizado inventarío de los bienes queda- 
dos al fallecimiento del cónyuge muerto. 

Toda infracción á este respecto, debe ser 
penada con una mulla de doscientos pesos 
fuertes. Esta multa debe ser vertida en la 
Tesorería General (4). 

No está determinado por la ley, á quien 
compete la acción á que dé mérito la infrac- 
ción de este mandato, ni el Juez á Tri- 
bunal, ante el cual deba deducirse. 

Las cuestiones sobre licencia para con- 
traer matrimonio, cuando se niega esta por 
los padres ó tutores de los interesados, son 
resueltas por el Presidente del Superior Tri- 
bunal de Justicia, procediendo en actos ver- 
bales, y con la prudencia que el caso de- 
mande. — Véase Bigamia. 

mayorazgo. — El derecho de succedcr 
en los bienes vinculados y sugetos al domi- 
nio esclusivo de alguna persona ó familia, 
con prohibición de enagenarlos. 

La fundación de mayorazgos, como de 
tada clase de vinculaciones está espresa- 
menle prohibida. Ninguna autoridad de la 
República puede conceder titulo alguno de 
nobleza, honores ó distinciones heredita- 
rias (2) 
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médico. — El profesor de la ciencia que 
tiene por objeto prevenir y curar las enfer- 
medades del cuerpo humano. 

Nadie puede ejercer la medicina en el 
territorio de la República, sin estar compe- 
tentemente facultado para ello por la Junta 
de higiene pública La Junta admite á examen 

(I) Decreto de 31 de Julio de I86G. 


á todos los que pretendan ejercerla medicina 
ó cirujia, con certificaciones autenticas de 
estudio y práctica. Los exámenes deben 
ser públicos y en idioma Nacional. — Véase 
Grados Universitarios. 

Cuandoel examinando en medicina, fuese 
profesor titulado en Pais Extrangero, ó pre- 

(1) Art. 72 y 82 de la ley de 9 de Mayo de I85G. 

(2) Art. 133 de la Constitución. 
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senté certificados bastantes de haber gana- 
do los cursos, y llegado al término de los 
estudios, el examen será general, en dos 
actos. 

Su aprobación ó reprobación, debe hacer- 
se en escrutinio secreto por balotas, exten- 
diéndose de todo la correspondiente acta de 
que debe pasarse copia certificada al intere- 
sado. El que resultase desaprobado, no 
puede ser admitido á nuevo examen hasta 
pasados dos años. El que fuese aprobado 
recibe el correspondiente diploma de la Jun- 
ta de higiene pública, quedando en el hecho 
habilitado para ejercer la profesión en el 
territorio del Estado; lo que se hace saber 
por los periódicos. 

Los profesores de medicina se hallan ba- 
jo la inmediata jurisdicción y dependencia de 
la Junta de higiene, en todo lo concernien- 
te á la profesión. 

Son sus deberes: — 1 ° Dar cuenta á la 
Junta y al Gobierno de toda enfermedad que 
se presente con carácter epidémico ó conta- 
gioso: 2 ° Pasar á aquella, en casos de 
epidemia, un estado exacto que comprenda 
el número de individuos atacados de ella, 
de cuya asistencia estuviesen encargados* 
con espresion de su sexo, edad, método de 
curación, y duración de la enfermedad: 3 ° 
Pasar periódicamente á la Policía de su 
respectivo departamento, otro estado que 
demuestre la mortalidad que ocurra en los 
individuos confiados á su cuidado, el sexo, 
edad, y la enfermedad de que hubieren 
muerto: 4 o No ejercer en los Departamen- 
tos de la República la profesión, sin lftccr 
constar antes á las autoridades locales, el 
título de habilitación expedido por la Junta 
de higiene, bajo las penas de derecho. 

Los profesores de medicina y cirujia de 
Pais Extrangero, deben prestar un exa- 
men probatorio para cada facultad, y en dife- 
rentes actos. 

Es expresamente prohibida á los médi- 
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eos la confección de los medicamentos, y 
y el tener boticas en los lugares donde ha- 
ya boticario aprobado ejerciendo su arte. — 
Véase Farmacéutico. 

En los casos de infracción del Regla- 
mento de Policía sanitaria, sufrirán los mé- 
dicos una multa de cincuenta á doscientos 
pesos; la de suspensión del ejercicio de sus 
funciones, de uno ó seis meses; ó la de 
suspensión con sujeción á un nuevo exa- 
men, en caso de manifestar ignorancia. (1) 

médicos de policía. — Los faculta- 
tivos nombrados por el Gobierno, y dota- 
dos por el Estado, para ejercer la profe- 
sión en todo lo que sea necesario al servi- 
cio público. 

En cada departamento hay un médico de 
Policía, depcm ¡ente de la Junta de hijiene 
pública, é inmediatamente del Gefc Políti- 
co respectivo. 

Los deberes de los médicos de Policía, 
son: i . ° Comunicar á la Junta de Hijie- 
ne y al Gefe Político, la aparición de cual- 
quier enfermedad epidémica, y transportar- 
se al lugar donde se hubiese presentado. 
2. ° Administrar y propagar la vacuna, se- 
gún el método que prescriba la Junta de 
Hijiene. (2) 3. ° Dar á las autoridades ci- 
viles todos los esclarecimientos profesiona- 
les que se tes exijan. 4. ° Practicar la 
autopsia cadavérica de los que mueran re- 
pentinamente, reclamando el auxilio de la 
autoridad, para que no se proceda á su in- 
humación, sin este preciso requisito. 5. ° 
Proceder al reconocimiento de todas las he- 
ridas, contusiones y cadáveres, siempre que 
sea necesario, elevando los informes res- 
pectivos á los jueces ó autoridades que se 


(!) Reglamento de Policía Sanitaria do 2de Jui.ii de 
1838 y decreto de 3 de Eoc-o de 18)5. 

(?) En la Capitil, la Adminiítraeion de la vacuna 
está atribuida a « tro f .«ci.lt. livo noml-rado por el 
Gobi ruó. 
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los pidan. 6.° Vijilar las boticas y vi- 
sitarlas anualmente, dando cuenta á la 
Junta del resultado: 7. ° Velar sobre todo 
loque tenga relación con la híjiene pública. 
8. ° Dar parte á la Junta de cualquiera 
infracción de las disposiciones que dictare, 
ó de las del Reglamento de Policía Sanita- 
ria. (1) 

médicos de samdad. — Los encarga- 
dos de practicar la visita de los buques de 
ultramar, á su llegada á los Puertos de la 
República, para examinar la patente de sa- 
nidad, y el estado sanitario de la tripula- 
ción y pasageros, á fin de adoptar en su ca- 
so las medidas que demande la salubridad 
pública. — Véase Junta de Sanidad — V7- 
sila sanitaria. 

Los médicos de sanidad son nombrados 
por el" Gobierno, y gozan de sueldo del 
Estado. 

medida» — Cualquiera objeto que sir- 
ve para fijar la extensión ó cantidad de al- 
guna cosa. 

La vigilancia de las medidas del uso de 
las casas de negocio, está á cargo del Gefe 
Político del Departamento, y especial é in- 
mediatamente, de un contrastador público, 
nombrado por el Gobierno. 

Todas las medidas deben estar contrasta- 
das, y cuando se encontrasen sin este re- 
quisito ó fallas, los tenedores incurren en 
una pena de multa ó prisión, según los ca- 
sos (2). 

Asi pues, todo aquel que establezca una 
casa de giro, debe ocurrir por el contraste 
de sus pesas ó medidas al contrastador pú- 
blico. 

Las multas á que están sugetoslos infrac- 
tores, son las siguientes: Por tas medidas 


(1) Reclámenlo de Policía Sanitaria de 2 de junio 
de 1838. Tit. 2.° aceden i.« 

(2) Reglamento de Policía de 2S de Enero de 1827. 
En la práctica, se aplica la pena de multa. 


de licores, no contrastadas, por cada linca de 
falla, cuatro pesos. Por cada cuarta de pul- 
gada que falte en las medidas de granos de 
toda especie, veinte pesos; y veinticinco por 
no estar contrastadas. Per cada linea en la 
vara de medir, cuatro pesos, y doce por no 
estar contrastada. 

Los rcincidentes deben pagar el duplo de 
las mullas establecidas (1). . 

El contrate no existe sino en la Capital. 

MEXDieos — Véase Pordioseros— Asilo 
de méndigos. 

mexsage. — Informe que presenta el 
Poder Ejecutivo á las Cámaras Legislativas 
el día 15 de Febrero de cada año, en el 
ai to de la apertura solemne de sus sesiones 
ordinarias. 

En el mensage se dá cnenta del estado 
general de la República, en todos los ramos 
de la administración, sin perjuicio de las 
memorias que los Ministros deben pasar 
respectivamente en lo relativo á sus depar- 
mentamentos (2). 

messl’ra. — Medición de campos prac- 
ticada por agrimensor. 

Cuando los que soliciten alguna mensura 
y deslinde , no acrediten hallarse en pose- 
sión de los campos cuya mensura se pida, 
los Jueces deben prevenir en los despachos 
respectivos, á aquellos á quienes condensen 
para el acto, que se abstengan de llevarlo á 
efecto, siempre que los campos esten poseí- 
dos por un tercero; no debiendo innovarse 
nada en la posesión que tengan las partes, 
hasta que el derecho de posesión haya sido 
definido por sentencia qne cause ejecuto- 
ria (3). 

Ninguna mensura tiene valor en juicio 


(I) Decreto de 29 de Diciembre de 1S2 q. 

(2 Art-. 82 y 88 de la Constitución. 

(3) Acuerdo del Tribunal Superior de Justicia de l£ 
do Octubre de I8ó9. 
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sin el informe ó visto bueno de la Comisión 
Topográfica (1). 

Ningún Juez ni autoridad debe autorizar 
la mensura de campos sin que el agrimen- 
sor ó el interesado, pida á la Comisión To- 
pográfica, los antecedentes que pueda sumi- 
nistrarle, referentes al terreno que ha de 
medirse (2). 

■EVSDBt CGVG 81 L DE LA REPU- 
BLICA. — Habiendo sido declaradas todas 
las tierras y propiedades públicas, afectas á 
la amortización de la deuda consolidada, 
por la ley de 6 de Julio de 1852, para lle- 
var a cabo esta resolución, se dispuso por 
el articulo 3. ° de la misma ley, que se 
procediese á una mensura general del ter- 
ritorio de la República, conforme á los títu- 
\ los legítimos que presentasen los particu- 
lares. — Véase Deuda pública consolidada. 

Esta operación ofrece serias dificultades, 
demanda crecidos gastos, y requiere largo 
tiempo para su ejecución, motivos que han 
obstado á que se haya dado principio á 
ella. 

Por otra parte, los objetos de la ley en 
cuanto á la aplicación de los fondos que pro- 
cediesen de la venta de tierras que resulta- 
sen de propiedad pública, han quedado sin 
efecto desde la conversión de la deuda en 
títulos de la deuda fundada . — Véase Deu- 
da pública fundada. 

Sin embargo por Decreto de i de Mayo 
de 1860 fué nombrada una Comisión, en- 
cargada de abrir dictamen sobre la manera 
de iniciar y llevar á un término, la mensu- 
ra general del territorio de la República. 

mercachifle. — El que vende llevan- 
do consigo todos sus efectos. 

Los mercachifles solo son permitidos en 
los Departamentos de Montevideo y Cane- 
co Decreto de 19 de Diciembre de 1831. art. 6 o . 

(2) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 20 de Abril 
de 1839. 


Iones, con calidad de vender solamente pro- 
ductos manufacturados en el Pais. Los que 
sean encontrados fuera de los limites de di- 
chos Departamentos, ó sin la patente res- 
pectiva, quedan sugelos á una multa de cin- 
cuenta patacones. Véase . Impuesto de par 
tentes 5 a clase al final. 

Los que conduzcan artículos de proce- 
dencia extrangera, incurren en la pena de 
comiso. 

Son prohibidas las tiendas y pulperías, 
volantes, permitiéndose solo la venta libre 
de harinas del Pais. (1) — Véase Pulperías 
volantes. 

mercado público. — Los mercados 
tienen un administrador, el cual debe pu- 
blicar mensualmentc las cuentas de la ad- 
ministración, sin perjuicio de pasar á la 
Contaduría General iguales estados, la cual 
debe producir los informes ú observaciones 
á que hubiere lugar. (2) 

La policía y orden interior de los mor- 
cados, están bajo la inmediata inspección y 
dependencia del Departamento de Policía. 
Su inspección diaria está sometida á un co- 
misario de sección. 

Las funciones del comisario son: 1 . ° 
Resolver yerbalmente las dudas 6 cuestio- 
nes que se promuevan entre abastecedores 
y compradorgs, y cuidar de la exactitud en 
los pesos y medidas. 2. ° Cuando hubie- 
se infracción á este respecto, imponer las 
multas que correspondan. 3. ° Impedir que 
se vendan alimentos mal sanos, i. ° Mul- 
tar á los que profieran palabras obcenas ó 
insultos. 5. ° Adoptar las medidas nece- 
sarias para que haya el aseo conveniente. 
6. ° Hacer guardar el órden necesario en 
general, en todos los ramos del mercado. 

Los introductores de frutas, aves y hue- 

(1) Ley de 9 de Junio de 1859. 

(2) Acuerdo del Ministe: io de Hacienda de 4 de Ju- 
nio de <860. 
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vos, no pueden realizar la venta de sus ar- 
tículos basta después de las ocho de la ma- 
ñana, debiendo venderlos al menudeo hasta 
esa hora. Los que no pudieren colocarse 
dentro del mercado, pueden ocupar parajes 
externos que no priven el tránsito. Los 
lanchoneros que traigan frutas de las Islas 
• están comprendidos en estas disposicio- 
nes, y no pueden vender por junto hasta 
después de 24 horas de su llegada, de- 
biendo hacerlo entretanto al menudeo. (1) 

Los cuartos y los puestos del mercado pa- 
gan un alquiler mensual establecido, que 
constituye la renta de este nombre. 

Es prohibido en los parages destinados 
al tránsito público en el mercado principal 
hacer fuego, ni colocar mesas ú otros ob- 
getos que lo impidan: lo es también arro- 
jar aguas sucias, plumas, escamas ú otros 
obgelos semejantes. El mercado debe bar- 
rerse diariamente por presos destinados á 
este servicio. (2) 

Estas reglas prescriptas para el mercado 
principal, son estensivas á los demas mer- 
cados. 

hes* ckvtb*l. — Véase Elecciones 
de Representantes. 

mesa estadística . — Está mandado 
el establecimiento de una mesa de estadís- 
tica, anexa al Ministerio de Hacienda, y 
servida por los empleados de dicho Ministe- 
rio: en ella deben reunirse y ordenarse to- 
dos los papeles y datos relativos á la esta- 
dística delPais, á fin de practicar con ellos 
los trabajos convenientes, que debe presen- 
tar cada semestre al Gobierno. (3) 

La mesa estadística debe recibir los da- 
tos siguientes: 1 . ° De los Curas párro- 
cos por el intermedio de los Gefes politi- 


(1) Disposición policial de 7 de Febrero de 1860. 

(2) Reglamento de 12 de Abril de 1836. 

(a) Decretos de 25 de Novicmbce de 1852 y de 23 
de Junio de 1860. 


eos, una relación de los bautismos, casa- 
mientos, y entierros correspondientes ásus 
respectivas parroquias. 2. ° De los hos- 
pitales, un estado mensual de las altas y 
bajas, con designación de las enfermedades, 
curaciones y fallecimientos. 3. ° De los 
encargados de la vacuna, un estado trimes- 
tral de los niños vacunados. 4. ° De los 
médicos en general, una razón semestral de 
los enfermes que hubiesen asistido, de sus 
enfermedades, resultados obtenidos, y de- 
mas noticias convenientes. 5.° De los 
Jueces de paz, una noticia trimestral de los 
fallecimientos ocurridos en sus respectivas 
secciones; de los crímenes y desórdenes de 
cualquier género que hubiesen tenido lu- 
gar; de los incendios, plagas y otras cala- 
midades; de los litigios en que hayan pro- 
cedido como jueces; y últimamente, de los 
frutos y ganados exportados en sus seccio- 
nes. 6. ° De los Tenientes Alcaldes, un 
estado trimestral de las causas en que ha- 
yan entendido, y de las decisiones que ha- 
yan dado. 7. * De los Alcaides de las 
cárceles, una relación mensual de las en- 
tradas y salidas de presos. 8. ° De los 
Tribunales y Juzgados, cada cuatro meses 
una relación de las causas civiles y crimi- 
nales que se hubieren seguido ante ellos. 
9. ° Del Instituto de instrucción públi- 
ca, anualmente, un informe circunstan- 
ciado del estado de la enseñanza pública y 
particular, acompañado de las noticias é 
ilustraciones que fuesen necesarias. 10. De 
la Comisión Topográfica, un estado men- 
sual de las mensuras practicadas, y de las 
que hubiese registrado en sus libros, asi 
como de cualquiera operación que se le 
encargase. 11. De la Administración de 
Correos, una relación trimestral de las car- 
tas entradas del interior y exterior, y de 
las despachadas para fuera y dentro de la 
República. 12. De la Administración de 
postas, un estado semestral del movimiento 
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habido en ellas. 13, De la Colecturía Ge- 
neral y Receptorías, una razón mensual de 
las importaciones y exportaciones. 

Todos estos datos, y otros accesorios, de- 
ben ser remitidos á la mesa de estadística 
por conduelo del Ministerio de Gobierno, ó 
de los Gefes Políticos, los cuales deben tam- 
bién pasar todos los concernientes á los ra- 
mos de su dependencia (1). 

Por Decreto de 28 de Junio de 1860, se 
mandó que todos los datos estadísticos que 
d3ben dar las corporaciones y empleados que 
quedan detallados, sean pasados directamen- 
te al Ministerio de Hacienda 

Por decreto de 23 de Junio de 1860, 
fué creada en la Aduana de Montevideo, y 
bajo la dependencia del Colector General, 
una mesa de estadística mercantil. Esta me- 
sa debe formar y presentar al Gobierno, al 
fm de cada año una tabla general, y cada 
trimestre tablas sinópticas del movimiento 
de Aduana en los ramos siguientes: 

1 ° . De la importación y sus proceden- 
cias. 

2 ° . De las mercancías despachadas pa- 
ra el consumo, su clase y procedencia. 

3 ° . De las mercancías para el tránsito, 
su procedencia y destino. 

4 ° . De las mercancías reexportadas, y 
de las reimportadas. 

5 ° . De las que sean transbordadas pa- 
ra Puertos de la República ó Extrangeros. 

6 ° . De las que entren á depósito. 

7 ° . De las que caigan en comiso. 

8 ° . De las materias y mercancías libres 
de’derechos. 

9 ° . De las que pagan derechos, con es- 
presion del capital, y del derecho satisfecho 
según la ley. 

10. De los bultos que hayan entrado á 


fl) Decreto de 2i de Diciembre de 1852. 


ME 

depósito, de los que entraren, y de tos que 
salieren, con espresion de destinos. 

11. Del removido de plaza y su destino. 

12. De la exportación, con espresion de 
materias, mercancías y destinos. 

13. Todo lo que corresponda á los tra- 
tados de comercio celebrados cop el Imperio 
del Brasil. 

Las reparticiones de Aduana, y las Re- 
ceptorías y Sub-Receptorias de la Repúbli- 
ca deben remitir á la mesa de estadística 
mercantil, todos los datos y conocimientos 
que le sean necesarios para los objetos que 
le están encomendados. 

Por el Departamento de Policía de la 
Capital se lleva una razón estadística del 
movimiento de la población; de los presos 
y detenidos por la Policía; de la mortalidad 
del Departamento; de las multas impuestas; 
del ganado introducido por las tabladas; de 
los trigos sembrados y de los edificios que 
se construyen ó reedifican. 

mesa pagados*. — E n la mesa paga- 
dora están refundidas las funciones que ejer- 
cían antes los habilitados del Estado mayor 
pasivo, de inválidos y de viudas y menores. 
El servicio de la mesa pagadora es desem- 
peñado por un Gefe militar, un subalterno, 
y un cajero, tenedor de libros. 

La mesa pagadora descuenta tres cuartos 
por ciento de todo sueldo que entrega, cu- 
yo producto debe aplicarse al pago del ca- 
jero tenedor de libros, en el caso de que 
este empleo sea servido por un Ciudadano 
particular, á los gastos de oficina, fijados en 
diez pesos mensuales, y al resarcimiento 
del quebranto que pueda ocasionarse á la 
moneda. 

La mesa, después, de verificados los pa- 
gos, debe dar balance mensual á la caja, y 
remitir al Ministro de Guerra el estado de- 
mostrativo de las cantidades recibidas, y su 
inversión, el producto del descuento, y la 
existencia en caja, por sueldos no cobrados 
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por los interesados por causa de ausencia ó 
muerte. 

Los pagos deben efectuarse sobre tablas 
y en mano propia, ó á apoderados legal- 
mente autorizados. Es prohibido ají Gefede la 
mesa pagadora, aceptar ni girar ninguna 
clase de órden, vale ó pagaré. 

La caja de la mesa pagadora debe tener 


91E 

dos llaves, de las cuales una esté en manos 
del Gefe de la Oficina, y la otra en las del 
cajero. 

La mesa pagadora, debe pasar también 
á la Contaduría General, una cuenta men- 
sual, de la distribución de fondos que hu- 
biere hecho (1). 


mi. 



minas. — Está averiguado que el terri- 
torio de la República posee distintos mine- 
rales. Han sido denunciadas minas de oro, 
de cobre, de carbón y otras materias; pero, 
la escasez y carestía de brazos, han obstado 
hasta ahora á su esplotacion. Posee sin em- 
bargo el Pais, una riqueza en minerales, de 
grande importancia para lo futuro. 

Rigen en cuanto á minas, las disposicio- 
nes de la legislación Española. 

ministros de estado. — Los Mi- 
nistros de Estado forman parte del Poder 
Ejecutivo, y les jccumbe en consecuencia 
responsabilidad legal en todos sus actos. 

Los Ministros son nombrados por el Pre- 
sidente de la República, y amovibles á vo- 
luntad de este (1). 

Concluido el tiempo de su Ministerio que- 
dan sugetos á ser residenciados por el tér- 
mino de seis meses, desde el día en que 
hubieren cesado en sus funciones. — Véase 
Residencia. 

Ninguna orden del Presidente de la Re- 
pública es obligatoria, no estando autorizada 
por el Ministro del ramo respectivo (2). Es 


por eso, que les incumbe responsabilidad in- 
mediata en todos los actos gubernativos de 
su respectivo departamento, y en aquellos en 
que haya precedido consejo de Ministros. 

Para ser Ministro de Estado, es necesa- 
rio reunir las condiciones siguientes: \ “ . 
Ciudadanía natural, ó legal con diez años de 
residencia en el Pais: 2 ° Treinta años 
cumplidos de edad. 

Abiertas las sesiones del Cuerpo Legisla- 
tivo, tienen los Ministros el deber de pre- 
sentarle una memoria detallada, del estado 
de todos los ramos pertenecientes á sus res- 
pectivos departamentos. Esto debe hacerse 
dentro de los primeros quince dias después 
de abiertas las sesiones del Cuerpo Legisla- 
tivo (2). 

No salva á los Ministros de la responsa- 
bilidad personal de todos sus actos, la órden 
verbal ó escrita del Presidente de la Repú- 
blica (3). 

Los Ministros de Estado, en ningún ca- 
so pueden pasar de cuatro, siendo permiti- 
do reducir su número según convenga á 
juicio del Presidente de la República. (4). 


(I) Art. 81 de la Concitación. <«> Dccrcto de ,J d « Abrt1 de 1858 

(?) Art. 88 de la Constitución. (*> Art. 3 ® de la ley de 6 de Mayo de 180». 

(8) Cap. úuico sección 8* de la Constitución. 
(4) Ley de 8 de Julio de 1854. 
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MONASTERIO DE SALERAS. Este C(>n- 

vento está autorizado, bajo las regias y 
prescripciones de su orden. Las monjas sa- 
lesas tienen ásu cargo un colegio, donde se 
educan algunas niñas en clase de pupilas 
Los padres y deudos de estas, pueden ver- 
las en determinados dias de la semana. 

moneda de cobrr. — No puede cir- 
cular en el territorio de la República otra 
moneda de este metal que la Nacional. Es 
prohibida pues, la introducción de moneda 
de cobre extrangera (1). 

En los pagos que se hagan de cantida- 
des de dinero, el acreedor no está obligado 
á recibir en moneda de cobre, sino hasta la 
fracción de un patacón (2). 

La moneda de cobre acuñada en la Re- 
pública, se halla legalmente autorizada por 
las leyes de 14 de Junio de 1839, 13 de 
Diciembre de 1843 y 15 de Julio de 1851. 
Entre la moneda de cobre Nacional, está 
comprendida, la acuñación hecha en Francia, 
en virtud de contrato celebrad) por el Go- 
bierno, facultado especialmente al efecto, 
por la ley de 3 de Junio de 1857. 

La ley, peso y tipo de las monedas de 
cobre es la siguiente: Las de 5 centesimos 
con el peso completo de 3 adarmes: las de 
20 centesimos, 12 adarmes: las de 40 cen- 
tesimos, 24 adarmes, con sugecion á la li- 
bra común de 16 onzas: Tienen en su an- 
verso un sol, con la inscripción. República 
Oriental del Uruguay , y el año de la acu- 
ñación: en el reverso, su valor, inscripto 
entre una orla de palmas. 

MONEDAR DE OBO Y PLATA. Es 

permitida en el territorio dd Estado, la cir- 
culación de monedas de oro y plata dd 
Brasil, de los Estados Hispano Americanos, 
de Francia y de España. 


(1) l/*y de 9 de Marzo de 1829. 

(2) Ley de \ de Mayo de Iftürt. 


MO 

Sus valores son los siguientes: El peso 
fuerte Español, el de los Hispano-America- 
nos, y el patacón Brasilero, mil centesimos, 
ó sea diez reales, guardando sus fracciones, 
igual proporción. 

La peseta de dos reales de España, ó 
sea la quinta parte del peso fuerte, 200 
centesimos. 

La moneda de 5 francos de Francia, 900 
centésimos, guardando sus fracciones, igual 
proporción. 

Las monedas de oro Españolas de 5 pe- 
sos fuertes, 6 pesos corrientes. 

Las del Brasil de 20,000 reís, 13 pe- 
sos 160 centesimos. 

Las de Francia de 20 francos, 4 pesos 
400 centesimos. 

Las onzas Españolas é Hispano-America- 
nas, 19 pesos 160 centésimos, y en pro- 
porción sus fracciones. 

El peso corriente tiene el valor de 8 
reales: el real 100 centésimos. (1) 

El peso fuerte, ó patacón, nueve reales 
con sesenta centésimos. 

El Gobierno está facultado para acuñar 
dentro ó fuera de la República, monedas de 
plata ú oro, con la ley, peso y tipo deter 
minados por las leyes de la materia. (2) No 
ha hecho sin embargo, uso de esta autori- 
zación. 

Existen algunas monedas de plata de va- 
lor de 960 centésimos, acuñadas en Mon- 
tevideo en 1844, en virtud de autorización 
conferida por la ley de 1 3 de Diciembre de 
1843. Su tipo es: en el anverso, las ar- 
mas de la República, con la inscripción cir- 
cular: República Oriental del Uruguay, y 
el año de su acuñación en la parte infe- 
rior. En el reverso, nueve estrellas en cir- 
culo, representando los nueve Departamcn- 


(1) L» y de 17 de Juniode IF¿>4. 

(2) Leyef* de 15 d" ¿u io de I8¿>4 4 3de Juiiode 

Itó7. 

25 
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los en que entonces estaba dividida la Re- 
pública: en su eentro, un peso fuerte ; y 
por inscripción: Sitio de Montevideo. 

monjas. — Véase Monasterio de Sa- 
legas. 

montepío. — Depósito formado de los 
descuentos que se hacen á los individuos de 
algún cuerpo, para socorrer á sus viudas, 
sus hijos, ó sus madres viudas después de 
■su muerte. 

Está establecido en las arcas públicas un 
montepío general de ministerio, al que de- 
ben contribuir todos los empleados civiles, 
con el sueldo de un dia de cada mes, siem- 
pre que disfruten uno mayor que el de tres 
cientos pesos anuales. (1) 

Los gefes y oficiales del ejército, están 
sugetos al mismo descuento, con mas, la di- 
ferencia del sueldo de un grado á otro en 
los ascensos que tuvieren, por solo el pri- 
mer mes que hayan de percibir, en el em- 
pleo á que ascendiesen. (2) 

Los inválidos sufren un descuento de 
ocho por ciento. (3) 

El fondo del montepío, asi de los indivi- 
duos de la clase civil como de la militar, 
tiene por objeto, hacer frente al pago de 
retiros, jubilaciones y pensiones, cualquiera 
que fuese el sueldo de los empleados civi- 
les ó militares que hubieren fallecido. (4) 

El montepio se ha hecho figurar siempre 
en el cálculo de ingresos para atender á los 
gastos del presupuesto general, lo cual es 
arreglado, desde que en el cálculo de egre- 
sos, figuran también los haberes desuña- 
dos por la ley, á ser cubiertos con aquel 
fondo; pero en la aplicación, el depósito del 


0) Art. 9.° de la ley de 3 de Mayo de 183$. 

(2) Art. 3.° de la ley de 17 de Marzo de 1835. 

(3) Art. 4.° de la ley del 14 de Julio de 1855, pro- 
mulgada el 7 de Marzo de 1857. 

[h) Art. 10 de la ley de 8 de Mayo de 1838. 


montepío, se ha confundido siempre con las 
rentas generales, formando parte de ellas. 

El depósito especial, de los fondos pro- 
cedentes del montepio, que debería aplicar- 
se especialmente, y con independencia de 
los gastos generales de la administración, á 
los objetos de su institución, no ba existid» 
nunca; y las personas qne en ejecución de 
la ley deberían ser cubiertas de sus haberes 
con los fondos de la caja del montepío, 
han quedado sugetas á las eventualidades y 
deficiencias de fas rentas generales. 

montes públicos. — El patronato y 
protección inmediata de los montes de pro- 
piedad pública, corresponde al propietario 
del terreno limítrofe. Los propietarios ejercen 
este patronato, guardando inviolablemente 
las prescripciones establecidas por las leyes 
de la Recopilación Castellana, autos acorda- 
dos, y reglamentos de su referencia. En 
consecuencia, tos frutos del monte benefi- 
ciado, pertenecen al patrono. 

El vecindario del distrito adyacente, tiene 
derecho á proveerse del producto de los 
montes beneficiados: 1 ° . En cuanto al 
combustible que necesite anualmente: 2 ° . 
En cuanto á la madera para cercos y sem- 
brados, heras, yugos y harados: 3 ° Por 
una vez solamente, de la madera necesaria 
para levantar la primera población. 

Las porciones que hayan de designarse á 
los objetos comprendidos en la primera y 
segunda clasificación, deben ser determi- 
nadas por la Junta Económico Administra- 
tiva del Departamento, con arreglo á las 
circunstancias del caso. 

El derecho de provisión se entiende con 
calidad de ser tasadas moderadamente, con 
intervención de la autoridad mas inmediata, 
las maderas que se saquen, cuyo importe 
debe pagarse al patrón del monte, fistos de- 
ben compensar al Erario el beneficio que 
reciben, pagando el seis por ciento anual, 
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sobre el valor á tasación, de los montes pú- 
blicos y terrenos (i). 

Las disposiciones que quedan citadas, 
no han sido nunca observadas. Los montes 
públicos so» de dominio público, y el uso y 
consumo de ellos, es permitido libremente 
por las autoridades. 

Para regularizar el uso y servicio de los 
montes públicos, el Poder Ejecutivo prc- 


910 

sentó al Cuerpo Legislativo en 1857, un 
proyecto de ley que comprendía en su ma- 
yor parte las disposiciones que quedan ci- 
tadas, cuyo proyecto no obtuvo la sanción 
de este. 

En cuanto á los montes de las Islas del 
Rio Negro y Uruguay, el corte de made- 
ras está sugeto al pago de un impuesto. — 
Véase Impuesto sobre corte de montes. 
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mueblen dk uno. — Todos aquellos cu- 
yo valor esceda de cincuenta pesos, están 
sugetosá su introducción en el País, al pa- 
go de los derechos establecidos con respec- 
to á los importados para comercio. 

Son libres de derechos, los de propiedad 
de Agentes Diplomáticos acreditados en el 
Estado, siempre que la Nación á que perte- 
nezcan conceda ta misma esencion á los de 
la República. Lo son también los artículos 
destinados al culto divino (2). 

Está mandado que en clase de eqnipage 
no se admitan á cada pasagero mas efectos 
que su cama, su ropa en baúles, y un es- 
critorio (3) Pero por el artículo 13 de la 
ley de 14 de Julio de 1858, se ha conce- 
dido á cada equipage hasta quince arrobas 
de peso. 

muelles. — V éase Barracas. 

MULTAN POLICIALES. — Las qUC SC 

imponen á los contraventores de disposicio- 
nes policiales. 

Los individuos que fuesen multados, de- 
ben recibir un boleto impreso, en qué cons- 


te el valor y ta causa de ta mulla im- 
puesta. Estos boletos deben ser entregados 
á los Comisarios de Policía con el visto bue- 
no del Gefe, y con el cargo de la Recepto- 
ría, y los Comisarios deben pasar parte dia- 
rio de las mullas que hubiesen impuesto, 
consignando su importe para descargo. 

Nadie está obligado á pagar una mulla 
sin recibir el correspondiente boleto, y el 
funcionario que la recaudase sin llenar este 
requisito, incurre en una pena arbitraria ar- 
reglada á la gravedad del caso (1). 

museo nacional. — El Museo Nacio- 
nal, asi como la Biblioteca pública, con to- 
das sus dependencias, están bajo la inme- 
diata dirección y cuidado de la Junta Eco- 
nómico Administrativa de la Capital (2). 

Todo aquel que obtenga un privilegio 
esclusivo con arreglo á la ley de la materia, 
debe enterar en Tesorería General, cien pe- 
sos fuertes, destinados á costear una sala 
en el Museo Nacional donde se depositen las 
muestras, dibujos ó modelos de la invención 
que hubiese dado mérito al previlegio, y los 
expedientes formados para obtenerlo (3).. 


(1) Decreta deSde Febrero de 1831. 

(2) Art. I3dela ley de M de Julio de 1868. 

(3) Decreto de 29 de Abril de 1836. 


(1) Edicto de Policía dr 9 de Julio do 1818. 

(2) Decreto de 21 de Junio «le J84S. 

(3) L^y de 11 de Junio de 1863 art 8 C . 
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legal. 

naufragio. — Para prevenir los aba- 
sos que cometían los patrones de em- 
barcaciones menores del tráfico con respecto 
al salvamento de efectos naufragados, está 
mandado, que toda vez que se averigüe que 
cualquiera embarcación, conduce artículos 
salvados de un bnque naufragado, sin la 
autorización competente, pierdan los salva- 
dores el derecho que pudiera correspon- 
derles en lo salvado, entregando en Colec- 
turía lo que hubiesen conducido, ó impo- 
niéndoles ademas la pena de prisión en la 
cárcel pública por ocho dias. 

Las licencias para salvar efectos de nau- 
fragio, deben obtenerse de la Capitanía del 
Puerto, y del Cónsules la Nación del buqne 
naufragado. (1) 

NAVEGACION DE LOS RIOS. LOS ÍÚOS 

navegables de la República, están abiertos 
á los buques y al comercio de todas las 
Naciones. 

Los buques extrangeros están sugetos, 


M 

en la navegación de los ríos, á los mismos 
reglamentos de Policía y Aduana qne los 
Nacionales. (1) 

Los ríos Ceboliali, Tacuarí y Olimar, no 
están comprendidos en la concesión ante- 
rior, como tampoco otros de menor impor- 
tancia, no debiendo permitirse en ellos la 
navegación ni la existencia de embarcación 
alguna extrangera, hasta tanto que se lle- 
gue á un acuerdo general sobre la mate- 
ria. 

Las embarcaciones Nacionales, que fue- 
sen necesarias ai servicio de las poblacio- 
nes, deben solicitar un permiso especial de 
la autoridad superior departamental para 
hacer dicha navegación. Cualquiera que se 
encontrase dentro de los rios sin dicho per- 
miso, debe ser considerada por el hecho ocu- 
pada en tráfico ilícito, y •'aprehendida en 
' favor del Fisco. (2) 

Con respecto al cabotaje de Nacionali- 
dad de los Estados rivereños del Uruguay, 
Paraguay y Paraná — Véase Cabotage de los 
Estados rivereños . 


NO. 


NOMENCLATURA DE LAS CALLES. 

La conservación de las tablas que indican 
ios nombres de las calles públicas, es de 
cargo de los vecinos de la manzana respec- 
tiva,. El Teniente Alcalde debe reunirlos 
siempre que sea necesario removerlas ó re- 
hacerlas, repartiendo entre ellos á prorata 
el valor de la obra. (2) 

La actual nomenclatura de las calles, 
plazas y mercados de la e n lad, fué esta- 
blecida por edicto de Policía de 21 de Ma- 


(1) Acuerdo del Gobierno de 19 de Febrero de 
1857. 

(2) Decreto d e 2 > de Mayo de 18 i 3. 


yo de 1843, y aprobada por Decreto dd 
Gobierno del dia siguiente. 

La antigua nomenclatura quedó pues, 
abolida, siendo reemplazada por la que ac- 
tualmente rige, en la cual se conmemoran 
las glorias Nacionales, y los nombres de 
personas distinguidas por sus servicios y 
virtudes cívicas. 

NOTIFICACIONES DE ESCRIBANO. — 

Véase Escribanos. 


(I) Ley de 17 de Junio de 1854* 

\ 2 ) Decreto de t de Junio de I 8>0. 


Digitized by <^.OOQLe 


MU 


197 — 


NU 


NULIDAD É INJUSTICIA NOTORIA.— 

Véase Recurso de nulidad é injusticia no- 
toria. 

NUMERACION DE LAS CALLES. La 

conservación de las tablillas que indican los 
números de las casas particulares, está ¿ 
cargo de los propietarios de estas, quienes 
deben renovarlas, siempre que se hallen en 
mal estado. 


Todo aquel que abra una nueva puerta, 
debe colocar inmediatamente el número que 
le corresponda, con arreglo al sistema de 
numeración establecido. 

Al departamento de Policía incumbe vi- 
gilar sobre el cumplimiento de estas dispo- 
siciones, castigando á los contraventores 
con multas desde cuatro á doce pesos. (1) 


OB. 


obras publicas.— Toda obra públi- 
ca que sea costeada por las rentas de al- 
gún Departamento, debe hacerse por rema- 
te á propuestas cerradas. 

Las obras que fuesen costeadas por De- 
partamentos del interior, sin gravamen de 


la hacienda Nacional, pueden efectuarse por 
las Juntas Económico Administrativas, toda 
vez que tengan seguridad de poder hacer- 
las por menor valor que el de la propuesta 
mas ventajosa. (2) — Véas e Contratos con el 
Gobierno. 


OF. 


OFICIAL DE GUARDIAS NACIONALES.— 

Los oficiales de Guardias Nacionales, son 
nombrados por el Gobierno á propuesta del 
Gefe del Cuerpo. 

Para ser oficial de Guardia Nacional, se 
requiere: 1 . ° Residencia en el Departa- 
mento. 2. ° Un capital que no baje de 
dos mil pesos, ó el ejercicio de un arte ó 
industria que represente una renta equiva- 
lente. Se esceptúan de esta condición, los 
hijoc de padres pudientes. (1) 

Aunque la ley no lo previene, es de su- 
ponerse que para ser oficial de la Guardia 
Nacional, se requiere también ciudadanía en 
ejercicio. 

oficinas generales, — Son tales la 
Contaduría, la Colecturía y la Tesorería ge- 
neral. 

A la primera incumbe intervenir en to- 
das las entradas y pagos del Tesoro públi- 


(I) Art. 16 de la lev de 7 de Julio de 4858. 


co, liquidar todas las acciones activas y pa- 
sivas, y llevar la contabilidad general de los 
fondos de la Nación. A la segunda, recau- 
dar todas las rentas públicas, é impuestos 
directos é indirectos. A la tercera, conser- 
var el Tesoro público. (3) 

En ejecución de k estas disposiciones, está 
mandado que todas las oficinas de recauda- 
ción pasen á la Tesorería general las canti- 
dades que recauden, ron intervención de la 
Contaduría General, de cuyas sumas debe 
dar el Tesorero los correspondientes reci- 
bos. (4) 

Obstan sin embargo á la exacta obser- 
vancia de este sistema, disposiciones ulte- 
riores del Cuerpo Legislativo, que acuer- 


(4) Decreto de 26 de Mayo de 4843. 

(?) Ley de 21 de Junio de 48GO. 

(3) Ley de 26 de Enero de 1829. 

(4) Decretos de 24 de Octubre de 4845 — l. c de 
Septiembre de 48*7 y 21 de Judío de 1853. 
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dan aplicaciones especiales á ciertas rentas, 
como el impuesto departamental adscripto 
á las Juntas Económico-Administrativas pa- 
ra atenciones determinadas: y otras destina- 
das al pago de créditos privilegiados contra 
el Estado, que son recibidas directamente 
por los acreedores. 

En los casos en que no existen aplica- 


os' 

ciones ó disposiciones especiales, las rentas 
son vertidas en la Caja del Tesoro público, 
con la debida intervención de la Contaduría 
General, y en aquellos en que se hacen pa- 
gos directos por oficinas de recaudación, se 
rinde la correspoudiente cuenta instruida á 
la misma oficina. 


OF. 


oposición. — El acto que tiene por 
objeto impedir que se ejecute ó lleve á 
efecto alguna cosa en perjuicio del que se 
opone á ello. 

La oposición del ejecutado en juicio 
ejecutivo, debe hacerse después de trabado 
el embargo, para cuyo efecto, ha de ser cita- 


do por el Juez de la causa, señalándole seis 
dias perentorios. — Véase Juicio ejecutivo. 

oposición. — La que hace en juicio 
ejecutivo un tercero, pretendiendo mejor 
derecho á los bienes ejecutados. — Véase 

Tercería. 


PA. 


PABELLON EXTBAN6ERO .—Véase iVa- 
vegacion de los ríos. 

pabellón nacional. — El Pabellón 
Nacional consta de cuatro listas azules ori- 
zontales, en campo blanco, distribuidas con 
igualdad en su extensión, dejando en el án- 
gulo superior del lado del hasta, un cuadra- 
do blanco con el sol en el centro. (I). 

PADRES DE LA COMPAÑIA DE JESUS— 

Fueron autorizados por Decreto de 28 de 
Junio de 1858, para establecer un Colegio 
de educación en la Villa de San Juan Bau- 
tista, con la mas absoluta libertad de ense- 
ñanza, haciendo uso de textos propios en 
todas las materias, y adoptando los regla- 
mentos que tuviesen por conveniente. 

Este Colegio debía estar en completa in- 
dependencia de todo cuerpo literario; los 


(i) 1/ yes de 1 G de Diciembre de 1828 y II de Julio 
de i 8J0. 


estudios que en él se hiciesen debian ser- 
vir para ganar grados en la Universidad, 
prévias las pruebas de suficiencia requeri- 
das por los Estatutos de ella. 

Los Padres de la Compañía de Jesús fue- 
ron ulteriormente espulsados del territorio 
de la República, declarándose sin efecto la 
autorización que habían obtenido para la 
fundación de un establecimiento de educa- 
ción. (1) 

PANADERIA MUNICIPAL. Bajo esta 

denominación está autorizado un estableci- 
miento, que en virtud de contrato celebra- 
do con la Junta-Económico Administrativa, 
debe elaborar pan en grande escala, bajólas 
reglas y condiciones siguientes: 1 ° Las 
fracciones de pan, deben ser de una cuarta, 
media y una libra, y el pan, llevar la marca 
del establecimiento y la del peso. 2. ° El 


(I) Decreto de 26 üc Ene. o de 1859. 
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precio se regulará por pesos, constando ca- 
da peso de ocho libras, y se arreglará al 
precio corriente del trigo de calidad superior. 
3. ° Cuando la fanega de trigo valga diez 
pesos, el precio del pan debe ser el de cinco 
reales por peso; cuando ocho pesos, cuatro 
y medio reales; cuando siete pesos, cuatro 
reales: cuando seis pesos, tres y medio rea- 
les; cuando cinco pesos, tres reales: cuan- 
do cuatro pesos, de tres reales para aba- 
jo, á discreción del empresario, i. ° El au- 
mento en el precio de la fanega de trigo, no 
llegando á ocho reales, no dá lugar al au- 
mento, ni á la baja inmediata en el precio 
del pan. 

La Junta E. Administrativa, debe prestar 
á la Panadería municipal, la protección 
oficial que le sea permitida, y al departa- 
mento de Policía incumbe vigilar la obser- 
vancia por parte del establecimiento, de 
las obligaciones que le conciernen. 

La panadería municipal, tiene la facultad 
de establecer tiendas y casas en los parages 
que le convenga, sin perjuicio de repartir 
el pan á domicilio. (1) 

La panadería municipal no ha sido esta- 
blecida. 

panaderos. — Incumbe á la autoridad 
de Policía, vigilar sobre la calidad y sobre 
el peso del panqué se fabrica para el consu- 
mo de la población. 

Los panaderos que elaboren pan de cali- 
dad nociba, declarado que sea perjudicial á 
la salud por certificado del médico de Po- 
licía, quedan sugetos á una multa de cin- 
cuenta pesos, sin perjuicio de indemnización 
délos daños que hubieren causado, y de ser 
embargado y arrojado el pan declarado 
tal. 

Los que elaboren pan que no tenga el 
peso debido, incurren en una multa de vein- 

(I) Contrato de l.° de Septiembre dt 1859. 


te y cinco pesos por la primera vez, y do 
cincuenta por la segunda; y en la pérdida 
del pan, que debe ser destinado á los pre- 
sos. 

El pan debe llevar una marca que es- 
prese el número de onzas que contenga. 
El que la omitiese queda sugeto al pago de 
una multa de ocho pesos. (1) 

Es libre la elavoracion y el valor del pan, 
sin mas condición que la de llevar la marca 
indicada. Está csceptuado de este requisito, 
el pan que se espenda en casas particula- 
res. Los fabricantes que hubiesen de ce- 
sar en su labor, deben prevenirlo al Depar- 
tamento de Policía, con ocho dias de antici- 
pación. (2) 

El pan que se clavore para el público, 
debe ser necesariamente de cuatro, de ocho 
ó de diez y seis onzas. Cuando algún pana- 
dero haga alguna elaboración de pan espe- 
cial, para algún objeto puramente particu- 
lar, deberá darle distinta forma de la que 
tiene el pan del público. 

Los dueños de pulperías ó almacenes, en 
donde se expenda pan, no pueden recibirlo 
para este objeto, sino del número de onzas 
que queda indicado: el contraventor, incur- 
re en una multa de veinticinco pesos por la 
primera vez, y de cincuenta por la segun- 
da (3). 

Los panaderos que tenga sus estableci- 
mientos dentro de la Ciudad, no pueden 
conservar en ellos mas que seis animales de 
tiro y carga para todo su servicio (4). 

papel sellado. — Todo documento, 
vale, letra, pagaré, contrato, ú otra obliga- 
ción cualquiera, debe ser extendida en papel 
sellado de la clase que le corresponda con 


(1) Decreto de 23 de Muyo de 1831. 

(2) Decrelo de 15 de Julio de 1837. 

(3) Edicto de Policía de 7 de Noviembre de 1847. 
(i) Decreto de 3 de Enero de 1831. 
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arreglo á la ley, sin cuyo requisito no ten- 
drá valor en juicio. 

Son esceptuados de esta regla, pudiendo 
ser extendidos en papel común: 1 ° . Los 
protocolos de escrituras del ramo de Hacien- 
da: 2 o . Las copias de actuaciones y docu- 
mentos que se extiendan de oficio : 3 ° . 
Los conformes de plaza: 4 ° . Los recibos 
por chancelación de cuentas y contratos y 
actos concluidos; los recibos de alquileres 
y demas actos de esta naturaleza : 5. ° 
Las peticiones del Ministerio fiscal y demas 
funcionarios públicos, y las de los litigan- 
tes, mandados auxiliar por pobres: 6. ° 
Los libros parroquiales, las actuaciones de 
los Juzgados de Paz, los de orden interior 
de las oficinas, las actas de elecciones, y 
demas actos concejiles (I). — Yé ase Impues- 
to de Pdpel Sellado. 

El papel sellado lleva tres sellos: uno 
que espresa su valor; otro "de la Contaduría 
General; y otro en blanco, con las armas del 
Estado. Este se halla á cargo del Oficial 
mayor del Ministerio de Hacienda, el cual 
debe llevar cuenta de los valores del papel 
en que se pone dicho sello, cuya operación 
debe hacerse á su presencia, y de cuyos va- 
lores debe rendir la correspondiente cuenta 
la administración principal de la Capital. 
Las administraciones de los Departamen- 
tos de campaña, reciben de esta el papel 
necesario para el servicio de ellos, y rinden 
á dicha administración la cuenta respecti- 
va, remitiéndole los productos de la renta. 

paquetes A vapor. — Los paquetes á 
vapor de la Compañía Real Inglesa, gozan 
en los Puertos de la República, de los mis- 
mos privilegios que les están concedidos en 
los demas Puertos. Están en consecuencia 
exonerados de las cargas de puerto, dere- 
chos de tonelage, entradas de Aduana, y 


(I) Art. fi. e dc la 1« y de I j de Julio de !8o9. 
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demas impuestos que pagan los buques de 
comercio. El carbón que se importe para 
consumo de los vapores de la compañía, 
está del mismo modo exento del pago de 
derechos de importación, y los buques que 
lo conduzcan, lo están también del de tone- 
lage y cxlingage, cuando salgan en lastre. 

Para evitar toda demora en la transmi- 
sión de la correspondencia, es permitido 
que los pasageros, dinero y mercaderías de 
los Paquetes á vapor de la Compañía Real 
Inglesa, desembarquen á cualquier hora, in- 
mediatamente después de su llegada al 
Puerto, bajo la vigilancia de las autoridades 
competentes, y con sngecion á las reglas y 
formalidades proscriptas por las leyes de 
Aduana. La entrada y salida de los Paque- 
tes, puede tener lugar á cualquier hora del 
dia y de la noche (1). 

Les mismos privilegios de que gozan los 
Paquetes de vapor de la Compañía Real In- 
glesa, están concedidos á los de la Compa- 
ñía Francesa, tanto en lo relativo á los de- 
rechos de Puerto, como en cuanto á la 
exención de todo impuesto al carbón impor- 
tado para su consumo, y demas establecidos 
con respecto á aquellos (2). 

La Compañía Francesa, no ha estableci- 
do sin embargo, el servicio de Paquetes á 
vapor en el Rio de la Plata. 

Los Paquetes á vapor de la Compañía 
Brasilera, que hacen la navegaeion entre los 
Puertos del Brasil y el de Montevideo, go- 
zan de las franquicias y favores, concedidos 
ó que se concediesen á cualquiera otra li- 
nca de navegación á vapor. Están, en con- 
secuencia, exonerados del pago de derechos, 
y gozan de los mismos privilegios acorda- 
dos á los Paquetes de la Compañía Real Bri- 
tánica (2). 


(1) Acuerdo del Gobierno de 27 de Enero de 1851 . 

(2) Decreto de 17 de Agosto de 1858. 

(3) Artículos 18, 19 y 20 del Tratado de Comercio 
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Ultimamente, los vapores de la Compañía 
del Salto, que hacen la carrera de este huer- 
to y los intermedios en el Uruguay y Rio de 
la Plata, gozan de iguales privilegios. Esta 
Compañía está subvencionada por el Estado 
con 590 patacones mensuales. Los buques 
de ella, tienen obligación de conducir gra- 
tis en cada viage, hasta dos pasageros de 
cámara y cuatro de proa, mediante aviso 
oficial; asi como el dinero que el Gobierno 
embarcase, y hasta una tonelada de carga: 
habiendo esccso el Gobierno debe abonar 
el Hete ordinario con una rebaja de un vein- 
te por ciento (1). 

paquetes ve VELt. — Los buques des- 
tina Jos á hacer la carrera de Paquetes, es- 
tán exonerados del pago de los derechos de 
Puerto que pagan los demas buques de co- 
mercio. 

Para obtener el goce de este privilegio, 
es necesario que ios buques quese destinen 
á Paquetes, observen las reglas y prescrip- 
ciones siguientes: 1.® Que conduzcan pa- 
sageros y la correspondencia pública: 2. ® 
Que no tomen carga á flete. 

Los que dejen de llenar estas prescripcio- 
nes, pierden en el hecho, los derechos de 
Paquetes, y quedan sugetos á los impuestos 

Í demas formalidades proscriptas para los 
uques de comercio en general (2). 
PABTEa.ts. — Véase Junta de Higiene 
pública. 

pasapostb. — Licencia escrita de la au- 
toridad, para pasar libremente de un punto 
á otro. 

El uso del pasaporte fuá establecido por 
decreto del Gobierno de las Provincias Uni- 
das del Rio de la Plata, de 12 de Agosto 


y navrgnriun ce!ebrndo con el !mp*r'odel Ura.il, el t 
de S*^i. •mitre de IKa7. 

(1) l)< eri'to de 12 de Enero de fl 8150. 

(2) D. citítode i) de M.uzo d 1841. 
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dcl82G, cuando la de Montevideo, formaba 
parte de ellas. El despacho de pasaportes 
para el exterior, se hace por el Departamento 
de Policía, los cuales se le remiten, con in- 
tervención y cargo de la Contaduría Gene- 
ral, impresos y firmados por el Ministro de 
Estado en el Departamento de Gobierno. El 
derecho de pasaportes, es de dos pesos cor- 
rientes por cada persona, y cuatro reales psr 
los niños. 

El producto de la expedición de pa- 
saportes, es uno de los ramos anexos 
á la caja de Policía, la cual debe rendir al 
Ministerio de Gobierno, cuenta justificada de 
los ingresos procedentes de ellos, para el 
competente examen y comprobación de la 
Contaduría general (i). 

Está abolido el pasaporte para transitir 
en el interior de la República, pudiendo 
transportarse libremente cualquiera indivi- 
duo de un Departamento á otro, sin previo 
aviso ni permiso de la autoridad (2). 

patentes de «rao. — Las que están 
obligadas á pagar todos los establecimientos 
de giro, de cualquiera naturaleza que sean. 

Las patentes de los establecimientos fijos 
situados en los Departamentos de campaña 
deben sacarse precisamente, dentro del pri- 
mer trimestre del año, bajo pena á los omi- 
sos, de pagar patente doble. En la Capital 
deben sacarse, para todo negocio ó industria 
volante, dentro del mes de Enero: (3) para 
los puestos fijos de leña, carbón frutas etc. 
y embarcaciones del trafico del Puerto, hasta 
el 15 de Febrero: para los talleres y tiendas 
de arles y oficios, hasta fin del mismo: para 
las pulperías, bodegones, almacenes de me- 
nudeo, tiendas de efectos y mercerías, has- 


(1) Di crido de O de Febrero de 1830. 

(2) L- y de 13 de Muyo de IR37. 

(H) l.os c*tr(iia;e.> de pro ieda I particular cs!án 
coiiipieudidu* etiibluid p*»ciCioii. 

2G 
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(a el 15 tic Marzo: para todos los (lemas, 
hasta el 31 del mismo (1). — Véase Impues- 
to de patentes —Revisadores de patentes. 

PATENTES DE XA VEGA CIO*. Losbu- 

qttes del cabotage Nacional que naveguen 
dentro de cabos, debes pagar por derecho de 
Puerto, ona patente anual arreglada á la 
siguiente tarifa: 

De 3 á 7 toneladas 2 rts. 


De 

8 

# 

a 

15 

id. 

4 

De 

16 

á 

30 

id. 

8 

Pe 

31 

e 

a 

45 

id. 

16 

De 

46 

r 

a 

60 

id. 

20 

De 

61 

# 

a 

80 

id. 

25 

De 

81 

á 100 

id. 

30 

De 

101 

para 

arriba. 


40 


Los buques del cabotage están esrntos de 
la contribución directa. 

Los buques de cabotage pertenecientes á 
la Confederación Argentina, el Paraguay y 
el Brasil, deben pagar en los Puertos de la 
República, los míanos derechos que los bu- 
ques Nacionales paguen en aquellos Estados. 

Los buques de cabotage con bandera 
Nacional, siendo sus patrones Ciudadanos, 
deben pagar la mitad de este impuesto; y 
la tercera parte, si á mas del Capitán, tu- 
viesen la mitad de la tripulación compuesta 
de Nacionales. 

El impuesto sobre el rol, está suprimido, 
para los Ciudadanos inscriptos en la matri- 
cula del Estado, que se ocupen en la clase 
de patrones ó marineros. 

Los (xtrangeros que tripulen los buques 
del cabotage, solo pagan por derecho de rol, 
dos reales los patrones, y uno cada mari- 
nero (2). 

Las patentes de navegación deben expe- 
dirse por la Capitanía del Puerto, cuya ofici- 
na las recibirá con cargo de la Contaduría 


(1) Decreto de 23 de Noviembre de 1859, 

(2) Ley de 19 de Junio de UcO. 
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Ccneral. Su producto debe vertirse en la 
Tesorería General (1). 

pate\te8 de sAxiDAD. — Las que sir- 
ven para acreditar el perfecto estado de sa- 
lud en que se halla el Puerto de proceden- 
cia del buque. 

Toda embarcación mercante Nacional 6 
Extrangcra que venga de cabos afuera, de- 
be presentar una potente de Sanidad: en el 
mismo caso se hallan los procedentes de ca- 
bos adentro, de territorio extrangero, cuan- 
do reinase en ellos alguia enfermedad con- 
tagiosa, pudiendo, en tal caso, suplirse la 
patente, con un certificado de la autoridad 
local. 

Toda embarcación que no conduzca pa- 
tente, queda sugcla á una cuarentena de 
dos (fias, cuando menos. 

Las patentes de Sanidad de buques pro- 
cedentes de Puertos donde baja acreditados 
Cónsules ó Agentes Consulares de la Re- 
pública, deben venir visadas por estos. 

Los buques que traigan patente sucia 5 
sospechosa , quedan sugetos á la cuarcnte* 
na establecida, según las circunstancias del 
caso. — Véase Cuarentena. 

Todo buque Nacional ó Extrangero que 
salga de los Puertos de la República, con 
destino á Puertos Extrangeros de ultramar^ 
debe proveerse de la correspondiente paten- 
te de Sanidad. Estas patentes deben ser 
firmadas porel Presidente y el Médico de la 
Junta de Sanidad, y por el Secretario de la 
misma, selladas con el sello de la corpora- 
ción. En ellas debe certificarse que los 
habitantes del punto de salida, gozan de 
buena salud, y se bailan libres de toda en- 
fermedad pestilencial, espresándose el nom- 
bre del Capitán, el del buque, su naciona- 
lidad, su porte, el número de hombres de 
su tripulación, el de pasageros, si los hu- 


(i) Decreto de 50 de Junio de IStiO. 
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biesc, cargamento que conduzca, y deslino 
á donde se diríja (1). 

Las dispi siciones que quedan citadas, son 
extensivas á los buques que hacen la carre- 
ra de paqnetes, sea de vapor ó de vela. 

patronato. — La autoridad y el dere- 
cho á los servicios del menor de color, que 
tenían losamos de esclavas, sobre los hijos 
de estas. 

El derecho de patronato ha dejado de 
existir, con la abolición definitiva de la es- 
clavitud. Los menores de color son ente- 
ramente libres y gozan de los derechos de 


PA 

tales, con sugccion á las disposiciones ge- 
nerales sobre menores (1). — Véase Libertos. 

patronato.— El derecho de presentar 
sugeto, para que se le confiera algnn bene- 
ficio eclesiástico. 

El Presidente de la República ejerce el 
patronato de la Iglesia. Tiene también la 
facultad de celebrar concordatos con la si- 
lla Apostólica, y retener ó conceder pase á 
las Bulas Pontificias, conforme á las le- 
yes (2). 

PATRONATO DE I.OS ROSTEN PUBLICO». 

— Véase Montes públicos. 


PE. 


peaue. — El derecho que se paga por 
el uso de puentes, calzadas, ríos ó caminos 
sugclos á algún impuesto. 

El establecimiento y administración de 
esta clase de impuestos, compete á las Jun- 
tas Económico-Administrativas — Véase Jun- 
tas Económico- Administrativas. 

pesa. — El mal que se hace sufrir al 
delincuente, en desagravio del delito. 

Nadie puede ser penado sin forma de 
proceso ó sentencia legal (2). Se eseep- 
tuan de esta regla, las penas impuestas por 
fallas leves, ó puramente correccionales, las 
cuales incumben al Departamento de Poli- 
cía. Estas se reducen á prisión, multa pe- 
cuniaria, ó trabajos públicos por un corto 
término,, y se gradúan á juicio de la Auto- 
ridad Policial^ según la gravedad ó reinci- 
dencia de la falta cometida. — Véase Pena 
pecuniaria — Presos. 

pesa capital. — Véase Conmutación 
de pena. 

pesa corporal. — La que causa un 


<l) Reglamento de Policía Sanitaria de 2 de Junio 
de 18.18, tit. U. ° 

(2) Art. 136 de la Cuñal ¡lar itut. 


dolor intenso é inmediato en el cuerpo, co- 
mo la de muerte, azotes etc. 

En los delitos comunes, en que por su 
naturaleza uo Ivaya de resultar pena corpo- 
ral, los acusados deben ser puestos en liber- 
tad, dando fianza ó prenda bastante. Esta 
disposición es preceptiva, y el Juez que co- 
nozca de la causa, debe llenarla de oficio (3). 

La pena corporal, -que está admitida en 
la milicia, es prohibida en los Guardias Na- 
cionales, aun en los casos en que por la ley 
se hallan sugetos á la Ordenanza militar; 
permetiendose solamente la de prisión á los 
que no cnmplan con su obligación, ó falten 
al respecto debido á sus superiores(4). 

En las causas criminales del fuero común 
está abolida la pena de azotes. 

pexa correccional. - — La que se 

aplica á los delitos leves por via de corrección, 
como prisión por un corto espacio de tiem- 
po y otras semejantes. 


(1) Ley de 2 de Mayo de 18 .3. 

(2) Arl. «I d; la C.midilurion. 

(3) A:t. 131 de la ( on y 56 de la Ity de 9 

de Mayo de 18, ¿6. 

('O Alt. IIC p.l® del Peeretu de 1 1 de Julio de 
18 . > 8 . 
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En las causas por delitos en que haya de 
recaer pena correccional, debe proccdcrsc 
breve y sumariamente (1). Las penas en 
tales casos, deben ser las de mulla desde 
cuatro hasta cincuenta pesos, prisión ó traba- 
jos públicos desde cuatro dias hasta tres me- 
ses (2). 

pena pecvubu. — L a que consiste en 
hacer pagar al acusado una cantidad de di- 
nero, sea con destino al fisco, á obras pías, 
ó á cualquiera otra institución ó individuo. 

En los juicios de injurias está abolida to- 
da especie de pena pecunaria en favor del 
querellante, sin perjuicio de otras acciones 
que puedan competirle (3). Es permitida sin 
embargo en tales juiciosesta pena, en favor 
del Fisco ó de cualquiera institución piadosa. 

Incurren en pena pecunaria: 1 ° Los 
infractores de disposiciones policiales: 2 ° 
Los infractores de las prescripciones de Poli- 
cía del Puerto. 3. ° Los peritos tasadores 
en los juicios ejecutivos, cuando no se ex- 
pidan dentro del término legal (4). 4. ° 
Los incursos en delitos sobre abusos de la 
libertad de Imprenta. — Véase Juicio de 
imprenta . 5 ° . Los jurados en las cau- 
sas criminales, y Conjucces inasistentes: 
6 ° . Los delincuentes que hubiesen incurri- 
do en penas correccionales (5) 7 ° . Los 
que habiendo enviudado y teniendo hijos legí- 
timos, procedan á contraer segundo matri- 
monio, sin haber formalizado previamente 
inventario de los bienes quedados al falleci- 
miento del primer cónyuge, (6) y otros de- 
terminados por leyes especiales. 

pensionistas, — L as que tienen de- 


(1) Art. 7 o do la ley di? 21 de Octubre d« 1829. 

( 2 ) Art. 89 «le la ley de 9 de Mayo de 18 . 06 * 

(3) Art. 78 de la Ir y de 9 de Mayo de 18 . 08 . 

(I Art. 34 de la mt'inn ley. 

(5) Art. 80 de la inigmn ley. 

( 6 ) Ait. 72 ds la uiiáuia ley. 
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rccho de percibir alguna pensión del Estado. 

Las viudas, en defecto de estas los hijos 
y á falta de ambos, las madres viudas, de 
los empleados civiles y militares de la Na- 
ción, tienen opcion al goce de la pensión que 
la ley les acuerda respectivamente, según el 
tiempo de servicios del empleado fallecido, 
y demás circunstancias del caso. 

Todas las viudas pensionistas, están obli- 
gadas á justificar cada trimestre, con un 
certificado del Gura párroco de su residen- 
cia, que se conservan en estado de viudez y 
que viven honestamente. La que no se halle 
en estas condiciones, pierde el derecho á la 
pensión que tuviere. Los certificados indi- 
cados deben ser presentados á la Contadu- 
ría General. 

PENSIONISTA» PE I.A CLASE CIVIL 

Las viudas de empleados civiles que hu- 
biesen sufrido el descuento destinado al 
montepío, tienen opcion á la cuarta parte 
del sueldo que gozaban sus maridos en la 
plaza que hubiesen servido durante sus dias. 

Guando la viuda quedase sin hijos, gozará 
ella sola la pensión, mientras no lome otro 
estado, y lo mismo sucederá aunque tenga 
hijos, si los hubo jen otro matrimonio ante- 
rior al del empleado fallecido. 

Cuando quedase la viuda con hijos que el 
empleado hubiese tenido en otro matrimonio 
anterior, precibirá también ella sola la pen- 
sión, quedando en la obligación de educar- 
los y mantenerlos, hasta que los varones 
cumplan la edad de veinticinco años, y las 
mugeres tomen estado ó mueran. 

Si la viuda con hijos del empleado falleci- 
do, muriese ó pasase á nuevo estado, recaerá 
la pensión por entero en los hijos solteros: 
del mismo modo les corresponde si el padre 
falleciese sin dejar viuda. 

A medida que los hijos mueran ó lleguen 
á los veinticinco años tos varones, ó tomen 
estado las mugeres, irá recayendo la pensión 
en los demas hijos ó hijas, aunque queden 
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reducidos á uno solo, el cual gozará inte- 
gramente de ella, hasta los términos seña- 
lados. 

Las viudas ó hijos que residan fuera del 
territorio de la República, no tienen opcion 
al goce de la pensión, en cuyo caso, la dis- 
frutarán los que se hallen en él (1). 

PENSIONISTAS DE JUBILADOS. LaS 

viudas de jubilados, tienen opcion, como 
las de los demas empleados en ejercicio, al 
goce de la cuarta parle del sueldo que tu- 
viesen sus maridos al tiempo de su muerte. 

Mientras hubiese hijos menores ó desva- 
lidos, incapaces de proporcionarse por si 
mismos la subsistencia, gozan en común con 
su madre, la pensión que le corresponda. 

A falta de madre viuda, los hijos menores 
gozarán por sí el todo de la pensión, durante la 
minoridad, siendo varones; y siendo mugeres 
mientras no se casen. Los jubilados contri- 
buyen como los demas empleados, con el 
sueldo de un dia en cada mes, á la caja del 
montepío (2). 

PENSIONISTAS DE LA CLASE DILITAR. 

— Las viudas de los Gefes y oficiales del 
Ejercito de la República, y á falta de ellas, 
sus hijos varones hasta la edad de veintiún 
años, y las mugeres hasta que tomen estado, 
cuyos maridos ó padres hayan vencido de 
antigüedad en el servicio del mismo, desde 
ocho hasta veinte años, tienen opcion á la 
tercera parte del sueldo que aquel gozare al 
tiempo de su fallecimiento: la mitad, de 
veinte á treinta; y dos terceras partes, de 
treinta para arriba. 

De igual pensión gozan las viudas, ma- 
dres de hijos solteros, ó viudas sin succesion 
según la auligüedad que tuvieren estos ven- 
cida á su fallecimiento, en la proporción que 
queda designada. 

(1) Reglamento de montepío de ? de Febrero de 1770, 
mandado observar por ta ley de 3 de Mayo 1838. 

(2) Ley de 21 de Marzo de 1853. 
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Las viudas, hijos ó madres viudas de los 
militares que falleciesen con menos de ocho 
años de servicios, tienen opcion, pGruna sola 
vez, á cuatro pagas integras, del sueldo que 
gozase aquel al tiempo del fallecimiento. 

Los servicios prestados en campaña en 
tiempo de guerra, valen doble tiempo (i). 

Las viudas, hijos ó madres viudas de los 
militares que hubiesen muerto en campaña, 
tienen opcion al goce de las dos terceras 
partes del sueldo de aquellos, cualquiera que 
sea el tiempo que cuenten deservicios. . 

Solo son considerados en este caso, los 
muertos en acción de guerra, ó por conse- 
cuencia de heridas recibidas en ella, ó en el 
desempeño de alguna comisión ó servicio en 
tiempo de guerra. 

Las viudas qne por culpa propia se ha- 
llasen separadas de sus maridos al tiempo 
de su fallecimiento, y las que hubiesen dado 
públicamente causa para el divorcio, du- 
rante la ausencia de ellos en el ejército, 
asi como los hijos que hubiesen sido deshe- 
redados con justa causa por sus padres, y 
los que por su mala conducta para con 
ellos, se hubiesen hecho merecedores de 
esa pena, son escluidos del goce de la pen- 
sión. 

Es suficiente causa para reputarlos ¡n- 
cursos en las reglas que quedan estableci- 
das, el simple certificado del párroco, y del 
Juez del domicilio, que lo accrediten. 

Están del mismo modo escluidas del goce 
de la pensión, las personas que recibiesen 
en Buenos Ayres, iguales ó análogos pre- 
mios, asignaciones ó sueldos, ó que se ha- 
llasen empleadas con sueldo, en el Estado 6 
fuera de él (2). 

Las pensionistas tienen opcion al goce de 
su sueldo desde el dia del fallecimiento, des- 

(1) Ley de 17 de Marzo de 1835. 

(2) Lev de 12 de Marzo de 1829. 
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pueá de formalizado el expediente respecti- 
vo, en que acrediten su acción (1). 

Las. viudas pensionistas que quedaren 
con hijos, bien sea habidos en su último 
matrimonio ó en otro anterior, están obliga- 
das á mantenerlos y educarlos con el im- 
porte de la pensión, mientras los varones 
no tuviesen la edad de veintiún años, ú ob- 
tuvieren colocación, y las mugeres, perma- 
neciesen solteras. 

Las viudas pierden el derecho a la pen- 
sión desde que vivan deshonestamente,, ó 
desde que tomen nuevo estado, entrando en- 
tonces á gozarla los hijos en común, hasta 
la edad designada, ó hasta tomar estado las 
mugeres, quedando reasumida por su orden 
en el ultimo; hasta que se halle definitiva- 
mente extinguida. 

Del mismo modo pierden la pensión, las 
madres viudas, que tomasen nuevo estado. 

Si por muerte de dos oficiales, una mu- 
ger reasumiese dos derechos á pensión, 
uno como viuda, y otro como madre, optará 
solo á la mayor; pero, si falleciese, ó to- 
mase nuevo estado, los huérfanos recupera- 
rán la pensión primitiva que les correspon- 
día en representación de su padre. 

Aunque no pueden acumularse dos pen- 
siones en una sola familia, si una viuda de 
varios oficiales llegase á fallecer, dejando 
hijos de estos diferentes matrimonios, los de 
cada uno de ellos, percibirán !a que les cor- 
responda, en representación de su padre, así 
como la madre de este, en su caso respec- 
tivo. 

Si la viuda que por haber pasado á* se- 
gundas nupcias perdió su pensión, volviese 
á enviudar, deben mantenerla sus hijos, á 
menos que por la nueva viudez adquiera 
aquella mayor pensión, en cuyo caso se sus- 
penderá el goce de la de los hijos, mientras 
viva la madre debiendo esta mantenerlos. 


{I) Lev de 28 de Abril de 1847. 
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Cuando por fallecimiento de un oficial, 
quedasenhijos de otros matrimonios, y por 
justas causas no les conviniese vivir en com- 
pañía de su viuda, se partirá la pensión en- 
tre esta y sus entenados en la proporción 
que corresponda, según el número de hijos 
propios que la viuda tuviere; lo que debe 
verificarse con intervención de la autoridad 
judicial. 

Las viudas de militares que hayan con- 
traído matrimonio con otro que tenga mas 
de sesenta años de edad, no tienen opcion 
á pensión, sino en el caso de morir el mili- 
tar en acción de guerra, ó dejar hijos habi- 
dos durante el matrimonio. 

Las viudas, huérfanos, ó madres viudas 
pens : o idas, que residieren fuera del terri- 
torio del Estado, no tienen opcion sino á la 
mitad del haber que les este asignado (I). 

Los Gefes y oficiales del Ejercito deben 
concurrir con el importe de un dia de suel- 
do al mes, á la caja de montepío (2). 

Las viudas y demas interesados que soli- 
citen la pensión de la ley, deben hacerlo 
por medio de instancia promovida ante el 
Gobierno, en la cual justifiquen debidamente: 

1 ° El fallecimiento del gefe ú oficial, y las 
circunstancias del hecho; 2 o El derecho 
de succesion, con las partidas de matrimonio 
ó de bautismo; 3 ° El grado que investía 
el gele ú oficial, y el tiempo que contaba de 
servicios, con los despachos respectivos: 

4 ° Siendo viuda, su estado de honestidad, 
y no hallarse separada de su esposo al 
tiempo de la muerte. 

El Gobierno, previo dictamen de la Con- 
taduría general; de) Estado Mayor (3), y con 
audiencia del Fiscal del Estado, provee lo 
que corresponda (4) 


(1) L-y de 28 «1.-. Ahtil du 

(2) Arl. C du la ley de 17 de Maflw Je 181'». 

(8) Esto ya no lien* tugaren virtud de ''sfor sujri 
mido ci Estado Mayor General. 

(i) Deerelo de 27 de Marzj de I83¿. 
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FENSIONWTAH RE LA CLASE RE INT.lLI- 

•m. — Los derechos acordados á las viu- 
das, hijas y madres viudas de los Gefcs y 
oficiales del Ejercito cu servicio, son exten- 
sivos á las viudas é hijos de los invalidos, 
sin mas diferencia que la de optar estos á 
una pensión equivalente á la mitad del suel- 
do que los inválidos gozaren (1) Véase Pe.v- 
sionislas de la clase militar. 

PENSIONISTAS DK LOS LESIONAMOS 

extransesos. — En el mismo grado y 
forma que las viudas, hijos y madres viu- 
das de los Gefcs y oficiales del Ejército, 
tienen opcion á ser consideradas las de los 
Gefes y oficiales de las extinguidas Legio- 
nes Francesa é Italiana (2). — Véase Legio- 
narios E.ctrangeros — Pensionistas de la 
clase militar. 

PENSIONISTAS TILDAS DE LOS OS. — 

Tienen opcion, sin excepción alguna, al pago 
integro del sueldo correspondiente al mas 
alto grado militar que sus maridos invis- 
tieron (3). 

PEONES DB ADUANA.- El Servicio de 

peones en la Aduana, depósitos exteriores 
y pescantes, debe hacerse per empresarios 
responsables, por medio de remate. 

Los empresarios son responsables de los 
daños y averias qne se ocasionen en la car- 
ga y descarga de mercancía?, por descuido, 
golpes ú otras causas semejantes, desde que 
sean recibidas en los pescantes, hasta que 
se introduzcan y esliven en los depósitos; y 
Cuando hayan de reembarcarse, hasta que se 
depositen en los botes ó lanchas. Las recla- 
maciones á este respecto, deben ser dirigi- 
das al Colector General, por los interesados 
ó sus dependientes, durante las operaciones, 
y justificado el daño el Colector lo hará pa- 


(I) Ley de U «le Julio de I8&5 promulgada el 7 de 
Marzo de 18>7. 

Decreto de 10 de Enero de 1862. 

(3) Ley do Hd.' Julio de 186». 


gar inmediatamente por el empresario ó su 
fiador. 

El cuidado de los pescantes y los gastos 
de su conservación, son de cargo del em- 
presario (1). 

peritos. — Véase Tasador. 

PERJUICIOS CAUSADOS POR LA GUER- 
RA. — Es deuda Nacional por razón de 
perjuicios de la guerra, el importe de los 
alónales, artículos, efectos ó bienes toma- 
dos ó inutilizados á particulares, por autori- 
dades públicas, militares ó civiles, desde 
1813 hasta Octubre de 185!. 

Para la justificación de estos créditos 
fueron habilitados los Alcaldes Ordinarios, 
ante quienes debían producirse las informa- 
clones y pruebas conducentes al efecto; que- 
dando después, á cargo del Poder Ejecutivo, 
con audiencia del Ministerio Fiscal previa 
avaluaron de los objetos reclamados, con 
arreglo á una tarifa establecida por punto 
general, resolver sobre el reconocimiento del 
crédito respectivo. 

Reconocida que fuese la deuda, el intere- 
sado era remitido á la Junta de crédito pú- 
blico, para la expedición de los titulos de 
deuda pública que correspondiesen. — Véase 
Junta de crédito píblico. 

El reclamante de deuda Nacional que 
cometiese fraude en perjuicio del Estado, que- 
daba sugeto á la pena de la pérdida de lo que 
lcgitimame.ile le correspondiese: los testigos 
que concurriesen á él, debían ser penados 
con una multa á prorata, igual al valor de 
las cantidades supuestas. Si el fraude com- 
prendiese lodo el reclamo, el reclamante de- 
bía sufrir una mulla igual al monto de la 
reclamación (2). 

El lamentable abuso introducido á h 
sombra de la facilidad de ||a prueba testifi- 


(I Decreto de G de Junio de 1860. 
(2) Ley ue t i de Julio de I8.1ÍL 
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cal, con que se acreditaban pretendidos de- 
rechos, dió mérito á que se suspendiese la 
tramitación de expedientes por perjuicios, 
nombrándose una Comisión compuesta de 
un Senador, dos Representantes y tres ciu- 
dadanos, encargada del examen de dichos 
expedientes, y de devolver anotados aquellos 
que no se hallasen revestidos de las forma- 
lidades prescriptas (1). 

De aqui resultó declararse nulos y sin 
valor legal, algunos de los expedientes que 
se hallaban en giro, los cuales fueron que- 
mados el 25 de Abril'de 1860 por una Co- 
misión nombrada por el Gobierno al efecto, 
compuesta del Fiscal de Gobierno y Ha- 
cienda, el Contador y el Tesorero General, 
y el Escribano de Gobierno y Hacienda. 

Sin embargo, la deuda Nacional proce- 
dente de perjuicios causados por la guerra, 
subió á una cifra enorme, de donde resultó 
su depreciación. 

Ultimamente, la conversión de la deu- 
da pública, quedó definitivamente cerrada, 
terminando las funciones de la Comisión cla- 
sificadora, y mandándose inutilizar en para- 
ge público, las planchas que habian servido 
para la impresión de titulos de deuda públi- 
ca consolidada, en que eran convertidos los 
créditos procedentes de pcijuicios causados 
por la guerra (2). — Véase Deuda pública 
consolidada. 

PBUIIICIOS CAUSADOS POR LA «HEB- 
RA A LA PROPIEDAD FRANCESA É 1N- 

«lesa. — ^ Es deuda Nacional el monto de 
los perjuicios causados por la guerra de 
1842 á 1851, á la propiedad Inglesa y 
Francesa. 

Las reclamaciones de los súbditos de 
Francia é Inglaterra por razón de peijuicios, 
deben deducirse y justificarse ante una 
Comisión mixta, con el carácter de arbitra- 


(I) Ley de O de Abril de 1850. 
' (2) Ley de G de Junio de 1857. 


arbitradora. Esta Comisión se compone de 
cuatro Arbitros ó Comisarios, nombrados, 
dos por el Gobierno de la República, y uno 
por cada uno de los Gobiernos de Inglaterra 
y Francia, y es presidida, sin voto delibera- 
tivo, por el Juez Letrado de Hacienda. 

La presentación de las reclamaciones de- 
be hacerse ante la Comisión mixta, y las di- 
ligencias de justificación practicarse por el 
Juez de Hacienda, á presencia de los Arbi- 
tros. 

Concluso el expediente se somete al jui- 
cio de la Comisión mixta, que decide sin 
apelación, á mayoría de votos. En caso de 
empate, debe decidir una quinta persona, 
sacada á la suerte de una lista de ocho, cua- 
tro Ciudadanos Orientales, y cuatro Franco 
Ingleses, designados previamente, en la for- 
ma de los Arbitros. 

El derecho de reclamar queda proscrip- 
to, á los noventa dias para los que resi- 
diesen en el interior de la República, y á 
los ciento ochenta para aquellos que se en- 
contrasen fuera de él, á contar desde el día 
de la instalación de la Comisión mixta. 

El monto de la; indemnizaciones que 
fuesen admitidas como justificadas, debe ser 
reconocido como deuda Nacional, y su ex- 
tinción arreglada por una convención espe- 
cial (1). 

Habiéndose suscitado dudas en el seno 
de la Comisión mixta, en cuanto á la eje- 
cución de las disposiciones contenidas on el 
Convenio celebrado con los Agentes Diplo- 
máticos de Francia é Inglaterra, el Gobierno 
para removerlas, declaró: Que la Comisión 
constituye un Tribunal especial que juzga 
por las solas reglas de la equidad y el sano 
criterio, sobre las reclamaciones que se le 


(I) Acuerdo celebrado por el Gobierno cun los En- 
c rgadoa de Ncgocioa d* Franc a éluglatrrra el25d.« 
Junio de 1857, Aficionado por la ley de 14 de Julio 
siguiente. 
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presenten, decidiendo respecto de su justi- 
ficación y su monto, con prescindcncia de 
las formas de derecho; que es absoluta en 
sus decisiones, tanto en lo relativo á los re- 
caudos ó medios de prueba con que se acre- 
diten las reclamaciones, cuanto acerca de la 
cantidad que debe fijarse como indemniza- 
ción á cada una de ellas. 

Que decidiendo la Comisión en lodo lo 
relativo á la justificación de los perjuicios 
redamables, debia ser la que procediese á 
las diligencias de justificación, pero como 
esto importaría ejercer actos de jurisdicción 
agenos de un Tribunal compuesto deExlran- 
geros, al Juez de Hacienda incumbe presi- 
dir la Comisión, para encomendarle solo la 
practica de las diligencias de justificación. 

Que en consecuencia, presentándose una 
reclamación que á juicio de los Comisarios 
se halle suficientemente justificada, el ofi- 
cio del Juez de Hacienda es inútil, puesto 
que no tiene voto deliberativo, y es aque- 
lla la que decide en cuanto á la justifica- 
ción de la reclamación con el carácter de 
árbitra árbilradora, es decir, juzgando ex 
aquo et bono-, y si antes de pasar al Juez 
el expediente cree laComision que las prue- 
bas que contiene bastan á formar su con- 
ciencia, ha quedado por el hecho concluso 
para definitiva que puede pronunciarse sin 
mas trámite. 

Ultimamente, que cuando hubiese empe- 
le en las votaciones de la Comisión, debe 
decidir una quinta persona , sacada á la suerte 
de las ocho de que habla el Convenio (1). 

permisos de .idearía. — Losqucolor- 
ga la Colecturía General para las operacio- 
nes de carga y descarga de artículos y mer- 
caderías. 

Las solicitudes sobre permisos, se ha- 


(l) Nota i.Pcial «leí Ministerio do Hilariones K\tc- 
rimes de 26 de Octubre de I85t>. 
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cen en papel impreso bajo una forma espe- 
cial. Este papel se expende en la Adminis- 
tración de sellos y patentes; su precio es el 
de tres reales corrientes, dándose tres ejem- 
plares correspondientes al triplicado que de- 
be presentarse del permiso, de cuyos ejem- 
plares, uno lleva el sello del valor corres- 
pondiente. 

Las oficinas de Aduana no pueden reci- 
bir solicitudes sobre permisos que no se 
presenten en la forma prevenida (1). 

Ningún articulo ó mercadería puede em- 
barcarse ni desembarcarse sin el correspon- 
diente permiso de Aduana, y sin que los 
efectos estén conformes con él. — Véase Co- 
miso — Causas de contrabando. 

Guando se soliciten permisos para em- 
barcar bultos ele lana ó crin, y demas fru- 
tos del País, ya sean de tránsito ó de expor- 
tación, los interesados deben indicar la can- 
tidad de libras que contenga cada bulto. 
Los bultos que apareciesen con mas peso 
que el manifestado deben declararse vicia- 
dos, cayendo en consecuencia en comiso, 
con arreglo al articulo 26 de la ley de 18 
de Julio de 1 856 (2). 

perneta. — Contrato en virtud del cual 
se cede una cosa por otra. 

Los contratos de permuta están sugclos 
al pago de un derceho de registro, para que 
surtan sus efectos legales. — Véase Dere- 
chos de registro. 

Se halla pendiente de la resolución del 
"Cuerpo Legislativo, un tratado de permuta 
ajustado con el Imperio del Brasil sobre una 
arca determinada de campos limítrofes. — 
Véase Tratado de permuta. 

pesa.— Pieza de determinado peso, que 


(1) Decrclode 28 d • Fcbn ro de !8í5, ynrt. 3.° de 
la ley de papel sellado pira el año de 1860. 

(2) Dl.-poáieion de la Colecturía General, en xlrlud 
de orden sup. riur de G d«' Junio de 1860. 

27 
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sirve para designar la cantidad de un articu- 
lo que quiere determinarse. 

Las pesas del uso de las casas de nego- 
cio, están sugetas al examen y vigilancia de 
la autoridad policial, para evitar todo frau- 
de ó engaño de parte de los vendedores, 
¿ inmediatamente, de un contrastador pú- 
blico nombrado por el Gobierno. 

Los que tengan pesas fallas, incurren en 
las multas siguientes: De cuatro onzas á 
una libra, seis reales por cada adarme de 
falta; de una libra á dos libras, cuatro rea- 
les: de dos libras hasta doce, cuatro pesos 
por cada onza de falta; de doce libras hasta 
una arroba, tres pesos por cada onza de 
falta; de una arroba á un quintal, un peso 

1 )or onza; de un quintal para arriba, 6 rea- 
es por onza (1). 

petición. — Todo ciudadano tiene el 


derecho de petición para ante todas y cua- 
lesquiera autoridades del Estado (1). 

Toda petición hecha ante cualquiera autori- 
dad, oficina ó Tribunal, debe ser escrita en 
papel sellado de la segunda clase (2). Los 
empleados y oficiales públicos encargados 
de recibirlas, no deben dar curso á ninguna 
que no sea presentada en el papel que cor- 
responde. 

No debe darse curso tampoco á ninguna 
petición dirigida á los Jueces y Tribunales 
de la República, en que los interesados ha- 
gan uso de términos irrespetuosos é incon- 
venientes. — Véase Escritos. 

pezca de anfibios. — Véase Anfi- 
bios. 

pezqfisas secretas. — Están espre- 
samente abolidas en el juicio criminal, el 
cual debe empezar precisamente, por acusa- 
ción de parte 6 del acusador público (3). 


PL 


PLANILLA BE COSTAS.— Véase Costal. 

PLAZA DE LA INDEPENDENCIA.- — Es- 
ta es la denominación de la Plaza contigua 
al mercado principal por la parte del Este. 

Todos los edificios que forman la plaza 
de la Independencia, están sugetos á una 
construcción y arquitectura precisa y deter- 
minada. 


Los propietarios de los terrenos con 
frente á la plaza de la Independencia, tienen 
la obligación de conformarse estrictamente 
á la arquitectura determinada por punto ge- 
neral, observando su forma exterior, tanto 
en el ramo de albañilcria, como en los de 
carpintería y herrería (4). 


PO. 


poder. — Instrumento público en vir- 
tud del cual, uno dá facultad á otro para 
que le represente. 

No es necesaria en los poderes, cláusula 
especial para asistir al juicio de concilia- 
ción, quedando los mandatarios responsa- 
bles de las estipulaciones á que se presten 


(1) Decreto de tí) de Diciembre de 1820» 


en aquel acto, como en cualquier otro en 
ue eseedan ó contraríen las instrucciones 
e su mandante (5). 


(1) Art. I4S de la Constitución. 

(?) Art. 2.° de la ley de papel sellado para el año 
de 1800. 

(8) Art. 1 15 de la Comti.ucion. 

(4) Decreto de 20 de Febrero de 1837. 

(5) Ley de 13 de Julio de 1830. art. . 
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Está declarada abolida la antigua prácti- 
ca de presentar al Superior Tribunal de 
Justicia para su examen, los poderes veni- 
dos del Extranjero para cobrar herencias ó 
deudas. Trayendo su origen aquella prácti- 
ca de la prohibición á los Extrangeros de 
heredar en las Colonias Españolas, y ha- 
biendo cesado esa causa con la emancipa- 
ción política de la República, fue en con- 
secuencia declarada abolida la práctica in- 
dicada (1). 

Los poderes, asi como toda escritura pú- 
blica, en que antes intervenía la firma de 
dos testigos, deben ser firmados para su va- 
lidez, por tres testigos idóneos, que no sean 
dependientes, paniaguados ni parientes has- 
ta el cuarto grado del Escribano ó Juez au- 
torizante (2). 

roBEi ejecutivo. — El Poder Ejecu- 
tivo se forma del Presidente de la Repú- 
blica y los Ministros de Estado. — Véase 
Presidente de la República. — Ministros 
de Estado. 

podf.r jimcut.. — Véase Adminis- 
tración de Justicia. 

poder LEJULiTivo. — Véase Cuerpo 
Lejislaiivo. 

policía. — El servicio del ramo de Po- 
licía, está á cargo de un Gefc Político en 
cada Departamento del Estado, y de los Co- 
misarios de Sección correspondientes, co- 
mo auxiliares de aquel, con los subalternos 
y celadores necesarios. 

En la Capital, cada sección de Policía 
se compone de un Comisario, un sargento 
y ocho celadores. Los celadores sobrantes, 
forman una compañía urbana, destinada es- 
clusivamente al servicio de Policía, manda- 
da por oficiales de línea (3). 


(1) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 22 <!• Abril 
de 1852. 

(2) Arl. 1 • do la ley de 2fl de Junio d¿ 1858. 

(3) D.'crdu de 15 de Mayo de I8GO. 
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Las oficinas de Policía, tienen ademas 
los empleados qnc se requieren para el ser- 
vicio público, y una caja Receptora de los 
ramos é impuestos anexos á ella. 

Las principales prescripciones policiales 
son las siguientes; 1 . ° No puede cons- 
truirse edificio alguno por particulares sin 
permiso de la Policía: 2. ° Es prohibido 
embarazar las veredas ó las vias públicas, 
con objeto alguno que impida el tránsito; ' 
los materiales para obras, ú otros objetos, 
solo se deben conservar en la calle el tiem- 
po necesario para las operaciones de carga 
y descarga: 3. ° Es prohibido arrojar á la 
calles, basuras ó aguas sucias; (Véas eJJallcs 
públicas d. w Es prohibido también an- 
dar á caballo á galope por las calles: 5. ° 
Lo es del mismo modo todo juego de azar 
ó de envite, y toda clase de reuniones en 
las pulperías; — (Véase Juegos prohibidos.) 
6. ° Nadie puede mendigar por las calles, 
sin permiso de la Policía, prévias las justi- 
ficaciones del caso (1). 7.® Todo el que 
se encuentre embriagado ó cometiendo de- 
sórdenes, debe ser conducido en arresto á 
la casa central de Policía; 8. ° Es prohi- 
bido el uso de cuchillo, puñal, ó cualquiera 
otra arma corlante, con esccpcion de aque- 
llos cuyo ejercicio lo demande. — (Véase Ar- 
ma cortante.) 9. ° El que tuviese.pesa ó 
medida falla, queda sugelo á las penas es- 
tablecidas. — (Véase Medidas — Pesa.) 10. 
Es prohibido á las carretas de campaña en- 
trar en la ciudad — (Véase Carretas de 
Campaña). 11. Lo es también incendiar 
cohetes, y conducir por las calles objetos 
de bulto, en las horas de la noche: 12. To- 
da persona que llegue á la Capital, sea por 
tierra ó por mar, debe presentarse en el 


(1) F^t ando drtmmn-do ol rshtblueimicnlo de un* 
cas i di* asilo de m wIíloS timben desaparc*» er los que 
imploran la raridad piblica. un las calles.’ — Véase 
Asilo de Mí mogos. 
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acto, en la Oíicina de Policía, donde liará 
constar su nombre y filiación, obteniendo 
una papeleta que acredite haber llenado es- 
te requisito (1). 13. Los changadores, los 
pordioseros, los carruajes de alquiler y de- 
más rodados de comercio, deben estar re- 
gistrados en la Policía — Véase Changado- 
res — Pordioseros — Carrnages. — Carreti- 
llas de carga. 14. Los sirvientes y sirvien- 
tas, para el servicio doméstico deben tam- 
bién hacer registrar sus nombres en la Po- 
licía — Véase Sirvientes. 

Los infractores de estas disposiciones in- 
curren en penas correccionales, como las de 
mulla ó prisión, que se gradúan por la au- 
toridad de Policía, segun los casos. 

Muchas de las disposiciones anteriores 
son aplicables solamente á la Capital. 

La fuerza de Policía tiene el deber de 
velar sobre la conservación del orden pú- 
blico, y sobre la observancia ’de las pres- 
cripciones policiales; debe también prestar 
su auxilio á la autoridad judicial, cuando 
esta lo requiera, para hacer efectivo el cum- 
plimiento de algún mandato — Véase Ge- 
fes Políticos — Impuestos Policiales. 

policía del puerto» — Véase Puer- 
to. 

póliza. — Libranza ó documento justi- 
ficativo de algún crédito, en favor del. te- 
nedor. 

Una gran parte de la deuda Nacional 
contraída hasta 1835, fué mandada cubrir 
en pólizas, á cuyo efecto se hizo una emi- 
sión de billetes de esta especie, dentro de 
la cantidad de setecientos mil pesos. 

Al pago de estas pólizas fueron adscrip- 
los especialmente, durante cinco años, el 
derecho adicional entonces existente, y el 
de sellos, patentes y alcabalas. 


(!) Edirio>de Poliria tío 8 de Oeluhrc de 1851 y 7 
de Noviembre de 1850. 
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Las pólizas fueron aplicadas á cubrir cré- 
ditos procedentes de dinero suplido al Es- 
tado, y los que se hallaban reconocidos por 
el Gobierno con calidad de cxigibles, y re- 
embolsares á término fijo, gozando el inte- 
rés que el acreedor acordase con el Gobier- 
no, cuyo interés debia ser pagado en efecti- 
vo (1). 

La caja de amortización fué ulteriormente 
encargada de pagar los réditos de las pólizas 
adjudicándole al efecto los fondos necesa- 
rios (2).— Véase Caja de amortización . 

Por último, las pólizas, como los demas 
créditos contra el Estado, fueron incluidos en 
la conversión déla deuda Nacional, y entra- 
ron á formar parte de los titules de Deuda 
pública consolidada. — Véase Deuda 
pública consolidada. 

postDM»sF.*«s. — Es prohibido pedir li- 
mosna sin) conducir una tablilla, expedida por 
la Policía que esta otorgará previa justifi- 
cación del estado del pretendiente (3). 

Está acordado el establecimiento de una 
casa de asilo de mendigos, en cuyo caso, 
desaparecerán los pordioseros que frecuen- 
tan tas calles públicas. 

rosEsioni. — El acto de tener alguna co- 
sa corporal, con animo de adquirirla. Los 
poseedores de tierras de propiedad pública 
tienen derecho á adquirirlas con prefe- 
rencia á cualesquiera otros , apoyándose 
en sus derechos de posesión, sea en ca- 
lidad de enfiteutas ó de otra manera. 

Los que tuvieren mas de veinte años de 
posesión, tiene acción legal á adquirir los 
campos poseídos, por moderada composi- 
ción. 

Los que tuviesen mas de cuarenta años 
no interumpidos do posesión, adquieren en 


(1) Ley de ?9 de Abril de 1835. U. N. 

(2) Ley de U de Junio de 1838 11. N. 

(•i) l'dido de Pulitü de 22 d.* >oú cobre de !8d8. 
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el hecho, la propiedad de las tierras poseí- 
das (1). Esto se estiende con respecto á los 
que á la fecha de la ley, hubiesen ya poseí- 
do sin interrupción ese número de años (2). 

La posesión debe justificarse por el inte- 
resado, en juicio contradictorio con el Fiscal 
del Estado, ante los Tribunales competentes. 
Se considera interrumpida la posesión’, 
por haber dejado de poseer, ó por haber si- 
do denunciado el campo como de propiedad 
pública, ó por haber sido los poseedores ci- 
tados ó emplazados, para denunciarlos ó 
comprarlos, y no haberlo verificado en 
oportunidad (3). 

Está mandado que los poseedores ú ocu- 
pantes de terrenos de propiedad pública, ó 
que se presuma ser tales, y no tengan títu- 
los, sean emplazados á denunciarlos en en- 
fiteusis dentro de sesenta dias de la intima- 
ción. (4). 

En cuanto á la venta de tierras públicas 
está mandada suspender hasta nueva resolu- 
ción del cuerpo Legislativo (5). — Véase De- 
nuncia de campos. 

Los Jueces deben cuidar muy escrupulo- 
samente de no confundir los juicios poseso- 
rios, los de misión en posesión heredi- 
taria y los petitorios, debiendo proceder en 
cada uno de ellos, con arreglo á lo estatui- 
do por las leyes, teniendo muy presente su 
distinta naturaleza. 

Guando manden practicar una mensura, 
y no conste hallarse en posesión del campo 
el que la solicite, deben prevenir al Juez co- 
misionado para el acto, que se abstenga de 
llevarla á efecto, siempre que resulte no ha- 
llarse el solicitante en posesión del campo 


(1) L»*y dé 27 de Abril de 1835. 

(?) Ley de 4 de Abril de 1857. 

(3) Art. 4° y de 5 o del Decreto de 27 de Junio 
de 1885. 

(i) Art. 5 o del D ire!o de 5 de Septiembre de 1856. 
(5) Leves ile & de Julio dc.1852 v r, de Atril de 1868. 


cuya mensura se ha pedido. Deben preve- 
nir igualmente, que en las mensuras que so 
practiquen, no se innove nada en la pose- 
sión que tengan las partes, hasta tanto que 
los derechos respectivos hayan sido defini- 
dos por sentencia competente (1). 

posiciones. — Proposiciones ó pregun- 
tas pertenecientes á la causa, sobre las cua- 
les pide una de las partes, que la otra de- 
clare bajo de juramento. 

Está mandado que siendo el objeto del 
que presenta posiciones, que la parle con- 
traria las absuelva sin término para deliberar 
y pedir consejo, 6 que las ignore hasta el 
momento de contestarlas, es permitido que 
las posiciones se presenten cuando lo quiera 
la parte en pliego cerrado, para que el Juez 
de la causa lo abra en el acto de examinar 
al que debe absorverlas. Esto tiene también 
por objeto, evitar el riesgo de publicidad» 
sobre hechos que deben ser ignorados hasta 
el momento de la absolución de las posicio- 
nes presentadas (2). 

En conformidad con esta disposición, es 
de práctica presentar las posiciones en plie- 
go cerrado. 

poktas. — El servicio general de pos- 
tas en todo el territorio del Estado, está á 
cargo, y bajo la inmediata administración 
de una empresa particular. 

El Tesoro Nacional, concurre en parte á 
sufragar los gastos que demanda este ser- 
vicio. 

Las postas están estacionadas en para- 
ges convenientes» y á distancias proporcio- 
nales, en las distintas líneas que cruzan en 
varias direcciones el territorio de la Repú- 
blica, tocando en todos los departamentos y 
pueblos principales de ella. 


(I) Acuerdo del Superior Tribunal de Ju&licia de 12 
de Octubre de 1859. 

(I) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 3 de Agosto 
de 1852. 
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Los pasaderos asi como ios individuos 
en comisión oficial pueden transportarse li- 
bremente de un punto á otro del Estado 
por la línea de postas, abonando un real 
por cada legua de camino, y siendo acom- 
pañados desde una hasta otra posta en to- 
do su tránsito, por un postillón. Por los 
caballos de carga pagarán un real medio, y 
por los de tiro, dos reales. 

La administración de postas estaba anexa- 
da á la Administración general de Correos; 
pero fué separada de ella, sin perjuicio de 
que toda la correspondencia que se dirija 
por la posta, sea entregada en dicha Admi- 
nistración general, y recibida de ella (1). 
— Véase Correo. 

Por contrato ulterior celebrado con la 
empresa de Mensagerias Orientales, el 15 
de Mayo de 1860, quedó estipulado que 
las balijas de la correspondencia pública 
fuesen conducidas por las diligencias en dias 
determinados para cada linea. Cuando por 


accidentes imprevistos no pudiera ser condu- 
cida de esta manera en los dias designados, 
la empresa debe enviaría á caballo. 

Los encargados de puentes, balsas ó bo- 
tes en los pasages de los ríos, tienen el de- 
ber de servir con prelacion á todo, el pasa- 
ge de la correspondencia pública. 

Está mandada formar una carta postal 
de la República, para cuyo efecto, la Admi- 
nistración de postas, debe pasar al Minis- 
terio de Gobierno, y á la Administración 
general de Correos, el itinerario de las pos- 
tas establecidas. 

La Comisión Topográfica debe formar con 
presencia de estos antecedentes, y del pla- 
no de la República, una carta postal que 
tienda á facilitar en lo posible, la comuni- 
cación con los Pueblos del interior (1). 

postes. — L a práctica de colocar postes 
en las veredas está definitivamente abolida 
y prohibidos estos. Solo es permitido uno 
en el vértice del ángulo de cada vereda (2). 


PB. 


PRACTICANTES DE DERECHO. ■ — LOS 

que hacen el estudio téoríco en la Academia 
de Jurisprudencia. 

Para cursar en la academia, es necesario 
haber hecho los estudios secundarios y cien- 
tíficos en la Universidad, y haber obtenido 
un grado universitario; rindiendo ademas, 
previamente, las pruebas de ingreso, preve- 
nidaspor la Constitución académica. El curso 
académico es de tres años. — Véase Acade- 
mia de Jurisprudencia. 

prácticos lemanes. — Pilotos encar- 
gados de dirigir los buques de ultramar en 
la navegación interior. 

Para ejercer el cargo de practico lemán, 


(I) Decreto de l. c de Diciembre de 1858. 


es necesario ser examinado y patentado por 
el Juzgado de Comercio, con arreglo á lo 
dispuesto por las Ordenanzas, ante el cual 
debe prestar el pretendiente el juramento de 
derecho. Sin embargo, habiéndose suscita- 
do dudas sobre si la facultad de expedir tí- 
tulos de prácticos lemanes, conesponde al 
Gobierno ó al Juez de Comercio, se ludia es- 
te punto pendiente de resolución, á consul- 
ta elevada por dicho Juez al Superior Tri- 
bunal de Justicia. 

Los piacticos estaban constituidos en so- 
ciedad bajo las reglas establecidas en el Re- 
glamento respectivo (3). Pero ulteriormente 


(1) Decreto de 1 1 de Junio de 1859. 

(2) Arl. 9 del Decreto de 25 de Abril de 1854. 
(8) Hcglainento de 29 de Mari'» de 185 1 . 
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las sociedades de prácticos lemanes fueron 
disueltas por resolución del Gobierno (1). 

Los capitanes y consignatarios de los bu- 
ques de ultramar, tienen pues la facultad de 
elegir el practico que les convenga, para 
conducir sus embarcaciones ai punto de su 
destino en el rio. 

Guando los buques de fuera de cabos 
con dirección á Puertos interiores, no tu- 
viesen consignatario en esta plaza, y el capi- 
tán no viniese á tierra y pidiese practico 
desde abordo, la Capitanía del Puerto debe 
proporcionarlo disponiendo del que en el 
acto se le presente, toda vez que fuese pa- 
tentado, y residente en la República. Para 
este efecto, debe tener inscripta en una ta- 
blilla, la relación nominal de todos los prác- 
ticos patentados para el pilotage del rio: 
esta planilla tiene también por objeto, que 
los interesados puedan elejir el práctico que 
les convenga para dirigir sus embarcaciones. 

Los prácticos deben pagar á la Capita- 
nía un peso fuerte por cada viage que ha 
gan, por razón de pasaporte (2). 

El pilotage que deben pagar los buqnes 
que tomen práctico es el siguiente: 

Para ser conducidos al Puerto de Moo- 
video: 

Hasta 9 piés de Burgos de calado /- 45 


de 9 á 40 

50 

de 10 á H 

55 

de 11 á 12 

60 

de 12 á 13 

65 

de 13 á 14 

75 

de 14 á 15 

85 

de 15 á 16 

95 

de 16 á 17 

115 

de 17 á 18 

135 

de 18 á 19 

155 

de 19 á 20 

185 

de 21 piés para arriba 

220 


Para ser conducidos 

de Montevideo á 

Buenos Aires: 


De 9 á 10 piésde Burgos de calado l 45 

de 10 á 11 

50 

de 11 á 12 

55 

de 12 á 13 

65 

de 13 á 14 

75 

de 14 á 15 

85 

de 15 á 16 

95 

de 16 á 17 

115 

de 17 á 18 

135 

de 18 á 19 

155 

de mas de 20 piés de Burgos 185 

de 21 para arriba 

220 

Para ser conducidos á 

Buenos Aires di- 

rectamente desde la boca del rio: 

De 9 piés de Burgos de calado # 50 

de 9 á 10 

60 

de 10 á 11 

70 

de 11 á 12 

80 

de 12 á 13 

100 

de 13 á 14 

120 

de 14 á 15 

140 

de 15 á 16 

160 

de 16 á 17 

190 

de 17 á 18 

220 

de 18 á 19 

250 

de 19 á 20 

280 


de mas de 20 piés de Burgos 320(1) 
No está establecido por el Reglamento, 
el pilotage para los buques que remonten 
el Uruguay ó Paraná. 

Los deberes de los prácticos lemanes, 
son: 1 . ° Prevenir á los Capitanes de bu- 
ques que piloteen, la necesidad de que es- 
tén provistos de útiles para su perfecta amar- 
razón: 2. ° En caso de notar la falta de 
ellos, dar parte inmediatamente á la Capi- 
tanía del Puerto de todo lo que ocurra, ba- 
jo la pena, en caso de omisión, de ser cas- 


di Decreto de 10 de Junio de 185(1. (i) Artículos 2", 27 y SS dei Reglamento de 20 de 

(2) Decreto de 19 de Junio de I85G. art. 5.° Mario de 1H56. 
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tigados con arreglo á la Ordenanza (1): 
3. ° Prestar entera sumisión y obedien- 
cia á las órdenes y reglamentos sanitarios 
(2): 4. ° Adoptar todas las precauciones, 
y observar la vigilancia necesaria, para evi- 
tar cualquiera riesgo ó contratiempo en la 
navegación. 

El práctico que por ignorancia, embria- 
guez ó impericia, hiciese varar ó perder al- 
gún buque, ademas de la obligación en que 
incurre, de pagar con sus bienes los daños 
que causare, debe ser privado del oficio, y 
castigado con todo rigor, en los términos 
prescriptos por el art. 11. Cap. 26 de las 
Ordenanzas (3). 

Ultimamente, los prácticos están en todo 
sugetos á los Reglamentos de Puerto y de 
Policía Sanitaria (4). 

PBBCEPTMtEs. — Los maestros de ins- 
trucción primaría. 

La provisión de preceptores para las es- 
cuelas públicas de enseñanza primaria, cor- 
responde al Instituto de instrucción pública 
por medio de concursos, á los cuales no 
podrán ser admitidos sinó individuos que 
hayan obtenido el titulo de maestro, cor- 
respondiente al grado de enseñanza de la 
plaza vacante. 

Para obtener título de maestro de ins- 
trucción primaria inferior ó superior, se re- 
quiere: 1 ° Tener diez y ocho años cumpli- 
dos de edad: 2 ° Acreditar moralidad de 
costumbres con dos certificaciones firmadas 
por personas caracterizadas: 3 ° Sufrir un 
examen ante el Instituto, ó los miembros de 
esta corporación, comisionados al efecto, so- 
bre las materias que comprenda el grado de 


(1) Art. fl. ° del Reglamento dii Puerto de 22 de 
Junio de 1829. 

(2) Art. 89 del Reglamento de Policia sanitaria de 
2 de Junio de 1838. 

(3) Art. 17 del Reglamento de 29 de Marzo de 1855. 
(i) Art. 30 del mUnto Reglamento. 
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enseñanza del título que se pretenda, y re- 
sultar aprobado en dicho examen. 

Los preceptores de instrucción primaría 
pública, están exonerados de lodo cargo 
concegil, y de cualquier comisión en servi- 
cio público, que no sea relativa á la ins- 
trucción, asi como del servicio activo en la 
Guardia Nacional. 

Para obtener autorización para establecer 
escuelas privadas, ó poder enseñar en ellas, 
se requieren las condiciones prevenidas pa- 
ra obtener el titulo de maestro de instruc- 
ción primaría, con escepcion del examen 
ante el Instituto. 

Guando los establecimientos privados de 
enseñanza primaría, sean habilitados como 
públicos, ¿ incorporados á estos, los Precep- 
tores deberán someterse previamente al exa- 
men indicado, verificado lo cual, y obtenida 
su aprobación, entran en el goce de las pre- 
rogativas conferidas á los Preceptores de 
instrucción primaría pública. — Véase Insti- 
tuto de instrucción pública. — Instrucción 
primaria. 

No pueden ejercer la profesión de Pre- 
ceptores ó maestros de escuela privada: 1 ° 

El que haya sido alguna vez condenado á 
ena aflictiva ó infamante: 2 ° El que se 
alie procesado por algún delito: 3 o El 
que se haya presentado en quiebra declara- 
da fraudulenta. 

Los Preceptores habilitados, deben pre- 
sentar sus alumnos á exámen anualmente, 
designando el Instituto los dias en que hayan 
de verificarse dichos exámenes, y nombran- 
do para presidirlos, una comisión de su se- 
no asociando á ella, c jando lo crea conve- 
niente, uno ó mas maestros, en clase esclu- 
sivamente de exáminadores. 

Los Preceptores deben adoptar para la 
enseñanza, los métodos y testos que pres- 
críba el Instituto de instrucción pública. 

Las faltas en que incurran los Prccep'.o- 
res en el desempeño de sus funciones deben 
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ser juzgadas por el Instituto, y penadas con 
multas, suspensión ó destitución del cargo, 
según la naturaleza de los casos, siendo los 
establecimientos públicos ó habilitados; y 
siendo meramente privados, los hará cerrar, 
siempre que sus practicas ó doctrinas, ofen- 
dan á la moral ó al orden legal de la Re- 
pública (1). 

Ningún Preceptor ó Maestro puede im- 
poner á los alumnos, otras penas que las 
siguientes; 1 . ° Repetición de las tarcas 
escolares: 2. ° Aumento de estas: 3. ° 
Detención en la escuela después de con- 
cluidas las horas de estudio: 4. ° Estar en 
pió durante las horas de clase, ó parle de 
ellas: 5. ° Intimaciones en privado ó pú- 
blicamente de espulsion del establecimiento: 
6. ° Espulsion del mismo, hecha en pri- 
vado ó en público. Estas penas deben gra- 
duarse según la gravedad de la falta. 

Es prohibido en consecuencia á los Maes- 
tros y Preceptores, imponer castigos corpo- 
rales á los niños. Los que lo hiciesen in- 
curren en las penas que el Instituto de ins- 
trucción pública les imponga. 

Cuando cspulsasen á algún niño por in- 
corregible, deben dar aviso al Instituto de 
instrucción pública (2). 

PREVIO DE 1.08 LEVIOKABIOS EX- 

trasveros.— Véase Legionarios Exlran- 
geros. 

PREMIO DE 1.08 OFICIALES RETIRA* 

dos. — A los Gefes y Oficiales del Ejército» 
que con arreglo á la ley de 2 de Junio de 
1835 obtuviesen su retiro del servicio, les 
fué asignada por vía de premio y por una 
sola vez, una cantidad equivalente á veinte 
años del sueldo que les correspondiese como 


{I) Reglamento de Instrucción primaria de 13 de 
Marzo de 1848. 

(2) Adiciones ni lie.* fon .cu lo de instrua ¡<»u p; ¡nutria 
de 13 de M.ti/o de 1 8 


retirados (1). — Véase Retiro de Gefes y 
Oficiales. 

PR ESAS MARITIMAS. — Los objetos que 

se toman al enemigo por mar durante la 
guerra. 

Mientras no exista la Alta Corte de Jus- 
ticia, á la cual compele el conocimiento de 
las causas de Almirantazgo, está mandado que 
en las cansas de presas, conozca en primera 
instancia, el Capitán del Puerto, con un 
Auditor Ciudadano, Abogado, graduado ó 
inteligente, que nombrará en cada una de 
ellas, los segundos en defecto de los pri- 
meros, y los últimos en defecto de los se- 
gundos. Nombrará también un Escribano 
ue actué en la forma prevenida por la Or- 
enanza de marina y del Ejército, para los 
consejos de guerra ordinarios. 

El procedimiento debe ser breve y suma- 
rio, con sugecion á las Ordenanzas de corso 
de 1801, de Marina de 1793, y de Ma- 
triculas de 12 de Agosto de 1802. 

En segunda instancia, debe conocer un 
Consejo de guerra de Mal ina, compuesto del 
Gefe de mayor graduación de ella, y cuatro 
oficiales de los mas antiguos, desde Capitán 
inclusive para abajo, con un Auditor nom- 
brado en la forma prevenida para la prime- 
ra instancia, y un Secretario, lomado de 
la clase de los subalternos, como en los 
Consejos de guerra. 

En tercera y última instancia, debe co- 
nocer una Junta de seis Gefes de marina, 
presidida por el Ministro Secretario de Es- 
tado del ramo, reemplazándose los que fal- 
len de aquellos, con Gefes del Ejército, á 
elección del Presidente, los cuales observa- 
rán el orden de la votación y asientos, se- 
gún sus grados militares. 

El Auditor de este Tribunal, deben ser 
abogado, no pudiendo cscusarsc, ni ser re- 


( 1 ) Decreto de 12 do Junio d» 

£8 


Digitized by <^.ooQle 



PII 


— 218 - 


cusado, sin causa legitima y bastante, ajui- 
cio del Presidente, á quien compete su nom- 
bramiento. Si este nombramiento recayese 
en algún miembro del Poder Judicial, se pe- 
dirá su concurrencia por oficio al Presiden- 
te del Tribunal Superior de Justicia, y ten- 
drá asiento á la derecha del Presidente. El 
Secretario será elegido por el mismo, de la 
clase de oficiales indistintamente, sin suge- 
cion á grados (t). 

PRESCRIPCION DEL DESECHO DB 

hipoteca. — Uno de los modos de extin- 
guirse la acción hipotecaria por el lapso del 
tiempo. 

La hipoteca convencional se prescribe por 
diez años, contados desde el dia de la to- 
ma de razón en el registro de hipotecas, si 
antes no se renueva la obligación, por me- 
dio de instrumento público. — Véase Regis- 
tros de Hipotecas. 

La hipoteca legal que tienen las muge- 
res en los bienes raíces de sus maridos, y 
de los que tienen guardador en los bienes 
de estos, se prescribe por ocho años desde 
el dia déla disolución del matrimonio, ó desde 
el dia en que hubiese terminado la adminis- 
tración del guardador. Este término no em- 
pieza á correr contra los menores, sino des- 
de el dia en que cumplan la mayor edad, ó 
sean habilitados por la ley. 

La hipoteca legal que tiene el Estado, la 
Iglesia, y los establecimientos públicos crea- 
dos por la ley, en los bienes de los adminis- 
tradores ó arrendadores de sus cosas, en los 
de los recaudadores de sus rentas, y en los 
de los deudores de contribuciones de cual- 
quier clase, se prescribe por un año desde 
el dia en que hubiese cesado la administra- 
ción, ó terminado el arrendamiento y la re- 
caudación, ó desde el dia en que la contri- 
bución fuese exigiblc según derecho. 

(1) Ley de 23 de Noviembre de 1814. 
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La hipoteca legal que tiene el legatorio 
en los bienes de la herencia, se prescribe 
por dos años contados desde el dia en que 
hubiese podido exigirse la entrega del lega- 
do de los herederos, ó de quien hiciese sus 
veces conforme á derecho. 

Se prescriben por igual tiempo las hipo- 
tecas ó privilegios legales por la dote pro- 
metida, después del matrimonio. 

La hipoteca judicial adquirida por la via 
del asentamiento, se prescribe por un año 
desde el dia en que el acreedor hubiese per- 
dido la posesión de los bienes del deudor 
dados en asentamiento. 

La que resulta de embargo judicial en fa- 
vor del ejecutante, no se prescribe por tiem- 
po alguno, mientras el embargo no sea al- 
zado por el Juez que conoce de la causa. 

Los términos designados para la prescrip- 
ción de las hipotecas, corren indistintamente 
contra presentes y ausentes, ya se halle el 
inmueble ó inmuebles hipotecados, en poder 
del deudor originario, ó de terceros posee- 
dores. 

La simple renovación de la loma de ra- 
zón practicada por el acreedor, sin constan- 
cia de haberse renovado el contrato princi- 
pal, no interrumpe la prescripción estable- 
cida por la ley, á favor del deudor 6 del ter- 
cer poseedor (1). — Véase Tercer poseedor . 

presentación A la policía. — To- 
da persona que llegue á la Capital, sea por 
mar ó por tierra, debe presentarse en el acto 
á la oficina central de Pulida, donde hará 
constar su nombre y fdiacion, y obtendrá una 
papeleta que acredite haber llenado aquel 
requisito (2). 

PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA. El 

Gcfe Superior de la Administración general 
del Estado. 

(1) Ley de 12 de Junio de 1856. Cap. 9. 

(2) Edictos de Policía d¿ 8 de Octu tre d > 1851 , y 7 
de Noviembre de 1859. 
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El Presidente fe la República, es elegido 
en sesión permanente por la Asamblea Ge- 
neral, á pluralidad absoluta de sufragios, espre- 
sados en balotas firmadas, que lee pública- 
mente el Secretario. 

Las funciones del Presidente de la Repú- 
blica duran cuatro años, y no puede ser 
reelecto sin que medie igual espacio de tiem- 
po entre su cese, y su nueva elección. 

Para ser nombrado Presidente de la Re- 
pública se requieren las condiciones siguien- 
tes: 1 . ° Ciudadanía natural con siete años 
cuando ménos de ejercicio antes del nom- 
bramiento: 2. ° Treinta y tres años cum- 
plidos de edad: 3. ° Un capital de diez 
mil pesos, ó una reata equivalente, ó pro- 
fesión científica que la produzca. 

Antes de entrar al ejercicio del cargo, 
debe prestar ante el Presidente del Senado, 
que lo es de la Asamblea General, y á pre- 
sencia de esta, jnramento de desempeñarlo 
debidamente, de proteger la religión del Es- 
tado, conservar la integridad é independen- 
cia de la República, y hacer observar fiel- 
mente la Constitución. 

La renta anual de que haya de gozar el 
Presidente de la República, es designada 
por la Asamblea antes de su elección (i). 

La conservación del órden y tranquilidad 
en lo interior, están especialmente enco- 
mendadas al Presidente de la República. 

Le corresponde el mando superior de 
todas las fuerzas de mar y tierra, y es- 
tá esclusivamente encargado de su dirección; 
pero, no puede mandarlas en persona, sin 
previo consentimiento de la Asamblea Ge- 
neral, espresado por dos terceras partes de 
votos (2). 

Las atribuciones del Presidente de la Re- 
pública son las siguientes: 1 ° Poner ob- 


(1) Cap. t, Sección 7 de la Constitución. 

(2) Art.,79 y 80 ge la Constitución. 
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jccioncs, ó hacer observaciones, sobre los 
proyectos de ley remitidos por las Cáma- 
ras, y suspender su promulgación hasta la 
resolución del Cuerpo Legislativo. — (Véase 
Leyes Nacionales ): 2. ° Proponer á las 
Cámaras proyectos de ley, ó modificaciones 
á las que hubiese dictado: 3. ° Pedir á la 
Asamblea General la continuación de sus 
sesiones, no pudiendo esta pasar de un mes, 
y por resolución de dos terceras partes de 
votos: 4. ° Nombrar y destituir los Mi- 
nistros de Estado, y los Oficiales de la Se- 
cretaria: 5. ° Proveer los empleos civiles y 
militares, conforme á la Constitución y á 
las leyes, con obligación de solicitar el 
acuerdo del Senado, ó de la Comisión Per- 
manente, estando aquel en receso, para los 
Enviados Diplomáticos, Coroneles, y demas 
Oficiales superiores de las fuerzas de mar y 
tierra: 6. ° Destituir los empleados, por 
ineptitud, omisión ó delito; en los dos pri- 
meros casos, con acuerdo del Senado, ó en 
su receso con el de la Comisión Permanen- 
te; y en el último, pasando el expediente á 
los Tribunales de Justicia, para que sean 
juzgados legalmente. Se esceptuan de esta 
regla, los empleados amovibles: 7. ° Ini- 
ciar con conocimiento del Senado, y con- 
cluir tratados internacionales, necesitando 
para ratificarlos, la aprobación de la Asam- 
blea General, 8. ° Celebrar en la misma 
forma, concordatos con la Silla Apostólica; 
ejercer el patronato, y retener ó conceder 
pase á las Bulas Pontificias, con arreglo á 
las leyes: 9. ® Declarar la guerra, prévia 
resolución de la Asamblea General, después 
de haber empleado todos los medios de evi- 
tarla, sin menoscabo del honor y de la in- 
dependencia Nacional: 10. Dar retiros, con- 
ceder licencias, y arreglar las pensiones de 
todos los empleados civiles y militares, con 
sagecion á las leyes: 1 1 . Tomar medidas 
prontas de seguridad en los casos graves é 
imprevistos de ataque exterior ó conmoción 
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interior, liando inmediatamente cuenta á la 
Asamblea General, ó en su receso á la Co- 
misión Permanente, de lo ejecutado y sus 
motivos, estando á su resolución (1). 12. 
Hacer publicar y circular las leyes que dic- 
te el Cuerpo Legislativo; ejecutarlas y ha- 
cerlas ejecutar, expidiendo los Reglamentos 
que sean necesarios al efecto: 13. Cuidar 
de la recaudación de las rentas públicas y 
contribuciones generales, asi como de su 
inversión con arreglo á las leyes: 14. Pre- 
sentar anualmente á la Asamblea General 
el presupuesto de gastos de la Administra- 
ción para el año entrante, y dar cuenta ins- 
truida de la inversión de ¡os fondos recau- 
dados durante el anterior: — (Véase Presu- 
puesto general de Gastos ); 1 5. Convocar 
la Asamblea General en la época prevenida 
por la Constitución, no siéndole permitido 
impedirlo, ni poner embarazo á sus sesio- 
nes (2): 16. Hacer la apertura de estas, 
reunidas ambas Cámaras en la Sala del Se- 
nado, informándolas en ese acto, del estado 
civil y mi’itar de la República, y de las me- 
joras y reformas que considere dignas de su 
atención: — (Véase Mensage) 17. Dictar 
las providencias necesarias, para que las 
elecciones se realicen en la época determi- 
nada por la Constitución y para que se ob- 
serve en ellas lo dispuesto por la ley, sin 
que puedan por motivo alguno suspenderse 
dichas elecciones ni variar sus épocas, sino á 
virtud de resolución de la A. General (3) 
(Véase Elecciones.) 18 Indultar de la pena 
capital, previo informe del Tribunal ó 


• i) Es lamentable que el prece, to constitucional no 
sea mas txplícito en este punto, ó al menos que una 
l**y especial no haya determinado de una manera pre- 
ci.-a su laütud. La vaguedad deque él adolece ha dado 
mérito en distintas oca* iones á dudas y á diversas 
interpretaciones, sobre los limites de las facultades 
del Gefe del Estado en los casos previstos. 

(2) Las sesiones ordinarias de la Asamblea Gene- 
ral, principian el dia 15 de Febrero de cada afio, y 
concluyen el 15 de Jnnio siguiente. 

(3) Art 81 y 82 déla Constitución. 
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Juez ante quien penda la^ausa, en los de- 
litos no csceptuados por las leyes, y cuando 
medien poderosos motivos: (Véase Indulto). 

El Presidente de la República, no puede 
salir del territorio de ella durante el tiempo 
de su mando, sino con autorización de la 
Asamblea General, espresada por dos terce- 
ras partes de votos. Tampoco puede hacerlo 
hasta después de vencido un año, á contar 
desde el dia en que hubiese cesado en el 
ejercicio de sus funciones (1). Véase Resi- 
dencia. 

No puede privar á nadie de su libertad 
personal, á no ser que lo exija urgentisi- 
mamente el interés público, en cuyo caso, se 
limitará al simple arresto del individuo, con 
obligación de ponerlo, en el perentorio tér- 
mino de veinticuatro horas, á disposición 
de su Juez competente. Tampoco puede per- 
mitir goce de sueldo por otro titulo que el 
de servicio activo, jubilación, retiro ó mon- 
tepío, con arreglo á las leyes; ni expedir 
órden alguna sin la firma del Ministro res- 
pectivo, sin cuyo requisito, nadie está obli- 
gado á obedecerla (2). 

pbesideate del SENADO. — El Pre- 
sidente del , Senado, lo es de ambas Cáma- 
ras, cuando estas se reúnen en Asamblea 
General. 

En los casos de enfermedad ó ausencia 
del Presidente de la República, ó mientras 
se proceda á nueva elección por su muerte 
renuncia ó destitución; ó en el caso de sa 
cese por haberse Cumplido el termine 
de la ley, el Presidente del Senado entra 
á suplirte, ejerciendo las funciones ane- 
xas al Poder Ejecutivo, quedando entre- 
tanto, suspenso de las del Senado (3). 

Durante el tiempo en que el Presidente 


(f) Art. 83 de !» Constitución. 

(2) El mismo artículo constitucional. 

(3) Art. 77 de la Constitución. 
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del Senado ejerza las funciones anexas al 
Poder Ejecutivo, goza de una renta equiva- 
lente á la mitad del sueldo asignado al Pre- 
sidente de la República (1). 

Terminadas estas funciones, vuelve al 
ejercicio de la Presidencia del Senado, la 
cual es desempeñada, durante su ausencia, 
por el primer Vice Presidente. 

presos. — Los presos pueden serlo por 
pena correcional, por condena, ¿ por delito 
cuya causa se halle pendiente ante Juez com- 
petente. 

Los primeros se hallan á cargo de la au- 
toridad de Policía, y el término de su pri- 
sión se arregla á la gravedad de la falta en 
que hubiesen incurrido. 

Los segundos, que son comunmente con- 
denados á trabajos públicos, sufren su con- 
dena por el tiempo que se les hubiese im- 
puesto. „ 

Los últimos, ó sean aquellos dé cuyos de- 
litos debe conocer el Juzgado del Crimen ó 
el Alcalde Ordinario, después de aprehendi- 
dos por la Policía, y formadose la corres- 
pondiente información sumaria sobre el he- 
cho, son remitidos con esta, con el informe 
facultativo en su caso, y con el cuerpo del 
delito, si lo hubiese, al Juez competente. 

Los presos no deben ser mortificados en 
sus prisiones, ni debe permitirse en ningún 
caso, que las cárceles sirvan para otra cosa, 
que para conservarlos en seguridad (2). 

Es prohibido á los Alcaides de las cár- 
celes agravar la prisión de ningún individuo, 
sin órden del Juez de la causa, bajo las pe- 
nas impuestas al delito de detención arbitra- 
ria. Cuando la seguridad de algún preso 
demandase urgentemente la adopción de al- 
guna medida, á hora en que no pudiese con- 
sultarse al Juez, ó en circunstancias ex- 


(1) Ley de 8 de Marzo de 1831. 

(2) Art. i 38 de la Constitución. 
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traordinarias, el Alcaide lo pondrá en su 
noticia oportunamente, para que dicte las 
providencias convenientes (1). 

En los delitos en que no baya de recaer 
pena corporal, ios acusados debén ser pues- 
tos en libertad en cualquiera estado de la 
causa, dando fianza legal (2). 

Ningún individuo puede ser preso por 
causa civil que no proceda de delito ó cuasi 
delito (3). 

Esta mandado que el Tribunal de Con- 
sulado, cuyas funciones ejerce el Juez letra- 
do de Comercio, pueda mandar presos á la 
Cárcel pública (4). Es entendido que esto 
solo debe tener lugar en casos de quiebra 
según la gravedad de sus circunstancias, 
y con sugecion á las reglas que quedan in- 
dicadas. 

Ningún Ciudadano puede ser preso sino 
infraganti delito, ó habiendo semiplena prue- 
ba de él (5). 

Está mandado que los Jueces se abstengan 
de poner en arresto á persona alguna sin justa 
y grave causa, y auto motivado, en que se 
especifiqu» el delito, y sirva de cabeza de 
proceso: quo en las prisiones, hagan distin- 
ción de la calidad de las personas, y grave- 
dad del crimen, lo eonñindiendo en ellas á 
vecinos honrados, con los malvados y clases 
bajas; y que á ningún preso se le detenga 
en la cárcel por costas ni derechos de car- 
relage, ú otros semejantes, sino que ponién- 
dole en libertad, luego que conste su ino- 
cencia, ó haya purgado su delito, los que 
adeude, se le cobren de sus bienes, si los 


(1) Art. 14 y 15 del Decreto de 6 de Febrero de 1827. 

(2) Art. 72 del Reglamento de Administración de 
Justicia de 10 de Agosto de 1829 y art. 489 de la 
Constitución; y 56 de la ley de 9 de Mayo de 1856. 

(3) Art. 72 del Reglamento de administración de Jus- 
ticia de 10 de Agosto de 1829. 

(4) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 22 de Abril 
de 1825. 

(ó) Art. 113 de la Constitución. 
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tuviere, y no teniéndolos, los pierdan los 
acreedores, obligados por su oficio, á servir 
sin estipendio á los pobres (1). — Véase Jui- 
cio criminal. 

PBESVniGSTO «ENEKUm CASTOS. 

— El Poder Ejecutivo debe presentar anual- 
mente á las Cámaras Legislativas, el pre- 
supuesto de los gastos generales de la Ad- 
ministración, y el de los recursos con que 
esos gastos deben sufragarse. Debe acom- 
pañar, del mismo modo, una relación de to- 
das las rentas que hubiesen estado en ejer- 
cicio el ¡dio último; del importe que cada 
una haya producido, y de lo que calcule de- 
ban producir, para aplicarlo al pago de los 
gastos presupuestados: designará también 
tas rentas é impuestos que puedan rematar- 
se, y el tiempo de la duración del remate (2). 

A la Asamblea General compete aprobar 
ó reprobar, aumentar ó disminuir los gastos 
calculados; crear contribuciones y recursos 
para cubrirlos, determinar su distribución, y 
suprimir, modificar, ó aumentarlos existen- 
tes (3). 

Sancionado él presupuesto general de 
gastos por el Cuerpo Legislativo, y promul- 
gado en la forma de estilo, queda determi- 
nada la inversión precisa de las rentas de 
la Nación, y es deber del Poder Ejecutivo, 
observarlo en todas sus partes, sin que le 
sea permitido legalmente distraer los cau- 
dales públicos, para objetos que no estén 
designados en la ley del presupuesto gene- 
ral. 

Fué declarada vigente para el año. eco- 
nómico de 1859, la ley del presupuesto, 
dictada el 14 de Julio de 1857 para elaño 
de 1858 (4). Pero no alcanzando el cálcu- 


(1) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 19 de Junio 
de 1821. 

(2) Ley de 24 de Marzo de 1832. 

(3) Art. 17 déla Constitución. 

(4) L«y de II de Julio de 1859. 
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lo de los recursos á cubrir los gastos de la 
Administración, el Poder Ejecutivo fué au- 
torizado para atender a ellos, en la forma 
que fuese posible. 

Fué del mismo modo autorizado para ha- 
cer los gastos extraordinarios que deman- 
dase la defensa de la República en las cir- 
cunstancias que pudiesen ocurrir, pudiendo 
realizar en tal caso, operaciones de crédito 
á la par, al máximun de doce por ciento de 
interés anual, y á los mas largos plazos po- 
sibles; y también para rescatar las rentas 
públicas de las afectaciones que reconocie- 
sen, por medio de empréstitos arreglados á 
las condiciones indicadas, con calidad de 
dar cuenta de todo al Cuerpo Legislativo, 
á la apertura de las sesiones (1). 

El presupuesto general de gastos, debe 
ser presentado por el Poder Ejecutivo á las 
Cámara»' Legislativas, antes del 1 . ° de 
Abril de cada año, y las cuentas de la in- 
versión de las rentas públicas, en los quin- 
ce dias siguientes á la apertura de las se- 
siones (2). 

prisión. — Véase Presos. 

privilegio. — Gracia especial conce- 
dida á alguno, para el ejercicio de alguna 
industria, ,con prohibición [de ejercerla nin- 
guna otra persoua. 

O Gobierno está facultado para expedir 
patentes de privilegio esclusivo, en los ca- 
sos de invención , de mejora de invencio- 
nes ó de importación de invenciones. 

La duración del privilegio debe limitarse 
á diez años para el autor; ocho para el in- 
troductor, y seis para el perfeccionador del 
invento. 

Concedido el privilegio, debe señalarse 
por el Gobierno, un plazo dentro del cual 


(O La misma ley. 

(2) Ley de 5 de Mayo de 18C0. 
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sea planteada la industria á que él se re- 
fiera. 

Mediando fuerza mayor ó caso fortuito, 
raede el Gobierno extender el término del 
mvilegio, siempre que el interesado lo so- 
icite, cuando menos seis meses ántes de su 
expiración: la prórroga, en ningún caso po- 
drá exceder de la tercera parte del término 
del privilegio. 

La Nación no garante ni el mérito ni la 
prioridad de las invenciones ó mejoras. 

Las cuestiones que puedan suscitarse so- 
bre si el invento ó mejora introdneida, es- 
taba ya en el dominio público en la época 
de la concesión, deben ser dirimidas por los 
Tribunales. 

Todo aquel que solicitase un privilegio 
esclusivo, debe presentarse al Poder Ejecu- 
tivo con una relación clara y sucinta del 
invento, sus muestras, dibujos ó modelos, 
según lo permita la naturaleza de los casos, 
jurando pertenecerle la propiedad, y solici- 
tando una patente que le sirva de titulo. 

El pretendiente, antes de recibir la pa- 
tente, debe enterar en Tesorería general 
cien pesos fuertes, destinados á costear una 
sata en el Museo Nacional, donde se depo- 
siten las muestras, dibujos ó modelos, y (os 
expedientes seguidos para obtener el privi- 
legio (i). 

Todo privilegio obtenido por falsos tes- 
timonios ó informes, sobre algo que estuvie- 
ra ya en el dominio público, debe ser anu- 
lado; condenado en las costas del proceso el 
privilegiado, y en una multa de mil pesos, ó 
seis meses de prisión. 

En caso de declararse por Tribunal com- 
petente, que alguno ha invadido los dere- 
chos de un patentado, ademas de pagar el 
contraventor los daños y perjuicios, queda 


(I) El ca'aMcchniento de esta sala no se ha rea!i 
zado. 


sugeto á la pena de quinientos pesos de mul- 
ta, ó tres meses de prisión. 

Al caducar un privilegio por vencimiento 
del plazo, el Poder Ejecutivo, debe hacerlo 
saber por la prensa (i). 

PR«ciiR\iMK. — El que en virtud de 
poder representa á otro en juicio. 

Los procuradores son nombrados y titu- 
lados por el Superior Tribunal de Justicia, 
sin limitación de número, Uenando los re- 
quisitos legales. 

Las partes pueden presentarse ante los 
Tribunales de la República, por si mismas, 
ó por medio de apoderado que las represen- 
ten, sin que sea necesaria la calidad de Pro- 
curador con titulo (2). 

Está mandado que los Procuradores de 
número concurran al Tribunal lodos los dias 
de audiencia, antes que este se reúna, para 
presentar los pedimentos que tengan que in- 
troducir, oir notificaciones, practicar sorteos 
y demas que corresponda, asi como que 
asistan á las públicas y á la vista de los pro- 
cesos en que sean parte, debiendo ser pe- 
nada cada falta con dos pesos de multaapli- 
cables á gastos de estrados (3). 

Cuando no puedan concurrir á las au- 
diencias públicas, deben pasar aviso por es- 
crito á la Escribanía de Cámara, en el cual 
espresen el impedimento que tuvieren. Tres 
faltas continuadas sin aviso, constituyen 
motivo para una multa extraordinaria: la re- 
petición de estas tres faltas, sin aviso por 
segunda vez, dá mérito á suspensión tem- 
poral, y la reincidencia debe ser penada [con 
destitución del empleo. 

. En caso de que un Procurador se vea obli- 
gado á faltar á mas de tres audiencias con 


(1) Ley de 14 de Junio de 1858. 

(2) Art. 69 y 70 de la ley de 9 de Mayo á¿ 1856. 

(3i Acuerdo del Tvibunal de Julieta da 2 de Mavo 
de 1&17. 
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motivo de enfermedad, debe acompañar el 
cuarto aviso con certificado de medico, en 
virtud de) cual se le considerará con licen- 
cia hasta que pueda concurrir. 

Los Procuradores no pueden ausentarse 
del Departamento de la Capital en dias de 
Tribunal, sin previo permiso de este, y el 
que lo hiciere por mas de veinticuatro ho- 
ras sin este requisito, incurre en la pena de 
destitución de su oficio (1). 

Todas estas disposiciones vinieron á ser 
inaplicables," y á quedar, como han quedado, 
sin efecto, desde que el oficio de procurador 
dejó de ser un beneficio, puesto que por la 
disposición del art. 70 de la ley de 9 de 
Mayo de 1856, quedaron los litigantes fa- 
cultados para hacerse representar por cual- 
quiera individuo 

Desde entonces, no seria justo imponer, 
á los Procuradores, cargas del oficio, á la 
vez que estuvieran exonerados de ellas, los 
que sin titulo de tales, {ejerciesen las mis- 
mas funciones. Asi pues, las prescripciones 
impuestas á los Procuradores, que quedan 
citadas, no se observan en la práctica. 

Esta mandado que los Procuradores, así 
como los Abogados, concierten y firmen las 
relaciones, antes de la vista de los pleitos 
en' definitiva, bajo las penas de derecho (2). 

PROCURADORES FISCALES. Véase 

Herencia. 

PROFESORES DE MEDICINA. VÓaSC 

Médicos. 

PROMULGACION DE LAS LEVES. La 

promulgación y circulación de las leyes san- 
cionadas por el Cuerpo Legislativo, corres- 
ponde al Poder Ejecutivo, para cuyo efecto, 
una de las Cámaras de aquel Cuerpo, debe 


(f ) Acuerdo del Tribunal de Ju¿tiii i de 10 de Marzo 
de 1856. 

(2) Acurrd r del Triliuna) de Justicia de 33 de 
Agosto de IKi>8. 


comunicarlas al Presidente de la Repú- 
blica. 

Cuando el Poder Ejecutivo tuviese ob- 
jeciones que oponer ú observaciones que 
hacer á la ley que le hubiese sido remitida, 
debe devolverla con dichas observaciones á 
la Cámara remitente, ó en su receso á la 
Comisión Permanente, dentro del preciso 
término de diez dias, desde la fecha en que 
la hubiese recibido. 

La Cámara invitará á la otra para recon- 
siderar la ley en reunión general, y se esta- 
rá á lo que resuelvan dos terceras partes 
de sufragios. 

En tal caso, las votaciones deben ser no- 
minales por sí 6 no, y tanto los nombres y 
fundamentos de los sufragantes, como las 
objeciones ú observaciones del Poder Eje- 
cutivo, deben publicarse inmediatamente por 
la prensa. 

Si la ley devuelta por el Gobierno fuese 
desaprobada, quedará suprimida, sin que 
ueda volver á tomarse en consideración 
asta la siguiente Legislatura: pero, si el 
Cuerpo Legislativo, no obstante las obser- 
vaciones del Ejecutivo, insistiese en su san- 
ción, tendrá fuerza de ley, y deberá pro- 
mulgarse sin reparo. 

Las leyes sancionadas por el Cuerpo Le- 
gislativo á que el Gobierno no tenga reparo 
ue oponer, deben ser promulgadas dentro 
e diez dias (i). 

propiedad individual. — El dere- 
cho de propiedad es sagrado é inviolable: 
nadie puede ser privado de ella, sino con- 
forme á las leyes. 

En el caso de necesitar la Nación la pro- 
piedad particular de algún individuo para 
destinarla á usos públicos, recibirá este del 
Tesorero Nacional una justa compensación (2). 
Véase Expropiación. 


(I) Cap. 2 9 y 3 Sección G 58 de la Constitución. 
(3) A r t. 11f de la Constííuc on. 
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Nadie puede ser obligado á prestar auxi- 
lios, sean de la clase que fueren, para los 
Ejércitos, ni á franquear su casa para el alo- 
jamiento de militares, sino de orden del 
Magistrado civil, según la ley recibiendo 
del Estado la indemnización á que hubiere 
lugar (1). 

Sin perjucio de esto, todo habitante del 
Estado, tiene derecho á ser protegido en el 
goce de su propiedad (2). 

propiedades pCblicas. — El Gobier- 
no fué facultado por la ley de 2 1 de Octu- 
bre de 18Í3, para empeñar, hipotecar y 
vender, todas y cualesquiera propieda- 
des públicas, sin restricción ni limitación 
de ninguna especie, con calidad de hacer 
saber al Cuerpo Legislativo, ó á la Co- 
misión Permanente en su receso, los contra- 
tos que hiciese, y con calidad también, de 
que, en cuanto fuese posible, los contratos 
de venta llevasen el pacto de retroventa. 

En uso de esta autorización fueron ven- 
didas algunas propiedades del Estado, c hi- 
potecadas otras. Los efectos de esta ley, 
aunque no derogada por resolución espresa 
han caducado, atento á que ella no tiene 
carácter de permanente, y fué dictada en 
virtud de circunstancias, y para objetos es- 
peciales. 

propio». — Véase Ejido. 

proroo a. — Las sesiones de la Asam- 
blea General, principian el 15 de Febrero, 
y concluyen el 1 5 de Junio de cada año. 
Cuando algún motivo de interes público exija 
su continuación, la próroga no podrá exten- 
derse ámas de un mes, y con anuencia de 
las dos terceras partes de los miembros (3). 

La iniciativa para la proroga de las se- 


(1) Art. 145 de la Constitución. 

(2) Art. 130 de la Constitución. 

(3) Art. 40 d • la Constitución. 


siones legislativas, está cometida al Presidente 
de la República (i). 

protocolo. — Libro en que se asientan 
todos los contratos y otros instrumentos pa- 
sados ante Escribano, para que en cual- 
quier tiempo haya conocimiento de ellos. 

Los protocolos deben formarse por cua- 
dernos enteros, de á cinco pliegos cada uno 
colocados un pliego dentro de otro, de ma- 
nera que la primera foja del cuaderno, cor- 
responda, y esté ligada á la foja décima del 
anterior, y asi de las demás. El escribano 
á cuyo cargo esté el protocolo, no puede 
pasar á la foja siguiente sin dejar sentados 
en la anterior al menos los nombres de los 
contratantes. 

Estos cuadernos, deben ser todos de pa- 
pel sellado de la 3 a clase, y sus fojas to- 
das rubricadas por un Camarista (2). 

A cada uno de los Escribanos que llevan 
protocolo en el Departamento de Montevi- 
deo, deben entregársele al principio de ca- 
da año bajo recibo, dos cuadernos délos que 
quedan indicados, no pudiendo recibir otro 
nuevo sino presen'ado concluido uno de 
aquellos. Los Escribanos de los demas De- 
partamentos, y los Alcaldes Ordinarios, que 
á falta de aquellos, lleven protocolo, deben 
presentar igualmente para la rúbrica seis 
cuadernos, y llenado que sea el cuarto, de 
que certificarán ante testigos, los Alcaldes 
Ordinarios, pedirán de oficio el papel rubri- 
cado que necesiten para llenar el servicio. 

Todos los que lleven protocolo, deben pa- 
sar cada quincena al Tribunal de Justicia, 
una relación jurada de todos los instrumen- 
tos que ante ellos se hubiesen otorgado ó pro- 
tocolizado con especificación de los nombres 
de los otorgantes, del folio, fecha y materia 
del instrumento. 


(() Art. 81 déla Constitución. 

(21 Para este objeto cslíin i-omuionndos loa jubi- 
lados. 

29 
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Con eslos datos debe formarse un regis- 
tro, que al fin de cada año se archive en la 
Escribanía de Cámara. En la misma época, 
todos los protocolos deben ser sometidos 
íntegros, á una visita escrupulosa, en que 
se recorran, cuaderno por cuaderno, y foja 
por foja: esta visita tiene por objeto el cum- 
plimiento de lo prescripto por las leyes, en 
cuanto á la forma probante, y orden de los 
instrumentos. 

La visita de los protocolos debe ser hecha 
en la Capital, por uno de los Srcs. Cama- 
ristas titulares ó jubilados; y en los De- 
partamentos de campaña por el Alcalde Or- 
dinario respectivo, asociado al Presidente de 
la Junta E. Administrativa y su Secretario. 

Al fin del protocolo de cada año, ha de 
ponerse constancia de la visita respectiva, 
asi como en el registro del Tribunal, dando 
cuenta especificada de los abusos ó faltas 
que se hubiesen encontrado. 

Toda escritura y documento protocoliza- 
do, debe hacer espresa referencia á la an- 
terior, en los términos siguientes: Esta es- 
critura sigue inmediatamente á la que 
- otorga 1). N. sobre tal cosa, en tal fecha 
y á tal foja; cuyas referencias han de po- 
nerse en letras, sin emplear números, al fin 
de cada escritura, y antes de la firma del 
otorgante. 

Cualquiera alteración en los protocolos 
llevados por los escribanos, sea en el modo 
de colocar los pliegos uno dentro de otro, 
sea en el número de pliegos de cada cuader- 
no, sea en el modo de encuadernarlos al fin 
del año, trae consigo la presunción dé frau- 
de y en consecuencia la suspensión de ofi- 
cio al que lleve el protocolo, por dos, tres 
ó cuatro años, según los casos. 

Si el fraude presumido resultase proba- 
do, el Escribano incurso en él, queda suge- 
to á privación absoluta del oficio de por v¡- 
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da, sin perjuicio de las penas correspon- 
dientes al delito, según su naturaleza, y de 
las indemnizaciones á que hubiese lugar. 

La falta de presentación dd protocolo de 
cada año á la visita, dentro de los prime- 
ros quince dias del siguiente, asi como la 
de la relación quincenal de las escrituras 
protocolizadas, y de la referencia á la ante- 
rior, que deben llevar al final, debe ser pe- 
nada, por primera vez, con seis meses de 
suspensión de oficio; por segunda con un 
año; por la tercera con dos años; y por la 
cuarta con privación absoluta dd oficio. 

Todas las escrituras públicas deben ser 
firmadas, para su validez, por tres testigos 
idóneos, que no sean dependientes, parien- 
tes hasta el cuarto grado, ni paniaguados 
del Escribano ó del Juez autorizante. 

Las escrituras en que no se observen es- 
tos requisitos, no hacen fe en juicio, y el 
Escribano ante quien se hubiesen otorgado, 
incurre en la pena de privación de oficio, 
y en la obligación de indemnizar los per- 
juicios que ocasionare (1). 

Les Escribanos con registro abieldo de- 
ben llevar dos libros distintos y separados. 
El uno para el protocolo de los testamentos, 
poderes para testar, donaciones causa mor- 
tis , y en general para toda clase de disposi- 
ciones testamentarias: el otro, para el de 
los instrumentos de cualquiera otra natura- 
leza, cuya protocolización se solicité por 
las partes interesadas, y se mande practi- 
car por Juez competente (2). 

Los Alcaldes Ordinarios que actúen sin 
Escribano, pueden llevar protocolo, con su- 
geeion á las prescripciones establecidas en 
la ley, y acuerdos que quedan citados. 

pmjeba. — Véase Término probatorio. 


(1) Ley de 26 de Junio de 1858. 

(2) Art. 2.° de la misma ley y acuerdo del Tri- 
bunal Superior de Justicia de 16 de Octubre d¿ 1858. 
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fuentes. — El derecho de pontazgo 
que se pague en los pasos y ríos del Esta- 
do, está adjudicado á las Juntas Económico 
Administrativas, como rentas municipales, á 
las cuales incumbe también entender en to- 
do lo relativo á la materia. Se esceplúa el 
derecho de los puentes pertenecientes á em- 
presas particulares. 

O puente del Paso del Molino en el Mi- 
guclete, que fué construido por empresa 
particular, pasó á ser de propiedad pública, 
por virtud de expropiación efectuada por el 
Gobierno en uso déla facultad que le acuer- 
da la ley de 8 de Julio de 1853; y sus 
productos pertenecen á la Junta E. Admi- 
nistrativa de la Capital. El peage debe pa- 
garse en el puente ó en la calzada del Ar- 
royo Seco. 

Este peage que era de 240 centésimos 
por cada carreta de campaña: 120 por ca- 
da rodado, y 20 por cada animal vacuno ó 
caballar, está boy reducido á la mitad. 

puerto. — El uso y servicio del Puerto 
está sugelo a reglas precisas de Policía y 
seguridad, cuya observancia es obligatoria 
para todos los que lleguen á él. 

Ninguna embarcación surta en el Puer- 
to puede lanzar su lastre al agua, lastrar ni 
deslastrar, sino con conocimiento y licen- 
cia del Capitán del Puerto, bajo las penas 
de las Ordenanzas de marina. 

Ningún capitán de buque, puede admitir 
a individuo alguno á su bordo en clase de 
marinero, sin que le presente la papeleta de 
despedido del buque á que hubiese pertene- 
cido, con el Visto Bueno del Capitán del 
Puerto. 

Es prohibido hacer maniobras de noche, 
sin' conocimiento y licencia de la Capitanía 
del Puerto. Se esceplúan de esta regla los 
Paquetes á vapor. (Véase Paquetes a va- 
por). Lo es del mismo modo, hacer salva 
de noche, ni aun de dia, después de pasa- 


pit 

das cuatro horas de anclado el buque. Es 
prohibido también todo insulto entre las tri- 
pulaciones de las embarcaciones, boles y 
lanchas, bajo (as penas de la Ordenanza. 

Cuando el Capitán de un buque solicite 
la visita de salida, debe estar á pique de un 
ancla, y en disposición de dar inmediata- 
mente la vela, lo que verificará luego de 
pasada dicha visita. 

Todas las embarcaciones fondeadas en el 
Puerto tienen el deber de franquearse mú- 
tuamente los auxilios necesarios á cualquie- 
ra hora del dia y de la noche, con motivo 
de desamarrarse, ó cualquiera otro fracaso; 
y el que no lo hiciere queda sugelo á una 
mulla de ocho, diez y seis ó veinte y cinco 
pesos, con sugecion á las Ordenanzas. 

Ningún buque puede dar á sus anclas 
otra dirección que la establecida en este 
Puerto que es N. O. y S. E., ni amarrar 
sobre los cables de otro, ó de forma que le 
embaraze en sus borncos. 

Tampoco puede trasladarse de un parage 
á otro, ni salir á franquía sin licencia de la 
Capitanía del Puerto. 

Todo buque que se pusiese en entredicho 
debe mantener, cnarbolada una bandera que 
lo anuncie. — Véase Cuarentena. 

Todo buque anclado, debe tener en sus 
anclas la correspondiente boya: el Capitán 
queno lo hiciese, incurre en una multa de diez 
pesos (1). Véase Capitán de buque. — Fon- 
deadero. 

puertos habilitados. — Los que es- 
tán facultados para el despacho de artículos 
dé importación y exportación marítima. 

Son Puertos habilitados, los de Monte- 
video, Sallo, Maldonado, Colonia, Nueva 
Pahnira y Paysandú. En las Aduanas de 
Montevideo, y Sallo, es permitido el depó- 


( 1 ) R g’amcnto de 22 de J ario de 1820. . 
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sito: lo es ademas, llenadas ciertas condi- 
ciones, en la de Paysandú. — Véase Depó- 
sitos de Aduana en, Páijsamlú. 

Es permlido también el libre depósito en 
el Cuareim y Santa Rosa, luego que se cons- 
truyan edificios con la solidez y capacidad 
necesarias para recibirlos, garantiendo el 
Gobierno el alquiler de uno por ciento sobre 
el costo de ellos y reservándose el derecho 
de expropiación, por su costo justificado y 
mejoras hechas (1). 

. Las demas Aduanas están facultadas para 
despachar los efectos que se introduzcan por 
ellas, con estricta sugecion á las leyes y re- 
glamentos de Aduana (2). 

pulperías volantes. — Las tiendas 
y pulperías volantes están prohibidas, per- 
mitiéndose solamente la venta libre de ha- 
rinas del Pais. Son permitidas aquellas so- 
lo en los Departamentos de Montevideo y 
Canelones; pero con calidad de no poder 
venderse mas que producios manufacturados 
en el Pais, obteniendo previamente la pa- 
tente respectiva. — Véase Impuesto de pa- 
tentes. 

Los que fuesen encontrados con tiendas 
ó pulperías volantes fuera de los límites de 
los Departamentos de Montevideo ó Cane- 
lones, ó sin la patente, estando dentro de 


ellos, incurren en una multa de cincuenta 
patacones: los que lleven artículos de pro- 
ducción extrangera, quedan sugetos á la pe- 
na de comiso (I). 

Los Comisionados para la rcvisacion de 
patentes en los Departamentos de campajjja, 
están encargados de perseguir el tráfico 
clandestino de mercachifles, y no pueden 
exonerar á ninguno, de la mulla en que hu- 
biesen incurrido. 

El importe de las multas que cobrasen, 
con la relación de los multados, debe ser 
pucslo en conocimiento del Gefc Político 
respectivo, entregándole una tercera parte 
de aquel importe, y reservándose las otras 
dos para si, y para el denunciador, caso de 
haberlo (2). 

pulperos. — Les está prohibido, asi á 
estos, como á los demas dueños de casas de 
negocio, vender bebidas espirituosas, á per- 
sonas que se estacionen con el objeto de 
tomarlas en el mostrador. Los infractores 
incurren en una multa de cuatro pesos ó en 
la pena de cuatro dias de prisión, por la 
primera vez: de ocho pesos ú ocho dias de 
prisión por la segunda; y de veinte y cinco 
pesos ó quince dias de prisión por la terce- 
ra (3). 


©U. 


queja directa. — Véase Recurso de 
queja. 

quiebra. — El estado de un comcrcian- 
tc que cesa en sus negocios por trastornos 
que le inhabiliten para pagar sus deudas. 

Todo individuo que se hubiese presenta- 


(1) Decreto de 12 de Abril de 18GO. 

(2) Art. 13 de la lry de 13 de Julio de 1850, y de- 
« eto de 21 de Énero do 1837. 


do en quiebra, queda en el hecho suspenso 
del ejercicio de la Ciudadanía. Guando la 
quiebra fuese declarada fraudulenta, el que- 
brado pierde la Ciudadanía (4). — Véase Fa- 
llido. 


(1) Ley de 9 de Junio de I8\9. 

(2) Decreto de 15 de Diciembre de 1858. 

(0) Eilic'o de Policía de 25 de Abril de I8;0. 

(1) Art. II § (¡ y 12$ 2° de la Constitución. 
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rgbki.dia. — La omisión o inobediencia 
del litigante que no comparece, 6 no respon- 
de al juicio dentro de la citación hecha por 
el Juez. 

Es prohibido el juicio criminal en rebel- . 
dia (1). Está declarado, sin embargo, por 
disposición espresa, que esta prohibición no 
se entiende en cuanto a los efectos civiles, 
en las causas que se sigan ante el Juzgado 
del Crimen: pues si en lo relativo á estos, 
no hubiese quien hiciese la personería del 
reo ausente, ó no quiera hacerla el fia- 
dor, debe seguirse la causa con los estrados 
ó nombrársele defensor de oficio según los 
casos en conformidad con las leyes (2). Es- 
ta Tesolucion fué dictada á virtud de consul- 
ta del Juzgado del Crimen en un caso ocur- 
rente. 

Está mandado que en las causas crimi- 
nales, asi los acusadores públicos, como los 
defensores nombrados de oficio, se expidan 
denlro de los términos legales, y se acusen 
reciprocamente rebeldía, siempre que hubie- 
se demora, bajo aprecibimiento de lo que 
por derecho corresponda (3). 

En las causas, asi civiles como crimina- 
les, una sola rebeldía es suficiente para sa- 
car los autos por apremio. 

- Los oficiales de justicia, al sacar los autos 
están obligados á dar recibo de ellos, si se 
les pidiere; espresando en las diligencias, el 
número de fojas que contengan, y la fecha 
en que los recibiesen. 

Para la computación de lodo término que 
no sea común, se deben contar los dias, 
desde el siguiente al de la última notifica- 
ción (4). — Véase Termino. 


(1) Art. 1 12 de la Conatitncion. 

(2) Acuerdo del Superior Tribunal de Ju&ticia de 21 
de Encrode 1833. 

(3) Acuerdo del mismo de 5 de Abril de I8.‘»3. 

(4) Arl. 47, 48 y 49 dé la ley de 9 de Mayo de I83C. 


receptobiasdr advana. — Oficinas 
de recaudación de los derechos de Aduana 
en los Departamentos de Campaña* 

Las Receptorías y sub Receptorías están 
bajo la dependencia inmediata de la Colec- 
turía General del Estado establecida en la 
Capital. 

En las Receptorías y sub Receptorías no 
habilitadas, no pueden admitirse buques 
que conduzcan artículos ú objetos con pro- 
cedencia del Estrangcro, sino cuando sean 
despachados por la Aduana de Montevideo 
ó del Salto (1).— Véase Puertos habilita- 
dos. 

Son esceptuadas de esta disposición, las 
Aduanas de la frontera (2). 

Por resolución del Gobierno de 16 Aq 
Abril de 1860, el desempeño del cargo de 
Capitán del Puerto en la Colonia, Carmelo, 
Palmira y Rosario, fue atribuido á los Re- 
ceptores y Sub-Receptores respectivos. 

receptorías de policía. — Ofici- 
nas de recaudación de los ramos policiales. 

Estos ramos son principalmente; en la 
Capital, los derechos de pasaportes, de tor- 
naguías, de carcelage, licencias para cons- 
truir edificios, para la limpieza de ^letrinas, 
mullas y otros. — Véase Impuestos policia- 
les. 

Los fondos de Policía, se aplican comun- 
mente á gastos del ramo, dando cuenta do- 
cumentada al Gobierno para su aprobación, 
prévio examen de la Contaduría General. 

En las Receptorías de los Departamentos 
de campaña, se cobran la mayor parte de 
los mismos derechos. 

reconocedores de frutos del 
país. — Personas inteligentes que practi- 
can el reconocimiento, y resuelven sobre 


(1) Arl. 22 de la ley de 13 de Julio de 1856. 

(2) Dccrclode 8 de Septiembre de 1856. 
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la calidad y estado de los frutos del País 
que se venden en plaza. 

Guando algún saladerista contraíala ven- 
ta de cueros ú otros frutos de exportación, 
es de práctica que el comprador nombre un 
reconocedor, para que examine si los artí-. 
culos son arreglados á las condiciones del 
contrato, y de la calidad en él establecida. 
El reconocedor acepta los que halle confor- 
mes, y desecha los que no encuentre de 
recibo. 

Si el vendedor no se conformase con el 
resultado del reconocimiento practicado, lo 
cual no es común, puede nombrar otro reco- 
nocedor por su parte, y si ambos estuviesen 
en divcrgancia, es de práctica nombrar un 
tercero elegido de acuerdo entre el compra- 
dor y vendedor, cuyo fallo es resolutivo. 

Los reconocedores de frutos del País 
perciben una comisión. 

RKcuitso de apelación. — La recla- 
mación que alguno de los litigantes hace al 
Juez ó Tribunal Superior para que revoque 
ó reforme la sentencia dada por el inferior. 

En el recurso de apelación debe obser- 
varse el orden siguiente: 

De los Jueces de Paz, para ante los Al- 
caldes Ordinarios: de los Alcaldes Ordina- 
rios para ante los Jueces letrados: de los 
Jueces letrados para ante el Tribunal de 
Apelaciones:, del Tribunal de Apelaciones, 
par ante el mismo Tribunal, integrado con 
cinco miembros, en la forma determinada 
por la ley. — Véase Tribunal Superior de 
Justicia. 

El recurso de apelación debe deducirse 
dentro del preciso término de cinco dias, 
vencido el cual queda desierto, y la senten- 
cia pasada en autoridad de cosa juzgada. 

Puede otorgarse la apelación en ambos 
efectos, ó solamente en el devolutivo, según 
la naturaleza de los casos. 

Otorgándose en ambos efectos, el Juez 
de la causa, prévio emplazamiento de las 
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partes, con término prudencial, según fas 
distancias, cuando aquel esté en otro para- 
ge que el Superior, remitirá los autos cer- 
rados y sellados á este (1). En tal caso, 
solicitándolo cualquiera de las partes, se de- 
jará en el archivo testimonio, sacado con 
citación contraria, de los documentos que 
indique, de los reconocimientos que se hu- 
biesen practicado, ó de la sentencia pronun- 
ciada. 

Llegados los autos al Superior, debe este 
mandarlos entregar al apelante, con señala- 
miento de término prudencial para que cs- 
presc agravios. 

Cuando la apelación no fuese- otorgada 
sino en el efecto devolutivo, el Juez de la 
causa hará entregar al apelante, testimonio 
de las piezas que pidiere, y de las que esti- 
me conveniente mandar agregar, con seña- 
lamiento de término prudencial para la me- 
jora, y con citación contraria, sin perjuicio 
de la continuación, de la causa. En tal caso, 
estando el Superior y el inferior en el mis- 
mo lugar, se otorgará el recurso en rela- 
ción, con citación, á cuyo efecto el Escriba- 
no de la causa, debe pasar los autos origi- 
nales al Escribano del Superior, dentro de 
cuarenta y ocho horas después de la cita- 
ción, anotando la hora en que lo verifique y 
firmando ambos Escribanos, bajo pena al 
primero de una mulla de ocho pesos fuer- 
tes, caso de emisión. 

Está abolido el uso de consultar al Snpe- 
rior la negativa absoluta de apelación. 

Guando se declarase no haber lugar al 
recurso en ninguno de sus efectos, debe 
mandarse en el mismo auto, franquear al 
apelante los testimonios que pidiere. 


(I) Esto sucede en las sentencias délos Alcaldes 
Ordinarios de los Departamentos de campaña, apela- 
bles para ante los Jueces letrados de la sección respec- 
tiva. Anteriormente tenia lugar también, con respecto- 
á las sentencias de les Jueces letrados residentes cu 
las secciones de campaña, cuya residencia fué supri- 
mida, trasladándose á la Capital. 
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Cuando el apelante se agraviase de la 
denegación del recurso en uno ó en ambos 
efectos, puede ocurrir directamente por via 
de queja al Superior inmediato, el cual 
resolverá según el caso. 

El Superior en ningún caso puede cono- 
cer de la nulidad de sentencias del inferior, 
sino por via de apelación. 

Las sentencias de segunda instancia, con- 
firmatorias de las de primera, traen aparejada 
ejecución inmediatamente después de pronun- 
ciadas, y de ellas no hay mas recurso que el 
extraordinario de nulidad c injusticia noto- 
ria (1). — Véase Recurso de nulidad ¿ in- 
justicia notoria. 

Después de la publicación de probanzas 
no puede admitirse mas que un alegato de 
cada parte sea en primera, segunda ó terce- 
ra instancia ('2), 

En el juicio ejecutivo solo son apelables, 
el auto que no hace lugar al embargo, el 
<jue lo alza, y la sentencia de remate (3). 

En los juicios eclesiásticos debe observar- 
se en el recurso de apelación el orden es- 
tablecido por la ley. — Véase Juez Eclesiás- 
tico. 

De las sentencias de los Jueces de paz 
cuando conozcan encausas sobre inmigrantes, 
sus pasages, y demas relativas á sus contra- 
tos respectivos, que les están atribuidas por 
la ley de 3 de Mayo de 1853, solo habrá 
un recurso de apelación para ante el Alcal- 
de Ordinario, el cual conocerá en método 
verbal, y su sentencia causará ejecutoria. 

En los juicios de disenso, la apelación es 
para ante el Superior Tribunal de Justicia. 
Es muy raro que este recurso sea inter- 
puesto. — Véase Juicio de disenso. 

En los juicios de imprenta, cuyo conoci- 


(I) Cap. I o de la ley de 9 de Mayo de 1856. 
-(2) Art. 54 de la ley de 9 de Mayo de 1856. 
(.1) Art. 80 de la misma ley. 


miento compete á un Tribunal especial de 
Jut ados, cuando la sentencia fuese absolu- 
toria, no hay recurso alguno. Cuando fuese 
condenatoria, el acusado puede apelar den- 
tro del término de veinticuatro horas, para 
ante un nuevo Tribunal, compuesto de dos 
Jurados mas que el de primera instancia (1). 
El recurso debe interponerse, ante el Juez le- 
trado del Crimen de la 1 w Sección en la 
Capital, y en los Departamentos de campa- 
ña, ante el Alcalde Ordinario respectivo. — 
Véase Juicio de imprenta. 

En los juicios sobre presas, hay apelación 
del Tribunal de primera instancia, para an- 
te un Consejo de guerra de marina, com- 
puesto del Gefe de mayor graduación de 
ella, y cuatro Oficiales: de este, para ante 
una Junta de seis Gefes de marina, presidi- 
da por el Ministro de Estado, del ramo (2). 

En las causas de contrabando, la senten- 
cia de primera instancia causa ejecutoria, y 
de ella no hay apelación (3). 

En los juicios criminales, cuando la sen- 
tencia es de muerte, presidio, trabajos pú- 
blicos ó destierro por mas de un año, el 
Defensor del acusado, siéndolo de oficio, de- 
be forzosamente apelar (4). 

RECURSO DE SEGUVDI APELACION.— 

El que se interpone de la sentencia de vista 
del Tribunal Superior, ante el mismo Tribu- 
nal. 

Para deducir este recurso, que no es otro 
que el de súplica bajo esta nueva denomi- 
nación, es necesario que la sentencia apela- 
da sea revocatoria de la del inferior; pues 
si fuese confirmatoria trae aparejada ejecución , 
y no hay de ella recurso alguno ordinario. 


(1) Art. 22 y 23 de la ley de 3 de Junio de 1829 

(2) Ley de 23 de Noviembre de 1844. 

(3) Ley de 14 de Julio de 1855. 

(4) Acuerdo del Tribunal Superior de Justicia de 20 
de Junio de 1854. 
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Para conocer del recurso de segunda 
apelación, debe ser integrado el Tribunal 
con cinco miembros. Al efecto deben sor- 
tearse los que falten para completar ese nú- 
mero, de la lista de abogados matriculados, 
y en defecto de estos, de graduados, con 
citación de las partes. — Véase Conjuez. 

A este Tribunal, integrado como queda 
dicho, corresponde también calificar el 
grado. 

Las sentencias de segunda apelación, ó 
sea de tercera instancia, son inapelables, y 
no hay de ellas otro recurso que el extraor- 
dinario de nulidad ó injusticia notoria, me- 
diando los motivos y fundamentos que para 
¿1 se requieren (t). 

RECURSO EXmORBIVARIO DE NU- 
LIDAD É INJUSTICIA notoria. — El que 

se interpone ante un Tribunal Superior es- 
pecial, quejándose de la sentencia reclama- 
da, en virtud de nulidad de ella, con arre- 
glo á derecho. 

Este recurso debe, deducirse ante el 
Tribunal Superior de Justicia, el cual subs- 
tanciándolo, procede á constituir el Tribu- 
nal extraordinario que ha de conocer de él. 

Este Tribunal se forma de siete ó de once 
miembros según los casos, inclusos los ti- 
tulares del de apelaciones, integrado con los 
demas, sacados á la suerte de una lista de 
los jubilados del mismo Tribunal, los abo- 
gados matriculados, y á falta de estos, los 
graduados en. jurisprudencia, debiendo ser 
todos Ciadadanos. 

El Tribunal extraordinario de nulidad é 
injusticia notoria, se forma de siete miem- 
bros, cuando el que hubiese pronunciado la 
sentencia reclamada se hubiese compuesto 
de tres Jueces, ó hubiese sido alguno de los 
de primera instancia; y de once cuando di- 
cho Tribunal se hubiese compuesto de cin- 


to Le; de 9 de Mayo de 1836. Cap. (.* 
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co Jueces; de manera que los que entren á 
integrar el Tribunal extraordinario, sean 
siempre mas en número, que los que hu- 
biesen pronunciado la sentencia reclama- 
da (1). 

Para la introduceion del recurso de nu- 
lidad é injusticia notoria, se requiere: 4 ° 
Poder es|»ecial y firma de letrado: 2 ® . Se- 
ñalar espesamente la falsedad de algún funda- 
mento de la sentencia, ó la ley que haya si- 
do infringida causando la injusticia notoria: 
3 ° . Estar dentro de sesenta dias de la 
notificación de la sentencia recurrida. 

Constituido el Tribunal extraordinario de- 
be calificar previamente el grado, y en el 
caso de declararse haber lugar al recurso, 
examinada la causa por su orden, por los 
miembros del Tribunal, señala dia para co- 
nocer de él en juicio verbal. 

Este juicio es público: no se admite es- 
crito, documento ni alegato, sino un solo iu- 
forine invoce de cada una de las partes cu- 
yo informe no es obligatorio: acto continuo 
se dicta sentencia según lo que resulte de la 
votación. 

El recurso de nulidad é injusticia noto- 
ria, no obsta á la ejecución de la sentencia 
reclamada. 

Está suprimido el depósito prévio de una 
cantidad de dinero para la interposición de 
este recurso. 

Guando no se hiciese lugar á él, ó aun 
haciéndose, no se declarase nula la senten- 
cia reclamada, el abogado de la parte recur- 
rente no tiene opcion á honorario. 

Si no llegase á completarse el Tribunal 
extraordinario por medio del sorteo preveni- 
do, por haberse agotado, la lista de los 
abogados, y graduados que deben entrar en 
él, los miembros que falten serán también 
sacados á la suerte de una lista de diez Ciu- 


(l) Ley de 8 de Maye de 1858. 
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■ládanos inteligentes, que debe formar 
anualmente el Tribunal de apelaciones para 
el caso (1). 

RRciiRso d?. fuerza. — El que se in- 
terpone ante Juez ó Tribunal secular de pro- 
videncia de algún Juez Eclesiástico, implo- 
rando su protección para que este alze la 
fuerza ó violencia que se hace al recur- 
rente. 

El recurso de fuerza debe interponerse 
ante el SuperiorTribunal de Justicia, el cual 
se halla investido para el caso, de las facul- 
tades judiciales que correspondían á las au- 
diencias y Gliancillerias, en cuanto no diga 
oposición á las leyes vigentes (2). 

Esto debe de entenderse, sin embargo, 
mientras no exista la Alta Corte de Justicia, 
á la cual está especialmente atribuido en su 
caso, el conocimiento de los recursos de fuer- 
za, y cuyas funciones desempeña, en esc 
punto como en otros el Tribunal de ape- 
laciones. (3) — Véase Alia Corte de Justicia. 

recurso dr queja. — El que se in- 
terpone directamente ante el Superior inme- 
diato, quejándose de agravio inferido por el 
inferior. 

El recurso de queja es permitido cuando 
el recurrente se agraviase de la denegación 
del de apelación, en uno ó en ambos efec- 
tos. El superior debe resolver lo que corres- 
ponda según el caso, previo informe del in- 
ferior ó vista de la causa (4). 

recurso de revisios. — El que tie- 
ne por objeto reclamar sobre algún inciden- 
te en la instancia de revista del Tribunal de 
apelaciones. 

Este recurso debe interponerse dentro 


{I) !.<•) de 9 lie M.iyndc IR5(! —Alt. 21. 

(2) l.. y «le 17 «le A" o.- lo «le IK29. 

(3) Alt. Íj 7 <!f la CtmstilMci .it. 

0) Aít. 10 de !a ley tío t) de M.vode t8.V¡. 


del término de tres dias de la nolificacior, 
ante el mismo Tribunal (i). 

recurso de supx ici. — Véase Recur- 
so de segunda apelación. 

recusaciov. — Excepción que alguna 
de las parles pone al Juez, Asesor, ú otro 
Ministro para que no conozca de la causa. 

Todo Juez puede ser recusado por las 
mismas causas que en su caso bastarían pa- 
ra tacharle como testigo (2). 

Pueden serlo también cuando no pronun- 
cien sentencia dentro de veinte dias, siendo 
interlocutoria, y de cuarenta siendo definiti- 
va, siempre que sean causantes de la de- 
mora (3). 

De las recusaciones de los Ministros del 
Tribunal de apelaciones, debe conocer el mis- 
mo Tribunal integrado con cinco Jueces. Este 
juicio es verbal y de su fallo no hay recurso 
alguno (i). 

En cuanto á los Asesores, está mandado 
que pasados ti es dias después de nolifi alas 
las partes, debe entenderse consentido el 
nombramiento; y desde entonces no puede 
admitirse recusación alguna, sin causa justi- 
ficada. Antes de este término las partes tie- 
nen el derecho de recusar hasta tres ase- 
sores sin expresión de Causa: pero se cscep- 
tuan de esta regla aquellos casos en que por 
inpedimcnlos legales de los demas letrados 
no le quede al Juez con quien asesorarse, 

— 

(1) Art. 1 1 d * la ley de 9 de Mnvo de 1866. 

(2) Art. 43 de la ley de 9 de Majo de 1856. 

(3) Arl. 71 de la ley de 9 de Mayo de 1866. Es difici 1 , 
y iioetia d> ttTiuiriHiiü por la ley, el medio di* probar 
íjiu* mi Ju-z sea causante de la d< mora de una sen- 
tencia. para fij »r el mol iva legal de la recusa* ion; pues 
I. s atenciones del Miníete: i.» pueden s r ó no, la verda- 
dera causa «le la demora, mu que esto pueda s«t mate- 
ria de prueba. Sin embargo el transcurso cotí grande 
pseeso del tcmirio s« flaladn, s“ coinlcnpla en la prac- 
tica causa hadante de rccuaaciou, y es admitida co- 
mo tul. 

(i) A^t. 68 del R ‘¡¿lamento provisorio de Adminis- 
trad»!! d j Justicia Uj l ldc Agosto de i8*2!>. 

30 
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pues en lal caso debe manifestarse y probar- 
se causa legal. 

Por acuerdo del Tribunal Superior de 
Justicia de 13 de Noviembre de 1827, se 
mandó que mientras hubiese escasez de le- 
trados, no pudiese recusarse mas que á un 
’ Asesor por cada una de tas partes; pero ha- 
biendo desaparecido la causa cesaron los efec- 
tos de esta disposición. 

De las recusaciones de los Asesores en- 
tienden los Jueces ó Alcaldes que los nom- 
bran. De las de los Jueces de 1 1 2 03 instancia, 
conoce uno de los miembros del Tribunal 
Superior de Justicia. — Véase Juez de re- 
cusaciones. 

Los Jueces sorteados no pueden ser re- 
cusados sin expresión de causa, sino en el 
acto del sorteo, al cual deben ser citadas las 
partes: — cuando la recusación se deduzca 
fuera de aquel acto debe hacerse con causa 
legal justificada (1). De estas recusaciones co- 
noce el Tribunal Superior, integrándose, 
cuando es necesario, en la forma de estilo. 

En el acto del sorteo pueden ser recusa- 
dos sin expresión de causa, hasta tres (2). 

En los juicios de imprenta, las partes tie- 
nen derecho de recusar libremente hasta 
cuatro jurados en cada juri, sin perjuicio 
de los que recusasen con causa legal y pro- 
bada (3). 

De estas recusaciones conoce el Juez del 
Crimen de la 1 . “ secccion. 

Todo Escribano ó Relator puede ser re- 
cusado por 1% mismas causas que en su 
caso bastarían para tacharle como testigo (4). 

reembarco. — La operación de reem- 
barcar mercaderías de importación deposi- 
tadas en los almacenes de Aduana. 


(1) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 31 de Mayo 
de 1838. 

(2) Al t. 20 do la ley de í) de Mayo de I8jf>. 

(.7) Ley de 17 de Julio de 18 : 10 . Art. 8. » 

(i) Art. i* de la lr> de Mayo de I8«G. 


Los efectos de reembarco estaban suge- 
tos al pago de los derechos de este nombre. 
— El reembarco para mercados Extranje- 
ros hoy es libre de todo derecho (1) 

REFORMA DE I.A COXSTITK'IOV. — 

Véase Constitución política del Estado al 
final. 

reforma militar. — Véase Retiro de 
Gcfes y Oficiales del Ejercito. 

registro cívico. — Libro llevado por 
los Jueces 3c paz, donde deben inscribir sus 
nombres los Ciudadadanos de la respectiva 
sección, para poder hacer uso del derecho 
electoral. 

En el mes de Enero del año en que ha- 
yan de hacerse elecciones de Senadores ó 
de Representantes, los Jueces de Paz, au- 
siliados de los Tenientes A'caldcs deben dar 
principio á la formación del Registro cívico, 
de lodos los Ciudadanos hábiles para volar, 
de sus respectivas secciones, cuyo registro 
debe quedar cerrado, precisamente el 30 de 
Septiembre del mismo año. — En el Regis- 
tro cívico deben firmar todos los Ciudada- 
nos qne sepan hacerlo. 

No pueden ser inscriptos en d Registro 
cívico: — 1 . ° Los que no tengan veinte 
años cümplidos de edad, siendo solteros, ó 
diez y ocho, siendo casados: — 2. ° Los que 
habiendo entrado al ejercicio de la Ciudada- 
nía después d:l año de 1840, no sepan 
leer ni escribir: 3. ° Los que tengan sus- 
pensa ó hayan perdido la Ciudadanía, con 
arreglo á lo dispuesto por los arls. 11 y 12 
de la Constitución: (Véase Ciudadano) 4. ° 
Los que no pertenezcan á la sección del 
Juez de Paz respectivo. 

Todo Ciudadano inscripto debe recibir un 
boleto del Juez de paz, en papel común, en 
el cual se esprese el número de su ins- 
cripción y la sección á que pertenece. 


(I) Art. 12 do JaloytL* 13 ¿c Julio do I85fi. 
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Desde el día i . ° de Octubre, debe fi- 
jarse el registro en un cuadro, y en lugar 
visible de la Oficina de cada Juez de paz, 
para que los Ciudadanos puedan examinarlo. 

Dentro de los cinco primeros dias de .esa 
fecha, los Jueces de paz deben remitir copia 
autorizada del Registro civico de sus res- 
pectivas secciones, al Alcalde Ordinario del 
Pueblo cabeza del Departamento, quien de- 
be tomar razón de cada uno de ellos, con 
fa separación debida, en un libro que llevara 
al efecto. 

Todo Ciudadano puede reclamar desde 
el l.° hasta el 30 de Octubre, no sola- 
mente de sif no inscripción en el Registro 
respectivo, sino también de lá inscripción 
de toda persona que no pertenezca á la 
sección en que se hubiese inscripto, ó no 
goce del derecho de inscripción, sea cual 
fuese la sección en que lo hubiere verificado. 

Cuando el reclamóse dirigiese á pedir la 
inscripción en el registro, el Juez de paz 
debe hacerle lugar si el reclamante acredita 
ser Ciudadano, y tener las demas condicio- 
nes de la ley. 

Si se reclamase de la inscripción de per- 
sona que no es de la sección, ó que no go- 
ce de los derechos políticos, el Juez de paz 
mandará testar el nombre de esa persona, 
siempre que ella no acredité pertenecer á la 
sección, ó hallarse en el goce de los dere- 
chos políticos. De la resolución del Juez de 
paz en estos casos, hay apelación para ante 
el Alcalde Ordinario, de cuyo fallo no hay 
recurso alguno. 

Tanto el Juez de paz, como el Alcalde 
Ordinario procederán en método verbal, ac- 
tuando en papel común, sin devengar costas 
y debiendo las reclamaciones que se pre- 
sentasen quedar definitivamente concluida» 
precisamente el 15 de Noviembre. 

Ningún Ciudadano puede inscribirse fuera 
de la Sección de su domicilio, ni votar en 
la que no estuviese inscripto Para el acto 


de la votacidh debe presentar precisamente 
el boleto de inscripción. 

El domicilio se constituye por medio 
de seis meses de residencia continua en la 
sección. 

EC ciudadano inscripto en un registro 
quc*cambiase de domicilio, pede transpor- 
tar su inscripción af registro deb nuevo do- 
micilio, hasta un. mes antes de las- nuevas 
elecciones, presentándose al Juez de paz 
competente con certificado de haberse bor- 
rado dél registro primitivo. 

Los Jueces dé paz deben comunicar al Alcal- 
de-ordinario, las alteraciones, que á virtud 
de reclamaciones, hubiesen hecho en los re- 
gistros seccionales, y este hará en el libro 
competente las anotaciones que correspon- 
dan. 

Los Jueces de paz que no cumpliesen con 
las precedentes disposiciones, incurren en 
una multa de doscientos pesos, que el Al- 
calde Ordinario debe aplicar á gastos de 
enseñanza primaria del Departamento (1). 

REGISTRO DE ESCRITORAS. VéaSC 

Derechos de registro. 

registro de niPOTECAs. — Toda hi- 
poteca, ya sea legal, judicial ó convencional 
solo tiene efecto y preíacion entre los acree- 
dores, desde la fecha del registro, verifica- 
do a solicitud del acreedor en los libros de 
hipotecas, en la forma proscripta por la 
ley. 

Son esceptuadas de esta regla, y existen 
independientemente del regi^ro, las hipo- 
tecas siguientes: 

I o La de los menores, y demas que 
tienen guardador, en los bienes de este, por 
razón de su- administración,, con arreglo á 
derecho. 

2 o La de la muger casada, por razón 
de su dote, en los bienes raiccs del marido 

(l) Ley de 14 de Junio de 1858. 
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iiosde el dia de su malrimonio, cuando la 
dolé hubiese sido prometida anlcs de él. 

3. ° La de la misma, por la dote pro- 
metida, después del matrimonio, desde el 
día de la promesa. 

4. ° La de la misma, por la dote en- 
tregada al marido sin precedente promesa, 
desde el dia de la entrega. 

La muger no tiene hipoteca sin rcgislro 
por las sumas entregadas por ella misma al 
marido, por las provenientes de herencia 
que le hubiese sobrevenido, ó de donacio- 
nes que le hubiesen sido hechas durante el 
matrimonio, sino desde el dia en que se hu- 
biere realizado la entrega, hubiese tenido 
lugar la herencia, ó se verificasen las dona- 
ciones. Tampoco la tiene por el resarcimien- 
to de las deudas qnc hubiere contraido, 
conjuntamente con su marido, ni por la nue- 
va inversión de sus bienes propios enage- 
nados, sino desde el dia de la inversión ó 
de la venta. No la tiene tampoco sin regis- 
tro, por sus bienes muebles ó inmuebles, 
estimados por estimación que causare venta, 
si habiendo quebrado una vez el marido, se 
los vuelve á entregar para que los adminis- 
tre 6 negocie con ellos. 

Ultimamente, tienen hipoteca sin regis- 
tro, las costas y gastos judiciales, los gas- 
tos de última enfermedad, los funerarios, 
los de alimentos, los alquileres de casa, y 
los salarios de dependientes ó criados, en- 
tendiéndose en cuanto á los propietarios y 
dependientes, solo por lo relativo al año 
corriente, pues pasado este, debe tener lu- 
gar el registro J)ara que la hipoteca surta 
su efecto legal. 

Todas las demas hipotecas deben ser de- 
bidamente registradas en el libro de su ca- 
tegoría, sin cuyo requisito serán considera- 
das como deudas simples. 

Todo tenedor de bienes agenos que ten- 
gan hipoteca legal sobre los de dicho tene- 
dor, como son los guardadores por los bie- 


nes de los menores, el padre por los adven- 
ticios del hijo, y otros semejantes, deben 
manifestarlo por escrito al Juez letrado de 
lo Civil ó al Alcalde Ordinario respectivo, 
para que comprobada la verdad de la mani- 
festación por los medios legales, ordene su 
inscripción en el registro. En caso de omi- 
sión, debe solicitarlo el Defensor de meno- 
res. 

Cuando en el contrato de matrimonio ha- 
yan estipulado los contrayentes mayores de ' 
edad, que no se haga el registro sino en 
uno ó mas inmuebles del marido, que- 
dan los demas bienes libres de hipoteca por 
la dote de la muger y convenciones matri- 
moniales. No puede sin embargo, estipu- 
larse que no se haga ningún registro. 

Lo mismo sucede con el guardador cuan- 
do el Juez que le discernió el cargo, haya 
determinado con audiencia del Ministerio de 
menores que no se registren sino ciertos 
inmuebles. En ambos casos, el marido y 
el guardador deben solicitar el registro so- 
lamente de los inmuebles designados. 

Cuando la hipoteca no haya sido restrin- 
gida por el acto del nombramiento del guar- 
dador, puede este, en caso de que la hipo- 
teca general esccda notoriamente de las se- 
guridades suficientes, pedir que se restrinja 
álos inmuebles que sean bastantes, para que 
quede plenamente garantido el menor. Lo 
mismo puede pedir el maridó con respecto 
á la hipoteca de la muger por sus bienes. 

Los juicios que tengan lugar con este 
motivo, deben ser sumarios y con audien- 
cia del Defensor de menores; pronunciada 
la reducción de la hipoteca á ciertos in- 
muebles, se cancelará la toma de razón en 
los otros que queden libres. 

Las personas á cuyo cargo se hallen bie- 
nes de hipoteca ó privilegio legal, son res- 
ponsables de los daños y perjuicios que ori- 
ginen por la falta de anotación en el regis- 
tro de hipotecas: esta falta debe ser ademas 
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castigada con las penas establecidas por de- 
recho á los que cometen estelionato, y con 
la prohibición perpetua de administrar in- 
tereses de la misma naturaleza. 

Los obligados en todo contrato, deben 
declarar las obligaciones anteriores que afec- 
ten sus bienes, ya sea con hipoteca especial, 
ó de cualquiera otra manera que produzca 
hipoteca legal, y los Escribanos ó Jueces 
que los autorizen sin esa declaración, que- 
dan sugetos á las penas que les impongan 
las justicias competentes ( 1 ). 

El registro de las hipotecas convenciona- 
les, debe hacerse en la oficina de hipotecas, 
establecida en la Capital: el de las hipotecas 
legales y judiciales, en la oficina de registro 
general de hipotecas y privilegios legales, 
cuya oficina es de propiedad del Estado, y 
se hall 4 á cargo de un Escribano público, 
que goza de la mitad de sus productos, en 
remuneración de su trabajo. 

No produce efecto alguno el registro de 
las hipotecas convencionales, que se hubiese 
hecho dentro de los treinta dias anteriores á 
la quiebra ó cesión de bienes del deudor: 
tampoco lo produce, cuando al tiempo de 
contraer la deuda, el deudor no tuviese la 
posesión natural ó civil del inmueble hipo- 
tecado. 

Los acreedores por titulo convencional 
registrado en un mismo dia, tienen opcion á 
gozar á prorata de la hipoteca, sin distin- 
ción de la hora en que se hubiese verifica- 
do la toma de razón. 

Los que tienen hipoteca que produceefec- 
to sin necesidad del registro, deben ser 
graduados por la fecha de los respectivos tí- 
tulos ó documentos que acrediten el derecho. 

La toma de razón ó registro de la obli- 
gación hipotecaria se verifica, presentado 
el acreedor, en la oficina respectiva, la es- 


(!) Ley de 12 de Junio de 1856, Gap. 5 o . 
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critura ó testimonio fehaciente del acto que 
hubiese dado existencia á la hipoteca ó pri- 
vilegio, debiendo ser la escritura original ó 
la primera copia, y pudiendo solo en defecto 
de estas, presentarse al registro la segunda 
ó tercera copia, con sugecion á las lejes 10 
y 1 1 tit. 19 Par 3 w es decir, habiéndose 
perdido aquellas, y probadose debidamente 
el derecho. 

Las anotaciones en el registro, deben ha- 
cerse por su encargado, dentro de las vein- 
ticuatro horas de tener en su poder los do- 
cumentos que justifiquen la hipoteca. 

Los derechos de registro deben cobrarse 
con sugecion al arancel vigente. 

El registro de' hipoteca convencional de- 
be contener: 1 ° Los nombres del deudor 
y acreedor: 2 o La fecha y naturaleza del 
instrumento, y el nombre del autorizante: 
3 ° El importe del capital debido, ó si este 
no fuese determinado, de una cantidad esti- 
mativa, que declararán espresamente los 
contratantes: 4 ° Los intereses pactados, y 
el plazo del vencimiento de la obligación: 
5. ° La indicación, y la situación de los 
bienes hipotecados. 

En la hipoteca legal, no es necesaria la 
designación de bienes, sino cuando sea res- 
tringida á bienes inmuebles. 

En la hipoteca judicial, deben indicarse 
los inmuebles del deudor especialmente afec- 
tados á ella. En este caso, el acreedor eje- 
cutante debe presentar al registro, testimo- 
nio autorizado por el Escribano de la causa, 
del mandamiento de ejecución expedido por 
el Juez, y de la diligencia de embargo prac- 
ticada por el Alguacil ejecutor. 

En los casos de asentamiento, el testi- 
monio del Escribano de la causa, deberá 
contener el auto del Juez, mandando poner 
al actor en posesión de los bienes del de- 
mandado, y la diligencia del ejecutor, en 
que se esprose la causa, y situación de los 
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inmuebles de que hubiere dado posesión al 
actor. 

En tales casos, la toma de razón debe 
retrotraerse á la fecha del mandamiento de 
ejecución, ó á la del auto de misión en po- 
sesión por via de asentimiento. 

Si el demandado por acción real compa- 
reciese á purgar la rebeldía dentro de sesen- 
ta días, ó por acción personal dentro de 
treinta, se e devolverán los bienes, cance- 
lándose la hipoteca, y siendo de su cuenta 
los gastos ocasionados. 

La toma de razón de los bienes de per- 
sona fallecida, puede hacerse simplemente 
bajo el nombre del difunto, en la forma or- 
dinaria, sin que sea preciso designar al he- 
redero. 

Hecho el registro, el encargado debe de- 
volver la escritura 6 documentos presenta- 
dos, con una nota firmada por él, en que 
esprese el lugar, día y folio del libro en 
que estuviese la toma de razón. 

En cuanto á intereses de hipoteca regis- 
trada, el acreedor tiene la misma prelacion 
á ellos, sin necesidad de nuevo registro, 
durante dos años: vencido este término, de- 
be registrar los demas intereses, para que 
produzcan derecho de hipoteca. 

Los derechos de hipoteca legal del Es- 
tado ó Iglesia Nacional, los de los estableci- 
mientos públicos en los bienes de sus admi- 
nistradores, de los menores, y demas que 
tienen guardadores, en los de estos, y los 
de las mugeres en hs de sus maridos, de- 
ben registrarse haciéndose constar sola- 
mente: 1. ° Los nombres del acreedor y 
deudor, su domicilio y profesión: 2. ° La 
naturaleza de los derechos y su importe, 
sin obligación de determinar los que sean 
condicionales, eventuales ó indetemina- 
dos (1). 

<l) Ley de 12 de Junio de 1850. Cap. 6.° 
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Guando la toma de razón comprenda bie- 
nes que cscedan á los necesarios para ga- 
rantía del acreedor, puede reducirse aquella 
cancelándose en la parle escedcnte. Esta 
disposición, no es sin embargo, aplicable á 
las hipotecas especiales. 

La reducción de la toma de razón puede 
hacerse por consentimiento de partes, ó 
en virtud de mandato judicial. Se reputa es- 
cesiva la toma de razón, cuando escedicse 
en mas de una tercera parte, del importe de 
la deuda y sus intereses. 

El valor de los inmuebles registrados, de- 
be determinarse en el caso, por tres peritos 
nombrados, uno por el acreedor, otro por el 
deudor, y otro por el Juez. 

En ios casos de hipotecas de mugeres 
casadas ó menores, el nombramiento de pe- 
rito de parte del acreedor, lo hará el defen- 
sor de menores (i). 

Son deberes de los encargados del regis- 
tro de hipotecas: i ° Dar á quien lo soli- 
cite, copia de las tomas de razón: 2 ° Res- 
ponder de los perjuicios que causen por al- 
guna omisión en estas: 3 o No rehusar ni 
retardar la toma de razón, ni los certifica- 
dos que se les requieran: 4 ° Llevar un 
registro foliado, por orden numérico, de las 
tomas de razón que se les exijan, de las 
cuales deben poner constancia firmada al pié 
del instrumento ó acto en que conste la hi- 
poteca, con espresion del número del regis- 
tro, y de la fecha en que se hubiese verifi- 
cado la toma de razón: 5 ° Llevar los li- 
bros en papel sellado de segunda clase, ru- 
bricados en cada una de sus fojas, por el 
Alcalde Ordinario del Departamento: 6 ° 
Cerrar diariamente, y firmar el registro, y 
al fin del año, cerrar también, y firmar, el 
libro respectivo (2) 7 o En las tomas de ra- 

(1) Ley de 12 de Junio de 1850. Cap. 7 ° 

(2) Ley de 12 de Junio de 183 i. Cap. 12/ 
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zon, sentar la referencia que traiga la escri- 
tura registrada, de la que la haya precedido 
en el protocolo respectivo (1). 

REGISTRO DE MARCAS. TodoS IOS 

hacendados están en el deber de presentar 
la marca que adopten para sus haciendas, á 
la oficina de Policía, para que por esta se 
practique el asiento de ella (2). 

Deben presentar también al Departamen- 
to de Policía, una razón del número de sus 
ganados, y de la ostensión del campo, ma- 
nifestando el título en virtud del cual lo po- 
sean, y el tiempo de posesión que cuen- 
ten <3). 

El hacendado recibe del Departamento 
de Policía un boleto que lleva dibujada la 
marca adoptada, el cual sirve para acreditar 
la propiedad de esta, y para justificar en 
cualquier caso, hallarse registrada debida- 
mente. 

El registro se hace asentando la marca 
en un libro llevado al efecto, con las demas 
constancias del caso, por lo cual paga el in- 
teresado un impuesto de seiscientos cuaren- 
ta centesimos, y ademas un peso corriente 
por el boleto. 

Las disposiciones que quedan citadas, 
quedarán sin efecto en virtud del estableci- 
miento del nuevo sistema de marcación de 
ganados aprobado por decreto del Gobierno, 
si este sistema se realiza. — Véase Marca- 
ción de ganados. 

REGISTRO NACIONAL. Publicación 

Oficial donde se insertan las Leyes Nacio- 
nales, y los Decretos y demas documentos 
oficiales del Poder Ejecutivo. 

El Registro Nacional, denominado en su 
origen Registro Oficial, fue creado por De- 
creto de 2 de Enero de 4827 declarándo- 


lo Art. II de la ley de 26 de Junio de 1858. 

(2) Drcrcto de 30 de Diciembre de I8*2G. 

(3) Dterao de 3 de Marzo do 18*27. R. X, 
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se que lo impreso en él llevaba el carácter 
de publicación oficial. 

Por decreto de 17 de Noviembre de 
1830, fué restablecido bajo el titulo de Re- 
gistro Nacional, debiendo imprimirse diaria- 
mente en hoja suelta, siempre que hubiese 
materiales pira ello, y cometiendo su direc- 
ción al Ministerio de Gobierno. 

Por Decreto de 30 de Marzo de 1852, 
el Registro Nacional, fué subdividido en un 
Registro de Leyes y Decretos reglamenta- 
rios, y otro de documentos oficiales, debien- 
do insertarse en el primero, los documen- 
tos oficiales, que tuviesen el carácter de 
permanentes; y en el segundo, los que fue- 
sen de efecto transitorio, recomendándose, 
del mismo modo, al Ministerio de Gobierno, 
la publicación regular de ambos Registros. 

La publicación del Registro Nacional, 
quedó suspendida á fines de Octubre de 
1838; y por decreto de 12 .de Noviembre 
del mismo año fue creado el Registro Ri- 
vera, por solo el tiempo que durase la sus- 
pensión del ejercicio de los Altos Poderes 
Constitucionales del Estado, á que se refe- 
ria la declaración oficial del dia anterior, el 
cual cesó, con la restitución de aquellos Po- 
deres en el pleno ejercicio de sus funciones 
y autoridad legal. 

El Registro Nacional dejó de publicarse 
desde aquella época, tanto bajo el método y 
forma establecida, como bajo el nuevo sis- 
tema dispuesto por el Decreto de 30 de 
Marzo de 1852. 

intimamente, por Decreto de 4 de Junio 
de 1860, se declaró restablecido el Rejis- 
tro Oficial, debiendo contener todas las 
disposiciones dictadas desde 1 . ® de Marzo 
anterior, y debiendo hacerse su publicación 
por la imprenta del diario encargado de la 
publicación de documentos oficiales. 

relación. — El extracto de la causa, 
con que el Relator instruye de ella al Tri- 
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bunal Superior de Justicia, antes de dictar 
sentencia definitiva. — Véase Relator. 

relator. — Funcionario nombrado por 
el Superior Tribunal de Justicia para hacer 
la relación de las causas. 

El Relator es elegido de entre los abo- 
gados ó inteligentes Ciudadanos (1). 

Son deberes del Relator: 1 ° Hacer re- 
lación de las causas que el Tribunal seña- 
le observando el turno. — Véase Turno : 2 ° 
Observar en la relación, cualesquiera pa- 
labras descompuestas, que se viertan en los 
escritos de los litigantes, tendentes á za- 
herirse entre si, ú ofensivas del respecto y 
decoro debido á los Magistrados: (2). 3 ° 
Dar cuenta del mismo modo, de cualquiera 
omisión que note en cuanto á los deberes 
impuestos á los Jueces y Escribanos con 
respecto á las declaraciones, asi en las cau- 
sas civiles, como en las criminales: 4 ° 
Observar también cualquiera omisión de los 
Escribanos, en cuanto á las reglas estableci- 
das sobre salvatura de las enmendaluras de 
los escritos, clase del papel, y márgenes que 
deben tener(3) 5 o Presentar álosabogados 
respectivos, y á los interesados ó sus procu- 
radores, las relaciones, antes de hacerlas en 
causas civiles, para que las concierten en 
los tres dias precedentes á la vista de la 
causa, bajo las penas, á los omisos, deter- 
minadas por la ley 4 1 tit. 22 lib. 2® de 
la R. Y. (4). 

El Relator puede ser recusado por las mis- 


(1) Ley de 81 de Mayo de 1838. Es de pre¿u nirae 
que desde que puede ser nombrado Relator un inteli- 
gente, ptiena serlo también, aunque la lev no lo cs- 
preae, un graduado, observándose el ord *n preveni- 
do para los casos en que debe int< grarse el Tribunal. 

(2) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 22 de Junio 
de 1821. 

(3) Acuerdo del mismo de 2l do Marzo de 1828. 

( i) Acuerdos del Tribunal de Justicia de 10 de Abril 
de 183!) y 23 de Agosto de 18>8. 
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mas causas que en su caso bastarían para 
tacharle como testigo (1). 

religiox. — Culto internoy exlernoquc 
rendimos á Dios. 

La religión del Estado es la Católica 
Apostólica Romana (2). 

Es deber espreso del Presidente de la Re- 
pública comoGefe Superior de ella, prote- 
ger la Religión Católica que profesa la Na- 
ción, y las autoridades públicas, tienen c! de 
perseguir y castigar como delito, todo 
aquello que atente contra los sagrados dog- 
mas y principios de la religión, cuyo respe- 
to y observancia, es la base del bien públi- 
co, del orden común, y de la moral de la 
sociedad. 

Es tolerada sin embargo la libertad de 
conciencia y la observancia del culto que ca- 
da uno profese, siempre que no se oponga á 
aquellos principios. 

rematador. — El que ejerce el oficio 
de vender por cuenta de otro, en remate 
público. 

Los Rematadores están bajóla inmediata 
dircccioa del Juez de Comercio: aritos de 
entrar al ejercicio de sus funciones, deben 
dar fianza á satisfacción de este, por valor 
de ocho mil pesos. 

Los deberes de los Rematadores son: 
4. ° Llevar un libro diario de entradas en 
que anoten los efectos que les fueren 
entregados, con sus números, marcas, nom- 
bres de sus dueños, y los precios que estos 
les pongan: 2. ° Llevar otro libro de sa- 
lidas, con la misma especificación, precio de 
la venta, y nombre del comprador, cuyos 
libros deben ser foliados y rubricados en la 
forma prevenida en el artículo 2. ° de los 
adicionales á la Ordenanza general, publica- 


(1) A: t. 4 i déla ley de 9 de Mayo d<* I8¿«. 

(2) A.t. 5 C de la Con liturion. 
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da el 14 de Octubre de 1817 (1). 3 ° Lle- 
var los demas libros ausiliares que sean ne- 
cesarios: i ° Exibir al Juzgado de Comer- 
cio todos estos libros, cuando fuesen reque- 
ridos para salvar alguna duda: 5 ° No 
rematar efectos cuyo valor no escedade cien 
pesos: 6 ° Colocarse en lugar separado de 
los concurrentes, anunciando con claridad 
antes de dar principio al remate, si lo? efec- 
tos que van a venderse,' contienen averia, 
ú otros defectos, espresando su verdadero 
estado: 7 0 No admitir postura que no sea 
hecha en voz alta, publicándola para cono- 
cimiento de todos (2). Los que contravinie- 
sen á esta prescripción ó 1 la anterior, in- 
curren en una multa por la primera vez, de 
cincuenta pesos, y por la segunda del du- 
plo, con privación absoluta de su ejercicio. 

Los que entreguen efectos para vender- 
se en remate deben solicitar previamente 
permiso del Tribunal de Consulado (3). 

Cuando las posturas no lleguen al valor 
señalado por las propietarios, los rematado- 
res pueden pujarlas, hasta tanto que lleguen 
á aquel limite. 

Los rematadores deben anunciar en tiem- 
po con tres apercibimientos el estado del re- 
mate, y con el último batirán el martillo 
en señal de la venta, publicando quien es 
el comprador. Si lo fuese el mismo intere- 
sado, por no haber Negado los Imitadores al 
precio de .sus notas, también lo espresará 
en cuyo caso quedan los efectos exonerados 
del derecho respectivo. — Véase Impuesto 
de martillo. 


(1) El Articulo citado previene que loa libros deben 
arr rubricados por el Prior y Escribano del Real Con~ 
miado pera cuyo efecto deben ser presentados del I ° 
ni 15 de Enero de cada nño. Disnetto el Trihnnal de 
Consulado y establecido el Juzgado letrado de Comer- 
cio, corresponden á este todas las fondones que aquel 
deaeinp fiaba. 

(2) Este requisito se halla en desuso, en cnanto á 
hacerse las posturas en voz alta. 

(3) También e¿ta en desuso. 


Son responsables los rematadores de los 
efectos que reciban, y del producto de la 
venta, debiendo cobrar solamente dos y me- 
dio por ciento de comisión (1). 

Las demas disposiciones sobre rematado- 
res contenidas en el reglamento de la ma- 
teria, están abolidas por la práctica, tales co- 
mo la de que no haya mas que dos rema- 
tadores, y otras inaplicables á la situación 
actual del comercio (2). 

Habiéndose suscitado dudas sobre si la 
facultad de expedir los títulos y patentes de 
los rematadores, residía en el Gobierno ó en 
el Juez letrado del comercio, este elevó una 
consulta al Tribunal Superior de Justicia so- 
bre la materia, la cual se halla aun pendien- 
dicnte. En igual caso se hallan los corredo- 
res, contadores, prácticos lemanes, y demas 
funcionarios, cuyo nombramiento estaba atri- 
buido al Tribunal de Consulado, y á los 
cuales comprende también aquella consulta. 

remates. — Véase Contratos con el 
Gobierno. — Impuesto de martillo. — Re- 
matadores. 

REXTA DE ADE ASI A. VéaSC Derechos 

de Aduana. 

recta de correos. — La que produ- 
ce el franqueo de la correspondencia, para 
el exterior y para el interior de la Repú- 
blica. 

La administración debe llevar cuenta y 
razón de sus entradas y salidas, en libros fo- 
liados, y rubricados por la Contaduría Ge- 
neral que debe abrir anualmente: debe ren- 
dir á dicha oficina cuenta instruida de los 
productos del ramo, de la existencia encar- 
tas y sus valores, y demas que demuestre 


(1) Ambos puntos son ror lo coman materia de 
convenio esperi «1, entre el vendedor y el rematador, 
en cayocato *e está á lo pactado, tanto por lo que 
hace, ¿i la responsabilidad como á la comisión del re- 
matador. 

(2) Reglamento de 23 de Julio de 18 f 9* 

31 
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su estado, remitiendo los fondos á la Teso- 
rería general, con las formalidades de orden. 

Al fin del año, debe cerrar sus libros con 
un balancete de existencias en cartas, que 
pasará á la Contaduría general, con un es- 
tado general, y los libros y comprobantes 
de su referencia (1). — Véase Correo. 

Los ingresos del ramo de correos, pro- 
ceden del franqueo, que es obligatorio á 
todas las cartas particulares para el interior, 
y exterior, por medio de los sellos postales 
que expende la Administración. — Véase Se- 
llos postales. 

Para que la renta de Correos no sea de- 
fraudada, está prohibida la conducción de 
correspondencia por particulares, bajo la pe- 
na de una multa de diez pesos fuertes á los 
infractores. Sonesceptuadas de esta regíalas 
cartas que llevan el correspondiente sello 
postal, certificadas por la Administración. 

rentas municipales. — Véase Dere- 
cho municipal. 

rentas de policIa. — Véase Gefes 
Políticos al final. 

beo. — El demandado en causa civil ó 
criminal. Está prohibido que en las causas 
criminales los acusados sean tratados como 
reos (2). 

reo de lesa nación. — El incurso en 
algún delito grave contra la Patria. 

El que atentare ó prestare medios pa- 
ra atentar contra la Constitución política del 
Estado, debe ser reputado, juzgader y sen- 
tenciado como reo de lesa Nación (3). 

representantes. — Los miembros de 
la Honorable Cámara de este nombre, en 
quienes la Nación delega su soberanía por 


(1) Decreto de 6 de Marzo de 1855. Art. 33 4 37. 

(2) Art. 1 1 1 de la Constitución. 

3) Att. 151 de la Constitución. 
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medio de los comicios, en la forma pres- 
cripta por las leyes. 

Los Representantes son nombrados di- 
rectamente por los pueblos, bajo las reglas 
y en la época establecidas. — Véase — Elec- 
ciones de Representantes. 

Para ser elegido Representante, es nece- 
sario reunir las condiciones siguientes: 1 ° 
Cinco años de Ciudadanía en ejercicio: 2 ° 
Veinticinco años cumplidos de edad: 3 ° 
Un capital que no baje de cuatro mil pesos, 
ó el ejercicio de una profesión, arte ú oficio 
útil que produzca una renta equivalente (1). 
4 o No ser empleado civil ó militará sueldo 
del Estado, ni pertenecer al clero regular ni 
al secular con renta dependiente del Gobier- 
no. Son esccptuados de esta prohibición, los 
retirados ó jubilados (2). 

Los Representantes, en el acto de su in- 
corporación á la Cairera, deben prestar ju- 
ramento de fidelidad á la Constitución, y al 
desempeño de sus deberes. 

No pueden recibir empleos del Poder 
Ejecutivo, sin permiso de la Cámara, que- 
dando, en el caso, vacante su representa- 
ción, Las vacantes que resulten por este ú 
otro cualquier motivo, deben llenarse por 
los suplentes designados al tiempo de las 
elecciones (3). — Véase Elecciones de Re- 
presentantes. 

Los Representantes no pueden ser arres- 
tados, sinó en acto de delito in fraganti f 
debiendo en tal caso, darse cuenta á la Cá- 
mara respectiva, con la correspondiente in- 
formación sumaria del hecho. 

No pueden tampoco ser acusados crimi- 
nalmente, sinó ante su respectiva Cámara, 
asi en los delitos comunes, como en los ca- 
sos de traición, concusión, malversación de 


(1) Art. 24 de la Constitución. 

(2) Art. 25 de la Constitución. 

(3) Art. 33 31 y 35 de la misma 
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fondos públicos, violación de la Constitu- 
ción, ú otros que merezcan pena infamante 
ó de muerte. La Cámara con dos terceras 
partes de votos, resuelve si hay ó no lugar 
á la formación de causa; y en caso afirma- 
tivo, declara al Representante acusado, sus- 
penso en el ejercicio de sus funciones, que- 
dando desde ese momento, á disposición del 
Tribunal competente (1). 

Los Representantes no son responsables 
por las opiniones que emitan, ni por los 
discursos que pronuncien en el seno de la 
Representación Nacional, ó en el desempe- 
ño de sus funoiones (2). 

Pueden sin embargo, ser llamados al or- 
den por el Presidente de lá Cámara, en los 
casos siguientes: 1. ° Cuando salgan no- 
tablemente de la cuestión: 2.° Cuando 
incurran en personalidades, ó pronuncien 
espresiones ofensivas al decoro de la Sala: 
3. ° Cuando alguno interrumpiese al que 
haga uso de la palabra. 

Los Representantes no pueden formar 
cuerpo en caso alguno, fuera del recinto de 
sus sesiones. 

Ningún Representante puede ausentarse 
de la Capital durante el periodo de las se- 
siones, sin permiso especial de su Cámara, 
ni dejar de asistir á las sesiones, sin causa 
y aviso. Cuando alguno se hiciese notar 
por su inasistencia, el Presidente de la Cá- 
mara debe hacerlo presente á esta, para la 
resolución que corresponda. — Véase Cá- 
mara de Representantes. 

resguardo. — El conjunto de oficinas 
y empleados encargados de vigilar y perse- 
guir el contrabando. 

El Cuerpo del Resguardo es una depen- 
dencia de la Colecturía general. 

Por Decreto de 22 de Septiembre de 
1858 fué creado el destino de Gefe Supe- 


(I) Cap. 2.° secciono.* d-i la Constit ucion. 
(?) Art 49 de la Constitución; 


rior del Resguardo de todas las Aduanas de 
la República, con calidad de determinarse 
la organización del servicio y personal de 
esta nueva oficina. Esto ha quedado- sin 
efecto. 

Los empleados del Resguardo son nom- 
brados por el Poder Ejecutivo á propuesta 
del Colector general, y amovibles á volun- 
tad del Gefe del Estado (1) 

Los empleados del Resguardo deben ha- 
llarse distribuidos de manera que puedan 
ejercer debidamente la vigilancia que les 
está encomedada en el servicio de las Adua- 
nas del Estado. Deben cuidar de que nin- 
gún bulto, de cualquiera naturaleza que 
sea, se embarque, desembarque, transborde 
ó remueva, sin el correspondiente permiso. 
Véase Permisos de Aduana — Inspección 
del Resguardo. 

Todo lo que se remueva sin dicho per- 
miso, debe ser detenido, asi como las es- 
pecies cuyos permisos no correspondan 
exactamente á ellas. En tales casos, puesto 
todo en conocimiento del Colector general, 
por medio del Inspector del Resguardo en 
ejercicio, procede al juicio respectivo, en la 
forma prescripla por la ley. — Véase Comi- 
so — Causas dexontr abando. 

Los empleados del Resguardo en servi- 
cio, no pueden abandonar sus puestos por 
motivo alguno, ni obedecer órden que no 
proceda del Colector general, sin incurrir 
en la pena que corresponda, según la gra- 
vedad de la falta. 

Todo buque de- comercio que lléguc al 
Puerto, debe ser visitado por el Resguardo, 
cuyo empleado hará conocer al Capitán del 


(1) Aunque por rl Art. 5. * del Reglamento de ?0 de 
Marzo de i 8*«¿9 se declaró que loa empleados del Res- 
guardo seii.m amovibles á voluntad del Gefe del Es- 
tado, esta disposición parece derogada por el pncep- 
toCoostitue'k nal en su art. 81 que de termina los em- 
pleados que se hallan en este ca*o, sin hacer mención, 
de aquellos. 
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buque, las reglas á que aueda sugeto du- 
rante su permanencia en él. — Véase Capi- 
tán de buque. 

Al regreso de la visita, quedará abordo 
del buque visitado, un guarda que debe 

C ermanecer allí durante las operaciones del 
uque, para vigilar que no se cometa frau- 
de alguno, y se observen las reglas y pres- 
cripciones establecidas.— “Véase Gtiarda. 

La carga y descarga de todo buque de- 
be hacerse dentro del Puerto, á menos que 
su calado se lo impida Si por esta razón 
le fuera necesario alijar desde fuera alguna 
carga hasta ponerse en estado de entrar sin 
riesgo, probado el hecho, se le otorgará el 
correspondiente permiso por el Colector Ge- 
neral: lo mismo se practicará cuando le sea 
necesario hacer toda la descarga fuera del 
Puerto. 

Si á los ocho dias de llegado un buque, 
no conviniese al interesado introducir el 
cargamento, será obligado á dar la vela pre- 
via la visita de estilo: entre tanto el guarda 
estacionado abordo, no debe permitir que 
se abran las escotillas, redoblando su vigi- 
lancia, según lo aconsejen las circunstancias 
del caso. 

Todos los guardas y demas empleados 
del Resguardo, deben auxiliarse, y comu- 
nicarse reciprocamente las noticias que ad- 

Í uieran, conducentes á evitar el iraude. 
•os que aparezcan complicados en él, in- 
curren en la pena de suspensión, sin per- 
juicio de las demas á que haya mérito según 
la naturaleza del delito, levantándose un su- 
mario del hecho, y remitiéndolo al Gobier- 
no, para que sean juzgados según corres- 
ponda. 

Los comisos son parlibles entre los apre- 
hensores ó denunciantes, y empleados res- 
pectivos, según los casos, deduciéndose veinte 
y cinco y medio por ciento en favor del Fis- 
co, en la forma determinada en el Regla- 
mento de 20 de Marzo de 1829, en el 
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cual se encuentran todas las demas disposi- 
ciones de detalle y de régimen interior, que 
aquí se omiten por su larga extensión. 

Por Decretos de 13 de Septiembre de 
1852 y 20 de Junio de 1854, fué creado 
el servicio de Resguardo marítimo, dando 2 
este una nueva organización, y sometiendo 
la navegación del Uruguay á un régimen 
especial: sin embargo, ninguna de las dis— 
osiciones contenidas en dichos decretos 
a sido llevada á ejecución, quedando la na- 
vegación del Uruguay, sugeta solamente 2 
la vigilancia del Resguardo, en la forma es- 
tablecida por el Reglamento de Marzo de 
1829, y derogadas de hecho aquellas dis- 
posiciones. 

bbsidkncia. — La cuenta que se loma 
á la persona que ha desempeñado un cargo 
público, sobre el cumplimiento de sus debe- 
res durante el ejercicio de él. 

El Presidente de la República está suge- 
to á residencia durante sus funciones, y 
hasta un año después de terminadas, no pu- 
diendo en este periodo, ausentarse por nin- 
gún motivo, del territorio de la Repúblca, a 
no ser que existan causas poderosas, y ob- 
tenga permiso de la Asamblea General (1). 

No puede ser acusado, sino ante la Cá- 
mara de Representantes, y solo por los de- 
litos de traición, concusión, malversación de 
fondos públicos, violación de la Constitu- 
ción, ú otros que merezcan pena infamante 
ó de muerte. La acusación puede ser de 
parte, ó nacer en la Cámara misma. Pasado 
el término de la residencia, nadie podrá ya 
acusarle (2). 

Si la Cámara de Representantes hallase 
haber lugar á la formación de causa, debe 


(I) Art. 83 de la Constitución 
(3) Art. 81 de la Coastiturion. 
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hacer la acusación ante el Senado, á quien 
compete conocer del juicio(l). 

Los Ministros de Estado, están sugetos á 
residencia durante seis meses después de 
terminadas sus funciones en la misma for- 
ma establecida con respecto al Presidente 
de la República. Duiante este período, no 
pueden salir del territorio de la República. 

No salva á los Ministros de responsabili- 
dad, la órden escrita ó verbal del Presiden- 
te de la República, en los delitos de trai- 
ción, malversación de fondos, y cualesquiera 
otros que merezcan pena infamante ó de 
muerte, por los cuales puedan ser acusa- 
dos (2). 

Los Gefes Políticos y de Policía, están 
sugetos á residencia, por el término de tres 
meses después de concluidas sus funcio- 
nes (3). 

No se halla determinada por la ley la 
forma de la acusación, ni el Tribunal que 
debe juzgarles; por lo que es de presumirse 
que el juicio en su caso, competa ¿ las jus- 
ticias ordinarias, como los demas empleados 
públicos incursos en delito. 

Los Comisarios de Policia están sugetos 
¿ la misma residencia. 

BE8WBNTR8 EXTB4VGEBOS. Véase 

Extrangeros. 

restricción re hipotecas. — Véa- 
se Registro de hipotecas. 

RETIRO DE EMPLEADOS CIVILES.— 

Pensión acordada á los empleados de la Na- 
ción, á quienes se separa del servicio. 

Todos los empleados civiles que por in- 
necesarios sean separados del servicio, tie- 
nen opcion al goce de un retiro, siempre 
que desempeñen plazas efectivas. 

Los retirados que tuviesen diez años de 
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servicios, deben serlo con la cuarta parte 
del sueldo que disfrutasen al tiempo de su 
separación: los qne tuviesen veinte años, con 
la mitad: los que tuviesen treinta años, con 
las dos terceras partes; y últimamente, los 
que tuviesen cuarenta, con su sueldo inte- 
gro. 

Los empleados amovibles, no son com- 
prendidos en los beneficios del retiro (1). 
En remuneración, tienen cuando se jubilan, 
un aumento de quince por ciento sobre el 
goce establecido por punto. general para to- 
dos los empleados. — Véase Jubilación. 

No se consideran por servicio, las comi- 
siones, ni tampoco el tiempo que hayan es- 
tado á mérito los empleados retirados. 

Los años de servicios prestados en cam- 
paña en guerra exterior, se cuentan dobles. 

Cuando un empleado retirado vuelva al 
servicio, cesg en el goce que tuviera por 
esta calidad, percibiendo solo el de la plaza 
á que fuese destinado, siempre que sea ma- 
yor que el del retiro; pero no siéndolo, con- 
tinuará en el goce de este, sin remunera- 
ción alguna por el nuevo destino. En el caso 
de cese en este, vuelve al goce del reti- 
ro (2). 

Para que un empleado tenga opcion al 
retiro, es necesario que se suprima la plaza 
efectiva que estuviese sirviendo; que tenga 
el tiempo de servicios marcado por la ley, 
y que su separación no proceda de ineptitud, 
omisión, ó delito. 

Par justificar estas circunstancias, el pre- 
tendiente debe iniciar un expediente ante el 
Gobierno, al cual acompañara sus títulos y 
demas justificativos que sean del caso, pa- 
ra que, previo informe de la Contaduría Ge- 
neral, sobre haber sufrido el empleado, el 
descuento de montepío, y audiencia del Mi- 


( 1 ) Art. 16 de la Con* titucion § 2 ° . 

(2) Art* 89 y DO de la Confutación. (I) Ley de S de Mayodel838. Cap. 1°. 

(3) Art. 18 de la ley de I ° de Marzo do 1831 (2) Ley de 3 de Mayo de 1838. Cap. 4 9 . 
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nisterio Fiscal, se le acuerde el retiro de la 
ley (1). 

RETIRO DE GEFES T OFICIALES DEL 

ejército. — Siendo necesario disminuir el 
Cuerpo de Gefes y Oficiales del Ejército en 
el año de 1835, j premiar al mismo tiem- 
po, los servicios que habían prestado al 
Pais, fueron dictadas las leyes de reforma 
militar, en virtud de las cuales, todos los 
Gefes militares que por retiro quedasen 
fuera del servicio en el ejército, y tuviesen 
de diez años cumplidos, hasta diez y seis de 
antigüedad, gozarían la tercera parte del 
sueldo correspondiente á sus plazas efecti- 
vas al tiempo de retirarse!* de diez y seis á 
treinta la mitad: de treinta á cuarenta, las 
dos terceras partes, y de cuarenta para ar- 
riba, el sueldo integro, debiendo contarse 
doble el tiempo de servicios prestados en 
campaña (2). 

A los que entrasen al goce del retiro, se 
les acordó por premio, por una sola vez, la 
cantidad correspondiente á veinte años de 
sueldos como retirados, pagándoles, mien- 
tras no les fuese cubierta aquella suma, el 
interés de seis por ciento anual, esceptuán- 
dose los que gozasen sueldo íntegro por re- 
tir^ y los inválidos (3). 

Las leyes de retiro y premio militar se 
llevaron á efecto, en cuanto á la reforma 
de una gran parte de la lista militar, docu- 
mentándose á los reformados del importe de 
sus respectivos haberes. Fué pagado en par- 
le el monto de estos créditos, creando fon- 
dos al efecto, y asignándolos á la Caja de 
amortización, hasta que por resoluciones 
ulteriores, la deuda procedente de la refor- 
ma militar, entró á formar parte de la deu- 
da general del Estado. 


(1) Decreto de 2 de Enero de 1889. 

(2) Ley de 2 dé Judío de 1835. 

(3) Ley de 12 de Junio de 1835. 
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Los Gefes y Oficiales retirados, volvieron 
después, casi en su totalidad, al servicio, 
con sus antiguos grados y con los sueldos 
correspondientes á ellos. 

Ulteriormente, por la ley de 14 de Ju- 
lio de 1853, se mandó que todos los Gefes 
y Oficiales, cuyos servicios no se conside- 
rasen necesarios, fuesen retirados, recibien- 
do una compensación en dinero, arreglada á 
su antigüedad en el servicio. Para aten- 
der al pago de las cantidades con que debe- 
rían ser cubiertos los Gefes y Oficiales re- 
tirados, la ley de 23 de Julio de 1857 es- 
tableció una contribución extraordinaria del 
uno por ciento, por una sola vez, sobre los 
capitales de la República. Ambas leyes que- 
daron sin ejecución, y la última fué espesa- 
mente derogada por la de 23 de Mayo de 
1860, quedando sin efecto la contribución 
extraordinaria, cuyo producto debía aplicar- 
se al pago de los haberes de tos Gefes y 
Oficiales retirados. 

reventa. — Véase Alcabala. 

revisador de patentes. — Comisio- 
nado que tiene á su cargo examinar si las 
casas sugetas á tomar patente de giro, han 
llenado esta obligación. 

En todos los Departamentos del Estado 
hay Revisadores de patentes, en el número 
y con la jurisdicción territorial correspon- 
diente, según su extensión. 

Los Revisadores de patentes, están en- 
cargados también, de perseguir en campaña 
el tráfico clandestino de pulperías y tiendas 
volantes, el cual debe ser penado, por la 
primera vez, con una mulla .de treinta pe- 
sos al infractor; y caso de reincidencia, con 
el descomiso de los efectos que Uevase, en 
favor de los denunciantes y aprehensores, á 
escepcion de una tercera parte de su impor- 
te, que debe aplicarse á gastos de instruc- 
ción pública del Departamento en que fuese 
aprehendido el contraventor. Estas penas 
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deben llevarse á efecto, por declaración que 
asi lo ordene del Gefe Politico ó Jaez de 
paz respectivo. 

Los Revisadores no pueden dispensar á 
nadie del pago de la multa en que hubiese 
incurrido, ya sea por llevar pulperías ó tien- 
das, ó por no haber pagado la patente de 
giro correspondiente: es de su rigoroso de- 
ber, pasar al Gefe Politico respectivo, una 
relación nominal de los multados, entregán- 
dole la tercera parte del importe de dichas 
multas, para que sea aplicado, como queda 
dicho, á gastos de instrucción pública (1). 

Los Gefes Politicos están autorizados 
para nombrar los Revisadores de patentes, 
con acuerdo del Administrador del ramo, 
debiendo prestar á aquellos, la cooperación 
necesaria en el desempeño de sus- funcio- 
nes. 

Les incumbe también, decidir breve y 
sumariamente, cualquiera cuestión que se 
suscite entre los Revisadores y dueños de 
establecimientos de giro. 
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En el Dcpatamento de la Capital á los 
Jueces de Paz, incumbe del mismo modo, 
decidir sin apelación, las cuestiones que se 
susciten entre los Revisadores y propietarios 
de establecimientos (1). — Véase Impuesto 
de patentes — Patentes de giro. 

revisión. — Véase Recurso de revisión. 

REVISTA DE COMISARIO. Todos IOS 

Gefes y oficiales del Estado Mayor Pasivo é 
Inválidos, residentes en la capital ó su de- 
partamento, deben presentarse á justificar su 
existencia en la mesa de Comisaria, el dia 
de la revista de Comisario. El que no se 
presentase, ni pasase aviso justificado , que- 
da considerado como ausente en el presu- 
puesto. 

La mesa debe anotar el domicilio de ca- 
da uno de los Gefes y oficiales presenta- 
dos (2). — Véase Interventor general de re- 
vistas. 


ni. 


rifas publicas. — Las rifas públicas 
eran permitidas mediante los permisos cor- 
respondientes, las garantías necesarias de 
parte del dueño del objeto rifado, y el pago 
del impuesto establecido en favor del Fisco 
y últeriormente, del empresario de la lotería 
de la Caridad, de cuyo ramo formaba parte 
el de rifas. Pero, por decreto de 3 de Enero 
de 1859, se mandaron cesar las rifas públi- 
cas en todo el territorio del Estado, asi como 


la lotería de cartones que también se hallaba 
anexa á la lotería de la Caridad. 

Es prohibido pues el juego de rifas públi- 
cas, como el de lotería de cartones. Los con- 
traventores quedan sugetos á las penas im- 
puestas, á los que tengan casas de juegos 
prohibidos. — Véase Lotería de cartones- 
juegos prohibidos. 

ríos. — Véase Navegación de los Ríos. 

riveras. — Véase Límites del Puerto. 


RO. 


rodados. — Véase Carruajes . — Im- rol. — Néase Impuesto de rol Apéndice, 

puesto de rodados. — 

(1) Decreto de 23 de Noviembre de 1859. 

(2) Orden general dol Ministerio de la Gnerra de 5 

(I) Decreto de 15 de Diciembre de 1858. de Julio de I8CO. 
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■•¡■ANA. — Balanza destinada á determi- 
nar el peso de algún objeto. 

La inspección de las romanas de que ha- 
gan uso las casas de giro está inmediata y 
especialmente á cargo de un contrastador pú- 
blico, nombrado por el Gobierno, sin perjui- 
cio de la autoridad y vigilancia superior del 
Gefe Político y de Policía. Todas las roma- 
manas pues, deben estar contrastadas, y cu- 
ando jse hallen sin el contraste respectivo, ó 
Mas, los tenedores quedan sugetos á la pe- 
nade mnlta ó prisión, según los casos (1). 


RO 

Las multas en que incurren los infracto- 
res, son las siguientes: En la romanas de 
media arroba para abajo, doce reales por on- 
za de falta en el pilón del peso: de media 
arroba para arriba, dos pesos por onza: de 
una arroba á un quintal, tres presos. Por 
las piezas de cualquiera otra clase que se ha- 
llen sin contraste, ocho pesos par la primera 
vez; doble la segunda, recogiéndole la pesa 
ó romana, y por la tercera, privación de ven- 
der, ademas de ambas multas (1). 


SA. 


sala de doctores. — El Cuerpo de 
graduados en las facultades de Medicina, 
Teología y Jurisprudencia. 

La Sala de Doctores, se divide en miem- 
bros titulares y honorarios. 

Son miembros titulares, l.° Los miem- 
bros del Cuerpo Universitario: 2. ° Los 
Catedráticos de la Universidad: 3. ° Los 
que habiendo hecho un curso de estudios en 
ella, recibiesen algún grado: 4. ° Los 
que, aun cuando no hayan hecho estudios 
en la Universidad, reciban en ella grado 
académico, ó se incorporen con el recibido 
en otra, siempre que gocen del ejercicio de 
los derechos de Ciudadanía. 

Son miembros honorarios, todos tos que 
habiendo recibido algún grado, ó habiéndo- 
se incorporado á la Universidad, no tengan 
las otras condiciones que quedan determi- 
nadas. 

Los miembros honorarios pueden ser de- 
clarados titulares, después de diez años de 
residencia en el País, ó por algún servicio 
reelevante de cualquier género, prestado al 
mismo. 

La Sala de Doctores solo se reúne el 1 . ° 


de Marzo de cada año, para la colación pú- 
blica de grados, y el dia 18 de Julio, ani- 
versario de la instalación de la Universidad. 

Cuando los grados universitarios no pu- 
diesen conferirse el dial. 0 de Marzo, el 
Rectorde la Universidad, de acuerdo con et 
Consejo Universitario, puede transferirlos, y 
desigoar el dia en que este acto haya de te- 
ner lugar. 

En la reunión del dia 1 8 de Julio, el Rec- 
tor de la Universidad, debe presentar en se- 
sión pública, un informe sobre el estado de 
ella, tanto en su material, como en lo for- 
mal, en todos los ramos que comprende, in- 
dicando, al mismo tiempo, las medidas que 
considere convenientes para su mejora y 
progreso. 

Este informe debe pasarse en seguida al 
Consejo Universitario, para las resoluciones 
convenientes. 

En la misma sesión, los miembros titula- 
res de la Sala de Doctores, deben elegir ca- 
da dos años, el Rectoi; y Vico Rector de la 
Universidad, espresando su voto por escrito, 
firmado y cerrado; cuyo escrutinio, hecho en 


(1) Reglamento de Policía de 25 de Enero de 1821 . (I) Decreto de 29 de Diciembre de 1929. 


Digitized by ^.ooQie 



SA — 249 — 


elmismo acto por el Secretario, el Rector 
saliente, proclamará al electo. 

No está prohibida la reelección del Rector 
y Vice Rector. 

En caso que la votación resultase empa- 
tada. debe decidir la suerte (1). Véase Doc- 
tor — Universidad mayor de la República. 

saladeristas. — Los que se ocupan 
de las faenas de carnes. 

Los saladeristas gozan dé la facultad de 
embarcar sus carnes directamente de sus es- 
tablecimientos, previos los correspondientes 
permisos de Aduana. 

Están obligados á dar conocimiento al Ad- 
ministrador general de corrales de abasto 
de los animales, ó carnes beneficiadas que 
entreguen para consumo de estaciones nava- 
les ú otros buques para sus viajes, bajo pe- 
na de una multa de veinte y cinco pesos 
por la primera vez, el duplo por la segun- 
da, y prohibición de ejercer su industria 
por la tercera (2). Véase Reconocedores 
de frutos del Dais. 

saladeros. — Está mandado que los 
saladeros en el Departamento de la Capi- 
tal, se sitúen á la margen derecha del Mi- 
guelete, siguiendo una linea al Norte de la 
falda del Cerro; de este punto al conocido 
por de Maroña, y de aquí al mar. 

Los saladeros que estuviesen estableci- 
dos antes de Abril de 1 836, tienen dere- 
cho á conservarse en el parage que ocupa- 
sen, aunque no se hallen en los limites 
proscriptos. 

No pueden consonarse en los saladeros 

(1) Reglamento Universitario de 38 de Septiembre 
de 1849. Cap. 6.° 

(2) Arts. 2d y 21 del R glamentode de Octubre 
de 1854. Estas disposiciones están en desuso. 


HA 

las osamentas de los animales muertos, sin 
que se les dé el beneficio á que las desti- 
nen sus propietarios, sino el tiempo preciso 
para evitar su corrupción. 

Los que en contravención de esto las dc- 
járan corromper sin quemarlas, quedan su- 
getos á una multa de doce pesos por la pri- 
mera vez, y veinte y cinco por la segunda, 
quemándose en el acto, por cuenta del due- 
ño (l). 

Bajo la palabra faena, está admitido en 
el sentido comercial y legal, todo el trabajo 
del año en los saladeros, y se hace aplica- 
ción de ella en los contratos respectivos, de 
una manera obligatoria é invariable. 

Asi pues, las transacciones que se hacen 
cu el comercio sobre la faena, sea que se 
venda ó que se contraten anticipos para 
ella, importan una verdadera obligación de 
dar ó de hacer, que abraza el periodo de 
los trabajos anuales de los saladeros en su 
totalidad, ó subdivididos según las cláusu- 
las del contrato. 

Cuando se contratan anticipos sobre tal 
ó cual faena, hay obligación por parte del 
prestamista, de dar fondos para toda la fae- 
na; y por parte del saladerista, de entregar 
sus frutos, como pago, ó como garantía, cu- 
ya chancelación depende de las cuentas de 
ventas. Es contrato á término fijo, por ra- 
zón del periodo de los trabajos. 

salvataje. — Véase Naufragio. 

sanción de las leves. — V case Cá- 
mara de Representantes. 

sangradores. — Véase Junta de Hi- 
giene pública. 

(I) Decreto de 30 de Abril de 183G. 


32 
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secciones judiciales. — El lerrito- 
rio del Estado se divide en dos grandes sec- 
ciones judiciales. A la primera correspon- 
den los Departamentos de Montevideo y 
Canelones: á la segunda, todos los demas 
de la República. 

Los Jueces letrados de lo Civil y del 
Crimen, ejercen jurisdicción en cada una de 
sus secciones respectivas (1). 

Las causas de los Juzgados Ordinarios, 
que suban en apelación deben venir al Juez 
letrado de la Sección competente. 

Los Jueces letrados residen en la Capi- 
tal, yaunque por la ley de 14 de Julio de 
1854, se establecieron Jueces letrados de 
lo Civil y Criminal en la campaña dividien- 
do su jurisdicción en cuatro secciones, esta 
ley fué revocada por la de 6 de Julio de 
1857, quedando desde entonces, estableci- 
das las dos secciones que quedan indicadas. 

Los Juzgados de Paz tienen determina- 
das sus secciones respectivas en todos los 
Pueblos del territorio del Estado. 

En la Capital, la antigua Ciudad, está 
dividida en cuatro secciones, separadas por 
las calles de Misiones, Rincón y Washing- 
ton: la nueva Ciudad está dividida en dos 
secciones separadas por la calle del 18 de 
Julio. Existen ademas, los Juzgados de paz 
correspondientes al distrito de la Aguada, 
del Cordon, y demas puntos extramuros de 
la Ciudad (2). — Véase Jurisdicción. 

secciones militares. — La Repúbli- 
ca fué devidida en cinco secciones militares. 
La 1 . comprendía los Departamentos de 
Canelones, Minas y Maldonado; la 2. 48 los 
Departamentos de Florida, Durazno y Cerra 
Largo; la 3. ” los de San José, Colonia y 
Soriano: la 4. ” los de Paysandú, Salto y 


(1) Arts. 2.° y 3.° de la ley de l.° de Abril de 
1859. 

(2) Decreto de 13 de Agosto de 1858. 
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Tacuarembó: la 5. w el Departamento de 
Montevideo. Cada una de estas Secciones, 
fué puesta bajo la dependencia de un Gefe 
militar, para los casos en que fuese nece- 
saria la reunión del lodo ó parte de la Guar- 
dia Nacional (1). Pero por decreto de 23 
de Abril de 1860, se declaró revocada 
aquella disposición, y disueltas las secciones 
militares. 

secciones de poLiciA. — En 'las mis- 
mas proporciones en que están determina- 
das las secciones para los Juzgados de paz, 
en la Capital, y en los demas Pueblos de 
la República, lo están también para el De- 
partamento de Policía. 

Cada sección se halla á cargo inmediato 
de un Comisario de Policía, encargado de 
su vigilancia. En la Capital, cada Comisa- 
rio; tiene á sus órdenes un sargento y ocho 
celadores (2). 

Los Comisarios de Policía, como depen- 
dientes inmediatamente del Gefe Político, 
deben pasarle parte de todas las novedades 
que ocurran en sus respectivas secciones 

secuestro. — Véase Embargo. 

seguridad individual. — La segu- 
ridad individual no puede suspenderse sino 
con anuencia de la Asamblea General, ó de 
la Comisión Permanente en receso de aque- 
lla, y en el caso extraordinario de traición ó 
conspiración contra la Patria: entonces, solo 
será para la aprehensión de los' delincuen- 
tes (3). 

seguros marítimos. — Véase Socie- 
dad de Seguros . 

{i) Decreto de 8 de Marzo da I8G0. 

(2) reárelo de 15 de Mayo de 1860. 

(3) Art. U3 de la Constitución. La latitud 6 falta 
de precisión de las facultades que el art. 81 del mió- 
nm Código confiere al Gefe dd Estado en casos ex- 
traordinarios de conmoción interior, puede dar, y La 
dado acaso mérito é abusivas interpretaciones que 
han hecho ilu.sotio el precepto protesto.* del art. H3. 
És evidente que aquella disposición demanda una in- 
terpretocion autént ica que la precise y determine con 
caridad. 
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sbuoü postiles. — Los que están 
obligados á llevar en el sobre las cartas 
particulares, para el exterior ó para el in- 
terior de la República, á fin de que por la 
Administración de Corre o », sean remitidas á 
su destino. 

La Administración tanto en la Capital, 
como en los demas pueblos de la Repúbli- 
ca, vende los sellos postales, cuyos valores 
se hallan determinados en la tarifa respecti- 
va. — Véase Correo. 

La 'Administración certifica cartas y plie- 
gos de autos. Las cartas certificadas de 
una onza de peso, deben llevar un sello de 
valor de 5 reales: hasta cinco onzas, de 
8 reales: hasta diez onzas, de 10 reales: 
las demas, en proporción á su peso. 

Los pliegos de autos, hasta 1 6 onzas de 
peso, dos pesos; y los que escedan pagarán 
un real por cada onza. 

Todas las cartas, aun las que tengan se- 
llos, deben hecharse á la Adminisiracion 6 
sus sucursales, con escepcion de las certifi- 
cadas, que se entregarán en mano, en ía 
Administración. 

Toda carta que se hecheen los buzones 
sin franquear, queda detenida, avisándose 
por los diarios, para que el 1 dueño la haga 
franquear ó lá recojá, previa la correspon- 
diente constancia de ser suya (1). 

senado.; — Véase Cantara de Senado*- 
res. 

senadores. — Los -miembros de la Ho- 
norable Cámara de este nombre, en quien 
la Nación delega su soberanía, por medió 
de elección, indirecta, en la forma deter- 
minada por las Teyes. — Véase Elecciones 
de Senadores. 

Los Senadores duran en sus funciones 
por seis años, debiendo renovarse por ter- 
ceras partes en cada bienio, después de 


(l) Dtcrolo de \\ de Junio dt 1850.- 


haberse decidido por la suerte quienes de- 
bían salir el primero y segundo bienio, pa- 
ra dejar establecido el orden en lo succe- 
sivo. 

Para ser nombrado Senador, es necesa- 
rio reunir las condiciones siguientes: 1 . ° 
Siete años de Ciudadanía en ejercicio, antes 
del nombramiento: 2.® Treinta y tres 
años cumplidos de edad: 3. ® Poseer un 
Capital de diez mil pesos, ó una renta equi- 
valente, ó profesión científica que la pro- 
duzca: 4. ® No ser empleado civil ó mili- 
tar dependiente del Poder Ejecutivo por 
servicio á sueldo, con escepcion de los reti- 
rados ó jubilados, ni pertenecer al clero re- 
gnlar, ni al secular, gozando renta con de- 
pendencia del Gobierno. 

El Senador que á la vez hubiese sido elec- 
to Representante, puede elegir entre ambos 
cargos, el que mas le convenga. 

Los Senadores no pueden recibir em- 
pléos del Poder Ejecuti vo, sin previo conser - 
timiento del Senado y sin que quede vacan- 
te el cargo; cuya vacante debe ser llenada 
por los suplentes, según su órden, que en 
número de cuatro, deben ser nombrados con 
el Senador titular, y reunirlas mismas. con- 
diciones requeridas para este (1). 

No pueden los Senadores ser arrestados,, 
sino en acto de delito in fraganti, debiendo 
en tal caso, darse cuenta á la Cámara, con 
la correspondiente información para la reso- 
lución que corresponda. 

Solo pueden ser acusados criminalmente 
ante su Cámara, y en los casos de traición, 
concusión, ú otros que merezcan pena infa- 
mante ó de muerte (2). 

Los Senadores no son en ningún caso 
responsables por sus debates, ó por lasopl- 


(1) Cap. 3.® Sección 1. a déla .Constitución. 

(2) Art.51 de la Canstilucion. 
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niones que emitan durante el desempeño de 
sus funcionas (1). 

Tienen el deber de asistir diariamente y 
con puntualidad á las sesiones: cuando al- 
guno tuviese para ello algún impedimento, 
debe avisarlo directamente ó por secretaria. 
Guando tuviese que ausentarse por mas de 
tres dias, debe pedir permiso á la Cámara, 
V cuando alguno tuviese que ausentarse de 
la sesión durante ella, debe dar aviso al 
Presidente (2). 

Los Senadores no forman cuerpo fuera 
del salón de sus sesiones, escepto cuando 
circunstancias extraordinarias, impidan que 
se reúnan en el lugar destinado á ellas (3). 

Antes de entrar al ejercicio de sus fun- 
ciones, los Senadores deben prestar jura- 
mento ante su Cámara, de desempeñar de- 
bidamente el cargo, obrando conforme á la 
Constitución (4). 

Los Senadores no pueden ser reelectos 
sino después que haya pasado un bienio al 
menos desde su cese (5). — Véase Cámara 
de Senadores. 

sentencia DKFixiTivA.— Aquella en 
que el Juez, concluso el pleito, resuelve so- 
bre lo principal, condenando ó absolviendo 
al demandado. 

Los Jueces, así como los asesores, tienen 
obligación de pronunciar sentencia definiti- 
va, dentro de cuarenta dias después de con- 
clusa la causa. Los que asi no lo hicieren 
pueden ser recusados por las partes, siendo 
esta, causa bastante para ello, siempre que 
resulten culpables de la demora (6). 

En los Tribunales colegiados, los Jueces 


(1) Art 49 de la Constitución. 

(2) Arte, 50 á 53 del Reglamento dd Senado de 18 
deJaniode 1858. 

(3) Art. 5? del mismo Reglamento. 

(\) Art. 33 de la Constitución. 

(5) Art. CC de !a Constitución» 

(ti) Art. 7 1 de la ley de 9 de Mayo de 18 j6. 
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que no estuviesen conformes con el voto de 
la mayoría, pueden agregar á su firma la pa- 
labra discorde. Está abolido el juramento 
de secreto sobre el acuerdo (1). 

Los autos definitivos ó con fuerza de 
tales, que dicten los Jueces letrados, ó que 
aconsejen los asesores, deben ser motiva- 
dos por la aplicación de las leyes á los he- 
chos, haciéndose espresa mención de aque- 
llas y estos (2). 

SENTENCIA INTER LOCCTORIA. — La 

que pronuncia el Juez durante el juicio 
sobre algún incidente, y todo auto prepara- 
torio parala definitiva. 

Las sentencias iulerlocntorias deben dic- 
tarse dentro del preciso término de veinte 
dias, siendo la falta de cumplimiento á esta 
disposición, suficiente causa para recusar al 
Juez, siempre que resulte culpable de la 
demora (3). 

serenos. — -Encargados de vigilar el or- 
den de la Ciudad, y cuidar de las casas de 
los vecinos, durante las altas horas de la 
noche. 

Para la conservación del cuerpo de sere- 
nos, está establecido uu impuesto mensual 
en las proporciones siguientes: 

Pagan tres pesos, las casas de consigna- 
ciones, de negocios marítimos, y registros. 
Dos pesos, los almacenes por mayor de to- 
da clase de negocio, los de loza, ferrete- 
ría, muebles, barracas de cueros y maderas 
oficinas de corredores, casas de martillo, 
joyerías, prensas y fabricas de coches. 

Doce reales, las velerías, fondas, cafés, 
boticas, peineterias, reñideros de gallos, y 
canchas de bolos. 

Un peso, las tiendas de géneros, de za- 
patos y de sombreros. 


( 1 ) Art. 42 de la ley de 9 de Mayo de 1 858. 

(2) Art. i I déla misma. 

(3) Art. 71 de la mhma. 
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Seis reales, las pulperías, confiterías, 
chocolaterías, botellerías y bodegones. 

Cuatro reales las casas con zaguan á la 
calle, pagaderos por el ocupante cuando sea 
una familia, y por el propietario del edificio, 
cuando esté habitado por varias. 

Tres reales, las platerías, relojerías, hoja- 
laterías, carpinterías, herrerías, sastrerías, 
zapaterías, colchonerías, talabarterías, gra- 
vadores, tintorerías, tonelerias, lomillerías, 
armerías, perfumerías, cordonerías, pinto- 
rerias, cigarrerías, peluquerías, bandolas, 
caballerizas, puestos de verdura ó fruta, y 
toda clase de carniceria, las casas sin za- 
guan, que tengan patio y dos ó mas habi- 
taciones, y todos los establecimientos que 
no esten comprendidos en los que quedan 
detallados (1). 

La recaudación é inversión del impuesto 
de serenos, está á cargo de una Comisión 
nombrada al efecto. Su producto se aplica 
al pago de los sueldos de los individuos que 
hacen el servicio de serenos. Su cobro es 
ejecutivo, no pudiendo por motivo alguno 
rehusarse el pago: cuando alguno lo resis- 
tiese, se hará efectivo sin mas tramite, por 
medio del Teniente Alcalde respectivo, el 
cual, en caso necesario, solicitará el auxilio 
de la Policía para el arresto del renitente. 

Cada dos manzanas de la Ciudad, están 
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guardadas por un sereno, al cual incumbe 
su inmediata vigilancia, sin perjuicio de 
ocurrir en caso necesario, al punto donde 
fueren llamados por algún motivo extraor- 
dinario: para este efecto, los serenos tienen 
señales determinadas y deben prestarse au- 
xilios reciprocos. 

Los serenos deben aprehender y entre- 
gar al departamento de policía, á cualquiera 
individuo que encuentren en acto de delito, 
de pelea, en estado de embriaguez, ó come- 
tiendo cualquiera clase de desórden. 

Los serenos son armados de lanza y pis- 
tola y son responsables de la conservación 
de dichas armas. 

Sus servicios principian á las nueve de 
la noche en invierno, y á las diez en verano 
y concluyen al venir el dia (1). 

Está mandado que sin perjuicio de las 
atribuciones de la Comisión de serenos, de- 
pendan estos inmediatamente del Gefe Polí- 
tico y de Policía del Departamento, para 
que conserve el cuerpo la conveniente su- 
bordinación (2). 

La institución de serenos, existe solo en 
la Capital y en la Villa de la Union. 

servicio re rostas. — Vease Pos- 
tas. 

SESIONES RE LA ASAMBLEA GENE- 
RAL. — Véase Asamblea general. 
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sirvientes. — Todo individuo, cualquie- 
ra que sea su sexo, edad ó color, que esté 
conchavado á sueldo ó salario, para cualquier 
servicio doméstico, en la capital, debe ha- 
cerse inscribir en el Departamento de Poli- 
cía, en un registro donde conste su nombre 
patria, edad, estado, color y casa en que 


habite, recibiendo gratuitamente una libreta 
que debe darle la Policía. 

Todo individuo que se presente á anotar- 
se en el registro, debe hacer constar hallar- 
se conchavado, con un certificado de su pa- 
trón visado por el Teniente Alcalde respec- 
tivo. 


(U Leyes de 10 de Majo de 1838, y 10 de Junio 
de 1838. 


(I) Decreto f ° de Diciembre 1840. 
(?) Decreto de 28 de Agoste de 1854. 
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Cuando algún conchavado salga de su 
conchavo su patrón debe poner en la libreta, 
una nota en que esprese el motivo de la sa- 
lida, para hacer constar su comportacion: el 
nuevo patrón se informará de ella por medio 
de esta nota. 

Si esta nota careciese de verdad, ó el pa- 
trón se negase á ponerla, el sirviente puede 
ocurrir al Comisario de Policía de la sección 
para que imponiéndose de los hechos, los 
haga constar en la libreta. 

La Policía no admite queja de un patrón 
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contra un sirviente que hubiese tomado sin 
libreta, ó con mala nota en ella. No puede 
ninguno dejar la casa de su patrón, sin pre- 
venirlo con quince dias de anticipación. 

Las sirvientas que cometan faltas en ca- 
sa de sus patrones, asi como cualesquiera 
otras que trabajen- por su cuenta y que por 
su mala conducta merezcan una pena cor- 
reccional, deben ser destinadas al servicio 
del hospital 6-del asilo de méndigos, por un 
tiempo proporcionado á la falta en que hu- 
biesen incurrido (1). 


SO. 


soberanía NACIONAL. — La Sobera- 
nía del Estado en toda su plenitud, reside 
radicalmente en la Nación, á la cual compe- 
te el derecho esclusivo de establecer sus le- 
yes, por medio de sus Representantes, legí- 
timamente constituidos. 

Ella es para siempre libre é independien- 
te de todo Poder Extratigero, y no puede 
ser jamas el patrimonio de persona ni de fa- 
milia alguna (1). 

Todo Ciudadano es miembro de la sobe" 
rania de la Nación, y tiene como tal, voto 
activo y pasivo en sus deliberaciones. Todo 
ciudadano puede pues ser Hamado á los em- 
pleos públicos (2). 

El ejercicio de la soberanía Nacional, esta 
delegado en los tres Altos Poderes del Esta- 
do, Legislativo, Ejecutivo y Judicial en la 
forma y bajo las reglas establecidas por la 
Constitución política del Estado, y por las 
leyes de la materia. 

La forma de Gobierno del Estado es la 
Representativa — Republicana (3). 


(1) Arta. 2, 3 y 4 de la Constitución. 

(2) Arts. 9 y 10 de la Constitución. 

(3) Arts. 13 y 11 de la Constitución. 


SOCIEDAD BE BENEFICENCIA. — Véase 
Hospital'de Caridad. 

SOCIEDAD FILANTRÓPICA. lüstitu— 

cion de beneficencia, creada expontaneamen- 
te, y sostenida por los miembros que la 
componen, destinada á objetos piadosos y 
de utilidad pública. 

La Sociedad Filantrópica nació de la 
época calamitosa en que la Capital fué victi- 
ma del cruel azote de la fiebre amarilla. En 
esos dias aciagos, los miembros de la Sociedad 
Filantrópica, eran compañeros inseparables 
dedos desgraciados que caían bajo el peso 
del terrible flajelo, y que carecían de me- 
dios propios para su asistencia. 

El indigente tuvo el inapreciable consuelo 
de verse rodeado de todos los auxilios de la 
ciencia, de la religión y de los recursos de 
todo género, que le prodigaba la mano ge- 
nerosa de la beneficencia-, por medio de es- 
ta institución, verdadera imagen de abnega- 
ción y dé virtud cristiana. Sus fundadores 
pues, merecen imperecedero aprecio y gra- 
titud. 

La Sociedad Filantrópica, que tan feliz y 
tan benéfica fué en sus primeros ensayos. 


(f) Edicto de Policía de 1 ° do Julio de 1800.. 
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conservó su existencia, y continuó atendien- 
do con sus fondos y recursos, al alivio de la 
indigencia, acudiendo á estos santos objetos 
donde quiera que exista la necesidad. 

Ulteriormente extendió sus beneficios á la 
educación pública, creando varias escuelas 
de instrucción primaria de ambos sexos, 
donde se reciben gratis niños pobres, cuyos 
establecimientos sostiene con sus propios 
recursos. 

La Sociedad Filantrópica es nna institu- 
ción que ademas de los bienes que prodiga 
á la humanidad, habla altamente en honor 
de la civilización, y de los sentimientos be- 
névolos del carácter Nacional. 

SOCIEDAD DE SAN VICENTE DE PACI.— 

Institución de beneficencia creada por par- 
ticulares, para atender con sus propios re- 
cursos á objetos piadosos y cristianos. 

Esta institución es sostenida por medio 
de suscripciones particulares, cuyos produc- 
tos se aplican á objetos de beneficencia y 
actos de caridad, como son la asistencia, 
educación y alimento de familias pobres. 

La Sociedad de San Vicente de Paul, 
presta servicios dignos del mayor elo- 
gio á la sociedad en general, y es un testi- 
monio honroso de su cultura, y de los sen- 
timientos humanitarios que la animan. 

La Sociedad está subdivida en cuatro 
conferencias, que se titulan: de San Felipe 
y Santiago : de la Purísima Concepción; 
de San Francisco y de San Aguslin. 

Existen ademas otras sociedades de auxi- 
lios y socorros recíprocos, como la de San 
Baltasar la de Socorros y la de Socorros 
"Mutuos, que se costean y sostienen con 
sus propios fondos, por medio de suscrip- 
ciones establecidas. 

SOCIEDAD DE SECUROS MARITIMOS — 

Sociedad anónima establecida en la Capital, 
bajo el título de Compañía Oriental. 

El capital de esta Sociedad es de tres 


cientos mil patacones, divididos en ciento 
cincuenta acciones de dos mil patacones. 

La dirección y administración de la So- 
ciedad, está á cargo de dos Gerentes, nom- 
brados por aquella, y amovibles á su volun- 
tad. 

La duración de la compañía es de diez 
años. 

Los gerentes tienen la firma de la com- 
pañía, sea conjuntamente ó por separado, 
pudiendo cualquiera de ellos, obrar sin el 
concurso del otro, con la restricción de que 
el valor asegurado sobre cada buque, no 
pase de un siete por ciento del capital so- 
cial. 

Como representantes de la Sociedad, es- 
tán plenamente facultados para entender en 
todo lo que tenga relación con ella, sea ju- 
dicial ó extrajudicialmente, cuidando siem- 
pre de evitar en cuanto sea posible las vias 
judiciales, por medio de arreglos amistosos 
ó de árbitros. 

Deben entregar mensualmente al Teso- 
rero las sumas que reciban por cuenta de 
la Sociedad, y llevar la contabilidad de ella. 

La Sociedad tiene un Directorio com- 
puesto de siete socios, nombrados á mayo- 
ría de votos, de los cuales deben renovarse 
tres cada año á la suerte. El Tesorero debe 
ser nombrado del seno del Directorio, así 
como un Inspector, encargado de inspeccio- 
nar la marcha del escritorio, al cual consul- 
tarán los Gerentes cuando hayan de hacer- 
se seguros de grande importancia. 

Cada seis meses debe practicarse un ba- 
lance general, por el Inspector, el Tesorero 
y los Gerentes. Las utilidades, deducido el 
diez por ciento asignado á los Gerentes, 
son partibles entre los socios, debiendo que- 
dar siempre en Tesorería el importe de un 
seguro que no esceda de seis mil pesos. 

Los accionistas son individualmente res- 
ponsables de todos los compromisos con- 
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traídos por la Compañía, hasta el importe 
de sus acciones respectivas. 

Las acciones son transferibles, con anuen- 
cia del Inspector y Gerentes. 

Cuandola Compañía no tuviese en caja 
fondos líquidos para cubrir alguno de sus 
compromisos, los Gerentes de acuerdo con 
el Inspector, deben presentar al Directorio 
el cuadro de la situación, el cual lo hará ála 
Sociedad, convocándola para determinar la 
cuota que corresponda desembolsar á cada 
acción. 

Si por la marcha de las operaciones de la 
Sociedad, se llegase á conocer una pérdida 
equivalente á la cuarta parte de sus fondos, 
se suspenderá toda operación ulterior, convo- 
cando á asamblea general para resolver lo 
que corresponda. 


80 

Las demas disposiciones de orden inter- 
no de la Sociedad, pueden verse en el Re- 
glamento de ella, al cual pertenecen las que 
quedan citadas. 

soukes v almos. — L os solares val- 
dios de los Pueblos cabeza de Departamen- 
to, están mandados adjudicar gratis á los 
individuos que quieran poblarlos, prefirién- 
dose para ello, á los que tengan derecho de 
posesión. 

Las Juntas Económico Administrativas, 
son las encargadas de adjudicar los solares 
valdios de los Pueblos, á los que los solici- 
ten, con sugecion á las disposiciones del 
Decreto de 25 de Octubre de 1859. — Véa- 
se Ejido. 

sorteo. — Véase Juez. 


811. 


SUCCEMION RE REHECHOS EVFITKI'- 

ticos. — Véase Enfiteusis. 

HOCHIM HEREDITARIA — Los bie- 
nes habidos por herencia entre colaterales, 
entre los cónyuges y entre extraños, asi co- 
po los legados, fideicomisos y donaciones 
mortis causa, están sugetos al pago de un 
impuesto en favor del Fisco. — Véase He- 
rencia. 

SUCCESION HEREDITARIA ENTRE 

eos cónyuges. — El órden de las succe- 
siones abintestato , establecido por la legis- 
lación Española que rige en la República, 
ha sufrido una modificación importante en 
cuanto á los derechos de los cónyuges reci- 
procamente. 

A falta de descendientes ó ascendientes 
legitimos ó naturales, son llamados á suce- 
der antes que todos los herederos abintes- 
tato, en primer lugar el marido á la muger 


y esta á aquel, no estando separados de he- 
cho ó de derecho (\). 

Se han suscitado cuestiones graves en el 
foro, sobre la prelacion de derechos heredi- 
dilarios, entre el cónyuge superviviente y el 
hijo natural, en los bienes paternos; y auu 
ha sido este punto, materia de diversas di- 
sertaciones académicas, ya sosteniendo uno ó 
ya otro de ambos estrenaos. 

Los que sostienen la prelacion del hijo 
natural, se apoyan en el testo espreso de la 
ley patria: los que la niegan, atribuyendo 
la prioridad á los cónyuges, se fundan en la 
condición en que la legislación Española no 
derogada, coloca á los hijos naturales en 
cuanto á los derechos hereditarios respecto 
del padre por la duda de.su origen, que no 
existe respecto de la madre. 

Asi pues, sin perjuicio de que no es ma- 


(I) Ley de 3 do Junio de 1837. 
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teria de cuestión, el derecho dd hijo natu- 
ral en los bienes maternos, con prelacion 
al cónyuge, se dá por algunos, distinta inter- 
pretación á la ley en cuanto á los del hijo 
natural en los bienes paternos. 

De aqui la duda legal que subsiste sobre 
ta verdadera mente de la ley: duda que no 
ha habido lugar de hacer desaparecer hasta 
ahora, por medio de la interpretación prác- 
tica de nuestros Tribunales. 

Éstas circunstancias harían muy conve- 
niente la sanción de una disposición Le- 
gislativa que sirviera de interpretación au- 
tentica de la ley, é hiciera desaparecer los 
inconvenientes y cuestiones á que ella dá 
mérito. 

sueldos. — Está espresamente prohibi- 
da ja anticipación de sueldos á ningún emplea- 
do civil ó militar de la Nación. Es prohibida 
del mismo modo, la acumulación de sueldos 
en una misma persona, sea con este título, 
ó con el de dietas, gratificación, pensión ó 
emolumento. 

El Ministro de Hacienda, el Contador y el 
Tesorero General, son responsables de 
la infracción de las disposiciones prein- 
dicadas (1). 

Esta ley es observada por lo que hace 
á acumulación de sueldos en una persona. 
Cuando un individuo desempeña dos ó mas 
emplees á la vez á sueldo del Estado, solo 
goza del mas alto de ellos. 

suitfiMsTitos. — Con el objeto de pre- 
venir los abusos á que ha dado lugar el su- 
ministro de réses, caballos y otros artículos 
de guerra, á la fuerza pública en circuns- 
tancias extraordinarias, los Gefes Políticos 
deben recibir modelos impresos de justifica- 
tivos, con el sello y firma del Contador gene- 
neral y con el cargo correspondiente, con 
cuyos documentos se pueden justificar úui- 

(l) Ley de V, de Junio de 1829. 
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camente los suministros, en los casos de mo- 
vilización de las Guardias Nacionales. Los 
Gefes y Oficiales del Ejercito con fuerza en 
servicio en campaña, deben recibir iguales 
modelos del Ministerio de la Guerra, el cual 
los recabará de la Contaduría General. 

Todas las autoridades que otorguen justi- 
ficativos, deben pasar aviso al Ministerio 
respectivo, con espresion del nombre del in- 
teresado y número de reses ó caballos lo- 
mados. 

La Contaduría debe observar los justifi- 
cativos, si hubiese cualquiera omisión, su- 
plantación ó enmendatura, para practicarse 
en su caso, las indagaciones correspondientes. 
No debe reconocerse ninguna reclamación 
por suministros, quo no venga en la forma 
indicada. 

Los caballos que fuesen tomados para el 
servicio del Estado, deben tener una marca 
especial de este. Los caballos y demas bes- 
tias introducidas para mejorar las razas, no 
pueden tomarse para el servicio público (1). 

Los Comandantes de partidas que tuvie- 
sen que tomar por si reses ó caballos, de- 
ben documentar á los interesados con un re- 
cibo provisional, en que espresen la causa ú 
objeto de esta disposición, el nombre del 
dueño, y el número de animales en pié, con 
especificación de su clase, ó arrobas de car- 
ne, con que hubiesen sido ausiliados. Pre- 
sentando este recibo al Gefe de la Guardia 
Nacional del Departamento, este debe dar al 
interesado el boleto respectivo de que esta- 
rá munido, comprobada la exactitud del cré- 
dito, quedándose con los recibos dados por 
el oficial ó Comandante de partida, para po- 
der dar en cualquier tiempo los informes que 
se le pidieren. 

Deben también los Gefes de la Guardia 
Nacional, pasar mensuahnente al Ministerio 

(I) Drcrelo de 4 de Abril de 18GO. 

33 


Digitized by {jOoq le 



- 258 — 


8IJ 

de la Guerra, una relación de los boletos 
justificativos que hubiesen otorgado, con to- 
dos los detalles del caso, como el nombre 
de los dueños, el de los Comandantes de 
partida, número de animales, y su clase. 

Los caballos que se tomasen para el scr- 


SV 

vicio público deben ser marcados con la mar- 
ca siguiente: R. O. Cuando no sean nece- 
sarios para este objeto deben ser puestos en 
invernada, incluyéndose en el estado men- 
sual de armamento y vestuario (t). 


TA* 


tablada. — Oficina de inspección del 
ganado que se introduce en el Departamento 
de la Capital. 

Las guias que traen los conductores de tro- 
pas de ganado, deben ser presentadas en la 
tablada, y ningún abastecedor puede recibir 
ganado para el consumo, sin la correspon- 
diente tornaguía de aquella oficina. 

Los contraventores á esta disposición in- 
curren en una mulla equivalente al valor de 
los animales recibidos sin aquel requisito (1). 

El derecho denominado de tabladas, está 
declarado anexo á la Administración de cor- 
rales de abasto (2). 

Las oficinas de tabladas son dos, deno- 
minadas del Norte y del Sud. 

taller de artes i oficios. — Es- 
tablecimiento anexo al Departamento de Po- 
licía, en el cual se ejercitan en las artes ú 
oficios que conocen, los presos y detenidos, 
cuyas causas no obsten á ello. 

El taller de arles y oficios se halla bajo 
la dirección superior del Gefc Político, y ba- 
jo la vigilancia c inspección inmediata de un 
encargado de él. 

El producto de los objetos construidos en 
el taller, es esclusivamente paTa aquellos que 
los hubiesen construido. 

Por este medio se consigue dar ocupación 
útil á algunos presos, aliviando de ese modo 


su desgracia; y evitando todos los inconve- 
nientes y consecuencias de la ociosidad. 

El taller de artes y oficios, es un estable- 
cimiento naciente, que puede ser de grande 
importancia, introduciendo en ¿1 las mejoras 
de que es susceptible. 

tarifa re aváleos. — Los derechos 
de Aduana, que se regulaban antes por el 
aforo que practicaban los empleados respec- 
tivos, se determinan y cobra» actualmente, 
con sugecion á una tarifa en que se hallan 
determinados los valores de plaza, de todos 
los artículos y mercaderías de producción 
Extrangera que se importan por las Aduanas 
de la República. 

Esta tarifa es formada por una comisión 
de comerciantes, asociada al Colector gene- 
ral: su duración es de cuatro meses, venci- 
dos los cuales, debe ser revisada, para intro- 
ducir en ella las modificaciones en los ava- 
lúos, que demanden las circunstancias ó al- 
teraciones del mercado. 

Cada nueva tarifa debe empezar á regir á 
los quince dias después de su publicación 
por la prensa, para que llegue al conoci- 
miento del comercio. 

Las manufacturas de algodón, lana, lino, 
cañamo, seda, y demas que no se hallen es- 
presamente mencionada*: en la tarifa, deben 
ser comprendidas en una de las clasificacio- 
nes de los efectos que guarden mas analo- 


(1) Decreto de * de Moyo de 1854. ()) C , rcu)ar 4 1(lg G efes dg i a Guardia Nactoual de 

(2) Decreto de 19 de Mayo de I8.S5. 23 de Aliril de 18CO. 
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fia en dicha tarifa con aquellas manufacturas 
arreglándose en este concepto, el derecho de 
importación que les corresponda. 

Las manufacturas compuestas de dos ó 
mas materias, cuya composición no exista 
en la trama sino en los flecos, bordados ó 
adornos, y los tegidos de tramas compuestos 
de dos ó mas materias, unos y otros, no 
clasificados en los derechos asignados en la 
tarifa, deben pagar los derechos que resul- 
ten, término medio, sobre los correspondien- 
tes á las mercaderías y tegidos análogos, he- 
cho el cálculo entre la calidad superior é in- 
ferior. 

En los casos de duda sobre las clasifica- 
ciones y avaluó de artículos y mercaderías 
no comprendidos claramente en la tarifa, el 
Colector general resolverá definitivamente, 
previa consulta verbal á dos comerciantes, 
nombrados uno por él, y otro por el intere- 
sado (1). 

tasador. — La persona inteligente nom- 
brada en juicio para determinar el valor de 
las cosas. 


TA 

En el juicio ejecutivo, sentenciada la cau- 
sa de remate, deben nombrarse por las par- 
tes, tasadores dentro de tercero día, y el 
Juez otro para el caso de discordia. Sí algu- 
na de las partes omitiese el nombramiento, 
el Juez debe hacerlo de oficio. 

Los tasadores, después de prestada su 
aceptación en forma de derecho, deben ex- 
pedirse en el perentorio término de veinte 
días hábiles, estando ios bienes en el De- 
partamento, y estando fuera de él, dentro 
de un término prudencial que señalará el 
Juez. No expidiéndose dentro del término 
prescripto por la ley, ó del que en su caso, 
señalase el Juez, incurren en una mulla de 
cincuenta pesos fuertes ( I ). 

Las tasaciones no pueden ser tachadas 
sino por omisiones, y el auto que las apro- 
bare ó corrigiere por tal motivo, es inape- 
lable (2). 

tasador di: costas. — Véase Cos- 
téis. 


TE. 


teatro. — Para evitar que en los tea- 
tros públicos, se exiban representaciones que 4 
puedan ejercer alguna influencia contraria 
á los progresos de la civilización, y á la ob- 
servancia de la moral y de las buenas cos- 
tumbres, las exibiciones en los teatros Na- 
cionales, están sugetas al exámen previo de 
un Censor. 

Son atribuciones de este: 1 ° Cuidar de 
que las piezas que se pongan en escena, es- 
ten en armonía con la cultura del pueblo: 
2 ° Velar que la distribución de los roles 
que desempeñe cada actor, sea análoga al 


(I) Arla. I • á 5 o de la ley de I i de Julio de 1868. 


carácter del papel que ejerza en la compañía 
respectiva: (3) 3 o . Aprobar previamente á 
su exibicion toda composición dramática que 
merezca ser aprobada, no pudiendo ponerse 
ninguna en escena sin este requisito: 4 ° 
Corregir ó suprimir todo aquello que juzgue 
ofensivo á la religión, la moral ó la política: 
5 ° . Reconvenir á los actores que faltasen 
al decoro, ó se propasasen en la escena (4). 

La comisión censora compuesta de un in- 


(1) No estk determiuada la aplicación que haya da 
darse á e^ta mulla. 

(2) Arls. 33 34 y 35 de la ley de 0 de Mayo de 1866. 

(3) Decretos do 23 de Agesto de 1837 y de I * de 
Octubre de 1859. 

I j) Reglamento de 17 d • Octubre de 1850. 
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divkluo puede redamar, siempre que lo so- 
licite el autor de alguna composición dramá- 
tica, el concurso de dos ó mas inteligentes, 
que constituidos en comisión, procedan á sus 
trabajos, bajo la dirección del censor prin- 
cipal (1). 

El director del teatro, debe mandarlas 
piezas a la censura, cuando menos, seis dias 
antes de exibirse, y antes del reparto de 
los papeles respectivos. 

• Los actores son responsablos de las faltas 
en que incurran en la escena, contra lomo- 
ral, la decencia y el pudor, y el Censor tiene 
la facultad de reconvenirles, y de reclamar, 
si la gravedad del caso lo demandase, el au- 
silio de la autoridad. 

En los anuncios deben espresarse por sus 
títulos las piezas que hayan de exibirse. 

Cuando el público pidiese la repetición de 
alguna pieza de canto ó de baile, no podrá 
esto efectuarse, sin órden de la autoridad, 
siendo permitido solamente, alzar el telón 
para que el actor ó actores agradezcan al 
público sus demostraciones (2). 

temiente Af CAi.DE. — Juez inferior 
nombrado anualmente por los vecinos de su 
distrito. 

Los Tenientes Alcaldes son elegidos di- 
rectamente del modo que queda dicho, á 
mayoría de votos, en junta presidida por el 
Teniente Alcalde saliente, en el lugar que 
este designe. 

Ningún individuo elegido Teniente Alcal- 
de puede escusarse de admitir el cargo, ni 
renunciarlo, sino ante la mesa electoral del 
Alcalde Ordinario, la cual decidirá sin recur- 
so alguno. Si esta hallase bastantes las causas 
aducidas, procederá por si al nombramiento 
del Teniente Alcalde que haya de subrogar 


al escusado ó al qué hubiese renunciado el 
cargo (1). 

La resolución de las cuestiones que pudie- 
ran suscitarse sobre validez ó nulidad de 
estas elecciones, corresponde al Tribunal de 
apelaciones, con audiencia Fiscal y sin figu- 
ra de juicio (2). 

Los Tenientes Alcaldes, ademas de su 
respectiva jurisdicción civil, tienen la facul- 
tad de perseguir y aprehender á los reos que 
cometan cualquiera clase de delito en sus 
distritos, remitiéndolos con las informaciones 
competentes, á los Alcaldes Ordinarios de 
sus Departamentos (3). 

La jurisdicción civil de los Tenientes Alcal- 
des, se reduce á conocer en método verbal 
de las causas, cuyo importe nopasedel valor 
de veinte pesos (4). 

Los Tenientes Alcaldes son también auxi- 
liares del Departamento de Policía, y están 
á las inmediatas órdenes de esta, en los ca- 
sos en que necesite hacer uso de sus servi- 
cios (5). 

Sin embargo, no es común que ocuna en 
la practica la necesidad de que la autoridad 
de Policía haga uso de los servicios de los 
Tenientes Alcaldes. 

Está incumbida también á los Tenientes 
Alcaldes, la vigilancia de la conservación de 
las tablillas que designan la nomenclatura de 
las calles. Guando su estado exija que sean 
reparadas, el Teniente Alcalde debe reunir 
á los vecinos del distrito, para que costeen á 
prorata el importe de la reparación (6). 

El distrito de la jurisdicción de cada Te- 

(1) Arta. 10 y 83 del Reglamento de administración 
de Justicia de 10 de Agosto de 1829. 

(2 Ley de 13 de Julio de 1853. 

(3) Art. 7 ° del Reglamento deadm. de Justicia de 
10 de Agosto de 1829. 


Í4) Art. C9 del mismo. 


( l ) Decreto de I ® de Octubre 1849. de^sn*' 08 dl ' ne8lamento de Polici * d « 26 de Enero 

(V) lelamente de 17 de Oet.bre de .859. («, Deereto de 2C de Mayo de 1813. 
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Diente Alcalde, comprende dos manzanas de 
la Ciudad. Donde resulte una fracción que no 
llegue á componer una manzana, debe con- 
siderarse agregada al distrito mas inmediato. 
Si la fracción fuese de una manzana, debe 
tener un Teniente Alcalde (1). 

tercería. — La oposición deducida por 
un tercero que se presenta al juicio, ya sea 
coadyuvando el derecho del demandante, ó 
deduciendo el suyo con esclusion del de 
aquel, en virtud de mejor titulo. 

Cuando en el juicio ejecutivo medie ter- 
cería de oposición á título de dominio, no 
podrán embargarse bienes de que no se en- 
cuentre en posesión el deudor, sin que pre- 
viamente sea resuelta la oposición en tela de 
juicio ordinario. 

Si mediase dicha oposición después de 
trabado el embargo en bienes de que no es- 
tuviese en posesión el deudor, se mandará 
alzar dicho embargo, suspendiéndose la vía 
ejecutiva sobre esos bienes, mientras se re- 
suelve la oposición en la forma antedicha. 

Mediando tercería de dominio respecto 
de bienes de que esté en posesión el deudor, 
sea coadyuvante ó escluyente, se juzgará de 
ella en la misma sentencia de remate pro- 
duciéndose sus pruebas en el término del 
encargado. 

Cuando esta tercería se dedujese, abierto 
ya, ó vencido el término del encargado, se 
seguirá por cuerda separada con el ejecu- 
tante y el ejecutado, señalándose seis dias 
perentorios para oponer escepciones al que 
las tuviese, y guardándose las prescripciones 
establecidas, para el caso de oponer escep- 
ciones el deudor en el juicio ejecutivo. — 
Véase Juicio ejecutivo. 

La tercería, en este caso, no interrumpe 
el curso del juicio, pero si, el cumplimiento 


(1) Decreto de 13 de Agosto de 1856. 
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de la sentencia de remate, á menos que sé 
otorgue fianza de estar al resultado (1). 

tercer poseedor. — El que ha ad- 
quirido y posee una heredad, que el propie- 
tario anterior había gravado con alguna hi- 
poteca. 

Los acreedores con hipoteca registrada, 
en una propiedad inmueble, siguen á esta 
en cualesquiera manos adonde pase, para 
ser graduados y pagados, según el orden de 
la toma de razón. 

Si el tercer poseedor no hubiese llenado 
las formalidades de purgar la propiedad hi- 
potecada, queda, por el solo hecho del re- 
gistro, obligado á hacer abandono de ella 
sin reserva alguna, ó á pagar todas las deu- 
das hipotecarías, cualquiera que sea la can- 
tidad á que estas asciendan: gozará sin em- 
bargo, de los plazos y condiciones, concedi- 
das al deudor originario. 

Caso de no cumplir el tercer poseedor 
con estas prescripciones, se procederá á la 
ejecución y venta del inmueble hipotecado, 
previa notificación del decreto judicial de 
pago, al deudor originario y al tercer posee- 
dor. Este puede, sin embargo, oponerse á la 
venta, no estando personalmente obligado, 
y habiendo otros bienes hipotecados á la 
misma deuda, en posesión del principal ó 
principales obligados, exigiendo en tal caso, 
previa escusion en ellos, con arreglo á de- 
recho: durante la escusion, debe suspender- 
se la venta de la propiedad hipotecada. 

La escepcion de escusion, no puede opo- 
nerse al acreedor que tenga hipoteca espe- 
cial. 

El abandono por razón de hipoteca, pue- 
de hacerse por cualquier poseedor que ten- 
ga facultad de enagenar, y no esté personal- 
mente obligado por la deuda; pero una vez 
hecho, no impide que hasta que se verifique 


(I) Arts. 38 30 y 40 de la ley de 9dc Mayo de I85G. 
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la venta, pueda el tercer poseedor volver á 
lomar la propiedad hipotecada, pagando la 
deuda y los gastos de la cobranza. 

El abandono por razón de hipoteca, debe 
hacerse ante el Juez que conozca de la eje- 
cución de la deuda hipotecaria. A solicitud 
del acreedor el Juez debe nombrar un Cura- 
dor al bien abandonado, con quien se en- 
tiendan las diligencias del juicio. 

El poseedor de buena fé tiene derecho á 
que se le abonen las espensas necesarias y 
útiles que haya hecho en el inmueble hipo- 
tecado, y adquiere los frutos naturales é in- 
dustriales, consumidos hasta el dia en que 
se le haga la intimación judicial de abando- 
nar ó pagar. El poseedor de mala fé, no 
hace suyos ningunos frutos, y solo tiene de- 
recho á que se le abonen las espensas nece- 
sarias. 

Ni uno ni otro tienen derecho de reten- 
ción del inmueble hipotecado por razón de 
espensas necesarias: solo en el caso de evic- 
cion, lo tendrán contra el propietario de la 
cosa eviccida, por razón de dichas espensas 
necesarias. 

Las servidumbres, y lodos los demas de- 
rechos que el tercer poseedor tuviese antes 
en la propiedad, reviven después del abando- 
no y de la venta de ella. Verificado esto, los 
acreedores particulares del tercer poseedor, 
entran á ejercer su derecho, según su gra- 
do después de todos los que hubiesen obte- 
nido la toma de razón, contra los preceden- 
tes propietarios. 

El tercer poseedor que hubiese pagado 
la deuda hipotecaria, ó abandonado el in- 
mueble, ó sido forzado á la venta judicial, 
goza de la acción de saneamiento contra el 
deudor principal (i). 

Los terceros poseedores que quieran 
purgar sus propiedades de hipotecas ante- 


0) Cap. 8.® déla ley de 12 de Junio de 1856 
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riores, pueden verificarlo, presentándose al 
Juez á quien competa, con la escritura res- 
pectiva, y una relación autorizada por el 
Escribano de hipotecas, que contenga el 
nombre del acreedor, el importe de la deu- 
da, y la fecha de la inscripción en el regis- 
tro. El Juez citará al acreedor, con término 
prudencial, según las distancias, para que 
comparezca á usar de su derecho; y no con- 
curriendo, el deudor consignará la deuda, 
y se decretará la cancelación de ella en ef- 
registro de hipotecas. 

Si el acreedor compareciese, puede soli- 
citar que se saque la propiedad 1 hipotecada 
á pública almoneda, con calidad: 1. ° Que 
esta solicitud ha de ser notificada al nuevo 
propietario: 2. ° que el solicitante se ha 
de obligar á pujar ó hacer pujar el precio á 
un diez por ciento mas que el estipulado en 
el contrato, ó declarado por el nuevo pro- 
pietario: 3. ° Que ofrecerá fianza á satis- 
facción del Juez, por el importe del precio, 
y de los gravámenes que hagan parte del 
precio de la enagenacion. En caso de al- 
moneda, se hará esta en la forma estableci- 
da para las ventas judiciales á solicitud de 
acreedor (1). 

TÉanim — El espacio de tiempo den- 
tro del cual puede pedirse algo á un Juez. 

Sin perjuicio de los términos ordinarios 
establecidos en los juicios, por la legislación 
Española que rige en los Tribunales de la 
República, se hallan determinados por dis- 
posiciones especiales, los que deben obser- 
varse en los casos siguientes: 

El término ordinario para apelar de cual- 
quiera sentencia que cause agravio, es uni- 
formemente el de cinco dias, tanto en pri- 
mera como en segunda instancia (2). — Véa- 
se Apelación. 


(1) Cap. <0 de la ley de 12 de Junio de 1856. 

(2) Art. 5. ° de la ley de O de Mayo de 1856. 
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Cuando el recurso de apelación se otor- 
gue en ambos efectos, y el Juez que hubie- 
se dictado la sentencia apelada, estuviese en 
otro parage que el Superior, aquel debe re- 
mitir á este los autos cerrados y sellados, 
previo emplazamiento de las partes, con 
término prudencial, según las distancias (1). 

El recurso de revisión, debe interponer- 
se dentro de tres dias (2). — Véase Recur- 
to de revisión^ 

El recurso extraordinario de nulidad é 
injusticia notoria, debe interponerse dentro 
de sesenta dias (3). — Véase Recurto ex- 
traordinario de nulidad i injusticia no- 
toria. 

En el juicio ejecutivo, trabado el embar- 
go, el ejecutado debe oponer las escepciones 
que tuviere, dentro de seis dias (i). 

Los Jueces y Asesores, están obligados á 
pronunciar sentencia ¡nterlocutoria dentro 
de veinte dias, y de cuarenta siendo defini- 
tiva. La demora es causa legal de recusa- 
ción, cuando sean -culpables de ella (5). 

El término de nueve dias establecido pa- 
ra la contestación de la demanda, es peren- 
torio para todas las escepciones dilatorias, 
ó artículos de no contestar que no tengan 
un origen posterior á dicho término (6). 

Para la computación de todo término que 
no sea común, deben contarse los dias des- 
de el siguiente al de la notificación hecha 
á la parte que ha de usar de él. Para el 
término común, desde el siguiente al de la 
última notificación (7). 

En los juicios de imprenta, cuando la 

(1 ) Arfc. 4. ° de la misma ley. 

(?) Art. 11 de la misma ley. 

\ 9 ) Arfc. 16 déla misma ley. 

(4) Arfc. 26 de la misma ley. 

(5) Arti 71 de la misma ley. 

(6) Art. 51 de la misma ley. 

(7) Arfc. 49 de la misna ley. 


sentencia fuese condenatoria, el recurso dé 
apelación debe introducirse dentro de veinte 
y cuatro horas (1). — Véase Juicio de im 
prenta. 

TÉBRIIXO PROBATORIO. El espacio 

de tiempo dentro del cual deben las parles 
producir las pruebas que hagan á su dere- 
cho en el juicio. 

El término mayor de prueba, es el de 
treinta dias improrogables siendo la prueba 
que haya de producirse, dentro del Depar- 
tamento, sesenta dias siendo dentro de se- 
senta leguas de distancia, y ochenta si fue- 
se mayor. 

En caso de haberse señalado término 
menor, el Juez puede prorogarlo á petición 
de parte (2). 

En ningún caso - se admitirán prue- 
bas sobre hechos que no hayan sido alega- 
dos antes de la conclusión, y cuya prueba 
no se haya espresamente ofrecido (3). 

Después de la publicación de probanzas 
no se admitirá mas de un alegato á cada 
una de las partes, ya sea en primera, segun- 
da ó tercera instancia (4). 

En el juicio ejecutivo, cuando el ejecu- 
tado, en la estación competente de él, opu- 
siese escepciones , se abrirá un término im- 
prorogable de veinte dias para que las 
pruebe. 

Transcurrido este término, el Escribano 
pondrá la causa al despacho, agregando las 
pruebas producidas, ó certiñcado de no ha- 
berlas. El Juez, según el mérito del expe- 
diente, debe dentro de diez dias mandar 
alzar el embargo, ó pronunciar sentencia 
de remate (5). 

(1) Arfc 28 de la ley de 3 de ionio de 1629. 

(2) Arfc 52 de la ley de 9 dt Mayo de 4856. 

(3) Art. 53 de la miama ley. 

(4) Art. 54 de la misma ley. 

(5) Arfcj. ?8 y 29 de la misma ley. 
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tesorero «eneral. — Funcionario 
público á cuyo cargo se halla la guarda del 
Tesoro Nacional. 

Al Tesorero, como Gefe de la Tesorería 
general, corresponde recibir el producto de 
todas las rentas públicas, y hacer los pagos 
que se le ordenen por el Gobierno, con su- 
gecion á las formas prescriptas por la 
ley (1). 

Sus obligaciones son las siguientes: 1. ° 
Representar al Gobierno, sobre todo pago 
que ordene sin espresar el objeto, causa y 
ramo de gastos á que pertenezca, bajo la 
responsabilidad de la ley: 2. ° Recibir los 
fondos. que se le entreguen, con la corres- 
pondiente intervención de la Contaduría 
general, y hacer los pagos que se le orde- 
nen en forma legal, con la misma interven- 
ción: 3. ° Llevar un libro de caja, foliado 
y rubricado en el encabezamiento por la 
Contaduría general, en el cual abrirá su 
cuenta á principio de año, en forma de De- 
be y Haber, sentando por órden de fechas, 
y partida por partida, las sumas que reciba 
ó pague, cuidando que cada artículo tenga 
el número de órden de la Tesorería, el de 
la intervención, la clase de documento, su 
valor escrito, yen última columna, la canti- 
dad entregada ó recibida: 4. ° Lllevar 
otro libro para el registro de letras, vales, 
ú órdenes á plazo determinado en la forma 
del anterior. 5. ° Recabar la intervención 
de la Contaduría, en cualquiera operación 
de descuento de dichos documentos, y ha- 
cer las anotaciones competentes en ei re- 
gistro respectivo: 6. ° Tomar recibo de 
las cantidades que pague: 7. ° Dar ba- 
lance mensualmente á su caja, y pasarlo á 
la Contaduría general, acompañado de los 
comprobantes necesarios, para que sean es- 
tos archivados, y aquel confrontado, con el 
que también formará el tenedor de libros, 


(I) Decreto de 24 de Octubre de 4845. 
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de cuyos balances, estando conformes, se 
darán ambas oticinas constancia en los co- 
piadores de balances que deben llevar (i). 

El Tesorero no debe pagar órden ó li- 
bramiento alguno en que no haya interveni- 
do la firma del Presidente de la República. 

testamento. — La declaración que uno 
hace de su última voluntad, para que sea 
ejecutada después de su muerte, con insti- 
tución de heredero de sus bienes. 

Está declarada abolida la práctica de con- 
sultar las determinaciones de los Jueces in- 
feriores sobre memorias testamentarias y 
testamentos largos de extrangeros, según lo 
dispuesto por la ley 43 tit. 32 lib. 2. ° de 
la R. de I ; debiendo observarse puntual- 
mente en la materia, las disposiciones de las 
leyes 22 tit. 8, ° y 32. tit. 27. lib. 2. ° 
déla R. de I. (2). — Véase Herencia. 

testigo. — Persona fidedigna, é idónea 
para manifestar la verdad ó falsedad de al- 
gún hecho que conoce. 

Está mandado que al recibirse las decla- 
raciones de testigos, asi en causas civiles 
como criminales, se escriban por eslenso 
los dichos de estos, sin limitarse á la refe- 
rencia del contenido del interrogatorio, cu- 
ya observancia está especialmente recomen- 
dada á los Escribanos (3). 

En cuanto á los testigos instrumentales, 
sin embargo de que por el articulo 67 de 
la ley de 9 de Mayo de 1 856 se mandó que 
no deberían bajar de dos, por el artículo 
14 de la de 28 de Junio de 1858, se ha 
declarado que las escrituras públicas que 
hasta aquella fecha requerían la presencia 
de dos testigos, sean firmadas para su vali- 
dez, por tres testigos idóneos, que no sean 


(1) Decreto de 6 de Marzo de 4855. 

(2) Acuerdo del Tribunal Superior de Justicia de 
4? de Junio de 4828. 

(3) Acuerdo del mismo de 24 de Marzo de 4828. 
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dependientes, parientes hasta el cuarto gra- 
do , ni paniaguados del Escribano ó del 
Juez autorizante; no debiendo hacer fé en 
juicio, las escrituras en que no se observa- 
sen esas formalidades, y quedando el Es- 
cribano sugeto á la pena de privación de 
oficio, y obligado .á indemnizar los perjui- 
cios que se ocasionasen á las parles. 

Los testigos deben firmar en el protoco- 
lo — Véase Protocolo. 

Los testigos á quienes se probase haber 
prestado falsas declaraciones, sobre posesión 
ó prescripción de terrenos del Fisco, ó en 
cualesquiera expedientes sobre denuncia de 
campos, quedan sugetos á la responsabili- 
dad de los daños y perjuicios que se causa- 
ren, y á las demas penas de la ley; cuya 
aplicación incumbe al Ministerio público pe- 
dir (1). 

timbre. — El impuesto de un real fuer- 
te, á que están obligados los que extiendan 
vales, pagarés, libranzas, letras de cambio, 
y den.as obligaciones especificadas en la ley 
de la materia. — Véase Impuesto de tim- 
bre — Apéndice. 

tiicxdas volantes. — Véase Pulpe- 

rías volantes. 

tierras públicas. — Aquellas cuya 
propiedad y dominio pertenece al Fisco. 

Los terrenos de propiedad pública cono- 
cidos bajo la denominación de propios de la 
Capital, fueron mandados adjudicar en pro- 
piedad á sus poseedores, ó á los que los so- 
litasen sin título de posesión, á falta de 
aquellos, mediante las formalidades pros- 
criptas por la ley ¿c la materia (2). — Véase 
Ejido. 

Las tierras destinadas á pastoreo, pueden 
darse en enfiteusis á los poseedores ó de- 


(I) Decreto de b de Setiembre de I85«. 
Ley de 17 de Marzo de 1831. 


nunciantes que las soliciten, previos los trá- 
mites y formalidades prescriptas para el 
caso (I). — Véase EnfUemis. 

La enagenacion de tierras públicas en 
propiedad, está mandada suspender hasta 
nueva resolución del Cuerpo Legislativo (2). 

Está prohibido en consecuencia que se 
admitan nuevas denuncias, ni se de curso 
á las que se hallasen en trámites. — Véase 
Denuncia de campos. 

Está mandado del mismo modo, que se 
proceda á una mensura general del territo- 
rio de la República, con presencia de los tí- 
tulos legítimos que presenten los propietarios 
respectivos. 

Está medida tiene por objeto determinar 
de un modo fijo, el area de la propiedad 
terriloi ¡al perteneciente al Estado, á fin de 
adoptar en vista de ella, las resoluciones le- 
gislativas que sean del caso. Su ejecución 
se halla aun pendiente de los medios de 
realizar esta grande operación que aconseje 
una comisión científica nombrada al efecto. 

Sin perjuicio de esto, todas las tierras y 
propiedades públicas están declaradas por la 
ley de 6 de Julio de 1853, especialmente 
afectadas á la amortización de la deuda ge- 
neral del Estado; y aunque con arreglo al ar- 
ticulo 8 ® del contrato de conversión de la 
deuda pública celebrado en Rio de Janeiro 
el 28 de Diciembre de 1858, y aprobado 
por el Gobierno V por el CucVpo Legislativo, 
los poseedores de títulos de la deuda conso- 
lidada y de la exigible que no quieran en- 
trar en la conversión, solo podrán ser aten- 
didos en cualquier arreglo, después de ha- 
llarse integramente amortizada la totalidad 
de la deuda convertida en títulos de la deu- 
da fundado, la resolución legislativa que 
queda citada, no ha sufrido modificación al- 


fl) Lev de 14 d i Majo de 1833, y D Tratos de 3 de 
Agosto del inferno t¿ñ * y de 6 y 29 de Abill de 1835. 

(*) Leve» de G de . u.io de I8ó2 y 27 de Abril de 1B. r i8 
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guna, ni lia sido revocada. — Véase Deuda 
pública consolidada. — Deuda pública fun- 
dada. 

tételos mvoKincos. — Ningún Ciu- 
dadano del Estado puede admitir litulos ho- 
noríficos, distinciones ó empleos de otro Go- 


TI 

bierno, sin especial permiso da la Asamblea 
General. El que los admitiese sin aquella 
formalidad, queda suspenso por el hecho, 
del ejercicio de la Ciudadanía; podiendo sin 
embargo, solicita»* y obtener rehabilitación (1 ). 


TO. 


m'ELiGE. — El tonclage dé los buques 
de comercio está sugeto á un impuesto por 
el uso del Puerto. — Véase Impuesto de to- 
melage — Apéndice. 

TORMF.vro. — Manera de prueba adop- 
tada para arrancar al acusado la confesión de 
la verdad por medio de una pena aflictiva. 

Este sistema cruel 6 inhumano de bus- 
car el esclarecimiento de la verdad, cuyo 
resultado inmediato era hacer sufrir nna pe- 
na anticipada, sin que existiese la prueba 
del delito; pena tanto mas ii\jnsta, cuanto 


que recáhía muchas veces sobre inculpables 
é inocentes, está abolido en casi todas las 
Naciones cultas, ó cuando menos, donde no 
ha sido desterrado espresamcnle del Código 
criminal, ha caido en desuso. 

Entre nosotros, el tormento fué declarado 
abolido desde los primeros dias de nuestra 
emancipación política, por disposición espre- 
sa del art. 71 de la ley de 10 de Agosto 
de 1829, dando asi un testimonio de la cul- 
tura y de los sentimientos humanitarios del 
carácter Nacional. 


TB. 


trafico de esclavos. — : EI reproba- 
do comercio de negros exportados de las 
costas de Africa para venderlos como escla- 
vos, se halla definitivamente abolido en la 
República. El tráfico de esclavos, está de- 
clarado acto de piratería (1). 

En tratado celebrado con el Gobierno de 
S. M. Británica el 13 de Julio de 1839, 
fué estipulado: 1 ° que los buques mercan- 
tes de ambas Naciones que por motivos ra- 
zonables se sospeche que se emplean en el 
tráfico de esclavos, ó que han sido equipados 
para ese objeto, sean visitados por los bu- 
ques de las Escuadras respectivas, que ten- 
gan instrucciones para el electo: 2 ° Que 
dichos buques puedan detener á los que re- 


(II l.i'y de. 7 de Julio de 185). 


suite probado, ó se sospeche que se ocupan 
del tráfico de esclavos, remitiéndolos á al- 
guno de los Tribunales mixtos de Justicia, 
compuestos, de un Juez y un arbilrador 
nombrado por cada uno de los Gobiernos 
contratantes, y de un Secretario; cuyos Tri- 
bunales, encargados de juzgar y fallar sobre 
d hecho, deben residir, uno en los dominios 
de S. M. Británica y otro en la República (2) 
3 ° Que cada una de las Altas Parles Con- 
tratantes, destinará algunos buques de guer- 
ra al crucero encargado de perseguir el 
tráfico de esclavos, dando á sus Comandan- 
tes las instrucciones necesarias, y comuni- 
cándose respectivamente los nombres de ios 


(1) Art. I* $ 4 « de la Conililndon. 

(2) El Tribunal millo de Justicia en el Estado no ba 
sido establecido. 
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buques destinados al efecto, los de sus Co- 
mandantes etc (1) 4 o Que los Tribunales 
mixtos de justicia, juzgarán en las causas 
que se les presenten, sin apelación, y con 
sugecion á los reglamentos é instrucciones 
contenidas en el mismo tratado. 

Estos reglamentos*, asi como todos los 
demas pormenores relativos, qoe se omiten 
por su larga* extensión, están detalladamente 
contenidos en el tratado prcindicado de i 3* 
(fe- Julio de 1839’. — Véase Esclavos. 

tránsito. — Véase Derecho de trán- 
sito. 

trasbordo. — Son efectos de trasbor- 
do, los de importación marítima, que se tras- 
ladan en el Puerto de un buque á otro, pa- 
ra dirigirlos á otro destino. 

Estos efectos, estaban sugetos al pago de 
derechos de Aduana llamados d c trasbordo > 
Hoy es enteramente libre de derechos el 
trasbordo de toda mercadería para Puertos 
Extrangeros (2). 

traslado. — La comunicación que se 
dá á alguna de las partes en juicio de los 
autos, para que pidan 6 aleguen lo que cor- 
responda y les convenga. 

En los juicios seguidos ante los Alcaldes 
Ordinarios, con un solo escrito de cada par- 
te, queda la causa conclusa para prueba, 
siendo necesaria, y con otro para sentencia. 

En los recursos de- apelación de sen- 
tencias de los Albaldes Ordinarios, estos lo 
denegarán ó concederán, sin dar de ello 
traslado á la parte contraria (3). 

Todo articulo debe sustanciarse con un 
solo escrito de cada parte. Después de la 
publicación de probanzas, no habrá tampoco 


(\) E»to no ha sido ejecutado por pnrte de la Repú- 
blica, Di puede «crio puesto que do tiene marina de 
Guerra. 

(2) Art. 12 de la ley de 13 de Julio de 1856. 

13) L-t de 22 de Mayo de mi. 


mas que un solo escrito de cada parle, sea 
en primera, en segunda ócn tercera ins- 
tancia (1).- 

tr as versal. — Véase Herencia: 

tratado de permuta. — El 31 dé 

Octubre de 1857, se celebró un tratado 
entre el Plenipotenciario de la República, y 
el del -Imperio Brasil, por el cual íué con- 
venido que lá República cedería al Imperio, 
una arca de terreno bastante para ejido de 
la Villa de Santa Ana do Libramento, á 
fin de evitar los inconvenientes que resul- 
tan, de que una parte de la línea divisoria, 
pasa de tal manera próxima á aquella Villa, 
que corta sus dependencias; cediendo el 
Brasil á la República, en compensación, 
igual arca de terreno, de. igual valor y con- 
diciones, en paraje conveniente. 

Este tratado fué sometido por el Poder 
Ejecutivo á la aprobación del Cuerpo Legis- 
lativo, ante el cual pende. 

TRlBinV.IL DECONTRABANDOS. El 

Tribunal especial creado por la ley para en- 
tender en todo juicio de esta naturaleza. — 
Véase Cansas de contrabando. 

tribunal consular. — El que cono- 
cia en las causas de comercio y entendía 
en todos los asuntos mercantiles, con suge- 
cion á las Ordenanzas de Bilbao, resolucio- 
nes adoptadas para su erección el- 24 de 
Mayo de 1812, y demas acuerdos y reso- 
luciones sobre la materia. 

El Tribunal de Consulado, conocía en 
primera instancia en todas las causas de su 
jurisdicción, con apelación de sus senten- 
cias para ante el Juzgado de Alzadas, que se 
componía de un Ministro del Superior Tri- 
bunal' de Justicia, formando Tribunal con 
dos personas del gremio del Comercio, sa- 
cadas á la suerte, de una lista hecha al efecto. 


(I) Arta. 54 y 53 de la ley de 9 de Mayo de 1856. 
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El Tribunal Consular fue suprimido por 
decreto de 7 de Diciembre de 1838, atribu- 
yendo el conocimiento de las causas de co- 
mercio al Juez de Hacienda, con la facultad 
de asociarse, cuando lo creyese conveniente, 
á dos comerciantes, para el solo objeto de 
oir dictamen consultivo en aquellas causas 
cuya resolución requiriese conocimientos 
prácticos del comercio, y con sugecion 
siempre alas ordenanzas y leves relativas á las 
causas mercantiles. 

Suprimido también el Juzgado de Alza- 
das, se mandó que los recursos ordinarios 
fuesen para ante el Tribunal Superior 
de Justicia (1). 

Ulteriormente, fueron suprimidos del 
mismo modo, los Diputados de Comercio (2). 
Véase Diputados de Comercio. 

El Tribunal Consular fue en seguida res- 
tablecido en la forma que antes había tenido 
por decreto de 28 de Enero de 1854, y en 
4 de Marzo del mismo año, fueron restable- 
cidas también las Diputaciones de comercio 
que habian sido suprimidas. 

Las causas mercantiles pues, quedaron 
sugetas á la misma forma de procedimiento, 
jurisdicción é instancias que habian tenido 
desde la erección del Consulado, hasta que 
por Decreto de 22 de Mayo de 1858, fué 
de nuevo suprimido este y restablecido el 
Juzgado de Comercio, que es el que hoy 
conoce en las causas de esta naturaleza. — 
Véase Juez letrado de Comercio. 

TDIS11NAL EXTRAORDINARIO DE NU- 
LIDAD É INJUSTICIA NOTORIA — El que 

conoce de los recursos de esta naturaleza, 
con arreglo ála ley de la materia. 

Las sentencias de tercera instancia, ó las 
segundas confirmatorias de las de primera, 
traen aparejada ejecución, inmediatamente 


(1) Diento ile 12 de Diciembiv de 183#. 

(2) Ley de 13 de Julio de 183;). 


TR 

después de pronunciadas. De ellas no hay' 
mas recurso que el extraordinario de nulidad 
é injusticia notoria, que sin perjuicio de la 
ejecución, puede interponerse dentro de se- 
senta días después de notificada la senten- 
cia. 

Este recurso se interpone ante el Tribu- 
nal Superior de Justica, el cual, después de 
substanciado, procede á constituir el Tribu- 
nal extraordinario que debe conocer de él. 

Este Tribunal debe componerse de siete 
ó de once miembros, formando parle de él, 
los titulares del de apelaciones, integrado 
con Jueces sacados á la suerte de una lista 
que comprenderá los jubilados del misino 
Tribunal, los abogados matriculados, Ciu- 
dadanos, y en defecto de estos los gradua- 
dos en Jurisprudencia. 

Se formará el Tribunal extraordinario 
con siete miembros, cuando la sentencia re- 
clamada hubiese sido pronunciada por un 
Juez inferior, ó por unTribunaldc tres Jue- 
ces ó Ministros; y de once, cuando hubiese 
sido pronunciada por un Tribunal de cinco (1). 

Las partes deben ser citadas para pre- 
senciar el sorteo, pudiendo cada una de 
ellas recusaren el mismo acto, sin espresion 
de causa, hasta tres de los Jueces designa- 
dos por la suerte. Toda recusación hecha con 
posterioridad al acto del sorteo, debe ser 
motivada por causa legal justificada. 

Si no llegase á completarse el Tribunal 
extraordinario por medio del sorteo de la 
lista de abogados, se sortearán graduados, 
y caso de agotarse el número de estos, los 
miembros que fallen, serán sacados, tam- 
bién á la suerte, de una lista de diez ciuda- 
danos inteligentes, que debe formarse anual- 
mente para este objeto por el Tribunal de 
apelaciones, y publicarse por la prensa. 

Constituido el Tribunal extraordinario 


0) L y de 8 de Muyo de I8¿8. 
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procele ¿ calificar el grado, previa relación 
de la causa, y en caso de hacerse lugar al 
recurso, se señala nuevo dia para conocer 
de él y fallar en juicio verbal. 

Este juicio es público y no se admite es- 
crito, documento ni alegato alguno, sino so- 
lamente un informe in voce de cada una de 
las partes por medio de sus abogados. Es- 
te informe no es obligatorio (1). La votación 
para sentencia, es también pública. 

Si alguno de los miembros del Tribunal 
no estuviese conforme con la sentencia sancio- 
nada por el voto de la mayoría, puede poner 
al pié de su firma la palabra discorde (2). 

Para la calificación del grado, se reduce 
el Tribunal á observar si el recurso está in- 
troducido con sugecion á las prescripciones 
determinadas, sin entrar en el fondo de la 
cuestión, ó sea en el punto de derecho que 
se ventile. — Veas e- Recurso extraordinario 
de nulidad é injusticia notoria. 

tbibuxal de imprexta. — Tribunal 
especial de jurados, encargado de conocer y 
fallar sobre los delitos de abuso de la libertad 
de la prensa. 

Este Tribunal es compuesto de Ciuda- 
danos sacados á la suerte de una lista de se- 
senta que cada dos años debe formar la 
Junta Eeonómico Administrativa en cada 
Departamento donde se haga uso de la pren- 
sa. — Véase Juicio de imprenta. 

TKiarv.iL militar. — El que tiene ju- 
risdicción para conocer de los delitos que 
deben ser juzgados con sugecion ¿ las Or- 
denanzas militares. 

Son tales, los cometidos dentro de los 
cuarteles, en marcha, en campaña 6 en ac- 
tos de servicio. 

Los delitos del fuero común, aun cuando 


(1) Art. 16 y siguiente» de la ley de 9 de mayo de 
166» 

(2) Arl. 42 de la omina ley. 


sean cometidos por militares, están sugetos 
á la jurisdicción ordinaria. — Véase Fuero 
personal. 

De los delitos correspondientes á la ju- 
risdicción militar conoce un Consejo de 
guerra, con arreglo á las prescripciones de 
las Ordenanzas militares; y como institución 
equivalente al Superior Consejo de guerra 
de que hablan estas, debe constituirse en 
los casos ocurrentes, un Tribunal superior, 
del cual son miembros necesarios, el Minis- 
tro Secretario de la Guerra, como Presiden- 
te, los seis Gefes mas condecorados y anti- 
guos existentes en la Capital, como vocales, 
y un Asesor con el carácter y grado de Au- 
ditor general de guerra. 

En lodos los casos en que las Ordenanzas 
militares previenen que los procesos sean 
sometidos á la revisión del Supremo Conse- 
jo de guerra, ó elevados en consulta al Rey, ' 
deben ser aquellos pasados al Ministro Se- 
cretario de la Guerra, quien, previo dictamen 
del Asesor, reunirá el Tribunal Superior, y 
someterá á su decisión la sentencia consultada 

El Tribunal examinará si la sentencia es 
ó no conforme á las leyes ú Ordenanzas, y 
con su confirmación ó anulación, devolverá 
la causa al Tribunal de que proceda (1). 

No existe el empleo de Auditor General 
de guerra: en los casos que ocurren, el Go- 
bierno nombra un Auditor especial, en un 
abogado de la matricula. 

TRIBUNAL MIXTO DE JUSTICIA. 

Con arreglo al tratado celebrado entre el 
Gobierno de la República, y el de S. M. 
Británica, el 43 de Julio de 1839, los Ca- 
pitanes de los buques que se ocupen en el 
tráfico de esclavos, ó que sean sospechosos 
de él, deben ser sometidos á la decisión de 
alguno de los Tribunales de este nombre, á 
los cuales c impele esclusiva y privativamen- 


(l) Decreto de 29 de Septiembre de 1851 . 
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te, el conocimiento de las causas de esta 
naturaleza. — Véase Tráfico de esclavos. 

TRIBUNAL DE PRESAS. El qUC CO- 

nocc y resuelve en las causas sobre presas 
marítimas. — Véase Presas marítimas. 

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA — 

El que conoce en grado de apelación, de 
las sentencias de los Juzgados de primera 
instancia y de los demas recursos autoriza- 
dos por las leyes. 

El Tribunal Superior de Justicia se com- 
pone de tres Jueces letrados, nombrados 
por la Asamblea General. Este nombra- 
miento, se hacia á propuesta del Gobierno, 
en número doble de candidatos, con arreglo 
á lo dispuesto por el art. 48 del reglamen- 
to de Administración de Justicia de' 1 0 de 
Agosto de 1 829, pero ulteriormente se dis- 
puso que la elección se verificase, en la for- 
ma proscripta para la de los miembros de la 
Alta Corte de Justicia, es decir, por nombra- 
bramiento directo de la Asamblea General 
á mayoría de votos; y asi se practica en los 
casos ocurrentes (1). — Véase Alta Corte de 
Justicia. 

Para ser miembro del Superior Tribunal 
de Justicia, se requieren las condiciones si- 
guientes : 1 ° Ciudadanía natural ó legal 
en ejercicio; 2 ° Cuatro años de ejercicio 
de la profesión de abogado (2). 

Para formar Tribunal, es necesario cuan- 
do menos, la concurrencia de dos Jueces, 
los cuales pueden dictar providencias de 
substanciación y autos interlocutorios; pe- 
ro, para pronunciar sentencias interlocuto- 
rias que tengan fuerza de definitivas ó cau- 
sen gravámen irreparable, ó para sentenciar 
en definitiva, es indispensable la concurren- 
cia de los tres Jueces, y que la votación sea 
unánime. 


(1) Ley de 11 de Febrero de 1831. 

(2) Art. 103 de la Constitución 
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Guando no hubiese tres votos conformes 
se integra el Tribunal on dos Jueces mas, 
sacados á la suerte de la lista de abogados 
matriculados, y en defecto de estos, de gra- 
duados, debiendo unos y otros ser Ciudada- 
nos (1). 

Del mismo modo debe procederse en los 
casos en que el Tribunal haya de conocer 
de los recursos de revisión, segunda ape- 
lación, y del extraordinario de nulidad é in- 
justicia notoria. — Véase Recurso de revi- 
sión — Recurso de segunda apelación . — 
Recurso extraordinario de nulidad ¿ in- 
justicia notoria. 

Al Tribunal Superior de Justicia compete el 
conocimiento en grado de apelación, de las 
causas civiles, criminales y de comercio, asi 
como de los demas recursos ordinarios y 
extraordinarios establecidos, integrado en la 
forma que corresponda según los casos. 

Le compete también conocer de los re- 
cursos de sentencias sobre disenso, y de 
los de fuerza, usando en este caso, de las 
facultades judiciales que correspondían á 
las Audiencias y Chancillerias, eu cuanto no 
se oponga á la legislación vigente (2). 

Es de su atribución del mismo modo, 
decidir sobre competencia entre los Jueces 
inferiores, y sobre destitución de estos, y 
demas empleados de su inmediata dependen- 
cia (3). 

Lo es también, el conocer y decidir con 
audiencia Fiscal, y sin figura de juicio, sobre 
la validez ó nulidad de las elecciones de los 
Alcaides Ordinarios, Jueces de Paz yTenien- 
tes Alcaldes, con arreglo á las facultades 
conferidas provisoriamente por la ley de i 3 
de Julio de 1853. 

El nombramiento de Jueces de primera 
instancia, del Fiscal de lo civil y del crimen, 


(1) Ley de 8 de Mayo de l8f»8. 

(2) Ley de 17 de Agosto de 1820. 

(3) Ley de 15 de Julio de 1830. 
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de Escribanos y Procuradores, de Deposita- 
rios generales, y en generalde los empleados 
de la Administración de Justicia con escep- 
cion de los de elección popular y del Fiscal 
de ..Gobierno y Hacienda compete al Tribunal 
Superior. Es de su atribución también otor- 
gar títulos de abogado, y habilitar para el 
ejercicio de la profesión, previas las pruebas 
* de derecho. 

Los autos definitivos ó con fuerza de ta- 
les, que pronuncie el Tribunal Superior de 
Justicia, deben ser motivados por la aplica- 
ción de las leyes á los heclios, haciéndose 
espresa mención de aquellas y de estos (1). 

Está mandado que el Tribunal de Justicia 
pase al Gobierno cada seis meses, una no- 
ticia de todas las causas pendientes, asi civi- 
les como criminales, con espresion de su es- 
tado, y día en que hubiesen sido iniciadas, 
pidiendo para el efecto, los conocimientos 
necesarios á los Juzgados inferiores. (2). 
Esta disposición, comprendía también al 
Juzgado de Alzadas. 

El Tribunal tiene un Relator para hacer 
relación de las causas, luego que están con- 
clusas para defíntiva: ademas de esto, para 
la mejor instrucción de ellas, es de práctica 
que los Ministros del Tribunal, hagan un es- 
tudio especial de los autos, remitiéndoseles 
al efecto, por su órden. 

En el despacho, está mandado observar 
el órden en que hubiesen entrado los asuntos. 
— Véase Turno. 

Al Presidente del Tribunal Superior de 
Justicia esta cometido el conocimiento de los 
juicios de disenso, procediendo en método 
verbal y sumariamente. 

Con arreglo al art. 58 del Reglamento 
de Administración de Justicia de 10 de 


(1) Art. Gl del Reglamento de Administración de Jus- 
ticia «le 10 de Agosto de 1820 y 41 de la ley de 9 de 
Mayo de I8¿6. 

(2) Art, 78 del mismo Reglamento. 


Agosto de 1829 los Jueces del Tribunal 
de Apelaciones no son recusables sino con 
causa probada; pero, según lo dispuesto por 
el art. 43 de la ley de 9 de Mayo de 1856, 
todo Juez puede ser recusado por las mis- 
mas causas que en su caso bastarían para 
tacharle como testigo. 

Parece que esta dispocision sea estensiva 
á los miembros del Tribunal Superior, pues- 
to que habla en general y no escluye á es- 
tos. 

En los casos de recusación de alguno de 
los Ministros del Tribunal, conoce del inci- 
dente el mismo Tribunal, integrado en la 
forma de estilo. 

De las recusaciones de los demas Jueces, 
conoce uno de los miembros del Tribunal. 
— Véase Juez de recusaciones. 

Para presidir los actos de sorteo de 
Conjiieces, practicar las regulaciones de es- 
tos, y otras funciones semejantes se nombra 
un Ministro del Tribunal. — Véase Juez Se- 
manero. 

El Tribunal tiene tratamiento de Exe- 
lcncia (1). 

TRIBUNALES ECLESIASTICOS. Los 

que conocen de las causas de la jurisdicción 
eclesiástica. 

Autorizado el Poder Ejecutivo por la ley 
de i de Julio de 1835, para organizar los 
Tribunales y Juzgados que deberían cono- 
cer de las causas y negocios de la jurisdic- 
ción eclesiástica, de manera que estos juicios 
concluyeran en todas sus instancias dentro 
del territorio del Estado, fueron estableci- 
dos estos en la forma siguiente: 

En primera instancia, el Provisor gene- 
ral: en segunda, el Cura Rector de la Igle- 
sia Matriz, asociado á dos eclesiásticos sa- 
cados á la suerte, de una lista de seis, que 

(0 Art. 99 del Reglamento de Administración de 
Justicia de 10 de Agosto de 1829. 
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al principio de cada año, deben designarse 
por el Gobierno, con acuerdo del Vicario 
Apostólico: en tercera instancia, el Sr. Vi- 
cario Apostólico, asociado también á dos 
eclesiásticos 'de h misma lista. 

La falta de los miembros de los Tribuna- 
les de segunda y tercera instancia, sea por 
inpedimento legal ó por recusación de par- 
te, debe ser suplida por los eclesiásticos de 
la lista indicada, y también por medio de 
sorteo (1). 

troperos. — Los que se ocupan de la 
compra y conducción de ganados por comi- 
sión. 

Los troperos reciben de los saladeristas 


TK 

el valor delmaximun que son autorizados 
para pagar por los ganados: si obtienen pre- 
cios mas bajos, tienen el deber de devolver 
el sobrante al comprador. 

Todos los riesgos y gastos de peones en 
la conducción de tropas de ganados, son de 
cuenta y cargo de los troperos. La comisión 
que perciben regularmente, es la de un pa- 
tacón por cada animal conducido de cual- . 
quiera establecimiento al Sud del Rio Ne- 
Negro, y de doce reales corrientes, siendo 
al Norttfede dicho rio. Esto sin embargo, es 
convencional. 

El pago de impuestos es de cuenta del 
comprador. 


TU. 


turno. — Orden del despacho mandado 
observar por el Superior Tribunal de Justi- 
cia. 

Para evitar á los litigantes los perjuicios 
ue podrían originarsclespor la postergación 
e sus causas, está mandado, que conclui- 
da la tramitación, se pongan estas al despa- 
cho por el orden de la antigüedad de en- 
trada, dejando de observarse este orden so- 


lamente en las causas criminales, y en to- 
das aquellas que con arreglo á las leyes, re- 
quieran, por la urgencia del caso, ó por su 
naturaleza privilegiada, una atención y des- 
pacho preferente. 

Los artículos están también exonerados 
del turno. 

Esta resolución es ostensiva al Superior 
Tribunal, y á los Juzgados inferiores. (1). 


uar. 


UNIFORME DEL CUERPO CONSULAR. — 

El uniforme del Cuerpo Consular es el 
siguiente: 

Cónsules generales, charreteras de Coren- 
nel sobre casaca azul, centro blanco, som- 
brero apuntado, y espada: el de los Cón- 
sules, el mismo traje con charreteras de Te- 
niente Coronel: el de los Vicc Cónsules, el 
mismo, con charreteras de Capitán (2). ■ 


(«) Lev de 4 de Julio de 1835, y decreto de 12 de 
Agosto del mismo aüo. 

(ti Art. «0 del Reglamento de 4 de Septiembre de 
«836. 


UNIFORME DEL CUERPO DIPLOMATICO 

— Vcase Cuerpo Diplomático. 

UNIFORME DEL EJÉRCITO. Está 

mandado que no haya mas que un solo uni- 
forme para cada una de las armas de que se 
compone el Ejército, no debiendo tener otro 
distintivo el de los Cuerpos de cada arma 
entre si, que el del número que debe es- 
tar marcado en el boton, en el escudo del 
morrión, y el del color del penacho (2), 


(U Acuerdo del Tribunal de Justicia de 2! Julio 
dé «858. 

(2) Decreto de 10 de Febrero de 4820. 
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£1 uniforme del Ejército es el siguiente: 

El Estado mayor debe usar casaca larga 
• azul celeste, collarín y bota mordoré,- vivos 
de lo mismo, una granada y una corneta 
entrelazadas en cada faldón de la casaca, 
botones con las armas del Estado, centro 
blanco ó azul Uso, sombrero armado con 
penacho blanco, y bota con espuela clavada. 

La artillería ligera, casaca corta azul de- 
recha, collarín, barra y vivos encamados, 
bota azul, dos granadas en el cuello, centro 
blanco y azul lisos, morrión con guarnicio- 
nes, pompon colorado. 

La caballería, casaca corta de paño azul 
derecha, collarín, barra y vivos color ante, 
bota azul de pico, granadas en los faldones, 
centro blanco y azul, el segundo con galón, 
bota con espuela dorada, morrión con guar- 
niciones, penacho colorado. 

Los cazadores, casaca corta azul; peto, 
collarín, barra y bota verde, vivo mordoré, 
cometas en los faldones, centro blanco y 
azul lisos, morrión con guarniciones, pena- 
cho verde. . 

La infantería de linea, casaca azul larga 
derecha, collarín colorado, barra y bota azul, 
vivos blancos, centro azul y blanco lisos, 
morrión con guarniciones, penacho blanco v 
colorado. 

Los cabos de todas las armas del ejérci- 
to dorados (1). 

Esto es lo que está ordenado por dispo- 
siciones vigentes, sin perjuicio de las modi- 
ficaciones Introducidas por la práctica. 

Los ingenieros deben llevar casaca azul 
larga, vivos mordorés, cuello de terciopelo 
negro, córtun ojal bordado de relieve en 
cada lado del cuello; vueltas también de ter- 
ciopelo, y un castillo en cada uno de los 
faldones de la Casaca (2). 


(i) Decreto de 82 dé Febrero de 1821). 
(C) Decreto de It de Febrero de 1835. 
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La escolta del Presidente de la República 
uniforme de parada; casco bronceado, gar- 
zota negra de crin, y penacho punzó; casaca 
panzó, cuello, barras y vueltas azul turqui, 
bolones dorados, con siete alamares de lana 
amarilla la tropa, é igual número de o; o 
los oficiales, guante de ante, pantalón Manco, 
y bota de montar, con espuela plateada; 
Uniforme diario no estando de servicio, gor- 
ra de cuartel, casaquilla punzó, vivos asul 
turquí, y pantalón azul con igual vivo (1). 

La Guardia Nacional de infantería, que* 
)i, levita y pantalón azul, vivos celestes, y 
ratones dorados con las armas de la Repú- 
dica: centro blanco en los dias de gala. 

La Guardia Nacional de caballería, casa- 
ca azul de montar, pantalón azul y blanco, 
vivo celeste en la casaca, botonadura dora- 
da, y clarín en las faldillas de la casaca de 
paño celeste la tropa y de oro los oficiales, 
miofrion punzó y penacho celeste (2). 

Las insignias son las mismas que las de 
los Gefes y Oficiales del Ejército. — Véase 
Insignias del Ejército. 

Es prohibido el uso dé uniforme á todos 
los Gefes y Oficiales del Ejército que no es- 
tén en servicio, á esccpcion de aquellos á 
quienes se lo permita la cédula de separa- 
ción con que esfén munidos (3). 

rnnvzasiMB mayor de u refI- 

’blica. — Los estudios Universitarios de la- 
tinidad, filosofía, matemáticas, jurispruden- 
cia, medicina, ciencias sagradas y cconomia 
política, fueron mandados establecer por la 
ley dé 8 de Junio de 1833, y por decreto 
dé 27 de Mayo de 1838, fué instituida y 
erigida la casa de estudios generales que 
existia en virtud de aquella disposición le- 
gislativa con el carácter de Universidad ma- 


<l) Deerefo de 8 de Noviembre de 1868. 

(2) Decreto de I i de Julio de 1838. Cap. 7.° 

( 3 ) Decretp de 26 <le Febrero de 1853. 


Digitized by ^.ooQle 



«J3¥ — 274 — IH 


yor de la República, y con el goce del fue- 
ro y jurisdicción académica que por este tí- 
tulo le compelía. Sin embargo, la Universi- 
dad no fue solemnemente instalada, hasta el 
i 8 de Julio de 1849 (1), bajo las reglas y 
prescripciones establecidas en el Reglamen- 
to respectivo. — Véase Estudios Universi- 
tarios. 

La dirección y administración de la Uni- 
versidad, está á cargo de un Consejo Uni- 
versitario, un Rector, un Vice Rector y un 
Secretario, y es regida y gobernada bajo la 
superintendencia del Ministro Secretario de 
Estado en el Departamento de Gobierno. — 
Véase Consejo Universitario. 

El Rector y Vice Rector de la Universi- 
dad, son nombrados cada dos años, el dia 
18 de Julio, en sesión pública, por la Sala 
de Doctores, por votación escrita, firmada y 
cerrada, después de leído el informe que el 
Rector debe presentar sobre el estado de la 
Universidad en todos los ramos que com- 
prende. — Véase Sala de Doctores. 

Antes de entrar al ejercicio del cargo de- 
be prestar el Rector juramento de desem- 
peñarlo bien y fielmente, ante el Ministro 
de Gobierno, y los demás funcionarios de la 
Universidad, ante el Rector (2). 

Las funciones del Rector, son: l.° 
Presidir todos los actos públicos y privados 
de la Universidad: 2. ° Conferir los gra- 
dos: — Véase Grados Universitarios . — 
3. ° Hacer cumplir las disposiciones y re- 
glamentos de la Universidad: 4. ° Inspec- 
cionar las aulas y celar que los Catedráticos 
llenen sus deberes: 5. ° Cuidar que en 
ios Colegios donde se hagan estudios consi- 
derados como Universitarios, se observen 

(1) Decreto de 15 d* Iluta de 1 8 íO. 

(2) Étecrtto do 15 de JulVde mi). 


las mismas disposiciones y reglamentos: 
6. ° Designar los dias de examen para 
los estudios secundarios y científicos. 

El Vice Rector desempeña las funciones 
del Rector por ausencia ó impedimento de 
este (1). 

La Universidad confiere grados de Ba- 
chiller en ciencias y letras, de Licenciado y 
de Doctor en -las facultades de teología y ju- 
risprudencia, medicina y cirujia. — -Véase 
Grados Universitarios. 

. Para ganar curso en la Universidad, es 
necesario estar matriculado, ea la forma y 
bajo las prescripciones establecidas. — Véase 
Matricula de la Universidad. 

mivintsiDiin mkxor. — El Colegio 
Nacional gozaba de los privilegios de Uni- 
versidad menor, con sugecion al Reglamen- 
to de estudios que rige en la Universidad 
mayor, y podía conferir el grado de Bachi- 
ller en ciencias y letras (2). 

> La Universidad menor era presidida por 
un Redor, y las Cátedras en ella estableci- 
das, hacían parte de la Universidad mayor. 

El consejo Universitario, por medio del 
Rector de la Universidad mavor, ó de comi- 
sionados especiales, tenia derecho de inspec- 
ción sobre las cátedras de la Universidad 
menor, al solo objeto de vigilar sobre la ob- 
servancia del Reglamento general de estu- 
dios, y de todas las disposiciones vigentes 
sobre la materia. 

La. enseñanza que el Erario público cos- 
teaba en la Universidad menor íué ulterior- 
mente suprimida por falla de fondos asigna- 
dos en el presupuesto general de„gastos. 

(!) Reglamrnto Universitario dp 28 de Centu ra! ro 
dt». I8ií>. 

(?) OtTfelo de i* de Fi brero de !8*C. 
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VA 

t icix i. — La conservación y adminis- 
tración de la vacuna, incumbe en la Capital 
y en los Departamentos de campaña, a los 
médicos de Policía. 

El encargado de la vacuna, en la capi- 
tal, lo está también de- adoptar las medidas 
necesarias para perfeccionarla, generalizarla, 
y conservarla en el mejor estado. El adminis- 
trador de la vacuna, tiene el deberde vacunar 
por si, en los dias señalados para el efecto. 
Todos los vacunados deben ser presentados 
a los ocho dias de l& operación* para- que 
el facultativo clasifique el resultado. 

La Administración debe llevar un registro 
exacto de las vacunaciones que hiciese, 
anotando en él, el nombre, sexo, edad y do- 
micilio de todos los vacunados, la época, y 
el resultado de lá vacunación, con espresion 
de los que no concurriesen á los ocho dias: 
estas notas deben servir para la formación 
délos estados respectivos. 

Deben también publicar cada trimestre 
una razón detallada de sus operaciones, y de 
las observaciones mas notables, y mejoras 
obtenidas en la Administración de la va- 
cuna (1). 

Por Decreto de 8 de Febrero de 1860, 
se mandó establecer en la Capital una casa 
central de vacuna, bajo la dirección de un 
facultativo nombrado por el Gobierno, en vez 
del Médico de Policía, á quien estaba atri- 
buida la administración de la vacuna. En 
los Departamentos de campaña, se conserva- 
á cargo de los médicos de Policía. 

Todos los padrea tienen el deber de ha- 
cer vacunar á sus hijos antes de haber cum- 
didoun año. Los que (altando á esta dis- 
íosicion, no justifiquen enfermedad que lo 
laya impedido, ó ausencia de la Capital, in- 
curren en una multa de cuatro pesos, que 
deben entregarse en la Caja de Policía. 


(h Derroto de 15 de M;i\o de |$áí). 


VA 

Los Tenientes Alcaldes deben anotar los 
niños de mas de un año que no eslen vacu- 
nados, al tiempo de hacer el empadronamien- 
to anual, y la Junta de Higiene debe reco 
ger de la oficina en donde se depositen 
aquellos- padrones, las notas que considero 
convenientes. 

Los maestros de artes y oficios, los Ce- 
fes de cualquiera empresa industrial, y los 
preceptores y directores de escuelas, no de- 
ben admitir eu sus establecimientos, aque- 
llos que no presenten certificación del médico 
respectivo, de haber sido vacunados. 

Los facultativos deben dar parte á la Jun- 
ta de higiene de cualquiera caso de viruela 
que ocurra, y de su carácter: en el mismo 
caso se hallan los padres de familia, quienes 
d:ben pasar inmediatamente aviso al Tenien- 
te Alcalde del distrito (1). 

vago, — E l hombre mal entretenido, sin 
ocupación ni oficio. 

Los individuos reconocidamente vagos, 
deben ser aprehendidos y destinados al ser- 
vicio de las armas en cuerpos de línea: los 
que sean inútiles para el servicio, declara- 
dos tales previo reconocimiento del médico 
de Policía, deben ser destinados á trabajos 
públicos por cuatro meses. Los destinados á 
cuerpos de línea, servirán por diez años. 

Los que se destinen á trabajos públicos, 
tienen opcion á un corlo salario pagado por 
el Estado, mientras dure su condena. 

Cumplido el término debe licenciárseles, 
con calidad de que se contraigan á alguna 
ocupación que les proporcione subsistencia. 

El vago que sea aprehendido por segunda 
vez, debe sufrir doble tiempo de servicio en 
un cuerpo de línea ó en los trabajos públi- 
cos. Por tercera vez, sufrirá el triple. 

Todo individuo que expida certificado ó de» 
ponga en favor de un aprehendido por vago 


(I) Dpcrcln de *2 d-' J ¡n:o d< 
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á fui de libertarle de cita nota y de las penas 
establecidas, justificada que sea la falsedad 
de su información, si es empleado público, 
debe ser destituido, y si es particular debe 
sufrir dos meses de prisión. 

Después de esto, el art. 8 i de la Cons- 
titucion determinó los casos en que puede 
ser destituido un empleado, y la forma de 
proceder en tales casos. 

Es considerado vago, lodo aquel que no 
tenga oficio ni ejercicio conocido, y ef que 
se halle sin papeleta de contrata, que justi- 
fique su ocupación (1). 

mnji. — Señal que se pone con lanchas 
boyas, ú otros objetos flotantes, para indi- 
car el tránsito á los buques, y señalar cual- 
quiera escollo. 

El servicio de valizas está establecido en 
varios puntos del Uruguay. Todo buque de 


YA 

ultramar y del cabotage que navegue didi» 
río, está en consecuencia, sugeto al pago de 
un derecho de envalizamiento. 

Los primeros deben pagar ciento veinte 
centesimos por tonelada: (os segundos, des- 
de diez toneladas para aniba, cincuenta 
centésimos por tonelada. Losbuquesque hu- 
biesen pagado el impuesto á la entrada del 
rio, quedan exonerados de pagarlo á la sali- 
da, y lo mismo viceversa (1). 

Es prohibido amarrar espías ó cualquier 
cabo á las valizas: lo es también, sacarlas 
de su lugar y mudarlas deposición, sin es- 
pecial permiso de la Capitana del Puerto, 
asi como tirar tiro de fusil ó de cualquiera 
otra arma con bala sobre ellas. 

Los que incurrieren en cualquiera de es- 
tas fallas, quedan sugetos á las ponas de la 
Ordenanza (2). 


VE* 


veembbsbe ADUANA — Personas del 
comercio, encargadas de decidir las cuestio- 
nes sobre aforo, entre el Vista y el despa- 
chante. 

Cuando se suscitaban diferencias que cs- 
cediescn de un diez por ciento sobre el va- 
lor del aforo de las mercaderías, practicado 
por los Vistas de Aduana, decidían dos Vee- 
dores, sacados á la suerte, de una lista de 
doce, que cada seis meses se formaba por 
el Tribunal de Consulado, decidiendo, en 
ca$o de discordia entre estos, un tercero 
nombrado por los mismos. El fallo de los 
árbitros debía tener lugar en el mismo acto, 
y sin apelación. 

El cargo de Veedor no existe ya, porscr in- 
necesario desde que los aforos de Aduana es- 
tan determinados on una tarifa de avalúos: de 


(I) ilc Poli» ia •!.* di- Knoro d.' 1*27. 


tos valores de plaza de todos los efectos y mer- 
caderías de importación, la cual sirve de nor- 
ma por punto general, para regular el monto 
de os derechos. — Véase Tarifa de avalúos. 

velas. — El peso de las velas de sebo 
fabricadas en el país, debe ser considerado 
á razón de veinticuatro libras en arroba, 
en consideración á los desperdicios que 
ocasiona el molde, y solo pueden cons- 
truirse de 4, 6, y 8 en libra. 

Las velas que no tuviesen el peso indica- 
do, deben ser descomisadas y el fabricante 
penado con una multa de 25 pesos. Los 
vendedores de ellas al menudeo, incurren en 
una multa de 4 pesos, y están obligados ¿ 
manifestar quien es el fabricante de las que 
resultasen faltas de peso (3). 


(1) Ley de 22 de Agosto de !Só7. 

(2) Reglamento de 22 de Junio de I829 t 

i3i Edicto delMÜclj de 18 de Septiembre de 1351. 
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▼FtEmns.- — Véase Fábricas. 

TEREDiK. — Gs obligación de todo due- 
fio de terrenos d edificios en la Ciudad, 
construir á su frente veredas con lastras de 
piedra de buena calidad, labrada en la su- 
perficie exterior, ó bien de asfalto de mezcla 
de cal y cascajo, ú otro artefacto cómodo que 
evite el lado. 

La construcción de veredas, debe hacer- 
se con conocimiento de la Inspección de 


VE 

obras públicas, para su correspondiente de- 
üieactcm (i). 

Es prohibido ocupar tas veredas con ob- 
jetos que obstruyan ó dificulten el fibra 
tránsito. & prohibido también llevar carga, 
ni objetos que puedan desordenar ó ensu- 
ciar los vestidos: lo es del mismo modo, de- 
tenerse á conversar & con cualquier otro 
motivo, de manera que se obstruya la vía 
libre del tránsito (2). 
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vías públicas. — Están declaradas y 
reconocidas, tres grandes vías de comunica- 
ción, ó caminos de tráfico en el Departamen- 
to de Montevideo. Estas vias son: 1 ° El 
camino de la Union, que pasa por la Villa 
de este nombre, y parte de la calle de Mal- 
donado en la Ciudad nueva: 2 ° El del 
Cerrito, que nace del arrabal de la Aguada, 
y sigue en dirección á esa eminencia: 3 ° 
El del Miguelete, cuyo principio está en el 
mismo arrabal, y cruza dicho arroyo, en el 
paso llamado del Molino. 

Estas tres grandes vias, tienen la anchu- 
ra de veinte varas, con escepcion de la -de 
Montevideo á la Union, que tiene treinta va- 
ras. 

Los demas caminos que cruzan en dis- 
tintas direcciones entre aquellos, tienen ocho 
varas, ó el espacio que el uso baya deter- 
minado (4). 

Una Comisión compuesta del Inspector de 
obras públicas, de un Vocal de la Comisión 
Topográfica, y de un miembro de la Junta 
Económico Administrativa^ tiene encargo 
especial de practicar los trabajos convenien- 
tes, para reconocer el curso y deatas eir* 
«instancias de estos caminos, y hacer las 


(1) D« -retó dn W de Enero do *8)3. 


rectificaciones que creyese convenientes pa- 
ra el servicio público. 

Hecha esta rectificación, deben amojo- 
narse los caminos, en nna de sus lineas la- 
terales; y fijado que sea el declive, nadie 
podrá edificar ni abrir zanja ó cerramiento 
permanente en sus orillas, sin previo aviso 
de la Autoridad competente, para h deli- 
ncación que corresponda: esta defineacion 
debe ser practicada por un vocal ingeniero 
de la Comisión Topográfica. 

La Comisión nombrada, debe proponer ai 
Gobierno todas las medidas que juzgue con- 
venientes, en el desempeño de las funcio- 
nes que le están cometidas (3). 

En los Departamentos de la República, 
están declaradas subsistentes las condicio- 
nes con que fueron agraciados los primeaos 
pobladores en las donaciones de tierras. 

Estas condiciones, con las cuales han pa- 
gado á sus succesores universales ó parti- 
culares, son las contenidas en la ley 2 til. 
1?, lib. i. ® de la R. de l. * 

En consecuencia los caminos son aque- 
llos que establece el uso público, «fe ma- 


(1) Dccreto.de 24 de Abril de l&VA. . 

(2) Edicto de Policía de 24 de Diciembre de IU9. 
Art. 

(3) Decreto de 2 <fc Septiembre de tf 5$. 
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ñera que deben considerarse tales, ios exis- 
tentes, y todos los que se establecieren co- 
mo mas breves y de mejores conveniencias, 
aunque, atraviesen la propiedad particular, 
sin que ningún propietario, tenga derecho 
á impedirlo (1). 

vicario apostólico. — El Vicario 
Apostólico es el Gefe Superior de la Iglesia 
en todo el Estado, y ejerce la jurisdicción y 
funciones que por ■ este titulo le correspon- 
den. Es nombrado por su Santidad, á vir- 
tud de presentación en terna hecha por el 
Gobierno, en uso del derecho de patronato 
que le acuerda la Constitución. 

Hecho el nombramiento, el Gobierno ex- 
pide el correspondiente pase al Breve Apos- 
tólico, previo dictámen de la Exma. Cámara 
de Justicia. 

Pan ejercer el cargo de Vicario Apostó- 
lico, se necesita, ademas de las cualidades 
que requiere el derecho canónico, Ciudada- 
nía natural, ó legal en ejercicio, y hallarse 
fijamente adscripto con titulo aprobado de 
congrua sustentación, á alguna de las Igle- 
sias del Estado (2). 

vinculación. — La unión y sugecion 
perpetua de ciertos bienes, á un objeto de- 
terminado, del cual no pueden ser distraí- 
dos. 

Es prohibida la fundación de mayorazgos 
y de toda clase de vinculaciones. 

Ninguna Autoridad dg.la República pue- 
de conceder titulo alguno de nobleza, hono- 
res ó distinciones hereditarias (3). 

VISITA GENERAL BE CARCEL. — El 

exámen y reconocimiento que hace el Su- 
perior Tribunal de Justicia personalmente 
en la cárcel pública, sobre el estado de los 
presos y de las causas que se les siguen, 


(I) Decreto de 17 de Noviembre de 1810. 

(•2) Art. 3. 9 dé I i le> de 17 «le Julio de 1310. 
3) Art. !33 de la Consituciuii. 


vi 

con el objeto de procurar el alivio posible 
de aquellos, y el pronto despacho de estas, 
en cuanto lo permita la buena administra- 
ción de justicia y la debida observancia de 
las leyes. 

A las visitas de cárcel deben asistir ne- 
cesariamente los funcionarios á que se re- 
fiere el Reglamento de 30 de Junio de 
1830, ó los que desempeñen las funciones 
atribuidas á aquellos. Están pues compren- 
didos en esta disposición, los empleados del 
Tribunal y de los Juzgados del Crimen, el 
Fiscal y los defensores y procuradores de 
pobres en lo Criminal. 

Está mandado que la visita ordinaria de 
cárcel, se verifique una vez cada mes, sin 
perjuicio de las visitas extraordinarias, cuan- 
do el Tribunal lo juzgue conveniente (1). 

vi hita de hospitales. — Véase Hos- 
pitales. 

visita sanitaria. — La que se pasa 
por el médico de Sanidad á los buques de 
comercio que llegan al Puerto, antes de co- 
municar con la tierra, para averiguar el es- 
tado sanitario de su tripulación, y el del 
punto de su procedencia. 

Ningún buque procedente de ultramar, 
sea Nacional ó Extrangero, puede ser ad- 
mitido á libre plática, sin la competente au- 
torización de la visita de sanidad. 

En el mismo caso se hallan los que pro- 
cedan de Puertos extrangeros situados den- 
tro de cabos, siempre que haya noticia de 
haberse desenvuelto alguna enfermedad 
contagiosa en el territorio de doude hubie- 
sen salido, ó hubiesen ocurrido en su viage 
accidentes de naturaleza sospechosa. 

En ambos casos deben indicar, al entrar 
á los Puertos del Estado, la necesidad de la 
visita sanitaria, poniendo su bandera Nacional 


(í) Anjerdo drl Tribonnl Superior de Ju líela 
26 de Kntrudc 1841 y 13 Uc Agostada 18.2. 
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á media asía, y evitando toda comunicación 
con la tierra. 

La visita de Sanidad, luego que llegue 
abordo, instruirá al Capilan del buque, de las 
prescripciones que está obligado á observar 
en el Puerto. — Véase Capilan de buque. 

El Capilan debe ser interrogado también, 
bajo de juramento, sobre los puntos siguien- 
tes: 1 ° Por su nombre, el del buque y su 
nacionalidad: 2 ° El Puerto de su proce- 
dencia, y cargamento que conduce: 3 ° Si 
ha hecho escala ó arrivada en algún Puerto, 
y en caso afirmativo, en cual: 4 ° Si comu- 
nicó con algún buque durante el viage, y en 
caso afirmativo, si fué de palabra, ó si reci- 
bió ó envió alguna embarcación: 5 ° Qué 
sabe del estado sanitario del punto de escala 
ó arrivad.i, y del del buque con que hubiese 
comunicado: 6 ° Cuantas personas trae de 
tripulación, y cuantos pasageros: 7 o Si ha 
tenido algún enfermo, ó ha muerto algún 
individuo, deque mal, que día, en que lati- 
tud, y qué observó durante la enfermedad: 
8 ° Como fueron tratados los enfermos, qué 
medidas prccaucionales se tomaron con sus 
camas, y ropas de uso: 9 ° Si trae patente 
de Sanidad. 

El médico de Sanidad puede agregar to- 
das las preguntas que juzgue convenientes 
según el caso, y de todo debe labrar la cor- 
respondiente acta. 

Cuando el buque hubiese de quedar en 
cuarentena, se hará constar en el acta, asi 
como el motivo que dé mérito á ella. 

Para que un buque sea admitido á libre 
plática, es necesario: 1 ° Que tenga la pa- 
tente limpia. — Véase Patentes de Sanidad. 
2 ° Que no haya tenido durante la nave- 
gación, novedad alguna en la salud de la 


tripulación y pasageros; y en caso de haber 
hubido enfermos, que sus enfermedades no 
induzcan sospechas de contagio: 3 ° Na ha- 
ber arrivado dotante el viage, á parages sos- 
pechosos ó infestados, ó comunicado con 
personas ó cosas . de esta clase: 4 ° Que 
merezcan pleno crédito las declaraciones del 
Capitán, en virtud de estar conformes con la 
patente, y con el estado de las personas del 
buque: 5 o Que no haya noticias posterio- 
res á la salida del buque, que anuncien la 
existencia de alguna enfermedad pestilencial 
en el punto de su procedencia. — Véase Cua- 
rentena. 

visTisDE ADtim. — Empleados encar 

gados de examinar si las mercaderías que 
se importan, están conformes con el conte- 
nido del permiso respectivo. 

Todos los artículos que se despachen de 
la Aduana, deben ser examinados por uno 
de los Vistas personalmente, el cual debe 
confrontarlos con el contenido del permiso, 
y estando conformes, poner al pié de este, 
los derechos á que dichos artículos están 
.sugetos con arreglo á la tarifa de Aduana; 
verificado lo cual pasa á las respectivas ofi- 
cinas de contabilidad, para la competente 
liquidación. Si hubiese disconformidad en- 
tre las mercaderías y el permiso, caen aque- 
llas en comiso. — Véase Comiso — Contra- 
bando. 

Los vistas de Aduana, son cuatro, que 
turnan en el servicio. 

vivanderas. — Véase Mercachifles. 

viudas. — Las de empleados civiles y 
militares, inválidos y jubilados, asi como sus 
hijos, y en defecto de ambos, sus madres 
viudas, tienen opcion á una pensión del Es- 
tado. — Véase Pensionistas. 
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E4PAMBES v HxiBMM. — Este según contrato celebrado con el Gefo Poli- 
cuerpo es compuesto de un piqoete, depon- tico del Departamento, y aprobado por el 
diente de la Policía, mandado por un oficial. Gobierno, tiene el deber de conservar las 
Tiene á su cargo dos bombas de incendio, bombas en perfecto estado de servicio, y de 
cuyo objeto es prestar sus servicios, donde instruir á los bomberos en el manejo de 
fuese necesario, en los casos de incendio. ellas. 

- El contratista de las bombas de incendio, 
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Habiéndose dictado algunas reyes y otras resoluciones oficiales, que innovan ó modifican 
lo estatuido anteriormente; y en la imposibilidad de introducir las correcciones del caso, en 
los capítulos respectivos del Digesto Nacional que se hallaban ya impresos, nos ba sido 
necesario salvar esta dificultad, por medio de un apéndice que comprenda el contenido de 
aquellas disposiciones novísimas. 

Tal es el objeto de la adición que hemos creido deber introducir en la obra para perfec- 
cionarla y complementarla, acomodándola al estado de la legislación Nacional en los mo- 
mentos en que escribíamos este apéndice. 

Lo que se innove ó adicione ulteriormente, será acaso con el tiempo, materia de una 
nueva edición del Digesto Nacional, que podrá ser aumentada ó corregida, según lo de- 
manden aquellas circunstancias, ó los vacíos que quizá puedan notarse en la presente. 

Montevideo, Agosto de 1860. 
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ALUMBRADO BÍBLICO.— <-En todos IOS 

Pueblos de la República que tengan alum- 
brado^ en los que no teniéndolo, se estable- 
cieseen lo succesivo, los habitantes de las casas 
que tengan una puerta de calle deben pagar 
un impuesto mensual de dos reales y los 
que tengan mas de una puerta, de cuatro 
reales, sean casas de familia, ó de negocio. 


En las casas donde habitasen varias fami- 
lias bajo una sola puerta, el impuesto debe 
ser pagado por el propietario. 

La administración de esta renta, está co- 
metida á las Juntas Económico Administrativas 
de los Departamentos, las cuales deben rendir 
cuenta anualmente al Gobierno, de su inver- 
sión (1). 


A IV. 


año económico. — Por disposición de 
la ley de 5 de Mayo de 1860, fué deroga- 
da la de 7 de Marzo de 1837, declarando 
que el año económico debe contarse desde 
1 ° de Enero hasta fin de Diciembre. 

El presupuesto general de gastos de la 
Administración, debe sancionarse de un año 
para otro, presentándose por el Poder Eje- 
cutivo, antes del I o de Abril. 

Las cuentas de la recaudación é inversión 


de las rentas públicas, deben ser presentadas 
dentro de los quince dias siguientes á la 
apertura de las sesiones del Cuerpo Legisla- 
tivo. 

La ley del presupuesto general de gastos 
sancionada para entrar en vigencia desde 
I o de Julio de 1860, debe regir hasta fin 
de 1861. 


(I) Ley de 18 de Junio de f8G0. 
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asilo be méndigos — Realizado el es* 
tablccimiento de esta casa de asilo, fué re- 
glamentado su servicio, y aprobado el re- 
glamento por Decreto del Gobierno de 27 
de Julio de 1860, 

El Asilo de méndigos fué fundado bajo la 
advocación de San Francisco de Asis. — 
Se divide en dos secciones principales, con- 
teniendo las oficinas y piezas necesarias pa- 
ra los méndigos y para los empleados del 
establecimiento. 

El asilo se halla bajo la dependencia de 
la Junta E. Administrativa de la Capital, é 
inmediatamente de una Comisión de vigilan- 
cia, nombrada por aquella, y compuesta de 
nueve vecinos de la Villa déla Union, donde 
se halla situado. Esta debe nombrar sema- 
nalmente un Inspector de semana. 

Tiene ademas el Asilo, un Ecónomo y 
una Ecónoma, encargados cada uno en su 
sección, de todo los ramos anexos á dichos 
empleos. 

Los méndigos asilados quedan sugetos 
desde el hecho de entrar en el estableci- 
miento, á todas las reglas de disciplina y ór- 
den interior establecidas en cuanto al aseo, 
á las horas de ir á la mesa, las de levantar- 
se y acostarse, y á los trabajos del taller, en 
el cual deben tener ocupación los que sean 
físicamente hábiles para ello. Los productos 
de estos trabajos quedan á beneficio de los 
que los hubiesen hecho, recaudándose y lle- 
vándose en cuenta por la Comisión. Si el 
méndigo saliese del establecimiento, aquella 
balanceará el Debe y Haber, y le entregará 
el saldo, si lo hubiese, siempre que saliese 
por razón que acredite su buena conducta. 

Los recursos para el sosten del asilo de 
méndigos, son: i ° el producto de sus- 
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cripcioncs particulares: 2 ° los que sumi- 
nistre el Gobierno: 3 ° las donaciones y li- 
mosnas particulares: 4 ° el producto de las 
labores de los méndigos. 

Para ser admitido en el Asilo, es necesa- 
rio: 1 ° Ser pobre de solemnidad: 2 o No 
padecer enfermedad alguna crónica conta- 
giosa. 

Son empleados del Asilo ademas de los 
que quedan detallados, un Médico, un Ca- 
pellán, un Boticario, un Portero, un Recolec- 
tor de suscripciones, y sirvientes. 

Las indisposiciones leves, deben ser asis- 
tidas en el establecimiento: no siendo asi, 
los dolientes deben ser remitidos al Hospi- 
tal. 

Los méndigos que falten á las prescrip- 
ciones del establecimiento, incurren en penas 
correccionales, como aumento de trabajo, 
privación de paseo, barrido, lavado de pisos 
etc. Son prohibidos los castigos corporales. 

Debe salir á paseo, los Domingos y dias 
festivos, acompañados, de los sirvientes. 

Es prohibido visitar el Asilo de méndigos, 
sin llevar una targeta que acredite autori- 
zación para ello, de la Comisión de vigilan- 
cia. Son esceptuados los miembros del Go- 
bierno, los del Tribunal Superior de Justi- 
cia, el Vicario Apostólico, los miembros de 
la Junta Económico Administrativa, el Gefc 
Político, y los miembros de la Junta de hi- 
giene. 

No es permitido á los visitantes, dar li- 
mosna á ningún méndigo en particular. 

Las demas disposiciones de orden inte- 
rior de este establecimiento pueden verse en 
el Reglamento respectivo. 

Es prohibido en consecuencia, pedir li- 
mosna por las calles públicas. 


AT. 

averia. — Daño, deterioro ó pérdida parcial que sufre un buque ó su cargamcn- 
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lo, ya sea fortuita ó deliberadamente, toda 
vez que no proceda de vicio propio. 

En las causas sobre averias se observa lo 
estatuido en el capitulo 20 de las Ordenan- 
zas de Bilbao, en defecto de leyes Patrias; 
pero, existen ademas, sobre el particular, 
usos y prácticas mercantiles que están ad- 
mitidas, y que tienen por tanto fuerza de 
ley. 

Teniendo presente lo dispuesto por las 
leyes generales, el Capitán de un buque que 
■llega al Puerto, siendo el de su destino, hará 
su protesta ante el Juez de Comercio, espre- 
sando claramente las pérdidas, perjuicios y 
demas que hubiese sufrido; todo en conse- 
cuencia con lo que debe constar en su libro 
de sobordo, haciendo después ratificar bajo 
juramento ante el actuario dicha protesta, 
por su tripulación, ó al menos por tres de 
Jos principales de ella. 

En la práctica los Capitanes hacen su 
protesta ante un Escribano, sea el de Mari- 
na y Aduana, ó sea el del Juzgado de Co- 
mercio, ó ante sus «respectivos Cónsules, 
uienes la presentan después traducida al 
uzgado de Comercio, que hasta ahora las 
ha admitido. 

Solamente siendo este el Puerto del des- 
tino, puede promoverse el juicio de averias, 
■asi porque solo en tal caso hay jurisdicción 
para resolverlo, como porque en la conti- 
nuación del viage podrían haber otras ave- 
rias, resultando tantos juicios como escalas 
hubiese de hacer el buque. 

Hecha la protesta, el Capitán se presen- 
ta al Juzgado de Comercio, pidiendo el nom- 
bramiento de peritos que asistan á la aper- 
tura de escotillas, y den cuenta sobre si se 
hallaban bien cerradas, si la carga aparece 
bien estivada, si se nota en ella averia á pri- 
mera vista, y en fin sobre el estado en que 
se halle el buque. El Juez nombra para ello 
dos Capitanes de alta mar, y con el informe 
de estos, se dá vista á las partes. 
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En seguida se pide venia al Juzgado, pa- 
ra proceder á la descarga y entrega á sus 
respectivos dueños, de la carga que resulte 
en buen estado, con condición de depositar 
en los almacenes de Aduana la que resulte 
averiada, pidiendo por otro sí, que los pe- 
ritos nombrados para asistir á la apertura 
de escotillas, queden autorizados para ins- 
peccionar la descarga, para que, terminada 
esta, den cuenta al Juzgado de la que hayan 
encontrado con averia, detallando su mas ó 
menos, de qué ha provenido, si de vicio 
propio, de agua hecha por el buque etc. El 
Juez provee de conformidad, y los Capitanes 
después de terminada la descarga, dan in- 
formeminucioio del resultado de su encargo. 

Hecho asi, se pide el nombramiento de 
peritos para la avaluación del buque en el 
estado en que se halle, y la de las repara- 
ciones y reposiciones que deban hacérsete, 
para ponerlo en el estado en que se hallaba 
antes de la avería. 

El Juez provee de conformidad, nombran- 
do un maestro de hacha, y uno de rivera, 
acompañados á veces de los Capitanes nom- 
brados anteriormente. Estos presentan la 
cuenta detallada del valor de las reparacio- 
nes y reposiciones, del tiempo que debe em- 
plearse en ellas, y la avaluación del buque 
en el estado en que se encuentre, jurando 
todo ante el actuario. 

Debe pedirse también que el Juez haga 
vender por Rematador público, los efectos 
que se hubiesen depositado en la Aduana 
por averiados. Practicado esto y presentada 
la cuenta de venta, se dá vista de todo. 

Efectuadas las reparaciones del buque, 
se presenta al Juzgado lo siguiente, pidien- 
do el nombramiento de Contador público 
para que clasifique las averias, y liquide la 
que resulte ser gruesa. 

Las cuentas de almacén naval, maestros 
carpinteros y calafates, y demas pertene- 
cientes á reparaciones del buque. 
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Una cuenta de los sueldos y manutención 
del Capitán y tripulación, desde el dia en 
que terminaron las reparaciones del buque, 
que no pueden ser de mayor tiempo que el 
que hayan calculado los peritos. 

Una cuenta de venta, al corriente de pla- 
za, de cada recibidor de los articules que 
hubiesen llegado sanos. 

Otra simulada, de lo que le hubieran 
producido los artículos llegados con avería 
ó echados al mar, debiendo el precio ser 
justificado con la firma de un Corredor de 
número ó de comerciantes. 

El Juez nombra Contador, y presentada 
por este la cuenta, dá vista: habiendo con- 
formidad departes, la aprueba, y se cumple 
lo que contiene. Las partes piden testimo- 
nio de lo que les interesa, para ocurrir á 
los seguros. 

Si hubiese oposición, se substancia como 
juicio ordinario, y asi se resuelve en defi- 
nitiva con arreglo á derecho. 

Cuando hubiese habido echazón, para sa- 
berse el número de bultos echados al mar se 
hace la comparación entre los conocimientos 
de lo cargado, y un certificadodeAduana.de 
lo que se hubiese descargado, con especifi- 
cación de marcas, etc. 

La comparación de la cuenta de venta del 
Rematador, con la cuenta simulada de lo 
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que hubieran producido sanos los artículos 
rematados por averiados, dá el monto del 
deterioro á reclamarse. 

Muchas veces sucede que después de em- 
pezada la descarga de un buque, se encuen- 
tran mercaderías averiadas, por causa de 
mala estiva, ó aberturas en las junturas de 
la cubierta ó del costado del buque, ó por la 
calidad de la carga, embases etc. 

Este daño, ó sea avería simple, es á cargo 
de la mercadería averiada, y lo pagqp los se- 
guros, si el Capitán no ha tenido culpa, sien- 
do de cuenta de este, si resultase haber sido 
ocasionado por su culpa ¿descuido. 

Cuando ocurren tales casos, es de prác- 
tica que el dueño de los efectos averiados, se 
presente al Juzgado de Comercio denun- 
ciando el hecho, y pidiendo que se nombren 
dos Capitanes peritos y de notoria compe- 
tencia, para examinar la estiva, cubierta, 
costados é interior del buque, y dar informe 
sobre la causa del daño. 

Resultando responsable el Capitán, debe 
resacirlo con los flete? y con el valor del bu- 
que; y si esto no bastare, deben responder 
los aseguradores. No resultando judicial- 
mente culpable el Capitán, se saca certifi- 
cado de lo obrado, y con ello se reclama el 
importe del daño, de los aseguradores que 
están en tal caso obligados á pagarlo. 


BA. 


barco del salto. — Este banco, cu- 
yo capital era de cincuenta mil pesos fuertes 
fué autorizado por la ley de 14 de Julio de 
1860, para aumentar dicho capital hasta la 


suma de quinientos mil pesos fuertes, divi- 
didos en tres mil acciones de dos cientos 
pesos, quedando en todo lo demas, vigente 
la ley de su creación. 


CO. 


COLECTURIA GENERAL. — La ColcdU- 
ria General, debe publicar mensualmente, 
un estado demostrativo de sus entradas, con 


espresion de las sumas que hubiese trasla- 
dado á la Tesorería General, y al Banco 
Mauá y Compañía asi como de las que hu- 
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biesc pagado por afectaciones y otros gas- 
tos (1). 

comercia. — Por decreto de 6 de Agos- 
to He 1 8G0, fueron restablecidas las re- 
laciones comerciales, entre los Puertos de la 
República y el de Buenos Ayres, y abiertos 
al comercio dichos Puertos, que se hallaban 
cerrados por decreto de 22 de Enero de 
1858, quedando este derogado. 

COMISION INSPECTORA RE ARMAS, 

vestuarios etc. — Todo el armamento, 
municiones, pólvora y demas artículos de 
guerra, asi como las telas, vestuarios, calza- 
do y artículos de subsistencia que se com- 
pren por cuenta del Gobierno, deben pasar 
antes por el examen de una comisión de 
personas idóneas nombradas por el Gobierno, 
á la cual compete informar sobre su cali- 
dad, á fin He adoptar con presencia de esc 
informe, las providencias que sean del 
caso (2). 

contribución directa. — Los capi- 
tales fijos y circulantes en todo el territorio 
de la República, en el año de 1861, están 
sugetos al pago de la contribución siguiente 
por una vez. 

Los ganados en general, seis por mil. Las 
tierras de labor y pastoreo, las fincas urba- 
nas y rústicas, los capitales en giro, y los 
bienes no especificados en la ley, tres por 
mil. Los tenedores de tierras públicas por 
cualquier titulo también tres por mil. Los 
cereales en general, veinte y cinco centési— 
mos por cada fanega recogida. 

El aforo de los ganados y de los campos, 
debe establecerse por el Poder Ejecutivo, 
sea general o parcialmente. Para la avalua- 
ción de las fincas rústicas y urbanas y de 
otros bienes y propiedades, debe nombrar 


(1) Amrrdo del Ministerio de Hacienda de 4 de Ja 
nio de 1*60. 

(2) Resolución de 21 de Junio de 1860. 
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comisiones en los Pueblos donde sea nece- 
sario. 

La regulación de capitales debe practi- 
carse por la declaración simple que cada 
propietario haga del suyo. Si esta declara- 
ción encubriese bienes del contribuyente ea 
nna cuarta parte de su valor, se tendrá por 
fraudulenta, y se hará la avaluación por la 
comisión respectiva. Si el fraude resultase 
comprobado, el contribuyente queda sugeto 
al pago de la cuota que le corresponda, y 
el doble de su valor, como multa aplicable 
al revisador respectivo. 

En las cuestiones que se susciten y que 
no puedan transarse sobre avaluaciones de 
bienes imponibles, entre las comisiones pe- 
riciales y los contribuyentes, entenderá el 
Poder Ejecutivo en consejo de Ministros, 
oido previamente el Fiscal y un Asesor es- 
pecial, y resolverá lo que corresponda. 

El pago de la contribución debe hacerse 
en los meses que el Gobierno determine: 
el que lo demore ó rehúse, incurre en una 
multa del duplo. 

La contribución directa en 1861 está 
declarada localizada y destinada á gastos 
departamentales. 

Son csceptuados de la contribución di- 
recta: 1 . ° Las propiedades raíces cuyo 
valor no alcance á quinientos pesos, á me- 
nos que el propietario tenga dos ó mas, cu- 
yo total valor iguale á aquella suma: 2. ° 
Las propiedades improductivas (1). 

Aumentada como se vé, la contribución 
directa, fue suprimido en compensación 
el impuesto departamental, para desde 1 . ° 
de Enero de 1861. 

corrales de abasto. — La Adminis- 
tración de corrales debe publicar mensual- 
mente las cuentas de dicho ramo, sin per- 
juicio de pasar á la Contaduría General, los 


(I) Ley de I i de Julio de 1860. 
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estados respectivos; cuya oficina lienc la 
obligación de hacer publicar también, los in- 
formes ú observaciones á que en su caso, hu- 
biere mérito (i). 

costas. — Por acuerdo del Superior 
Tribunal de Justicia de 22 de Mayo de 
18G0, está mandado que se cumpla io dis- 
puesto por la legislación Española, vigente 
en la República, en cuanto al cobro de cos- 
tas. 

En consecuencia, en los juicios ordinarios 
las costas deben ser tasadas y pagadas en 
tres periodos: \ ° Cuando se reciba la cau- 


CO 

sa á prueba: 2 9 Cuando se baga publica- 
ción de probanzas: 3 ° Cuando la causa se 
halle conclusa para definitiva. 

En los juicios ejecutivos no pueden ta- 
sarse ni cobrarse las costas, hasta que se 
haya sentenciado la causa en definitiva, pa- 
gándose aquellas con el principal, décima é 
interéses si los hubiese, bajo pena de sus- 
pensión de oficio á los Escribanos que (alta- 
sen á esta prescripción. 

En igual pena incurren aquellos que co- 
brasen mayores derechos que los determi- 
nados por el arancel. 


en. 


CREDITOS OOXTRA EL ESTADO. Es- 

tá mandado que se proceda por una comi- 
sión especial nombrada por el Gobierno, 
compuesta de cinco miembros, á la compro- 
bación y clasificación de todos los documen- 
tos de crédito contra el Estado, anteriores 
al año de 1 852, que habiendo sido liquida- 
dos* y anotados por la Junta de crédito pú- 
blico, no fueron convertidos en títulos de la 
deuda consolidada. 

Los créditos anteriores á la fecha indica- 
da que no hubiesen sido presentados á la 
Junta, están declarados proscriptos, no pu- 
diendo entrar á la comprobación y clasifica- 
ción, ni admitirse sobre ellos transacción, ni 
demanda alguna ante los Tribunales. 

Los créditos comprendidos en la clasifi- 
cación, deben ser presentados ála Comisión, 
dentro de los cuatro y medio meses des- 
pués de nombrada esta. Los que no se hu- 
biesen presentado vencido este plazo, que- 
dan proscriptos. 

La Comisión debe concluir definitiva- 


(l) Acuerdo del Ministerio de Hut'n nda de 4 de Ju- 
nio de I8c0. 


mente sus trabajos, a los seis meses y me- 
dio. 

La fórmula de la clasificación debe ser la 
siguiente: Amparado por la ley de 17 de 
Julio de i 855, ó Escltiido por la ley de 
17 de Julio de 1855, firmada por el Pre- 
sidente y el Secretario de la Comisión, 
quien lo notificara al acreedor (1). 

Para pronunciar cualquiera de las dos 
fórmulas, se requieren tres votos conformes, 
y la asistencia de cuatro miembros al me- 
nos. 

Los acreedores que no se conformen con 
la clasificación, pueden apelar de ella para 
ante el Tribunal de apelaciones, dentro de 
cinco dias, el cual fallará breve y sumaria- 
mente con audiencia fiscal, y sin costas. Si 
la sentencia del Tribunal fuese favorable al 
recurrente, su crédito será reconocido como 
hipotecario: en caso contrario, quedará pres- 
cripto para siempre. 

Los documentos clasificados, deben li- 
quidarse con el interés convencional corrí- 


(1) La ley citarla dice asi; En nada perjudica & loa 
acreedores hipoteca* io*, no presentar tm titulo* ‘tío 
crédito á la con ver® Ion* 
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do, ó el legal, en los casos en que deba abo- 
narse, desde la fecha de su otorgamiento, 
hasta el 31 de Diciembre de 1851. Las 
liquidaciones practicadas por la Junta de 
crédito público con acumulación de intere- 
ses son nulas y de ningún valor. 

El Gobierno debe presentar á la Legisla- 
tura de 1861, la liquidación y cuadro de 
esta deuda, y el plan de recursos para con- 
solidarla. 

Está autorizado ademas el Gobierno: i. ° 
Para iniciar arreglos sobre la deuda exler- 
na: 2. ° Para iniciarlos también con el ob- 
jeto de libertar las rentas de Aduana y pa- 
pel sellado de los gravámenes que recono- 
cen: 3. ° Para iniciar del mismo modo 
arreglos con todos los acreedores del Esta- 
do, cualesquiera que sean sus titules, dando 
cuenta de todo al Cuerpo Legislativo (1). 

La Comisión clasificadora fue nombrada 
por Decreto de 28 de Julio de 1 860, com- 
poniéndose de cinco miembros, y actuando 
como Secretario el Escribano de Gobierno y 
Hacienda. 

Debe reunirse dos horas todos los dias 
hábiles, y recibir y clasificar los documentos 
que le sean presentados, documentando á los 
interesados por los que queden en su poder. 

Llevará tres libros: uno de resoluciones 
y actas: otro de registro en estrado de los 
documentos que clasifique, y otro en que se 
anoten los títulos clasificados, y la razón de 
la clasificación. 


CB 

Los créditos que hayan de liquidarse, de- 
ben pasar á la Contaduría General, cuyas 
liquidaciones, practicadas por el Contador 
liquidador, y visadas por el Contador Gene- 
ral, se anotarán en un libro especial para la 
deuda que resulle hipotecaria, con espresion 
del capital originario, y de los intereses de- 
vengados hasta fines de 1851. 

La clasificación ó la declaración de pros- 
criptos, debe escribirse al través del docu- 
mento presentado. Las notificaciones de las 
resoluciones de la Comisión deben hacerse 
por el Escribano Secretario. 

Si ocurriese sospecha de haberse suplan- 
tado la clasificación de la extinguida Junta 
de crédito público, en alguno de los docu- 
mentos que se presenten, será resuelta con- 
sultando los libros matrices de aquella Ofi- 
cina. 

Las Oficinas públicas deben facilitar á la 
Comisión clasificadora los antecedentes que 
pidiere. , 

Luego que cese la Comisión se deben 
inutilizar los documentos que sirvieron para 
la deuda consolidada, y los existentes en los 
archivos sobre perjuicios de guerra, en la 
Contaduría General, con asistencia del Fis- 
cal de Gobierno y Hacienda y del Escribano, 
labrándose la correspondiente acta. 

Los miembros de la Comisión son retribui- 
dos con dietas de. cuatro pesos, los dias que 
asistan á ella. 


DE. 


DEPOSITO» DE ADUANA. — Con el ob- 
jelo- de establecer la conveniente uniformi- 
dad, entre los libros de los comerciantes, y 
los de la Alcaidía de Aduana, en cuanto al 
derecho de almaccnage que adeuden aque- 


(I) Ley de 15 do Julio de 1860* 


líos, por los efectos depositados en los al- 
macenes del Estado, el Gobierno por reso- 
lución de 25 de Junio de 1860, dispuso 
que las casas introductoras tengan sus res- 
pectivas cuadernetas, en las cuales la Al- 
caidía les acredite los bultos de mercancías 
que introduzcan. 
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Eslas cuaüernetas deben ser de tamaño, 
cuando menos, de un pliego de papel co 
mun, y arregladas de manera que en el Ha- 
ber se esprese la fecha, el número, la cosa 
depositada y su marca, y en el Debe, la fecha, 
número y marca del bulto que salga, sea 
para consumo, para el almacén de detalle, 
para reexportación, ó con cualquier otro mo- 
tivo 6 destino. 

Por las mismas cuadernetas, debe hacer- 
se la liquidación del almacenage cada vez 
que un bulto sea despachado. Las partidas 
de cargo, deben ser puestas en la Alcaidía, 
y llevar media firma de cualquiera de los 
Alcaides, siendo en consecuencia, las cua- 
dernetas, los únicos documentos que deter- 
minen la responsabilidad del Pisco para con 
los depositantes; debiendo los libros de aque- 
lla Oficina, y sus comprobantes, hallarse en 
perfecta relación con las cuadernetas de los 
despachantes, bajo la responsabilidad de los 
Alcaides, en cuanto á la exactitud de los 
asientos. Esta responsabilidad es extensiva 
al Colector de Aduana, por los atrasos in- 
justificados de escrituración, y por cualquie- 
ra otra causa que implique descuido, omi- 
sión ó negligencia. 

Los despachantes deben dejar recibo por 
los bultos que extraigan 

Ningún Alcaide puede separarse de su 
destino, sea por destitución ó renuncia, sin 
entregar bajo formal inventario, los almace- 
nes y mercancías que tenga á su cargo. 

Eslas disposiciones son extensivas á to- 
das las Aduanas de depósito. 

deuda exigidle. — Está mandado que 
la Contaduría General expida certificados de 
los créditos de esta naturaleza, no documen- 
menlados aun, como son sueldos, pensiones, 
asignaciones y gastos de oficinas: Estos 
certificados deben comprender desde 1 ° 
de Julio de 1855 hasta fin de Febrero de 
1860, y deben otorgarse hasta fin de Di- 
ciembre del mismo año. Vencido ese plazo, 


queda prcscripta toda acción de parte «le los 
acreedores. 

Estos certificados pueden convertirse en 
títulos de la (leuda pública fundada, al 
diez por ciento de valor. — Véase Deuda pú- 
blica fundada. 

Para evitar que se haga uso de los ex- 
pedientes ó documentos que sirvieron para 
la deuda consolidada, y los existentes en los 
archivos sobre perjuicios de guerra, el Po- 
der Ejecutivo debe adoptar las medidas ne- 
cesarias, á su inutilización. 

Los expedientes y documentos que no 
puedan inutilizarse por hallarse en poder de 
sus dueños, ó por cualquier otro motivo, no 
pueden servir de instrumento para deducir 
acciones contra el Estado (1). 

La Contaduría General debe expedir por 
la deuda exigible, certificados impresos, con 
el timbre Nacional, autorizados por el oficial 
1 ° del ramo civil ó militar á que corres- 
ponda el crédito, y por el Contadorrevisador, 
visados por el Contador gci e.al. 

Los certificados deben ser 'entregados á 
los acreedores originarios, ó á sus apodera- 
dos constituidos por medio de poder otorga- 
do ante Escribano público, ó ante el Alcalde 
Ordinario de la residencia del poderdante. 

Los compradores de haberes, deben jus- 
tificar su derecho por medio de poder del 
acreedor originario, con espresion de los 
sueldos vendidos, y la autorización conferida 
para recibir el certificado respectivo. 

El 2 de Enero de 1860, la Contaduría 
general debe pasar el Ministerio de Hacien- 
da, la cuenta definitivamente cerrada, de la 
deuda exigible (2). 

df.uda rúBucA FUNDADA* — La Con- 
taduría General debe publicar cada semestre 
un estado que manifieste las operaciones de 
la deuda pública fundada (8). 


(t) Ley de 15 de Julio de I8G0. 

(2) Decreto de 21 deJuliode I8G0. 

¡3) Acuerdo del Gobierno de 1 de Jumo de 1860. 
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DOC UMENTOS OFICIALES. — Por De- 

cr?to del Gobierno de -4 de Junio de 1860, 
se declaró rescindido el contrato por el 
cual se encargó al Diario La Nación , la pu- 
blicación de los Documentos oficiales, lla- 
mándose á nuevas propuestas para la cele- 


bración del contrato respectivo, debiendo 
formar parte de este, la publicación simul- 
tánea y por separado del Registro Oficial. 
Este debe contener todos los documentos 
oficiales expedidos desde el 1 . ° de Marzo 
del mismo año. 


DIí. 


ELECCIONES! ALCALDES ORDINARIOS, 
DEFENSORES DE MENORES T SUS SU- 
PLENTES. — Por la ley de 9 de Junio de 
1860, se introdujeron algunas reformas so- 
bre este punto. 

Para ser nombrado Alcalde ó Defensor 
de menores, es necesario ser Ciudadano y 
tener veinte y cinco años cumplidos de edad. 

Para formar la mesa electoral de estos 
funcionarios, el Alcalde Ordinario en ejer- 
cicio, debe sacar ocho diasantes de la elec- 
ción, en acto público, ocho Ciudadanos á la 
suerte, de todos los que se hallen inscriptos 
en el registro cívico, para cuyo efecto, cita- 
rá por edictos y por medio de los Tenientes 
Alcaldes. De estos ocho Ciudadanos sortea- 
dos, los cuatro primeros formarán la mesa 
con el Alcalde saliente, que debe presidirla, 
siendo dos escrutadores y dos secretarios: 
los cuatro segundos, suplen á aquellos en su 
ausencia. Los que dejasen de concurrir sin 
causa justificada, incurren en una multa de 
veinticinco pesos, aplicable á gastos de en- 
señanza primaria. 


Los votos deben darse personalmente, de 
palabra ó por escrito. 

La mesa debe rechazar los votos que no 
sean dados por Ciudadanos, ó en que se vo- 
te por candidatos que no reúnan las con- 
diciones de la ley. 

Las votaciones deben anotarse en listas 
dobles, confrontándose cada pliego, por to- 
dos los miembros de la mesa. 

Cerrada la votación, debe hacerse el 
correspondiente escrutinio en público, le- 
vantándose el acta respectiva, proclamándose 
los que resulten electos, y comunicándolo á 
estos para que concurran á prestar el debi- 
do juramento 

En los casos de escusacion, ó de ser nu- 
la la elección, se procederá á nueva elección: 
en el primer caso ante la misma mesa, en 
el segundo ante otra mesa, previo nuevo sor* 
teo. 

En lo demas, están subsistentes las dis- 
posiciones anteriores sobre la materia. — 
Véase Elecciones de Alcaldes Ordinarios. 


IH. 


IMPUESTO DE ALUMRRADO. Véase 

Alumbrado público. 

impuesto departamental. — Ha- 
biéndose atribuido por resolución del Go- 
bierno de 25 de Abril de 1860, la recau- 
dación del impuesto departamental, á los 
Gefes Políticos por medio de los respecti- 
vos Comisarios de Policía; y suscitándose 


dudas sobre si dichos Comisarios debian ó 
no cobrar la comisión de recaudación de 
que gozaban los antiguos recaudadores, el 
Gobierno declaró, por resolución transmiti- 
da á los Gefes Políticos, en circular de 13 
de Junio del mismo año, que los Comisarios 
de Policía, como empleados públicos conve- 
nientemente retribuidos por el Estado, no 
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•debían gozar de la comisión asignada por 
la ley á los recaudadores particulares. 

Posteriormente por el articulo 15 de la 
ley de 14 de Julio de 1860, se declaró su- 
primido el impuesto departamental, para des- 
de 1. ° de Enero de 1861. 

IMPUESTO ME NAVEGACION. —El de 

cuarenta centésimos por tonelada, que pa- 
gan los buques por la luz del faro de la Co- 
lonia, está mandado continuar por diez años 
después del término señalado. — Véase Im- 
puesto de navegación. Pag. 141. 

Si el producto del impuesto dejase so- 
brantes, deducidos los gastos de ilumina- 
ción y mejora del faro, y de compra del 
terreno en que está situado, debe aplicarse 
á la construcción de un muelle, y á la con- 
clusión del templo de la Colonia. 

La Junta E. Administrativa, está facul- 
tada para vender en remate el impuesto, y 
contratar las obras indicadas, todo con 
acuerdo del Gobierno, y con calidad de dar 
anualmente cuenta instruida de todo (1). 

IMPUESTO DE PAPE!. SELLADO. Pa- 

ra el año de 1861, es!á declarada vigente 
h ley sancionada para el de 1860, con las 
modificaciones establecidas por la ley de 
timbre (2). — Véa se Impuesto de Papel Se- 
llado, Pag. 142 — Impuesto de timbre. 
Apéndice. 

impuesto de patentes.— En el año 
1861 debe regir la ley de patentes sancio- 
nada para el de 1 860, con las modificacio- 
nes siguientes: 

1 . ® Todo establecimiento que reúna 
giro por mayor y menor, debe pagar la pa- 
tente que corresponda á la venta por ma- 
yor. 

8. ° Los vendedores ambulantes de fru- . 
tas, verduras, carbón, velas, jabón etc. y los 

(í) Ley de 3 de Jallo de »880. 

(3) Ley de 14 de Julio de IM¡0. 


m 

músicos ambulantes deben pagar patente 
de 3. " clase. 

3. ° Los puestos en los mercados ó 
fuera de ellos, aunque sean movibles, en qne 
se venda carne de cerdo ó sus preparacio- 
nes, deben pagar patente de 4. 03 clase. 

4. ° Los carpinteros que solo trabajen 
carretas de campo, y que en el mismo esta- 
blecimiento reúnan también fragua, deben 
pagar patente de la 5. " clase. 

5. ° Los simples salazones de carne y 
de cueros, que reúnan ambos beneficios en 
un mismo local, ó el de graseria, ó cual- 
quiera de ellos, deben pagar la patente ma- 
yor inmediata á la designada para el año de 
1860 (1). — Véase Impuesto de Patentes, 
Pag. 144. 

impuesto de mol. — El que pagan los 
Capitanes y tripulaciones de buques de co- 
mercio que llegan al Puerto. 

Este impuesto es de cuatro reales el Ca- 
pitán del buque, y dos reales cada marinero. 
Los extrangeros que tripulen buques del ca- 
botaje, solo pagan dos reales los patrones, 
y un real cada marinero (2). 

impuesto de timbbf. — El de un real 
fuerte que están obligados á pagar por el 
timbre, los que extiendan los documentos 
siguientes: 

1 ° . Las letras de cambio para dentro y 
fuera del Pais, por cada vía. 

2 ° . Los vales, pagarés, libranzas ú ór- 
denes de pago, y los conformes de plaza. 

3 ° . Los conocimientos de los Capitanes 
de buques, por la carga que reciben á su 
bordo. 

4 ° . Los contratos de fletamento. 

5 ° . Los recibos que escedan de cien 
pesos, á escepcion de aquellos que se 
extiendan á continuación de documentoeque 
se hallen ya timbrados. 

(1) Ley de 9 de Julio de 1860. 

(2) Ley de 19 de Junio de 1860. 
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6. ° Las transferencias de acciones de 
sociedades mercantiles, cada vez que tengan 
lugar. 

7. ° Los documentos de comercio y de 
interes particular, públicos y privados que 
procediendo del Extrangero, hayan de tener 
ejecución en el País. 

8. ® Las pólizas de seguro. 

9 ° La aceptación de letras de cambio 
giradas del exterior sobre cualquier punto 
del Estado, y el endose y negociación de las 
sacadas para el Extrangero. 

Los que debiendo osar del timbre no lo 
hagan, incurren en una multa de diez por 
ciento sobre el valor del documento, y 
cuando este no determine cantidad, en el 
del ceatuplo del valor del timbre, no pu- 
diendo darse curso en juicio á tales docu- 
mentos, mientras no se justifique el pago 
de la multa. 

El Juez que diere curso á un documento 
sin timbre, debiendo llevarlo, y el Escribano 
que autorize su protesta, incurren en la pe- 
na de suspensión por un mes. 

Cuando en algún punto del Estado no hu- 
biese papel timbrado, puede usarse del co- 
mún, haciéndolo constar, dentro de los trein- 
ta dias siguientes. 

Los vales, letras de cambio, pagares y 
libranzas ú órdenes de pago, que deben ex- 
tenderse en papel timbrado, están exonera- 
dos del papel sellado. 

El producto de este impuesto, es destina- 
do, en la parte que baste, á la construcción 
y sostenimiento de un lazareto. La ley que 
lo ha creado debe ser revisada anualmen- 
te (1). 

El timbre es blanco, y representado por 
una figura alegórica, dentrft de un circulo 
eD cuya circunferencia se lee Timbre Na- 
cional, y abajo 120 centésimos. Es admi- 


IJ91 

nistrado por la Colecturía General, la cual 
debe tener el papel timbrado en que hayan 
de extenderse los conformes de plaza, letras, 
vales, pagarés y libranzas u ordenes de pa- 
go, distribuyéndolo con intervención de la 
Contaduría General, y haciéndolo expender 
en parages convenientes en la Capital y en 
todos los Pueblos del Estado. 

No debe administrarse el timbre á ningún 
documento que debiendo estar extendido en 
papel sellado, se presente escrito en papel 
común, ó en sello inferior al que correspon- 
da, sin el pago previo de la multa corres- 
pondiente á aquella omisión. 

La aceptación y endoso de letras de cam- 
bio, debe empezar á escribirse en la letra 
aceptada, negociada ó endosada, concluyen- 
do y firmando en el papel timbrado que de- 
be agregarse. ... j 

El producto del impuesto de timbre de- 
be ser vertido mensualmente en la Tesore- 
ría General, con independencia del de las 
rentas de Aduana, y la cuenta debe llevar- 
se en forma estadística, con separación de 
clases (1). 

IIHP1JE8T* ®E TMBL46B. — LOS bu- 

ques Nacionales y Extrangeros procedentes 
de ultramar, deben pagar por cada tonela-. 
da, dos reales. 

Este impuesto se paga por una vez en 
cualquier Puerto de la República adonde 
lleguen y empiezen sus operaciones. 

Son esceptuadosdc él: 1. ° • Los buques 
de guerra, y los transportes que no conduz- 
can efectos destinados al comercio: 2. 
Los que entren por causa de averia, tem- 
poral ú otro caso fortuito, y no hagan ope- 
raciones mercantiles, aunque descarguen 
para reparar las averias, reembarcando el 
cargamento: 3. ° Los que aunque vengan 
con efectos de omercio, no hagan su des- 
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(I) Ley de H de Junio de 18C0. 


(I) Decreto de 16 ue Junio de t836» 
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sarga, siempre que salgan del Puerto den- El derecha de tonelage debe cobrarse por 
tro del término de ocho dias (1). la Colecturía General (1) 


IW. 


INSPECTOR DE ALIMENTOS I DROGAS 

medicinales. — Este empleado cuyas fun- 
ciones son examinar escrupulosamente las 
substancias alimenticias, caldos y drogas que 
se despachen por la Aduana para el consu- 
mo de la Capital, ó que se remuevan de pla- 
zá, óse saquen de los depósitos con destino 
al interior de la República, depende inmedia- 
tamente del Colector General. 

Cualquiera de dichas substancias que se 
considere adulterada, debe ser sometida á 
un análisis químico, y si resultase la adul- 
teración, se rehusará su despacho para el 
consumo. 


Si lasnbstancia adulterada, fuese no obs- 
tante, susceptible de otro destina, se pei- 
mitirá el despacho, previas les garantías que 
el Colector exijirá, á fin de que no pueda 
ser introducida al consumo, haciéndose sa- 
ber el caso par los periódicos. 

Los vinos y demas caldos preparados arti- 
ficialmente, y las drogas medicinales que re- 
sulten adulteradas, deben ser descomisadas y 
arrojadas al mar. 

En caso de duda ó reclamación sobre la 
calidad de las substancias examinadas, la 
Junta de hijiene pública debe resolver defi- 
nitivamente (2). 


PB, 


PRESUPUESTO GENERAL DE GASTOS. 

— El presupuesto general de gastos de la 
Administración pública, debe sancionarse de 
un año para otro, presentándose por el G )- 
hierno al Cuerpo Legislativo, antes del dia 
1 ® de Abril (2). 


La ley del presupuesta sancionada para 
regir desde 1 ° de Julio de 1860, com- 
prende diez y odio meses, y termina con el 
año de 1861. 


TU. 


TRIDUN’AL SUPERIOR DE JUSTICIA — 

Por el articulo 10 de la ley de 15 de Julio 
de 1860, le está cometido el conocimiento 
en grado de apelación, de las sentencias que 
dicte la Comisión clasificadora de los cré- 
ditos contra el Estado anteriores al año de 
1852, no convertidos en titulos de deuda 
pública consolidada. 


(I) Ley de 19 de Junio de 1800. 
(I) Ley de 3 de Mayo de 1860. 


Este juicio debe ser breve y sumario, con 
audiencia del Fiscal, y en él no se devengan 
costas. La sentencia del Tribunal es inape- 
lable. — Véase Créditos contra el Estado — 

Apéndice. 


(1) Decn to de 20 de Junio de <800 

(2) iXcrcto do 20 de Junio de 1800. 
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